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La Constitución Política del Estado otorga al Ministerio Público la labor de ejercer la acción penal 
en defensa de la legalidad y los intereses generales de la sociedad, debiendo realizar sus funciones 
de acuerdo con los principios de legalidad, oportunidad, objetividad, responsabilidad, autonomía, 
unidad y jerarquía.

Para el fi el cumplimiento del mandato constitucional, la Fiscalía General del Estado lleva adelante una 
transformación del Ministerio Público con la implementación del Nuevo Modelo de Gestión Fiscal 
que va optimizando, de manera integral, la labor fi scal acompañada con reformas organizativas y 
cambios sustanciales en la metodología de trabajo.

Esta transformación está articulada a los cambios que emanan de la Ley de Abreviación Procesal 
Penal y de Fortalecimiento de la Lucha Integral Contra la Violencia a Niñas, Niños, Adolescentes y 
Mujeres Nº 1173, que reafi rma el sistema penal acusatorio, profundizando la oralidad, fortaleciendo 
las acciones jurídicas en favor de la víctima y de los sectores más vulnerables de la sociedad, 
evitando el retardo procesal y posibilitando la tutela judicial efectiva.

La labor fi scal, por mandato constitucional, exige la aplicación de normas específi cas, para que los 
justiciables no queden a merced de una intervención excesiva o arbitraria del Estado, por lo que el 
principio de legalidad no debe ser asumido como una característica del sistema de justicia penal, 
sino como su misión y objetivo. Por ello, este principio debe ser entendido como una garantía del 
ciudadano y no como un postulado vacío y abierto a cualquier contenido discrecional. 

En este propósito, la Fiscalía General del Estado, con el valioso aporte de la Cooperación Suiza en 
Bolivia en la tarea de fortalecer el servicio de la justicia penal, ha decidido realizar la publicación 
del presente Compendio de Legislación Penal, que fue esquematizada de forma prolija y completa 
por lo que  resulta una importante contribución a la alta y delicada labor de los fi scales, teniendo 
por objetivo de que sea un texto de consulta permanente en las funciones de los servidores del 
Ministerio Público. 

Este material llegará a todas las fi scalías del territorio nacional y servirá para actuar con la 
debida diligencia en el propósito de prevenir, investigar y sancionar la violencia contra la mujer, el 
descongestionamiento de las causas, la agilización de procesos, la conciliación en sede fi scal y 
lograr una persecución penal efi caz y efi ciente.   

Por esta razón es importante destacar el trabajo en la implementación del Nuevo Modelo de Gestión 
Fiscal y la construcción del paradigma de un sistema penal más justo, pero fundamentalmente más 
humano.
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CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO
- 7 de Febrero de 2009 -

PREÁMBULO
En tiempos inmemoriales se erigieron montañas, se desplazaron ríos, se formaron lagos. Nuestra 
amazonia, nuestro chaco, nuestro altiplano y nuestros llanos y valles se cubrieron de verdores y flores. 
Poblamos esta sagrada Madre Tierra con rostros diferentes, y comprendimos desde entonces la 
pluralidad vigente de todas las cosas y nuestra diversidad como seres y culturas. Así conformamos 
nuestros pueblos, y jamás comprendimos el racismo hasta que lo sufrimos desde los funestos tiempos 
de la colonia.

El pueblo boliviano, de composición plural, desde la profundidad de la historia, inspirado en las luchas 
del pasado, en la sublevación indígena anticolonial, en la independencia, en las luchas populares de 
liberación, en las marchas indígenas, sociales y sindicales, en las guerras del agua y de octubre, en las 
luchas por la tierra y territorio, y con la memoria de nuestros mártires, construimos un nuevo Estado.

Un Estado basado en el respeto e igualdad entre todos, con principios de soberanía, dignidad, 
complementariedad, solidaridad, armonía y equidad en la distribución y redistribución del producto 
social, donde predomine la búsqueda del vivir bien; con respeto a la pluralidad económica, social, 
jurídica, política y cultural de los habitantes de esta  tierra; en convivencia colectiva con acceso al agua, 
trabajo, educación, salud y vivienda para todos.

Dejamos en el pasado el Estado colonial, republicano y neoliberal. Asumimos el reto histórico de 
construir colectivamente el Estado Unitario Social de Derecho Plurinacional Comunitario, que integra y 
articula los propósitos de avanzar hacia una Bolivia democrática, productiva, portadora e inspiradora 
de la paz, comprometida con el desarrollo integral y con la libre determinación de los pueblos.

Nosotros, mujeres y hombres, a través de la Asamblea Constituyente y con el poder originario del 
pueblo, manifestamos nuestro compromiso con la unidad e integridad del país. 

Cumpliendo el mandato de nuestros pueblos, con la fortaleza de nuestra Pachamama y gracias a Dios, 
refundamos Bolivia. 

Honor y gloria a los mártires de la gesta constituyente y liberadora, que han hecho posible esta nueva 
historia.

EVO MORALES AYMA

PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DE LA REPÚBLICA
Por cuanto, el Pueblo Boliviano a través del Referéndum de fecha 25 de enero de 2009, ha aprobado 
el proyecto de Constitución Política del Estado, presentado al H. Congreso Nacional por la Asamblea 
Constituyente el 15 de diciembre de 2007 con los ajustes establecidos por el H. Congreso Nacional. Por 
la voluntad del soberano se proclama la siguiente:
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 CONSTITUCIÓN POLITICA DEL ESTADO

PRIMERA PARTE

BASES FUNDAMENTALES DEL ESTADO

DERECHOS, DEBERES Y GARANTÍAS

TÍTULO I

BASES FUNDAMENTALES DEL ESTADO

CAPÍTULO PRIMERO

MODELO DE ESTADO
Artículo 1. Bolivia se constituye en un Estado Unitario Social de Derecho Plurinacional Comunitario, 
libre, independiente, soberano, democrático, intercultural, descentralizado y con autonomías. Bolivia 
se funda en la pluralidad y el pluralismo político, económico, jurídico, cultural y lingüístico, dentro del 
proceso integrador del país.

Artículo 2. Dada la existencia precolonial de las naciones y pueblos indígena originario campesinos y 
su dominio ancestral sobre sus territorios, se garantiza su libre determinación en el marco de la unidad 
del Estado, que consiste en su derecho a la autonomía, al autogobierno, a su cultura, al reconocimiento 
de sus instituciones y a la consolidación de sus entidades territoriales, conforme a esta Constitución 
y la ley.

Artículo 3. La nación boliviana está conformada por la totalidad de las bolivianas y los bolivianos, las 
naciones y pueblos indígena originario campesinos, y las comunidades interculturales y afrobolivianas 
que en conjunto constituyen el pueblo boliviano.

Artículo 4. El Estado respeta y garantiza la libertad de religión y de creencias espirituales, de acuerdo 
con sus cosmovisiones. El Estado es independiente de la religión.

Artículo 5.

I. Son idiomas ofi ciales del Estado el castellano y todos los idiomas de las naciones y pueblos 
indígena originario campesinos, que son el aymara, araona, baure, bésiro, canichana, cavineño, 
cayubaba, chácobo, chimán, ese ejja, guaraní, guarasu’we, guarayu, itonama, leco, machajuyai-
kallawaya, machineri, maropa, mojeño-trinitario, mojeño-ignaciano, moré, mosetén, movima, 
pacawara, puquina, quechua, sirionó, tacana, tapiete, toromona, uru-chipaya, weenhayek, 
yaminawa, yuki, yuracaré y zamuco.

II. El Gobierno plurinacional y los gobiernos departamentales deben utilizar al menos dos 
idiomas ofi ciales. Uno de ellos debe ser el castellano, y el otro se decidirá tomando en cuenta 
el uso, la conveniencia, las circunstancias, las necesidades y preferencias de la población en 
su totalidad o del territorio en cuestión. Los demás gobiernos autónomos deben utilizar los 
idiomas propios de su territorio, y uno de ellos debe ser el castellano.

Artículo 6.

I. Sucre es la Capital de Bolivia.

II. Los símbolos del Estado son la bandera tricolor rojo, amarillo y verde; el himno boliviano; el 
escudo de armas; la wiphala; la escarapela; la flor de la kantuta y la flor del patujú.
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CAPÍTULO SEGUNDO

PRINCIPIOS, VALORES Y FINES DEL ESTADO
Artículo 7. La soberanía reside en el pueblo boliviano, se ejerce de forma directa y delegada. De ella 
emanan, por delegación, las funciones y atribuciones de los órganos del poder público; es inalienable 
e imprescriptible.

Artículo 8.

I. El Estado asume y promueve como principios ético-morales de la sociedad plural: ama qhilla, 
ama llulla, ama suwa (no seas flojo, no seas mentiroso ni seas ladrón), suma qamaña (vivir 
bien), ñandereko (vida armoniosa), teko kavi (vida buena), ivi maraei (tierra sin mal) y qhapaj 
ñan (camino o vida noble).

II El Estado se sustenta en los valores de unidad, igualdad, inclusión, dignidad, libertad, solidaridad, 
reciprocidad, respeto, complementariedad, armonía, transparencia, equilibrio, igualdad de 
oportunidades, equidad social y de género en la participación, bienestar común, responsabilidad, 
justicia social, distribución y redistribución de los productos y bienes sociales, para vivir bien.

Artículo 9. Son fi nes y funciones esenciales del Estado, además de los que establece la Constitución 
y la ley:

1. Constituir una sociedad justa y armoniosa, cimentada en la descolonización, sin discriminación 
ni explotación, con plena justicia social, para consolidar las identidades plurinacionales.

2. Garantizar el bienestar, el desarrollo, la seguridad y la protección e igual dignidad de las 
personas, las naciones, los pueblos y las comunidades, y fomentar el respeto mutuo y el 
diálogo intracultural, intercultural y plurilingüe.

3. Reafi rmar y consolidar la unidad del país, y preservar como patrimonio histórico y humano 
la diversidad plurinacional.

4. Garantizar el cumplimiento de los principios, valores, derechos y deberes reconocidos y 
consagrados en esta Constitución.

5. Garantizar el acceso de las personas a la educación, a la salud y al trabajo.

6. Promover y garantizar el aprovechamiento responsable y planifi cado de los recursos 
naturales, e impulsar su industrialización, a través del desarrollo y del fortalecimiento de 
la base productiva en sus diferentes dimensiones y niveles, así como la conservación del 
medio ambiente, para el bienestar de las generaciones actuales y futuras.

Artículo 10.

I. Bolivia es un Estado pacifi sta, que promueve la cultura de la paz y el derecho a la paz, así como 
la cooperación entre los pueblos de la región y del mundo, a fi n de contribuir al conocimiento 
mutuo, al desarrollo equitativo y a la promoción de la interculturalidad, con pleno respeto a la 
soberanía de los estados.

II. Bolivia rechaza toda guerra de agresión como instrumento de solución a los diferendos y 
conflictos entre estados y se reserva el derecho a la legítima defensa en caso de agresión que 
comprometa la independencia y la integridad del Estado.

III. Se prohíbe la instalación de bases militares extranjeras en territorio boliviano.
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CAPÍTULO TERCERO

SISTEMA DE GOBIERNO
Artículo 11. 

I.  La República de Bolivia adopta para su gobierno la forma democrática participativa, 
representativa y comunitaria, con equivalencia de condiciones entre hombres y mujeres.

II.  La democracia se ejerce de las siguientes formas, que serán desarrolladas por la ley:

1. Directa y participativa, por medio del referendo, la iniciativa legislativa ciudadana, la 
revocatoria de mandato, la asamblea, el cabildo y la consulta previa. Las asambleas y 
cabildos tendrán carácter deliberativo conforme a Ley.

2. Representativa, por medio de la elección de representantes por voto universal, directo y 
secreto, conforme a Ley.

3. Comunitaria, por medio de la elección, designación o nominación de autoridades y 
representantes por normas y procedimientos propios de las naciones y pueblos indígena 
originario campesinos, entre otros, conforme a Ley.

Artículo 12.

I.   El Estado se organiza y estructura su poder público a través de los órganos Legislativo, Ejecutivo, 
Judicial y Electoral. La organización del Estado está fundamentada en la independencia, 
separación, coordinación y cooperación de estos órganos.

II.   Son funciones estatales la de Control, la de Defensa de la Sociedad y la de Defensa del Estado.

III.  Las funciones de los órganos públicos no pueden ser reunidas en un solo órgano ni son 
delegables entre si.

TÍTULO II

DERECHOS FUNDAMENTALES Y GARANTÍAS

CAPÍTULO PRIMERO

DISPOSICIONES GENERALES
Artículo 13. 

I.  Los derechos reconocidos por esta Constitución son inviolables, universales, interdependientes, 
indivisibles y progresivos. El Estado tiene el deber de promoverlos, protegerlos y respetarlos.

II.  Los derechos que proclama esta Constitución no serán entendidos como negación de otros 
derechos no enunciados.

III.  La clasifi cación de los derechos establecida en esta Constitución no determina jerarquía 
alguna ni superioridad de unos derechos sobre otros.
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IV.  Los tratados y convenios internacionales ratifi cados por la Asamblea Legislativa Plurinacional, 
que reconocen los derechos humanos y que prohíben su limitación en los Estados de Excepción 
prevalecen en el orden interno. Los derechos y deberes consagrados en esta Constitución 
se interpretarán de conformidad con los Tratados internacionales de derechos humanos 
ratifi cados por Bolivia.

Artículo 14. 

I.  Todo ser humano tiene personalidad y capacidad jurídica con arreglo a las leyes y goza de los 
derechos reconocidos por esta Constitución, sin distinción alguna.

II.  El Estado prohíbe y sanciona toda forma de discriminación fundada en razón de sexo, color, 
edad, orientación sexual, identidad de género, origen, cultura, nacionalidad, ciudadanía, idioma, 
credo religioso, ideología, fi liación política o fi losófi ca, estado civil, condición económica o 
social, tipo de ocupación, grado de instrucción, discapacidad, embarazo, u otras que tengan por 
objetivo o resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones 
de igualdad, de los derechos de toda persona.

III.  El Estado garantiza a todas las personas y colectividades, sin discriminación alguna, el libre 
y efi caz ejercicio de los derechos establecidos en esta Constitución, las leyes y los tratados 
internacionales de derechos humanos.

IV.  En el ejercicio de los derechos, nadie será obligado a hacer lo que la Constitución y las leyes no 
manden, ni a privarse de lo que éstas no prohíban.

V. Las leyes bolivianas se aplican a todas las personas, naturales o jurídicas, bolivianas o 
extranjeras, en el territorio boliviano.

VI.  Las extranjeras y los extranjeros en el territorio boliviano tienen los derechos y deben cumplir 
los deberes establecidos en la Constitución, salvo las restricciones que ésta contenga.

CAPÍTULO SEGUNDO

DERECHOS FUNDAMENTALES
Artículo 15. 

I. Toda persona tiene derecho a la vida y a la integridad física, psicológica y sexual. Nadie será 
torturado, ni sufrirá tratos crueles, inhumanos, degradantes o humillantes. No existe la pena de 
muerte.

II.  Todas las personas, en particular las mujeres, tienen derecho a no sufrir violencia física, sexual 
o psicológica, tanto en la familia como en la sociedad.

III.  El Estado adoptará las medidas necesarias para prevenir, eliminar y sancionar la violencia 
de género y generacional, así como toda acción u omisión que tenga por objeto degradar la 
condición humana, causar muerte, dolor y sufrimiento físico, sexual o psicológico, tanto en el 
ámbito público como privado. 

IV.  Ninguna persona podrá ser sometida a desaparición forzada por causa o circunstancia alguna.

V.  Ninguna persona podrá ser sometida a servidumbre ni esclavitud. Se prohíbe la trata y tráfi co 
de personas. 
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Artículo 16. 

I.  Toda persona tiene derecho al agua y a la alimentación. 

II.  El Estado tiene la obligación de garantizar la seguridad alimentaría, a través de una alimentación 
sana, adecuada y sufi ciente para toda la población.

Artículo 17. Toda persona tiene derecho a recibir educación en todos los niveles de manera universal, 
productiva, gratuita, integral e intercultural, sin discriminación. 

Artículo 18. 

I. Todas las personas tienen derecho a la salud.

II. El Estado garantiza la inclusión y el acceso a la salud de todas las personas, sin exclusión ni 
discriminación alguna.

III. El sistema único de salud será universal, gratuito, equitativo, intracultural, intercultural, 
participativo, con calidad, calidez y control social. El sistema se basa en los principios de 
solidaridad, efi ciencia y corresponsabilidad y se desarrolla mediante políticas públicas en 
todos los niveles de gobierno.

Artículo 19. 

I. Toda persona tiene derecho a un hábitat y vivienda adecuada, que dignifi quen la vida familiar y 
comunitaria.

II. El Estado, en todos sus niveles de gobierno, promoverá planes de vivienda de interés social, 
mediante sistemas adecuados de fi nanciamiento, basándose en los principios de solidaridad y 
equidad. Estos planes se destinarán preferentemente a familias de escasos recursos, a grupos 
menos favorecidos y al área rural.

Artículo 20. 

I. Toda persona tiene derecho al acceso universal y equitativo a los servicios básicos de agua 
potable, alcantarillado, electricidad, gas domiciliario, postal y telecomunicaciones.

II. Es responsabilidad del Estado, en todos sus niveles de gobierno, la provisión de los servicios 
básicos a través de entidades públicas, mixtas, cooperativas o comunitarias. En los casos 
de electricidad, gas domiciliario y telecomunicaciones se podrá prestar el servicio mediante 
contratos con la empresa privada. La provisión de servicios debe responder a los criterios de 
universalidad, responsabilidad, accesibilidad, continuidad, calidad, efi ciencia, efi cacia, tarifas 
equitativas y cobertura necesaria; con participación y control social. 

III. El acceso al agua y alcantarillado constituyen derechos humanos, no son objeto de concesión 
ni privatización y están sujetos a régimen de licencias y registros, conforme a ley.
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CAPÍTULO TERCERO

DERECHOS CIVILES Y POLÍTICOS

SECCIÓN I

DERECHOS CIVILES
Artículo 21. Las bolivianas y los bolivianos tienen los siguientes derechos:

1 A la autoidentifi cación cultural.

2. A la privacidad, intimidad, honra, honor, propia imagen y dignidad.

3. A la libertad de pensamiento, espiritualidad, religión y culto, expresados en forma individual 
o colectiva, tanto en público como en privado, con fi nes lícitos. 

4. A la libertad de reunión y asociación, en forma pública y privada, con fi nes lícitos.

5. A expresar y difundir libremente pensamientos u opiniones por cualquier medio de 
comunicación, de forma oral, escrita o visual, individual o colectiva.

6. A acceder a la información, interpretarla, analizarla y comunicarla libremente, de manera 
individual o colectiva.

7. A la libertad de residencia, permanencia y circulación en todo el territorio boliviano, que 
incluye la salida e ingreso del país.

Artículo 22. La dignidad y la libertad de la persona son inviolables. Respetarlas y protegerlas es deber 
primordial del Estado. 

Artículo 23. 

I. Toda persona tiene derecho a la libertad y seguridad personal. La libertad personal sólo podrá 
ser restringida en los límites señalados por la ley, para asegurar el descubrimiento de la verdad 
histórica en la actuación de las instancias jurisdiccionales.

II. Se evitará la imposición a los adolescentes de medidas privativas de libertad. Todo adolescente 
que se encuentre privado de libertad recibirá atención preferente por parte de las autoridades 
judiciales, administrativas y policiales. Éstas deberán asegurar en todo momento el respeto a 
su dignidad y la reserva de su identidad. La detención deberá cumplirse en recintos distintos 
de los asignados para los adultos, teniendo en cuenta las necesidades propias de su edad. 

III. Nadie podrá ser detenido, aprehendido o privado de su libertad, salvo en los casos y según las 
formas establecidas por la ley. La ejecución del mandamiento requerirá que éste emane de 
autoridad competente y que sea emitido por escrito.

IV. Toda persona que sea encontrada en delito flagrante podrá ser aprehendida por cualquier otra 
persona, aun sin mandamiento. El único objeto de la aprehensión será su conducción ante 
autoridad judicial competente, quien deberá resolver su situación jurídica en el plazo máximo 
de veinticuatro horas.

V. En el momento en que una persona sea privada de su libertad, será informada de los motivos 
por los que se procede a su detención, así como de la denuncia o querella formulada en su 
contra. 



18

Fiscalía General del Estado

Constitución Política del Estado

VI. Los responsables de los centros de reclusión deberán llevar el registro de personas privadas 
de libertad. No recibirán a ninguna persona sin copiar en su registro el mandamiento 
correspondiente. Su incumplimiento dará lugar al procesamiento y sanciones que señale la ley.

Artículo 24. Toda persona tiene derecho a la petición de manera individual o colectiva, sea oral o 
escrita, y a la obtención de respuesta formal y pronta. Para el ejercicio de este derecho no se exigirá 
más requisito que la identifi cación del peticionario.

Artículo 25. 

I. Toda persona tiene derecho a la inviolabilidad de su domicilio y al secreto de las comunicaciones 
privadas en todas sus formas, salvo autorización judicial.

II. Son inviolables la correspondencia, los papeles privados y las manifestaciones privadas 
contenidas en cualquier soporte, éstos no podrán ser incautados salvo en los casos 
determinados por la ley para la investigación penal, en virtud de orden escrita y motivada de 
autoridad judicial competente.

III. Ni la autoridad pública, ni persona u organismo alguno podrán interceptar conversaciones o 
comunicaciones privadas mediante instalación que las controle o centralice.

IV. La información y prueba obtenidas con violación de correspondencia y comunicaciones en 
cualquiera de sus formas no producirán efecto legal.

SECCIÓN II

DERECHOS POLÍTICOS
Artículo 26. 

I. Todas las ciudadanas y los ciudadanos tienen derecho a participar libremente en la formación, 
ejercicio y control del poder político, directamente o por medio de sus representantes, y de 
manera individual o colectiva. La participación será equitativa y en igualdad de condiciones 
entre hombres y mujeres.

II. El derecho a la participación comprende:

1. La organización con fi nes de participación política, conforme a la Constitución y a la ley.

2. El sufragio, mediante voto igual, universal, directo, individual, secreto, libre y obligatorio, 
escrutado públicamente. El sufragio se ejercerá a partir de los dieciocho años cumplidos. 

3. Donde se practique la democracia comunitaria, los procesos electorales se ejercerán 
según normas y procedimientos propios, supervisados por el Órgano Electoral, siempre 
y cuando el acto electoral no esté sujeto al voto igual, universal, directo, secreto, libre y 
obligatorio.

4. La elección, designación y nominación directa de los representantes de las naciones y pueblos 
indígena originario campesinos, de acuerdo con sus normas y procedimientos propios.

5. La fi scalización de los actos de la función pública.

Artículo 27. 
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I.  Las bolivianas y los bolivianos residentes en el exterior tienen derecho a participar en las 
elecciones a la Presidencia y Vicepresidencia del Estado, y en las demás señaladas por la ley. El 
derecho se ejercerá a través del registro y empadronamiento realizado por el Órgano Electoral. 

II. Las extranjeras y los extranjeros residentes en Bolivia tienen derecho a sufragar en las 
elecciones municipales, conforme a la ley, aplicando principios de reciprocidad internacional.

Artículo 28. El ejercicio de los derechos políticos se suspende en los siguientes casos, previa sentencia 
ejecutoriada mientras la pena no haya sido cumplida:

1.  Por tomar armas y prestar servicio en fuerzas armadas enemigas en tiempos de guerra.

2.  Por defraudación de recursos públicos.

3.  Por traición a la patria.

Artículo 29. 

I. Se reconoce a las extranjeras y los extranjeros el derecho a pedir y recibir asilo o refugio por 
persecución política o ideológica, de conformidad con las leyes y los tratados internacionales.

II. Toda persona a quien se haya otorgado en Bolivia asilo o refugio no será expulsada o entregada 
a un país donde su vida, integridad, seguridad o libertad peligren. El Estado atenderá de manera 
positiva, humanitaria y expedita las solicitudes de reunifi cación familiar que se presenten por 
padres o hijos asilados o refugiados.

CAPÍTULO CUARTO

DERECHOS DE LAS NACIONES

Y PUEBLOS INDÍGENA ORIGINARIO CAMPESINOS
Artículo 30. 

I. Es nación y pueblo indígena originario campesino toda la colectividad humana que comparta 
identidad cultural, idioma, tradición histórica, instituciones, territorialidad y cosmovisión, cuya 
existencia es anterior a la invasión colonial española.

II. En el marco de la unidad del Estado y de acuerdo con esta Constitución las naciones y pueblos 
indígena originario campesinos gozan de los siguientes derechos:

1. A existir libremente.

2. A su identidad cultural, creencia religiosa, espiritualidades, prácticas y costumbres, y a su 
propia cosmovisión.

3. A que la identidad cultural de cada uno de sus miembros, si así lo desea, se inscriba junto 
a la ciudadanía boliviana en su cédula de identidad, pasaporte u otros documentos de 
identifi cación con validez legal.

4. A la libre determinación y territorialidad. 

5. A que sus instituciones sean parte de la estructura general del Estado.
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6. A la titulación colectiva de tierras y territorios. 

7. A la protección de sus lugares sagrados.

8. A crear y administrar sistemas, medios y redes de comunicación propios. 

9. A que sus saberes y conocimientos tradicionales, su medicina tradicional, sus idiomas, 
sus rituales y sus símbolos y vestimentas sean valorados, respetados y promocionados.

10. A vivir en un medio ambiente sano, con manejo y aprovechamiento adecuado de los 
ecosistemas. 

11. A la propiedad intelectual colectiva de sus saberes, ciencias y conocimientos, así como a 
su valoración, uso, promoción y desarrollo.

12. A una educación intracultural, intercultural y plurilingüe en todo el sistema educativo.

13. Al sistema de salud universal y gratuito que respete su cosmovisión y prácticas 
tradicionales.

14 Al ejercicio de sus sistemas políticos, jurídicos y económicos acorde a su cosmovisión.

15. A ser consultados mediante procedimientos apropiados, y en particular a través de sus 
instituciones, cada vez que se prevean medidas legislativas o administrativas susceptibles 
de afectarles. En este marco, se respetará y garantizará el derecho a la consulta previa 
obligatoria, realizada por el Estado, de buena fe y concertada, respecto a la explotación de 
los recursos naturales no renovables en el territorio que habitan.

16. A la participación en los benefi cios de la explotación de los recursos naturales en sus 
territorios.

17. A la gestión territorial indígena autónoma, y al uso y aprovechamiento exclusivo de los 
recursos naturales renovables existentes en su territorio sin perjuicio de los derechos 
legítimamente adquiridos por terceros.

18. A la participación en los órganos e instituciones del Estado.

III. El Estado garantiza, respeta y protege los derechos de las naciones y pueblos indígena 
originario campesinos consagrados en esta Constitución y la ley.

Artículo 31. 

I. Las naciones y pueblos indígena originarios en peligro de extinción, en situación de aislamiento 
voluntario y no contactados, serán protegidos y respetados en sus formas de vida individual y colectiva.

II. Las naciones y pueblos indígenas en aislamiento y no contactados gozan del derecho a 
mantenerse en esa condición, a la delimitación y consolidación legal del territorio que ocupan 
y habitan.

Artículo 32. El pueblo afroboliviano goza, en todo lo que corresponda, de los derechos económicos, 
sociales, políticos y culturales reconocidos en la Constitución para las naciones y pueblos indígena 
originario campesinos.
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CAPÍTULO QUINTO

DERECHOS SOCIALES Y ECONÓMICOS

SECCIÓN I

DERECHO AL MEDIO AMBIENTE
Artículo 33. Las personas tienen derecho a un medio ambiente saludable, protegido y equilibrado. 
El ejercicio de este derecho debe permitir a los individuos y colectividades de las presentes y futuras 
generaciones, además de otros seres vivos, desarrollarse de manera normal y permanente. 

Artículo 34. Cualquier persona, a título individual o en representación de una colectividad, está 
facultada para ejercitar las acciones legales en defensa del derecho al medio ambiente, sin perjuicio 
de la obligación de las instituciones públicas de actuar de ofi cio frente a los atentados contra el medio 
ambiente.

SECCIÓN II

DERECHO A LA SALUD Y A LA SEGURIDAD SOCIAL
Artículo 35. 

I. El Estado, en todos sus niveles, protegerá el derecho a la salud, promoviendo políticas 
públicas orientadas a mejorar la calidad de vida, el bienestar colectivo y el acceso gratuito de 
la población a los servicios de salud.

II.   El sistema de salud es único e incluye a la medicina tradicional de las naciones y pueblos 
indígena originario campesinos.

Artículo 36. 

I.  El Estado garantizará el acceso al seguro universal de salud.

II.  El Estado controlará el ejercicio de los servicios públicos y privados de salud, y lo regulará 
mediante la ley.

Artículo 37. El Estado tiene la obligación indeclinable de garantizar y sostener el derecho a la salud, que 
se constituye en una función suprema y primera responsabilidad fi nanciera. Se priorizará la promoción 
de la salud y la prevención de las enfermedades.

Artículo 38.

I.  Los bienes y servicios públicos de salud son propiedad del Estado, y no podrán ser privatizados 
ni concesionados.

II.  Los servicios de salud serán prestados de forma ininterrumpida.



22

Fiscalía General del Estado

Constitución Política del Estado

Artículo 39. 

I.  El Estado garantizará el servicio de salud público y reconoce el servicio de salud privado; 
regulará y vigilará la atención de calidad a través de auditorías médicas sostenibles que evalúen 
el trabajo de su personal, la infraestructura y el equipamiento, de acuerdo con la ley.

II.  La ley sancionará las acciones u omisiones negligentes en el ejercicio de la práctica médica.

Artículo 40. El Estado garantizará la participación de la población organizada en la toma de decisiones, 
y en la gestión de todo el sistema público de salud.

Artículo 41. 

I.  El Estado garantizará el acceso de la población a los medicamentos.

II. El Estado priorizará los medicamentos genéricos a través del fomento de su producción interna 
y, en su caso, determinará su importación. 

III.  El derecho a acceder a los medicamentos no podrá ser restringido por los derechos de propiedad 
intelectual y comercialización, y contemplará estándares de calidad y primera generación.

Artículo 42. 

I. Es responsabilidad del Estado promover y garantizar el respeto, uso, investigación y práctica 
de la medicina tradicional, rescatando los conocimientos y prácticas ancestrales desde el 
pensamiento y valores de todas las naciones y pueblos indígena originario campesinos.

II.  La promoción de la medicina tradicional incorporará el registro de medicamentos naturales 
y de sus principios activos, así como la protección de su conocimiento como propiedad 
intelectual, histórica, cultural, y como patrimonio de las naciones y pueblos indígena originario 
campesinos.

III.  La ley regulará el ejercicio de la medicina tradicional y garantizará la calidad de su servicio.

Artículo 43. La ley regulará las donaciones o trasplantes de células, tejidos u órganos bajo los principios 
de humanidad, solidaridad, oportunidad, gratuidad y efi ciencia. 

Artículo 44. 

I. Ninguna persona será sometida a intervención quirúrgica, examen médico o de laboratorio sin 
su consentimiento o el de terceros legalmente autorizados, salvo peligro inminente de su vida. 

II. Ninguna persona será sometida a experimentos científi cos sin su consentimiento.

Artículo 45.

I. Todas las bolivianas y los bolivianos tienen derecho a acceder a la seguridad social.

II. La seguridad social se presta bajo los principios de universalidad, integralidad, equidad, 
solidaridad, unidad de gestión, economía, oportunidad, interculturalidad y efi cacia. Su dirección 
y administración corresponde al Estado, con control y participación social. 

III. El régimen de seguridad social cubre atención por enfermedad, epidemias y enfermedades 
catastrófi cas; maternidad y paternidad; riesgos profesionales, laborales y riesgos por labores 
de campo; discapacidad y necesidades especiales; desempleo y pérdida de empleo; orfandad, 
invalidez, viudez, vejez y muerte; vivienda, asignaciones familiares y otras previsiones sociales.
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IV. El Estado garantiza el derecho a la jubilación, con carácter universal, solidario y equitativo.

V. Las mujeres tienen derecho a la maternidad segura, con una visión y práctica intercultural; 
gozarán de especial asistencia y protección del Estado durante el embarazo, parto y en los 
periodos prenatal y posnatal. 

VI. Los servicios de seguridad social pública no podrán ser privatizados ni concesionados.

SECCIÓN III

DERECHO AL TRABAJO Y AL EMPLEO
Artículo 46. 

I. Toda persona tiene derecho:

1. Al trabajo digno, con seguridad industrial, higiene y salud ocupacional, sin discriminación, 
y con remuneración o salario justo, equitativo y satisfactorio, que le asegure para sí y su 
familia una existencia digna.

2. A una fuente laboral estable, en condiciones equitativas y satisfactorias.

II. El Estado protegerá el ejercicio del trabajo en todas sus formas.

III. Se prohíbe toda forma de trabajo forzoso u otro modo análogo de explotación que obligue a 
una persona a realizar labores sin su consentimiento y justa retribución.

Artículo 47. 

I. Toda persona tiene derecho a dedicarse al comercio, la industria o a cualquier actividad 
económica lícita, en condiciones que no perjudiquen al bien colectivo.

II. Las trabajadoras y los trabajadores de pequeñas unidades productivas urbanas o rurales, 
por cuenta propia, y gremialistas en general, gozarán por parte del Estado de un régimen de 
protección especial, mediante una política de intercambio comercial equitativo y de precios 
justos para sus productos, así como la asignación preferente de recursos económicos 
fi nancieros para incentivar su producción.

III. El Estado protegerá, fomentará y fortalecerá las formas comunitarias de producción.

Artículo 48. 

I. Las disposiciones sociales y laborales son de cumplimiento obligatorio.

II. Las normas laborales se interpretarán y aplicarán bajo los principios de protección de las 
trabajadoras y de los trabajadores como principal fuerza productiva de la sociedad; de primacía 
de la relación laboral; de continuidad y estabilidad laboral; de no discriminación y de inversión 
de la prueba a favor de la trabajadora y del trabajador. 

III. Los derechos y benefi cios reconocidos en favor de las trabajadoras y los trabajadores no 
pueden renunciarse, y son nulas las convenciones contrarias o que tiendan a burlar sus efectos. 
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IV. Los salarios o sueldos devengados, derechos laborales, benefi cios sociales y aportes a la 
seguridad social no pagados tienen privilegio y preferencia sobre cualquier otra acreencia, y 
son inembargables e imprescriptibles.

V. El Estado promoverá la incorporación de las mujeres al trabajo y garantizará la misma 
remuneración que a los hombres por un trabajo de igual valor, tanto en el ámbito público como 
en el privado. 

VI. Las mujeres no podrán ser discriminadas o despedidas por su estado civil, situación de embarazo, 
edad, rasgos físicos o número de hijas o hijos. Se garantiza la inamovilidad laboral de las mujeres 
en estado de embarazo, y de los progenitores, hasta que la hija o el hijo cumpla un año de edad.

VII. El Estado garantizará la incorporación de las jóvenes y los jóvenes en el sistema productivo, de 
acuerdo con su capacitación y formación.

Artículo 49. 

I. Se reconoce el derecho a la negociación colectiva. 

II. La ley regulará las relaciones laborales relativas a contratos y convenios colectivos; salarios 
mínimos generales, sectoriales e incrementos salariales; reincorporación; descansos 
remunerados y feriados; cómputo de antigüedad, jornada laboral, horas extra, recargo nocturno, 
dominicales; aguinaldos, bonos, primas u otros sistemas de participación en las utilidades 
de la empresa; indemnizaciones y desahucios; maternidad laboral; capacitación y formación 
profesional, y otros derechos sociales. 

III. El Estado protegerá la estabilidad laboral. Se prohíbe el despido injustifi cado y toda forma de 
acoso laboral. La ley determinará las sanciones correspondientes.

Artículo 50. El Estado, mediante tribunales y organismos administrativos especializados, resolverá 
todos los conflictos emergentes de las relaciones laborales entre empleadores y trabajadores, incluidos 
los de la seguridad industrial y los de la seguridad social.

Artículo 51. 

I. Todas las trabajadoras y los trabajadores tienen derecho a organizarse en sindicatos de 
acuerdo con la ley.

II. El Estado respetará los principios sindicales de unidad, democracia sindical, pluralismo político, 
autosostenimiento, solidaridad e internacionalismo.

III. Se reconoce y garantiza la sindicalización como medio de defensa, representación, asistencia, 
educación y cultura de las trabajadoras y los trabajadores del campo y de la ciudad. 

IV. El Estado respetará la independencia ideológica y organizativa de los sindicatos. Los sindicatos 
gozarán de personalidad jurídica por el solo hecho de organizarse y ser reconocidos por sus 
entidades matrices.

V. El patrimonio tangible e intangible de las organizaciones sindicales es inviolable, inembargable 
e indelegable.

VI. Las dirigentas y los dirigentes sindicales gozan de fuero sindical, no se les despedirá hasta un 
año después de la fi nalización de su gestión y no se les disminuirán sus derechos sociales, ni 
se les someterá a persecución ni privación de libertad por actos realizados en el cumplimiento 
de su labor sindical.
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VII. Las trabajadoras y los trabajadores por cuenta propia tienen el derecho a organizarse para la 
defensa de sus intereses. 

Artículo 52. 

I. Se reconoce y garantiza el derecho a la libre asociación empresarial. 

II. El Estado garantizará el reconocimiento de la personalidad jurídica de las asociaciones 
empresariales, así como las formas democráticas organizativas empresariales, de acuerdo 
con sus propios estatutos.

III. El Estado reconoce las instituciones de capacitación de las organizaciones empresariales.

IV. El patrimonio de las organizaciones empresariales, tangible e intangible, es inviolable e 
inembargable.

Artículo 53. Se garantiza el derecho a la huelga como el ejercicio de la facultad legal de las trabajadoras 
y los trabajadores de suspender labores para la defensa de sus derechos, de acuerdo con la ley.

Artículo 54. 

I. Es obligación del Estado establecer políticas de empleo que eviten la desocupación y la 
subocupación, con la fi nalidad de crear, mantener y generar condiciones que garanticen a las 
trabajadoras y los trabajadores posibilidades de ocupación laboral digna y de remuneración 
justa.

II. Es deber del Estado y de la sociedad la protección y defensa del aparato industrial y de los 
servicios estatales. 

III. Las trabajadoras y los trabajadores, en defensa de sus fuentes de trabajo y en resguardo del interés 
social podrán, de acuerdo con la ley, reactivar y reorganizar empresas en proceso de quiebra, 
concurso o liquidación, cerradas o abandonadas de forma injustifi cada, y conformarán empresas 
comunitarias o sociales. El Estado podrá coadyuvar a la acción de las trabajadoras y los trabajadores.

Artículo 55. El sistema cooperativo se sustenta en los principios de solidaridad, igualdad, reciprocidad, 
equidad en la distribución, fi nalidad social, y no lucro de sus asociados. El Estado fomentará y regulará 
la organización de cooperativas mediante la ley.

SECCIÓN IV

DERECHO A LA PROPIEDAD
Artículo 56. 

I. Toda persona tiene derecho a la propiedad privada individual o colectiva, siempre que ésta 
cumpla una función social. 

II. Se garantiza la propiedad privada siempre que el uso que se haga de ella no sea perjudicial al 
interés colectivo.

III. Se garantiza el derecho a la sucesión hereditaria.

Artículo 57. La expropiación se impondrá por causa de necesidad o utilidad pública, califi cada conforme 
con la ley y previa indemnización justa. La propiedad inmueble urbana no está sujeta a reversión.
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SECCIÓN V

DERECHOS DE LA NIÑEZ, ADOLESCENCIA Y JUVENTUD
Artículo 58. Se considera niña, niño o adolescente a toda persona menor de edad. Las niñas, niños y 
adolescentes son titulares de los derechos reconocidos en la Constitución, con los límites establecidos 
en ésta, y de los derechos específi cos inherentes a su proceso de desarrollo; a su identidad étnica, 
sociocultural, de género y generacional; y a la satisfacción de sus necesidades, intereses y aspiraciones.

Artículo 59. 

I. Toda niña, niño y adolescente tiene derecho a su desarrollo integral.

II. Toda niña, niño y adolescente tiene derecho a vivir y a crecer en el seno de su familia de origen 
o adoptiva. Cuando ello no sea posible, o sea contrario a su interés superior, tendrá derecho a 
una familia sustituta, de conformidad con la ley.

III. Todas las niñas, niños y adolescentes, sin distinción de su origen, tienen iguales derechos y 
deberes respecto a sus progenitores. La discriminación entre hijos por parte de los progenitores 
será sancionada por la ley.

IV. Toda niña, niño y adolescente tiene derecho a la identidad y la fi liación respecto a sus 
progenitores. Cuando no se conozcan los progenitores, utilizarán el apellido convencional 
elegido por la persona responsable de su cuidado.

V. El Estado y la sociedad garantizarán la protección, promoción y activa participación de las 
jóvenes y los jóvenes en el desarrollo productivo, político, social, económico y cultural, sin 
discriminación alguna, de acuerdo con la ley.

Artículo 60. Es deber del Estado, la sociedad y la familia garantizar la prioridad del interés superior 
de la niña, niño y adolescente, que comprende la preeminencia de sus derechos, la primacía en recibir 
protección y socorro en cualquier circunstancia, la prioridad en la atención de los servicios públicos 
y privados, y el acceso a una administración de justicia pronta, oportuna y con asistencia de personal 
especializado.

Artículo 61. 

I. Se prohíbe y sanciona toda forma de violencia contra las niñas, niños y adolescentes, tanto en 
la familia como en la sociedad. 

II. Se prohíbe el trabajo forzado y la explotación infantil. Las actividades que realicen las niñas, 
niños y adolescentes en el marco familiar y social estarán orientadas a su formación integral 
como ciudadanas y ciudadanos, y tendrán una función formativa. Sus derechos, garantías y 
mecanismos institucionales de protección serán objeto de regulación especial.

SECCIÓN VI

DERECHOS DE LAS FAMILIAS
Artículo 62. El Estado reconoce y protege a las familias como el núcleo fundamental de la sociedad, 
y garantizará las condiciones sociales y económicas necesarias para su desarrollo integral. Todos sus 
integrantes tienen igualdad de derechos, obligaciones y oportunidades.
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Artículo 63. 

I. El matrimonio entre una mujer y un hombre se constituye por vínculos jurídicos y se basa en la 
igualdad de derechos y deberes de los cónyuges.

II. Las uniones libres o de hecho que reúnan condiciones de estabilidad y singularidad, y sean 
mantenidas entre una mujer y un hombre sin impedimento legal, producirán los mismos efectos 
que el matrimonio civil, tanto en las relaciones personales y patrimoniales de los convivientes 
como en lo que respecta a las hijas e hijos adoptados o nacidos de aquéllas.

Artículo 64. 

I. Los cónyuges o convivientes tienen el deber de atender, en igualdad de condiciones y mediante 
el esfuerzo común, el mantenimiento y responsabilidad del hogar, la educación y formación 
integral de las hijas e hijos mientras sean menores o tengan alguna discapacidad.

II. El Estado protegerá y asistirá a quienes sean responsables de las familias en el ejercicio de sus 
obligaciones.

Artículo 65. En virtud del interés superior de las niñas, niños y adolescentes y de su derecho a la 
identidad, la presunción de fi liación se hará valer por indicación de la madre o el padre. Esta presunción 
será válida salvo prueba en contrario a cargo de quien niegue la fi liación. En caso de que la prueba 
niegue la presunción, los gastos incurridos corresponderán a quien haya indicado la fi liación. 

Artículo 66. Se garantiza a las mujeres y a los hombres el ejercicio de sus derechos sexuales y sus 
derechos reproductivos.

SECCIÓN VII

DERECHOS DE LAS PERSONAS ADULTAS MAYORES
Artículo 67. 

I. Además de los derechos reconocidos en esta Constitución, todas las personas adultas mayores 
tienen derecho a una vejez digna, con calidad y calidez humana. 

II. El Estado proveerá una renta vitalicia de vejez, en el marco del sistema de seguridad social 
integral, de acuerdo con la ley.

Artículo 68. 

I. El Estado adoptará políticas públicas para la protección, atención, recreación, descanso 
y ocupación social de las personas adultas mayores, de acuerdo con sus capacidades y 
posibilidades.

II. Se prohíbe y sanciona toda forma de maltrato, abandono, violencia y discriminación a las 
personas adultas mayores.

Artículo 69. Los Beneméritos de la Patria merecerán gratitud y respeto de las instituciones públicas, 
privadas y de la población en general, serán considerados héroes y defensores de Bolivia y recibirán del 
Estado una pensión vitalicia, de acuerdo con la ley. 
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SECCIÓN VIII

DERECHOS DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD
Artículo 70. Toda persona con discapacidad goza de los siguientes derechos:

1. A ser protegido por su familia y por el Estado.

2. A una educación y salud integral gratuita.

3. A la comunicación en lenguaje alternativo.

4. A trabajar en condiciones adecuadas, de acuerdo a sus posibilidades y capacidades, con 
una remuneración justa que le asegure una vida digna.

5. Al desarrollo de sus potencialidades individuales.

Artículo 71. 

I. Se prohibirá y sancionará cualquier tipo de discriminación, maltrato, violencia y explotación a 
toda persona con discapacidad.

II. El Estado adoptará medidas de acción positiva para promover la efectiva integración de las 
personas con discapacidad en el ámbito productivo, económico, político, social y cultural, sin 
discriminación alguna.

III. El Estado generará las condiciones que permitan el desarrollo de las potencialidades 
individuales de las personas con discapacidad.

Artículo 72. El Estado garantizará a las personas con discapacidad los servicios integrales de 
prevención y rehabilitación, así como otros benefi cios que se establezcan en la ley. 

SECCIÓN IX

DERECHOS DE LAS PERSONAS PRIVADAS DE LIBERTAD
Artículo 73. 

I. Toda persona sometida a cualquier forma de privación de libertad será tratada con el debido 
respeto a la dignidad humana.

II. Todas las personas privadas de libertad tienen derecho a comunicarse libremente con su 
defensor, intérprete, familiares y personas allegadas. Se prohíbe la incomunicación. Toda 
limitación a la comunicación sólo podrá tener lugar en el marco de investigaciones por comisión 
de delitos, y durará el tiempo máximo de veinticuatro horas.

Artículo 74. 

I. Es responsabilidad del Estado la reinserción social de las personas privadas de libertad, velar por 
el respeto de sus derechos, y su retención y custodia en un ambiente adecuado, de acuerdo a la 
clasifi cación, naturaleza y gravedad del delito, así como la edad y el sexo de las personas retenidas.

II. Las personas privadas de libertad tendrán la oportunidad de trabajar y estudiar en los centros 
penitenciarios.
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SECCIÓN X

DERECHOS DE LAS USUARIAS Y LOS USUARIOS

Y DE LAS CONSUMIDORAS Y LOS CONSUMIDORES
Artículo 75. Las usuarias y los usuarios y las consumidoras y los consumidores gozan de los siguientes 
derechos:

1. Al suministro de alimentos, fármacos y productos en general, en condiciones de inocuidad, 
calidad, y cantidad disponible adecuada y sufi ciente, con prestación efi ciente y oportuna 
del suministro.

2. A la información fi dedigna sobre las características y contenidos de los productos que 
consuman y servicios que utilicen.

Artículo 76. 

I. El Estado garantiza el acceso a un sistema de transporte integral en sus diversas modalidades. 
La ley determinará que el sistema de transporte sea efi ciente y efi caz, y que genere benefi cios 
a los usuarios y a los proveedores.

II. No podrán existir controles aduaneros, retenes ni puestos de control de ninguna naturaleza en 
el territorio boliviano, con excepción de los que hayan sido creados por la ley.

CAPÍTULO SEXTO

EDUCACIÓN, INTERCULTURALIDAD Y DERECHOS CULTURALES

SECCIÓN I

EDUCACIÓN
Artículo 77. 

I.  La educación constituye una función suprema y primera responsabilidad fi nanciera del Estado, 
que tiene la obligación indeclinable de sostenerla, garantizarla y gestionarla.

II. El Estado y la sociedad tienen tuición plena sobre el sistema educativo, que comprende la 
educación regular, la alternativa y especial, y la educación superior de formación profesional. 
El sistema educativo desarrolla sus procesos sobre la base de criterios de armonía y 
coordinación.

III. El sistema educativo está compuesto por las instituciones educativas fi scales, instituciones 
educativas privadas y de convenio.

Artículo 78. 

I. La educación es unitaria, pública, universal, democrática, participativa, comunitaria, 
descolonizadora y de calidad.

II. La educación es intracultural, intercultural y plurilingüe en todo el sistema educativo.
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III. El sistema educativo se fundamenta en una educación abierta, humanista, científi ca, técnica 
y tecnológica, productiva, territorial, teórica y práctica, liberadora y revolucionaria, crítica y 
solidaria.

IV. El Estado garantiza la educación vocacional y la enseñanza técnica humanística, para hombres 
y mujeres, relacionada con la vida, el trabajo y el desarrollo productivo.

Artículo 79. La educación fomentará el civismo, el diálogo intercultural y los valores ético morales. Los 
valores incorporarán la equidad de género, la no diferencia de roles, la no violencia y la vigencia plena 
de los derechos humanos.

Artículo 80. 

I.  La educación tendrá como objetivo la formación integral de las personas y el fortalecimiento 
de la conciencia social crítica en la vida y para la vida. La educación estará orientada a la 
formación individual y colectiva; al desarrollo de competencias, aptitudes y habilidades físicas e 
intelectuales que vincule la teoría con la práctica productiva; a la conservación y protección del 
medio ambiente, la biodiversidad y el territorio para el vivir bien. Su regulación y cumplimiento 
serán establecidos por la ley.

II.  La educación contribuirá al fortalecimiento de la unidad e identidad de todas y todos como 
parte del Estado Plurinacional, así como a la identidad y desarrollo cultural de los miembros 
de cada nación o pueblo indígena originario campesino, y al entendimiento y enriquecimiento 
intercultural dentro del Estado.

Artículo 81. 

I.  La educación es obligatoria hasta el bachillerato. 

II.  La educación fi scal es gratuita en todos sus niveles hasta el superior. 

III.  A la culminación de los estudios del nivel secundario se otorgará el diploma de bachiller, con 
carácter gratuito e inmediato.

Artículo 82. 

I. El Estado garantizará el acceso a la educación y la permanencia de todas las ciudadanas y los 
ciudadanos en condiciones de plena igualdad.

II.  El Estado apoyará con prioridad a los estudiantes con menos posibilidades económicas para 
que accedan a los diferentes niveles del sistema educativo, mediante recursos económicos, 
programas de alimentación, vestimenta, transporte, material escolar; y en áreas dispersas, con 
residencias estudiantiles, de acuerdo con la ley.

III.  Se estimulará con becas a estudiantes de excelente aprovechamiento en todos los niveles del 
sistema educativo. Toda niña, niño y adolescente con talento natural destacado tiene derecho 
a ser atendido educativamente con métodos de formación y aprendizaje que le permitan el 
mayor desarrollo de sus aptitudes y destrezas.

Artículo 83. Se reconoce y garantiza la participación social, la participación comunitaria y de los 
padres de familia en el sistema educativo, mediante organismos representativos en todos los 
niveles del Estado y en las naciones y pueblos indígena originario campesinos. Su composición 
y atribuciones estarán establecidas en la ley.
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Artículo 84. El Estado y la sociedad tienen el deber de erradicar el analfabetismo a través de 
programas acordes con la realidad cultural y lingüística de la población.

Artículo 85. El Estado promoverá y garantizará la educación permanente de niñas, niños y 
adolescentes con discapacidad, o con talentos extraordinarios en el aprendizaje, bajo la 
misma estructura, principios y valores del sistema educativo, y establecerá una organización y 
desarrollo curricular especial. 

Artículo 86. En los centros educativos se reconocerá y garantizará la libertad de conciencia y 
de fe y de la enseñanza de religión, así como la espiritualidad de las naciones y pueblos indígena 
originario campesinos, y se fomentará el respeto y la convivencia mutua entre las personas con 
diversas opciones religiosas, sin imposición dogmática. En estos centros no se discriminará en 
la aceptación y permanencia de las alumnas y los alumnos por su opción religiosa.

Artículo 87. Se reconoce y respeta el funcionamiento de unidades educativas de convenio 
con fines de servicio social, con acceso libre y sin fines de lucro, que deberán funcionar bajo 
la tuición de las autoridades públicas, respetando el derecho de administración de entidades 
religiosas sobre dichas unidades educativas, sin perjuicio de lo establecido en disposiciones 
nacionales, y se regirán por las mismas normas, políticas, planes y programas del sistema 
educativo.

Artículo 88. 

I.   Se reconoce y respeta el funcionamiento de unidades educativas privadas, en todos los niveles 
y modalidades, éstas se regirán por las políticas, planes, programas y autoridades del sistema 
educativo. El Estado garantiza su funcionamiento previa verifi cación de las condiciones y 
cumplimiento de los requisitos establecidos por la ley.

II.   Se respeta el derecho de las madres y padres a elegir la educación que convenga para sus hijas 
e hijos.

Artículo 89. El seguimiento, la medición, evaluación y acreditación de la calidad educativa en todo el 
sistema educativo, estará a cargo de una institución pública, técnica especializada, independiente del 
Ministerio del ramo. Su composición y funcionamiento será determinado por la ley.

Artículo 90. 

I.   El Estado reconocerá la vigencia de institutos de formación humanística, técnica y tecnológica, 
en los niveles medio y superior, previo cumplimiento de las condiciones y requisitos establecidos 
en la ley. 

II.   El Estado promoverá la formación técnica, tecnológica, productiva, artística y lingüística, a 
través de institutos técnicos.

III.   El Estado, a través del sistema educativo, promoverá la creación y organización de programas 
educativos a distancia y populares no escolarizados, con el objetivo de elevar el nivel cultural y 
desarrollar la conciencia plurinacional del pueblo.
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SECCIÓN II

EDUCACIÓN SUPERIOR
Artículo 91. 

I.   La educación superior desarrolla procesos de formación profesional, de generación y 
divulgación de conocimientos orientados al desarrollo integral de la sociedad, para lo cual 
tomará en cuenta los conocimientos universales y los saberes colectivos de las naciones y 
pueblos indígena originario campesinos.

II.   La educación superior es intracultural, intercultural y plurilingüe, y tiene por misión la formación 
integral de recursos humanos con alta califi cación y competencia profesional; desarrollar 
procesos de investigación científi ca para resolver problemas de la base productiva y de su 
entorno social; promover políticas de extensión e interacción social para fortalecer la diversidad 
científi ca, cultural y lingüística; participar junto a su pueblo en todos los procesos de liberación 
social, para construir una sociedad con mayor equidad y justicia social.

III.   La educación superior está conformada por las universidades, las escuelas superiores de 
formación docente, y los institutos técnicos, tecnológicos y artísticos, fi scales y privados.

Artículo 92. 

I.  Las universidades públicas son autónomas e iguales en jerarquía. La autonomía consiste 
en la libre administración de sus recursos; el nombramiento de sus autoridades, su personal 
docente y administrativo; la elaboración y aprobación de sus estatutos, planes de estudio y 
presupuestos anuales; y la aceptación de legados y donaciones, así como la celebración de 
contratos, para realizar sus fi nes y sostener y perfeccionar sus institutos y facultades. Las 
universidades públicas podrán negociar empréstitos con garantía de sus bienes y recursos, 
previa aprobación legislativa.

II.  Las universidades públicas constituirán, en ejercicio de su autonomía, la Universidad Boliviana, 
que coordinará y programará sus fi nes y funciones mediante un organismo central, de acuerdo 
con un plan de desarrollo universitario.

III.  Las universidades públicas estarán autorizadas para extender diplomas académicos y títulos 
profesionales con validez en todo el Estado. 

Artículo 93. 

I.  Las universidades públicas serán obligatoria y sufi cientemente subvencionadas por el Estado, 
independientemente de sus recursos departamentales, municipales y propios, creados o por 
crearse. 

II.  Las universidades públicas, en el marco de sus estatutos, establecerán los mecanismos de 
participación social de carácter consultivo, de coordinación y asesoramiento.

III.  Las universidades públicas establecerán mecanismos de rendición de cuentas y transparencia 
en el uso de sus recursos, a través de la presentación de estados fi nancieros a la Asamblea 
Plurinacional Legislativa, a la Contraloría General y al Órgano Ejecutivo.

IV.  Las universidades públicas, en el marco de sus estatutos, establecerán programas de 
desconcentración académica y de interculturalidad, de acuerdo a las necesidades del Estado y 
de las naciones y pueblos indígena originario campesinos.
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V.  El Estado, en coordinación con las universidades públicas, promoverá en áreas rurales la 
creación y el funcionamiento de universidades e institutos comunitarios pluriculturales, 
asegurando la participación social. La apertura y funcionamiento de dichas universidades 
responderá a las necesidades del fortalecimiento productivo de la región, en función de sus 
potencialidades.

Artículo 94. 

I.  Las universidades privadas se regirán por las políticas, planes, programas y autoridades del 
sistema educativo. Su funcionamiento será autorizado mediante decreto supremo, previa 
verifi cación del cumplimiento de las condiciones y requisitos establecidos por la ley.

II.  Las universidades privadas estarán autorizadas para expedir diplomas académicos. Los títulos 
profesionales con validez en todo el país serán otorgados por el Estado.

III.  En las universidades privadas, para la obtención de los diplomas académicos en todas 
las modalidades de titulación, se conformarán tribunales examinadores, que estarán 
integrados por docentes titulares, nombrados por las universidades públicas, en las 
condiciones establecidas por la ley. El Estado no subvencionará a las universidades 
privadas.

Artículo 95.

I.  Las universidades deberán crear y sostener centros interculturales de formación y capacitación 
técnica y cultural, de acceso libre al pueblo, en concordancia con los principios y fi nes del 
sistema educativo.

II.  Las universidades deberán implementar programas para la recuperación, preservación, 
desarrollo, aprendizaje y divulgación de las diferentes lenguas de las naciones y pueblos 
indígena originario campesinos.

III.  Las universidades promoverán centros de generación de unidades productivas, en coordinación 
con las iniciativas productivas comunitarias, públicas y privadas.

Artículo 96. 

I.  Es responsabilidad del Estado la formación y capacitación docente para el magisterio público, 
a través de escuelas superiores de formación. La formación de docentes será única, fi scal, 
gratuita, intracultural, intercultural, plurilingüe, científi ca y productiva, y se desarrollará con 
compromiso social y vocación de servicio.

II.  Los docentes del magisterio deberán participar en procesos de actualización y capacitación 
pedagógica continua.

III.  Se garantiza la carrera docente y la inamovilidad del personal docente del magisterio, conforme 
con la ley. Los docentes gozarán de un salario digno.

Artículo 97. La formación post-gradual en sus diferentes niveles tendrá como misión fundamental 
la cualifi cación de profesionales en diferentes áreas, a través de procesos de investigación científi ca 
y generación de conocimientos vinculados con la realidad, para coadyuvar con el desarrollo integral 
de la sociedad. La formación post-gradual será coordinada por una instancia conformada por las 
universidades del sistema educativo, de acuerdo con la ley.
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SECCIÓN III

CULTURAS
Artículo 98. 

I.  La diversidad cultural constituye la base esencial del Estado Plurinacional Comunitario. 
La interculturalidad es el instrumento para la cohesión y la convivencia armónica y 
equilibrada entre todos los pueblos y naciones. La interculturalidad tendrá lugar con 
respeto a las diferencias y en igualdad de condiciones.

II.   El Estado asumirá como fortaleza la existencia de culturas indígena originario campesinas, 
depositarias de saberes, conocimientos, valores, espiritualidades y cosmovisiones. 

III.  Será responsabilidad fundamental del Estado preservar, desarrollar, proteger y difundir 
las culturas existentes en el país. 

Artículo 99. 

I.  El patrimonio cultural del pueblo boliviano es inalienable, inembargable e imprescriptible. 
Los recursos económicos que generen se regularán por la ley, para atender prioritariamente 
a su conservación, preservación y promoción.

II.  El Estado garantizará el registro, protección, restauración, recuperación, revitalización, 
enriquecimiento, promoción y difusión de su patrimonio cultural, de acuerdo con la ley.

III.  La riqueza natural, arqueológica, paleontológica, histórica, documental, y la procedente 
del culto religioso y del folklore, es patrimonio cultural del pueblo boliviano, de acuerdo 
con la ley. 

Artículo 100. 

I.  Es patrimonio de las naciones y pueblos indígena originario campesinos las cosmovisiones, 
los mitos, la historia oral, las danzas, las prácticas culturales, los conocimientos y las 
tecnologías tradicionales. Este patrimonio forma parte de la expresión e identidad del 
Estado.

II.  El Estado protegerá los saberes y los conocimientos mediante el registro de la propiedad 
intelectual que salvaguarde los derechos intangibles de las naciones y pueblos indígena 
originario campesinas y las comunidades interculturales y afrobolivianas.

Artículo 101. Las manifestaciones del arte y las industrias populares, en su componente 
intangible, gozarán de especial protección del Estado. Asimismo, disfrutarán de esta protección 
los sitios y actividades declarados patrimonio cultural de la humanidad, en su componente 
tangible e intangible. 

Artículo 102. El Estado registrará y protegerá la propiedad intelectual, individual y colectiva de 
las obras y descubrimientos de los autores, artistas, compositores, inventores y científicos, en 
las condiciones que determine la ley.
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SECCIÓN IV

CIENCIA, TECNOLOGÍA E INVESTIGACIÓN
Artículo 103. 

I.  El Estado garantizará el desarrollo de la ciencia y la investigación científi ca, técnica y tecnológica 
en benefi cio del interés general. Se destinarán los recursos necesarios y se creará el sistema 
estatal de ciencia y tecnología. 

II.  El Estado asumirá como política la implementación de estrategias para incorporar el 
conocimiento y aplicación de nuevas tecnologías de información y comunicación.

III.  El Estado, las universidades, las empresas productivas y de servicio públicas y privadas, y 
las naciones y pueblos indígena originario campesinos, desarrollarán y coordinarán procesos 
de investigación, innovación, promoción, divulgación, aplicación y transferencia de ciencia y 
tecnología para fortalecer la base productiva e impulsar el desarrollo integral de la sociedad, 
de acuerdo con la ley.

SECCIÓN V

DEPORTE Y RECREACIÓN
Artículo 104. Toda persona tiene derecho al deporte, a la cultura física y a la recreación. El Estado 
garantiza el acceso al deporte sin distinción de género, idioma, religión, orientación política, ubicación 
territorial, pertenencia social, cultural o de cualquier otra índole.

Artículo 105. El Estado promoverá, mediante políticas de educación, recreación y salud pública, el 
desarrollo de la cultura física y de la práctica deportiva en sus niveles preventivo, recreativo, formativo y 
competitivo, con especial atención a las personas con discapacidad. El Estado garantizará los medios 
y los recursos económicos necesarios para su efectividad.

CAPÍTULO SÉPTIMO

COMUNICACIÓN SOCIAL
Artículo 106. 

I.  El Estado garantiza el derecho a la comunicación y el derecho a la información. 

II.  El Estado garantiza a las bolivianas y los bolivianos el derecho a la libertad de expresión, de 
opinión y de información, a la rectifi cación y a la réplica, y el derecho a emitir libremente las 
ideas por cualquier medio de difusión, sin censura previa.

III.  El Estado garantiza a las trabajadoras y los trabajadores de la prensa, la libertad de expresión, 
el derecho a la comunicación y a la información. 

IV.  Se reconoce la cláusula de conciencia de los trabajadores de la información.
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Artículo 107. 

I.  Los medios de comunicación social deberán contribuir a la promoción de los valores éticos, 
morales y cívicos de las diferentes culturas del país, con la producción y difusión de programas 
educativos plurilingües y en lenguaje alternativo para discapacitados. 

II. Comunicación social deben respetar los principios de veracidad y responsabilidad. Estos 
principios se ejercerán mediante las normas de ética y de autorregulación de las organizaciones 
de periodistas y medios de comunicación y su ley.

III.  Los medios de comunicación social no podrán conformar, de manera directa o indirecta, 
monopolios u oligopolios.

IV.  El Estado apoyará la creación de medios de comunicación comunitarios en igualdad de 
condiciones y oportunidades.

TÍTULO III

DEBERES
Artículo 108. Son deberes de las bolivianas y los bolivianos:

1.  Conocer, cumplir y hacer cumplir la Constitución y las leyes

2.  Conocer, respetar y promover los derechos reconocidos en la Constitución.

3.  Promover y difundir la práctica de los valores y principios que proclama la Constitución.

4.  Defender, promover y contribuir al derecho a la paz y fomentar la cultura de paz.

5.  Trabajar, según su capacidad física e intelectual, en actividades lícitas y socialmente útiles.

6.  Formarse en el sistema educativo hasta el bachillerato.

7.  Tributar en proporción a su capacidad económica, conforme con la ley. 

8.  Denunciar y combatir todos los actos de corrupción.

9.  Asistir, alimentar y educar a las hijas e hijos.

10.  Asistir, proteger y socorrer a sus ascendientes.

11.  Socorrer con todo el apoyo necesario, en casos de desastres naturales y otras 
contingencias.

12.  Prestar el servicio militar, obligatorio para los varones.

13.  Defender la unidad, la soberanía y la integridad territorial de Bolivia, y respetar sus símbolos 
y valores.

14.  Resguardar, defender y proteger el patrimonio natural, económico y cultural de Bolivia.

15.  Proteger y defender los recursos naturales y contribuir a su uso sustentable, para preservar 
los derechos de las futuras generaciones.

16.  Proteger y defender un medio ambiente adecuado para el desarrollo de los seres vivos.
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TÍTULO IV

GARANTÍAS JURISDICCIONALES Y ACCIONES DE DEFENSA

CAPÍTULO PRIMERO

GARANTÍAS JURISDICCIONALES
Artículo 109. 

I.   Todos los derechos reconocidos en la Constitución son directamente aplicables y gozan de 
iguales garantías para su protección.

II.   Los derechos y sus garantías sólo podrán ser regulados por la ley.

Artículo 110. 

I.   Las personas que vulneren derechos constitucionales quedan sujetas a la jurisdicción y 
competencia de las autoridades bolivianas.

II.  La vulneración de los derechos constitucionales hace responsables a sus autores intelectuales 
y materiales.

III.  Los atentados contra la seguridad personal hacen responsables a sus autores inmediatos, sin 
que pueda servirles de excusa el haberlos cometido por orden superior.

Artículo 111. Los delitos de genocidio, de lesa humanidad, de traición a la patria, crímenes de guerra 
son imprescriptibles. 

Artículo 112. Los delitos cometidos por servidores públicos que atenten contra el patrimonio del 
Estado y causen grave daño económico, son imprescriptibles y no admiten régimen de inmunidad.

Artículo 113. 

I.   La vulneración de los derechos concede a las víctimas el derecho a la indemnización, reparación 
y resarcimiento de daños y perjuicios en forma oportuna. 

II.   En caso de que el Estado sea condenado a la reparación patrimonial de daños y perjuicios, 
deberá interponer la acción de repetición contra la autoridad o servidor público responsable de 
la acción u omisión que provocó el daño.

Artículo 114. 

I.  Queda prohibida toda forma de tortura, desaparición, confi namiento, coacción, exacción o 
cualquier forma de violencia física o moral. Las servidoras públicas y los servidores públicos 
o las autoridades públicas que las apliquen, instiguen o consientan, serán destituidas y 
destituidos, sin perjuicio de las sanciones determinadas por la ley.

II.  Las declaraciones, acciones u omisiones obtenidas o realizadas mediante el empleo de tortura, 
coacción, exacción o cualquier forma de violencia, son nulas de pleno derecho.

Artículo 115. 

I.  Toda persona será protegida oportuna y efectivamente por los jueces y tribunales en el ejercicio 
de sus derechos e intereses legítimos.
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II.  El Estado garantiza el derecho al debido proceso, a la defensa y a una justicia plural, pronta, 
oportuna, gratuita, transparente y sin dilaciones.

Artículo 116.

I.   Se garantiza la presunción de inocencia. Durante el proceso, en caso de duda sobre la norma 
aplicable, regirá la más favorable al imputado o procesado.

II.  Cualquier sanción debe fundarse en una ley anterior al hecho punible. 

Artículo 117. 

I.  Ninguna persona puede ser condenada sin haber sido oída y juzgada previamente en un 
debido proceso. Nadie sufrirá sanción penal que no haya sido impuesta por autoridad judicial 
competente en sentencia ejecutoriada.

II.  Nadie será procesado ni condenado más de una vez por el mismo hecho. La rehabilitación en 
sus derechos restringidos será inmediata al cumplimiento de su condena.

III.  No se impondrá sanción privativa de libertad por deudas u obligaciones patrimoniales, excepto 
en los casos establecidos por la ley.

Artículo 118.

I.  Está prohibida la infamia, la muerte civil y el confi namiento.

II.  La máxima sanción penal será de treinta años de privación de libertad, sin derecho a indulto.

III.  El cumplimiento de las sanciones privativas de libertad y las medidas de seguridad están 
orientadas a la educación, habilitación e inserción social de los condenados, con respeto a sus 
derechos.

Artículo 119. 

I.   Las partes en conflicto gozarán de igualdad de oportunidades para ejercer durante el proceso 
las facultades y los derechos que les asistan, sea por la vía ordinaria o por la indígena originaria 
campesina.

II.   Toda persona tiene derecho inviolable a la defensa. El Estado proporcionará a las personas 
denunciadas o imputadas una defensora o un defensor gratuito, en los casos en que éstas no 
cuenten con los recursos económicos necesarios. 

Artículo 120. 

I.   Toda persona tiene derecho a ser oída por una autoridad jurisdiccional competente, 
independiente e imparcial, y no podrá ser juzgada por comisiones especiales ni sometida a 
otras autoridades jurisdiccionales que las establecidas con anterioridad al hecho de la causa.

II.   Toda persona sometida a proceso debe ser juzgada en su idioma; excepcionalmente, de 
manera obligatoria, deberá ser asistida por traductora, traductor o intérprete.

Artículo 121.

I.   En materia penal, ninguna persona podrá ser obligada a declarar contra sí misma, ni contra sus 
parientes consanguíneos hasta el cuarto grado o sus afi nes hasta el segundo grado. El derecho 
de guardar silencio no será considerado como indicio de culpabilidad.
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II.   La víctima en un proceso penal podrá intervenir de acuerdo con la ley, y tendrá derecho a 
ser oída antes de cada decisión judicial. En caso de no contar con los recursos económicos 
necesarios, deberá ser asistida gratuitamente por una abogada o abogado asignado por el 
Estado.

Artículo 122. Son nulos los actos de las personas que usurpen funciones que no les competen, así 
como los actos de las que ejercen jurisdicción o potestad que no emane de la ley.

Artículo 123. La ley sólo dispone para lo venidero y no tendrá efecto retroactivo, excepto en materia 
laboral, cuando lo determine expresamente a favor de las trabajadoras y de los trabajadores; en 
materia penal, cuando benefi cie a la imputada o al imputado; en materia de corrupción, para investigar, 
procesar y sancionar los delitos cometidos por servidores públicos contra los intereses del Estado; y 
en el resto de los casos señalados por la Constitución.

Artículo 124. 

I.  Comete delito de traición a la patria la boliviana o el boliviano que incurra en los siguientes 
hechos:

1.  Que tome armas contra su país, se ponga al servicio de estados extranjeros participantes, 
o entre en complicidad con el enemigo, en caso de guerra internacional contra Bolivia.

2.  Que viole el régimen constitucional de recursos naturales.

3.  Que atente contra la unidad del país.

II.  Este delito merecerá la máxima sanción penal.

CAPÍTULO SEGUNDO

ACCIONES DE DEFENSA

SECCIÓN I

ACCIÓN DE LIBERTAD
Artículo 125. Toda persona que considere que su vida está en peligro, que es ilegalmente perseguida, o 
que es indebidamente procesada o privada de libertad personal, podrá interponer Acción de Libertad y 
acudir, de manera oral o escrita, por sí o por cualquiera a su nombre y sin ninguna formalidad procesal, 
ante cualquier juez o tribunal competente en materia penal, y solicitará que se guarde tutela a su vida, 
cese la persecución indebida, se restablezcan las formalidades legales o se restituya su derecho a la 
libertad.

Artículo 126. 

I. La autoridad judicial señalará de inmediato día y hora de la audiencia pública, la cual tendrá 
lugar dentro de las veinticuatro horas de interpuesta la acción, y dispondrá que la persona 
accionante sea conducida a su presencia o acudirá al lugar de la detención. Con dicha orden se 
practicará la citación, personal o por cédula, a la autoridad o a la persona denunciada, orden que 
será obedecida sin observación ni excusa, tanto por la autoridad o la persona denunciada como 
por los encargados de las cárceles o lugares de detención, sin que éstos, una vez citados, puedan 
desobedecer. 
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II.  En ningún caso podrá suspenderse la audiencia. En ausencia del demandado, por inasistencia 
o abandono, se llevará a efecto en su rebeldía.

III.  Conocidos los antecedentes y oídas las alegaciones, la autoridad judicial, obligatoriamente 
y bajo responsabilidad, dictará sentencia en la misma audiencia. La sentencia podrá 
ordenar la tutela de la vida, la restitución del derecho a la libertad, la reparación de 
los defectos legales, el cese de la persecución indebida o la remisión del caso al juez 
competente. En todos los casos, las partes quedarán notificadas con la lectura de la 
sentencia.

IV.  El fallo judicial será ejecutado inmediatamente. Sin perjuicio de ello, la decisión se elevará en 
revisión, de ofi cio, ante el Tribunal Constitucional Plurinacional, en el plazo de las veinticuatro 
horas siguientes a su emisión.

Artículo 127. 

I.  Los servidores públicos o personas particulares que resistan las decisiones judiciales en 
los casos previstos por esta acción, serán remitidos por orden de la autoridad que conoció 
de la acción ante el Ministerio Público para su procesamiento penal por atentado contra las 
garantías constitucionales.

II.  La autoridad judicial que no proceda conforme con lo dispuesto por este Artículo quedará 
sujeta a sanción, de acuerdo con la Constitución y la ley.

SECCIÓN II

ACCIÓN DE AMPARO CONSTITUCIONAL
Artículo 128. La Acción de Amparo Constitucional tendrá lugar contra actos u omisiones ilegales o 
indebidos de los servidores públicos, o de persona individual o colectiva, que restrinjan, supriman o 
amenacen restringir o suprimir los derechos reconocidos por la Constitución y la ley. 

Artículo 129. 

I.  La Acción de Amparo Constitucional se interpondrá por la persona que se crea afectada, por 
otra a su nombre con poder sufi ciente o por la autoridad correspondiente de acuerdo con la 
Constitución, ante cualquier juez o tribunal competente, siempre que no exista otro medio o 
recurso legal para la protección inmediata de los derechos y garantías restringidos, suprimidos 
o amenazados. 

II.  La Acción de Amparo Constitucional podrá interponerse en el plazo máximo de seis meses, 
computable a partir de la comisión de la vulneración alegada o de notifi cada la última decisión 
administrativa o judicial.

III.  La autoridad o persona demandada será citada en la forma prevista para la Acción de Libertad, 
con el objeto de que preste información y presente, en su caso, los actuados concernientes al 
hecho denunciado, en el plazo máximo de cuarenta y ocho horas desde la presentación de la 
Acción. 

IV.  La resolución fi nal se pronunciará en audiencia pública inmediatamente recibida la información 
de la autoridad o persona demandada y, a falta de ésta, lo hará sobre la base de la prueba que 
ofrezca la persona accionante. La autoridad judicial examinará la competencia de la servidora 
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pública o del servidor público o de la persona demandada y, en caso de encontrar cierta y 
efectiva la demanda, concederá el amparo solicitado. La decisión que se pronuncie se elevará, 
de ofi cio, en revisión ante el Tribunal Constitucional Plurinacional en el plazo de las veinticuatro 
horas siguientes a la emisión del fallo.

V.  La decisión fi nal que conceda la Acción de Amparo Constitucional será ejecutada inmediatamente 
y sin observación. En caso de resistencia se procederá de acuerdo con lo señalado en la Acción 
de Libertad. La autoridad judicial que no proceda conforme con lo dispuesto por este Artículo, 
quedará sujeta a las sanciones previstas por la ley.

SECCIÓN III

ACCIÓN DE PROTECCIÓN DE PRIVACIDAD
Artículo 130. 

I.  Toda persona individual o colectiva que crea estar indebida o ilegalmente impedida de conocer, 
objetar u obtener la eliminación o rectifi cación de los datos registrados por cualquier medio 
físico, electrónico, magnético o informático, en archivos o bancos de datos públicos o privados, 
o que afecten a su derecho fundamental a la intimidad y privacidad personal o familiar, o a su 
propia imagen, honra y reputación, podrá interponer la Acción de Protección de Privacidad.

II.  La Acción de Protección de Privacidad no procederá para levantar el secreto en materia de prensa.

Artículo 131. 

I.  La Acción de Protección de Privacidad tendrá lugar de acuerdo con el procedimiento previsto 
para la acción de Amparo Constitucional.

II.  Si el tribunal o juez competente declara procedente la acción, ordenará la revelación, eliminación 
o rectifi cación de los datos cuyo registro fue impugnado.

III.  La decisión se elevará, de ofi cio, en revisión ante el Tribunal Constitucional Plurinacional en el 
plazo de las veinticuatro horas siguientes a la emisión del fallo, sin que por ello se suspenda su 
ejecución.

IV.  La decisión fi nal que conceda la Acción de Protección de Privacidad será ejecutada 
inmediatamente y sin observación. En caso de resistencia se procederá de acuerdo con lo 
señalado en la Acción de Libertad. La autoridad judicial que no proceda conforme con lo 
dispuesto por este Artículo quedará sujeta a las sanciones previstas por la ley.

SECCIÓN IV

ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD
Artículo 132. Toda persona individual o colectiva afectada por una norma jurídica contraria a la 
Constitución tendrá derecho a presentar la Acción de Inconstitucionalidad, de acuerdo con los 
procedimientos establecidos por la ley.

Artículo 133. La sentencia que declare la inconstitucionalidad de una ley, decreto o cualquier género 
de resolución no judicial, hace inaplicable la norma impugnada y surte plenos efectos respecto a todos. 
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SECCIÓN V

ACCIÓN DE CUMPLIMIENTO
Artículo 134. 

I.  La Acción de Cumplimiento procederá en caso de incumplimiento de disposiciones 
constitucionales o de la ley por parte de servidores públicos, con el objeto de garantizar 
la ejecución de la norma omitida. 

II.  La acción se interpondrá por la persona individual o colectiva afectada, o por otra a 
su nombre con poder suficiente, ante juez o tribunal competente, y se tramitará de la 
misma forma que la Acción de Amparo Constitucional.

III.  La resolución final se pronunciará en audiencia pública, inmediatamente recibida la 
información de la autoridad demandada y, a falta de ésta, lo hará sobre la base de la 
prueba que ofrezca el demandante. La autoridad judicial examinará los antecedentes y, 
si encuentra cierta y efectiva la demanda, declarará procedente la acción y ordenará el 
cumplimiento inmediato del deber omitido. 

IV.  La decisión se elevará, de oficio, en revisión ante el Tribunal Constitucional Plurinacional 
en el plazo de las veinticuatro horas siguientes a la emisión del fallo, sin que por ello se 
suspenda su ejecución.

V.  La decisión final que conceda la Acción de Cumplimiento será ejecutada inmediatamente 
y sin observación. En caso de resistencia, se procederá de acuerdo con lo señalado en la 
Acción de Libertad. La autoridad judicial que no proceda conforme con lo dispuesto por 
este Artículo quedará sujeta a las sanciones previstas por la ley.

SECCIÓN VI

ACCIÓN POPULAR
Artículo 135. La Acción Popular procederá contra todo acto u omisión de las autoridades o 
de personas individuales o colectivas que violen o amenacen con violar derechos e intereses 
colectivos, relacionados con el patrimonio, el espacio, la seguridad y salubridad pública, el 
medio ambiente y otros de similar naturaleza reconocidos por esta Constitución. 

Artículo 136. 

I.  La Acción Popular podrá interponerse durante el tiempo que subsista la vulneración o 
la amenaza a los derechos e intereses colectivos. Para interponer esta acción no será 
necesario agotar la vía judicial o administrativa que pueda existir.

II.  Podrá interponer esta acción cualquier persona, a título individual o en representación 
de una colectividad y, con carácter obligatorio, el Ministerio Público y el Defensor del 
Pueblo, cuando por el ejercicio de sus funciones tengan conocimiento de estos actos. 
Se aplicará el procedimiento de la Acción de Amparo Constitucional.
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CAPÍTULO TERCERO

ESTADOS DE EXCEPCIÓN
Artículo 137. En caso de peligro para la seguridad del Estado, amenaza externa, conmoción interna 
o desastre natural, la Presidenta o el Presidente del Estado tendrá la potestad de declarar el estado 
de excepción, en todo o en la parte del territorio donde fuera necesario. La declaración del estado 
de excepción no podrá en ningún caso suspender las garantías de los derechos, ni los derechos 
fundamentales, el derecho al debido proceso, el derecho a la información y los derechos de las 
personas privadas de libertad.

Artículo 138. 

I.   La vigencia de la declaración del estado de excepción dependerá de la aprobación posterior de 
la Asamblea Legislativa Plurinacional, que tendrá lugar apenas las circunstancias lo permitan 
y, en todo caso, dentro de las siguientes setenta y dos horas a la declaración del estado de 
excepción. La aprobación de la declaración indicará las facultades conferidas y guardará 
estricta relación y proporción con el caso de necesidad atendida por el estado de excepción. 
Los derechos consagrados en la Constitución no quedarán en general suspendidos por la 
declaración del estado de excepción.

II.   Una vez fi nalizado el estado de excepción, no podrá declararse otro estado de excepción dentro 
del siguiente año, salvo autorización legislativa previa.

Artículo 139. 

I.  El Ejecutivo rendirá cuentas a la Asamblea Legislativa Plurinacional de los motivos que dieron 
lugar a la declaración del estado de excepción, así como del uso que haya hecho de las 
facultades conferidas por la Constitución y la ley.

II.   Quienes violen los derechos establecidos en esta Constitución serán objeto de proceso penal 
por atentado contra los derechos.

III.   Los estados de excepción serán regulados por la ley.

Artículo 140. 

I.  Ni la Asamblea Legislativa Plurinacional, ni ningún otro órgano o institución, ni asociación 
o reunión popular de ninguna clase, podrán conceder a órgano o persona alguna facultades 
extraordinarias diferentes a las establecidas en esta Constitución. 

II.  No podrá acumularse el Poder Público, ni otorgarse supremacía por la que los derechos y 
garantías reconocidos en esta Constitución queden a merced de órgano o persona alguna.

III.  La reforma de la Constitución no podrá iniciarse mientras esté vigente un estado de excepción.
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TÍTULO V

NACIONALIDAD Y CIUDADANIA

CAPÍTULO I

NACIONALIDAD
Artículo 141. 

I.  La nacionalidad boliviana se adquiere por nacimiento o por naturalización. Son 
bolivianas y bolivianos por nacimiento, las personas nacidas en el territorio boliviano, 
con excepción de las hijas y los hijos de personal extranjero en misión diplomática; y las 
personas nacidas en el extranjero, de madre boliviana o de padre boliviano.

Artículo 142. 

I.  Podrán adquirir la nacionalidad boliviana por naturalización las extranjeras y los 
extranjeros en situación legal, con más de tres años de residencia ininterrumpida en el 
país bajo supervisión del Estado, que manifiesten expresamente su voluntad de obtener 
la nacionalidad boliviana y cumplan con los requisitos establecidos en la ley. 

II.  El tiempo de residencia se reducirá a dos años en el caso de extranjeras y extranjeros 
que se encuentren en una de las situaciones siguientes:

1.  Que tengan cónyuge boliviana o boliviano, hijas bolivianas o hijos bolivianos o padres 
sustitutos bolivianos. Las ciudadanas extranjeras o los ciudadanos extranjeros que 
adquieran la ciudadanía por matrimonio con ciudadanas bolivianas o ciudadanos 
bolivianos no la perderán en caso de viudez o divorcio.

2.  Que presten el servicio militar en Bolivia a la edad requerida y de acuerdo con la ley.

3.  Que, por su servicio al país, obtengan la nacionalidad boliviana concedida por la 
Asamblea Legislativa Plurinacional.

III.   El tiempo de residencia para la obtención de la nacionalidad podrá ser modificado 
cuando existan, a título de reciprocidad, convenios con otros estados, prioritariamente 
latinoamericanos.

Artículo 143. 

I.  Las bolivianas y los bolivianos que contraigan matrimonio con ciudadanas extranjeras o 
ciudadanos extranjeros no perderán su nacionalidad de origen. La nacionalidad boliviana 
tampoco se perderá por adquirir una ciudadanía extranjera.

II.  Las extranjeras o los extranjeros que adquieran la nacionalidad boliviana no serán 
obligados a renunciar a su nacionalidad de origen.
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CAPÍTULO II

CIUDADANÍA
Artículo 144.

I.  Son ciudadanas y ciudadanos todas las bolivianas y todos los bolivianos, y ejercerán su 
ciudadanía a partir de los 18 años de edad, cualesquiera sean sus niveles de instrucción, 
ocupación o renta.

II.  La ciudadanía consiste: 

1.  En concurrir como elector o elegible a la formación y al ejercicio de funciones en los 
órganos del poder público, y

2.  En el derecho a ejercer funciones públicas sin otro requisito que la idoneidad, salvo las 
excepciones establecidas en la Ley

III. Los derechos de ciudadanía se suspenden por las causales y en la forma  prevista en el 
Artículo 28 de esta Constitución.

SEGUNDA PARTE

ESTRUCTURA Y ORGANIZACIÓN FUNCIONAL DEL ESTADO

TÍTULO I

ÓRGANO LEGISLATIVO

CAPÍTULO PRIMERO

COMPOSICIÓN Y ATRIBUCIONES

DE LA ASAMBLEA LEGISLATIVA PLURINACIONAL
Artículo 145. La Asamblea Legislativa Plurinacional está compuesta por dos cámaras, la Cámara de 
Diputados y la Cámara de Senadores, y es la única con facultad de aprobar y sancionar leyes que rigen 
para todo el territorio boliviano.

Artículo 146. 

I.   La Cámara de Diputados estará conformada por 130 miembros.

II.  En cada Departamento, se eligen la mitad de los Diputados en circunscripciones 
uninominales. La otra mitad se elige en circunscripciones plurinominales departamentales, 
de las listas encabezadas por los candidatos a Presidente, Vicepresidente y Senadores 
de la República. 

III.  Los Diputados son elegidos en votación universal, directa y secreta. En las circunscripciones 
uninominales por simple mayoría de sufragios. En las circunscripciones plurinominales 
mediante el sistema de representación que establece la ley.

IV.  El número de Diputados debe reflejar la votación proporcional obtenida por cada partido, 
agrupación ciudadana o pueblo indígena.
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V.  La distribución del total de escaños entre los departamentos se determinará por el Órgano 
Electoral en base al número de habitantes de cada uno de ellos, de acuerdo al último Censo 
Nacional, de acuerdo a la Ley. Por equidad la ley asignará un número de escaños mínimo a los 
departamentos con menor población y menor grado de desarrollo económico. Si la distribución 
de escaños para cualquier departamento resultare impar, se dará preferencia a la asignación 
de escaños uninominales.

VI.  Las circunscripciones uninominales deben tener continuidad geográfi ca, afi nidad y continuidad 
territorial, no trascender los límites de cada departamento y basarse en criterios de población y 
extensión territorial. El Órgano Electoral delimitará las circunscripciones uninominales. 

VII.  Las circunscripciones especiales indígena originario campesinas, se regirán por el principio 
de densidad poblacional en cada departamento. No deberán trascender los límites 
departamentales. Se establecerán solamente en el área rural, y en aquellos departamentos 
en los que estos pueblos y naciones indígena originario campesinos constituyan una 
minoría poblacional. El Órgano Electoral determinará las circunscripciones especiales. Estas 
circunscripciones forman parte del número total de diputados.

Artículo 147. 

I.  En la elección de asambleístas se garantizará la igual participación de hombres y mujeres.

II.  En la elección de asambleístas se garantizará la participación proporcional de las naciones y 
pueblos indígena originario campesinos.

III.  La ley determinará las circunscripciones especiales indígena originario campesinas, donde no deberán 
ser considerados como criterios condicionales la densidad poblacional, ni la continuidad geográfi ca.

Artículo 148. 

I.  La Cámara de Senadores estará conformada por un total de 36 miembros.

II.  En cada departamento se eligen 4 Senadores en circunscripción departamental, por votación 
universal, directa y secreta.

III.  La asignación de los escaños de Senadores en cada departamento se hará mediante el sistema 
proporcional, de acuerdo a la Ley.

Artículo 149. Para ser candidata o candidato a la Asamblea Legislativa Plurinacional se requerirá 
cumplir con las condiciones generales de acceso al servicio público, contar con dieciocho años de 
edad cumplidos al momento de la elección, haber residido de forma permanente al menos los dos años 
inmediatamente anteriores a la elección en la circunscripción correspondiente.

Artículo 150. 

I.  La Asamblea Legislativa Plurinacional contará con asambleístas suplentes que no percibirán 
remuneración salvo en los casos en que efectivamente realicen suplencia. La ley determinará 
la forma de sustitución de sus integrantes. 

II.  Los asambleístas no podrán desempeñar ninguna otra función pública, bajo pena de perder su 
mandato, excepto la docencia universitaria.

III.  La renuncia al cargo de asambleísta será defi nitiva, sin que puedan tener lugar licencias ni 
suplencias temporales con el propósito de desempeñar otras funciones
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Artículo 151. 

I.  Las asambleístas y los asambleístas gozarán de inviolabilidad personal durante el tiempo de 
su mandato y con posterioridad a éste, por las opiniones, comunicaciones, representaciones, 
requerimientos, interpelaciones, denuncias, propuestas, expresiones o cualquier acto de 
legislación, información o fi scalización que formulen o realicen en el desempeño de sus 
funciones no podrán ser procesados penalmente.

II.  El domicilio, la residencia o la habitación de las asambleístas y los asambleístas serán 
inviolables, y no podrán ser allanados en ninguna circunstancia. Esta previsión se aplicará a 
los vehículos de su uso particular u ofi cial y a las ofi cinas de uso legislativo.

Artículo 152. Las asambleístas y los asambleístas no gozarán de inmunidad. Durante su mandato, en los 
procesos penales, no se les aplicará la medida cautelar de la detención preventiva, salvo delito flagrante.

Artículo 153. 

I.  La Vicepresidenta o el Vicepresidente del Estado presidirá la Asamblea Legislativa Plurinacional.

II.  Las sesiones ordinarias de la Asamblea Legislativa Plurinacional serán inauguradas el 6 de 
Agosto de cada año.

III.  Las sesiones ordinarias de la Asamblea Legislativa Plurinacional serán permanentes y contarán 
con dos recesos de quince días cada uno, por año. 

IV.  La Asamblea Legislativa Plurinacional podrá sesionar en un lugar distinto al habitual dentro el 
territorio del Estado, por decisión de la Plenaria y a convocatoria de su Presidenta o Presidente.

Artículo 154. Durante los recesos, funcionará la Comisión de Asamblea, en la forma y con las 
atribuciones que determine el Reglamento de la Cámara de Diputados. De manera extraordinaria, 
por asuntos de urgencia, la Asamblea podrá ser convocada por su Presidenta o Presidente, o por la 
Presidenta o el Presidente del Estado. Sólo se ocupará de los asuntos consignados en la convocatoria.

Artículo 155. La Asamblea Legislativa Plurinacional inaugurará sus sesiones el 6 de Agosto en la 
Capital de Bolivia, salvo convocatoria expresa de su Presidenta o Presidente.

Artículo 156. El tiempo del mandato de las y los asambleístas es de cinco años pudiendo ser reelectas 
y reelectos por una sola vez de manera continua. . 

Artículo 157. El mandato de asambleísta se pierde por fallecimiento, renuncia, revocatoria de mandato, 
sentencia condenatoria ejecutoriada en causas penales o abandono injustifi cado de sus funciones por 
más de seis días de trabajo continuos y once discontinuos en el año, califi cados de acuerdo con el 
Reglamento.

Artículo 158. 

I.  Son atribuciones de la Asamblea Legislativa Plurinacional, además de las que determina esta 
Constitución y la ley:

1.  Aprobar autónomamente su presupuesto y ejecutarlo; nombrar y remover a su personal 
administrativo, y atender todo lo relativo a su economía y régimen interno.

2.  Fijar la remuneración de las asambleístas y los asambleístas, que en ningún caso será 
superior al de la Vicepresidenta o Vicepresidente del Estado. Se prohíbe percibir cualquier 
ingreso adicional por actividad remunerada.
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3.  Dictar leyes, interpretarlas, derogarlas, abrogarlas y modifi carlas. 

4.  Elegir a seis de los miembros del Órgano Electoral Plurinacional, por dos tercios de votos 
de sus miembros presentes.

5.  Preseleccionar a las candidatas y a los candidatos para la conformación del Tribunal 
Constitucional Plurinacional, Tribunal Supremo de Justicia, Tribunal Agroambiental y 
Consejo de la Magistratura.

6.  Aprobar la creación de nuevas unidades territoriales y establecer sus límites, de acuerdo 
con la Constitución y con la ley.

7.  Aprobar el plan de desarrollo económico y social presentado por el Órgano Ejecutivo.

8.  Aprobar leyes en materia de presupuestos, endeudamiento, control y fi scalización de 
recursos estatales de crédito público y subvenciones, para la realización de obras públicas 
y de necesidad social.

9.  Decidir las medidas económicas estatales imprescindibles en caso de necesidad pública.

10.  Aprobar la contratación de empréstitos que comprometan las rentas generales del Estado 
y autorizar a las universidades la contratación de empréstitos.

11.  Aprobar el Presupuesto General del Estado presentado por el Órgano Ejecutivo. Recibido 
el proyecto de ley, éste deberá ser considerado en la Asamblea Legislativa Plurinacional 
dentro del término de sesenta días. En caso de no ser aprobado en este plazo, el proyecto 
se dará por aprobado.

12.  Aprobar los contratos de interés público referidos a recursos naturales y áreas estratégicas, 
fi rmados por el Órgano Ejecutivo.

13.  Aprobar la enajenación de bienes de dominio público del Estado.

14.  Ratifi car los tratados internacionales celebrados por el Ejecutivo, en las formas 
establecidas por esta Constitución.

15.  Establecer el sistema monetario.

16.  Establecer el sistema de medidas. 

17.  Controlar y fi scalizar los órganos del Estado y las instituciones públicas. 

18.  Interpelar, a iniciativa de cualquier asambleísta, a las Ministras o los Ministros de Estado, 
individual o colectivamente, y acordar la censura por dos tercios de los miembros de 
la Asamblea. La interpelación podrá ser promovida por cualquiera de las Cámaras. La 
censura implicará la destitución de la Ministra o del Ministro.

19.  Realizar investigaciones en el marco de sus atribuciones fi scalizadoras, mediante la 
comisión o comisiones elegidas para el efecto, sin perjuicio del control que realicen los 
órganos competentes.

20.  Controlar y fi scalizar las empresas públicas, las de capital mixto y toda entidad en la que 
tenga participación económica el Estado.

21.  Autorizar la salida de tropas militares, armamento y material bélico del territorio del 
Estado, y determinar el motivo y tiempo de su ausencia. 
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22.  Autorizar excepcionalmente el ingreso y tránsito temporal de fuerzas militares extranjeras, 
determinando el motivo y el tiempo de permanencia.

23.  A iniciativa del Órgano Ejecutivo, crear o modifi car impuestos de competencia del nivel 
central del Estado. Sin embargo, la Asamblea Legislativa Plurinacional a pedido de uno 
de sus miembros, podrá requerir del Órgano Ejecutivo la presentación de proyectos sobre 
la materia. Si el Órgano Ejecutivo, en el término de veinte días no presenta el proyecto 
solicitado, o la justifi cación para no hacerlo, el representante que lo requirió u otro, podrá 
presentar el suyo para su consideración y aprobación. 

II.  La organización y las funciones de la Asamblea Legislativa Plurinacional se regulará por el 
Reglamento de la Cámara de Diputados.

Artículo 159. Son atribuciones de la Cámara de Diputados, además de las que determina esta 
Constitución y la ley:

1.  Elaborar y aprobar su Reglamento.

2.  Califi car las credenciales otorgadas por el Órgano Electoral Plurinacional.

3.  Elegir a su directiva, determinar su organización interna y su funcionamiento.

4.  Aplicar sanciones a las diputadas o a los diputados, de acuerdo con el Reglamento, por 
decisión de dos tercios de los miembros presentes.

5.  Aprobar su presupuesto y ejecutarlo; nombrar y remover a su personal administrativo y 
atender todo lo relativo con su economía y régimen interno.

6. Iniciar la aprobación del Presupuesto General del Estado.

7.  Iniciar la aprobación del plan de desarrollo económico y social presentado por el Órgano 
Ejecutivo.

8.  Iniciar la aprobación o modifi cación de leyes en materia tributaria, de crédito público o de 
subvenciones.

9.  Iniciar la aprobación de la contratación de empréstitos que comprometan las rentas 
generales del Estado, y la autorización a las universidades para la contratación de 
empréstitos.

10.  Aprobar en cada legislatura la fuerza militar que ha de mantenerse en tiempo de paz.

11.  Acusar ante la Cámara de Senadores a los miembros del Tribunal Constitucional 
Plurinacional, del Tribunal Supremo y del Control Administrativo de Justicia por delitos 
cometidos en el ejercicio de sus funciones.

12.  Proponer ternas a la Presidenta o al Presidente del Estado para la designación de 
presidentas o presidentes de entidades económicas y sociales, y otros cargos en que 
participe el Estado, por mayoría absoluta de acuerdo con la Constitución.

13. Preseleccionar a los postulantes al Control Administrativo de Justicia y remitir al Órgano 
Electoral Plurinacional la nómina de los precalifi cados para que éste proceda a la 
organización, única y exclusiva, del proceso electoral. 
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Artículo 160. Son atribuciones de la Cámara de Senadores, además de las que determina esta 
Constitución y la ley:

1.  Elaborar y aprobar su Reglamento.

2.  Califi car las credenciales otorgadas por el Órgano Electoral Plurinacional.

3.  Elegir a su directiva, determinar su organización interna y su funcionamiento.

4.  Aplicar sanciones a las Senadoras y los Senadores, de acuerdo al Reglamento, por decisión 
de dos tercios de los miembros presentes.

5.  Aprobar su presupuesto y ejecutarlo; nombrar y remover a su personal administrativo, y 
atender todo lo relativo con su economía y régimen interno.

6.  Juzgar en única instancia a los miembros del Tribunal Constitucional Plurinacional, del 
Tribunal Supremo, del Tribunal Agroambiental y del Control Administrativo de Justicia por 
delitos cometidos en el ejercicio de sus funciones, cuya sentencia será aprobada por al 
menos dos tercios de los miembros presentes, de acuerdo con la ley.

7.  Reconocer honores públicos a quienes lo merezcan por servicios eminentes al Estado.

8.  Ratifi car los ascensos, a propuesta del Órgano Ejecutivo, a General de Ejército, de Fuerza 
Aérea, de División y de Brigada; a Almirante, Vicealmirante, Contralmirante y General de 
Policía Boliviana. 

9.  Aprobar o negar el nombramiento de embajadores y Ministros plenipotenciarios propuestos 
por el Presidente del Estado.

Artículo 161. Las Cámaras se reunirán en Asamblea Legislativa Plurinacional para ejercer las siguientes 
funciones, además de las señaladas en la Constitución:

1.  Inaugurar y clausurar sus sesiones.

2.  Recibir el juramento de la Presidenta o del Presidente del Estado, y de la Vicepresidenta o 
del Vicepresidente del Estado.

3.  Admitir o negar la renuncia de la Presidenta o del Presidente del Estado, y de la 
Vicepresidenta o del Vicepresidente del Estado.

4.  Considerar las leyes vetadas por el Órgano Ejecutivo.

5.  Considerar los proyectos de ley que, aprobados en la Cámara de origen, no fueran 
aprobados en la Cámara revisora.

6.  Aprobar los estados de excepción.

7.  Autorizar el enjuiciamiento de la Presidenta o del Presidente, o de la Vicepresidenta o del 
Vicepresidente del Estado.

8.  Designar al Fiscal General del Estado y al Defensor del Pueblo.
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CAPÍTULO SEGUNDO

PROCEDIMIENTO LEGISLATIVO
Artículo 162. 

I.  Tienen la facultad de iniciativa legislativa, para su tratamiento obligatorio en la Asamblea 
Legislativa Plurinacional:

1.  Las ciudadanas y los ciudadanos. 

2.  Las asambleístas y los asambleístas en cada una de sus Cámaras.

3.  El Órgano Ejecutivo.

4.  El Tribunal Supremo, en el caso de iniciativas relacionadas con la administración de 
justicia.

5. Los gobiernos autónomos de las entidades territoriales.

II.  La ley y los reglamentos de cada Cámara desarrollarán los procedimientos y requisitos para 
ejercer la facultad de iniciativa legislativa.

Artículo 163. El procedimiento legislativo se desarrollará de la siguiente manera:

1.  El proyecto de ley presentado por asambleístas de una de las Cámaras, iniciará el 
procedimiento legislativo en esa Cámara, que la remitirá a la comisión o comisiones que 
correspondan para su tratamiento y aprobación inicial.

2.  El proyecto de ley presentado por otra iniciativa será enviado a la Cámara de Diputados, 
que lo remitirá a la comisión o las comisiones.

3.  Las iniciativas legislativas en materia de descentralización, autonomías y ordenamiento 
territorial serán de conocimiento de la Cámara de Senadores.

4.  Cuando el proyecto haya sido informado por la comisión o las comisiones correspondientes, 
pasará a consideración de la plenaria de la Cámara, donde será discutido y aprobado en 
grande y en detalle. Cada aprobación requerirá de la mayoría absoluta de los miembros 
presentes.

5.  El proyecto aprobado por la Cámara de origen será remitido a la Cámara revisora para 
su discusión. Si la Cámara revisora lo aprueba, será enviado al Órgano Ejecutivo para su 
promulgación.

6.  Si la Cámara revisora enmienda o modifi ca el proyecto, éste se considerará aprobado si la 
Cámara de origen acepta por mayoría absoluta de los miembros presentes las enmiendas o 
modifi caciones. En caso de que no las acepte, las dos Cámaras se reunirán a requerimiento 
de la Cámara de origen dentro de los veinte días siguientes y deliberarán sobre el proyecto. 
La decisión será tomada por el Pleno de la Asamblea Legislativa Plurinacional por mayoría 
absoluta de sus miembros presentes.

7.  En caso de que pasen treinta días sin que la Cámara revisora se pronuncie sobre el proyecto 
de ley, el proyecto será considerado en el Pleno de la Asamblea Legislativa Plurinacional.

8.  El proyecto aprobado, una vez sancionado, será remitido al Órgano Ejecutivo para su 
promulgación como ley.
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9.  Aquel proyecto que haya sido rechazado podrá ser propuesto nuevamente en la 
Legislatura siguiente.

10.  La ley sancionada por la Asamblea Legislativa Plurinacional y remitida al Órgano 
Ejecutivo, podrá ser observada por la Presidenta o el Presidente del Estado en el 
término de diez días hábiles desde el momento de su recepción. Las observaciones 
del Órgano Ejecutivo se dirigirán a la Asamblea. Si ésta estuviera en receso, la 
Presidenta o el Presidente del Estado remitirá sus observaciones a la Comisión de 
Asamblea. 

11.  Si la Asamblea Legislativa Plurinacional considera fundadas las observaciones 
modificará la ley conforme a éstas y la devolverá al Órgano Ejecutivo para su 
promulgación. En el caso de que considere infundadas las observaciones, la ley 
será promulgada por la Presidenta o el Presidente de la Asamblea. Las decisiones 
de la Asamblea se tomarán por mayoría absoluta de sus miembros presentes.

12.  La ley que no sea observada dentro del plazo correspondiente será promulgada 
por la Presidenta o Presidente del Estado. Las leyes no promulgadas por el Órgano 
Ejecutivo en los plazos previstos en los numerales anteriores serán promulgadas 
por la Presidenta o el Presidente de la Asamblea.

Artículo 164. 

I. La ley promulgada será publicada en la Gaceta Ofi cial de manera inmediata.

II.  La ley será de cumplimiento obligatorio desde el día de su publicación, salvo que en ella se 
establezca un plazo diferente para su entrada en vigencia.

TÍTULO II

ÓRGANO EJECUTIVO

CAPÍTULO PRIMERO

COMPOSICIÓN Y ATRIBUCIONES DEL ÓRGANO EJECUTIVO

SECCIÓN I

DISPOSICIÓN GENERAL
Artículo 165. 

I.  El Órgano Ejecutivo está compuesto por la Presidenta o el Presidente del Estado, la 
Vicepresidenta o el Vicepresidente del Estado, y las Ministras y los Ministros de Estado.

II.  Las determinaciones adoptadas en Consejo de Ministros son de responsabilidad solidaria.
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SECCIÓN II

PRESIDENCIA Y VICEPRESIDENCIA DEL ESTADO
Artículo 166. 

I.  La Presidenta o el Presidente y la Vicepresidenta o el Vicepresidente del Estado serán elegidas 
o elegidos por sufragio universal, obligatorio, directo, libre y secreto. Será proclamada a la 
Presidencia y a la Vicepresidencia la candidatura que haya reunido el cincuenta por ciento más 
uno de los votos válidos; o que haya obtenido un mínimo del cuarenta por ciento de los votos 
válidos, con una diferencia de al menos diez por ciento en relación con la segunda candidatura.

II.  En caso de que ninguna de las candidaturas cumpla estas condiciones se realizará una 
segunda vuelta electoral entre las dos candidaturas más votadas, en el plazo de sesenta 
días computables a partir de la votación anterior. Será proclamada a la Presidencia y a la 
Vicepresidencia del Estado la candidatura que haya obtenido la mayoría de los votos. 

Artículo 167. Para acceder a la candidatura a la Presidencia o a la Vicepresidencia del Estado se 
requiere cumplir con las condiciones generales de acceso al servicio público, contar con treinta años 
de edad cumplidos al día de la elección, y haber residido de forma permanente en el país al menos 
cinco años inmediatamente anteriores a la elección.

Artículo 168. El periodo de mandato de la Presidenta o del Presidente y de la Vicepresidenta o del 
Vicepresidente del Estado es de cinco años, y pueden ser reelectas o reelectos por una sola vez de 
manera continua. .

Artículo 169. 

I.  En caso de impedimento o ausencia defi nitiva de la Presidenta o del Presidente del Estado, 
será reemplazada o reemplazado en el cargo por la Vicepresidenta o el Vicepresidente y, a 
falta de ésta o éste, por la Presidenta o el Presidente del Senado, y a falta de ésta o éste por 
la Presidente o el Presidente de la Cámara de Diputados. En este último caso, se convocarán 
nuevas elecciones en el plazo máximo de noventa días.

II.  En caso de ausencia temporal, asumirá la Presidencia del Estado quien ejerza la Vicepresidencia, 
por un periodo que no podrá exceder los noventa días.

Artículo 170. La Presidenta o el Presidente del Estado cesará en su mandato por muerte; por renuncia 
presentada ante la Asamblea Legislativa Plurinacional; por ausencia o impedimento defi nitivo; por 
sentencia condenatoria ejecutoriada en materia penal; y por revocatoria del mandato.

Artículo 171. En caso de revocatoria del mandato, la Presidenta o el Presidente del Estado cesará de 
inmediato en sus funciones, debiendo asumir la Presidencia la persona que ejerza la Vicepresidencia, 
quien convocará de forma inmediata a elecciones a la Presidencia del Estado a realizarse en el plazo 
máximo de noventa días.

Artículo 172. Son atribuciones de la Presidenta o del Presidente del Estado, además de las que 
establece esta Constitución y la ley:

1.  Cumplir y hacer cumplir la Constitución y las leyes. 

2.  Mantener y preservar la unidad del Estado boliviano.

3.  Proponer y dirigir las políticas de gobierno y de Estado.
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4.  Dirigir la administración pública y coordinar la acción de los Ministros de Estado.

5.  Dirigir la política exterior; suscribir tratados internacionales; nombrar servidores públicos 
diplomáticos y consulares de acuerdo a la ley; y admitir a los funcionarios extranjeros en 
general.

6.  Solicitar la convocatoria a sesiones extraordinarias al Presidente o Presidenta de la 
Asamblea Legislativa Plurinacional.

7.  Promulgar las leyes sancionadas por la Asamblea Legislativa Plurinacional.

8.  Dictar decretos supremos y resoluciones.

9.  Administrar las rentas estatales y decretar su inversión por intermedio del Ministerio del 
ramo, de acuerdo a las leyes y con estricta sujeción al Presupuesto General del Estado.

10.  Presentar el plan de desarrollo económico y social a la Asamblea Legislativa Plurinacional.

11.  Presentar a la Asamblea Legislativa Plurinacional, dentro de las treinta primeras sesiones, 
el proyecto de Ley del Presupuesto General del Estado para la siguiente gestión fi scal y 
proponer, durante su vigencia, las modifi caciones que estime necesarias. El informe de los 
gastos públicos conforme al presupuesto se presentará anualmente.

12.  Presentar anualmente a la Asamblea Legislativa Plurinacional, en su primera sesión, el 
informe escrito acerca del curso y estado de la Administración Pública durante la gestión 
anual, acompañado de las memorias ministeriales.

13.  Hacer cumplir las sentencias de los tribunales.

14.  Decretar amnistía o indulto, con la aprobación de la Asamblea Legislativa Plurinacional.

15. Nombrar, de entre las ternas propuestas por la Asamblea Legislativa Plurinacional, a la 
Contralora o al Contralor General del Estado, a la Presidenta o al Presidente del Banco 
Central de Bolivia, a la máxima autoridad del Órgano de Regulación de Bancos y Entidades 
Financieras, y a las Presidentas o a los Presidentes de entidades de función económica y 
social en las cuales interviene el Estado. 

16.  Preservar la seguridad y la defensa del Estado. 

17.  Designar y destituir al Comandante en Jefe de las Fuerzas Armadas y a los Comandantes 
del Ejército, de la Fuerza Aérea y de la Armada.

18.  Designar y destituir al Comandante General de la Policía Boliviana.

19.  Proponer a la Asamblea Legislativa Plurinacional los ascensos a General de Ejército, de 
Fuerza Aérea, de División y de Brigada; a Almirante, Vicealmirante y Contralmirante, y a 
General de la Policía, de acuerdo a informe de sus servicios y promociones.

20.  Crear y habilitar puertos.

21.  Designar a sus representantes ante el Órgano Electoral.

22.  Designar a las Ministras y a los Ministros de Estado, respetando el carácter plurinacional 
y la equidad de género en la composición del gabinete ministerial. 

23.  Designar a la Procuradora o al Procurador General del Estado.
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24.  Presentar proyectos de ley de urgencia económica, para su consideración por la Asamblea 
Legislativa Plurinacional, que deberá tratarlos con prioridad.

25.  Ejercer el mando de Capitana o Capitán General de las Fuerzas Armadas, y disponer de 
ellas para la defensa del Estado, su independencia y la integridad del territorio.

26.  Declarar el estado de excepción.

27.  Ejercer la autoridad máxima del Servicio Boliviano de Reforma Agraria y otorgar títulos 
ejecutoriales en la distribución y redistribución de las tierras.

Artículo 173. La Presidenta o el Presidente del Estado podrá ausentarse del territorio boliviano por 
misión ofi cial, sin autorización de la Asamblea Legislativa Plurinacional, hasta un máximo de diez días.

Artículo 174. Son atribuciones de la Vicepresidenta o del Vicepresidente del Estado, además de las 
que establece esta Constitución y la ley:

1.  Asumir la Presidencia del Estado, en los casos establecidos en la presente Constitución.

2.  Coordinar las relaciones entre el Órgano Ejecutivo, la Asamblea Legislativa Plurinacional y 
los gobiernos autónomos. 

3.  Participar en las sesiones del Consejo de Ministros.

4.  Coadyuvar con la Presidenta o el Presidente del Estado en la dirección de la política general 
del Gobierno.

5.  Participar conjuntamente con la Presidenta o el Presidente del Estado en la formulación 
de la política exterior, así como desempeñar misiones diplomáticas.

SECCIÓN III

MINISTERIOS DE ESTADO
Artículo 175. 

I.  Las Ministras y los Ministros de Estado son servidoras públicas y servidores públicos, y tienen 
como atribuciones, además de las determinadas en esta Constitución y la ley:

1.  Proponer y coadyuvar en la formulación de las políticas generales del Gobierno.

2.  Proponer y dirigir las políticas gubernamentales en su sector.

3. La gestión de la Administración Pública en el ramo correspondiente.

4.  Dictar normas administrativas en el ámbito de su competencia.

5.  Proponer proyectos de decreto supremo y suscribirlos con la Presidenta o el Presidente 
del Estado.

6.  Resolver en última instancia todo asunto administrativo que corresponda al Ministerio.

7.  Presentar a la Asamblea Legislativa Plurinacional los informes que les soliciten.

8.  Coordinar con los otros Ministerios la planifi cación y ejecución de las políticas del gobierno.
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II.  Las Ministras y los Ministros de Estado son responsables de los actos de administración 
adoptados en sus respectivas carteras.

Artículo 176. Para ser designada o designado Ministra o Ministro de Estado se requiere cumplir con 
las condiciones generales de acceso al servicio público; tener cumplidos veinticinco años al día del 
nombramiento; no formar parte de la Asamblea Legislativa Plurinacional; no ser directivo, accionista 
ni socio de entidades fi nancieras o empresas que mantengan relación contractual o que enfrenten 
intereses opuestos con el Estado; no ser cónyuge ni pariente consanguíneo o afín dentro del segundo 
grado de quienes se hallaren en ejercicio de la Presidencia o la Vicepresidencia del Estado. 

Artículo 177. No podrá ser designada como Ministra o Ministro de Estado la persona que, en forma 
directa o como representante legal de persona jurídica, tenga contratos pendientes de su cumplimiento 
o deudas ejecutoriadas con el Estado. 

TÍTULO III

ÓRGANO JUDICIAL Y TRIBUNAL CONSTITUCIONAL PLURINACIONAL

CAPÍTULO PRIMERO

DISPOSICIONES GENERALES
Artículo 178. 

I.  La potestad de impartir justicia emana del pueblo boliviano y se sustenta en los principios 
de independencia, imparcialidad, seguridad jurídica, publicidad, probidad, celeridad, gratuidad, 
pluralismo jurídico, interculturalidad, equidad, servicio a la sociedad, participación ciudadana, 
armonía social y respeto a los derechos.

II.  Constituyen garantías de la independencia judicial:

1.  El desempeño de los jueces de acuerdo a la carrera judicial

2.  La autonomía presupuestaria de los órganos judiciales. 

Artículo 179. 

I.  La función judicial es única. La jurisdicción ordinaria se ejerce por el Tribunal Supremo de 
Justicia, los tribunales departamentales de justicia, los tribunales de sentencia y los jueces; 
la jurisdicción agroambiental por el Tribunal y jueces agroambientales; la jurisdicción 
indígena originaria campesina se ejerce por sus propias autoridades; existirán jurisdicciones 
especializadas reguladas por la ley. 

II.  La jurisdicción ordinaria y la jurisdicción indígena originario campesina gozarán de igual 
jerarquía.

III.  La justicia constitucional se ejerce por el Tribunal Constitucional Plurinacional.

IV.  El Consejo de la Magistratura es parte del Órgano Judicial.
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CAPÍTULO SEGUNDO

JURISDICCIÓN ORDINARIA
Artículo 180. 

I.  La jurisdicción ordinaria se fundamenta en los principios procesales de gratuidad, publicidad, 
transparencia, oralidad, celeridad, probidad, honestidad, legalidad, efi cacia, efi ciencia, 
accesibilidad, inmediatez, verdad material, debido proceso e igualdad de las partes ante el 
juez.

II.  Se garantiza el principio de impugnación en los procesos judiciales.

III.  La jurisdicción ordinaria no reconocerá fueros, privilegios ni tribunales de excepción. La 
jurisdicción militar juzgará los delitos de naturaleza militar regulados por la ley.

SECCIÓN I

TRIBUNAL SUPREMO DE JUSTICIA
Artículo 181. El Tribunal Supremo de Justicia es el máximo tribunal de la jurisdicción ordinaria. Está 
integrado por Magistradas y Magistrados. Se organiza internamente en salas especializadas. Su 
composición y organización se determinará por la ley.

Artículo 182. 

I.  Las Magistradas y los Magistrados del Tribunal Supremo de Justicia serán elegidas y elegidos 
mediante sufragio universal.

II.  La Asamblea Legislativa Plurinacional efectuará por dos tercios de sus miembros presentes la 
preselección de las postulantes y los postulantes por cada departamento y remitirá al órgano 
electoral la nómina de los precalifi cados para que éste proceda a la organización, única y 
exclusiva, del proceso electoral. 

III.  Las y los postulantes o persona alguna, no podrán realizar campaña electoral a favor de sus 
candidaturas, bajo sanción de inhabilitación. El Órgano Electoral será el único responsable de 
difundir los méritos de las candidatas y los candidatos.

IV.  Las magistradas y magistrados no podrán pertenecer a organizaciones políticas. 

V.  Serán elegidas y elegidos las candidatas y los candidatos que obtengan mayoría simple de 
votos. La Presidenta o el Presidente del Estado ministrará posesión en sus cargos. 

VI.  Para optar a la Magistratura del Tribunal Supremo de Justicia será necesario cumplir con los 
requisitos generales establecidos para los servidores públicos: haber cumplido treinta años 
de edad, poseer título de abogado, haber desempeñado, con honestidad y ética, funciones 
judiciales, profesión de abogado o cátedra universitaria durante ocho años y no contar con 
sanción de destitución del Consejo de la Magistratura. Para la califi cación de méritos se tomará 
en cuenta el haber ejercido la calidad de autoridad originaria bajo su sistema de justicia.

VII.  El sistema de prohibiciones e incompatibilidades aplicado a las Magistradas y a los Magistrados 
del Tribunal Supremo de Justicia será el mismo que para los servidores públicos.
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Artículo 183. 

I.  Las Magistradas y los Magistrados, no podrán ser reelegidas ni reelegidos. Su periodo de 
mandato será de seis años.

II.  Las Magistradas y Magistrados del Tribunal Supremo de Justicia cesarán en sus funciones por 
cumplimiento de mandato, sentencia ejecutoriada emergente de juicio de responsabilidades, 
renuncia, fallecimiento y demás causales previstas en la ley.

Artículo 184. Son atribuciones del Tribunal Supremo de Justicia, además de las señaladas por la ley:

1.  Actuar como tribunal de casación y conocer recursos de nulidad en los casos expresamente 
señalados por la ley.

2.  Dirimir conflictos de competencias suscitados entre los tribunales departamentales de 
justicia.

3.  Conocer, resolver y solicitar en única instancia los procesos de extradición.

4.  Juzgar, como tribunal colegiado en pleno y en única instancia, a la Presidenta o al 
Presidente del Estado, o a la Vicepresidenta o al Vicepresidente del Estado, por delitos 
cometidos en el ejercicio de su mandato. El juicio se llevará a cabo previa autorización 
de la Asamblea Legislativa Plurinacional, por decisión de al menos dos tercios de los 
miembros presentes, y a requerimiento fundado de la Fiscal o del Fiscal General del 
Estado, quien formulará acusación si estima que la investigación proporcionó fundamento 
para el enjuiciamiento. El proceso será oral, público, continuo e ininterrumpido. La ley 
determinará el procedimiento. 

5.  Designar, de las ternas presentadas por el Consejo de la Magistratura, a los vocales de los 
tribunales departamentales de justicia.

6.  Preparar proyectos de leyes judiciales y presentarlos a la Asamblea Legislativa Plurinacional.

7.  Conocer y resolver casos de revisión extraordinaria de sentencia.

Artículo 185. La magistratura del Tribunal Supremo de Justicia será ejercida de manera exclusiva.

CAPÍTULO TERCERO

JURISDICCIÓN AGROAMBIENTAL
Artículo 186. El Tribunal Agroambiental es el máximo tribunal especializado de la jurisdicción 
agroambiental. Se rige en particular por los principios de función social, integralidad, inmediatez, 
sustentabilidad e interculturalidad.

Artículo 187. Para ser elegida Magistrada o elegido Magistrado del Tribunal Agroambiental serán 
necesarios los mismos requisitos que los miembros del Tribunal Supremo de Justicia, además de 
contar con especialidad en estas materias y haber ejercido con idoneidad, ética y honestidad la 
judicatura agraria, la profesión libre o la cátedra universitaria en el área, durante ocho años. En la 
preselección de las candidatas y los candidatos se garantizará la composición plural, considerando 
criterios de plurinacionalidad.
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Artículo 188. 

I.  Las Magistradas y los Magistrados del Tribunal Agroambiental serán elegidas y elegidos 
mediante sufragio universal, según el procedimiento, mecanismos y formalidades para los 
miembros del Tribunal Supremo de Justicia.

II.  El sistema de prohibiciones e incompatibilidades aplicado a las Magistradas y los Magistrados 
del Tribunal Agroambiental será el de los servidores públicos.

III.  El tiempo de ejercicio, la permanencia y la cesación en el cargo establecidos para las 
Magistradas y los Magistrados del Tribunal Supremo de Justicia serán de aplicación a los 
miembros del Tribunal Agroambiental.

Artículo 189. Son atribuciones del Tribunal Agroambiental, además de las señaladas por la ley:

1.  Resolver los recursos de casación y nulidad en las acciones reales agrarias, forestales, 
ambientales, de aguas, derechos de uso y aprovechamiento de los recursos naturales 
renovables, hídricos, forestales y de la biodiversidad; demandas sobre actos que atenten 
contra la fauna, la flora, el agua y el medio ambiente; y demandas sobre prácticas que 
pongan en peligro el sistema ecológico y la conservación de especies o animales.

2.  Conocer y resolver en única instancia las demandas de nulidad y anulabilidad de títulos 
ejecutoriales.

3.  Conocer y resolver en única instancia los procesos contencioso administrativos que 
resulten de los contratos, negociaciones, autorizaciones, otorgación, distribución y 
redistribución de derechos de aprovechamiento de los recursos naturales renovables, y de 
los demás actos y resoluciones administrativas.

4.  Organizar los juzgados agroambientales.

CAPÍTULO CUARTO

JURISDICCIÓN INDÍGENA ORIGINARIA CAMPESINA
Artículo 190. 

I.  Las naciones y pueblos indígena originario campesinos ejercerán sus funciones jurisdiccionales 
y de competencia a través de sus autoridades, y aplicarán sus principios, valores culturales, 
normas y procedimientos propios.

II.  La jurisdicción indígena originaria campesina respeta el derecho a la vida, el derecho a la 
defensa y demás derechos y garantías establecidos en la presente Constitución.

Artículo 191. 

I.  La jurisdicción indígena originario campesina se fundamenta en un vínculo particular de las 
personas que son miembros de la respectiva nación o pueblo indígena originario campesino.

II.  La jurisdicción indígena originario campesina se ejerce en los siguientes ámbitos de vigencia 
personal, material y territorial:
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1.  Están sujetos a esta jurisdicción los miembros de la nación o pueblo indígena originario 
campesino, sea que actúen como actores o demandado, denunciantes o querellantes, 
denunciados o imputados, recurrentes o recurridos.

2.  Esta jurisdicción conoce los asuntos indígena originario campesinos de conformidad a lo 
establecido en una Ley de Deslinde Jurisdiccional. 

3.  Esta jurisdicción se aplica a las relaciones y hechos jurídicos que se realizan o cuyos 
efectos se producen dentro de la jurisdicción de un pueblo indígena originario campesino.

Artículo 192. 

I.  Toda autoridad pública o persona acatará las decisiones de la jurisdicción indígena originaria 
campesina. 

II.   Para el cumplimiento de las decisiones de la jurisdicción indígena originario campesina, sus 
autoridades podrán solicitar el apoyo de los órganos competentes del Estado. 

III.  El Estado promoverá y fortalecerá la justicia indígena originaria campesina. La Ley de Deslinde 
Jurisdiccional, determinará los mecanismos de coordinación y cooperación entre la jurisdicción 
indígena originaria campesina con la jurisdicción ordinaria y la jurisdicción agroambiental y 
todas las jurisdicciones constitucionalmente reconocidas.

CAPÍTULO QUINTO

CONSEJO DE LA MAGISTRATURA
Artículo 193. 

I.  El Consejo de la Magistratura es la instancia responsable del régimen disciplinario de la 
jurisdicción ordinaria, agroambiental y de las jurisdicciones especializadas; del control y 
fi scalización de su manejo administrativo y fi nanciero; y de la formulación de políticas de su 
gestión. El Consejo de la Magistratura se regirá por el principio de participación ciudadana.

II.  Su conformación, estructura y funciones estarán determinadas por la ley. 

Artículo 194. 

I.  Los miembros del Consejo de la Magistratura se elegirán mediante sufragio universal de entre 
las candidatas y los candidatos propuestos por la Asamblea Legislativa Plurinacional. La 
organización y ejecución del proceso electoral estará a cargo del Órgano Electoral Plurinacional. 

II.  Los miembros del Consejo de la Magistratura de Justicia requerirán, además de las 
condiciones generales de acceso al servicio público, haber cumplido treinta años de edad, 
poseer conocimientos en el área de sus atribuciones y haber desempeñado sus funciones con 
ética y honestidad.

III.  Los miembros del consejo de la Magistratura de Justicia durarán en sus funciones seis años, 
y no podrán ser reelegidas ni reelegidos.

Artículo 195. Son atribuciones del Consejo de la Magistratura de Justicia, además de las establecidas 
en la Constitución y en la ley:
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1.  Promover la revocatoria de mandato de las Magistradas y de los Magistrados del Tribunal 
Supremo de Justicia y del Tribunal Agroambiental, cuando, en el ejercicio de sus funciones, 
cometan faltas gravísimas determinadas por la ley.

2.  Ejercer el control disciplinario de las vocales y los vocales, juezas y jueces; y personal 
auxiliar y administrativo del Órgano Judicial. El ejercicio de esta facultad comprenderá 
la posibilidad de cesación del cargo por faltas disciplinarias gravísimas, expresamente 
establecidas en la ley.

3.  Controlar y fi scalizar la administración económica fi nanciera y todos los bienes del Órgano 
Judicial.

4.  Evaluar el desempeño de funciones de las administradoras y los administradores de 
justicia, y del personal auxiliar.

5.  Elaborar auditorías jurídicas y de gestión fi nanciera.

6.  Realizar estudios técnicos y estadísticos.

7.  Preseleccionar a las candidatas y a los candidatos para la conformación de los tribunales 
departamentales de justicia que serán designados por el Tribunal Supremo de Justicia. 

8.  Designar, mediante concurso de méritos y exámenes de competencia, a los jueces de 
partido y de instrucción.

9.  Designar a su personal administrativo.

CAPÍTULO SEXTO

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL PLURINACIONAL
Artículo 196. 

I.  El Tribunal Constitucional Plurinacional vela por la supremacía de la Constitución, ejerce 
el control de constitucionalidad, y precautela el respeto y la vigencia de los derechos y 
las garantías constitucionales. 

II.  En su función interpretativa, el Tribunal Constitucional Plurinacional aplicará como 
criterio de interpretación, con preferencia, la voluntad del constituyente, de acuerdo con 
sus documentos, actas y resoluciones, así como el tenor literal del texto.

Artículo 197. 

I.  El Tribunal Constitucional Plurinacional estará integrado por Magistradas y Magistrados 
elegidos con criterios de plurinacionalidad, con representación del sistema ordinario y 
del sistema indígena originario campesino.

II.  Las Magistradas y los Magistrados suplentes del Tribunal Constitucional Plurinacional 
no recibirán remuneración, y asumirán funciones exclusivamente en caso de ausencia 
del titular, o por otros motivos establecidos en la ley. 

III.  La composición, organización y funcionamiento del Tribunal Constitucional Plurinacional 
serán regulados por la ley.



62

Fiscalía General del Estado

Constitución Política del Estado

Artículo 199. 

I.  Para optar a la magistratura del Tribunal Constitucional Plurinacional se requerirá, 
además de los requisitos generales para el acceso al servicio público, haber cumplido 
treinta y cinco años y tener especialización o experiencia acreditada de por lo menos 
ocho años en las disciplinas de Derecho Constitucional, Administrativo o Derechos 
Humanos. Para la calificación de méritos se tomará en cuenta el haber ejercido la 
calidad de autoridad originaria bajo su sistema de justicia.

II.  Las candidatas y los candidatos al Tribunal Constitucional Plurinacional podrán ser 
propuestas y propuestos por organizaciones de la sociedad civil y de las naciones y 
pueblos indígena originario campesinos.

Artículo 200. El tiempo de ejercicio, la permanencia y la cesación en el cargo establecidos para 
las Magistradas y los Magistrados del Tribunal Supremo de Justicia será de aplicación a los 
miembros del Tribunal Constitucional Plurinacional.

Artículo 201. Las Magistradas y los Magistrados del Tribunal Constitucional Plurinacional se 
regirán por el mismo sistema de prohibiciones e incompatibilidades de los servidores públicos.

Artículo 202. Son atribuciones del Tribunal Constitucional Plurinacional, además de las 
establecidas en la Constitución y la ley, conocer y resolver:

1.  En única instancia, los asuntos de puro derecho sobre la inconstitucionalidad 
de leyes, Estatutos Autonómicos, Cartas Orgánicas, decretos y todo género de 
ordenanzas y resoluciones no judiciales. Si la acción es de carácter abstracto, 
sólo podrán interponerla la Presidenta o Presidente de la República, Senadoras 
y Senadores, Diputadas y Diputados, Legisladores, Legisladoras y máximas 
autoridades ejecutivas de las entidades territoriales autónomas. 

2.  Los conflictos de competencias y atribuciones entre órganos del poder público.

3.  Los conflictos de competencias entre el gobierno plurinacional, las entidades 
territoriales autónomas y descentralizadas, y entre éstas.

4.  Los recursos contra tributos, impuestos, tasas, patentes, derechos o contribuciones 
creados, modificados o suprimidos en contravención a lo dispuesto en esta 
Constitución.

5.  Los recursos contra resoluciones del Órgano Legislativo, cuando sus resoluciones 
afecten a uno o más derechos, cualesquiera sean las personas afectadas.

6.  La revisión de las acciones de Libertad, de Amparo Constitucional, de Protección 
de Privacidad, Popular y de Cumplimiento. Esta revisión no impedirá la aplicación 
inmediata y obligatoria de la resolución que resuelva la acción. 

7. Las consultas de la Presidenta o del Presidente de la República, de la Asamblea 
Legislativa Plurinacional, del Tribunal Supremo de Justicia o del Tribunal 
Agroambiental sobre la constitucionalidad de proyectos de ley. La decisión del 
Tribunal Constitucional es de cumplimiento obligatorio.

8.  Las consultas de las autoridades indígenas originario campesinas sobre la 
aplicación de sus normas jurídicas aplicadas a un caso concreto. La decisión del 
Tribunal Constitucional es obligatoria.
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9.  El control previo de constitucionalidad en la ratificación de tratados internacionales.

10.  La constitucionalidad del procedimiento de reforma parcial de la Constitución. 

11.  Los conflictos de competencia entre la jurisdicción indígena originaria campesina y 
la jurisdicción ordinaria y agroambiental.

12.  Los recursos directos de nulidad.

Artículo 203. Las decisiones y sentencias del Tribunal Constitucional Plurinacional son de 
carácter vinculante y de cumplimiento obligatorio, y contra ellas no cabe recurso ordinario 
ulterior alguno.

Artículo 204. La ley determinará los procedimientos que regirán ante el Tribunal Constitucional 
Plurinacional.

TÍTULO IV

ÓRGANO ELECTORAL

CAPÍTULO PRIMERO

ÓRGANO ELECTORAL PLURINACIONAL
Artículo 205. 

I.   El Órgano Electoral Plurinacional está compuesto por:

1.  El Tribunal Supremo Electoral.

2.  Los Tribunales Electorales Departamentales.

3.  Los Juzgados Electorales.

4.  Los Jurados de las Mesas de sufragio.

5.  Los Notarios Electorales.

II.  La jurisdicción, competencias y atribuciones del Órgano Electoral y de sus diferentes niveles se 
defi nen, en esta Constitución y la ley.

Artículo 206. 

I.  El Tribunal Supremo Electoral es el máximo nivel del Órgano Electoral, tiene jurisdicción 
nacional.

II.  El Tribunal Supremo Electoral está compuesto por siete miembros, quienes durarán en 
sus funciones seis años sin posibilidad de reelección, y al menos dos de los cuales 
serán de origen indígena originario campesino. 

III.  La Asamblea Legislativa Plurinacional, por dos tercios de votos de los miembros 
presentes, elegirá a seis de los miembros del Órgano Electoral Plurinacional. La 
Presidenta o el Presidente del Estado designará a uno de sus miembros.
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IV.  La elección de los miembros del Órgano Electoral Plurinacional requerirá de convocatoria 
pública previa, y calificación de capacidad y méritos a través de concurso público.

V.  Las Asambleas Legislativas Departamentales o Consejos Departamentales seleccionarán 
por dos tercios de votos de sus miembros presentes, una terna por cada uno de los 
vocales de los Tribunales Departamentales Electorales. De estas ternas la Cámara de 
Diputados elegirá a los miembros de los Tribunales Departamentales Electorales, por 
dos tercios de votos de los miembros presentes, garantizando que al menos uno de sus 
miembros sea perteneciente a las naciones y pueblos indígenas originarios campesinos 
del Departamento.

Artículo 207. Para ser designada Vocal del Tribunal Supremo Electoral y Departamental, se 
requiere cumplir con las condiciones generales de acceso al servicio público, haber cumplido 
treinta años de edad al momento de su designación y tener formación académica.

Artículo 208. 

I.  El Tribunal Supremo Electoral es el responsable de organizar, administrar y ejecutar los 
procesos electorales y proclamar sus resultados.

II.  El Tribunal garantizará que el sufragio se ejercite efectivamente, conforme a lo dispuesto en el 
Artículo 26 de esta Constitución.

III.  Es función del Tribunal Supremo Electoral organizar y administrar el Registro Civil y el Padrón 
Electoral.

CAPÍTULO SEGUNDO

REPRESENTACIÓN POLÍTICA
Artículo 209. Las candidatas y los candidatos a los cargos públicos electos, con excepción 
de los cargos elegibles del Órgano Judicial y del Tribunal Constitucional Plurinacional serán 
postuladas y postulados a través de las organizaciones de las naciones y pueblos indígena 
originario campesinos, las agrupaciones ciudadanas y los partidos políticos, en igualdad de 
condiciones y de acuerdo con la ley.

Artículo 210. 

I.   La organización y funcionamiento de las organizaciones de las naciones y pueblos 
indígena originario campesinos, las agrupaciones ciudadanas y los partidos políticos 
deberán ser democráticos.

II.   La elección interna de las dirigentes y los dirigentes y de las candidatas y los candidatos 
de las agrupaciones ciudadanas y de los partidos políticos será regulada y fiscalizada 
por el Órgano Electoral Plurinacional, que garantizará la igual participación de hombres 
y mujeres.

III.   Las organizaciones de las naciones y pueblos indígena originario campesinos podrán 
elegir a sus candidatas o candidatos de acuerdo con sus normas propias de democracia 
comunitaria.
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Artículo 211. 

I.  Las naciones y pueblos indígena originario campesinos podrán elegir a sus representantes 
políticos en las instancias que corresponda, de acuerdo con sus formas propias de 
elección. 

II.  El Órgano Electoral supervisará que en la elección de autoridades, representantes 
y candidatas y candidatos de los pueblos y naciones indígena originario campesinos 
mediante normas y procedimientos propios, se de estricto cumplimiento a la normativa 
de esos pueblos y naciones. 

Artículo 212. Ninguna candidata ni ningún candidato podrán postularse simultáneamente a 
más de un cargo electivo, ni por más de una circunscripción electoral al mismo tiempo.

TÍTULO V

FUNCIONES DE CONTROL, DE DEFENSA DE LA SOCIEDAD

Y DE DEFENSA DEL ESTADO

CAPÍTULO PRIMERO

FUNCIÓN DE CONTROL

SECCIÓN I

CONTRALORÍA GENERAL DEL ESTADO
Artículo 213. 

I   La Contraloría General del Estado es la institución técnica que ejerce la función de control de la 
administración de las entidades públicas y de aquéllas en las que el Estado tenga participación 
o interés económico. La Contraloría está facultada para determinar indicios de responsabilidad 
administrativa, ejecutiva, civil y penal; tiene autonomía funcional, fi nanciera, administrativa y 
organizativa.

II.  Su organización, funcionamiento y atribuciones, que deben estar fundados en los principios de 
legalidad, transparencia, efi cacia, efi ciencia, economía, equidad, oportunidad y objetividad, se 
determinarán por la ley. 

Artículo 214. La Contralora o Contralor General del Estado se designará por dos tercios de votos de 
los presentes de la Asamblea Legislativa Plurinacional. La elección requerirá de convocatoria pública 
previa, y califi cación de capacidad profesional y méritos a través de concurso público.

Artículo 215. Para ser designada Contralora o ser designado Contralor General del Estado se requiere 
cumplir con las condiciones generales de acceso al servicio público; contar con al menos treinta años 
de edad al momento de su designación; haber obtenido título profesional en una rama afín al cargo 
y haber ejercido la profesión por un mínimo de ocho años; contar con probada integridad personal y 
ética, determinadas a través de la observación pública.

Artículo 216. La Contralora o Contralor General del Estado ejercerá sus funciones por un periodo de 
seis años, sin posibilidad de nueva designación.
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Artículo 217. 

I.  La Contraloría General del Estado será responsable de la supervisión y del control externo 
posterior de las entidades públicas y de aquéllas en las que tenga participación o interés 
económico el Estado. La supervisión y el control se realizará asimismo sobre la adquisición, 
manejo y disposición de bienes y servicios estratégicos para el interés colectivo.

II.  La Contraloría General del Estado presentará cada año un informe sobre su labor de fi scalización 
del sector público a la Asamblea Legislativa Plurinacional.

CAPÍTULO SEGUNDO

FUNCIÓN DE DEFENSA DE LA SOCIEDAD

SECCIÓN I

DEFENSORÍA DEL PUEBLO
Artículo 218. 

I.  La Defensoría del Pueblo velará por la vigencia, promoción, difusión y cumplimiento de los 
derechos humanos, individuales y colectivos, que se establecen en la Constitución, las leyes 
y los instrumentos internacionales. La función de la Defensoría alcanzará a la actividad 
administrativa de todo el sector público y a la actividad de las instituciones privadas que 
presten servicios públicos.

II.  Corresponderá asimismo a la Defensoría del Pueblo la promoción de la defensa de los derechos 
de las naciones y pueblos indígena originario campesinos, de las comunidades urbanas e 
interculturales, y de las bolivianas y los bolivianos en el exterior.

III.  La Defensoría del Pueblo es una institución con autonomía funcional, fi nanciera y administrativa, 
en el marco de la ley. Sus funciones se regirán bajo los principios de gratuidad, accesibilidad, 
celeridad y solidaridad. En el ejercicio de sus funciones no recibe instrucciones de los órganos 
del Estado.

Artículo 219. 

I.  La Defensoría del Pueblo estará dirigida por la Defensora o el Defensor del Pueblo, que ejercerá 
sus funciones por un periodo de seis años, sin posibilidad de nueva designación.

II.  La Defensora o el Defensor del Pueblo no será objeto de persecución, detención, acusación ni 
enjuiciamiento por los actos realizados en el ejercicio de sus atribuciones. 

Artículo 220. La Defensora o el Defensor del Pueblo se designará por al menos dos tercios de los 
presentes de la Asamblea Legislativa Plurinacional. La designación requerirá de convocatoria pública 
previa y califi cación de capacidad profesional y méritos a través de concurso público, entre personas 
reconocidas por su trayectoria en la defensa de los derechos humanos. 

Artículo 221. Para ser designada Defensora o ser designado Defensor del Pueblo se requerirá cumplir 
con las condiciones generales de acceso al servicio público, contar con treinta años de edad cumplidos 
al momento de su designación y contar con probada integridad personal y ética, determinada a través 
de la observación pública.
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Artículo 222. Son atribuciones de la Defensoría del Pueblo, además de las que establecen la 
Constitución y la ley:

1.  Interponer las acciones de Inconstitucionalidad, de Libertad, de Amparo Constitucional, 
de Protección de Privacidad, Popular, de Cumplimiento y el recurso directo de nulidad, sin 
necesidad de mandato.

2.  Presentar proyectos de ley y proponer modifi caciones a leyes, decretos y resoluciones no 
judiciales en materia de su competencia.

3.  Investigar, de ofi cio o a solicitud de parte, los actos u omisiones que impliquen violación 
de los derechos, individuales y colectivos, que se establecen en la Constitución, las leyes 
y los instrumentos internacionales, e instar al Ministerio Público al inicio de las acciones 
legales que correspondan.

4.  Solicitar a las autoridades y servidores públicos información respecto a las investigaciones 
que realice la Defensoría del Pueblo, sin que puedan oponer reserva alguna.

5.  Formular recomendaciones, recordatorios de deberes legales, y sugerencias para la 
inmediata adopción de correctivos y medidas a todos los órganos e instituciones del Estado, 
y emitir censura pública por actos o comportamientos contrarios a dichas formulaciones. 

6.  Acceder libremente a los centros de detención e internación, sin que pueda oponerse 
objeción alguna.

7.  Ejercer sus funciones sin interrupción de ninguna naturaleza, aun en caso de declaratoria 
de estado de excepción.

8.  Asistir con prontitud y sin discriminación a las personas que soliciten sus servicios.

9.  Elaborar los reglamentos necesarios para el ejercicio de sus funciones.

Artículo 223. Las autoridades y los servidores públicos tienen la obligación de proporcionar a la 
Defensoría del Pueblo la información que solicite en relación con el ejercicio de sus funciones. En caso 
de no ser debidamente atendida en su solicitud, la Defensoría interpondrá las acciones correspondientes 
contra la autoridad, que podrá ser procesada y destituida si se demuestra el incumplimiento.

Artículo 224. Cada año, la Defensora o el Defensor del Pueblo informará a la Asamblea Legislativa 
Plurinacional y al Control Social sobre la situación de los derechos humanos en el país y sobre la 
gestión de su administración. La Defensora o Defensor del Pueblo podrá ser convocada o convocado 
en cualquier momento por la Asamblea Legislativa Plurinacional o el Control Social, para rendir informe 
respecto al ejercicio de sus funciones.

SECCIÓN II

MINISTERIO PÚBLICO
Artículo 225.

I.  El Ministerio Público defenderá la legalidad y los intereses generales de la sociedad, y ejercerá 
la acción penal pública. El Ministerio Público tiene autonomía funcional, administrativa y 
fi nanciera.
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II.  El Ministerio Público ejercerá sus funciones de acuerdo con los principios de legalidad, 
oportunidad, objetividad, responsabilidad, autonomía, unidad y jerarquía.

Artículo 226. 

I.  La Fiscal o el Fiscal General del Estado es la autoridad jerárquica superior del Ministerio Público 
y ejerce la representación de la institución. 

II.  El Ministerio Público contará con fi scales departamentales, fi scales de materia y demás 
fi scales establecidos por la ley.

Artículo 227. 

I.  La Fiscal o el Fiscal General del Estado se designará por dos tercios de votos de los miembros 
presentes de la Asamblea Legislativa Plurinacional. La designación requerirá de convocatoria 
pública previa, y califi cación de capacidad profesional y méritos, a través de concurso público.

II.  La Fiscal o el Fiscal General del Estado reunirá los requisitos generales de los servidores 
públicos, así como los específi cos establecidos para la Magistratura del Tribunal Supremo de 
Justicia.

Artículo 228. La Fiscal o el Fiscal General del Estado ejercerá sus funciones por seis años, sin 
posibilidad de nueva designación.

CAPÍTULO TERCERO

FUNCIÓN DE DEFENSA DEL ESTADO

SECCIÓN I

PROCURADURÍA GENERAL DEL ESTADO
Artículo 229. La Procuraduría General del Estado es la institución de representación jurídica pública 
que tiene como atribución promover, defender y precautelar los intereses del Estado. Su organización 
y estructura serán determinadas por la ley.

Artículo 230. 

I.  La Procuraduría General del Estado está conformada por la Procuradora o el Procurador 
General, que la dirigirá, y los demás servidores públicos que determine la ley.

II.  La designación de la Procuradora o el Procurador General del Estado corresponderá a la 
Presidenta o al Presidente del Estado. La persona designada debe cumplir con los requisitos 
exigidos para la Magistratura del Tribunal Supremo de Justicia. 

III.  La designación podrá ser objetada por decisión de al menos dos tercios de los miembros 
presentes de la Asamblea Legislativa Plurinacional, en un plazo no mayor a sesenta días 
calendario desde su nombramiento. La objeción tendrá por efecto el cese en las funciones de 
la persona designada.

Artículo 231. Son funciones de la Procuraduría General del Estado, además de las determinadas por 
la Constitución y la ley:
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1.  Defender judicial y extrajudicialmente los intereses del Estado, asumiendo su 
representación jurídica e interviniendo como sujeto procesal de pleno derecho en todas 
las acciones judiciales y administrativas, en el marco de la Constitución y la ley.

2.  Interponer recursos ordinarios y acciones en defensa de los intereses del Estado.

3.  Evaluar y velar por el ejercicio de las acciones diligentes de las unidades jurídicas de la 
Administración Pública en los procesos que se sustancien ante autoridades jurisdiccionales 
o administrativas. En caso de acción negligente, debe instar al inicio de las acciones que 
correspondan.

4.  Requerir a las servidoras públicas o a los servidores públicos, y a las personas particulares, 
la información que considere necesaria a los fi nes del ejercicio de sus atribuciones. Esta 
información no se le podrá negar por ninguna causa ni motivo; la ley establecerá las 
sanciones correspondientes.

5.  Requerir a la máxima autoridad ejecutiva de las entidades públicas el enjuiciamiento de las 
servidoras públicas o los servidores públicos que, por negligencia o corrupción, ocasionen 
daños al patrimonio del Estado.

6.  Atender las denuncias y los reclamos motivados de ciudadanos y entidades que conforman 
el Control Social, en los casos en que se lesionen los intereses del Estado. 

7.  Instar a la Fiscalía General del Estado al ejercicio de las acciones judiciales a que 
hubiera lugar por los delitos cometidos contra el patrimonio público de los cuales tenga 
conocimiento.

8.  Presentar proyectos de ley sobre materias relativas a su competencia.

CAPÍTULO CUARTO

SERVIDORAS PÚBLICAS Y SERVIDORES PÚBLICOS
Artículo 232. La Administración Pública se rige por los principios de legitimidad, legalidad, 
imparcialidad, publicidad, compromiso e interés social, ética, transparencia, igualdad, competencia, 
efi ciencia, calidad, calidez, honestidad, responsabilidad y resultados.

Artículo 233. Son servidoras y servidores públicos las personas que desempeñan funciones públicas. 
Las servidoras y los servidores públicos forman parte de la carrera administrativa, excepto aquellas 
personas que desempeñen cargos electivos, las designadas y los designados, y quienes ejerzan 
funciones de libre nombramiento. 

Artículo 234. Para acceder al desempeño de funciones públicas se requiere:

1.  Contar con la nacionalidad boliviana. 

2.  Ser mayor de edad.

3.  Haber cumplido con los deberes militares.

4.  No tener pliego de cargo ejecutoriado, ni sentencia condenatoria ejecutoriada en materia 
penal, pendientes de cumplimiento.
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5.  No estar comprendida ni comprendido en los casos de prohibición y de incompatibilidad 
establecidos en la Constitución.

6.  Estar inscrita o inscrito en el padrón electoral.

7.  Hablar al menos dos idiomas ofi ciales del país.

Artículo 235. Son obligaciones de las servidoras y los servidores públicos:

1.  Cumplir la Constitución y las leyes.

2.  Cumplir con sus responsabilidades, de acuerdo con los principios de la función pública.

3.  Prestar declaración jurada de bienes y rentas antes, durante y después del ejercicio del 
cargo.

4.  Rendir cuentas sobre las responsabilidades económicas, políticas, técnicas y 
administrativas en el ejercicio de la función pública.

5. Respetar y proteger los bienes del Estado, y abstenerse de utilizarlos para fi nes electorales 
u otros ajenos a la función pública.

Artículo 236. Son prohibiciones para el ejercicio de la función pública:

I.  Desempeñar simultáneamente más de un cargo público remunerado a tiempo completo. 

II.  Actuar cuando sus intereses entren en conflicto con los de la entidad donde prestan sus 
servicios, y celebrar contratos o realizar negocios con la Administración Pública directa, 
indirectamente o en representación de tercera persona. 

III.  Nombrar en la función pública a personas con las cuales tengan parentesco hasta el cuarto 
grado de consanguinidad y segundo de afi nidad.

Artículo 237. 

I.  Son obligaciones para el ejercicio de la función pública:

1.  Inventariar y custodiar en ofi cinas públicas los documentos propios de la función pública, 
sin que puedan sustraerlos ni destruirlos. La ley regulará el manejo de los archivos y las 
condiciones de destrucción de los documentos públicos.

2.  Guardar secreto respecto a las informaciones reservadas, que no podrán ser comunicadas 
incluso después de haber cesado en las funciones. El procedimiento de califi cación de la 
información reservada estará previsto en la ley.

II.  La ley determinará las sanciones en caso de violación de estas obligaciones.

Artículo 238. No podrán acceder a cargos públicos electivos aquellas personas que incurran en las 
siguientes causales de inelegibilidad:

1.  Quienes ocuparon u ocupen cargos directivos en empresas o corporaciones que tengan 
contratos o convenios con el Estado, y no hayan renunciado al menos tres meses antes al 
día de la elección.
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2.  Quienes hayan ocupado cargos directivos en empresas extranjeras transnacionales que 
tengan contratos o convenios con el Estado, y no hayan renunciado al menos cinco años 
antes al día de la elección.

3. Quienes ocupen cargos electivos, de designación o de libre nombramiento, que no hayan 
renunciado a éste, al menos tres meses antes al día de la elección, excepto el Presidente 
y el Vicepresidente de la República.

4.  Los miembros de las Fuerzas Armadas y de la Policía Boliviana en servicio activo que no 
hayan renunciado al menos tres meses antes al día de la elección.

5.  Los ministros de cualquier culto religioso que no hayan renunciado al menos tres meses 
antes al día de la elección.

Artículo 239. Es incompatible con el ejercicio de la función pública:

1.  La adquisición o arrendamiento de bienes públicos a nombre de la servidora pública o del 
servidor público, o de terceras personas. 

2. La celebración de contratos administrativos o la obtención de otra clase de ventajas 
personales del Estado.

3.  El ejercicio profesional como empleadas o empleados, apoderadas o apoderados, asesoras 
o asesores, gestoras o gestores de entidades, sociedades o empresas que tengan relación 
contractual con el Estado. 

Artículo 240. 

I.  Toda persona que ejerza un cargo electo podrá ser revocada de su mandato, excepto el Órgano 
Judicial, de acuerdo con la ley.

II.  La revocatoria del mandato podrá solicitarse cuando haya transcurrido al menos la mitad del 
periodo del mandato. La revocatoria del mandato no podrá tener lugar durante el último año de 
la gestión en el cargo.

III.  El referendo revocatorio procederá por iniciativa ciudadana, a solicitud de al menos el quince 
por ciento de votantes del padrón electoral de la circunscripción que eligió a la servidora o al 
servidor público.

IV.  La revocatoria del mandato de la servidora o del servidor público procederá de acuerdo a Ley.

V.  Producida la revocatoria de mandato el afectado cesará inmediatamente en el cargo, 
proveyéndose su suplencia conforme a ley.

VI.  La revocatoria procederá una sola vez en cada mandato constitucional del cargo electo.

TÍTULO VI

PARTICIPACIÓN Y CONTROL SOCIAL
Artículo 241. 

I.  El pueblo soberano, por medio de la sociedad civil organizada, participará en el diseño de las 
políticas públicas.
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II.  La sociedad civil organizada ejercerá el control social a la gestión pública en todos los niveles 
del Estado, y a las empresas e instituciones públicas, mixtas y privadas que administren 
recursos fi scales. 

III.  Ejercerá control social a la calidad de los servicios públicos.

IV.  La Ley establecerá el marco general para el ejercicio del control social.

V.  La sociedad civil se organizará para defi nir la estructura y composición de la participación y 
control social.

VI.  Las entidades del Estado generarán espacios de participación y control social por parte de la 
sociedad.

Artículo 242. La participación y el control social implica, además de las previsiones establecidas en la 
Constitución y la ley:

1.  Participar en la formulación de las políticas de Estado.

2.  Apoyar al Órgano Legislativo en la construcción colectiva de las leyes.

3.  Desarrollar el control social en todos los niveles del gobierno y las entidades territoriales 
autónomas, autárquicas, descentralizadas y desconcentradas.

4.  Generar un manejo transparente de la información y del uso de los recursos en todos los 
espacios de la gestión pública. La información solicitada por el control social no podrá 
denegarse, y será entregada de manera completa, veraz, adecuada y oportuna.

5.  Formular informes que fundamenten la solicitud de la revocatoria de mandato, de acuerdo 
al procedimiento establecido en la Constitución y la Ley.

6.  Conocer y pronunciarse sobre los informes de gestión de los órganos y funciones del 
Estado.

7.  Coordinar la planifi cación y control con los órganos y funciones del Estado.

8.  Denunciar ante las instituciones correspondientes para la investigación y procesamiento, 
en los casos que se considere conveniente.

9.  Colaborar en los procedimientos de observación pública para la designación de los cargos 
que correspondan.

10.  Apoyar al órgano electoral en transparentar las postulaciones de los candidatos para los 
cargos públicos que correspondan.
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TÍTULO VII

FUERZAS ARMADAS Y POLICÍA BOLIVIANA

CAPÍTULO PRIMERO

FUERZAS ARMADAS
Artículo 243. Las Fuerzas Armadas del Estado están orgánicamente constituidas por el 
Comando en Jefe, Ejército, la Fuerza Aérea y la Armada Boliviana, cuyos efectivos serán fijados 
por la Asamblea Legislativa Plurinacional a propuesta del Órgano Ejecutivo.

Artículo 244. Las Fuerzas Armadas tienen por misión fundamental defender y conservar la 
independencia, seguridad y estabilidad del Estado, su honor y la soberanía del país; asegurar 
el imperio de la Constitución, garantizar la estabilidad del Gobierno legalmente constituido, y 
participar en el desarrollo integral del país.

Artículo 245. La organización de las Fuerzas Armadas descansa en su jerarquía y disciplina. 
Es esencialmente obediente, no delibera y está sujeta a las leyes y a los reglamentos militares. 
Como organismo institucional no realiza acción política; individualmente, sus miembros gozan 
y ejercen los derechos de ciudadanía en las condiciones establecidas por la ley.

Artículo 246. 

I.  Las Fuerzas Armadas dependen de la Presidenta o del Presidente del Estado y reciben 
sus órdenes, en lo administrativo, por intermedio de la Ministra o del Ministro de Defensa 
y en lo técnico, del Comandante en Jefe.

II.  En caso de guerra, el Comandante en Jefe de las Fuerzas Armadas dirigirá las operaciones.

Artículo 247. 

I.  Ninguna extranjera ni ningún extranjero ejercerá mando ni empleo o cargo administrativo 
en las Fuerzas Armadas sin previa autorización del Capitán General.

II.  Para desempeñar los cargos de Comandante en Jefe de las Fuerzas Armadas, Jefe del 
Estado Mayor General, Comandantes y Jefes de Estado Mayor del Ejército, Fuerza Aérea, 
Armada Boliviana y de grandes unidades, será indispensable ser boliviana o boliviano 
por nacimiento y reunir los requisitos que señale la ley. Iguales condiciones serán 
necesarias para ser Viceministra o Viceministro del Ministerio de Defensa.

Artículo 248. El Consejo Supremo de Defensa del Estado Plurinacional, cuya composición, 
organización y atribuciones determinará la ley, estará presidido por el Capitán General de las 
Fuerzas Armadas.

Artículo 249. Todo boliviano estará obligado a prestar servicio militar, de acuerdo con la ley. 

Artículo 250. Los ascensos en las Fuerzas Armadas serán otorgados conforme con la ley 
respectiva.
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CAPÍTULO SEGUNDO

POLICÍA BOLIVIANA
Artículo 251. 

I.  La Policía Boliviana, como fuerza pública, tiene la misión específi ca de la defensa de la sociedad 
y la conservación del orden público, y el cumplimiento de las leyes en todo el territorio boliviano. 
Ejercerá la función policial de manera integral, indivisible y bajo mando único, en conformidad 
con la Ley Orgánica de la Policía Boliviana y las demás leyes del Estado.

II.  Como institución, no delibera ni participa en acción política partidaria, pero individualmente 
sus miembros gozan y ejercen sus derechos ciudadanos, de acuerdo con la ley.

Artículo 252. Las Fuerzas de la Policía Boliviana dependen de la Presidenta o del Presidente del Estado 
por intermedio de la Ministra o Ministro de Gobierno.

Artículo 253. Para ser designado Comandante General de la Policía Boliviana será indispensable ser 
boliviana o boliviano por nacimiento, General de la institución, y reunir los requisitos que señala la ley.

Artículo 254. En caso de guerra internacional, las fuerzas de la Policía Boliviana pasarán a depender 
del Comando en Jefe de las Fuerzas Armadas por el tiempo que dure el conflicto.

TÍTULO VIII

RELACIONES INTERNACIONALES, FRONTERAS,

INTEGRACIÓN Y REIVINDICACIÓN MARÍTIMA

CAPÍTULO PRIMERO

RELACIONES INTERNACIONALES
Artículo 255. 

I.  Las relaciones internacionales y la negociación, suscripción y ratifi cación de los tratados 
internacionales responden a los fi nes del Estado en función de la soberanía y de los intereses 
del pueblo.

II.  La negociación, suscripción y ratifi cación de tratados internacionales se regirá por los principios 
de: 

1.  Independencia e igualdad entre los estados, no intervención en asuntos internos y solución 
pacífi ca de los conflictos.

2.  Rechazo y condena a toda forma de dictadura, colonialismo, neocolonialismo e imperialismo.

3.  Defensa y promoción de los derechos humanos, económicos, sociales, culturales y 
ambientales, con repudio a toda forma de racismo y discriminación.
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4.  Respeto a los derechos de los pueblos indígenas originarios campesinos.

5.  Cooperación y solidaridad entre los estados y los pueblos.

6.  Preservación del patrimonio, capacidad de gestión y regulación del Estado.

7.  Armonía con la naturaleza, defensa de la biodiversidad, y prohibición de formas 
de apropiación privada para el uso y explotación exclusiva de plantas, animales, 
microorganismos y cualquier materia viva.

8.  Seguridad y soberanía alimentaria para toda la población; prohibición de importación, 
producción y comercialización de organismos genéticamente modifi cados y elementos 
tóxicos que dañen la salud y el medio ambiente.

9.  Acceso de toda la población a los servicios básicos para su bienestar y desarrollo. 

10.  Preservación del derecho de la población al acceso a todos los medicamentos, 
principalmente los genéricos.

11.  Protección y preferencias para la producción boliviana, y fomento a las exportaciones con 
valor agregado.

Artículo 256. 

I.  Los tratados e instrumentos internacionales en materia de derechos humanos que hayan sido 
fi rmados, ratifi cados o a los que se hubiera adherido el Estado, que declaren derechos más 
favorables a los contenidos en la Constitución, se aplicarán de manera preferente sobre ésta.

II.  Los derechos reconocidos en la Constitución serán interpretados de acuerdo a los tratados 
internacionales de derechos humanos cuando éstos prevean normas más favorables.

Artículo 257. 

I.  Los tratados internacionales ratifi cados forman parte del ordenamiento jurídico interno con 
rango de ley. 

II.  Requerirán de aprobación mediante referendo popular vinculante previo a la ratifi cación los 
tratados internacionales que impliquen:

1.  Cuestiones limítrofes.

2.  Integración monetaria.

3.  Integración económica estructural.

4.  Cesión de competencias institucionales a organismos internacionales o supranacionales, 
en el marco de procesos de integración.

Artículo 258. Los procedimientos de celebración de tratados internacionales se regularán por la ley. 

Artículo 259.

I.  Cualquier tratado internacional requerirá de aprobación mediante referendo popular cuando 
así lo solicite el cinco por ciento de los ciudadanos registrados en el padrón electoral, o el 
treinta y cinco por ciento de los representantes de la Asamblea Legislativa Plurinacional. Estas 
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iniciativas podrán utilizarse también para solicitar al Órgano Ejecutivo la suscripción de un 
tratado.

II.  El anuncio de convocatoria a referendo suspenderá, de acuerdo a los plazos establecidos por 
la ley, el proceso de ratifi cación del tratado internacional hasta la obtención del resultado. 

Artículo 260. 

I.  La denuncia de los tratados internacionales seguirá los procedimientos establecidos en el propio 
tratado internacional, las normas generales del Derecho internacional, y los procedimientos 
establecidos en la Constitución y la ley para su ratifi cación.

II.  La denuncia de los tratados ratifi cados deberá ser aprobada por la Asamblea Legislativa 
Plurinacional antes de ser ejecutada por la Presidenta o Presidente del Estado.

III.  Los tratados aprobados por referendo deberán ser sometidos a un nuevo referendo antes de su 
denuncia por la Presidenta o Presidente del Estado.

CAPÍTULO SEGUNDO

FRONTERAS DEL ESTADO
Artículo 261. La integridad territorial, la preservación y el desarrollo de zonas fronterizas constituyen 
un deber del Estado.

Artículo 262. 

I.  Constituye zona de seguridad fronteriza los cincuenta kilómetros a partir de la línea de 
frontera. Ninguna persona extranjera, individualmente o en sociedad, podrá adquirir propiedad 
en este espacio, directa o indirectamente, ni poseer por ningún título aguas, suelo ni subsuelo; 
excepto en el caso de necesidad estatal declarada por ley expresa aprobada por dos tercios 
de la Asamblea Legislativa Plurinacional. La propiedad o la posesión afectadas en caso de 
incumplimiento de esta prohibición pasarán a benefi cio del Estado, sin ninguna indemnización. 

II.  La zona de seguridad fronteriza estará sujeta a un régimen jurídico, económico, administrativo 
y de seguridad especial, orientado a promover y priorizar su desarrollo, y a garantizar la 
integridad del Estado.

Artículo 263. Es deber fundamental de las Fuerzas Armadas la defensa, seguridad y control de las 
zonas de seguridad fronteriza. Las Fuerzas Armadas participarán en las políticas de desarrollo integral 
y sostenible de estas zonas, y garantizarán su presencia física permanente en ellas.

Artículo 264. 

I.  El Estado establecerá una política permanente de desarrollo armónico, integral, sostenible y 
estratégico de las fronteras, con la fi nalidad de mejorar las condiciones de vida de su población, 
y en especial de las naciones y pueblos indígena originario campesinos fronterizos. 

II.  Es deber del Estado ejecutar políticas de preservación y control de los recursos naturales en 
las áreas fronterizas.

III.  La regulación del régimen de fronteras será establecida por la ley.
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CAPÍTULO TERCERO

INTEGRACIÓN
Artículo 265. 

I.  El Estado promoverá, sobre los principios de una relación justa, equitativa y con reconocimiento 
de las asimetrías, las relaciones de integración social, política, cultural y económica con los demás 
estados, naciones y pueblos del mundo y, en particular, promoverá la integración latinoamericana.

II.  El Estado fortalecerá la integración de sus naciones y pueblos indígena originario campesinos 
con los pueblos indígenas del mundo.

Artículo 266. Las representantes y los representantes de Bolivia ante organismos parlamentarios 
supraestatales emergentes de los procesos de integración se elegirán mediante sufragio universal.

CAPÍTULO CUARTO

REIVINDICACIÓN MARÍTIMA
Artículo 267. 

I.  El Estado boliviano declara su derecho irrenunciable e imprescriptible sobre el territorio que le 
dé acceso al océano Pacífi co y su espacio marítimo.

II.  La solución efectiva al diferendo marítimo a través de medios pacífi cos y el ejercicio pleno de la 
soberanía sobre dicho territorio constituyen objetivos permanentes e irrenunciables del Estado 
boliviano.

Artículo 268. El desarrollo de los intereses marítimos, fluviales y lacustres, y de la marina mercante será prioridad 
del Estado, y su administración y protección será ejercida por la Armada Boliviana, de acuerdo con la ley.

TERCERA PARTE

ESTRUCTURA Y ORGANIZACIÓN TERRITORIAL DEL ESTADO

TÍTULO I

ORGANIZACIÓN TERRITORIAL DEL ESTADO

CAPÍTULO PRIMERO

DISPOSICIONES GENERALES
Artículo 269.

I.  Bolivia se organiza territorialmente en departamentos, provincias, municipios y territorios 
indígena originario campesinos.

II.  La creación, modifi cación y delimitación de las unidades territoriales se hará por voluntad 
democrática de sus habitantes, de acuerdo a las condiciones establecidas en la Constitución y 
la ley.
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III.  Las regiones formarán parte de la organización territorial, en los términos y las condiciones 
que determinen la ley.

Artículo 270. Los principios que rigen la organización territorial y las entidades territoriales 
descentralizadas y autónomas son: la unidad, voluntariedad, solidaridad, equidad, bien común, 
autogobierno, igualdad, complementariedad, reciprocidad, equidad de género, subsidiariedad, 
gradualidad, coordinación y lealtad institucional, transparencia, participación y control social, provisión 
de recursos económicos y preexistencia de las naciones y pueblos indígena originario campesinos, en 
los términos establecidos en esta Constitución.

Artículo 271.

I.  La Ley Marco de Autonomías y Descentralización regulará el procedimiento para la elaboración 
de Estatutos autonómicos y Cartas Orgánicas, la transferencia y delegación competencial, 
el régimen económico fi nanciero, y la coordinación entre el nivel central y las entidades 
territoriales descentralizadas y autónomas. 

II.  La Ley Marco de Autonomías y Descentralización será aprobada por dos tercios de votos de los 
miembros presentes de la Asamblea Legislativa Plurinacional.

Artículo 272. La autonomía implica la elección directa de sus autoridades por las ciudadanas y los 
ciudadanos, la administración de sus recursos económicos, y el ejercicio de las facultades legislativa, 
reglamentaria, fi scalizadora y ejecutiva, por sus órganos del gobierno autónomo en el ámbito de su 
jurisdicción y competencias y atribuciones.

Artículo 273. La ley regulará la conformación de mancomunidades entre municipios, regiones y 
territorios indígena originario campesinos para el logro de sus objetivos.

Artículo 274. En los departamentos descentralizados se efectuará la elección de prefectos y consejeros 
departamentales mediante sufragio universal. Estos departamentos podrán acceder a la autonomía 
departamental mediante referendo.

Artículo 275. Cada órgano deliberativo de las entidades territoriales elaborará de manera participativa 
el proyecto de Estatuto o Carta Orgánica que deberá ser aprobado por dos tercios del total de sus 
miembros, y previo control de constitucionalidad, entrará en vigencia como norma institucional básica 
de la entidad territorial mediante referendo aprobatorio en su jurisdicción. 

Artículo 276. Las entidades territoriales autónomas no estarán subordinadas entre ellas y tendrán 
igual rango constitucional.

CAPÍTULO SEGUNDO

AUTONOMÍA DEPARTAMENTAL
Artículo 277. El gobierno autónomo departamental está constituido por una Asamblea Departamental, 
con facultad deliberativa, fi scalizadora y legislativa departamental en el ámbito de sus competencias 
y por un órgano ejecutivo.

Artículo 278.

I.  La Asamblea Departamental estará compuesta por asambleístas departamentales, elegidas 
y elegidos por votación universal, directa, libre, secreta y obligatoria; y por asambleístas 
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departamentales elegidos por las naciones y pueblos indígena originario campesinos, de 
acuerdo a sus propias normas y procedimientos.

II.  La Ley determinará los criterios generales para la elección de asambleístas departamentales, 
tomando en cuenta representación poblacional, territorial, de identidad cultural y lingüística 
cuando son minorías indígena originario campesinas, y paridad y alternancia de género. 
Los Estatutos Autonómicos defi nirán su aplicación de acuerdo a la realidad y condiciones 
específi cas de su jurisdicción.

Artículo 279. El órgano ejecutivo departamental está dirigido por la Gobernadora o el Gobernador, en 
condición de máxima autoridad ejecutiva.

CAPÍTULO TERCERO

AUTONOMÍA REGIONAL
Artículo 280.

I.  La región, conformada por varios municipios o provincias con continuidad geográfi ca y sin 
trascender límites departamentales, que compartan cultura, lenguas, historia, economía y 
ecosistemas en cada departamento, se constituirá como un espacio de planifi cación y gestión. 

  Excepcionalmente una región podrá estar conformada únicamente por una provincia, que 
por sí sola tenga las características defi nidas para la región. En las conurbaciones mayores a 
500.000 habitantes, podrán conformarse regiones metropolitanas.

II.  La Ley Marco de Autonomías y Descentralización establecerá los términos y procedimientos 
para la conformación ordenada y planifi cada de las regiones. 

 Donde se conformen regiones no se podrá elegir autoridades provinciales.

III.   La región podrá constituirse en autonomía regional, a iniciativa de los municipios que la 
integran, vía referendo en sus jurisdicciones. Sus competencias deben ser conferidas por dos 
tercios de votos del total de los miembros del órgano deliberativo departamental. 

Artículo 281. El gobierno de cada autonomía regional estará constituido por una Asamblea Regional 
con facultad deliberativa, normativo-administrativa y fi scalizadora, en el ámbito de sus competencias, 
y un órgano ejecutivo.

Artículo 282.

I.  Las y los miembros de la Asamblea Regional serán elegidas y elegidos en cada municipio junto 
con las listas de candidatos a concejales municipales, de acuerdo a criterios poblacionales y 
territoriales.

II.  La región elaborará de manera participativa su Estatuto, de acuerdo a los procedimientos 
establecidos para las autonomías regionales.
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CAPÍTULO CUARTO

AUTONOMÍA MUNICIPAL
Artículo 283. El gobierno autónomo municipal está constituido por un Concejo Municipal con facultad 
deliberativa, fi scalizadora y legislativa municipal en el ámbito de sus competencias; y un órgano 
ejecutivo, presidido por la Alcaldesa o el Alcalde.

Artículo 284.

I.  El Concejo Municipal estará compuesto por concejalas y concejales elegidas y elegidos 
mediante sufragio universal.

II.  En los municipios donde existan naciones o pueblosindígena originario campesinos, que 
no constituyan una autonomía indígena originaria campesina, éstos podrán elegir sus 
representantes ante el Concejo Municipal de forma directa mediante normas y procedimientos 
propios y de acuerdo a la Carta Orgánica Municipal. 

III.  La Ley determinará los criterios generales para la elección y cálculo del número de concejalas 
y concejales municipales. La Carta Orgánica Municipal defi nirá su aplicación de acuerdo a la 
realidad y condiciones específi cas de su jurisdicción.

IV.  El Concejo Municipal podrá elaborar el proyecto de Carta Orgánica, que será aprobado según 
lo dispuesto por esta Constitución.

CAPÍTULO QUINTO

ÓRGANOS EJECUTIVOS DE LOS GOBIERNOS AUTÓNOMOS
Artículo 285.

I.  Para ser candidata o candidato a un cargo electivo de los órganos ejecutivos de los gobiernos 
autónomos se requerirá cumplir con las condiciones generales de acceso al servicio público, y:

1.  Haber residido de forma permanente al menos los dos años inmediatamente anteriores a 
la elección en el departamento, región o municipio correspondiente.

2.   En el caso de la elección de la Alcaldesa o del Alcalde y de la autoridad regional haber 
cumplido veintiún años.

3.   En el caso de la elección de Prefecta o Prefecto y Gobernador o Gobernadora haber 
cumplido veinticinco años.

II.  El periodo de mandato de las máximas autoridades ejecutivas de los gobiernos autónomos es 
de cinco años, y podrán ser reelectas o reelectos de manera continua por una sola vez.

Artículo 286.

I.  La suplencia temporal de la máxima autoridad ejecutiva de un gobierno autónomo corresponderá 
a un miembro del Concejo o Asamblea de acuerdo al Estatuto Autonómico o Carta Orgánica 
según corresponda.

II.  En caso de renuncia o muerte, inhabilidad permanente o revocatoria de la máxima autoridad 
ejecutiva de un gobierno autónomo, se procederá a una nueva elección, siempre y cuando no hubiere 
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transcurrido la mitad de su mandato. En caso contrario, la sustituta o sustituto será una autoridad 
ya electa defi nida de acuerdo al Estatuto Autonómico o Carta Orgánica según corresponda.

CAPÍTULO SEXTO

ÓRGANOS LEGISLATIVOS, DELIBERATIVOS

Y FISCALIZADORES DE LOS GOBIERNOS AUTÓNOMOS
Artículo 287.

I.  Las candidatas y los candidatos a los concejos y a las asambleas de los gobiernos autónomos 
deberán cumplir con las condiciones generales de acceso al servicio público, y:

1.  Haber residido de forma permanente al menos los dos años inmediatamente anteriores a 
la elección en la jurisdicción correspondiente. 

2.   Tener 18 años cumplidos al día de la elección.

II.  La elección de las Asambleas y Concejos de los gobiernos autónomos tendrá lugar en listas 
separadas de los ejecutivos.

Artículo 288. El período de mandato de los integrantes de los Concejos y Asambleas de los gobiernos 
autónomos será de cinco años, y podrán ser reelectas o reelectos de manera continua por una sola vez.

CAPÍTULO SÉPTIMO

AUTONOMÍA INDÍGENA ORIGINARIA CAMPESINA
Artículo 289. La autonomía indígena originaria campesina consiste en el autogobierno como ejercicio 
de la libre determinación de las naciones y los pueblos indígena originario campesinos, cuya población 
comparte territorio, cultura, historia, lenguas, y organización o instituciones jurídicas, políticas, sociales 
y económicas propias.

Artículo 290. 

I.  La conformación de la autonomía indígena originario campesina se basa en los territorios 
ancestrales, actualmente habitados por esos pueblos y naciones, y en la voluntad de su 
población, expresada en consulta, de acuerdo a la Constitución y la ley.

II.  El autogobierno de las autonomías indígenas originario campesinas se ejercerá de acuerdo 
a sus normas, instituciones, autoridades y procedimientos, conforme a sus atribuciones y 
competencias, en armonía con la Constitución y la ley.

Artículo 291. 

I.  Son autonomías indígena originario campesinas los territorios indígena originario campesinos, 
y los municipios, y regiones que adoptan tal cualidad de acuerdo a lo establecido en esta 
Constitución y la ley.

II.  Dos o más pueblos indígenas originarios campesinos podrán conformar una sola autonomía 
indígena originaria campesina.
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Artículo 292. Cada autonomía indígena originario campesina elaborará su Estatuto, de acuerdo a sus 
normas y procedimientos propios, según la Constitución y la Ley.

Artículo 293. 

I.  La autonomía indígena basada en territorios indígenas consolidados y aquellos en proceso, 
una vez consolidados, se constituirá por la voluntad expresada de su población en consulta en 
conformidad a sus normas y procedimientos propios como único requisito exigible.

II.  Si la conformación de una autonomía indígena originario campesina afectase límites 
de distritos municipales, el pueblo o nación indígena originario campesino y el 
gobierno municipal deberán acordar una nueva delimitación distrital. Si afectase 
límites municipales, deberá seguirse un procedimiento ante la Asamblea Legislativa 
Plurinacional para su aprobación, previo cumplimiento de los requisitos y condiciones 
particulares que señale la Ley.

III.  La Ley establecerá requisitos mínimos de población y otros diferenciados para la constitución 
de autonomía indígena originario campesina.

IV.  Para constituir una autonomía indígena originario campesina cuyos territorios se encuentren 
en uno o más municipios, la ley señalará los mecanismos de articulación, coordinación y 
cooperación para el ejercicio de su gobierno.

Artículo 294. 

I.  La decisión de constituir una autonomía indígena originario campesina se adoptará de 
acuerdo a las normas y procedimientos de consulta, conforme a los requisitos y condiciones 
establecidos por la Constitución y la ley.

II.  La decisión de convertir un municipio en autonomía indígena originario campesina se adoptará 
mediante referendo conforme a los requisitos y condiciones establecidos por ley.

III.  En los municipios donde existan comunidades campesinas con estructuras organizativas 
propias que las articulen y con continuidad geográfi ca, podrá conformarse un nuevo municipio, 
siguiendo el procedimiento ante la Asamblea Legislativa Plurinacional para su aprobación, 
previo cumplimiento de requisitos y condiciones conforme a la Constitución y la ley.

Artículo 295. 

I.  Para conformar una región indígena originario campesina que afecte límites municipales 
deberá previamente seguirse un procedimiento ante la Asamblea Legislativa Plurinacional 
cumpliendo los requisitos y condiciones particulares señalados por Ley.

II.  La agregación de municipios, distritos municipales y/o autonomías indígena originario 
campesinas para conformar una región indígena originario campesina, se decidirá mediante 
referendo y/o de acuerdo a sus normas y procedimientos de consulta según corresponda y 
conforme a los requisitos y condiciones establecidos por la Constitución y la Ley.

Artículo 296. El gobierno de las autonomías indígena originario campesinas se ejercerá a través de sus 
propias normas y formas de organización, con la denominación que corresponda a cada pueblo, nación 
o comunidad, establecidas en sus estatutos y en sujeción a la Constitución y a la Ley.
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CAPÍTULO OCTAVO

DISTRIBUCIÓN DE COMPETENCIAS
Artículo 297.

I.  Las competencias defi nidas en esta Constitución son:

1. Privativas, aquellas cuya legislación, reglamentación y ejecución no se transfi ere ni delega, 
y están reservadas para el nivel central del Estado.

2.  Exclusivas, aquellas en las que un nivel de gobierno tiene sobre una determinada materia 
las facultades legislativa, reglamentaria y ejecutiva, pudiendo transferir y delegar estas 
dos últimas.

3.  Concurrentes, aquellas en las que la legislación corresponde al nivel central del Estado y 
los otros niveles ejercen simultáneamente las facultades reglamentaria y ejecutiva.

4.  Compartidas, aquellas sujetas a una legislación básica de la Asamblea Legislativa 
Plurinacional cuya legislación de desarrollo corresponde a las entidades territoriales 
autónomas, de acuerdo a su característica y naturaleza. La reglamentación y ejecución 
corresponderá a las entidades territoriales autónomas.

II.  Toda competencia que no esté incluida en esta Constitución será atribuida al nivel central del 
Estado, que podrá transferirla o delegarla por Ley.

Artículo 298.

I.  Son competencias privativas del nivel central del Estado:

1.  Sistema fi nanciero.

2.  Política monetaria, Banco Central, sistema monetario, y la política cambiaria.

3.  Sistema de pesas y medidas, así como la determinación de la hora ofi cial.

4.  Régimen aduanero.

5.  Comercio Exterior.

6.  Seguridad del Estado, Defensa, Fuerzas Armadas y Policía boliviana.

7.  Armas de fuego y explosivos.

8.  Política exterior.

9.  Nacionalidad, ciudadanía, extranjería, derecho de asilo y refugio.

10.  Control de fronteras en relación a la seguridad del Estado.

11.  Regulación y políticas migratorias.

12.  Creación, control y administración de las empresas públicas estratégicas del nivel central 
del Estado.

13.   Administración del patrimonio del Estado Plurinacional y de las entidades públicas del 
nivel central del Estado.
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14.  Control del espacio y tránsito aéreo, en todo el territorio nacional. Construcción, 
mantenimiento y administración de aeropuertos internacionales y de tráfi co 
interdepartamental.

15.  Registro Civil.

16.  Censos ofi ciales.

17.  Política general sobre tierras y territorio, y su titulación.

18.  Hidrocarburos.

19.  Creación de impuestos nacionales, tasas y contribuciones especiales de dominio tributario 
del nivel central del Estado.

20.   Política general de Biodiversidad y Medio Ambiente.

21.  Codifi cación sustantiva y adjetiva en materia civil, familiar, penal, tributaria, laboral, 
comercial, minería y electoral.

22.  Política económica y planifi cación nacional

II.  Son competencias exclusivas del nivel central del Estado:

1.  Régimen electoral nacional para la elección de autoridades nacionales y subnacionales, y 
consultas nacionales.

2.  Régimen general de las comunicaciones y las telecomunicaciones.

3.   Servicio postal.

4.  Recursos naturales estratégicos, que comprenden minerales, espectro electromagnético, 
recursos genéticos y biogenéticos y las fuentes de agua.

5. Régimen general de recursos hídricos y sus servicios.

6.  Régimen general de biodiversidad y medio ambiente.

7.  Política Forestal y régimen general de suelos, recursos forestales y bosques.

8.  Política de generación, producción, control, transmisión y distribución de energía en el 
sistema interconectado.

9.  Planifi cación, diseño, construcción, conservación y administración de carreteras de la Red 
Fundamental.

10.  Construcción, mantenimiento y administración de líneas férreas y ferrocarriles de la Red 
Fundamental.

11.  Obras públicas de infraestructura de interés del nivel central del Estado

12.  Elaboración y aprobación de planos y mapas cartográfi cos ofi ciales; geodesia.

13.  Elaboración y aprobación de estadísticas ofi ciales.

14.  Otorgación de personalidad jurídica a organizaciones sociales que desarrollen Actividades 
en más de un Departamento.
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15.  Otorgación y registro de personalidad jurídica a Organizaciones No Gubernamentales, 
Fundaciones y entidades civiles sin fi nes de lucro que desarrollen actividades en más de 
un Departamento.

16.  Régimen de Seguridad Social.

17.  Políticas del sistema de educación y salud

18.  Sistema de Derechos Reales en obligatoria coordinación con el registro técnico municipal.

19.  Áreas protegidas bajo responsabilidad del nivel central del Estado.

20.  Reservas fi scales respecto a recursos naturales.

21.  Sanidad e inocuidad agropecuaria.

22.  Control de la administración agraria y catastro rural.

23.  Política fi scal

24.  Administración de Justicia

25.  Promoción de la cultura y conservación del patrimonio cultural, histórico, artístico, 
monumental, arquitectónico, arqueológico, paleontológico, científi co, tangible e intangible 
de interés del nivel central del Estado.

26.  Expropiación de inmuebles por razones de utilidad y necesidad pública, conforme al 
procedimiento establecido por Ley.

27.  Centros de información y documentación, archivos, bibliotecas, museos, hemerotecas y 
otros de interés del nivel central del Estado.

28.  Empresas públicas del nivel central del Estado.

29.  Asentamientos humanos rurales

30.  Políticas de servicios básicos

31.  Políticas y régimen laborales

32.  Transporte, terrestre, aéreo, fluvial y otros cuando alcance a mas de un departamento.

33.  Políticas de planifi cación territorial y ordenamiento territorial

34.  Deuda pública interna y externa 

35.  Políticas generales de desarrollo productivo

36.  Políticas generales de vivienda 

37.  Políticas generales de turismo

38.  Régimen de la tierra. La ley determinará las facultades a ser transferidas o delegadas a las 
autonomías. 
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Artículo 299.

I.  Las siguientes competencias se ejercerán de forma compartida entre el nivel central del Estado 
y las entidades territoriales autónomas:

1.  Régimen electoral departamental y municipal.

2.  Servicios de telefonía fi ja, móvil y telecomunicaciones.

3.  Electrifi cación urbana

4.  Juegos de lotería y de azar.

5.  Relaciones internacionales en el marco de la política exterior del Estado.

6.  Establecimiento de Instancias de Conciliación ciudadana para resolución de conflictos 
entre vecinos sobre asuntos de carácter municipal.

7.   Regulación para la creación y/o modifi cación de impuestos de dominio exclusivo de los 
gobiernos autónomos.

II.  Las siguientes competencias se ejercerán de forma concurrente por el nivel central del Estado 
y las entidades territoriales autónomas:

1.  Preservar, conservar y contribuir a la protección del medio ambiente y fauna silvestre 
manteniendo el equilibrio ecológico y el control de la contaminación ambiental.

2.  Gestión del sistema de salud y educación.

3.  Ciencia, tecnología e investigación.

4.  Conservación de suelos, recursos forestales y bosques.

5.  Servicio metereológico.

6.  Frecuencias electromagnéticas en el ámbito de su jurisdicción y en el marco de las 
políticas del Estado.

7.   Promoción y administración de proyectos hidráulicos y energéticos. 

8.   Residuos industriales y tóxicos.

9.   Proyectos de agua potable y tratamiento de residuos sólidos

10.   Proyectos de riego. 

11.  Protección de cuencas.

12.   Administración de puertos fluviales

13.   Seguridad ciudadana.

14.  Sistema de control gubernamental.

15.   Vivienda y vivienda social.

16.   Agricultura, ganadería, caza y pesca
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Artículo 300.

I.  Son competencias exclusivas de los gobiernos departamentales autónomos, en su jurisdicción:

1.  Elaborar su Estatuto de acuerdo a los procedimientos establecidos en esta Constitución y 
en la Ley.

2.  Planifi car y promover el desarrollo humano en su jurisdicción

3.   Iniciativa y convocatoria de consultas y referendos departamentales en las materias de su 
competencia

4.   Promoción del empleo y mejora de las condiciones laborales, en el marco de las políticas 
nacionales. 

5.   Elaboración y ejecución de Planes de Ordenamiento Territorial y de uso de suelos, en 
coordinación con los planes del nivel central del Estado municipales e indígena originario 
campesino.

6.  Proyectos de generación y transporte de energía en los sistemas aislados.

7.  Planifi cación, diseño, construcción conservación y administración de carreteras de la red 
departamental de acuerdo a las políticas estatales, incluyendo las de la Red Fundamental 
en defecto del nivel central, conforme a las normas establecidas por éste. 

8.   Construcción y mantenimiento de líneas férreas y ferrocarriles en el departamento 
de acuerdo a las políticas estatales, interviniendo en los de las Red fundamental en 
coordinación con el nivel central del Estado. 

9.  Transporte interprovincial terrestre, fluvial, ferrocarriles y otros medios de transporte en el 
departamento.

10.   Construcción, mantenimiento y administración de aeropuertos públicos departamentales.

11.   Estadísticas departamentales

12. Otorgar personalidad jurídica a organizaciones sociales que desarrollen actividades en el 
departamento.

13 Otorgar personalidad jurídica a Organizaciones No Gubernamentales, fundaciones y 
entidades civiles sin fi nes de lucro que desarrollen actividades en el departamento.

14.   Servicios de sanidad e inocuidad agropecuaria.

15.   Proyectos de electrifi cación rural.

16. Proyectos de fuentes alternativas y renovables de energía de alcance departamental 
preservando la seguridad alimentaria.

17.   Deporte en el ámbito de su jurisdicción

18.  Promoción y conservación del patrimonio natural departamental.

19. Promoción y conservación de cultura, patrimonio cultural. histórico, artístico, 
monumental, arquitectónico, arqueológico, paleontológico, científi co, tangible e intangible 
departamental.
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20.  Políticas de turismo departamental.

21.  Proyectos de infraestructura departamental para el apoyo a la producción.

22. Creación y administración de impuestos de carácter departamental, cuyos hechos 
imponibles no sean análogos a los impuestos nacionales o municipales.

23.   Creación y administración de tasas y contribuciones especiales de carácter departamental.

24. Comercio, industria y servicios para el desarrollo y la competitividad en el ámbito 
departamental.

25.  Expropiación de inmuebles en su jurisdicción por razones de utilidad y necesidad pública 
departamental, conforme al procedimiento establecido por Ley, así como establecer 
limitaciones administrativas y de servidumbre a la propiedad, por razones de orden 
técnico, jurídico y de interés público.

26. Elaborar, aprobar y ejecutar sus programas de operaciones y su presupuesto.

27.  Fondos fi duciarios, fondos de inversión y mecanismos de transferencia de recursos 
necesarios e inherentes a los ámbitos de sus competencias.

28.  Centros de información y documentación, archivos, bibliotecas, museos, hemerotecas y 
otros departamentales.

29.   Empresas públicas departamentales.

30.  Promoción y desarrollo de proyectos y políticas para niñez y adolescencia, mujer, adulto 
mayor y personas con discapacidad.

31.  Promoción y administración de los servicios para el desarrollo productivo y agropecuario.

32.   Elaboración y ejecución de planes de desarrollo económico y social departamental.

33. Participar en empresas de industrialización, distribución y comercialización de 
Hidrocarburos en el territorio departamental en asociación con las entidades nacionales 
del sector.

34.   Promoción de la inversión privada en el departamento en el marco de las políticas 
económicas nacionales

35.  Planifi cación del desarrollo departamental en concordancia con la planifi cación nacional

36.   Administración de sus recursos por regalías en el marco del presupuesto general de la 
nación, los que serán transferidos automáticamente al Tesoro Departamental

II.  Los Estatutos Autonómicos Departamentales podrán a su vez defi nir como concurrentes 
algunas de sus competencias exclusivas, con otras entidades territoriales del departamento.

III.  Serán también de ejecución departamental las competencias que le sean transferidas o 
delegadas.

Artículo 301. La región, una vez constituida como autonomía regional, recibirá las competencias que 
le sean transferidas o delegadas.
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Artículo 302.

I.  Son competencias exclusivas de los gobiernos municipales autónomos, en su jurisdicción:

1.  Elaborar su Carta Orgánica Municipal de acuerdo a los procedimientos establecidos en 
esta Constitución y la Ley.

2.   Planifi car y promover el desarrollo humano en su jurisdicción.

3.   Iniciativa y convocatoria de consultas y referendos municipales en las materias de su 
competencia

4.   Promoción del empleo y mejora de las condiciones laborales en el marco de las políticas 
nacionales. 

5.   Preservar, conservar y contribuir a la protección del medio ambiente y recursos naturales, 
fauna silvestre y animales domésticos

6.   Elaboración de Planes de Ordenamiento Territorial y de uso de suelos, en coordinación con 
los planes del nivel central del Estado, departamentales e indígenas.

7.  Planifi car, diseñar, construir, conservar y administrar caminos vecinales en coordinación 
con los pueblos indígena originario campesinos cuando corresponda.

8.   Construcción, mantenimiento y administración de aeropuertos públicos locales.

9.   Estadísticas municipales

10.   Catastro urbano en el ámbito de su jurisdicción en conformidad a los preceptos y 
parámetros técnicos establecidos para los Gobiernos Municipales.

11.  Áreas protegidas municipales en conformidad con los parámetros y condiciones 
establecidas para los Gobiernos Municipales.

12.  Proyectos de fuentes alternativas y renovables de energía preservando la seguridad 
alimentaria de alcance municipal.

13.  Controlar la calidad y sanidad en la elaboración, transporte y venta de productos 
alimenticios para el consumo humano y animal.

14.  Deporte en el ámbito de su jurisdicción

15.  Promoción y conservación del patrimonio natural municipal.

16.  Promoción y conservación de cultura, patrimonio cultural. histórico, artístico, monumental, 
arquitectónico, arqueológico, paleontológico, científi co, tangible e intangible municipal.

17.  Políticas de turismo local.

18.  Transporte urbano, registro de propiedad automotor, ordenamiento y educación vial, 
administración y control del tránsito urbano.

19.  Creación y administración de impuestos de carácter municipal, cuyos hechos imponibles 
no sean análogos a los impuestos nacionales o departamentales.

20.  Creación y administración de tasas, patentes a la actividad económica y contribuciones 
especiales de carácter municipal.
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21.  Proyectos de infraestructura productiva.

22.  Expropiación de inmuebles en su jurisdicción por razones de utilidad y necesidad pública 
municipal, conforme al procedimiento establecido por Ley, así como establecer limitaciones 
administrativas y de servidumbre a la propiedad, por razones de orden técnico, jurídico y 
de interés público

23. Elaborar, aprobar y ejecutar sus programas de operaciones y su presupuesto.

24.   Fondos fi duciarios, fondos de inversión y mecanismos de transferencia de recursos 
necesarios e inherentes a los ámbitos de sus competencias.

25.  Centros de información y documentación, archivos, bibliotecas, museos, hemerotecas y 
otros municipales.

26.   Empresas públicas municipales.

27.  Aseo urbano, manejo y tratamiento de residuos sólidos en el marco de la política del 
Estado.

28. Diseñar, construir, equipar y mantener la infraestructura y obras  de interés público y 
bienes de dominio municipal, dentro de su jurisdicción territorial.

29.  Desarrollo urbano y asentamientos humanos urbanos.

30.  Servicio de alumbrado público de su jurisdicción.

31.  Promoción de la Cultura y actividades artísticas en el ámbito de su jurisdicción

32.  Espectáculos públicos y juegos recreativos.

33.  Publicidad y propaganda urbana.

34.  Promover y suscribir convenios de asociación o mancomunidad municipal con otros 
municipios. 

35.   Convenios y/o contratos con personas naturales o colectivas, públicas y privadas para el 
desarrollo y cumplimiento de sus atribuciones, competencias y fi nes.

36.  Constituir y reglamentar la Guardia Municipal para coadyuvar el cumplimiento, ejercicio y 
ejecución de sus competencias así como el cumplimiento de las normas municipales y de 
sus resoluciones emitidas.

37.  Políticas que garanticen la defensa de los consumidores y usuarios en el ámbito municipal.

38.  Sistemas de microriego en coordinación con los pueblos indígena originario campesinos.

39.  Promoción y desarrollo de proyectos y políticas para niñez y adolescencia, mujer, adulto 
mayor y personas con discapacidad.

40.  Servicios básicos así como aprobación las tasas que correspondan en su jurisdicción.

41.   Áridos y agregados, en coordinación con los pueblos indígena originario campesinos, 
cuando corresponda

42.   Planifi cación del desarrollo municipal en concordancia con la planifi cación departamental 
y nacional
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43.  Participar en empresas de industrialización, distribución y comercialización de 
Hidrocarburos en el territorio municipal en asociación con las entidades nacionales del 
sector.

II. Serán también de ejecución municipal las competencias que le sean transferidas o delegadas.

Artículo 303.

I.  La autonomía indígena originario campesina, además de sus competencias, asumirá las de 
los municipios, de acuerdo con un proceso de desarrollo institucional y con las características 
culturales propias de conformidad a la Constitución y a la Ley Marco de Autonomías y 
Descentralización.

II.  La región indígena originario campesina, asumirá las competencias que le sean transferidas o 
delegadas.

Artículo 304.

I.  Las autonomías indígena originario campesinas podrán ejercer las siguientes competencias 
exclusivas:

1.   Elaborar su Estatuto para el ejercicio de su autonomía conforme a la Constitución y la ley.

2.   Defi nición y gestión de formas propias de desarrollo económico, social, político, 
organizativo y cultural, de acuerdo con su identidad y visión de cada pueblo.

3.   Gestión y administración de los recursos naturales renovables, de acuerdo a la Constitución.

4.   Elaboración de Planes de Ordenamiento Territorial y de uso de suelos, en coordinación con 
los planes del nivel central del Estado, departamentales, y municipales.

5.   Electrifi cación en sistemas aislados dentro de su jurisdicción.

6.   Mantenimiento y administración de caminos vecinales y comunales.

7.   Administración y preservación de áreas protegidas en su jurisdicción, en el marco de la 
política del Estado. 

8.   Ejercicio de la jurisdicción indígena originaria campesina para la aplicación de justicia 
y resolución de conflictos a través de normas y procedimientos propios de acuerdo a la 
Constitución y la ley.

9.   Deporte, esparcimiento y recreación.

10.   Patrimonio cultural, tangible e intangible. Resguardo, fomento y promoción de sus culturas, 
arte, identidad, centros arqueológicos, lugares religiosos, culturales y museos.

11.   Políticas de Turismo.

12.   Crear y administrar tasas, patentes y contribuciones especiales en el ámbito de su 
jurisdicción de acuerdo a Ley.

13.   Administrar los impuestos de su competencia en el ámbito de su jurisdicción.

14.  Elaborar, aprobar y ejecutar sus programas de operaciones y su presupuesto.

15.   Planifi cación y gestión de la ocupación territorial.
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16.   Vivienda, urbanismo y redistribución poblacional conforme a sus prácticas culturales en el 
ámbito de su jurisdicción. 

17.   Promover y suscribir acuerdos de cooperación con otros pueblos y entidades públicas y 
privadas.

18.   Mantenimiento y administración de sus sistemas de microriego

19.   Fomento y desarrollo de su vocación productiva.

20.   Construcción, mantenimiento y administración de la infraestructura necesaria para el 
desarrollo en su jurisdicción.

21.   Participar, desarrollar y ejecutar los mecanismos de consulta previa, libre e informada 
relativos a la aplicación de medidas legislativas, ejecutivas y administrativas que los 
afecten.

22.   Preservación del hábitat y el paisaje, conforme a sus principios, normas y prácticas 
culturales, tecnológicas, espaciales e históricas.

23.   Desarrollo y ejercicio de sus instituciones democráticas conforme a sus normas y 
procedimientos propios.

II.  Las autonomías indígena originario campesinas podrán ejercer las siguientes competencias 
compartidas:

1.   Intercambios internacionales en el marco de la política exterior del Estado.

2.   Participación y control en el aprovechamiento de áridos.

3.   Resguardo y registro de los derechos intelectuales colectivos, referidos a conocimientos 
de recursos genéticos, medicina tradicional y germoplasma, de acuerdo con la ley.

4.  Control y regulación a las instituciones y organizaciones externas que desarrollen 
actividades en su jurisdicción, inherentes al desarrollo de su institucionalidad, cultura, 
medio ambiente y patrimonio natural.

III.  Las autonomías indígena originario campesinas podrán ejercer las siguientes competencias 
concurrentes:

1.  Organización, planifi cación y ejecución de políticas de salud en su jurisdicción.

2.   Organización, planifi cación y ejecución de planes, programas y proyectos de educación, 
ciencia, tecnología e investigación, en el marco de la legislación del Estado.

3.   Conservación de recursos forestales, biodiversidad y medio ambiente

4.   Sistemas de riego, recursos hídricos, fuentes de agua y energía, en el marco de la política 
del Estado, al interior de su jurisdicción.

5.  Construcción de sistemas de microriego.

6.  Construcción de caminos vecinales y comunales

7.   Promoción de la construcción de infraestructuras productivas.

8.   Promoción y fomento a la agricultura y ganadería.
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9. Control y monitoreo socioambiental a las actividades hidrocarburíferas y mineras que se 
desarrollan en su jurisdicción.

10.   Sistemas de control fi scal y administración de bienes y servicios.

IV.  Los recursos necesarios para el cumplimiento de sus competencias serán transferidos 
automáticamente por el Estado Plurinacional de acuerdo a la ley.

Artículo 305. Toda asignación o transferencia de competencias deberá estar acompañada de la 
defi nición de la fuente de los recursos económicos y fi nancieros necesarios para su ejercicio.

CUARTA PARTE

ESTRUCTURA Y ORGANIZACIÓN ECONÓMICA DEL ESTADO

TÍTULO I

ORGANIZACIÓN ECONÓMICA DEL ESTADO

CAPÍTULO PRIMERO

DISPOSICIONES GENERALES
Artículo 306. 

I.  El modelo económico boliviano es plural y está orientado a mejorar la calidad de vida y el vivir 
bien de todas las bolivianas y los bolivianos.

II.  La economía plural está constituida por las formas de organización económica comunitaria, 
estatal, privada y social cooperativa.

III.  La economía plural articula las diferentes formas de organización económica sobre los 
principios de complementariedad, reciprocidad, solidaridad, redistribución, igualdad, seguridad 
jurídica, sustentabilidad, equilibrio, justicia y transparencia. La economía social y comunitaria 
complementará el interés individual con el vivir bien colectivo.

IV  Las formas de organización económica reconocidas en esta Constitución podrán constituir 
empresas mixtas.

V  El Estado tiene como máximo valor al ser humano y asegurará el desarrollo mediante la 
redistribución equitativa de los excedentes económicos en políticas sociales, de salud, 
educación, cultura, y en la reinversión en desarrollo económico productivo.

Artículo 307. El Estado reconocerá, respetará, protegerá y promoverá la organización económica 
comunitaria. Esta forma de organización económica comunitaria comprende los sistemas de 
producción y reproducción de la vida social, fundados en los principios y visión propios de las naciones 
y pueblos indígena originario y campesinos.

Artículo 308. 

I.  El Estado reconoce, respeta y protege la iniciativa privada, para que contribuya al desarrollo 
económico, social y fortalezca la independencia económica del país.
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II.  Se garantiza la libertad de empresa y el pleno ejercicio de las actividades empresariales, que 
serán reguladas por la ley.

Artículo 309. La forma de organización económica estatal comprende a las empresas y otras entidades 
económicas de propiedad estatal, que cumplirán los siguientes objetivos:

1.  Administrar a nombre del pueblo boliviano los derechos propietarios de los recursos 
naturales y ejercer el control estratégico de las cadenas productivas y los procesos de 
industrialización de dichos recursos. 

2.  Administrar los servicios básicos de agua potable y alcantarillado directamente o por 
medio de empresas públicas, comunitarias, cooperativas o mixtas. 

3.  Producir directamente bienes y servicios.

4.  Promover la democracia económica y el logro de la soberanía alimentaria de la población.

5.  Garantizar la participación y el control social sobre su organización y gestión, así como la 
participación de los trabajadores en la toma de decisiones y en los benefi cios.

Artículo 310. El Estado reconoce y protege las cooperativas como formas de trabajo solidario y de 
cooperación, sin fi nes de lucro. Se promoverá principalmente la organización de cooperativas en 
actividades de producción.

Artículo 311.

I.  Todas las formas de organización económica establecidas en esta Constitución gozarán de 
igualdad jurídica ante la ley.

II.  La economía plural comprende los siguientes aspectos: 

1.  El Estado ejercerá la dirección integral del desarrollo económico y sus procesos de 
planifi cación.

2.  Los recursos naturales son de propiedad del pueblo boliviano y serán administrados por 
el Estado. Se respetará y garantizará la propiedad individual y colectiva sobre la tierra. 
La agricultura, la ganadería, así como las actividades de caza y pesca que no involucren 
especies animales protegidas, son actividades que se rigen por lo establecido en la 
cuarta parte de esta Constitución referida a la estructura y organización económica del 
Estado. 

3.  La industrialización de los recursos naturales para superar la dependencia de la exportación 
de materias primas y lograr una economía de base productiva, en el marco del desarrollo 
sostenible, en armonía con la naturaleza.

4.  El Estado podrá intervenir en toda la cadena productiva de los sectores estratégicos, 
buscando garantizar su abastecimiento para preservar la calidad de vida de todas las 
bolivianas y todos los bolivianos. 

5.  El respeto a la iniciativa empresarial y la seguridad jurídica.

6.  El Estado fomentará y promocionará el área comunitaria de la economía como alternativa 
solidaria en el área rural y urbana.
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Artículo 312. 

I.  Toda actividad económica debe contribuir al fortalecimiento de la soberanía económica del 
país. No se permitirá la acumulación privada de poder económico en grado tal que ponga en 
peligro la soberanía económica del Estado.

II.  Todas las formas de organización económica tienen la obligación de generar trabajo digno y 
contribuir a la reducción de las desigualdades y a la erradicación de la pobreza.

III.  Todas las formas de organización económica tienen la obligación de proteger el medio 
ambiente.

Artículo 313. Para eliminar la pobreza y la exclusión social y económica, para el logro del vivir bien en 
sus múltiples dimensiones, la organización económica boliviana establece los siguientes propósitos:

1.  Generación del producto social en el marco del respeto de los derechos individuales, así 
como de los derechos de los pueblos y las naciones. 

2.  La producción, distribución y redistribución justa de la riqueza y de los excedentes 
económicos.

3.  La reducción de las desigualdades de acceso a los recursos productivos.

4.  La reducción de las desigualdades regionales.

5.  El desarrollo productivo industrializador de los recursos naturales.

6.  La participación activa de las economías pública y comunitaria en el aparato productivo.

Artículo 314. Se prohíbe el monopolio y el oligopolio privado, así como cualquier otra forma de 
asociación o acuerdo de personas naturales o jurídicas privadas, bolivianas o extranjeras, que pretendan 
el control y la exclusividad en la producción y comercialización de bienes y servicios.

Artículo 315.

I.  El Estado reconoce la propiedad de tierra a todas aquellas personas jurídicas legalmente 
constituidas en territorio nacional siempre y cuando sea utilizada para el cumplimiento del 
objeto de la creación del agente económico, la generación de empleos y la producción y 
comercialización de bienes y/o servicios.

II.  Las personas jurídicas señaladas en el parágrafo anterior que se constituyan con posterioridad 
a la presente Constitución tendrán una estructura societaria con un número de socios no menor 
a la división de la superfi cie total entre cinco mil hectáreas, redondeando el resultado hacia el 
inmediato número entero superior.

CAPÍTULO SEGUNDO

FUNCIÓN DEL ESTADO EN LA ECONOMÍA
Artículo 316. La función del Estado en la economía consiste en:

1.  Conducir el proceso de planifi cación económica y social, con participación y consulta 
ciudadana. La ley establecerá un sistema de planifi cación integral estatal, que incorporará 
a todas las entidades territoriales.
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2.  Dirigir la economía y regular, conforme con los principios establecidos en esta Constitución, 
los procesos de producción, distribución, y comercialización de bienes y servicios. 

3.   Ejercer la dirección y el control de los sectores estratégicos de la economía

4.  Participar directamente en la economía mediante el incentivo y la producción de bienes y 
servicios económicos y sociales para promover la equidad económica y social, e impulsar 
el desarrollo, evitando el control oligopólico de la economía

5.  Promover la integración de las diferentes formas económicas de producción, con el objeto 
de lograr el desarrollo económico y social.

6.  Promover prioritariamente la industrialización de los recursos naturales renovables y no 
renovables, en el marco del respeto y protección del medio ambiente, para garantizar la 
generación de empleo y de insumos económicos y sociales para la población.

7.  Promover políticas de distribución equitativa de la riqueza y de los recursos económicos 
del país, con el objeto de evitar la desigualdad, la exclusión social y económica, y erradicar 
la pobreza en sus múltiples dimensiones.

8.  Determinar el monopolio estatal de las actividades productivas y comerciales que se 
consideren imprescindibles en caso de necesidad pública.

9.  Formular periódicamente, con participación y consulta ciudadana, el plan general de 
desarrollo, cuya ejecución es obligatoria para todas las formas de organización económica.

10.  Gestionar recursos económicos para la investigación, la asistencia técnica y la transferencia 
de tecnologías para promover actividades productivas y de industrialización.

11.  Regular la actividad aeronáutica en el espacio aéreo del país.

Artículo 317. El Estado garantizará la creación, organización y funcionamiento de una entidad de 
planifi cación participativa que incluya a representantes de las instituciones públicas y de la sociedad 
civil organizada.

CAPÍTULO TERCERO

POLÍTICAS ECONÓMICAS
Artículo 318. 

I.  El Estado determinará una política productiva industrial y comercial que garantice una oferta de 
bienes y servicios sufi cientes para cubrir de forma adecuada las necesidades básicas internas, 
y para fortalecer la capacidad exportadora.

II.  El Estado reconoce y priorizará el apoyo a la organización de estructuras asociativas de micro, 
pequeñas y medianas empresas productoras, urbanas y rurales.

III.  El Estado fortalecerá la infraestructura productiva, manufactura e industrial y los servicios 
básicos para el sector productivo.
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IV.  El Estado priorizará la promoción del desarrollo productivo rural como fundamento de las 
políticas de desarrollo del país.

V.  El Estado promoverá y apoyará la exportación de bienes con valor agregado y los servicios.

Artículo 319. 

I.  La industrialización de los recursos naturales será prioridad en las políticas económicas, en 
el marco del respeto y protección del medio ambiente y de los derechos de las naciones y 
pueblos indígena originario campesinos y sus territorios. La articulación de la explotación 
de los recursos naturales con el aparato productivo interno será prioritaria en las políticas 
económicas del Estado. 

II.  En la comercialización de los recursos naturales y energéticos estratégicos, el Estado 
considerará, para la definición del precio de su comercialización, los impuestos, regalías 
y participaciones correspondientes que deban pagarse a la hacienda pública.

Artículo 320. 

I.  La inversión boliviana se priorizará frente a la inversión extranjera.

II.  Toda inversión extranjera estará sometida a la jurisdicción, a las leyes y a las autoridades 
bolivianas, y nadie podrá invocar situación de excepción, ni apelar a reclamaciones 
diplomáticas para obtener un tratamiento más favorable. 

III.  Las relaciones económicas con estados o empresas extranjeras se realizarán en 
condiciones de independencia, respeto mutuo y equidad. No se podrá otorgar a Estados 
o empresas extranjeras condiciones más beneficiosas que las establecidas para los 
bolivianos.

IV.  El Estado es independiente en todas las decisiones de política económica interna, y no 
aceptará imposiciones ni condicionamientos sobre esta política por parte de estados, 
bancos o instituciones financieras bolivianas o extranjeras, entidades multilaterales ni 
empresas transnacionales. 

V.  Las políticas públicas promocionarán el consumo interno de productos hechos en 
Bolivia.

SECCIÓN I

POLÍTICA FISCAL
Artículo 321. 

I.  La administración económica y financiera del Estado y de todas las entidades públicas 
se rige por su presupuesto.

II.  La determinación del gasto y de la inversión pública tendrá lugar por medio de 
mecanismos de participación ciudadana y de planificación técnica y ejecutiva estatal. 
Las asignaciones atenderán especialmente a la educación, la salud, la alimentación, la 
vivienda y el desarrollo productivo.
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III.  El Órgano Ejecutivo presentará a la Asamblea Legislativa Plurinacional, al menos dos 
meses antes de la finalización de cada año fiscal, el proyecto de ley del Presupuesto 
General para la siguiente gestión anual, que incluirá a todas las entidades del sector 
público. 

IV.  Todo proyecto de ley que implique gastos o inversiones para el Estado deberá establecer 
la fuente de los recursos, la manera de cubrirlos y la forma de su inversión. Si el proyecto 
no fue de iniciativa del Órgano Ejecutivo, requerirá de consulta previa a éste.

V.  El Órgano Ejecutivo, a través del Ministerio del ramo, tendrá acceso directo a la información del 
gasto presupuestado y ejecutado de todo el sector público. El acceso incluirá la información 
del gasto presupuestado y ejecutado de las Fuerzas Armadas y la Policía Boliviana.

Artículo 322. 

I.  La Asamblea Legislativa Plurinacional autorizará la contratación de deuda pública cuando 
se demuestre la capacidad de generar ingresos para cubrir el capital y los intereses, y 
se justifiquen técnicamente las condiciones más ventajosas en las tasas, los plazos, los 
montos y otras circunstancias. 

II.  La deuda pública no incluirá obligaciones que no hayan sido autorizadas y garantizadas 
expresamente por la Asamblea Legislativa Plurinacional.

Artículo 323. 

I.  La política fiscal se basa en los principios de capacidad económica, igualdad, 
progresividad, proporcionalidad, transparencia, universalidad, control, sencillez 
administrativa y capacidad recaudatoria. 

II.  Los impuestos que pertenecen al dominio tributario nacional serán aprobados por la 
Asamblea Legislativa Plurinacional. Los impuestos que pertenecen al dominio exclusivo 
de las autonomías departamental o municipal, serán aprobados, modificados o 
eliminados por sus Concejos o Asambleas, a propuesta de sus órganos ejecutivos. El 
dominio tributario de los Departamentos Descentralizados, y regiones estará conformado 
por impuestos departamentales tasas y contribuciones especiales, respectivamente.

III.  La Asamblea Legislativa Plurinacional mediante ley, clasificará y definirá los impuestos 
que pertenecen al dominio tributario nacional, departamental y municipal.

IV.  La creación, supresión o modificación de los impuestos bajo dominio de los gobiernos 
autónomos facultados para ello se efectuará dentro de los límites siguientes:

1.  No podrán crear impuestos cuyos hechos imponibles sean análogos a los correspondientes 
a los impuestos nacionales u otros impuestos departamentales o municipales existentes, 
independientemente del dominio tributario al que pertenezcan.

2.  No podrán crear impuestos que graven bienes, actividades rentas o patrimonios 
localizados fuera de su jurisdicción territorial, salvo las rentas generadas por sus 
ciudadanos o empresas en el exterior del país. Esta prohibición se hace extensiva a 
las tasas, patentes y contribuciones especiales.

3.  No podrán crear impuestos que obstaculicen la libre circulación y el establecimiento 
de personas, bienes, actividades o servicios dentro de su jurisdicción territorial. Esta 
prohibición se hace extensiva a las tasas, patentes y contribuciones especiales.
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4.  No podrán crear impuestos que generen privilegios para sus residentes discriminando a los que 
no lo son. Esta prohibición se hace extensiva a las tasas, patentes y contribuciones especiales.

Artículo 324. No prescribirán las deudas por daños económicos causados al Estado. 

Artículo 325. El ilícito económico, la especulación, el acaparamiento, el agio, la usura, el 
contrabando, la evasión impositiva y otros delitos económicos conexos serán penados por ley.

SECCIÓN II

POLÍTICA MONETARIA
Artículo 326. 

I.  El Estado, a través del Órgano Ejecutivo, determinará los objetivos de la política monetaria y cambiaria 
del país, en coordinación con el Banco Central de Bolivia.

II.  Las transacciones públicas en el país se realizarán en moneda nacional.

Artículo 327. El Banco Central de Bolivia es una institución de derecho público, con personalidad jurídica y 
patrimonio propio. En el marco de la política económica del Estado, es función del Banco Central de Bolivia 
mantener la estabilidad del poder adquisitivo interno de la moneda, para contribuir al desarrollo económico y 
social.

Artículo 328. 

I.  Son atribuciones del Banco Central de Bolivia, en coordinación con la política económica determinada 
por el Órgano Ejecutivo, además de las señaladas por la ley:

1.  Determinar y ejecutar la política monetaria.

2.  Ejecutar la política cambiaria.

3.  Regular el sistema de pagos.

4.  Autorizar la emisión de la moneda.

5.  Administrar las reservas internacionales.

Artículo 329. 

I.  El Directorio del Banco Central de Bolivia estará conformado por una Presidenta o un Presidente, y 
cinco directoras o directores designados por la Presidenta o el Presidente del Estado de entre las 
ternas presentadas por la Asamblea Legislativa Plurinacional para cada uno de los cargos. 

II.  Los miembros del Directorio del Banco Central de Bolivia durarán en sus funciones cinco años, sin 
posibilidad de reelección. Serán considerados servidoras y servidores públicos, de acuerdo con la 
Constitución y la ley. Los requisitos particulares para el acceso al cargo serán determinados por la ley.

III.  La Presidenta o el Presidente del Banco Central de Bolivia deberá rendir informes y cuentas sobre las 
funciones de la institución, cuantas veces sean solicitados por la Asamblea Legislativa Plurinacional 
o sus Cámaras. El Banco Central de Bolivia elevará un informe anual a la Asamblea Legislativa y está 
sometido al sistema de control gubernamental y fi scal del Estado. 
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SECCIÓN III

POLÍTICA FINANCIERA
Artículo 330.

I.  El Estado regulará el sistema financiero con criterios de igualdad de oportunidades, 
solidaridad, distribución y redistribución equitativa. 

II.  El Estado, a través de su política financiera, priorizará la demanda de servicios 
financieros de los sectores de la micro y pequeña empresa, artesanía, comercio, 
servicios, organizaciones comunitarias y cooperativas de producción. 

III.  El Estado fomentará la creación de entidades financieras no bancarias con fines de 
inversión socialmente productiva.

IV.  El Banco Central de Bolivia y las entidades e instituciones públicas no reconocerán adeudos de 
la banca o de entidades fi nancieras privadas. Éstas obligatoriamente aportarán y fortalecerán 
un fondo de reestructuración fi nanciera, que será usado en caso de insolvencia bancaria.

V.  Las operaciones financieras de la Administración Pública, en sus diferentes niveles de 
gobierno, serán realizadas por una entidad bancaria pública. La ley preverá su creación.

Artículo 331. Las actividades de intermediación fi nanciera, la prestación de servicios fi nancieros y 
cualquier otra actividad relacionada con el manejo, aprovechamiento e inversión del ahorro, son de interés 
público y sólo pueden ser ejercidas previa autorización del Estado, conforme con la ley.

Artículo 332. 

I.  Las entidades financieras estarán reguladas y supervisadas por una institución de 
regulación de bancos y entidades financieras. Esta institución tendrá carácter de 
derecho público y jurisdicción en todo el territorio boliviano.

II.  La máxima autoridad de la institución de regulación de bancos y entidades fi nancieras será 
designada por la Presidenta o Presidente del Estado, de entre una terna propuesta por la 
Asamblea Legislativa Plurinacional, de acuerdo con el procedimiento establecido en la ley.

Artículo 333. Las operaciones financieras realizadas por personas naturales o jurídicas, 
bolivianas o extranjeras, gozarán del derecho de confidencialidad, salvo en los procesos 
judiciales, en los casos en que se presuma comisión de delitos financieros, en los que se 
investiguen fortunas y los demás definidos por la ley. Las instancias llamadas por la ley a 
investigar estos casos tendrán la atribución para conocer dichas operaciones financieras, sin 
que sea necesaria autorización judicial. 

SECCIÓN IV

POLÍTICAS SECTORIALES
Artículo 334. En el marco de las políticas sectoriales, el Estado protegerá y fomentará:

1.  Las organizaciones económicas campesinas, y las asociaciones u organizaciones de 
pequeños productores urbanos, artesanos, como alternativas solidarias y recíprocas. La 
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política económica facilitará el acceso a la capacitación técnica y a la tecnología, a los 
créditos, a la apertura de mercados y al mejoramiento de procesos productivos.

2.  El sector gremial, el trabajo por cuenta propia, y el comercio minorista, en las áreas de producción, 
servicios y comercio, será fortalecido por medio del acceso al crédito y a la asistencia técnica.

3.  La producción artesanal con identidad cultural.

4.  Las micro y pequeñas empresas, así como las organizaciones económicas campesinas 
y las organizaciones o asociaciones de pequeños productores, quienes gozarán de 
preferencias en las compras del Estado.

Artículo 335. Las cooperativas de servicios públicos serán organizaciones de interés colectivo, sin fi nes de 
lucro y sometidas a control gubernamental y serán administradas democráticamente. La elección de sus 
autoridades de administración y vigilancia será realizada de acuerdo a sus propias normas estatutarias y 
supervisada por el Órgano Electoral Plurinacional. Su organización y funcionamiento serán regulados por la ley.

Artículo 336. El Estado apoyará a las organizaciones de economía comunitaria para que sean sujetos 
de crédito y accedan al fi nanciamiento. 

Artículo 337. 

I.  El turismo es una actividad económica estratégica que deberá desarrollarse de manera sustentable 
para lo que tomará en cuenta la riqueza de las culturas y el respeto al medio ambiente.

II.  El Estado promoverá y protegerá el turismo comunitario con el objetivo de benefi ciar a las 
comunidades urbanas y rurales, y las naciones y pueblos indígena originario campesinos 
donde se desarrolle esta actividad.

Artículo 338. El Estado reconoce el valor económico del trabajo del hogar como fuente de riqueza y 
deberá cuantifi carse en las cuentas públicas.

CAPÍTULO CUARTO

BIENES Y RECURSOS DEL ESTADO Y SU DISTRIBUCIÓN
Artículo 339. 

I.  El Presidente de la República podrá decretar pagos no autorizados por la ley del presupuesto, 
únicamente para atender necesidades impostergables derivadas de calamidades públicas, 
de conmoción interna o del agotamiento de recursos destinados a mantener servicios cuya 
paralización causaría graves daños Los gastos destinados a estos fi nes no excederán del uno 
por ciento del total de egresos autorizados por el Presupuesto General.

II.  Los bienes de patrimonio del Estado y de las entidades públicas constituyen propiedad del pueblo 
boliviano, inviolable, inembargable, imprescriptible e inexpropiable; no podrán ser empleados 
en provecho particular alguno. Su califi cación, inventario, administración, disposición, registro 
obligatorio y formas de reivindicación serán regulados por la ley.

III.  Los ingresos del Estado se invertirán conforme con el plan general de desarrollo económico y 
social del país, el Presupuesto General del Estado y con la ley.
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Artículo 340.

I.  Las rentas del Estado se dividen en nacionales, departamentales, municipales, e indígena 
originario campesinas y se invertirán independientemente por sus Tesoros, conforme a sus 
respectivos presupuestos.

II.  La ley clasifi cará los ingresos nacionales, departamentales, municipales e indígena originario 
campesinos.

III.  Los recursos departamentales, municipales, de autonomías indígena originario campesinas, 
judiciales y universitarios recaudados por ofi cinas dependientes del nivel nacional, no serán 
centralizados en el Tesoro Nacional.

IV.  El Órgano Ejecutivo nacional establecerá las normas destinadas a la elaboración y presentación 
de los proyectos de presupuestos de todo el sector público, incluidas las autonomías.

Artículo 341. Son recursos departamentales:

1.  Las regalías departamentales creadas por ley;

2.  La participación en recursos provenientes de impuestos a los Hidrocarburos según los 
porcentajes previstos en la Ley.

3.  Impuestos, tasas, contribuciones especiales y patentes departamentales sobre los 
recursos naturales.

4.  Las transferencias del Tesoro General de la Nación destinadas a cubrir el gasto en servicios 
personales de salud, educación y asistencia social;

5.  Las transferencias extraordinarias del Tesoro General de la Nación, en los casos 
establecidos en el Artículo 339.I de esta Constitución.

6.  Los créditos y empréstitos internos y externos contraídos de acuerdo a las normas de 
endeudamiento público y del sistema Nacional de Tesorería y Crédito Público.

7.  Los ingresos provenientes de la venta de bienes, servicios y enajenación de activos.

8.  Los legados, donaciones y otros ingresos similares.

TÍTULO II

MEDIO AMBIENTE, RECURSOS NATURALES, TIERRA Y TERRITORIO

CAPÍTULO PRIMERO

MEDIO AMBIENTE
Artículo 342. Es deber del Estado y de la población conservar, proteger y aprovechar de manera 
sustentable los recursos naturales y la biodiversidad, así como mantener el equilibrio del medio ambiente. 

Artículo 343. La población tiene derecho a la participación en la gestión ambiental, a ser consultado e 
informado previamente sobre decisiones que pudieran afectar a la calidad del medio ambiente. 
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Artículo 344. 

I.  Se prohíbe la fabricación y uso de armas químicas, biológicas y nucleares en el territorio 
boliviano, así como la internación, tránsito y depósito de residuos nucleares y desechos tóxicos. 

II.  El Estado regulará la internación, producción, comercialización y empleo de técnicas, métodos, 
insumos y sustancias que afecten a la salud y al medio ambiente.

Artículo 345. Las políticas de gestión ambiental se basarán en:

1.  La planifi cación y gestión participativas, con control social.

2.  La aplicación de los sistemas de evaluación de impacto ambiental y el control de calidad 
ambiental, sin excepción y de manera transversal a toda actividad de producción de bienes 
y servicios que use, transforme o afecte a los recursos naturales y al medio ambiente. 

3.  La responsabilidad por ejecución de toda actividad que produzca daños medioambientales 
y su sanción civil, penal y administrativa por incumplimiento de las normas de protección 
del medio ambiente. 

Artículo 346. El patrimonio natural es de interés público y de carácter estratégico para el desarrollo 
sustentable del país. Su conservación y aprovechamiento para benefi cio de la población será 
responsabilidad y atribución exclusiva del Estado, y no comprometerá la soberanía sobre los recursos 
naturales. La ley establecerá los principios y disposiciones para su gestión.

Artículo 347. 

I.  El Estado y la sociedad promoverán la mitigación de los efectos nocivos al medio ambiente, 
y de los pasivos ambientales que afectan al país. Se declara la responsabilidad por los daños 
ambientales históricos y la imprescriptibilidad de los delitos ambientales.

II.  Quienes realicen actividades de impacto sobre el medio ambiente deberán, en todas las 
etapas de la producción, evitar, minimizar, mitigar, remediar, reparar y resarcir los daños que 
se ocasionen al medio ambiente y a la salud de las personas, y establecerán las medidas de 
seguridad necesarias para neutralizar los efectos posibles de los pasivos ambientales.

CAPÍTULO SEGUNDO

RECURSOS NATURALES
Artículo 348. 

I.  Son recursos naturales los minerales en todos sus estados, los hidrocarburos, el agua, el aire, 
el suelo y el subsuelo, los bosques, la biodiversidad, el espectro electromagnético y todos 
aquellos elementos y fuerzas físicas susceptibles de aprovechamiento. 

II.  Los recursos naturales son de carácter estratégico y de interés público para el desarrollo del país. 

Artículo 349. 

I.  Los recursos naturales son de propiedad y dominio directo, indivisible e imprescriptible del 
pueblo boliviano, y corresponderá al Estado su administración en función del interés colectivo. 
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II.  El Estado reconocerá, respetará y otorgará derechos propietarios individuales y colectivos 
sobre la tierra, así como derechos de uso y aprovechamiento sobre otros recursos naturales.

III.  La agricultura, la ganadería, así como las actividades de caza y pesca que no involucren 
especies animales protegidas, son actividades que se rigen por lo establecido en la cuarta 
parte de esta Constitución referida a la estructura y organización económica del Estado.

Artículo 350. Cualquier título otorgado sobre reserva fi scal será nulo de pleno derecho, salvo 
autorización expresa por necesidad estatal y utilidad pública, de acuerdo con la ley. 

Artículo 351. 

I.  El Estado, asumirá el control y la dirección sobre la exploración, explotación, industrialización, 
transporte y comercialización de los recursos naturales estratégicos a través de entidades 
públicas, cooperativas o comunitarias, las que podrán a su vez contratar a empresas privadas 
y constituir empresas mixtas. 

II.  El Estado podrá suscribir contratos de asociación con personas jurídicas, bolivianas o 
extranjeras, para el aprovechamiento de los recursos naturales. Debiendo asegurarse la 
reinversión de las utilidades económicas en el país.

III.  La gestión y administración de los recursos naturales se realizará garantizando el control y 
la participación social en el diseño de las políticas sectoriales. En la gestión y administración 
podrán establecerse entidades mixtas, con representación estatal y de la sociedad, y se 
precautelará el bienestar colectivo.

IV.  Las empresas privadas, bolivianas o extranjeras, pagarán impuestos y regalías cuando 
intervengan en la explotación de los recursos naturales, y los cobros a que den lugar no serán 
reembolsables. Las regalías por el aprovechamiento de los recursos naturales son un derecho 
y una compensación por su explotación, y se regularán por la Constitución y la ley.

Artículo 352. La explotación de recursos naturales en determinado territorio estará sujeta a un proceso de 
consulta a la población afectada, convocada por el Estado, que será libre, previa e informada. Se garantiza la 
participación ciudadana en el proceso de gestión ambiental y se promoverá la conservación de los ecosistemas, 
de acuerdo con la Constitución y la ley. En las naciones y pueblos indígena originario campesinos, la consulta 
tendrá lugar respetando sus normas y procedimientos propios.

Artículo 353. El pueblo boliviano tendrá acceso equitativo a los benefi cios provenientes del 
aprovechamiento de todos los recursos naturales. Se asignará una participación prioritaria a los territorios 
donde se encuentren estos recursos, y a las naciones y pueblos indígena originario campesinos.

Artículo 354. El Estado desarrollará y promoverá la investigación relativa al manejo, conservación y 
aprovechamiento de los recursos naturales y la biodiversidad.

Artículo 355. 

I.  La industrialización y comercialización de los recursos naturales será prioridad del Estado.

II  Las utilidades obtenidas por la explotación e industrialización de los recursos naturales serán 
distribuidas y reinvertidas para promover la diversifi cación económica en los diferentes niveles 
territoriales del Estado. La distribución porcentual de los benefi cios será sancionada por la ley.

III.  Los procesos de industrialización se realizarán con preferencia en el lugar de origen de la producción 
y crearán condiciones que favorezcan la competitividad en el mercado interno e internacional. 
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Artículo 356. Las actividades de exploración, explotación, refi nación, industrialización, transporte y comercialización 
de los recursos naturales no renovables tendrán el carácter de necesidad estatal y utilidad pública.

Artículo 357. Por ser propiedad social del pueblo boliviano, ninguna persona ni empresa extranjera, 
ni ninguna persona o empresa privada boliviana podrá inscribir la propiedad de los recursos naturales 
bolivianos en mercados de valores, ni los podrá utilizar como medios para operaciones fi nancieras de 
titularización o seguridad. La anotación y registro de reservas es una atribución exclusiva del Estado. 

Artículo 358. Los derechos de uso y aprovechamiento sobre los recursos naturales deberán sujetarse 
a lo establecido en la Constitución y la ley. Estos derechos estarán sujetos a control periódico del 
cumplimiento de las regulaciones técnicas, económicas y ambientales. El incumplimiento de la ley 
dará lugar a la reversión o anulación de los derechos de uso o aprovechamiento.

CAPÍTULO TERCERO

HIDROCARBUROS
Artículo 359. 

I.  Los hidrocarburos, cualquiera sea el estado en que se encuentren o la forma en la que se 
presenten, son de propiedad inalienable e imprescriptible del pueblo boliviano. El Estado, en 
nombre y representación del pueblo boliviano, ejerce la propiedad de toda la producción de 
hidrocarburos del país y es el único facultado para su comercialización. La totalidad de los 
ingresos percibidos por la comercialización de los hidrocarburos será propiedad del Estado. 

II.  Ningún contrato, acuerdo o convenio, de forma, directa o indirecta, tácita o expresa, podrá 
vulnerar total o parcialmente lo establecido en el presente Artículo. En el caso de vulneración 
los contratos serán nulos de pleno derecho y quienes los hayan acordado, fi rmado, aprobado o 
ejecutado, cometerán delito de traición a la patria.

Artículo 360. El Estado defi nirá la política de hidrocarburos, promoverá su desarrollo integral, 
sustentable y equitativo, y garantizará la soberanía energética.

Artículo 361. 

I.  Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos (YPFB) es una empresa autárquica de derecho 
público, inembargable, con autonomía de gestión administrativa, técnica y económica, en el 
marco de la política estatal de hidrocarburos. YPFB, bajo tuición del Ministerio del ramo y como 
brazo operativo del Estado, es la única facultada para realizar las actividades de la cadena 
productiva de hidrocarburos y su comercialización.

II.  YPFB no podrá transferir sus derechos u obligaciones en ninguna forma o modalidad, tácita o 
expresa, directa o indirectamente.

Artículo 362. 

I.  Se autoriza a YPFB suscribir contratos, bajo el régimen de prestación de servicios, con 
empresas públicas, mixtas o privadas, bolivianas o extranjeras, para que dichas empresas, a 
su nombre y en su representación, realicen determinadas actividades de la cadena productiva 
a cambio de una retribución o pago por sus servicios. La suscripción de estos contratos no 
podrá signifi car en ningún caso pérdidas para YPFB o para el Estado. 
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II. Los contratos referidos a actividades de exploración y explotación de hidrocarburos deberán 
contar con previa autorización y aprobación expresa de la Asamblea Legislativa Plurinacional. 
En caso de no obtener esta autorización serán nulos de pleno derecho, sin necesidad de 
declaración judicial ni extrajudicial alguna.

Artículo 363. 

I.  La Empresa Boliviana de Industrialización de Hidrocarburos (EBIH) es una empresa autárquica 
de derecho público, con autonomía de gestión administrativa, técnica y económica, bajo la 
tuición del Ministerio del ramo y de YPFB, que actúa en el marco de la política estatal de 
hidrocarburos. EBIH será responsable de ejecutar, en representación del Estado y dentro de su 
territorio, la industrialización de los hidrocarburos.

II.  YPFB podrá conformar asociaciones o sociedades de economía mixta para la ejecución de las 
actividades de exploración, explotación, refi nación, industrialización, transporte y comercialización 
de los hidrocarburos. En estas asociaciones o sociedades, YPFB contará obligatoriamente con 
una participación accionaria no menor al cincuenta y uno por ciento del total del capital social.

Artículo 364. YPFB, en nombre y representación del Estado boliviano, operará y ejercerá derechos de 
propiedad en territorios de otros estados.

Artículo 365. Una institución autárquica de derecho público, con autonomía de gestión administrativa, 
técnica y económica, bajo la tuición del Ministerio del ramo, será responsable de regular, controlar, 
supervisar y fi scalizar las actividades de toda la cadena productiva hasta la industrialización, en el 
marco de la política estatal de hidrocarburos conforme con la ley.

Artículo 366. Todas las empresas extranjeras que realicen actividades en la cadena productiva hidrocarburífera 
en nombre y representación del Estado estarán sometidas a la soberanía del Estado, a la dependencia de las 
leyes y de las autoridades del Estado. No se reconocerá en ningún caso tribunal ni jurisdicción extranjera y no 
podrán invocar situación excepcional alguna de arbitraje internacional, ni recurrir a reclamaciones diplomáticas. 

Artículo 367. La explotación, consumo y comercialización de los hidrocarburos y sus derivados 
deberán sujetarse a una política de desarrollo que garantice el consumo interno. La exportación de la 
producción excedente incorporará la mayor cantidad de valor agregado.

Artículo 368. Los departamentos productores de hidrocarburos percibirán una regalía del once por 
ciento de su producción departamental fi scalizada de hidrocarburos. De igual forma, los departamentos 
no productores de hidrocarburos y el Tesoro General del Estado obtendrán una participación en los 
porcentajes, que serán fi jados mediante una ley especial.

CAPÍTULO CUARTO

MINERÍA Y METALURGIA
Artículo 369. 

I.  El Estado será responsable de las riquezas mineralógicas que se encuentren en el suelo y subsuelo 
cualquiera sea su origen y su aplicación será regulada por la ley. Se reconoce como actores 
productivos a la industria minera estatal, industria minera privada y sociedades cooperativas.

II.  Los recursos naturales no metálicos existentes en los salares, salmueras, evaporíticos, azufres 
y otros, son de carácter estratégico para el país.
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III.  Será responsabilidad del Estado la dirección de la política minera y metalúrgica, así como el 
fomento, promoción y control de la actividad minera.

IV.  El Estado ejercerá control y fi scalización en toda la cadena productiva minera y sobre las 
actividades que desarrollen los titulares de derechos mineros, contratos mineros o derechos 
preconstituidos.

Artículo 370. 

I.  El Estado otorgará derechos mineros en toda la cadena productiva, suscribirá contratos mineros 
con personas individuales y colectivas previo cumplimiento de las normas establecidas en la 
ley.

II.  El Estado promoverá y fortalecerá las cooperativas mineras para que contribuyan al desarrollo 
económico social del país.

III.  El derecho minero en toda la cadena productiva así como los contratos mineros tienen que 
cumplir una función económica social ejercida directamente por sus titulares.

IV.  El derecho minero que comprende las inversiones y trabajo en la prospección, exploración, 
explotación, concentración, industria o comercialización de los minerales o metales es de 
dominio de los titulares. La ley defi nirá los alcances de este derecho.

V.  El contrato minero obligará a los benefi ciarios a desarrollar la actividad minera para satisfacer 
el interés económico social. El incumplimiento de esta obligación dará lugar a su resolución 
inmediata.

VI.  El Estado, a través de sus entidades autárquicas, promoverá y desarrollará políticas de 
administración, prospección, exploración, explotación, industrialización, comercialización, 
evaluación e información técnica, geológica y científi ca de los recursos naturales no renovables 
para el desarrollo minero. 

Artículo 371.

I.  Las áreas de explotación minera otorgadas por contrato son intransferibles, inembargables e 
intransmisibles por sucesión hereditaria.

II.  El domicilio legal de las empresas mineras se establecerá en la jurisdicción local donde se 
realice la mayor explotación minera.

Artículo 372. 

I.  Pertenecen al patrimonio del pueblo los grupos mineros nacionalizados, sus plantas industriales 
y sus fundiciones, los cuales no podrán ser transferidos o adjudicados en propiedad a empresas 
privadas por ningún título. 

II.  La dirección y administración superiores de la industria minera estarán a cargo de una entidad 
autárquica con las atribuciones que determine la ley.

III.  El Estado deberá participar en la industrialización y comercialización de los recursos 
mineralógicos metálicos y no metálicos, regulado mediante la ley.

IV.  Las nuevas empresas autárquicas creadas por el Estado establecerán su domicilio legal en los 
departamentos de mayor producción minera, Potosí y Oruro. 
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CAPÍTULO QUINTO

RECURSOS HÍDRICOS
Artículo 373. 

I.  El agua constituye un derecho fundamentalísimo para la vida, en el marco de la soberanía del 
pueblo. El Estado promoverá el uso y acceso al agua sobre la base de principios de solidaridad, 
complementariedad, reciprocidad, equidad, diversidad y sustentabilidad.

II.  Los recursos hídricos en todos sus estados, superfi ciales y subterráneos, constituyen recursos 
fi nitos, vulnerables, estratégicos y cumplen una función social, cultural y ambiental. Estos recursos 
no podrán ser objeto de apropiaciones privadas y tanto ellos como sus servicios no serán 
concesionados y están sujetos a un régimen de licencias, registros y autorizaciones conforme a Ley.

Artículo 374. 

I.  El Estado protegerá y garantizará el uso prioritario del agua para la vida. Es deber del Estado 
gestionar, regular, proteger y planifi car el uso adecuado y sustentable de los recursos hídricos, 
con participación social, garantizando el acceso al agua a todos sus habitantes. La ley 
establecerá las condiciones y limitaciones de todos los usos.

II.  El Estado reconocerá, respetará y protegerá los usos y costumbres de las comunidades, de sus 
autoridades locales y de las organizaciones indígena originaria campesinas sobre el derecho, 
el manejo y la gestión sustentable del agua.

III.  Las aguas fósiles, glaciales, humedales, subterráneas, minerales, medicinales y otras son 
prioritarias para el Estado, que deberá garantizar su conservación, protección, preservación, 
restauración, uso sustentable y gestión integral; son inalienables, inembargables e 
imprescriptibles.

Artículo 375. 

I.  Es deber del Estado desarrollar planes de uso, conservación, manejo y aprovechamiento 
sustentable de las cuencas hidrográfi cas. 

II.  El Estado regulará el manejo y gestión sustentable de los recursos hídricos y de las cuencas para riego, 
seguridad alimentaria y servicios básicos, respetando los usos y costumbres de las comunidades.

III.  Es deber del Estado realizar los estudios para la identifi cación de aguas fósiles y su consiguiente 
protección, manejo y aprovechamiento sustentable.

Artículo 376. Los recursos hídricos de los ríos, lagos y lagunas que conforman las cuencas hidrográfi cas, 
por su potencialidad, por la variedad de recursos naturales que contienen y por ser parte fundamental de 
los ecosistemas, se consideran recursos estratégicos para el desarrollo y la soberanía boliviana. El Estado 
evitará acciones en las nacientes y zonas intermedias de los ríos que ocasionen daños a los ecosistemas o 
disminuyan los caudales, preservará el estado natural y velará por el desarrollo y bienestar de la población.

Artículo 377. 

I.  Todo tratado internacional que suscriba el Estado sobre los recursos hídricos garantizará la 
soberanía del país y priorizará el interés del Estado. 

II.  El Estado resguardará de forma permanente las aguas fronterizas y transfronterizas, para la 
conservación de la riqueza hídrica que contribuirá a la integración de los pueblos.
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CAPÍTULO SEXTO

ENERGÍA
Artículo 378. 

I.  Las diferentes formas de energía y sus fuentes constituyen un recurso estratégico, su acceso 
es un derecho fundamental y esencial para el desarrollo integral y social del país, y se regirá por 
los principios de efi ciencia, continuidad, adaptabilidad y preservación del medio ambiente.

II.  Es facultad privativa del Estado el desarrollo de la cadena productiva energética en las etapas 
de generación, transporte y distribución, a través de empresas públicas, mixtas, instituciones 
sin fi nes de lucro, cooperativas, empresas privadas, y empresas comunitarias y sociales, 
con participación y control social. La cadena productiva energética no podrá estar sujeta 
exclusivamente a intereses privados ni podrá concesionarse. La participación privada será 
regulada por la ley.

Artículo 379. 

I.  El Estado desarrollará y promoverá la investigación y el uso de nuevas formas de producción 
de energías alternativas, compatibles con la conservación del ambiente.

II.  El Estado garantizará la generación de energía para el consumo interno; la exportación de los 
excedentes de energía debe prever las reservas necesarias para el país.

CAPÍTULO SÉPTIMO

BIODIVERSIDAD, COCA, ÁREAS PROTEGIDAS

Y RECURSOS FORESTALES

SECCIÓN I

BIODIVERSIDAD
Artículo 380. 

I.  Los recursos naturales renovables se aprovecharán de manera sustentable, respetando las 
características y el valor natural de cada ecosistema. 

II.  Para garantizar el equilibrio ecológico, los suelos deberán utilizarse conforme con su 
capacidad de uso mayor en el marco del proceso de organización del uso y ocupación del 
espacio, considerando sus características biofísicas, socioeconómicas, culturales y político 
institucionales. La ley regulará su aplicación.

Artículo 381.

I.  Son patrimonio natural las especies nativas de origen animal y vegetal. El Estado establecerá 
las medidas necesarias para su conservación, aprovechamiento y desarrollo.

II.  El Estado protegerá todos los recursos genéticos y microorganismos que se encuentren 
en los ecosistemas del territorio, así como los conocimientos asociados con su uso y 
aprovechamiento. Para su protección se establecerá un sistema de registro que salvaguarde 
su existencia, así como la propiedad intelectual en favor del Estado o de los sujetos sociales 
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locales que la reclamen. Para todos aquellos recursos no registrados, el Estado establecerá los 
procedimientos para su protección mediante la ley. 

Artículo 382. Es facultad y deber del Estado la defensa, recuperación, protección y repatriación del 
material biológico proveniente de los recursos naturales, de los conocimientos ancestrales y otros que 
se originen en el territorio.

Artículo 383. El Estado establecerá medidas de restricción parcial o total, temporal o permanente, sobre 
los usos extractivos de los recursos de la biodiversidad. Las medidas estarán orientadas a las necesidades 
de preservación, conservación, recuperación y restauración de la biodiversidad en riesgo de extinción. Se 
sancionará penalmente la tenencia, manejo y tráfi co ilegal de especies de la biodiversidad. 

SECCIÓN II

COCA
Artículo 384. El Estado protege a la coca originaria y ancestral como patrimonio cultural, recurso natural 
renovable de la biodiversidad de Bolivia, y como factor de cohesión social; en su estado natural no es 
estupefaciente. La revalorización, producción, comercialización e industrialización se regirá mediante la ley.

SECCIÓN III

ÁREAS PROTEGIDAS
Artículo 385. 

I.  Las áreas protegidas constituyen un bien común y forman parte del patrimonio natural y 
cultural del país; cumplen funciones ambientales, culturales, sociales y económicas para el 
desarrollo sustentable. 

II.  Donde exista sobreposición de áreas protegidas y territorios indígena originario campesinos, la 
gestión compartida se realizará con sujeción a las normas y procedimientos propios de las naciones 
y pueblos indígena originaria campesinos, respetando el objeto de creación de estas áreas. 

SECCIÓN IV

RECURSOS FORESTALES
Artículo 386. Los bosques naturales y los suelos forestales son de carácter estratégico para el 
desarrollo del pueblo boliviano. El Estado reconocerá derechos de aprovechamiento forestal a favor 
de comunidades y operadores particulares. Asimismo promoverá las actividades de conservación y 
aprovechamiento sustentable, la generación de valor agregado a sus productos, la rehabilitación y 
reforestación de áreas degradadas. 

Artículo 387. 

I.  El Estado deberá garantizar la conservación de los bosques naturales en las áreas de vocación 
forestal, su aprovechamiento sustentable, la conservación y recuperación de la flora, fauna y 
áreas degradadas.
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II.  La ley regulará la protección y aprovechamiento de las especies forestales de relevancia 
socioeconómica, cultural y ecológica. 

Artículo 388. Las comunidades indígena originario campesinas situadas dentro de áreas forestales 
serán titulares del derecho exclusivo de su aprovechamiento y de su gestión, de acuerdo con la ley.

Artículo 389. 

I.  La conversión de uso de tierras con cobertura boscosa a usos agropecuarios u otros, sólo 
procederá en los espacios legalmente asignados para ello, de acuerdo con las políticas de 
planifi cación y conforme con la ley. 

II.  La ley determinará las servidumbres ecológicas y la zonifi cación de los usos internos, con el fi n 
de garantizar a largo plazo la conservación de los suelos y cuerpos de agua. 

III.  Toda conversión de suelos en áreas no clasifi cadas para tales fi nes constituirá infracción 
punible y generará la obligación de reparar los daños causados.

CAPÍTULO OCTAVO

AMAZONIA
Artículo 390. 

I.  La cuenca amazónica boliviana constituye un espacio estratégico de especial protección para 
el desarrollo integral del país por su elevada sensibilidad ambiental, biodiversidad existente, 
recursos hídricos y por las ecoregiones.

II.  La amazonia boliviana comprende la totalidad del departamento de Pando, la provincia Iturralde 
del departamento de La Paz y las provincias Vaca Díez y Ballivián del departamento del Beni. 
El desarrollo integral de la amazonia boliviana, como espacio territorial selvático de bosques 
húmedos tropicales, de acuerdo a sus específi cas características de riqueza forestal extractiva 
y recolectora, se regirá por ley especial en benefi cio de la región y del país.

Artículo 391. 

I.  El Estado priorizará el desarrollo integral sustentable de la amazonia boliviana, a través de 
una administración integral, participativa, compartida y equitativa de la selva amazónica. La 
administración estará orientada a la generación de empleo y a mejorar los ingresos para sus 
habitantes, en el marco de la protección y sustentabilidad del medio ambiente.

II.  El Estado fomentará el acceso al fi nanciamiento para actividades turísticas, ecoturísticas y 
otras iniciativas de emprendimiento regional.

III.  El Estado en coordinación con las autoridades indígena originario campesinas y los habitantes 
de la amazonia, creará un organismo especial, descentralizado, con sede en la amazonia, para 
promover actividades propias de la región. 

Artículo 392. 

I.  El Estado implementará políticas especiales en benefi cio de las naciones y pueblos indígena 
originario campesinos de la región para generar las condiciones necesarias para la reactivación, 
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incentivo, industrialización, comercialización, protección y conservación de los productos 
extractivos tradicionales. 

II.  Se reconoce el valor histórico cultural y económico de la siringa y del castaño, símbolos de la 
amazonia boliviana, cuya tala será penalizada, salvo en los casos de interés público regulados 
por la ley.

CAPÍTULO NOVENO

TIERRA Y TERRITORIO
Artículo 393. El Estado reconoce, protege y garantiza la propiedad individual y comunitaria o colectiva 
de la tierra, en tanto cumpla una función social o una función económica social, según corresponda. 

Artículo 394. 

I.  La propiedad agraria individual se clasifi ca en pequeña, mediana y empresarial, en función a la 
superfi cie, a la producción y a los criterios de desarrollo. Sus extensiones máximas y mínimas, 
características y formas de conversión serán reguladas por la ley. Se garantizan los derechos 
legalmente adquiridos por propietarios particulares cuyos predios se encuentren ubicados al 
interior de territorios indígena originario campesinos. 

II.  La pequeña propiedad es indivisible, constituye patrimonio familiar inembargable, y no está 
sujeta al pago de impuestos a la propiedad agraria. La indivisibilidad no afecta el derecho a la 
sucesión hereditaria en las condiciones establecidas por ley.

III.  El Estado reconoce, protege y garantiza la propiedad comunitaria o colectiva, que comprende 
el territorio indígena originario campesino, las comunidades interculturales originarias y de 
las comunidades campesinas. La propiedad colectiva se declara indivisible, imprescriptible, 
inembargable, inalienable e irreversible y no está sujeta al pago de impuestos a la propiedad 
agraria. Las comunidades podrán ser tituladas reconociendo la complementariedad entre 
derechos colectivos e individuales respetando la unidad territorial con identidad.

Artículo 395. 

I.  Las tierras fi scales serán dotadas a indígena originario campesinos, comunidades interculturales 
originarias, afrobolivianos y comunidades campesinas que no las posean o las posean insufi cientemente, 
de acuerdo con una política estatal que atienda a las realidades ecológicas y geográfi cas, así como a 
las necesidades poblacionales, sociales, culturales y económicas. La dotación se realizará de acuerdo 
con las políticas de desarrollo rural sustentable y la titularidad de las mujeres al acceso, distribución y 
redistribución de la tierra, sin discriminación por estado civil o unión conyugal. 

II.  Se prohíben las dobles dotaciones y la compraventa, permuta y donación de tierras entregadas 
en dotación.

III.  Por ser contraria al interés colectivo, está prohibida la obtención de renta fundiaria generada 
por el uso especulativo de la tierra.

Artículo 396. 

I.  El Estado regulará el mercado de tierras, evitando la acumulación en superfi cies mayores a 
las reconocidas por la ley, así como su división en superfi cies menores a la establecida para la 
pequeña propiedad.
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II.  Las extranjeras y los extranjeros bajo ningún título podrán adquirir tierras del Estado. 

Artículo 397. 

I.  El trabajo es la fuente fundamental para la adquisición y conservación de la propiedad agraria. 
Las propiedades deberán cumplir con la función social o con la función económica social para 
salvaguardar su derecho, de acuerdo a la naturaleza de la propiedad.

II.  La función social se entenderá como el aprovechamiento sustentable de la tierra por parte de 
pueblos y comunidades indígena originario campesinos, así como el que se realiza en pequeñas 
propiedades, y constituye la fuente de subsistencia y de bienestar y desarrollo sociocultural de 
sus titulares. En el cumplimiento de la función social se reconocen las normas propias de las 
comunidades.

III.  La función económica social debe entenderse como el empleo sustentable de la tierra 
en el desarrollo de actividades productivas, conforme a su capacidad de uso mayor, en 
beneficio de la sociedad, del interés colectivo y de su propietario. La propiedad empresarial 
está sujeta a revisión de acuerdo con la ley, para verificar el cumplimiento de la función 
económica y social.

Artículo 398. Se prohíbe el latifundio y la doble titulación por ser contrarios al interés colectivo y al 
desarrollo del país. Se entiende por latifundio la tenencia improductiva de la tierra; la tierra que no 
cumpla la función económica social; la explotación de la tierra que aplica un sistema de servidumbre, 
semiesclavitud o esclavitud en la relación laboral o la propiedad que sobrepasa la superfi cie máxima 
zonifi cada establecida en la ley. La superfi cie máxima en ningún caso podrá exceder de cinco mil 
hectáreas.

Artículo 399.

I.  Los nuevos límites de la propiedad agraria zonifi cada se aplicarán a predios que se 
hayan adquirido con posterioridad a la vigencia de esta Constitución. A los efectos de la 
irretroactividad de la Ley, se reconocen y respetan los derechos de posesión y propiedad 
agraria de acuerdo a Ley.

II.  Las superfi cies excedentes que cumplan la Función Económico Social serán expropiadas. La 
doble titulación prevista en el Artículo anterior se refi ere a las dobles dotaciones tramitadas 
ante el ex - Consejo Nacional de Reforma Agraria, CNRA. La prohibición de la doble dotación 
no se aplica a derechos de terceros legalmente adquiridos. 

Artículo 400. Por afectar a su aprovechamiento sustentable y por ser contrario al interés colectivo, se 
prohíbe la división de las propiedades en superfi cies menores a la superfi cie máxima de la pequeña 
propiedad reconocida por la ley que, para su establecimiento, tendrá en cuenta las características de 
las zonas geográfi cas. El Estado establecerá mecanismos legales para evitar el fraccionamiento de la 
pequeña propiedad. 

Artículo 401. 

I.  El incumplimiento de la función económica social o la tenencia latifundista de la tierra, serán 
causales de reversión y la tierra pasará a dominio y propiedad del pueblo boliviano. 

II.  La expropiación de la tierra procederá por causa de necesidad y utilidad pública, y previo pago 
de una indemnización justa.

Artículo 402. El Estado tiene la obligación de:
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1.  Fomentar planes de asentamientos humanos para alcanzar una racional distribución 
demográfi ca y un mejor aprovechamiento de la tierra y los recursos naturales, otorgando 
a los nuevos asentados facilidades de acceso a la educación, salud, seguridad alimentaría 
y producción, en el marco del Ordenamiento Territorial del Estado y la conservación del 
medio ambiente.

2.  Promover políticas dirigidas a eliminar todas las formas de discriminación contra las 
mujeres en el acceso, tenencia y herencia de la tierra.

Artículo 403.

I.  Se reconoce la integralidad del territorio indígena originario campesino, que incluye 
el derecho a la tierra, al uso y aprovechamiento exclusivo de los recursos naturales 
renovables en las condiciones determinadas por la ley; a la consulta previa e informada 
y a la participación en los beneficios por la explotación de los recursos naturales no 
renovables que se encuentran en sus territorios; la facultad de aplicar sus normas 
propias, administrados por sus estructuras de representación y la definición de su 
desarrollo de acuerdo a sus criterios culturales y principios de convivencia armónica con 
la naturaleza. Los territorios indígena originario campesinos podrán estar compuestos 
por comunidades.

II.  El territorio indígena originario campesino comprende áreas de producción, áreas de 
aprovechamiento y conservación de los recursos naturales y espacios de reproducción social, 
espiritual y cultural. La ley establecerá el procedimiento para el reconocimiento de estos 
derechos.

Artículo 404. El Servicio Boliviano de Reforma Agraria, cuya máxima autoridad es el Presidente del 
Estado, es la entidad responsable de planifi car, ejecutar y consolidar el proceso de reforma agraria y 
tiene jurisdicción en todo el territorio del país.

TÍTULO III

DESARROLLO RURAL INTEGRAL SUSTENTABLE
Artículo 405. El desarrollo rural integral sustentable es parte fundamental de las políticas económicas 
del Estado, que priorizará sus acciones para el fomento de todos los emprendimientos económicos 
comunitarios y del conjunto de los actores rurales, con énfasis en la seguridad y en la soberanía 
alimentaria, a través de:

1. El incremento sostenido y sustentable de la productividad agrícola, pecuaria, manufacturera, 
agroindustrial y turística, así como su capacidad de competencia comercial.

2.  La articulación y complementariedad interna de las estructuras de producción 
agropecuarias y agroindustriales.

3.  El logro de mejores condiciones de intercambio económico del sector productivo rural en 
relación con el resto de la economía boliviana. 

4.  La signifi cación y el respeto de las comunidades indígena originario campesinas en todas 
las dimensiones de su vida.
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5.  El fortalecimiento de la economía de los pequeños productores agropecuarios y de la 
economía familiar y comunitaria.

Artículo 406. 

I.  El Estado garantizará el desarrollo rural integral sustentable por medio de políticas, planes, 
programas y proyectos integrales de fomento a la producción agropecuaria, artesanal, 
forestal y al turismo, con el objetivo de obtener el mejor aprovechamiento, transformación, 
industrialización y comercialización de los recursos naturales renovables. 

II.  El Estado promoverá y fortalecerá las organizaciones económicas productivas rurales, entre 
ellas a los artesanos, las cooperativas, las asociaciones de productores agropecuarios y 
manufactureros, y las micro, pequeñas y medianas empresas comunitarias agropecuarias, 
que contribuyan al desarrollo económico social del país, de acuerdo a su identidad cultural y 
productiva.

Artículo 407. Son objetivos de la política de desarrollo rural integral del Estado, en coordinación con 
las entidades territoriales autónomas y descentralizadas:

1.  Garantizar la soberanía y seguridad alimentaria, priorizando la producción y el consumo 
de alimentos de origen agropecuario producidos en el territorio boliviano. 

2.  Establecer mecanismos de protección a la producción agropecuaria boliviana.

3.  Promover la producción y comercialización de productos agro ecológicos.

4.  Proteger la producción agropecuaria y agroindustrial ante desastres naturales e 
inclemencias climáticas, geológicas y siniestros. La ley preverá la creación del seguro 
agrario.

5.  Implementar y desarrollar la educación técnica productiva y ecológica en todos sus niveles 
y modalidades.

6.  Establecer políticas y proyectos de manera sustentable, procurando la conservación y 
recuperación de suelos.

7.  Promover sistemas de riego, con el fi n de garantizar la producción agropecuaria.

8.  Garantizar la asistencia técnica y establecer mecanismos de innovación y transferencia 
tecnológica en toda la cadena productiva agropecuaria. 

9.  Establecer la creación del banco de semillas y centros de investigación genética.

10.  Establecer políticas de fomento y apoyo a sectores productivos agropecuarios con 
debilidad estructural natural.

11.  Controlar la salida y entrada al país de recursos biológicos y genéticos.

12.  Establecer políticas y programas para garantizar la sanidad agropecuaria y la inocuidad 
alimentaria.

13.  Proveer infraestructura productiva, manufactura e industrial y servicios básicos para el 
sector agropecuario.
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Artículo 408. El Estado determinará estímulos en benefi cio de los pequeños y medianos productores 
con el objetivo de compensar las desventajas del intercambio inequitativo entre los productos agrícolas 
y pecuarios con el resto de la economía.

Artículo 409. La producción, importación y comercialización de transgénicos será regulada por Ley.

QUINTA PARTE

JERARQUÍA NORMATIVA Y REFORMA DE LA CONSTITUCIÓN

TÍTULO ÚNICO

PRIMACÍA Y REFORMA DE LA CONSTITUCIÓN
Artículo 410. 

I.  Todas las personas, naturales y jurídicas, así como los órganos públicos, funciones públicas e 
instituciones, se encuentran sometidos a la presente Constitución.

II.  La Constitución es la norma suprema del ordenamiento jurídico boliviano y goza de 
primacía frente a cualquier otra disposición normativa. El bloque de constitucionalidad 
está integrado por los Tratados y Convenios internacionales en materia de Derechos 
Humanos y las normas de Derecho Comunitario, ratificados por el país. La aplicación de 
las normas jurídicas se regirá por la siguiente jerarquía, de acuerdo a las competencias de 
las entidades territoriales:

1.  Constitución Política del Estado.

2.  Los tratados internacionales 

3.  Las leyes nacionales, los estatutos autonómicos, las cartas orgánicas y el resto de 
legislación departamental, municipal e indígena 

4.  Los decretos, reglamentos y demás resoluciones emanadas de los órganos ejecutivos 
correspondientes.

Artículo 411. 

I.  La reforma total de la Constitución, o aquella que afecte a sus bases fundamentales, a los 
derechos, deberes y garantías, o a la primacía y reforma de la Constitución, tendrá lugar 
a través de una Asamblea Constituyente originaria plenipotenciaria, activada por voluntad 
popular mediante referendo. La convocatoria del referendo se realizará por iniciativa 
ciudadana, con la fi rma de al menos el veinte por ciento del electorado; por mayoría absoluta 
de los miembros de la Asamblea Legislativa Plurinacional; o por la Presidenta o el Presidente 
del Estado. La Asamblea Constituyente se autorregulará a todos los efectos, debiendo 
aprobar el texto constitucional por dos tercios del total de sus miembros presentes. La 
vigencia de la reforma necesitará referendo constitucional aprobatorio.

II.  La reforma parcial de la Constitución podrá iniciarse por iniciativa popular, con la fi rma de al 
menos el veinte por ciento del electorado; o por la Asamblea Legislativa Plurinacional, mediante 
ley de reforma constitucional aprobada por dos tercios del total de los miembros presentes 
de la Asamblea Legislativa Plurinacional. Cualquier reforma parcial necesitará referendo 
constitucional aprobatorio.
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DISPOSICIONES TRANSITORIAS
Primera. 

I.  El Congreso de la República en el plazo de 60 días desde la promulgación de la presente 
Constitución, sancionará un nuevo régimen electoral para la elección de la Asamblea Legislativa 
Plurinacional, Presidente y Vicepresidente de la República; la elección tendrá lugar el día 6 de 
diciembre de 2009. 

II.  Los mandatos anteriores a la vigencia de esta Constitución serán tomados en cuenta a los 
efectos del cómputo de los nuevos periodos de funciones.

III.  Las elecciones de autoridades departamentales y municipales se realizarán el 4 de abril de 2010. 

IV.  Excepcionalmente se prorroga el mandato de Alcaldes, Concejales Municipales y Prefectos 
de Departamento hasta la posesión de las nuevas autoridades electas de conformidad con el 
párrafo anterior. 

Segunda. La Asamblea Legislativa Plurinacional sancionará, en el plazo máximo de ciento ochenta 
días a partir de su instalación, la Ley del Órgano Electoral Plurinacional, la Ley del Régimen Electoral, la 
Ley del Órgano Judicial, la Ley del Tribunal Constitucional Plurinacional y la Ley Marco de Autonomías 
y Descentralización.

Tercera.

I.  Los departamentos que optaron por las autonomías departamentales en el referendo del 2 de 
julio de 2006, accederán directamente al régimen de autonomías departamentales, de acuerdo 
con la Constitución.

II.  Los departamentos que optaron por la autonomía departamental en el referéndum del 2 de 
julio de 2006, deberán adecuar sus estatutos a esta Constitución y sujetarlos a control de 
constitucionalidad.

Cuarta. La elección de las autoridades de los órganos comprendidos en la disposición segunda, se 
realizarán de conformidad al calendario electoral establecido por el Órgano Electoral Plurinacional.

Quinta. Durante el primer mandato de la Asamblea Legislativa Plurinacional se aprobarán las leyes 
necesarias para el desarrollo de las disposiciones constitucionales.

Sexta. En el plazo máximo de un año después de que entre en vigencia la Ley del Órgano Judicial, y de 
acuerdo con ésta, se procederá a la revisión del escalafón judicial.

Séptima. A efectos de la aplicación del parágrafo I del Artículo 293 de esta Constitución, el territorio 
indígena tendrá como base de su delimitación a las Tierras Comunitarias de Origen. En el plazo de un 
año desde la elección del Órgano Ejecutivo y Legislativo, la categoría de Tierra Comunitaria de Origen 
se sujetará a un trámite administrativo de conversión a Territorio Indígena Originario Campesino, en el 
marco establecido en esta Constitución. 

Octava.

I.  En el plazo de un año desde la elección del Órgano Ejecutivo y del Órgano Legislativo, las 
concesiones sobre recursos naturales, electricidad, telecomunicaciones y servicios básicos 
deberán adecuarse al nuevo ordenamiento jurídico. La migración de las concesiones a un 
nuevo régimen jurídico en ningún caso supondrá desconocimiento de derechos adquiridos.
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II.  En el mismo plazo, se dejarán sin efecto las concesiones mineras de minerales metálicos y 
no metálicos, evaporíticos, salares, azufreras y otros, concedidas en las reservas fi scales del 
territorio boliviano.

III.  Las concesiones mineras otorgadas a las empresas nacionales y extranjeras con anterioridad 
a la promulgación de la presente Constitución, en el plazo de un año, deberán adecuarse a ésta, 
a través de los contratos mineros.

IV.  El Estado reconoce y respeta los derechos pre-constituidos de las sociedades cooperativas 
mineras, por su carácter productivo social.

V.  Las concesiones de minerales radioactivos otorgadas con anterioridad a la promulgación de la 
Constitución quedan resueltas, y se revierten a favor del Estado.

Novena. Los tratados internacionales anteriores a la Constitución y que no la contradigan se mantendrán 
en el ordenamiento jurídico interno, con rango de ley. En el plazo de cuatro años desde la elección del 
nuevo Órgano Ejecutivo, éste denunciará y, en su caso, renegociará los tratados internacionales que 
sean contrarios a la Constitución.

Décima. El requisito de hablar al menos dos idiomas ofi ciales para el desempeño de funciones públicas  
determinado en el Artículo 234.7 será de aplicación progresiva de acuerdo a Ley.

DISPOSICIÓN ABROGATORIA
Disposición abrogatoria. Queda abrogada la Constitución Política del Estado de 1967 y sus reformas 
posteriores. 

 

DISPOSICIÓN FINAL
Esta Constitución, aprobada en referendo por el pueblo boliviano entrará en vigencia el día de su 
publicación en la Gaceta Ofi cial.

Remítase al Poder Ejecutivo, para fi nes constitucionales.

Por tanto, la promulgo para que se tenga y cumpla como Ley fundamental del nuevo Estado Unitario 
Social de Derecho Plurinacional Comunitario, descentralizado y con autonomías.

Ciudad de El Alto de La Paz, a los siete días del mes de febrero de dos mil nueve años.

FDO. EVO MORALES AYMA

PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DE LA REPUBLICA
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CÓDIGO PENAL
DECRETO LEY Nº 10426 DE 23 DE AGOSTO DE 1972

ELEVADO A RANGO DE LEY Y MODIFICADO POR LA LEY Nº 1768 DE 10 DE MARZO DE 
1997

LIBRO PRIMERO

PARTE GENERAL

TÍTULO I

LA LEY PENAL

CAPÍTULO ÚNICO

REGLAS PARA SU APLICACIÓN
Artículo 1.- (En cuanto al espacio).- Este Código se aplicará:

1. A los delitos cometidos en el territorio de Bolivia o en los lugares sometidos a su 
jurisdicción.

2. A los delitos cometidos en el extranjero, cuyos resultados se hayan producido o debían 
producirse en el territorio de Bolivia o en los lugares sometidos a su jurisdicción.

3. A los delitos cometidos en el extranjero por un boliviano, siempre que éste se encuentre 
en territorio nacional y no haya sido sancionado en el lugar en que delinquió.

4. A los delitos cometidos en el extranjero contra la seguridad del Estado, la fe pública 
y la economía nacional. Esta disposición será extensiva a los extranjeros, si fueren 
habidos por extradición o se hallen dentro del territorio de la República.

5. A los delitos cometidos en naves, aeronaves u otros medios de transporte bolivianos 
en país extranjero, cuando no sean juzgados en éste.

6. A los delitos cometidos en el extranjero por funcionarios al servicio de la Nación, en 
el desempeño de su cargo o comisión.

7. A los delitos que por tratado o convención de la República se haya obligado a reprimir, 
aún cuando no fueren cometidos en su territorio.

Artículo 2.- (Sentencia Extranjera). En los casos previstos en el Artículo anterior, cuando el 
agente sea juzgado en Bolivia, habiendo sido ya sentenciado en el extranjero, se computará la 
parte de pena cumplida en aquél si fuere de la misma especie y si fuere de diferente, el juez 
disminuirá en todo caso la que se imponga al autor.

Artículo 3.- (Extradición). Ninguna persona sometida a la jurisdicción de las leyes bolivianas 
podrá ser entregada por extradición a otro Estado, salvo que un tratado internacional o convenio 
de reciprocidad disponga lo contrario.

La procedencia o improcedencia de la extradición será resuelta por la Corte Suprema.
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En caso de reciprocidad, la extradición no podrá efectuarse si el hecho por el que se reclama 
no constituye un delito conforme a la ley del Estado que pide la extradición y del que la debe 
conceder.

Artículo 4.- (En cuanto al tiempo).- Nadie podrá ser condenado o sometido a medida de 
seguridad por un hecho que no esté expresamente previsto como delito por ley penal vigente al 
tiempo en que se cometió, ni sujeto a penas o medidas de seguridad penales que no se hallen 
establecidas en ella.

Si la ley vigente en el momento de cometerse el delito fuere distinta de la que exista al dictarse el 
fallo o de la vigente en el tiempo intermedio, se aplicará siempre la más favorable.

Si durante el cumplimiento de la condena se dictare una ley más benigna, será ésta la que se 
aplique.

No obstante lo dispuesto en los párrafos anteriores, las leyes dictadas para regir sólo durante un 
tiempo determinado se aplicarán a todos los hechos cometidos durante su vigencia.

Artículo 5. (En Cuanto a las Personas). La Ley penal no reconoce ningún fuero ni privilegio 
personal, pero sus disposiciones se aplicarán a las personas que en el momento del hecho fueren 
mayores de catorce (14) años. La responsabilidad penal de adolescentes de catorce (14) años y 
menores de dieciocho (18) años, estará sujeta al régimen especial establecido por el Código Niña, 
Niño y Adolescente”.
(Es modifi cado por disposición adicional segunda de la Ley 548 de 17 de julio Codigo Niña, 
Niño y Adolescente)

Artículo 6.- (Colisión de leyes). Si la misma materia fuere prevista por una ley o disposición 
especial y por una ley o disposición de carácter general, prevalecerá la primera en cuanto no 
dispusiere lo contrario.

Artículo 7.- (Norma supletoria).- Las disposiciones generales de este Código se aplicarán a 
todos los delitos previstos por leyes especiales, en cuanto éstas expresamente no establezcan lo 
contrario.
Modifi cado por la Ley 1768 de 10 de marzo de 1997
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TÍTULO II

EL DELITO, FUNDAMENTOS DE LA PUNIBILIDAD Y EL DELINCUENTE

CAPÍTULO I

FORMAS DE APARICIÓN DEL DELITO

Artículo 8.- (Tentativa). El que mediante actos idóneos o inequívocos comenzare la 
ejecución del delito y no lo consumare por causas ajenas a su voluntad, será sancionado 
con los dos tercios de la pena establecida para el delito consumado.

Artículo 9.- (Desistimiento y arrepentimiento efi caz). No será sancionado con pena 
alguna:

1. El que desistiere voluntariamente de la comisión del delito.

2. El que de igual modo impidiere o contribuyere a impedir que el resultado se produzca, 
a menos que los actos realizados constituyan delitos por sí mismos.

Artículo 10.- (Delito imposible). Si el resultado no se produjere por no ser idóneos los medios 
empleados o por impropiedad del objeto, el juez sólo podrá imponer medidas de seguridad.

CAPÍTULO II

BASES DE LA PUNIBILIDAD
Artículo 11.- 

I. Está exento de responsabilidad:

1. (Legítima defensa). El que en defensa de cualquier derecho, propio o ajeno, rechaza 
una agresión injusta y actual, siempre que hubiere necesidad racional de la defensa y 
no existiese evidente desproporción del medio empleado.

2. (Ejercicio de un derecho, ofi cio o cargo, cumplimiento de la ley o de un deber). El 
que en el ejercicio legítimo de un derecho, ofi cio o cargo, cumplimiento de la ley o de 
un deber, vulnera un bien jurídico ajeno.

II. El exceso en las situaciones anteriores será sancionado con la pena fi jada para el delito 
culposo. Cuando proviniere de una excitación o turbación justifi cables por las circunstancias 
concomitantes en el momento del hecho, estará exento de pena.

Modifi cado por la Ley 1768 de 10 de marzo de 1997

Artículo 12.- (Estado de Necesidad).- Está exento de responsabilidad el que para evitar una lesión 
a un bien jurídico propio o ajeno, no superable de otra manera, incurra en un tipo penal, cuando 
concurran los siguientes requisitos:

1. Que la lesión causada no sea mayor que la que se trata de evitar, tomando en cuenta, 
principalmente, la equivalencia en la calidad de los bienes jurídicos comprometidos;
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2. Que la lesión que se evita sea inminente o actual, e importante;

3. Que la situación de necesidad no hubiera sido provocada intencionadamente por el 
sujeto; y

4. Que el necesitado no tenga por su ofi cio o cargo, la obligación de afrontar el peligro.
Modifi cado por la Ley 1768 de 10 de marzo de 1997

Artículo 13.- (No hay pena sin culpabilidad).- No se le podrá imponer pena al agente, si 
su actuar no le es reprochable penalmente. La culpabilidad y no el resultado es el límite de 
la pena. 

Si la ley vincula a una especial consecuencia del hecho una pena mayor, ésta sólo se 
aplicará cuando la acción que ocasiona el resultado más grave se hubiera realizado por lo 
menos culposamente.

Artículo 13 Bis.- (Comisión por omisión).- Los delitos que consistan en la producción de 
un resultado sólo se entenderán cometidos por omisión cuando el no haberlos evitado, por 
la infracción de un especial deber jurídico del autor que lo coloca en posición de garante, 
equivalga, según el sentido de la ley, a su causación.
Artículo 13 Ter.- (Responsabilidad penal del órgano y del representante).- El que actúe como 
administrador de hecho o de derecho de una persona jurídica, o en nombre o representación legal o 
voluntaria de otro, responderá personalmente siempre que en la entidad o persona en cuyo nombre 
o representación obre concurran las especiales relaciones, cualidades y circunstancias personales 
que el correspondiente tipo penal requiere para el agente.
Incluido por la Ley 1768 de 10 de marzo de 1997

Artículo 13.- Quater. (Delito doloso y culposo).- Cuando la ley no conmina expresamente con 
pena el delito culposo sólo es punible el delito doloso.
Incluido por la Ley 1768 de 10 de marzo de 1997

Artículo 14.- (Dolo).- Actúa dolosamente el que realiza un hecho previsto en un tipo penal con 
conocimiento y voluntad. Para ello es sufi ciente que el autor considere seriamente posible su 
realización y acepte esta posibilidad.
Modifi cado por la Ley 1768 de 10 de marzo de 1997

Artículo 15.- (Culpa).- Actúa culposamente quien no observa el cuidado a que está obligado 
conforme a las circunstancias y sus condiciones personales y, por ello: 

1. No toma conciencia de que realiza el tipo legal. 

2. Tiene como posible la realización del tipo penal y, no obstante esta previsión, lo realiza 
en la confi anza de que evitará el resultado.
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Artículo 16.- (Error).- 

1)  (Error de tipo).- El error invencible sobre un elemento constitutivo del tipo penal excluye 
la responsabilidad penal por este delito. Si el error, atendidas las circunstancias del 
hecho y las personales del autor, fuera vencible, la infracción será sancionada con la 
pena del delito culposo, cuando la ley lo conmine con pena. 

 El error sobre un hecho que cualifi que la infracción o sobre una circunstancia agravante, 
impedirá la aplicación de la pena agravada. 

 El delito cometido por error vencible sobre las circunstancias que habrían justifi cado 
o exculpado el hecho, será sancionado como delito culposo cuando la ley lo conmine 
con pena. 

2)  (Error de Prohibición).- El error invencible sobre la ilicitud del hecho constitutivo del 
tipo penal excluye la responsabilidad penal. Si el error fuera vencible, la pena podrá 
atenuarse conforme al Artículo 39.

Modifi cado por la Ley 1768 de 10 de marzo de 1997

Artículo 17.- (Inimputabilidad).- Está exento de pena el que en el momento del hecho por 
enfermedad mental o por grave perturbación de la conciencia o por grave insufi ciencia de la 
inteligencia, no pueda comprender la antijuridicidad de su acción o conducirse de acuerdo a esta 
comprensión.

Artículo 18.- (Semi-imputabilidad).- Cuando las circunstancias de las causales señaladas en 
el Artículo anterior no excluyan totalmente la capacidad de comprender la antijuridicidad de su 
acción o conducirse de acuerdo a esta comprensión, sino que la disminuyan notablemente, el juez 
atenuará la pena conforme al Artículo 39 o decretará la medida de seguridad más conveniente.

Artículo 19.- (Actio libera in causa).- El que voluntariamente provoque su incapacidad para 
cometer un delito será sancionado con la pena prevista para el delito doloso; si debía haber previsto 
la realización del tipo penal, será sancionado con la pena del delito culposo.

CAPÍTULO III

PARTICIPACIÓN CRIMINAL
Artículo 20.- (Autores). Son autores quienes realizan el hecho por sí solos, conjuntamente, por 
medio de otro o los que dolosamente prestan una cooperación de tal naturaleza, sin la cual no 
habría podido cometerse el hecho antijurídico doloso.

Es autor mediato el que dolosamente se sirve de otro como instrumento para la realización del 
delito.

Artículo 21.- (Autores Mediatos) (Derogado por Artículo 3 de la Ley No. 1768 de 10 de marzo de 
1997)

Artículo 22.- (Instigador).- Es instigador el que dolosamente determine a otro a la comisión de un 
hecho antijurídico doloso. Será sancionado con la pena prevista para el autor del delito.
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Artículo 23.- (Complicidad).- Es cómplice el que dolosamente facilite o coopere a la ejecución del 
hecho antijurídico doloso, en tal forma que aún sin esa ayuda se habría cometido; y el que en virtud 
de promesas anteriores, preste asistencia o ayuda con posterioridad al hecho. Será sancionado 
con la pena prevista para el delito, atenuada conforme al Artículo 39. 

Artículo 24.- (Incomunicabilidad).- Cada participante será penado conforme a su culpabilidad, sin 
tomar en cuenta la culpabilidad de los otros. 

Las especiales relaciones, cualidades y circunstancias personales que funden, excluyan, aumenten 
o disminuyan la responsabilidad, no se comunican entre ninguno de los participantes. 

Faltando en el instigador o cómplice, especiales relaciones, cualidades y circunstancias personales 
que funden la punibilidad del autor, su pena se disminuirá conforme al Artículo 39.

TÍTULO III

LAS PENAS

CAPÍTULO I

CLASES
Artículo 25.- (La sanción). La sanción comprende las penas y las medidas de seguridad. Tiene 
como fi nes la enmienda y readaptación social del delincuente, así como el cumplimiento de las 
funciones preventivas en general y especial.

Artículo 26.- (Enumeracion). Son Penas principales:

1. Presidio

2. Reclusión

3. Prestación de trabajo

4. Días- multa

Es pena accesoria la inhabilitación especial.

NORMAS GENERALES
Artículo 27.- (Privativas de libertad).- Son penas privativas de libertad:

1) (Presidio).- El presidio se aplicará a los delitos que revistan mayor gravedad y tendrá 
duración de uno (1) a treinta (30) años. En los de concurso el máximo no podrá, en 
ningún caso, exceder de treinta(30) años.

2) (Reclusión).- La reclusión se aplicará a los delitos de menor gravedad y su duración 
será de un (1) mes a ocho (8) años.

3) (Aplicación).- Tratándose de cualquiera de estas sanciones, el juez podrá aplicar una 
u otra en conformidad con el Artículo 37.
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Artículo 28.- (PRESTACIÓN DE TRABAJO).- La pena de prestación de trabajo en benefi cio de 
la comunidad obliga al condenado a prestar su trabajo en actividades de utilidad pública que no 
atenten contra su dignidad y estén de acuerdo a su capacidad. 

La prestación de trabajo no interferirá en la actividad laboral normal del condenado, se cumplirá 
en los establecimientos públicos y en las asociaciones de interés general en los horarios que 
determine el juez. Tendrá una duración máxima de cuarenta y ocho (48) semanas, y semanalmente 
no podrá exceder de dieciséis (16) horas, ni ser inferior a tres (3) horas. 

La prestación de trabajo sólo podrá ejecutarse con consentimiento del condenado. En caso de 
que el condenado no preste su consentimiento, la sanción se convertirá en pena privativa de 
libertad. A este efecto, un día de privación de libertad equivale a dos (2) horas semanales de 
trabajo. Esta sustitución se realizará por una sola vez, y una vez realizada no podrá dejar de 
ejecutarse. 

El juez de vigilancia deberá requerir informes sobre el desempeño del trabajo a la entidad 
empleadora. En caso de que los informes no sean favorables, se convertirá en privación de libertad 
conforme al párrafo anterior.

Artículo 29.- (Días multa).- La multa consiste en el pago a la Caja de Reparaciones, de una 
cantidad de dinero que será fi jada por el juez en días multa, en función a la capacidad económica 
del condenado, sus ingresos diarios, su aptitud para el trabajo y sus cargas familiares, considerados 
al momento de dictarse la sentencia. El mínimo será de un (1) día multa y el máximo de quinientos 
(500). 

Las cuotas que el condenado deba pagar no superarán el máximo embargable de su sueldo, si éste 
fuera su única fuente de recursos. El monto máximo total del día multa no podrá sobrepasar de 
veinticinco (25) salarios mínimos mensuales nacionales. 

Si el condenado no da información sufi ciente sobre sus ingresos, patrimonio u otras bases para el 
cálculo de una cuota diaria, entonces ella podrá evaluarse estimativamente. 

En la resolución se señalará la cantidad de días multa, monto de la cuota diaria y el plazo de pago.

Artículo 30.- (Conversión).- Cuando se imponga conjuntamente la pena de días multa 
y pena privativa de libertad, no procede la conversión de los días multa en privación de 
libertad. En los demás casos, la conversión procederá cuando el condenado solvente no 
pagare la multa. 

Antes de la conversión, el juez podrá autorizar al condenado a amortizar la pena pecuniaria, 
mediante prestación de trabajo. También podrá autorizarlo al pago de la multa por cuotas, 
fi jando el monto y fecha de los pagos, según su condición económica o procurar que 
satisfaga la multa haciéndola efectiva sobre los bienes, sueldos u otras entradas del 
condenado.

El pago de la multa en cualquier momento, deja sin efecto la conversión, descontándose 
el tiempo de reclusión que hubiere cumplido el condenado, en la proporción establecida. 

A los efectos de la conversión y amortización, un (1) día de reclusión equivale a tres (3) días 
multa y un día de trabajo de cuatro (4) horas equivale a un (1) día multa. 
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Artículo 31.- (Aplicación extensiva).- La pena de días multa establecida en leyes penales 
especiales vigentes, se aplicará conforme a lo dispuesto en los Artículos anteriores.
Artículo 32.- (Conversión de la Multa en Reclusión)
(Derogado por el art. 3 de la Ley 1768, de 10 de marzo de 1997)

Artículo 33.- (Inhabilitación). 
(Derogado por el art. 3 de la Ley 1768, de 10 de marzo de 1997)

Artículo 34.- (Inhabilitación especial).- La inhabilitación especial consiste en:
1)  La pérdida del mandato, cargo, empleo o comisión públicos. 

2)  La incapacidad para obtener mandatos, cargos, empleos o comisiones públicas, por 
elección popular o nombramiento. 

3)  La prohibición de ejercer una profesión o actividad cuyo ejercicio dependa de 
autorización o licencia del poder público.

Artículo 35.- (Aplicabilidad de la inhabilitación absoluta).
(Derogado por el art. 3 de la Ley 1768, de 10 de marzo de 1997)

Artículo 36.- (Aplicación de la inhabilitación especial).- Se impondrá inhabilitación especial de 
seis (6) meses a diez (10) años, después del cumplimiento de la pena principal, cuando el delito 
cometido importe violación o menosprecio de los derechos y deberes correspondientes al mandato, 
cargo, empleo o comisión, incompetencia o abuso de las profesiones o actividades a que hace 
referencia el Artículo 34 y se trate de delitos cometidos: 

1. Por funcionarios públicos, mandatarios, comisionados, en el ejercicio de sus funciones; 

2. Por médicos, abogados, ingenieros, auditores fi nancieros y otros profesionales en el 
ejercicio de sus profesiones; o, 

3. Por los que desempeñen actividad industrial, comercial o de otra índole. 

En los casos anteriores, la inhabilitación especial es inherente al tiempo de cumplimiento de la 
pena privativa de libertad. 

El mínimo de la pena de inhabilitación especial será de cinco (5) años, en los siguientes casos: 

1)  Si la muerte de una o varias personas se produce como consecuencia de una grave 
violación culpable del deber de cuidado. 

2)  Si el delito fuere cometido por un funcionario público en el ejercicio de sus funciones.

CAPÍTULO II

APLICACIÓN DE LAS PENAS
Artículo 37.- (Fijación de la pena). Compete al Juez, atendiendo la personalidad del autor, la 
mayor o menor gravedad del hecho, las circunstancias y las consecuencias del delito:
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1) Tomar conocimiento directo del sujeto, de la víctima y de las circunstancias del hecho, 
en la medida requerida para cada caso.

2) Determinar la pena aplicada a cada delito, dentro de los límites legales.

Artículo 38.- (Circunstancias).-

1) Para apreciar la personalidad del autor, se tomará principalmente en cuenta:

a) La edad, la educación, las costumbres y la conducta precedente y posterior del 
sujeto, los móviles que lo impulsaron a delinquir y su situación económica y 
social;

b) Las condiciones especiales en que se encontraba en el momento de la 
ejecución del delito y los demás antecedentes y condiciones personales, así 
como sus vínculos de parentesco, de amistad o nacidos de otras relaciones, 
la calidad de las personas ofendidas y otras circunstancias de índole 
subjetiva.

Se tendrá en cuenta asimismo: la premeditación, el motivo bajo antisocial, la alevosía y el 
ensañamiento.

2) Para apreciar la gravedad del hecho, se tendrá en cuenta: la naturaleza de la acción, de 
los medios empleados, la extensión del daño causado y del peligro corrido. 

Artículo 39.- (Atenuantes especiales).- En los casos en que este Código disponga expresamente 
una atenuación especial, se procederá de la siguiente manera:

1)  La pena de presidio de treinta (30) años se reducirá a quince (15). 

2)  Cuando el delito sea conminado con pena de presidio con un mínimo superior a un (1) 
año, la pena impuesta podrá atenuarse hasta el mínimo legal de la escala penal del 
presidio. 

3)  Cuando el delito sea conminado con pena de presidio cuyo mínimo sea de un (1) año 
o pena de reclusión con un mínimo superior a un (1) mes, la pena impuesta podrá 
atenuarse hasta el mínimo legal de la escala penal de la reclusión.

Artículo 40.- (Atenuantes generales).- Podrá también atenuarse la pena:

1) Cuando el autor ha obrado por un motivo honorable, o impulsado por la miseria, o bajo 
la influencia de padecimientos morales graves e injustos, o bajo la impresión de una 
amenaza grave, o por el ascendiente de una persona a la que deba obediencia o de la 
cual dependa.

2) Cuando se ha distinguido en la vida anterior por un comportamiento particularmente 
meritorio.

3) Cuando ha demostrado su arrepentimiento mediante actos, y especialmente reparando 
los daños, en la medida en que ha sido posible.

4) Cuando el agente sea un indígena carente de instrucción y se pueda comprobar su 
ignorancia de la ley.
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Artículo 40 Bis.- (Agravante General). Se elevarán en un tercio el mínimo y en un medio el 
máximo, las penas de todo delito tipifi cado en la Parte Especial de este Código y otras leyes 
penales complementarias, cuando hayan sido cometidos por motivos racistas y/o discriminatorios 
descritos en los Artículos 281 quinquies y 281 sexies de este mismo Código. En ningún caso la 
pena podrá exceder el máximo establecido por la Constitución Política del Estado.
(Incorporado conforme lo dispone el art. 21 de la Ley No. 045 de 08 de Octubre de 2010, Contra 
el Racismo y toda forma de Discriminación) 

Artículo 41.- (Reincidencia). Hay reincidencia, siempre que el condenado en Bolivia o el extranjero 
por sentencia ejecutoriada, cometa un nuevo delito, si no ha transcurrido desde el cumplimiento de 
la condena un plazo de cinco (5) años.

Artículo 42.-(Delincuente Habitual y Profesional)
(Derogado por el art. 3 de la Ley 1768, de 10 de marzo de 1997)

Artículo 43.- (Sanciones para los casos anteriores).- Al reincidente, además de las penas que 
le correspondan por los delitos cometidos, el juez le impondrá las medidas de seguridad más 
convenientes.

Artículo 44.- (Concurso ideal).- El que con una sola acción u omisión violare diversas disposiciones 
legales que no se excluyan entre sí, será sancionado con la pena del delito más grave, pudiendo el 
juez aumentar el máximo hasta en una cuarta parte.

Artículo 45.- (Concurso real).- El que con designios independientes, con una o más acciones u 
omisiones, cometiere dos (2) o más delitos, será sancionado con la pena más grave, pudiendo el 
juez aumentar el máximo hasta la mitad.

Artículo 46.- (Sentencia única).- En todos los casos de pluralidad de delitos, corresponde al juez 
que conozca el caso más grave, dictar la sentencia única, determinando la pena defi nitiva para la 
totalidad de los mismos, con sujeción a las reglas del Código de Procedimiento Penal.

CAPÍTULO III

CUMPLIMIENTO Y EJECUCIÓN DE LAS PENAS
Artículo 47.- (Régimen penitenciario).- Las penas se ejecutarán en la forma establecida por el 
presente Código, el Código de Procedimiento Penal y la Ley especial para la aplicación del régimen 
penitenciario. 
(Vigente por mandato de la Disposición Final Séptima del Código de Procedimiento Penal, 
aprobado por Ley No. 1970 de 25 de marzo de 1999)

Artículo 48.- (Pena de presidio).- La pena de presidio se cumplirá en una penitenciaría organizada 
de acuerdo a los principios del sistema progresivo, en el cual el trabajo obligatorio remunerado y la 
asistencia educativa constituyan medios de readaptación social.

Artículo 49.- (Transferencia a Colonia Penal)
(Derogado por la Disposición Final Cuarta de la Ley Nº 2298 de 20 de diciembre de 2001, de 
Ejecución de Penas y Supervisión)
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Artículo 50.- (Pena de Reclusión)
(Derogado por la Disposición Final Cuarta de la Ley 2298 de 20 de diciembre de 2001, de 
Ejecución de Penas y Supervisión)

Artículo 51.- (Colonias Penales)
(Derogado por la Disposición Final Cuarta de la Ley 2298 de 20 de diciembre de 2001, de 
Ejecución de Penas y Supervisión)

Artículo 52.- (Retorno a la Penitenciaria)
(Derogado por la Disposición Final Cuarta de la Ley 2298 de 20 de diciembre de 2001, Ejecución 
de Penas y Supervisión)

Artículo 53.- (Establecimientos especiales para mujeres).- Las penas de privación de libertad 
impuestas a mujeres, se cumplirán en establecimientos especiales o bien en otras dependencias 
de las penitenciarías, pero siempre separadas de los varones.

Artículo 54.- (Ofi cio o instrucción). Los condenados que no tuvieren ofi cio conocido, deberán 
aprender uno. Los analfabetos recibirán la educación fundamental correspondiente.

Artículo 55.- (Prestación de Trabajo)
(Derogado por el Artículo 3 de la Ley 1768 de 10 de marzo de 1997)

Artículo 56.- (Trabajo de mujeres, menores de edad y enfermos).- Las mujeres, los menores de 
veintiún años y los enfermos, no podrán ser destinados sino a trabajos dentro del establecimiento 
y de acuerdo a su capacidad.
 (Por mandato de la Sentencia Constitucional Plurinacional 0206/2014 de 5 de febrero de 2014 
se declara la Inconstitucional)

Artículo 57.- (Ejecución Diferida)
(Derogado por la Disposición Final Sexta del Código de Procedimiento Penal, aprobado por Ley 
1970 de 25 de marzo de 1999)

Artículo 58.- (Detención domiciliaria).- Cuando la pena no excediera de dos (2) años, podrán 
ser detenidas en sus propias casas las mujeres y las personas mayores de sesenta (60) años o 
valetudinarias.
(Modifi cado por la Disposición Final Quinta de la Ley No. 2298, de 20 de diciembre de 2001, de 
Ejecución de Penas y Supervisión)

CAPÍTULO IV

SUSPENSIÓN CONDICIONAL DE LA PENA Y PERDÓN JUDICIAL
Artículo  59.- (Suspención Condicional de la Pena)
 (Derogado por la Disposiciones Final, Sexta del Código Procedimiento Penal, aprobado por Ley 
No. 1970, de 25 de marzo de 1999).
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Artículo 60.- (Delitos Culposos)
(Derogado por la Disposiciones Final, Sexta del Código Procedimiento Penal, aprobado por Ley 
No. 1970, de 25 de marzo de 1999).

Artículo 61. (Periodo de Prueba)
(Derogado por la Disposiciones Final, Sexta del Código Procedimiento Penal, aprobado por Ley 
No. 1970, de 25 de marzo de 1999).

Artículo 62.- (Revocatoria)
(Derogado por la Disposiciones Final, Sexta del Código Procedimiento Penal, aprobado por Ley 
No. 1970, de 25 de marzo de 1999).

Artículo 63.- (Extinción de la Pena)
(Derogado por la Disposiciones Final, Sexta del Código Procedimiento Penal, aprobado por Ley 
No. 1970, de 25 de marzo de 1999).

Artículo 64.- (Perdón Judicial)
(Derogado por la Disposiciones Final, Sexta del Código Procedimiento Penal, aprobado por Ley 
No. 1970, de 25 de marzo de 1999).

Artículo 65.- (Responsabilidad Civil)
(Derogado por la Disposiciones Final, Sexta del Código Procedimiento Penal, aprobado por Ley 
No. 1970, de 25 de marzo de 1999).

CAPÍTULO V

LIBERTAD CONDICIONAL

Artículo 66.- (Libertad Condicional)
(Derogado por la Disposiciones Final, Sexta del Código Procedimiento Penal, aprobado por Ley 
No. 1970, de 25 de marzo de 1999).

Artículo 67.- (Condiciones)
(Derogado por la Disposiciones Final, Sexta del Código Procedimiento Penal, aprobado por Ley 
No. 1970, de 25 de marzo de 1999).

Artículo 68.- (Revocatoria)
(Derogado por la Disposiciones Final, Sexta del Código Procedimiento Penal, aprobado por Ley 
No. 1970, de 25 de marzo de 1999).

Artículo 69.- (Efectos)
(Derogado por la Disposiciones Final, Sexta del Código Procedimiento Penal, aprobado por Ley 
No. 1970, de 25 de marzo de 1999).
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CAPÍTULO VI

DISPOSICIONES COMUNES
Artículo 70.- (“Nulla poena sine juditio”). Nadie será condenado a sanción alguna, sin haber sido 
oído y juzgado conforme al Código de Procedimiento Penal.

No podrá ejecutarse ninguna sanción sino en virtud de sentencia emanada de autoridad judicial 
competente y en cumplimiento de una ley, ni ejecutarse de distinta manera que la establecida en 
aquella. 

Artículo 71.- (Decomiso). La comisión de un delito lleva aparejada la pérdida de los instrumentos 
con que se hubiere ejecutado y de los efectos que de él provinieren, los cuales serán decomisados, 
a menos que pertenecieran a un tercero no responsable, quien podrá recobrarlos.

Los instrumentos decomisados podrán ser vendidos en pública subasta si fueren de lícito 
comercio, para cubrir la responsabilidad civil en casos de insolvencia; si no lo fueren, se destruirán 
o inutilizarán.

También podrán pasar eventualmente a propiedad del Estado.

Artículo 71 Bis.- (Decomiso de recursos y bienes).- En los casos de legitimación de ganancias 
ilícitas provenientes de los delitos señalados en el Artículo 185 Bis, se dispondrá el decomiso: 

1)  De los recursos y bienes provenientes directa o indirectamente de la legitimación de 
ganancias ilícitas adquiridos desde la fecha del más antiguo de los actos que hubiere 
justifi cado su condena; y, 

2)  De los recursos y bienes procedentes directa o indirectamente del delito, incluyendo 
los ingresos y otras ventajas que se hubieren obtenido de ellos, y no pertenecientes 
al condenado, a menos que su propietario demuestre que los ha adquirido pagando 
efectivamente su justo precio o a cambio de prestaciones correspondientes a su valor; 
en el caso de donaciones y transferencias a título gratuito, el donatario o benefi ciario 
deberá probar su participación de buena fe y el desconocimiento del origen ilícito de 
los bienes, recursos o derechos.

Cuando los recursos procedentes directa o indirectamente del delito se fusionen con un bien 
adquirido legítimamente, el decomiso de ese bien sólo se ordenará hasta el valor estimado por el 
juez o tribunal, de los recursos que se hayan unido a él. 

El decomiso se dispondrá con la intervención de un notario de fe pública, quien procederá al 
inventario de los bienes con todos los detalles necesarios para poder identifi carlos y localizarlos.

Cuando los bienes confi scados no puedan presentarse, se podrá ordenar la confi scación de su 
valor.

Será nulo todo acto realizado a título oneroso o gratuito directamente o por persona interpuesta o 
por cualquier medio indirecto, que tenga por fi nalidad ocultar bienes a las medidas de decomiso 
que pudieran ser objeto. 
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Los recursos y bienes decomisados pasarán a propiedad del Estado y continuarán gravados por los 
derechos reales lícitamente constituidos sobre ellos en benefi cio de terceros, hasta el valor de tales 
derechos. Su administración y destino se determinará mediante reglamento.

Artículo 72.- (Juez de Vigilancia) 
(Derogado por la Disposiciones Final, Sexta del Código Procedimiento Penal, aprobado por Ley 
No. 1970, de 25 de marzo de 1999).

Artículo 73.- (Cómputo de la detención preventiva). El tiempo de la detención preventiva se tendrá 
como parte cumplida de la pena privativa de libertad, a razón de un (1) día de detención por un (1) 
día de presidio, de reclusión o de prestación de trabajo.

Si la pena fuere de multa, a razón de un (1) día de detención por tres (3) días-multa.

El cómputo de la privación de libertad se practicará tomando en cuenta incluso la detención 
sufrida por el condenado desde el día de su detención, aún en sede policial.

Artículo 74.- (Caso de enajenación mental). En caso de que el condenado fuere atacado de 
enajenación mental después de pronunciada la sentencia, se suspenderá la ejecución de la pena 
privativa de libertad y se aplicará la medida asegurativa de internamiento en una casa de salud.

Si recobrare la salud, volverá a cumplir la pena en el establecimiento respectivo, debiendo 
descontarse el tiempo que hubiere permanecido en la casa de salud, como parte cumplida de 
la pena, salvo que haya mediado fraude de parte del condenado para determinar o prolongar la 
medida, en cuyo caso el juez dispondrá que no se compute, total o parcialmente, dicho tiempo.

Artículo 75.- (Distribución del producto del trabajo).- Del producto del trabajo de los 
internos, la Administración Penitenciaria deberá retener un veinte por ciento (20%), hasta 
satisfacer la responsabilidad civil emergente del delito. 
(Modifi cado por mandato de la Disposición Final Quinta de la Ley No. 2298 de 20 de diciembre 
de 2001, de Ejecución Penal y Supervisión)

Artículo 76.- (Delincuente Campesino)
(Derogado por la Disposición Final Cuarta de la Ley No. 2298 de 20 de diciembre de 2001, de 
Ejecución Penal y Supervisión)

Artículo 77.- (Cómputo).- Las penas se computarán conforme a lo previsto en el Código 
de Procedimiento Penal. El día se computará de veinticuatro (24) horas; el mes y el año, 
según el calendario. 
(Modifi cado por mandato de la Disposición Final Séptima del Código de Procedimiento Penal, 
aprobado por Ley No. 1970, de 25 de marzo de 1999)

Artículo 78.- (Asistencia social).- El Estado, mediante ley especial, organizará un Servicio de 
Asistencia Social especializado con objeto de asistir a la víctima, al sancionado, al liberado y a sus 
familias.
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TÍTULO IV

LAS MEDIDAS DE SEGURIDAD

CAPÍTULO ÚNICO
Artículo 79.- (Medidas de seguridad). Son medidas de seguridad:

1) El internamiento, que puede ser en manicomios o casas de salud, en un establecimiento 
educativo adecuado, en una casa de trabajo o de reforma, o en una colonia agrícola.

2) La suspensión o prohibición de ejercer determinada industria, comercio, tráfi co, 
profesión, cargo, empleo, ofi cio o autoridad.

3) La vigilancia por la autoridad.

4) La caución de buena conducta.

Artículo 80.- (Internamiento).- Cuando el imputado fuere declarado inimputable y absuelto 
por esta causa conforme al Artículo 17, el juez podrá disponer, previo dictamen de peritos, su 
internación en el establecimiento correspondiente, si por causa de su estado existiere el peligro de 
que se dañe a sí mismo o dañe a los demás.

Si no existiere un establecimiento adecuado, la internación del inimputable se hará en el que más 
próximamente pueda cumplir este fi n o se lo dejará en poder de su familia, si a juicio del juez 
aquélla ofreciere garantía sufi ciente para el mismo fi n.

Esta internación durará todo el tiempo requerido para la seguridad, educación o curación.

El juez de ejecución penal, por lo menos una vez cada seis (6) meses, examinará la situación de 
aquél a quien ha sido impuesta esta medida, examen, que se llevará a cabo en audiencia oral, a 
puertas cerradas, previo informe de los responsables del establecimiento y de peritos; la decisión 
versará sobre la cesación o continuación de la medida y, en este último caso, podrá modifi car el 
tratamiento o cambiar el establecimiento en el cual se ejecuta. 
(Modifi cado por mandato de por la Disposición Final Séptima del Código de Procedimiento 
Penal, aprobado por Ley No. 1970, de 25 de marzo de 1999).

Artículo 81.- (Internamiento de semi-imputables). El semi imputable a que se refi ere el Artículo 
18, podrá ser sometido a un tratamiento especial si así lo requiere su estado o se dispondrá su 
transferencia a un establecimiento adecuado.

Esta internación no podrá exceder del término de la pena impuesta, salvo el caso en que por razones 
de seguridad sea necesario prolongarla.

El tiempo de internación se computará como parte de la pena impuesta.

Podrá también el juez disponer la transferencia del internado a un establecimiento penitenciario, 
si considera innecesario que continúe la internación, previos los informes del director del 
establecimiento y el dictamen de los peritos.

Artículo 82.- (Internamiento para reincidentes).- A los reincidentes, después de cumplidas las 
penas que les correspondan se les aplicarán internamiento en casa de trabajo o de reforma, o 
en una colonia penal agrícola, o bien cualquiera de las medidas previstas por el Artículo 79, de 
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conformidad con el Artículo 43, por el tiempo que se estime necesario para su readaptación social 
con revisión periódica de ofi cio cada dos años.

Artículo 83.- (Suspención o Prohibición de Actividades)
(Derogado por el art. 3 de la Ley 1768, de 10 de marzo de 1997)

Artículo 84.- (Vigilancia por la autoridad). La vigilancia podrá durar de un (1) mes a dos 
(2) años y tendrá por efecto someter al condenado a una vigilancia especial, a cargo de la 
autoridad competente, de acuerdo con las indicaciones del juez de vigilancia, quien podrá 
disponer se preste a aquél asistencia social, si así lo requiriere.

Transcurrido el plazo y subsistiendo los motivos que determinaron la aplicación de esta 
medida, previos los informes del caso, podrán convertirse en otra u otras que se estime 
adecuadas.

Artículo 85.- (Caución de buena conducta). La caución de buena conducta, que durará de 
seis (6) meses a tres (3) años, impone al condenado la obligación de prestar fi anza de que 
observará buena conducta.

La fi anza será determinada por el juez, atendiendo a la situación económica del que 
debe darla y a las circunstancias del hecho y, en caso de ser real, no será nunca inferior a 
quinientos (500) pesos bolivianos. Si fuere personal, el fi ador debe reunir las condiciones 
fi jadas por el Código Civil.

Si durante el plazo establecido, el caucionado observare buena conducta, el monto de la 
fi anza será devuelto al depositante o quedará cancelada la caución. En caso contrario, 
el juez podrá sustituir la fi anza con otra u otras medidas de seguridad que se estime 
necesarias.

Artículo 86.- (Ejecución de las medidas de seguridad). En los casos en que se aplique 
conjuntamente una pena y una medida de seguridad, ésta se ejecutará después del 
cumplimiento de aquélla.

TÍTULO V

RESPONSABILIDAD CIVIL Y CAJA DE REPARACIONES

CAPÍTULO I

RESPONSABILIDAD CIVIL
Artículo 87.- (Responsabilidad civil). Toda persona responsable penalmente, lo es también 
civilmente y está obligada a la reparación de los daños materiales y morales causados por el delito.

Artículo 88.- (Preferencia). La responsabilidad civil será preferente al pago de la multa y a cualquier 
otra obligación que el responsable hubiere contraído después de cometido el delito.
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Artículo 89.- (Exención de responsabilidad civil). Sólo quedan exentos de la responsabilidad civil 
los que se hallan amparados por una causa de justifi cación, excepto el causante del estado de 
necesidad.

En los casos en que no se determine el causante, estarán obligadas a la responsabilidad civil las 
personas en cuyo favor se hubiere precavido el mal, en proporción del benefi cio obtenido por cada 
una de ellas, y subsidiariamente, el Estado.

Artículo 90.- (Hipoteca legal, secuestro y retención). Desde el momento de la comisión de un 
delito, los bienes inmuebles de los responsables se tendrán por hipotecados especialmente para la 
responsabilidad civil.

Podrá ordenarse también por el juez, el secuestro de los bienes muebles, y la retención en su caso.

Artículo 91.- (Extensión).- La responsabilidad civil comprende:

1) La restitución de los bienes del ofendido, que le serán entregados aunque sea por un 
tercer poseedor.

2) La reparación del daño causado.

3) La indemnización de todo perjuicio causado a la víctima, a su familia o a un tercero, 
fi jándose el monto prudencialmente por el juez, en defecto de plena prueba. En toda 
indemnización se comprenderán siempre los gastos ocasionados a la víctima, para su 
curación, restablecimiento y reeducación.

Artículo 92.- (Mancomunidad y transmisibilidad de las obligaciones). La responsabilidad civil 
será mancomunada entre todos los responsables del delito.

Esta obligación pasa a los herederos del responsable y el derecho de exigirla se transmite a los 
herederos de la víctima.

Artículo 93.- (Participación del producto del delito). El que a título lucrativo participare del producto 
de un delito, estará obligado al resarcimiento, hasta la cuantía en que se hubiere benefi ciado.

Si el responsable o los partícipes hubieren actuado como mandatarios de alguien o como 
representantes o miembros de una persona colectiva y el producto o provecho del delito benefi ciare 
al mandante o representado, estarán igualmente obligados al resarcimiento en la misma proporción 
anterior.

CAPÍTULO II

CAJA DE REPARACIONES
Artículo 94.- (Caja de Reparaciones)
(Derogado por la Disposiciones Final Sexta del Código de Procedimiento Penal, aprobado por 
Ley No. 1970, de 25 de marzo de 1999).

Artículo 95.- (Indemnización a los inocentes).- Toda persona que después de haber sido sometida 
a juicio criminal fuere declarada inocente, tendrá derecho a la indemnización de todos los daños y 
perjuicios que hubiere sufrido con motivo de dicho juicio.
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La indemnización la hará el acusador o denunciante, o el juez si dolosamente o por ignorancia o 
negligencia hubiere cooperado a la injusticia del juicio.

Si el juicio se hubiere seguido de ofi cio o por acusación fi scal o por intervención de cualquier 
otro funcionario público, la indemnización se hará por el juez, fi scal y funcionarios que hubieren 
causado u ocasionado o cooperado en el juicio dolosa o culposamente.

TÍTULO VI

REHABILITACIÓN

CAPÍTULO ÚNICO
Artículo 96.- (Rehabilitación). Cumplida la pena de inhabilitación especial, se operará la 
rehabilitación, sin necesidad de trámite alguno y, tendrá por efecto la desaparición de toda 
incapacidad, prohibición o restricción por motivos penales.
(Modifi cado por mandato de la Disposición Final Quinta de la Ley 2298, de 20 de diciembre de 
2001, de Ejecución Penal y Supervisión).

Artículo 97.- (Efectos)
(Derogado por la Disposición Final Cuarta de la Ley 2298, de 20 de diciembre de 2001, de 
Ejecución Penal y Supervisión)

Artículo 98.- (Revocatoria)
 (Derogado por la Disposición Final Cuarta de la Ley 2298, de 20 de diciembre de 2001, de 
Ejecución Penal y Supervisión)

Artículo 99.- (Rehabilitación del Inocente y del Condenado por error Judicial)
(Derogado por la Disposición Final Sexta del Código de Procedimiento Penal, aprobado por Ley 
No 1970, de 25 de marzo de 1999)

TÍTULO VII

EXTINCIÓN DE LA ACCIÓN PENAL Y DE LA PENA

CAPÍTULO ÚNICO
Artículo 100.- (Extinción de la Acción Penal)
(Derogado por la Disposición Final Sexta del Código de Procedimiento Penal, aprobado por Ley 
No 1970, de 25 de marzo de 1999)

Artículo 101.- (Prescripción de la acción).- La potestad parta ejercer la acción prescribe:

a) En ocho (8) años para los delitos que tengan señalada una pena privativa de libertad 
de seis (6) o más de seis años;



139

Compendio de Legislación Penal 2019

Código Penal

b) En cinco (5) años, para los que tengan señaladas penas privativas de libertad menores 
a seis (6) y mayores de dos (2) años.

c) En tres (3) años, para los demás delitos.

En los delitos sancionados con penas indeterminadas, el juez tomará siempre en cuenta el 
máximum de la pena señalada.

En los delitos de violación, abuso y explotación sexual, de los cuales las víctimas hayan sido 
personas menores de catorce (14) años de edad, excepcionalmente, no prescribe la acción hasta 
cuatro (4) años después que la víctima haya alcanzado la mayoría de edad.
(Incorporado por disposición del Artículo 14 de la Ley No. 2033 de 29 de octubre de 1999, de 
Protección a las Víctimas de Delitos Contra la Libertad Sexual)

Artículo 102.- (Comienzo del Término de la Prescripción)

(Derogado por la Disposición Final Sexta del Código de Procedimiento Penal, aprobado por Ley 
No 1970, de 25 de marzo de 1999)

Artículo 103.- (Efectos de la renuncia del ofendido).- En caso de ser varios los ofendidos, la 
renuncia o desistimiento de uno de ellos no tendrá efecto con respecto a los demás.

La renuncia o desistimiento a favor de uno de los partícipes del delito, benefi cia a los otros.

Artículo 104.- (Extinción de la Pena).- La potestad para ejecutar la pena impuesta por sentencia 
ejecutoriada, se extingue:

1) Por muerte del autor.

2) Por la amnistía.

3) Por la prescripción.

4) Por el perdón judicial y el de la parte ofendida, en los casos previstos en este Código.

Artículo 105. (Términos para la Prescripción de la Pena). La potestad para ejecutar la pena 
prescribe:

1. En diez (10) años, si se trata de pena privativa de libertad mayor de seis años.

2. En siete (7) años, tratándose de penas privativas de libertad menores de seis años y 
mayores de dos.

3. En cinco (5) años, si se trata de las demás penas.

Estos plazos empezarán a correr desde el día de la notifi cación con la sentencia condenatoria, o 
desde el quebrantamiento de la condena, si ésta hubiera empezado a cumplirse.

No procederá la prescripción de la pena, bajo ninguna circunstancia, en delitos de corrupción.
(Último Párrafo complementado por el Artículo 34 de la Ley No. 004 de 31 de marzo de 2010 
de Lucha Contra la Corrupción, Enriquecimiento Ilícito e Investigación de Fortunas “Marcelo 
Quiroga Santa Cruz”)
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Artículo 106.- (Interrupción del término de la prescripción).- El término de la prescripción de la 
pena se interrumpe por la comisión de otro delito, con excepción de los “políticos”.
(Modifi cado por mandato de  la Disposición Final Séptima del Código de Procedimiento Penal, 
aprobado por Ley No. 1970, de 25 de marzo de 1999)

Artículo 107.- (Vigencia de la responsabilidad civil). La amnistía y la prescripción de la pena no 
dejan sin efecto la responsabilidad civil, la misma que podrá prescribir de acuerdo con las reglas 
del Código Civil.

Artículo 108.- (Sanciones accesorias y medidas de seguridad). Las sanciones accesorias 
prescribirán en tres años, computados desde el día en que debían empezar a cumplirse, y las 
medidas de seguridad, cuando su aplicación, a criterio del juez y previos los informes pertinentes 
sea innecesaria, por haberse comprobado la readaptación social del condenado.

LIBRO SEGUNDO

PARTE ESPECIAL

TÍTULO I

DELITOS CONTRA LA SEGURIDAD DEL ESTADO

CAPÍTULO I

DELITOS CONTRA LA SEGURIDAD EXTERIOR DEL ESTADO
Artículo 109.- (Traición). - El boliviano que tomare armas contra la patria, se uniere a sus 
enemigos, les prestare ayuda, o se hallare en complicidad con el enemigo durante el estado de 
guerra extranjera, será sancionado con treinta (30) años de presidio sin derecho a indulto.

Artículo 110.- (Sometimiento total o parcial de la Nación a dominio extranjero).- El que realizare 
los actos previstos en el Artículo anterior, tendientes a someter total o parcialmente la Nación al 
dominio extranjero o a menoscabar su independencia o integridad, será sancionado con treinta (30) 
años de presidio.

Artículo 111.- (Espionaje). El que procurare documentos, objetos o informaciones secretos 
de orden político o militar relativos a la seguridad, a los medios de defensa o a las relaciones 
exteriores con fi nes de espionaje en favor de otros países en tiempo de paz, que pongan en peligro 
la seguridad del Estado, incurrirá en la pena de treinta (30) años de presidio sin derecho a indulto.

Artículo 112.- (Introducción clandestina y posesión de medios de espionaje). El que en tiempo 
de guerra se introdujere clandestinamente, con engaño o violencia, en lugar o zona militar o 
fuere sorprendido en tales lugares o en sus proximidades en posesión injustifi cada de medios de 
espionaje, incurrirá en privación de libertad de cinco (5)a diez (10) años.

Artículo 113.- (Delitos cometidos por extranjeros).- Los extranjeros residentes en territorio 
boliviano se hallan comprendidos en los Artículos anteriores y se les impondrá las sanciones 
señaladas en los mismos, salvo lo establecido por tratados o por el derecho de gentes acerca de 
los funcionarios diplomáticos.
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Artículo 114.- (Actos hostiles).- El que sin conocimiento ni influjo del Gobierno cometiere 
hostilidades contra alguna potencia extranjera y expusiese al Estado por esta causa al peligro serio 
de una declaración de guerra o a que se hagan vejaciones o represalias contra sus nacionales en 
el exterior o a la ruptura de relaciones diplomáticas, será sancionado con privación de libertad de 
dos (2) a cuatro (4) años.

Si por efecto de dichas hostilidades resultare la guerra, la pena será de diez (10) años de presidio.

Artículo 115.- (Revelación de secretos). El que revelare secretos de carácter político o militar 
concernientes a la seguridad del Estado, a los medios de defensa o a las relaciones exteriores, 
incurrirá en privación de libertad de uno (1) a seis (6) años.

La sanción será elevada en un tercio, sí el agente perpetrare este delito abusando de la función, 
empleo o comisión conferidos por la autoridad pública.

Artículo 116.- (Delito por culpa). Si la revelación de los secretos mencionados en el Artículo 
anterior fuere cometida por culpa del que se hallare en posesión, en virtud de su empleo u ofi cio, la 
sanción será de reclusión de seis (6) meses a dos (2) años.

Artículo 117.- (Infi delidad en negocios del Estado). El representante o comisionado por el 
Gobierno de Bolivia para negociar un tratado, acuerdo o convenio con otro Estado, que se apartare 
de sus instrucciones de modo que pueda producir perjuicios al interés nacional, incurrirá en presidio 
de dos (2) a seis (6) años.

La sanción será elevada en una mitad, si el delito se perpetrare con fi nes de lucro o en tiempo de 
guerra.

Artículo 118.- (Sabotaje). El que en tiempo de guerra destruyere o inutilizare instalaciones, 
vías, obras u otros medios de defensa, comunicación, transporte, aprovisionamiento, etc., con el 
propósito de perjudicar la capacidad o el esfuerzo bélico de la Nación, será sancionado con treinta 
(30) años de presidio.

Artículo 119.- (Incumplimiento de contratos de interés militar).- El que en tiempo de guerra no 
cumpliere debidamente obligaciones contractuales relativas a necesidades de las fuerzas armadas 
o de la defensa nacional, incurrirá en presidio de dos (2) a seis (6) años.

Artículo 120.- (Delitos contra un Estado aliado). Las disposiciones establecidas en los Artículos 
anteriores se aplicarán también cuando los hechos previstos en ellas fueren cometidos contra una 
potencia aliada de Bolivia, en guerra contra un enemigo común.

CAPÍTULO II

DELITOS CONTRA LA SEGURIDAD INTERIOR DEL ESTADO
Artículo 121.- (Alzamientos armados contra la seguridad y soberanía del Estado). Los que 
se alzaren en armas con el fin de cambiar la Constitución Política o la forma de gobierno 
establecida en ella, deponer algunos de los poderes públicos del gobierno nacional o impedir, 
aunque sea temporalmente, el libre ejercicio de sus facultades constitucionales o su renovación 
en sus términos legales, serán sancionados con privación de libertad de cinco (5) a quince (15) 
años.

Los que organizaren o integraren grupos armados irregulares, urbanos o rurales, bajo influencia 
interna o externa, para promover enfrentamientos armados con fuerzas regulares o de seguridad 
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pública, o para cometer atentados contra la vida y seguridad de las personas, la integridad territorial 
o la soberanía del Estado, serán sancionados con la pena de quince (15) a treinta (30) años de 
presidio.

Artículo 122.- (Concesión de facultades extraordinarias). Incurrirán en privación de libertad 
de dos (2) a seis (6) años los miembros del Congreso o los que en reunión popular concedieren 
al Poder Ejecutivo facultades extraordinarias, la suma del Poder Público o supremacías por las 
que la vida, los bienes y el honor de los bolivianos, queden a merced del Gobierno o de alguna 
persona.

Artículo 123.- (Sedición).- Serán sancionados con reclusión de uno (1) a tres (3) años los que sin 
desconocer la autoridad del Gobierno legalmente constituido, se alzaren públicamente y en abierta 
hostilidad, para deponer a algún funcionario o empleado público, impedir su posesión u oponerse 
al cumplimiento de leyes, decretos o resoluciones judiciales o administrativas, ejercer algún acto 
de odio o de venganza en la persona o bienes de alguna autoridad o de los particulares o trastornar 
o turbar de cualquier otro modo el orden público.

Los funcionarios públicos que no hubieren resistido una rebelión o sedición por todos los medios a 
su alcance incurrirán en reclusión de uno (1) a dos (2) años.

Artículo 124.- (Atribuirse los derechos del pueblo).- Con la misma pena serán sancionados los 
que formen parte de una fuerza armada o de una reunión de personas que se atribuyeren los 
derechos del pueblo y pretendieren ejercer tales derechos a su nombre.

Artículo 125.- (Disposiciones comunes a los delitos de rebelión y sedición).- En caso 
de que los rebeldes o sediciosos se sometieren al primer requerimiento de la autoridad 
pública, sin haber causado otro daño que la perturbación momentánea del orden, sólo 
serán sancionados los promotores o directores, a quienes se les aplicará la de la pena 
señalada para el delito.

Artículo 126.- (Conspiración). El que tomare parte en una conspiración de tres (3) o más 
personas, para cometer los delitos de rebelión o sedición, será sancionado con la pena del 
delito que se trataba de perpetrar, disminuida en una mitad.

Estarán exentos de pena los partícipes que desistieren voluntariamente antes de la 
ejecución del hecho propuesto y los que espontáneamente impidieren la realización del 
delito.

Artículo 127.- (Seducción de tropas).- El que sedujere tropas o usurpare el mando de 
ellas o retuviere ilegalmente un mando político o militar, para cometer una rebelión o una 
sedición, será sancionado con la mitad de la pena correspondiente al delito que trataba de 
perpetrar.

Artículo 128.- (Atentado contra el Presidente y otros dignatarios de Estado).- El que 
atentare contra la vida o seguridad del Presidente de la República, Vicepresidente, Ministros 
de Estado y Presidente del Congreso Nacional, será sancionado con la pena de cinco (5) a 
diez (10) años de privación de libertad.
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Si como consecuencia del atentado cometido se produjere la muerte, se aplicará la pena 
máxima que le corresponda; sí resultaren lesiones graves en la víctima, la sanción aplicable 
al hecho será aumentada en una tercera parte.

Artículo 129.- (Ultraje a los símbolos nacionales).- El que ultrajare públicamente la 
bandera, el escudo o el himno de la Nación, será sancionado con reclusión de seis (6) 
meses a dos (2) años.
Artículo 129 (Bis).- Separatismo.- El que en forma individual u organizada resolviere 
inconstitucionalmente, agrediere, atacare, violentare o asaltare teniendo la fi nalidad de dividir, 
disgregar o separar la unidad del Estado, será sancionado con privación de libertad de treinta (30) 
años sin derecho a indulto.

Igual pena se aplicará al que colabore, organizare, fi nanciare controlare, determinare, 
facilitare, o cooperare en al acto separatista.
(Artículo129 Bis  incorporado por Ley No. 170 de 9 de septiembre de 2011 que Incorpora al 
Código Penal de las fi guras penales de Financiamiento del Terrorismo y Separatismo)

CAPÍTULO III

DELITOS CONTRA LA TRANQUILIDAD PÚBLICA
Artículo 130.- (Instigación pública a delinquir).- El que instigare públicamente a la comisión de 
un delito determinado, será sancionado con reclusión de un (1) mes a un (1) año. 

Si la instigación se refi ere a un delito contra la seguridad del Estado, la función pública o la economía 
nacional, la pena aplicable será de reclusión de tres (3) meses a dos (2) años. 
(Modifi cado por el Artículo 17 de la Ley No. 2494, de 4 de agosto de 2003, del Sistema Nacional 
de Seguridad Ciudadana. Derogado a su vez por el Artículo Unico de la Ley No. 2625, de 22 de 
diciembre de 2003, motivo por el que se restituyó la versión original del art. 130 aprobado por 
Decreto Ley Nº 10426)

Artículo 131.- (Apología pública de un delito).- Incurrirá en reclusión de un (1) mes a un (1) año, 
el que hiciere públicamente la apología de un delito o de una persona condenada.

Artículo 132.- (Asociación delictuosa). El que formare parte de una asociación de cuatro (4) o 
más personas, destinada a cometer delitos, será sancionado con reclusión de seis (6) meses a dos 
(2) años o prestación de trabajo de un (1) mes a un (1) año.

Igual pena se aplicará a los que formaren parte de bandas juveniles con objeto de provocar 
desórdenes, ultrajes, injurias o cualquier otro delito.

Artículo 132 Bis.- (Organización criminal).- El que formare parte de una asociación de tres 
(3) o mas personas organizada de manera permanente, bajo reglas de disciplina o control, 
destinada a cometer los siguientes delitos: genocidio, destrucción o deterioro de bienes del 
Estado y la riqueza nacional, sustracción de un menor o incapaz, tráfico de migrantes, privación 
de libertad, trata de seres humanos, vejaciones y torturas, secuestro, legitimación de ganancias 
ilícitas, fabricación o tráfico ilícito de sustancias controladas, delitos ambientales previstos 
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en leyes especiales, delitos contra la propiedad intelectual, o se aproveche de estructuras 
comerciales o de negocios, para cometer tales delitos, será sancionado con reclusión de uno 
(1) a tres (3) años.

Los que dirijan la organización serán sancionados con reclusión de dos (2) a seis (6) años. 

La pena se aumentará en un tercio cuando la organización utilice a menores de edad o incapaces 
para cometer los delitos a que se refi ere este Artículo, y cuando el miembro de la organización sea 
un funcionario público encargado de prevenir, investigar o juzgar la comisión de delitos.
(Modifi cado por el Artículo 2 de la Ley No. 3325, de 18 de enero de 2006, de Trata y Tráfi co de 
Personas y Otros Delitos Relacionados)

Artículo 132 ter. (Asociación delictuosa para la comisión de delitos vinculados a la sustracción 
de minerales). 

El que formare parte de una asociación de dos (2) o más personas destinadas a cometer delitos 
de hurto, robo o receptación proveniente de delitos vinculados a la sustracción de minerales, será 
sancionado con privación de libertad de uno (1) a tres (3) años.
El Artículo Único modifi ca la Ley N° 1768 de 10 de marzo de 1997, “Código Penal”, incorporando 
los Artículos 132 ter, 326 Bis, 331 Bis, 332 bis y 332 ter, con el siguiente texto: 

Artículo 133. (Terrorismo). El que cometiere hechos punibles que constituyan delitos 
contra la seguridad común, la salud pública y atentare contra la seguridad de los medios 
de transporte; la vida, la integridad corporal, la libertad y la seguridad de Jefes de Estado 
extranjeros o de otras autoridades que son internacionalmente protegidas en razón de sus 
cargos, con la finalidad de intimidar o mantener en estado de alarma o pánico colectivo a 
la población, a un sector de ella u obligar a un gobierno nacional, extranjero u organización 
internacional a realizar un acto o a abstenerse de hacerlo; subvertir el orden constitucional 
o deponer al gobierno elegido constitucionalmente, será sancionado con presidio de quince 
(15) a veinte (20) años, sin perjuicio de la pena que le corresponda si se cometieran tales 
hechos punibles.

También comete delito de terrorismo el que, se apoderare de una aeronave en vuelo o buque 
mediante violencia, amenaza o cualquier otra forma de intimidación; el que atente contra 
la vida o integridad de una persona internacionalmente protegida o cometa un atentado 
violento contra locales oficiales, residencia particular o medio de transporte de una persona 
internacionalmente protegida que pueda poner en peligro su integridad física o su libertad; 
el que entregue, coloque, arroje o detone un artefacto explosivo u otro artefacto mortífero 
en contra de un lugar de uso público, una instalación pública o gubernamental, una red de 
transporte o instalación de infraestructura pública, será sancionado con presidio de quince 
(15) a veinte (20) años.

Será sancionado con la misma pena el que promoviere, creare, dirigiere, formare parte o prestare 
apoyo a una organización destinada a la realización de las conductas tipifi cadas en el presente 
Artículo. 

Las conductas que tengan por finalidad la reivindicación o ejercicio de derechos humanos, 
derechos sociales o cualquier otro derecho constitucional, no serán sancionadas como delito 
de Terrorismo.
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(Modifi cado por disposición del art. 2 de la Ley No. 170 de 9 de septiembre de 2011, que Incorpora 
al Código Penal de las fi guras penales de Financiamiento del Terrorismo y Separatismo)
(Modifi cado conforme a la Disposición Adicional Segunda de la Ley 262 de 30 de julio de 2012)

Artículo 133 Bis.- (Financiamiento del Terrorismo) 
I.  Todo aquel que de manera deliberada, directa o indirectamente, proveyere, recolectare, 

transfi riere, entregare, adquiriere, poseyere, negociare o gestionare fondos, bienes, recursos 
o derechos, sea mediante el ejercicio de actividades legales o ilegales, con la intención de 
que se utilicen o a sabiendas de que serán utilizados, en todo o en parte, por un terrorista, 
organización terrorista o para cometer el delito de terrorismo, será sancionado con presidio 
de quince (15) a veinte (20) años y la confi scación de los fondos y bienes involucrados, así 
como del producto del delito. 

II.  Incurre también en delito de Financiamiento del Terrorismo, el que organizare o dirigiere la 
comisión de este delito.

III.  Este delito se comete aun cuando los fondos, bienes, recursos o derechos no hayan sido 
utilizados o no estén vinculados a un acto terrorista específi co. 

IV.  El delito de Financiamiento del Terrorismo es autónomo y será investigado, enjuiciado y 
sentenciado sin necesidad de sentencia previa por delitos conexos

(Artículo 133 Bis incorporado por Ley No. 170 de 9 de septiembre de 2011que Incorpora al 
Código Penal de las fi guras penales de Financiamiento del Terrorismo y Separatismo)
(Modifi cado conforme a la Disposición Adicional Cuarta de la Ley 262 de 30 de julio de 2012)

Artículo 134. - (Desórdenes o perturbaciones públicas). Los que con el fi n de impedir o perturbar 
una reunión lícita, causaren tumultos, alborotos u otros desórdenes, serán sancionados con 
prestación de trabajo de un (1) mes a un (1) año.
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CAPÍTULO IV

DELITOS CONTRA EL DERECHO INTERNACIONAL
Artículo 135.- (Delitos contra Jefes de Estado extranjeros). El que atentare directamente y de 
hecho contra la vida, la seguridad, la libertad o el honor del Jefe de un Estado extranjero que se 
hallare en territorio boliviano, incurrirá en la pena aplicable al hecho, con el aumento de una cuarta 
parte.

Artículo 136.- (Violación de inmunidades). El que violare las inmunidades del Jefe de un Estado 
o del representante de una potencia extranjera, o de quien se hallare amparado por inmunidades 
diplomáticas, incurrirá en privación de libertad de seis (6) meses a dos (2) años.

En la misma pena incurrirá el que les ofendiere en su dignidad o decoro, mientras se encontraren 
en territorio boliviano.

Artículo 137.- (Violación de tratados, treguas, armisticios o salvoconductos). El que violare 
tratados, tregua o armisticio celebrado entre la Nación y el enemigo o entre sus fuerzas beligerantes, 
o los salvoconductos debidamente expedidos, será sancionado con privación de libertad de seis (6) 
meses a dos (2) años.

Artículo 138.- (Genocidio) Quién o quienes con propósito de destruir total o parcialmente a la 
población boliviana, nación o pueblo indígena originario campesino, comunidades interculturales, 
afrobolivianas, o segmento de ellos, o  grupo de un credo religioso, diere muerte o causare lesiones 
a sus miembros, o los sometiere a condiciones de inhumana subsistencia o de asimilación 
forzosa, o les impusiere medidas destinadas a impedir su reproducción, o realizare con violencia el 
desplazamiento de niños o adultos hacia otros grupos, será sancionado con privación de libertad 
de quince (15) a treinta (30) años.

En la misma sanción incurrirán el o los autores, u otros culpables directos o indirectos de masacres 
sangrientas en el Estado Plurinacional.
Modifi cado por la Ley N° 450 de 4 de diciembre de 2013

Artículo 139.- (Piratería). El que se apoderare, desviare de su ruta establecida, o destruyere navíos 
o aeronaves, capturare, matare, lesionare a sus tripulantes o pasajeros, o cometiere algún acto de 
depredación, será sancionado con privación de libertad de dos (2) a ocho (8) años.

Con la misma pena será sancionado el que desde el territorio de la República, a sabiendas, trafi care 
con piratas o les suministrara auxilio.

Artículo 140.- (Entrega indebida de persona). El funcionario público o autoridad que entregare 
o hiciere entregar a otro Gobierno un nacional o extranjero residente en Bolivia, sin sujetarse 
estrictamente a los tratados, convenios o usos internacionales o sin cumplir las formalidades por 
ellos establecidas, incurrirá en privación de libertad de uno (1) a dos (2) años.

Artículo 141.- (Ultraje a la bandera, el escudo o el himno de un Estado extranjero). El que 
ultrajare públicamente la bandera, el escudo o el himno de una nación extranjera, será sancionado 
con reclusión de tres (3) meses a un (1) año.
El artículo 56 de la Ley 400 de 18 de septiembre de 2013 crea los nuevos tipos penales 
siguientes (141 Bis a 141 dieciseister): 
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Artículo 141 Bis. (Tenencia, Porte o Portación y Uso de Armas no Convencionales). 

I.  El que incurra en la tenencia, porte o portación y uso de armas no convencionales, será 
sancionado con la pena de treinta (30) años de presidio sin derecho a indulto.

II.  La misma sanción se impondrá al que fabricare, ensamblare, transportare, almacenare, 
comercializare, manipulare o adquiera armas no convencionales, materiales relacionados 
o sustancias tendientes a la fabricación de las mismas.

Artículo 141 Ter. (Fabricación Ilícita). 

I.  El que ilícitamente fabricare, modifi care, ensamblare armas de fuego, municiones, 
explosivos, será sancionado con pena privativa de libertad de cuatro (4) a ocho (8) años.

II.  La misma sanción se impondrá al que fabricare ilícitamente partes y componentes de 
armas de fuego, municiones y explosivos.

III.  La pena será de privación de libertad de cinco (5) a diez (10) años si fuere miembro o 
partícipe de una Asociación Delictuosa con este fi n ilícito.

IV.  La pena será de privación de libertad de ocho (8) a veinte (20) años si fuere miembro o 
partícipe de la estructura de una Organización Criminal dedicada a estos ilícitos.

Artículo 141 Quater. (Tráfi co Ilícito de Armas). 

I.  El que ilícitamente importe, exporte, adquiera, transfi era, entregue, traslade, transporte, 
comercialice, suministre, almacene o reciba armas de fuego, municiones, explosivos, 
materiales relacionados y otros, será sancionado con pena privativa de libertad de diez 
(10) a quince (15) años.

II.  La pena de privación de libertad será de doce (12) a dieciocho (18) años si fuere miembro 
o partícipe de una Asociación Delictuosa.

III.  La pena de privación de libertad será de quince (15) a veinticinco (25) años si fuere miembro 
o partícipe de la estructura de una Organización Criminal dedicada a este ilícito.

IV.  La pena será agravada en un tercio del máximo, si el suministro fuera para fi nes ilícitos; y 
en dos tercios si se tratara de armamento militar o policial.

V.  La pena será de treinta (30) años de presidio sin derecho a indulto, si el tráfi co ilícito fuere 
realizado por personal militar o policial.

Artículo 141 quinter. (Tenencia y Porte o Portación Ilícita). 

I.  La tenencia y porte o portación de armas de fuego, municiones, explosivos, materiales 
relacionados, sin contar con la autorización legal será sancionado con pena privativa de 
libertad:

a) Tenencia ilícita, de seis (6) meses a dos (2) años.

b) Porte o Portación ilícita, de uno (1) a cinco (5) años.

II.  Las sanciones serán agravadas en un tercio del máximo, cuando se traten de armamento y 
explosivos de uso militar o policial.
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Artículo 141 Sexter. (Hurto o Robo de Armas). 

I.  El que hurtare o robare armas de fuego de almacenes y armerías autorizadas, fábricas con 
licencia y propietarios o tenedores legales, será sancionado con privación de libertad de:

a) Hurto, de cuatro (4) a seis (6) años.

b) Robo, de cinco (5) a ocho (8) años.

II.  La pena será agravada en la mitad del máximo, si concurrieran las causales del robo 
agravado o las armas de fuego hurtadas o robadas fueran utilizadas para la comisión de 
otro delito.

Artículo 141 Septer. (Hurto o Robo de Armamento y Munición de uso Militar o Policial). 

I.  El que hurtare o robare armamento y munición de uso militar o policial, será sancionado 
con pena privativa de libertad:

a) Hurto, de cinco (5) a diez (10) años.

b) Robo, de ocho (8) a quince (15) años.

II.  Si fuera miembro o partícipe de una asociación delictuosa, la pena será agravada en un 
tercio de la pena mayor.

III.  La pena será agravada en dos tercios de la pena mayor si fuere miembro o partícipe de la 
estructura de una Organización Criminal.

IV.  La pena será agravada en dos tercios si concurrieran las causales del robo agravado o el 
armamento o munición hurtado o robado fuere utilizado para la comisión de otro delito.

V.  La pena será de treinta (30) años de presidio sin derecho a indulto, si el delito es cometido 
por personal militar o policial.

Artículo 141 Octer. (Alteración o Supresión de Marca). 

I.  El que alterare o suprimiere el número de registro, marca ofi cial de fabricación u otros 
elementos de origen o símbolos relativos a la plena identifi cación de las armas de fuego, 
municiones, explosivos y otros materiales relacionados, de uso militar, policial y civil, será 
sancionado con pena privativa de libertad de cuatro (4) a seis (6) años.

II.  Será sancionado con la misma pena, el que a sabiendas posea o portare armas de fuego 
cuya marca haya sido alterada o suprimida.

III.  La pena será de diez (10) años de presidio, si el delito es cometido por personal militar o 
policial.

Artículo 141 Noveter. (Ostentación Pública). 

I.  El particular que teniendo autorización, haga ostentación pública de su arma, sin 
encontrarse en una situación de peligro, poniendo en riesgo la vida, integridad o bienes 
públicos o privados, será sancionado con pena privativa de libertad de seis (6) meses a dos 
(2) años.
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II.  Si el delito fuere cometido por personal militar o policial en actos públicos ajenos al 
servicio, la pena privativa de libertad será de dos (2) a cuatro (4) años.

Artículo 141 Deciter. (Almacenaje Peligroso). 

I.  El que almacenare armas de fuego, munición, explosivos, fuegos artifi ciales o pirotécnicos, 
o materiales relacionados, en lugares que no cumplan las condiciones de seguridad, 
poniendo en riesgo la vida o la integridad física de las personas, el medio ambiente, bienes 
públicos o privados, será sancionado con pena privativa de libertad de dos (2) a seis (6) 
años.

II.  En caso de producirse la muerte de personas, la pena privativa de libertad será la máxima 
del homicidio culposo agravada en un tercio.

Artículo 141 Onceter. (Reparación Ilícita). El que ilícitamente repare, modifi que, acondicione o 
reactive armas de fuego, municiones o materiales relacionados, será sancionado con pena privativa 
de libertad de cuatro (4) a seis (6) años.

Artículo 141 Duoter. (Instrucción De Tiro Ilegal). El que ilícitamente brindare instrucción, 
capacitación o perfeccionamiento en el manejo de armas de fuego o explosivos a persona no 
autorizada, será sancionado con una pena privativa de libertad de cinco (5) a diez (10) años.

Artículo 141 Treceter. (Porte o Portación Ilícito en la Prestación de Servicios de Seguridad y 
Vigilancia). El que porte armas de fuego y munición para la prestación de servicios de seguridad y 
vigilancia privada a terceros, será sancionado con una pena privativa de libertad de tres (3) a seis 
(6) años.

Artículo 141 Catorceter. (Atentados Contra Miembros de Organismos de Seguridad del Estado). El 
que atentare contra servidoras y servidores públicos de los organismos de seguridad del Estado en 
ejercicio de sus funciones, utilizando armas de fuego, explosivos, fuegos pirotécnicos o artifi ciales 
y otros materiales relacionados, será sancionado con pena privativa de libertad de uno (1) a tres 
(3) años.

Artículo 141 Quinceter. (Atentado Contra Bienes Públicos). El que atentare contra bienes públicos 
utilizando armas de fuego, explosivos, en manifestaciones, mítines, será sancionado con pena 
privativa de libertad de tres (3) a seis (6) años.

Artículo 141 Dieciseister. (Agravantes). El que incurra en los delitos tipifi cados en   la presente Ley, 
para la realización de los siguientes delitos: Alzamiento Armado Contra la Seguridad y Soberanía 
del Estado, Sedición, Conspiración, Atentados Contra el Presidente y otros Dignatarios de Estado, 
Terrorismo y Genocidio, tendrá la pena de presidio de treinta (30) años sin derecho a indulto.
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TÍTULO II

DELITOS CONTRA LA FUNCIÓN PÚBLICA

CAPÍTULO I

DELITOS COMETIDOS POR FUNCIONARIOS PÚBLICOS
Artículo 142. (Peculado). La servidora o el servidor público que aprovechando del cargo que 
desempeña se apropiare de dinero, valores o bienes de cuya administración, cobro o custodia se 
hallare encargado, será sancionado con privación de libertad de cinco (5) a diez (10) años y multa 
de doscientos (200) a quinientos (500) días.

La sanción será agravada en un tercio si la apropiación fuera sobre bienes de Patrimonio Cultural 
Boliviano de cuya administración, cobro o custodia se hallare encargado.
 (Modifi cado conforme al Artículo 34 de la Ley No. 004, de 31 de marzo de 2010, de Lucha 
contra la Corrupción, Enriquecimiento Ilícito e Investigación de Fortunas “Marcelo Quiroga 
Santa Cruz”)
(Modifi cado por el art. 66 de  la Ley N° 530 de 23 de mayo de 2014, Ley del Patrimonio Cultural 
Boliviano)

Artículo 143.- (Peculado culposo). El funcionario público que culposamente diere lugar a la 
comisión de dicho delito, será sancionado con prestación de trabajo de un (1) mes a un (1) año y 
multa de veinte (20) a cincuenta (50) días.

Artículo 144. (Malversación). La servidora o el servidor público que diere a los caudales que 
administra, percibe o custodia, una aplicación distinta de aquella a que estuvieren destinados, será 
sancionada con privación de libertad de tres (3) a ocho (8) años y multa de cien (100) a doscientos 
cincuenta (250) días.

Si del hecho resultare daño o entorpecimiento para el servicio público, la sanción será agravada en 
un tercio.
(Modifi cado por el Artículo 34 de la Ley No. 004, de 31 de marzo de 2010, de Lucha contra la 
Corrupción, Enriquecimiento Ilícito e Investigación de Fortunas “Marcelo Quiroga Santa Cruz”)

Artículo 145. (Cohecho Pasivo Propio). La servidora o el servidor público o autoridad que para 
hacer o dejar de hacer un acto relativo a sus funciones o contrario a los deberes de su cargo, 
recibiere directamente o por interpuesta persona, para sí o un tercero, dádivas o cualquier otra 
ventaja o aceptare ofrecimientos o promesas, será sancionado con privación de libertad de tres (3) 
a ocho (8) años y multa de cincuenta (50) a ciento cincuenta (150) días.
 (Modifi cado por el Artículo 34 de la Ley No. 004, de 31 de marzo de 2010, de Lucha contra la 
Corrupción, Enriquecimiento Ilícito e Investigación de Fortunas “Marcelo Quiroga Santa Cruz”)

Artículo 146. (Uso Indebido de Influencias). La servidora o el servidor público o autoridad que 
directamente o por interpuesta persona y aprovechando de las funciones que ejerce o usando 
indebidamente de las influencias derivadas de las mismas obtuviere ventajas o benefi cios, para sí o 
para un tercero, será sancionado con privación de libertad de tres (3) a ocho (8) años y multa de cien 
(100) a quinientos (500) días.
(Modifi cado por el Artículo 34 de la Ley No. 004, de 31 de marzo de 2010, de Lucha contra la 
Corrupción, Enriquecimiento Ilícito e Investigación de Fortunas “Marcelo Quiroga Santa Cruz”)
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Artículo 146 Bis. (FACILITACIÓN DEL CONTRABANDO EN RAZÓN DEL CARGO). El servidor público 
que aprovechando de las funciones que ejerce directa o indirectamente comercialice, autorice la 
comercialización, facilite la intermediación de productos subvencionados o prohibidos de exportación 
para su salida ilegal del territorio del Estado Plurinacional de Bolivia, obteniendo de esta forma dinero 
u otra ventaja ilegítima, será sancionado con privación de libertad de cinco (5) a diez (10) años.
(Se incorpora el Artículo 146 Bis por Ley No. 100 de 4 de abril de 2011 de Articulación 
Institucional para la ejecución de políticas de desarrollo integral y seguridad en fronteras)

Artículo 147. (Benefi cios en Razón del Cargo). La servidora o el servidor público o autoridad que 
en consideración a su cargo admitiere regalos u otros benefi cios, será sancionado con privación de 
libertad de tres (3) a ocho (8) años y multa de cien (100) a doscientos cincuenta (250) días.
(Vigente por el Artículo 34 de la Ley No. 004, de 31 de marzo de 2010, de Lucha contra la 
Corrupción, Enriquecimiento Ilícito e Investigación de Fortunas “Marcelo Quiroga Santa Cruz”)

Artículo 148.- (Disposición común). Las disposiciones anteriores se aplicarán, en los casos respectivos, 
a los personeros, funcionarios y empleados de las entidades autónomas, autárquicas, mixtas y 
descentralizadas, así como a los representantes de establecimientos de benefi cencia, de instrucción 
pública, deportes y otros que administraren o custodiaren los bienes que estuvieren a su cargo.

Artículo 148 Bis. (Acoso Político contra Mujeres).- Quien o quienes realicen actos de presión, 
persecución, hostigamiento y/o amenazas en contra de una mujer electa, designada o en el ejercicio 
de la función político - pública y/o de sus familiares, durante o después del proceso electoral, que 
impida el ejercicio de su derecho político, será sancionado con pena privativa de libertad de dos (2) 
a cinco (5) años.”

Artículo 148 Ter. (Violencia Política contra Mujeres).- Quien o quienes realicen actos y/o agresiones 
físicas y psicológicas contra mujeres candidatas, electas, designadas o en ejercicio de la función 
político – pública y/o en contra de sus familiares, para acortar, suspender e impedir el ejercicio de 
su mandato o su función, será sancionado con pena privativa de libertad de tres (3) a ocho (8) años.

En casos de actos o agresiones sexuales contra las mujeres candidatas, electas, designadas o en 
ejercicio de la función político – pública, se sancionará conforme dispone este Código Penal.
(Los arts. 148 Bis. y 148 Ter. son incorporados por disposición del art. 20  de la Ley 243 de 28 
de mayo de 2012 Contra el Acoso y Violencia Política hacia las Mujeres).

Artículo 149. (Omisión de Declaración de Bienes y Rentas). La servidora o el servidor público que 
conforme a la Ley estuviere obligado a declarar sus bienes y rentas a tiempo de tomar posesión o a 
tiempo de dejar su cargo y no lo hiciere, será sancionado con multa de treinta (30) días.
(Vigente por el Artículo 34 de la Ley No. 004 de 31 de marzo de 2010, de Lucha contra la 
Corrupción, Enriquecimiento Ilícito e Investigación de Fortunas “Marcelo Quiroga Santa Cruz”)

Artículo 150. (Negociaciones Incompatibles con el Ejercicio de Funciones Públicas). La servidora 
o el servidor público que por sí o por interpuesta persona o por acto simulado se interesare y 
obtuviere para sí o para tercero un benefi cio en cualquier contrato, suministro, subasta u operación 
en que interviene en razón de su cargo, será sancionado con privación de libertad de cinco (5) a diez 
(10) años y multa de treinta (30) a quinientos (500) días.
(Vigente por el Artículo 34 de la Ley No. 004, de 31 de marzo de 2010, de Lucha contra la 
Corrupción, Enriquecimiento Ilícito e Investigación de Fortunas “Marcelo Quiroga Santa Cruz”)
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Artículo 150 Bis. (Negociaciones Incompatibles con el Ejercicio de Funciones Públicas por 
Particulares). El delito previsto en el Artículo anterior también será aplicado a los árbitros, peritos, 
auditores, contadores, martilleros o rematadores, y demás profesionales respecto a los actos en 
los cuales por razón de su ofi cio intervienen y a los tutores, curadores, albaceas y síndicos respecto 
de los bienes pertenecientes a sus pupilos, curados, testamentarias, concursos, liquidaciones y 
actos análogos, con una pena privativa de libertad de cinco (5) a diez (10) años y multa de treinta 
(30) a quinientos (500) días.
(Incorporado por el Artículo 34 de la Ley No. 004, de 31 de marzo de 2010, de Lucha contra la 
Corrupción, Enriquecimiento Ilícito e Investigación de Fortunas “Marcelo Quiroga Santa Cruz”)

Artículo 151. (Concusión). La servidora o el servidor público o autoridad que con abuso de su 
condición o funciones, directa o indirectamente, exigiere u obtuviere dinero u otra ventaja ilegítima 
o en proporción superior a la fi jada legalmente, en benefi cio propio o de un tercero, será sancionado 
con privación de libertad de tres (3) a ocho (8) años.
(Modifi cado por el Artículo 34 de la Ley No. 004, de 31 de marzo de 2010, de Lucha contra la 
Corrupción, Enriquecimiento Ilícito e Investigación de Fortunas “Marcelo Quiroga Santa Cruz”)

Artículo 152. (Exacciones). La servidora o el servidor público que exigiere u obtuviere las 
exacciones expresadas en el Artículo anterior para convertirlas en benefi cio de la administración 
pública, será sancionado con privación de libertad de uno (1) a cuatro (4) años.

Si se usare de alguna violencia en los casos de los Artículos anteriores, la sanción será agravada 
en un tercio.
(Vigente por el Artículo 34 de la Ley No. 004, de 31 de marzo de 2010, de Lucha contra la 
Corrupción, Enriquecimiento Ilícito e Investigación de Fortunas “Marcelo Quiroga Santa Cruz”)

ABUSO DE AUTORIDAD
Artículo 153. (Resoluciones Contrarias a la Constitución y a las Leyes). La servidora o el servidor 
público o autoridad que dictare resoluciones u órdenes contrarias a la Constitución o a las leyes, 
o ejecutare o hiciere ejecutar dichas resoluciones u órdenes, será sancionado con privación de 
libertad de cinco (5) a diez (10) años.

La misma pena, será aplicada cuando la resolución sea emitida por un fi scal. 

Si el delito ocasionare daño económico al Estado, la pena será agravada en un tercio.
(Vigente por el Artículo 34 de la Ley No. 004, de 31 de marzo de 2010, de Lucha contra la 
Corrupción, Enriquecimiento Ilícito e Investigación de Fortunas “Marcelo Quiroga Santa Cruz”)

Artículo 154. (Incumplimiento de Deberes). La servidora o el servidor público que ilegalmente 
omitiere, rehusare hacer o retardare un acto propio de sus funciones, será sancionado con privación 
de libertad de uno (1) a cuatro (4) años.

La pena será agravada en un tercio, cuando el delito ocasione daño económico al Estado.
(Vigente por el Artículo 34 de la Ley No. 004, de 31 de marzo de 2010, de Lucha contra la 
Corrupción, Enriquecimiento Ilícito e Investigación de Fortunas “Marcelo Quiroga Santa Cruz”)

Artículo 154 Bis. (Incumplimiento de Deberes de Protección a Mujeres en Situación de 
Violencia). La servidora o servidor público que mediante acción u omisión en ejercicio de una 
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función pública propicie la impunidad u obstaculicen la investigación de delito de violencia contra 
las mujeres, recibirá sanción alternativa de trabajos comunitarios de noventa (90) días a ciento 
veinte (120) días e inhabilitación de uno (1) a cuatro (4) años para el ejercicio de la función pública.

(Art. 154 Bis incorporado por Disposición del art. 84 de la Ley Nº 348 de 09 de marzo de 2013 
Integral para Garantizar a las Mujeres una Vida Libre de Violencia)

Artículo 155.- (Denegación de auxilio). El funcionario encargado de la fuerza pública que rehusare, 
omitiere o retardare, sin causa justifi cada, la prestación de un auxilio legalmente requerido por 
autoridad competente, será sancionado con reclusión de seis (6) meses a dos (2) años.

Artículo 156.- (Abandono de cargo). El funcionario o empleado público que, con daño del 
servicio público, abandonare su cargo sin haber cesado legalmente en el desempeño de éste, será 
sancionado con multa de treinta (30) días.

El que incitare al abandono colectivo del trabajo a funcionarios o empleados públicos, incurrirá en 
reclusión de un (1) mes a un (1) año y multa de treinta (30) a sesenta (60) días.

Artículo 157. (Nombramientos Ilegales). Será sancionado con privación de libertad de uno (1) 
a cuatro (4) años y multa de treinta (30) a cien (100) días, la servidora o el servidor público que 
propusiere en terna o nombrare para un cargo público a persona que no reuniere las condiciones 
legales para su desempeño.
(Modifi cado por el Artículo 34 de la Ley No. 004, de 31 de marzo de 2010, de Lucha contra la 
Corrupción, Enriquecimiento Ilícito e Investigación de Fortunas “Marcelo Quiroga Santa Cruz”)

CAPÍTULO II

DELITOS COMETIDOS POR PARTICULARES
Artículo 158.- (Cohecho activo). El que directamente o por interpuesta persona, diere o prometiere 
a un funcionario público o autoridad, dádivas o cualquier otra ventaja, para hacer o dejar de hacer 
algo relativo a sus funciones, será sancionado con la pena del Artículo 145, disminuida en un tercio.

Quedará exento de pena por este delito el particular que hubiera accedido ocasionalmente a la 
solicitud de dádiva o ventaja requerida por autoridad o funcionario público y denunciare el hecho a 
la autoridad competente antes de la apertura del correspondiente procedimiento penal.

Artículo 159.- (Resistencia a la autoridad). El que resistiere o se opusiere, usando la violencia 
o intimidación, a la ejecución de un acto realizado por un funcionario público o autoridad en el 
ejercicio legítimo de sus funciones o a la persona que le prestare asistencia a requerimiento de 
aquellos o en virtud de una obligación legal, será sancionado con reclusión de un (1) mes a un (1) 
año.

Artículo 160.- (Desobediencia a la autoridad). El que desobedeciere una orden emanada de un 
funcionario público o autoridad, dada en el ejercicio legítimo de sus funciones, incurrirá en multa 
de treinta (30) a cien (100) días.

Artículo 161.- (Impedir o estorbar el ejercicio de funciones). El que impidiere o estorbare 
a un funcionario público el ejercicio de sus funciones, incurrirá en reclusión de un (1) mes 
a un (1) año.
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Artículo 162.- (Desacato)
(Artículo declarado Inconstitucional por disposición de la SC Nº 1250/2012 de 20 de septiembre 
con efecto derogatorio)

Artículo 163.- (Anticipación o prolongación de funciones). El que ejerciere funciones públicas 
sin título o nombramiento expedido por autoridad competente y sin haber llenado otros requisitos 
exigidos por ley, será sancionado con prestación de trabajo de dos (2) a seis (6) meses.

En la misma pena incurrirá el que después de habérsele comunicado ofi cialmente que ha cesado en 
el desempeño de un cargo público, continuare ejerciéndolo en todo o en parte.

Artículo 164.- (Ejercicio indebido de profesión). El que indebidamente ejerciere una profesión para 
la que se requiere título, licencia, autorización o registro especial, será sancionado con privación de 
libertad de uno (1) a dos (2) años.

Artículo 165.- (Signifi cación de términos empleados). Para los efectos de aplicación de este 
Código, se designa con los términos “funcionario público” y “empleado público” al que participa, en 
forma permanente o temporal, del ejercicio de funciones públicas, sea por elección popular o por 
nombramiento.

Se considera “autoridad” al que por sí mismo o como perteneciente a una institución o tribunal, 
tuviere mando o ejerciere jurisdicción propia.

Si el delito hubiere sido cometido durante el ejercicio de la función pública, se aplicarán las 
disposiciones de este Código aun cuando el autor hubiere dejado de ser funcionario.

TÍTULO III

DELITOS CONTRA LA FUNCIÓN JUDICIAL

CAPÍTULO I

DELITOS CONTRA LA ACTIVIDAD JUDICIAL
Artículo 166.- (Acusación y denuncia falsa). El que a sabiendas acusare o denunciare como autor 
o partícipe de un delito de acción pública a una persona que no lo cometió, dando lugar a que se 
inicie el proceso criminal correspondiente, será sancionado con privación de libertad de uno (1) a 
tres (3) años.

Si como consecuencia sobreviniere la condena de la persona denunciada o acusada, la pena será 
de privación de libertad de dos (2) a seis (6) años.

Artículo 167.- (Simulación de delito). El que a sabiendas denunciare o hiciere creer a una autoridad 
haberse cometido un delito de acción pública inexistente, que diere lugar a la instrucción de un 
proceso para verifi carlo, será sancionado con prestación de trabajo de tres (3) meses a un (1) año.

Artículo 168.- (Autocalumnia). El que mediante declaración o confesión hechas ante la autoridad 
competente para levantar las primeras diligencias de policía judicial o para instruir el proceso, se 
inculpare falsamente de haber cometido un delito de acción pública o de un delito de la misma 
naturaleza perpetrado por otro, será sancionado con prestación de trabajo de un (1) mes a un (1) año.
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Si el hecho fuere ejecutado en interés de un pariente próximo o de persona de íntima amistad, 
podrá eximirse de pena al autor.

Artículo 169.- (Falso testimonio). El testigo, perito, intérprete, traductor o cualquier otro que fuere 
interrogado en un proceso judicial o administrativo, que afi rmare una falsedad o negare o callare 
la verdad, en todo o parte de lo que supiere sobre el hecho o lo a éste concerniente, incurrirá en 
reclusión de uno (1) a quince (15) meses. 

Si el falso testimonio fuere cometido en juicio criminal, en perjuicio del inculpado, la pena será de 
privación de libertad de uno (1) a tres (3) años.

Cuando el falso testimonio se perpetrare mediante soborno, la pena precedente se aumentará en 
un tercio.

Artículo 170.- (Soborno). El que ofreciere o prometiere dinero o cualquier otra ventaja apreciable 
a las personas a que se refi ere el Artículo anterior, con el fi n de lograr el falso testimonio, aunque 
la oferta o promesa no haya sido aceptada o siéndolo, la falsedad no fuese cometida, incurrirá en 
reclusión de uno (1) a dos (2) años y multa de treinta (30) a cien (100) días.

Artículo 171.- (Encubrimiento). El que después de haberse cometido un delito, sin promesa 
anterior, ayudare a alguien a eludir la acción de la justicia u omitiere denunciar el hecho estando 
obligado a hacerlo, incurrirá en reclusión de seis (6) meses a dos (2) años.

Artículo 172.- (Receptación). El que después de haberse cometido un delito ayudare a alguien a 
asegurar el benefi cio o resultado del mismo o recibiere, ocultare, vendiere o comprare a sabiendas 
los instrumentos que sirvieron para cometer el delito o las cosas obtenidas por medios criminosos, 
será sancionado con reclusión de seis (6) meses a dos (2) años.

Quedará exento de pena el que encubriere a sus ascendientes, descendientes o consorte.

Artículo 172 Bis. (Receptación Proveniente de Delitos de Corrupción). El que después de 
haberse cometido un delito de corrupción ayudare a su autor a asegurar el benefi cio o resultado del 
mismo o recibiere, ocultare, vendiere o comprare a sabiendas las ganancias resultantes del delito, 
será sancionado con privación de libertad de tres (3) a ocho (8) años y el decomiso de los bienes 
obtenidos ilícitamente.
(Incorporado por el Artículo 34 de la Ley No. 004, de 31 de marzo de 2010, de Lucha contra la 
Corrupción, Enriquecimiento Ilícito e Investigación de Fortunas “Marcelo Quiroga Santa Cruz”)

Artículo 173 (Prevaricato) La Jueza o el Juez que en el ejercicio de sus funciones dictare 
resoluciones manifi estamente contrarias a la Ley, será sancionado con privación de libertad de 
cinco (5) a diez (10) años. 

Si como resultado del prevaricato en proceso penal se condenare a una persona inocente, se le 
impusiere pena más grave que la justifi cable o se aplicara ilegítimamente la detención preventiva, 
la pena será agravada en un tercio al establecido en el párrafo anterior.

Los árbitros o amigables componedores o quien desempeñare funciones análogas de decisión o 
resolución y que incurran en este delito, tendrán una pena privativa de libertad de tres (3) a ocho 
(8) años.

Si se causare daño económico al Estado será agravada en un tercio.
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La pena será agravada en dos tercios en los casos descritos precedentemente cuando se trate 
de niñas, niños y adolescentes, conforme la normativa legal vigente”.
(Modifi cado por el Artículo 34 de la Ley No. 004, de 31 de marzo de 2010, de Lucha contra la 
Corrupción, Enriquecimiento Ilícito e Investigación de Fortunas “Marcelo Quiroga Santa Cruz”)
(Es modifi cado por la Ley 548 de 17 de julio de 2014)

Artículo 173 Bis. (Cohecho Pasivo de la Jueza, Juez o Fiscal). La jueza, el juez o fi scal que 
aceptare promesas o dádivas para dictar, demorar u omitir dictar una resolución o fallo en asunto 
sometido a su competencia, será sancionado con privación de libertad de cinco (5) a diez (10) años 
y con multa de doscientos (200) a quinientos (500) días, más la inhabilitación especial para acceder 
a cualquier función pública y/o cargos electos.

Idéntica sanción será impuesta al o a los abogados que con igual fi nalidad y efecto, concertaren 
dichos consorcios con uno o varios jueces o fi scales, o formaren también parte de ellos.
(Modifi cado por el Artículo 34 de la Ley No. 004, de 31 de marzo de 2010, de Lucha contra la 
Corrupción, Enriquecimiento Ilícito e Investigación de Fortunas “Marcelo Quiroga Santa Cruz”)

Artículo 174. (Consorcio de Jueces, Fiscales Policías y Abogados). El Juez o fi scal que concertare 
la formación de consorcios con uno o varios abogados o policías, o formare parte de ellos, con 
el objeto de procurarse ventajas económicas ilícitas en detrimento de la sana administración de 
justicia, será sancionado con privación de libertad de cinco (5) a diez (10) años. 

Idéntica sanción será impuesta al o los abogados que con igual fi nalidad y efecto, concertaren 
dichos consorcios con uno o varios jueces, fi scales o policías u otros abogados o formaren también 
parte de ellos. 
(Modifi cado  por el Artículo 3 de la Ley No. 007, de 18 de mayo de 2010, de Modifi caciones al 
Sistema Normativo Penal”)

Artículo 175.- (Abogacía y mandato indebidos). El que sin estar profesionalmente habilitado 
para ejercer como abogado o mandatario, ejerciere directa o indirectamente como tal, incurrirá en 
prestación de trabajo de un (1) mes a un (1) año y multa de treinta (30) a cien (100) días. 

Artículo 176.- (Patrocinio infi el). El abogado o mandatario que defendiere o representare partes 
contrarias en el mismo juicio o que de cualquier modo perjudicare deliberadamente los intereses 
que le fueren confi ados, será sancionado con prestación de trabajo de un (1) mes a un (1) año y 
multa de cien (100) a trescientos (300) días.

Artículo 177. (Negativa o Retardo de Justicia). El funcionario judicial o administrativo que en 
ejercicio de la función pública con jurisdicción y competencia, administrando justicia, retardare 
o incumpliere los términos en los cuales les corresponda pronunciarse sobre los trámites, 
gestiones, resoluciones o sentencias conforme a las leyes procedimentales, a la equidad y 
justicia y a la pronta administración de ella, será sancionado con privación de libertad de cinco 
(5) a diez (10) años.
(Modifi cado por el Artículo 34 de la Ley No. 004, de 31 de marzo de 2010, de Lucha contra la 
Corrupción, Enriquecimiento Ilícito e Investigación de Fortunas “Marcelo Quiroga Santa Cruz”)
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Artículo 177 Bis. (Retardo de Justicia). El funcionarlo judicial o administrativo culpable de retardo 
malicioso, será sancionado con la pena prevista para el delito de Negativa o Retardo de Justicia. 

Se entenderá por malicioso, el retardo provocado para conseguir cualquier fi nalidad ilegítima.
(Incorporado por el Artículo 3 de la Ley No. 007, de 18 de marzo de 2010, de Modifi caciones al 
Sistema Normativo Penal)

Artículo 178. (Omisión de Denuncia). El servidor o servidora pública que en razón de su cargo, 
teniendo la obligación de promover la denuncia de delitos y delincuentes, dejare de hacerlo, recibirá 
una pena privativa de libertad de uno (1) a tres (3) años.

Si el delito tuviere como víctima a un niño, niña o adolescente, la pena se aumentará en un tercio.
(Modifi cado por el Artículo 3 de la Ley No. 3325, de 18 de enero de 2006, de Trata de Tráfi co de 
Personas y Otros Delitos Relacionados)
(Modifi cado por disposición del art. 34 de la ley 263 de 31 de julio de 2012 Integral contra la 
Trata y Tráfi co de Personas) 

Artículo 179.- (Desobediencia judicial). El que emplazado, citado o notifi cado legalmente por la 
autoridad judicial competente en calidad de testigo, perito, traductor o intérprete, se abstuviere de 
comparecer, sin justa causa, y el que hallándose presente rehusare prestar su concurso, incurrirá 
en prestación de trabajo de uno (1) a tres (3) meses o multa de veinte (20) a sesenta (60) días.

Artículo 179 Bis. (Desobediencia a Resoluciones en Acciones de Defensa y de 
Inconstitucionalidad). La Servidora, Servidor Público o personas particulares que no cumplan 
las resoluciones, emitidas en acciones de defensa o de inconstitucionalidad, serán sancionadas o 
sancionados con reclusión de dos (2) a seis (6) años y con multa de cien (100) a trescientos (300) 
días.
(Vigente  por mandato de la Disposición Final Cuarta de la Ley Nº 254 de 5 de julio de 2012 
Código Procesal Constitucional)

Artículo 179 Ter.-. (Disposición común).- Los hechos previstos en los Artículos 173, 173 Bis y 
177 constituirán falta muy grave a los efectos de la responsabilidad disciplinaria que determine 
la autoridad competente. Si el procedimiento administrativo disciplinario se sustancia con 
anterioridad al proceso penal, tendrá prioridad sobre este último en su tramitación. La 
resolución administrativa que se dicte no producirá efecto de cosa juzgada en relación al 
ulterior proceso penal que se lleve a cabo, debiendo ajustarse al contenido de la sentencia 
penal que se dicte con posterioridad.
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CAPÍTULO II

DELITOS CONTRA LA AUTORIDAD 

DE LAS DECISIONES JUDICIALES
Artículo 180. (Evasión).

I.  El que se evadiere, hallándose legalmente detenido o condenado, será sancionado con 
reclusión de tres (3) a cinco (5) años.

II.  Si el hecho se perpetrare empleando violencia o intimidación en las personas o fuerza en 
las cosas, la sanción será de reclusión de cinco (5) a ocho (8) años.

(Modifi cado por la Disposición Derogatoria Primera de la Ley Nº 264 de 31 de julio de 2012 del 
Sistema Nacional de Seguridad)

Artículo 181.- (Favorecimiento de la evasión). El que a sabiendas favoreciere, directa o 
indirectamente, la evasión de un detenido o condenado, incurrirá en prestación de trabajo de uno 
(1) a seis (6) meses.

Si el autor fuere un funcionario público, la pena será aumentada en un tercio.

Será disminuida en la misma proporción, si el autor fuere ascendiente, descendiente, cónyuge o 
hermano del evadido.

Artículo 182.- (Evasión por culpa).- Si la evasión se produjere por culpa de un funcionario público, 
se impondrá a éste multa de treinta (30) a cien (100) días.

Artículo 183.- (Quebrantamiento de sanción). El que eludiere la ejecución de una sanción penal 
impuesta por sentencia fi rme, incurrirá en privación de libertad de un (1) mes a un (1) año.

El que quebrantare el cumplimiento de una sanción fi rme que hubiere ya empezado a cumplir, 
incurrirá en privación de libertad de tres (3) meses a dos (2) años.

Artículo 184. - (Incumplimiento y prolongación de sanción). El encargado de hacer cumplir 
una sanción penal fi rme que, a sabiendas, la dejare de ejecutar total o parcialmente o la siguiere 
haciendo cumplir una vez transcurrido el término de la misma, será sancionado con reclusión de 
un (1) mes a un (1) año.

Artículo 185.- (Recepción y entrega indebida). El encargado de un lugar de detención o condena 
que recibiere como arrestada, presa o detenida a una persona, sin copiar en su registro el 
mandamiento correspondiente, fuera del caso previsto en el Artículo 11 de la Constitución, incurrirá 
en reclusión de un (1) mes a un (1) año.

En la misma pena incurrirá, si entregare indebidamente, aunque fuere a una autoridad o funcionario 
público, un detenido o condenado.
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CAPÍTULO III

RÉGIMEN PENAL Y ADMINISTRATIVO 

DE LA LEGITIMACION DE GANANCIAS ILÍCITAS
Artículo 185 Bis. (Legitimación de Ganancias Ilícitas). El que a sabiendas, convierta o transfi era 
bienes, recursos o derechos, vinculados a delitos de: fabricación, transporte, comercialización o 
tráfi co ilícito de sustancias controladas; contrabando; corrupción; organización criminal; asociación 
delictuosa; tráfi co de migrantes; tráfi co de armas; terrorismo; fi nanciamiento del terrorismo; estafas 
y otras defraudaciones; corrupción de niña, niño y adolescente; proxenetismo; trata y tráfi co de 
personas; receptación; receptación proveniente de delitos de corrupción; soborno; falsifi cación de 
moneda, billetes de banco, títulos al portador y documentos de crédito; falsifi cación de documentos 
en general; falsifi cación de sellos, papel sellado, timbres, marcas y contraseñas; delitos ambientales; 
asesinato; lesiones gravísimas; secuestro; reducción a la esclavitud o estado análogo; privación 
de libertad; coacción; vejaciones y torturas; robo; hurto; delitos tributarios; extorsión; infi dencia 
económica; agio; uso indebido de información privilegiada; con la fi nalidad de ocultar o encubrir 
su origen ilícito o colaborar con quien estuviere involucrado en estos delitos; o el que a sabiendas 
oculte o disimule la verdadera naturaleza, fuente, ubicación, disposición, movimiento, titularidad o 
derechos de tales bienes, recursos o derechos que provienen de la comisión de los delitos citados; 
o el que adquiera, posea o utilice estos bienes, recursos o derechos, a sabiendas, en el momento de 
su recepción, que son producto de los delitos señalados; será sancionado con privación de libertad 
de cinco (5) a diez (10) años, inhabilitación para el ejercicio de la función pública y/o cargos electos 
y multa de doscientos (200) a quinientos (500) días.

Se ratifi ca que el delito de la legitimación de ganancias ilícitas es autónomo y será investigado, 
enjuiciado y sentenciado sin necesidad de sentencia condenatoria previa, respecto a los delitos 
mencionados en el primer párrafo.
(Modifi cado por el Artículo 34 de la Ley No. 004 de 31 de marzo de 2010 de Lucha Contra la 
Corrupción, Enriquecimiento Ilícito e Investigación de Fortunas “Marcelo Quiroga Santa Cruz”)
Modifi cado por la Ley N°262 del 30 de julio de 2012.

Artículo 185 Ter.- (Régimen administrativo de la legitimación de ganancias ilícitas). - Créase 
la Unidad de Investigaciones Financieras, la que formará parte de la estructura orgánica de 
la Superintendencia de Bancos y Entidades Financieras. El Poder Ejecutivo, mediante Decreto 
Supremo, establecerá su organización, atribuciones, la creación de unidades desconcentradas en 
el sistema de regulación fi nanciera, el procedimiento, la forma de transmisión y el contenido de las 
declaraciones que se le envíen, el régimen de infracciones administrativas y los procedimientos 
para la imposición de sanciones administrativas. 

Las entidades fi nancieras y sus directores, gerentes, administradores o funcionarios que 
contravengan las obligaciones establecidas en el Decreto Supremo reglamentario, se harán 
pasibles a la imposición de las sanciones administrativas establecidas en las normas legales que 
regulan el sistema fi nanciero. Los directores, gerentes, administradores o funcionarios encargados 
de denunciar posibles casos de legitimación de ganancias ilícitas a la Unidad de Investigaciones 
Financieras estarán exentos de responsabilidad administrativa, civil y penal, siempre que la 
denuncia cumpla las normas establecidas en el decreto reglamentario. 

La máxima autoridad ejecutiva de la Unidad de Investigaciones Financieras, sustanciará la 
determinación de la responsabilidad administrativa y el Superintendente aplicará las sanciones 



160

Fiscalía General del Estado

Código Penal

consiguientes, sujetándose al régimen legalmente establecido. Para determinar la sanción que 
corresponda, se tomará en cuenta la gravedad del incumplimiento y el grado de participación y de 
culpabilidad de los sujetos responsables. En estos casos, el régimen de impugnaciones y recursos 
de sus resoluciones, se sujetará a lo establecido por ley.

Las entidades fi nancieras y sus órganos, no podrán invocar el secreto bancario cuando los agentes 
de la Unidad de Investigaciones Financieras requieran información para el adecuado cumplimiento 
de sus funciones. La información obtenida por la Unidad de Investigaciones Financieras sólo podrá 
ser utilizada a objeto de investigar la legitimación de ganancias ilícitas.

TÍTULO IV

DELITOS CONTRA LA FE PÚBLICA

CAPÍTULO I

FALSIFICACIÓN DE MONEDA, BILLETES DE BANCO, 

TÍTULOS AL PORTADOR Y DOCUMENTOS DE CRÉDITO.
Artículo 186.- (Falsifi cación de moneda). El que falsifi care moneda metálica o papel moneda de 
curso legal, nacional o extranjera, fabricándola, alterándola o cercenándola, y el que la introdujere, 
expendiere o pusiere en circulación, será sancionado con privación de libertad de dos (2) a ocho 
(8) años.

Artículo 187. - (Circulación de moneda falsa recibida de buena fe). El que habiendo recibido de 
buena fe moneda falsa la pusiere en circulación con conocimiento de la falsedad, será sancionado 
con multa de treinta (30) a cien (100) días.

Artículo 188.- (Equiparación de valores a la moneda). A los efectos de la ley penal, quedan 
equiparados a la moneda:

1) Los billetes de Banco legalmente autorizados. 

2) Los bonos de la deuda nacional.

3) Los títulos, cédulas y acciones al portador, emitidos legalmente por los Bancos, 
entidades, compañías o sociedades autorizados para ello.

4) Los cheques.

Artículo 189.- (Emisión ilegal). El encargado de la emisión o fabricación de moneda, que a 
sabiendas autorizare, emitiere o fabricare moneda que no se ajuste a los requerimientos legales, 
o pusiere en circulación moneda que no tuviere ya curso legal, incurrirá en reclusión de uno (1) a 
cinco (5) años.

La misma pena se aplicará al que emitiere títulos, cédulas o acciones al portador, en cantidad 
superior a la autorizada.
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CAPÍTULO II

FALSIFICACIÓN DE SELLOS, PAPEL SELLADO, 

TIMBRES, MARCAS Y CONTRASEÑAS
Artículo 190.- (Falsifi cación de sellos, papel sellado y timbres). El que falsifi care sellos ofi ciales, 
papel sellado, billetes de lotería ofi ciales, estampillas de correo, cualquier efecto timbrado o 
fórmulas impresas, cuya emisión esté reservada a la autoridad, será sancionado con privación de 
libertad de uno (1) a seis (6) años.

La misma sanción se impondrá al que a sabiendas las introdujere, expendiere o usare.

Artículo 191.- (Impresión fraudulenta de sello ofi cial). El que imprimiere fraudulentamente un 
sello ofi cial auténtico, será sancionado con reclusión de uno (1) a tres (3) años.

Artículo 192.- (Recepción de buena fe). El que habiendo recibido de buena fe los valores y efectos 
indicados en el art. 190, y sabiendo después su falsedad los introdujere o pusiere en circulación, 
será sancionado con multa de treinta (30) a cien (100) días.

Artículo 193.- (Falsifi cación y aplicación indebida de marcas y contraseñas). El que falsifi care 
marcas, contraseñas o fi rmas ofi cialmente usadas para contrastar pesas o medidas, identifi car 
cualquier objeto o certifi car su calidad, cantidad o contenido, y el que las aplicare a objetos distintos 
de aquellos a que debían ser aplicados, será sancionado con reclusión de seis (6) meses a tres (3) 
años.

En la misma sanción incurrirá el que realizare los mismos actos que afecten a fábricas o 
establecimientos particulares.

Artículo 194.- (Falsifi cación de billetes de empresas públicas de transporte). El que falsifi care o 
alterare billetes de empresas públicas o privadas de transporte será sancionado con reclusión de 
uno (1) a seis (6) meses o multa de veinte (20) a ciento veinte (120) días. 

Incurrirá en igual sanción el que los introdujere, expendiere o pusiere en circulación.

Artículo 195.- (Falsifi cación de entradas). El que falsifi care o alterare, con fi n de lucro, entradas o 
billetes que permitan el acceso a un espectáculo público, será sancionado con reclusión de uno (1) 
a seis (6) meses o multa de veinte (20) a ciento veinte (120) días.

Artículo 196.- (Utilización de lo ya usado). El que con objeto de usar o vender sellos, timbres, 
marcas, contraseñas u otros efectos timbrados, hiciere desaparecer el signo que indique su 
inutilización, será sancionado con multa de treinta (30) a cien (100) días.

Artículo 197.- (Útiles para falsifi car). El que fabricare, introdujere en el país, conservare en su 
poder o negociare materiales o instrumentos inequívocamente destinados a cometer alguna de las 
falsifi caciones legisladas en los dos capítulos anteriores, será sancionado con reclusión de seis (6) 
meses a dos (2) años.
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CAPÍTULO III

FALSIFICACIÓN DE DOCUMENTOS EN GENERAL
Artículo 198.- (Falsedad material). El que forjare en todo o en parte un documento público falso o 
alterare uno verdadero, de modo que pueda resultar perjuicio, incurrirá en privación de libertad de 
uno (1) a seis (6) años.

Artículo 199.- (Falsedad ideológica). El que insertare o hiciere insertar en un instrumento público 
verdadero declaraciones falsas concernientes a un hecho que el documento deba probar, de modo 
que pueda resultar perjuicio, será sancionado con privación de libertad de uno (1) a seis (6) años.

En ambas falsedades, si el autor fuere un funcionario público y las cometiere en el ejercicio de sus 
funciones, la sanción será de privación de libertad de dos (2) a ocho (8) años.

Artículo 200.- (Falsifi cación de documento privado). El que falsifi care material o ideológicamente 
un documento privado, incurrirá en privación de libertad de seis (6) meses a dos (2) años, siempre 
que su uso pueda ocasionar algún perjuicio.

Artículo 201.- (Falsedad ideológica en certifi cado médico). El médico que diere un certifi cado 
falso, referente a la existencia o inexistencia de alguna enfermedad o lesión, será sancionado con 
reclusión de un (1) mes a un (1) año y multa de treinta (30) a cien (100) días.

Si el falso certifi cado tuviere por consecuencia que una persona sana sea internada en un 
manicomio o en casa de salud, será sancionado con reclusión de seis (6) meses a dos (2) años y 
multa de treinta (30) a cien (100) días.

Artículo 202.- (Supresión o destrucción de documento). El que suprimiere, ocultare o destruyere, 
en todo o en parte, un expediente o un documento, de modo que pueda resultar perjuicio, incurrirá 
en la sanción del Artículo 200.

Artículo 203.- (Uso de instrumento falsifi cado). El que a sabiendas hiciere uso de un documento 
falso o adulterado, será sancionado como si fuere autor de la falsedad.

Artículo 203 bis. (Agravantes). La pena privativa de libertad de los delitos de falsedad material, 
falsedad  ideológica o uso de instrumento falsifi cado, será agravada en un tercio cuando se cometan 
para facilitar la comisión de los delitos de Trata y Tráfi co de Personas, y otros delitos conexos.
(Incorporado por disposición del Artículo 35 de la Ley 263 de 31 de julio de 2012)

CAPÍTULO IV

CHEQUE SIN PROVISIÓN DE FONDOS
Artículo 204.- (Cheque en descubierto). El que girare un cheque sin tener la sufi ciente provisión 
de fondos o autorización expresa para girar en descubierto, y no abonare su importe dentro de 
las setenta y dos (72) horas de habérsele comunicado la falta de pago mediante aviso bancario, 
comunicación del tenedor o cualquier otra forma documentada de interpelación, será sancionado 
con reclusión de uno (1) a cuatro (4) años y con multa de treinta (30) a cien (100) días.

En igual sanción incurrirá el que girare cheque sin estar para ello autorizado, o el que lo utilizare 
como documento de crédito o de garantía. En estos casos los cheques son nulos de pleno derecho. 
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El pago del importe del cheque más los intereses y costas judiciales en cualquier estado del proceso 
o la determinación de la nulidad por las causas señaladas en el párrafo anterior, constituirán 
causales de extinción de la acción penal para este delito. El juez penal de la causa, antes de 
declarar la extinción de la acción penal, determinará el montó de los intereses y costas, así como la 
existencia de las causales que producen la nulidad del cheque.

Artículo 205.- (Giro defectuoso de cheque). En la misma sanción del Artículo anterior incurrirá el 
que a sabiendas extendiere un cheque que, por falta de los requisitos legales o usuales, no ha de 
ser pagado, o diere contraorden al librado para que no lo haga efectivo.

TÍTULO V

DELITOS CONTRA LA SEGURIDAD COMÚN

CAPÍTULO I

INCENDIOS Y OTROS ESTRAGOS
Artículo 206.- (Incendio). El que mediante incendio creare un peligro común para los bienes o las 
personas, será sancionado con privación de libertad de dos (2) a seis (6) años.

Incurrirá en privación de libertad de dos (2) a cuatro (4) años el que con objeto de quemar sus 
campos de labranza o pastaderos, ocasionare un incendio que se propague y produzca perjuicios 
en ajena propiedad.

Artículo 207.- (Otros estragos). El que causare estrago por medio de inundación, explosión, 
desmoronamiento, derrumbe de un edifi cio o por cualquier otro medio poderoso de destrucción, 
será sancionado con privación de libertad de tres (3) a ocho (8) años.

Artículo 208.- (Peligro de estrago). El que por cualquier medio originare el peligro de un estrago, 
incurrirá en privación de libertad de uno (1) a cuatro (4) años.

Artículo 209.- (Actos dirigidos a impedir la defensa común). El que para impedir la extinción de 
un incendio o la defensa contra cualquier otro estrago, sustrajera, ocultare o hiciere inservibles 
materiales, instrumentos u otros medios destinados a la extinción o a la defensa común, será 
sancionado con privación de libertad de dos (2) a seis (6) años.

Artículo 210.- (Conducción peligrosa de vehículos). El que al conducir un vehículo, por 
inobservancia de las disposiciones de Tránsito o por cualquier otra causa originare o diere lugar 
a un peligro para la seguridad común, será sancionado con reclusión de seis (6) meses a dos (2) 
años.

Artículo 211.- (Fabricación, comercio o tenencia de sustancias explosivas, asfi xiantes, etc). El 
que con el fi n de crear un peligro común para la vida, la integridad corporal o bienes ajenos, fabricare, 
suministrare, adquiriere, sustrajere o tuviere bombas, materias explosivas, inflamables, asfi xiantes 
o tóxicas, así como los instrumentos y materiales destinados a su composición o elaboración, será 
sancionado con privación de libertad de uno (1) a cuatro (4) años.
(Modifi cado por el Artículo 17 de la Ley No. 2494 de 4 de agosto de 2003, del Sistema Nacional 
de Seguridad Ciudadana. Derogado a su vez por el Artículo Unico de la Ley No. 2625, de 22 de 
diciembre de 2003, por lo que se mantiene su redacción)
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CAPÍTULO II

DELITOS CONTRA LA SEGURIDAD DE LOS MEDIOS DE

TRANSPORTE Y COMUNICACIÓN
Artículo 212.- (Desastre en medios de transporte). Será sancionado con presidio de uno (1) a 
diez (10) años:

1) El que ocasionare un desastre ferroviario o en cualquier otro medio de transporte 
terrestre.

2) El que ocasionare el naufragio de una nave o la caída de un transporte aéreo.

Artículo 213.- (Atentado contra la seguridad de los medios de transporte). El que por cualquier 
medio impidiere, perturbare o pusiere en peligro la seguridad o la regularidad de los transportes 
públicos, por tierra, aire o agua, será sancionado con reclusión de uno (1) a cuatro (4) años.
(Modifi cado por el Artículo 17 de la Ley No. 2494 de 4 de agosto de 2003, del Sistema Nacional 
de Seguridad Ciudadana. Derogado a su vez por el Artículo Unico de la Ley No. 2625, de 22 de 
diciembre de 2003)

Artículo 214.- (Atentado contra la seguridad de los servicios públicos). El que, por cualquier 
medio, atentare contra la seguridad o el funcionamiento normal de los servicios públicos de agua, 
luz, substancias energéticas, energía eléctrica u otras, y la circulación en las vías públicas, incurrirá 
en privación de libertad de dos (2) a seis (6) años.

En la misma sanción incurrirá el que atentare contra la seguridad y normalidad de los servicios 
telefónicos, telegráfi cos, radiales u otros.
(Modifi cado por el Artículo 17 de la Ley No. 2494 de 4 de agosto de 2003, del Sistema Nacional 
de Seguridad Ciudadana. Derogado a su vez por el Artículo Unico de la Ley No. 2625, de 22 de 
diciembre de 2003)

Artículo 215.- (Disposición común). Sí de los hechos previstos en los dos capítulos anteriores 
resultare la destrucción de bienes de gran valor científi co, artístico, histórico, religioso, militar o 
económico, la sanción será aumentada en un tercio.

CAPÍTULO III

DELITOS CONTRA LA SALUD PÚBLICA
Artículo 216.- (Delitos contra la salud pública). Incurrirá en privación de libertad de uno (1) a diez 
(10) años el que:

1. Propagare enfermedades graves o contagiosas u ocasionare epidemias.

2. Envenenare, contaminare o adulterare aguas “destinadas” al consumo público, al uso 
industrial agropecuario y piscícola.

3. Envenenare, contaminare o adulterare substancias medicinales y productos 
alimenticios.
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4. Comerciare con substancias nocivas para la salud o con bebidas y alimentos mandados 
inutilizar.

5. Cometiere actos contrarios a disposiciones sobre higiene y sanidad o alterare 
prescripciones médicas.

6. Provocare escasez o encarecimiento de Artículos alimenticios y medicinales, en 
perjuicio de la salud pública.

7. Quebrantare medidas de sanidad pecuaria o propagare epizootias y plagas vegetales.

8. Expendiere o suministrare drogas o substancias medicinales, en especie, calidad o 
cantidad no correspondientes a la receta médica.

9. Realizare cualquier otro acto que de una u otra manera afecte la salud de la población.

10. Transmitiere o intentare transmitir el VIH conociendo que vive con esta condición.

11. Vertiere lixiviados generados en sitios de disposición fi nal, en cuerpos o cursos 
de agua, así como el que disponga residuos o establezca botaderos adyacentes a 
cuerpos o cursos de agua, afectando la salud humana o la seguridad alimentaria, y no 
haya implementado medidas correctivas y de reparación. 

En caso que las víctimas pertenezcan a una nación o pueblo indígena originarios en situación de 
alta vulnerabilidad, la pena será agravada en un tercio.
(Numeral 10 incorporado por la Disposición Final Primera de la Ley No 3729, de 8 de agosto de 
2009, Ley para la Prevención del VIH SIDA, Protección de los Derechos Humanos y Asistencia 
Integral Multidisciplinaria para las Personas que Viven con el VIH – SIDA).
Numeral 11 incorporado por disposición adicional cuarta de la Ley N° 755 de 28 de octubre de 
2015

Artículo 217.- (Violacion de la Ley de Estupefacientes)
(Derogado por el art. 3 de la Ley 1768 de 10 de marzo de 1997, Ley de Modifi caciones al Código 
Penal)

Artículo 218.- (Ejercicio ilegal de la medicina). Será sancionado con reclusión de tres (3) meses 
a dos (2) años o multa de treinta (30) a cien (100) días:

1) El que sin título ni autorización ejerciere una profesión médica, sanitaria o análoga.

2) El que con título o autorización anunciare o prometiere la curación de enfermedades a 
término fi jo o por medios secretos o infalibles.

3) El que con igual título o autorización prestare su nombre a otro que no lo tuviere, para 
que ejerza las profesiones a que se refi ere el inciso 1).

4) El que efectuare intervención quirúrgica o tratamiento médico innecesarios.

Artículo 219.- (Disposiciones comunes). En cualquiera de los casos de los tres (3) capítulos 
anteriores, la pena será aumentada:

1) En un cuarto, si hubiere peligro de muerte para alguna persona.
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2) En un tercio, si el hecho fuere la causa inmediata de la muerte o lesiones graves de 
alguna persona.

Artículo 220.- (Formas culposas). Cuando alguno de los hechos anteriores fuere cometido por 
culpa, se impondrá reclusión de seis (6) meses a dos (2) años, si no resultare enfermedad o muerte 
de alguna persona, y reclusión aumentada en la mitad, si resultare la enfermedad o muerte.

TÍTULO VI

DELITOS CONTRA LA ECONOMÍA NACIONAL,

LA INDUSTRIA Y EL COMERCIO

CAPÍTULO I

DELITOS CONTRA LA ECONOMÍA NACIONAL
Artículo 221. (Contratos Lesivos al Estado). La servidora o el servidor público que a sabiendas 
celebrare contratos en perjuicio del Estado o de entidades autónomas, autárquicas, mixtas o 
descentralizadas, será sancionado con privación de libertad de cinco (5) a diez (10) años.

En caso de que actuare culposamente, la pena será de privación de libertad de uno (1) a cuatro (4) 
años.

El particular que en las mismas condiciones anteriores celebrare contrato perjudicial a la economía 
nacional, será sancionado con reclusión de tres (3) a ocho (8) años.
(Vigente por el Artículo 34 de la Ley No. 004 de 31 de marzo de 2010 de Lucha Contra la 
Corrupción, Enriquecimiento Ilícito e Investigación de Fortunas “Marcelo Quiroga Santa Cruz”)

Artículo 222. (Incumplimiento de Contratos). El que habiendo celebrado contratos con el Estado 
o con las entidades a que se refi ere el Artículo anterior, no los cumpliere sin justa causa, será 
sancionado con privación de libertad de tres (3) a ocho (8) años.

Si el incumplimiento derivare de culpa del obligado, éste será sancionado con privación de libertad 
de uno (1) a cuatro (4) años.
(Vigente por el Artículo 34 de la Ley No. 004 de 31 de marzo de 2010 de Lucha Contra la 
Corrupción, Enriquecimiento Ilícito e Investigación de Fortunas “Marcelo Quiroga Santa Cruz”
La SCP N° 0078/2015 de 9 de septiembre, declara la Constitucionalidad del Artículo 222 de la 
presente norma. 

Artículo 223.- (Destrucción o deterioro de bienes del Estado y la riqueza nacional).  El que 
destruyere, deteriorare, substrajere o exportare un bien perteneciente al dominio público, una 
fuente de riqueza, monumentos u objetos del Patrimonio Cultural Material Boliviano, incurrirá en 
privación de libertad de uno (1) a seis (6) años.
Modifi cado por el Artículo 66 de la Ley N° 530 de 23  de mayo  de 2014.

Artículo 224. (Conducta Antieconómica). La servidora o el servidor público o el que hallándose en 
el ejercicio de cargos directivos u otros de responsabilidad, en instituciones o empresas estatales, 
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causare por mala administración, dirección técnica o por cualquier otra causa, daños al patrimonio 
de ellas o a los intereses del Estado, será sancionado con privación de libertad de tres (3) a ocho 
(8) años.

Si actuare culposamente, será sancionado con privación de libertad de uno (1) a cuatro (4) años.
(Vigente por el Artículo 34 de la Ley No. 004 de 31 de marzo de 2010 de Lucha Contra la 
Corrupción, Enriquecimiento Ilícito e Investigación de Fortunas “Marcelo Quiroga Santa Cruz”)

Artículo 225. (Infi dencia Económica). La servidora o el servidor público o el que en razón de su 
cargo o funciones se hallare en posesión de datos o noticias que deba guardar en reserva, relativos 
a la política económica y los revelare, será sancionado con privación de libertad de uno (1) a cuatro 
(4) años.

Incurrirá en la misma sanción, agravada en un tercio, la servidora o el servidor público o el que en las 
condiciones anteriores usare o revelare dichos datos o noticias en benefi cio propio o de terceros.

Si obrare culposamente, la pena será rebajada en un tercio.
(Vigente por el Artículo 34 de la Ley No. 004 de 31 de marzo de 2010 de Lucha Contra la 
Corrupción, Enriquecimiento Ilícito e Investigación de Fortunas “Marcelo Quiroga Santa Cruz”)

Artículo 226.- (Agio). El que procurare alzar o bajar el precio de las mercancías, salarios o valores 
negociables en el mercado o en la bolsa, mediante noticias falsas, negociaciones fi ngidas o 
cualquier otro artifi cio fraudulento, incurrirá en privación de libertad de seis (6) meses a tres (3) 
años, agravándose en un tercio sí se produjere cualquiera de estos efectos.

Será sancionado con la misma pena, el que acaparare u ocultare mercancías provocando 
artifi cialmente la elevación de precios.

Artículo 226 bis. (Almacenaje, Comercialización y Compra Ilegal de Diesel Oíl, Gasolinas y Gas 
Licuado de Petróleo). 

I.  El que almacene o comercialice diesel oíl, gasolinas o gas licuado de petróleo, sin estar 
autorizado por la entidad pública competente, será sancionado con privación de libertad 
de tres (3) a seis (6) años y confi scación de los bienes e instrumentos para la comisión del 
delito. 

II.  La persona que adquiera diesel oíl, gasolinas o gas licuado de petróleo de personas no 
autorizadas para comercializarlos, será sancionada con privación de libertad de dos (2) a 
cuatro (4) años y la confi scación de los instrumentos para la comisión del delito.

III.  La pena será agravada en una mitad de la pena máxima, en caso que la persona incurra en 
ambas conductas establecidas en los parágrafos I y II.

IV.  La persona autorizada por la entidad pública competente que facilite la comercialización, 
almacenamiento y transporte ilegal de diesel oíl, gasolinas o gas licuado de petróleo, será 
sancionada con un tercio de la pena máxima establecida en el parágrafo I del presente 
Artículo y la revocatoria defi nitiva de su licencia.”

(Se incorpora el Artículo 226 bis por Ley No. 100 de 4 de abril de 2011 de Articulación 
Institucional para la ejecución de políticas de desarrollo integral y seguridad en fronteras)
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Artículo 227.- (Destrucción de productos). El que destruyere Artículos de abastecimiento diario, 
materias primas o productos agrícolas o industriales o medios de producción, con grave perjuicio 
de la riqueza o del consumo nacionales, será sancionado con privación de libertad de uno (1) a tres 
(3) años.

Artículo 228. (Contribuciones y Ventajas Ilegítimas). El que abusando de su condición 
de dirigente o el que simulando funciones, representaciones, instrucciones u órdenes 
superiores, por sí o por interpuesta persona, exigiere u obtuviere dinero u otra ventaja 
económica en beneficio propio o de tercero, será sancionado con privación de libertad de 
uno (1) a tres (3) años.

Si el autor fuere servidora o servidor público, la pena será agravada en un tercio.
(Modifi cado por el Artículo 34 de la Ley No. 004, de 31 de marzo de 2010, Ley de Lucha Contra 
la Corrupción, Enriquecimiento Ilícito e Investigación de Fortunas “Marcelo Quiroga Santa Cruz)

Artículo 228 Bis. (Contribuciones y Ventajas Ilegítimas de la Servidora o Servidor Público). 
Si la conducta descrita en el Artículo anterior, hubiere sido cometida por servidora o servidor 
público, causando daño económico al estado, la pena será de privación de libertad de tres (3) 
a ocho (8) años.
(Incorporado por el Artículo 34 de la Ley No. 004 de 31 de marzo de 2010 de Lucha Contra la 
Corrupción, Enriquecimiento Ilícito e Investigación de Fortunas “Marcelo Quiroga Santa Cruz”)

Artículo 228 Ter. (Uso Indebido de Información Privilegiada). El que en virtud de su cargo, 
empleo, posición o responsabilidad, teniendo acceso o conociendo información privilegiada, 
utilice, divulgue, transmita o disponga de la misma para lograr beneficios, directa o 
indirectamente, para sí o para un tercero, será sancionado con privación de libertad de uno (1) 
a cuatro (4) años.

Esta misma sanción se aplicará a los miembros de las máximas instancias de decisión y a todo el 
personal de empresas públicas y empresas que cuenten con participación accionaria mayoritaria 
del Estado, que utilicen, divulguen, transmitan o dispongan información privilegiada, así como 
información confi dencial sobre mapas y ubicación de yacimientos de recursos naturales no 
renovables.
(Incorporado por la Disposición Adicional Primera de la Ley 262 de 31 de julio de 2012)
Modifi cado por la Ley 466 de 26 de diciembre de 2013

Artículo 229. (Sociedades o Asociaciones Ficticias). El que organizare o dirigiere sociedades, 
cooperativas u otras asociaciones fi cticias para obtener por estos medios benefi cios o privilegios 
indebidos, será sancionado con privación de libertad de uno (1) a cuatro (4) años y multa de cien 
(100) a quinientos (500) días.

Si fuere servidora o servidor público el que por sí o por interpuesta persona cometiere el delito, 
será sancionado con privación de libertad de tres (3) a ocho (8) años y multa de treinta (30) a 
cien (100) días.
(Vigente por el Artículo 34 de la Ley No. 004 de 31 de marzo de 2010 de Lucha Contra la 
Corrupción, Enriquecimiento Ilícito e Investigación de Fortunas “Marcelo Quiroga Santa Cruz”)
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Artículo 230. (Franquicias, Liberaciones o Privilegios Ilegales). El que obtuviere, usare o 
negociare ilegalmente liberaciones, franquicias, privilegios diplomáticos o de otra naturaleza, será 
sancionado con privación de libertad de tres (3) a ocho (8) años.

La servidora o el servidor público que concediere, usare o negociare ilegalmente tales liberaciones, 
franquicias o privilegios, será sancionado con la pena establecida en el párrafo anterior, agravada 
en un tercio.
(Vigente por el Artículo 34 de la Ley No. 004 de 31 de marzo de 2010 de Lucha Contra la 
Corrupción, Enriquecimiento Ilícito e Investigación de Fortunas “Marcelo Quiroga Santa Cruz”)

Artículo 231.- (Evasión de impuestos) Son delitos tributarios los tipifi cados en el Código Tributario 
y la Ley General de Aduanas, los que serán sancionados y procesados conforme a lo dispuesto por 
el Título IV del presente Código.
(Modifi cado por la Disposición Final Segunda de la Ley Nº 2492 de 02 de agosto de 2003)

CAPÍTULO II

DELITOS CONTRA LA INDUSTRIA Y EL COMERCIO
Artículo 232.- (Sabotaje). 

I.  El que impida o entorpezca el desarrollo normal del trabajo o de la producción, invadiere 
u ocupare establecimientos industriales, agrícolas o mineros, o causare daño en las 
maquinas, provisiones, aparatos o instrumentos en ellos existentes, será sancionado con 
privación de libertad de uno (1) a ocho (8) años.

II. Está exento de responsabilidad penal la dirigenta y el dirigente sindical o la trabajadora 
y trabajador que dentro de un conflicto laboral y en el ejercicio del derecho a la huelga, 
ingrese pacífi camente a establecimientos industriales, agrícolas o mineros, en defensa de 
los intereses laborales o conquistas sociales.

Modifi cado por el art. 2 de  la Ley N° 316 de 11 de diciembre de 2012 

Artículo 232 Bis. (Avasallamiento en área minera). El que por cualquier razón ocupare área 
minera mediante violencia, amenazas, engaño o cualquier otro medio, impidiendo el ejercicio de 
actividades mineras o despojando derechos al Estado y/o a titulares de derechos mineros que 
se hallan en posesión legal del mismo, será sancionado con privación de libertad de cuatro (4) 
a ocho (8) años.
(Artículo 232 bis incorporado por disposición del Artículo Único  de la Ley Nº 367 de 01 de 
mayo de 2013)

Artículo 232 Ter. (Explotación ilegal de recursos minerales). El que realizare actividades de 
explotación de recursos minerales sin contar con autorización o derecho otorgado en el marco 
de la normativa vigente, será sancionado con privación de libertad de cuatro (4) a ocho (8) 
años. 
(Artículo 232 Ter incorporado por disposición del Artículo Único  de la Ley Nº 367 de 01 de 
mayo de 2013)
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Artículo 232 Quater. (Venta o compra ilegal de recursos minerales). El que vendiere o comprare 
recursos minerales producto de avasallamiento de área minera o de explotación ilegal de recursos 
minerales, incurrirá en la pena de privación de libertad de tres (3) a seis (6) años
(Artículo 232 quater incorporado por disposición del Artículo Único  de la Ley Nº 367 de 01 de 
mayo de 2013)

Artículo 233.- (Monopolio de importación, producción o distribución de mercancías). El 
que monopolizare la importación, producción o distribución de mercancías, con el fi n de elevar 
artifi cialmente los precios, será sancionado con reclusión de seis (6) meses a tres (3) años y multa 
de cien (100) a quinientos (500) días.

Artículo 234.- (Lock-out, huelgas y paros ilegales)
Derogado por la Ley N° 316 de 11 de diciembre de 2012 

Artículo 235.- (Fraude comercial). El que en lugar público o abierto al público engañare al comprador 
entregándole una cosa por otra, siempre que no resulte delito más grave, será sancionado con 
privación de libertad de seis (6) meses a tres (3) años.

Artículo 236.- (Engaño en productos industriales). El que pusiere en venta productos industriales 
con nombres y señales que induzcan a engaño sobre su origen, procedencia, cantidad o calidad, 
será sancionado con privación de libertad de seis (6) meses a tres (3) años.

Artículo 237.- (Desvío de clientela). El que valiéndose de falsas afi rmaciones, sospechas, 
artilugios fraudulentos o cualquier otro medio de propaganda desleal, desviare la clientela de un 
establecimiento comercial o industrial en benefi cio propio o de un tercero y en detrimento del 
competidor, para obtener ventaja indebida, incurrirá en la pena de multa de treinta (30) a cien (100) 
días.

Artículo 238.- (Corrupción de dependientes).- El que diere o prometiere dinero u otra ventaja 
económica al empleado o dependiente del competidor, para que faltando a los deberes del empleo, 
le proporcione ganancia o provecho indebidos, incurrirá en la sanción de multa de treinta (30) a 
cien (100) días.

Artículo 239.- (Tenencia, uso y fabricación de pesas y medidas falsas). El que a sabiendas 
tuviere en su poder pesas y medidas falsas, será sancionado con prestación de trabajo de uno (1) 
a seis (6) meses o multa de veinte (20) a ciento veinte (120) días.

La pena será aumentada en un tercio, para el que a sabiendas usare o fabricare pesas y medidas 
falsas.
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TÍTULO VII

DELITOS CONTRA LA FAMILIA

CAPÍTULO I

DELITOS CONTRA EL MATRIMONIO Y EL ESTADO CIVIL
Artículo 240.- (Bigamia).- El que contrajere nuevo matrimonio sabiendo no estar disuelto el 
anterior a que se hallaba ligado, incurrirá en privación de libertad de dos (2) a cuatro (4) años.

Artículo 241.- (Otros matrimonios ilegales). Será sancionado:

1) Con privación de libertad de uno (1) a tres (3) años, el que no siendo casado contrajere 
a sabiendas matrimonio con persona casada.

2) Con privación de libertad de dos (2) a cuatro (4) años, el que hubiere inducido en error 
esencial al otro contrayente.

3) Con privación de libertad de dos (2) a cuatro (4) años, el que hubiere ocultado 
impedimento legal respecto a su propio estado civil o del otro contrayente.

Artículo 242.- (Responsabilidad del ofi cial del Registro Civil). El Ofi cial del Registro Civil que 
a sabiendas autorizare un matrimonio de los descritos en los Artículos 240 y 241, o procediere 
a la celebración de un matrimonio sin haber observado las formalidades exigidas por ley, será 
sancionado con privación de libertad de dos (2) a seis (6) años.

Artículo 243.- (Simulación de matrimonio). El que se atribuyere autoridad para la celebración de 
un matrimonio, o el que simulare matrimonio mediante engaño, será sancionado con privación de 
libertad de dos (2) a seis (6) años.

Artículo 244.- (Alteración o substitución de estado civil). Incurrirá en reclusión de uno (1) a cinco 
(5) años:

1) El que hiciere inscribir en el Registro Civil una persona inexistente.

2) El que en el registro de nacimientos hiciere insertar hechos falsos que alteran el estado 
civil o el orden de un recién nacido.

3) El que mediante ocultación, substitución o exposición, aunque ésta no comporte abandono, 
dejare a un recién nacido sin estado civil, tornare incierto o alterare el que le corresponde.

4) La que fi ngiere preñez o parto, para dar a un supuesto hijo derechos que no le corresponden.

Si el Ofi cial del Registro Civil autorizare a sabiendas las inscripciones a que se refi eren los incisos 
1) y 2), la pena para él será agravada en un tercio.

Artículo 245.- (Atenuación por causa de honor). 

Si el hecho fuere cometido con el de amparar o ayudar a la alimentación, cuidado o educación del 
menor o incapaz, la pena se atenuará en una mitad, o no habrá lugar a sanción alguna, según las 
circunstancias.
(Por mandato de la Sentencia Constitucional Plurinacional 0206/2014 de 5 de febrero de 2014 
se declara  Inconstitucional, con efecto derogatorio)
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Artículo 246. (Substracción de un Menor o Incapaz). Quien substrajere a un menor de diez y seis 
años (16) o a un incapaz, de la potestad de sus padres, adoptantes, tutores o curadores, y el que 
retuviere al menor contra su voluntad, será sancionado con privación de libertad de uno (1) a tres 
(3) años.

La misma pena se aplicará si el menor tuviere más de diez y seis (16) años y no mediare 
consentimiento de su parte. 

La pena será agravada en el doble si el delito es cometido por uno de los progenitores con el objeto 
de ejercer contra el otro cualquier tipo de coacción.
(Art. 246 Vigente por Disposición del art. 83 de la Ley Nº  348 de 09 de marzo de 2013 Integral 
para Garantizar a las Mujeres una Vida Libre de Violencia)

Artículo 247. (Inducción a la Fuga de una Niña, Niño, Adolescente o Jurídicamente Incapaz).- 
El que indujere a fugar a un menor de dieciséis años o a un jurídicamente incapaz o con su 
consentimiento y para el mismo fi n lo substrajere de la potestad de sus padres, tutores o curadores, 
incurrirá en privación de libertad de dos a cuatro años.
La misma pena se aplicará al que retuviere a la niña, niño o adolescente o jurídicamente incapaz 
contra la voluntad de ambos padres, tutores o curadores.
(Vigente por disposición del art. 3 de la  ley Nº 054 de 8 de noviembre de 2010 de Protección 
Legal de Niñas, Niños y Adolescentes)

CAPÍTULO II

DELITOS CONTRA LOS DEBERES

DE ASISTENCIA FAMILIAR
Artículo 248.- (Abandono de familia). El que sin justa causa no cumpliere las obligaciones 
de sustento, habitación, vestido, educación y asistencia inherente a la autoridad de los padres, 
tutela o condición de cónyuge o conviviente, o abandonare el domicilio familiar o se substrajere al 
cumplimiento de las indicadas obligaciones, será sancionado con reclusión de seis (6) meses a dos 
(2) años o multa de cien a cuatrocientos días.

En la misma pena incurrirá el que no prestare asistencia o no subviniere a las necesidades esenciales 
de sus ascendientes o descendientes, mayores incapacitados, o dejare de cumplir, teniendo medios 
económicos, una prestación alimentaria legalmente impuesta.

Artículo 249.- (Incumplimiento de deberes de asistencia). Incurrirá en privación de libertad de 
seis (6) meses a dos (2) años, el padre, tutor, curador, de un menor o incapaz, y quedará inhabilitado 
para ejercer la autoridad de padre, tutoría o curatela, en los siguientes casos:

1) Si dejare de proveer sin justa causa a la instrucción primaria de un menor en edad escolar.

2) Si permitiere que el menor frecuente casas de juego o de mala fama o conviva con 
persona viciosa o de mala vida.

3) Si permitiere que el menor frecuente espectáculos capaces de pervertirle o que 
ofendan al pudor, o que participare el menor en representación de igual naturaleza.
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4) Si autorizare a que resida o trabaje en casa de prostitución.

5) Si permitiere que el menor mendigue o sirva a mendigo para inspirar conmiseración.

Artículo 250.- (Abandono de mujer embarazada). El que fuera de matrimonio hubiere embarazado 
a una mujer y la abandonare sin prestarle la asistencia necesaria, será sancionado con reclusión de 
seis (6) meses a tres (3) años.

La pena será de privación de libertad de uno (1) a cinco (5) años, si a consecuencia del abandono la 
mujer cometiere un delito de aborto, infanticidio, exposición o abandono del recién nacido, o se suicidare.

CAPÍTULO III

DELITOS DE VIOLENCIA ECONÓMICA Y PATRIMONIAL
Artículo 250 Bis. (Violencia Económica). Será sancionada con pena privativa de libertad de dos 
(2) a cuatro (4) años, la persona que incurra en alguna de las siguientes conductas: 

a) Menoscabe, limite o restrinja la libre disposición del ingreso económico de la mujer.

b) Destruya u oculte documentos justifi cativos de dominio, de identifi cación personal, 
títulos profesionales o bienes, objetos personales, instrumentos de trabajo de la mujer 
que le sean indispensables para ejecutar sus actividades habituales.

c) Restrinja o suprima el cumplimiento de sus obligaciones económicas familiares que 
pongan en riesgo el bienestar de su cónyuge, hijas e hijos, como medio para someter 
la voluntad de la mujer.

d) Controle los ingresos o flujo de recursos monetarios que ingresan al hogar mediante 
violencia psicológica, sexual o física.

e) Impida que la mujer realice una actividad laboral o productiva que le genere ingresos.

Artículo 250 Ter. (Violencia Patrimonial). Quien por cualquier medio impida, limite o prohíba el 
uso, el disfrute, la administración, la transformación, o la disposición de uno o varios bienes propios 
de la mujer con quien mantenga una relación de matrimonio o unión libre, será sancionado con 
multa de cien (100) hasta trescientos sesenta y cinco (365) días. 

Artículo 250 Quater. (Sustracción de Utilidades de Actividades Económicas Familiares). La 
persona que disponga unilateralmente de las ganancias derivadas de una actividad económica 
familiar o disponga de ellas para su exclusivo benefi cio personal, en perjuicio de los derechos de su 
cónyuge o conviviente, será sancionada con pena de privación de libertad de seis (6) meses a un (1) 
año más multa de hasta el cincuenta por ciento (50%) del salario del sancionado hasta trescientos 
sesenta y cinco (365) días.
Nota.- El Capítulo III conjuntamente los arts. 250 bis., 250 ter.  y 250 cuater. son incorporados 
por  disposición del art. 85 de la Ley Nº 348 de 09 de marzo de 2013 Integral para Garantizar a 
las Mujeres una Vida Libre de Violencia)
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TÍTULO VIII

DELITOS CONTRA LA VIDA, LA INTEGRIDAD CORPORAL Y LA DIGNIDAD DEL SER 
HUMANO

(Título VIII modifi cado por disposición del art. 22 de la Ley Nº 045 de 08 de octubre de 2010)

CAPÍTULO I

HOMICIDIO
Artículo 251. (Homicidio). La persona que matare a otra será sancionada con presidio de diez (10) 
a veinte (20) años. Si la víctima del delito resultare ser niña, niño o adolescente, la pena será de 
catorce (14) a veinticinco (25) años.
(Modifi cado por la disposición Adicional Cuarta de la Ley No 1173, de 3 de mayo de 2019)

Artículo 252.- (Asesinato).- Será sancionado con la pena de treinta (30) años de presidio, sin 
derecho a indulto el que matare:

1) A sus descendientes o cónyuge o conviviente, sabiendo que lo son.

2) Por motivos fútiles o bajos.

3) Con alevosía o ensañamiento.

4) En virtud de precio, dones o promesas.

5) Por medio de substancias venenosas u otras semejantes.

6) Para facilitar, consumar u ocultar otro delito, o para asegurar sus resultados.

7) Para vencer la resistencia de la víctima o evitar que el delincuente sea detenido.

Artículo 252 bis. (Feminicidio). Se sancionará con la pena de presidio de treinta (30) años sin 
derecho a indulto, a quien mate a una mujer, en cualquiera de las siguientes circunstancias:

1. El autor sea o haya sido cónyuge o conviviente de la víctima, esté o haya estado ligada 
a ésta por una análoga relación de afectividad o intimidad, aun sin convivencia; 

2. Por haberse negado la víctima a establecer con el autor, una relación de pareja, 
enamoramiento, afectividad o intimidad;

3. Por estar la víctima en situación de embarazo;

4. La víctima que se encuentre en una situación o relación de subordinación o 
dependencia respecto del autor, o tenga con éste una relación de amistad, laboral o de 
compañerismo; 

5. La víctima se encuentre en una situación de vulnerabilidad; 

6. Cuando con anterioridad al hecho de la muerte, la mujer haya sido víctima de violencia 
física, psicológica, sexual o económica, cometida por el mismo agresor;

7. Cuando el hecho haya sido precedido por un delito contra la libertad individual o la 
libertad sexual;
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8. Cuando la muerte sea conexa al delito de trata o tráfi co de personas;

9. Cuando la muerte sea resultado de ritos, desafíos grupales o prácticas culturales.
(Art. 252 bis incorporado por Disposición del art. 84 de la Ley Nº 348 de 09 de marzo de 2013 
Integral para Garantizar a las Mujeres una Vida Libre de Violencia)

Artículo 253.- (Parricidio). El que matare a su padre o madre, o a su abuelo u otro ascendiente 
en línea recta sabiendo quien es, será sancionado con la pena de treinta (30) años de presidio, sin 
derecho a indulto.

Artículo 254. (Homicidio por Emoción Violenta). Quien matare a otra u otro en estado de emoción 
violenta excusable, será sancionada(o) con reclusión de dos (2) a ocho (8) años.

Este tipo penal no procederá en caso de feminicidio.
(Art. 254 Vigente por Disposición del art. 83 de la Ley Nº  348 de 09 de marzo de 2013 Integral 
para Garantizar a las Mujeres una Vida Libre de Violencia)

Artículo 255.- (Homicidio en prácticas deportivas). El deportista que tomando parte en un deporte 
autorizado causare la muerte de otro deportista en el acto del deporte, con evidente infracción de 
los respectivos reglamentos, será sancionado con reclusión de seis (6) meses a dos (2) años.

La pena será de reclusión de tres (3) meses a un (1) año, si en el caso anterior se produjere lesión.

Artículo 256. (Homicidio-Suicidio). La persona que instigare a otra al suicidio o le ayudare a 
cometerlo, si la muerte se hubiere intentado o consumado, incurrirá en reclusión de dos (2) a seis 
(6) años.

Si con motivo de la tentativa se produjeren lesiones, la sanción de reclusión será de uno (1) a cinco 
(5) años.

Aunque hubiere mediado consentimiento de la víctima en el doble suicidio, se impondrá al 
sobreviviente la pena de reclusión de dos (2) a seis (6) años.

Cuando una persona cometa suicidio como consecuencia de una situación de violencia, la agresora 
o agresor será sancionado con privación de libertad de diez (10) años.

Si la víctima del delito en cualquiera de los casos del presente Artículo, resultare ser niña, niño o 
adolescente, la pena será agravada en dos tercios.
(Modifi cado por Disposición del art. 83 de la Ley Nº 348 de 09 de marzo de 2013 Integral para 
Garantizar a las Mujeres una Vida Libre de Violencia)

Artículo 257.- (Homicidio piadoso). Se impondrá la pena de reclusión de uno (1) a tres (3) años, 
si para el homicidio fueren determinantes los móviles piadosos y apremiantes las instancias del 
interesado, con el fi n de acelerar una muerte inminente o de poner fi n a graves padecimientos o 
lesiones corporales probablemente incurables, pudiendo aplicarse la regla del Artículo 39 y aun 
concederse excepcionalmente el perdón judicial.

Artículo 258.- (Infanticidio). Se sancionará con pena de presidio de treinta (30) años, sin derecho 
a indulto, a quién mate a una niña o un niño desde su nacimiento hasta sus doce (12) años, cuando:

1. El hecho se haya producido en situación de vulnerabilidad de la niña o niño por el sólo 
hecho de serlo;
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2. La niña o niño que haya sido víctima de violencia física, psicológica o sexual, con 
anterioridad a la muerte, por parte del mismo agresor;

3. La niña o niño haya sido víctima de un delito contra la libertad individual o la libertad 
sexual, con anterioridad a la muerte por parte del mismo agresor;

4. La muerte sea conexa al delito de trata o tráfi co de personas;

5. La muerte sea resultado de ritos, desafíos grupales o prácticas culturales por parte del 
mismo agresor;

6. La niña o niño haya sido víctima de violencia familiar o doméstica, con anterioridad a 
la muerte por parte del mismo agresor; 

7. Existan antecedentes de abandono a la niña o niño, por parte del mismo agresor;

8. La niña o niño haya sido víctima de amenazas al interior de la familia, con anterioridad 
a la muerte por parte del mismo agresor; y

9. La niña o niño haya sido víctima de hostigamiento u odio dentro de la familia, con 
anterioridad a la muerte por parte del mismo agresor”.

(Es modifi cado por la Ley 548 de 17 de julio de 2014)

Artículo 259. (Homicidio en Riña o a Consecuencia de Agresión). Los que en riña o pelea en que 
tomaren parte más de dos personas, causaren la muerte de alguna, sin que constare el autor, serán 
sancionados con privación de libertad de uno a seis años.

Si tampoco se identifi care a los causantes de lesiones a la víctima, se impondrá privación de 
libertad de uno a cuatro años a los que hubieren intervenido en la riña o pelea.

Si la víctima del delito resultare ser Niña, Niño o Adolescente, la pena será agravada en dos tercios.
(Modifi cado por disposición del art. 6 de la ley Nº 054 de 8 de noviembre de 2010 de Protección 
Legal de Niñas, Niños y Adolescentes)

Artículo 260.- (Homicidio culposo). El que por culpa causare la muerte de una persona incurrirá 
en reclusión de seis (6) meses a tres (3) años. 

Si la muerte se produce como consecuencia de una grave violación culpable de los deberes 
inherentes a una profesión, ofi cio o cargo, la sanción será de reclusión de uno (1) a cinco (5) años. 

Artículo 261. (Homicidio y Lesiones Graves y Gravísimas en Accidentes de Tránsito)

I.  El que resultare culpable de la muerte o producción de lesiones graves o gravísimas de 
una o más personas ocasionadas con un medio de transporte motorizado, será sancionado con 
reclusión de uno (1) a tres (3) años. Si el hecho se produjera estando el autor bajo la dependencia 
de alcohol o estupefacientes, la pena será de reclusión de cinco (5) a ocho (8) años y se impondrá 
al autor del hecho, inhabilitación para conducir de forma defi nitiva.

II.  En caso de reincidencia se aplicará el máximo de la pena prevista.

III.  Si la muerte o lesiones graves o gravísimas se produjeren como consecuencia de una 
grave inobservancia de la Ley, el Código y el Reglamento de Tránsito que establece los deberes 
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de cuidado del propietario, gerente o administrador de una empresa de transporte, éste será 
sancionado con reclusión de uno (1) a dos (2) años.
(Vigente conforme a la Disposición Final Primera de la Ley Nº 264 de 31 de julio de 2012)

Artículo 262.- (Omisión de socorro). Si en el caso del Artículo anterior el autor fugare del lugar del 
hecho u omitiere detenerse para prestar socorro o asistencia a las víctimas será sancionado con 
privación de libertad de uno (1) a cuatro (4) años.

La pena será de privación de libertad de seis (6) meses a dos (2) años, cuando el conductor de 
otro vehículo no se detuviere a prestar socorro o ayuda al conductor u ocupantes del vehículo 
accidentado, agravándose la pena en una mitad, sí el accidente y la omisión de asistencia se 
produjeron en lugar deshabitado.

CAPÍTULO II

ABORTO
Artículo 263.- (Aborto). El que causare la muerte de un feto en el seno materno o provocare su 
expulsión prematura, será sancionado:

1) Con privación de libertad de dos (2) a seis (6) años, si el aborto fuere practicado sin el 
consentimiento de la mujer o si ésta fuere menor de diez y seis años (16).

2) Con privación de libertad de uno (1) a tres (3) años, si fuere practicado con el 
consentimiento de la mujer.

3) Con reclusión de uno (1) a tres (3) años, a la mujer que hubiere prestado su 
consentimiento.

La tentativa de la mujer, no es punible.

Artículo 264.- (Aborto seguido de lesión o muerte). Cuando el aborto con el consentimiento de 
la mujer fuere seguido de lesión, la pena será de privación de libertad de uno (1) a cuatro (4) años; 
y si sobreviniere la muerte, la sanción será agravada en una mitad.

Cuando del aborto no consentido resultare una lesión, se impondrá al autor la pena de privación de 
libertad de uno (1) a siete (7) años; si ocurriere la muerte, se aplicará la de privación de libertad de 
dos (2) a nueve (9) años.

Artículo 265.- (Aborto honoris causa). Si el delito fuere cometido para salvar el honor de la mujer, 
sea por ella misma o por terceros, con consentimiento de aquella, se impondrá reclusión de seis (6) 
meses a dos (2) años, agravándose la sanción en un tercio, si sobreviniere la muerte.

Artículo 266.- (Aborto impune). Cuando el aborto hubiere sido consecuencia de un delito de 
violación, rapto no seguido de matrimonio, estupro o incesto, no se aplicará sanción alguna, 
(siempre que la acción penal hubiere sido iniciada).
(Declarado Inconstitucional por SCP 0206/2014 de 5 de febrero de 2014)

Tampoco será punible si el aborto hubiere sido practicado con el fi n de evitar un peligro para la vida 
o la salud de la madre y si este peligro no podía ser evitado por otros medios.
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En ambos casos, el aborto deberá ser practicado por un médico, con el consentimiento de la mujer 
y autorización judicial en su caso.

(Lo remarcado fue declarado Inconstitucional por SCP 0206/2014 de 5 de febrero de 2014)

Artículo 267.- (Aborto preterintencional). El que mediante violencia diere lugar al aborto sin 
intención de causarlo, pero siéndole notorio el embarazo o constándole éste, será sancionado con 
reclusión de tres (3) meses a tres (3) años.

Artículo 267 bis. (Aborto Forzado). Quien mediante violencia física, psicológica o sexual contra la 
mujer le causare un aborto, será sancionado con reclusión de cuatro (4) a ocho (8) años.
(Art. 267 bis.  fue incorporado por  Disposición del art. 83 de la Ley Nº 348 de 09 de marzo de 
2013 Integral para Garantizar a las Mujeres una Vida Libre de Violencia)

Artículo 268.- (Aborto culposo). El que por culpa causare un aborto, incurrirá en prestación de 
trabajo hasta un (1) año.

Artículo 269.- (Práctica habitual de aborto). El que se dedicare habitualmente a la práctica de 
aborto, incurrirá en privación de libertad de uno (1) a seis (6) años.

CAPÍTULO III

DELITOS CONTRA LA INTEGRIDAD CORPORAL Y LA SALUD
Artículo 270. (Lesiones Gravísimas). Se sancionará con privación de libertad de cinco (5) a doce 
(12) años, a quien de cualquier modo ocasione a otra persona, una lesión de la cual resulte alguna 
de las siguientes consecuencias:

1. Enfermedad o discapacidad psíquica, intelectual, física sensorial o múltiple.

2. Daño psicológico o psiquiátrico permanente.

3. Debilitación permanente de la salud o la pérdida total o parcial de un sentido, de un 
miembro, de un órgano o de una función.

4. Incapacidad permanente para el trabajo o que sobrepase de noventa (90) días.

5. Marca indeleble o deformación permanente en cualquier parte del cuerpo.

6. Peligro inminente de perder la vida.

Cuando la víctima sea niña, niño, adolescente o persona adulta mayor la pena será agravada en dos 
tercios tanto en el mínimo como en el máximo.

Artículo 270 modifi cado por disposición del art. 18 de la Ley Nº  369 de 01 de mayo de 2013, 
General de las Personas Adultas Mayores)
Art. 270 Modifi cado por Disposición del art. 83 de la Ley Nº 348 de 09 de marzo de 2013 
Integral para Garantizar a las Mujeres una Vida Libre de Violencia)
(Modifi cado por disposición del art. 7 de la ley Nº 054 de 8 de noviembre de 2010 de Protección 
Legal de Niñas, Niños y Adolescentes)
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Artículo 270 Bis. (Lesiones Gravísimas Ocasionadas por Animales). 

I. Quien por acción u omisión resultare culpable por la agresión de cualquier animal que 
esté bajo su tenencia o custodia, y a causa de ésta derivare alguna de las consecuencias 
señaladas en el Artículo 270 del presente Código, será sancionado con reclusión de 
dos (2) a cuatro (4) años y se le inhabilitará en forma definitiva para la tenencia de 
estos animales. 

II. Si como consecuencia de la agresión, la lesión provocare la muerte de la víctima, la pena 
será de reclusión de cinco (5) a diez (10) años.

III. En caso de que el propietario no cumpla con la obligación de cubrir, la asistencia médica y 
el resarcimiento económico por secuelas a la víctima, la pena será agravada en un tercio

(Artículo incorporado por la Ley 553 de 1 de agosto de 2014) 

Artículo 271. (Lesiones Graves y Leves). Se sancionará con privación de libertad de tres (3) a 
seis (6) años, a quien de cualquier modo ocasione a otra persona un daño físico o psicológico, 
no comprendido en los casos del Artículo anterior, del cual derive incapacidad para el trabajo de 
quince (15) hasta noventa (90) días.

Si la incapacidad fuere hasta de catorce (14) días, se impondrá al autor sanción de trabajos 
comunitarios de uno (1) a tres (3) años y cumplimiento de instrucciones que la jueza o el juez 
determine.
Cuando la víctima sea una niña, niño, adolescente o persona adulta mayor la pena será agravada 
en dos tercios tanto en el mínimo como en el máximo.
(Artículo 271 modifi cado por disposición del Artículo 18 de la Ley Nº  369 de 01 de mayo de 
2013, General de las Personas Adultas Mayores).
(Art. 271 Modifi cado por Disposición del Artículo 83 de la Ley Nº 348 de 09 de marzo de 2013 
Integral para Garantizar a las Mujeres una Vida Libre de Violencia)
(Modifi cado por disposición del Artículo 8 de la ley Nº 054 de 8 de noviembre de 2010 de 
Protección Legal de Niñas, Niños y Adolescentes)

Artículo 271 Bis. (Esterilización Forzada). La persona que prive a otra de su función reproductiva 
de forma temporal o permanente sin su consentimiento expreso, voluntario, libre e informado, o de 
su representante legal en caso de persona con discapacidad intelectual severa, será sancionada 
con pena privativa de libertad de cinco (5) a doce (12) años.

La pena será agravada en un tercio cuando el delito sea cometido contra una mujer menor de edad 
o aprovechando su condición de discapacidad, o cuando concurran las circunstancias previstas en 
el Artículo 252.

Si el delito se cometiera como parte del delito de genocidio perpetrado con la intención de 
destruir total o parcialmente a un grupo nacional, social, pueblo indígena originario campesino 
o grupo religioso como tal, adoptando para ello medidas destinadas a impedir los nacimientos 
en el seno del grupo, se aplicará la pena de treinta (30) años de privación de libertad sin 
derecho a indulto
(Art. 271 bis incorporado por Disposición del Artículo 84 de la Ley Nº 348 de 09 de marzo de 
2013 Integral para Garantizar a las Mujeres una Vida Libre de Violencia)
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Artículo 272. (Agravante). En los casos de los Arts. 267 bis, 270 y 271, sanción será agravada en 
un tercio del máximo o mínimo, cuando mediaren las circunstancias enumeradas en el Artículo 
252, exceptuando la prevista en el numeral 1.
(Modifi cado por Ley N° 348 de 9 de marzo de 2013)

Artículo 272 bis. (Violencia Familiar o DomésticA). Quien agrediere físicamente, psicológica o 
sexualmente dentro los casos comprendidos en el numeral 1 al 4 del presente Artículo incurrirá en 
pena de reclusión de dos (2) a cuatro (4) años, siempre que no constituya otro delito.

1. El cónyuge o conviviente o por quien mantenga o hubiera mantenido con la víctima 
una relación análoga de afectividad o intimidad, aún sin convivencia.

2. La persona que haya procreado hijos o hijas con la víctima, aún sin convivencia.

3. Los ascendientes o descendientes, hermanos, hermanas, parientes consanguíneos o 
afi nes en línea directa y colateral hasta el cuarto grado.

4. La persona que estuviere encargada del cuidado o guarda de la víctima, o si ésta se 
encontrara en el hogar, bajo situación de dependencia o autoridad.

En los demás casos la parte podrá hacer valer su pretensión por ante la vía correspondiente.
(Art. 272  bis incorporado por Disposición del art. 84 de la Ley Nº 348 de 09 de marzo de 2013 
Integral para Garantizar a las Mujeres una Vida Libre de Violencia)

Artículo 273. (Lesión Seguida de Muerte). El que con el fi n de causar un daño en el cuerpo o 
en la salud produjere la muerte de alguna persona, sin que ésta hubiera sido querida por el autor, 
pero que pudo haber sido prevista, será sancionado con privación de libertad de tres (3) a ocho 
(8) años.
Si se tratare de los casos previstos en el Artículo 254, párrafo primero, la sanción será disminuida 
en un tercio.
La sanción privativa de libertad será agravada en dos tercios, si la víctima del delito resultare ser 
niña, niño, adolescente o persona adulta mayor.
(Modifi cado por disposición del art. 9 de la ley Nº 054 de 8 de noviembre de 2010 de Protección 
Legal de Niñas, Niños y Adolescentes)
Artículo 273 modifi cado por disposición del art. 18 de la Ley Nº  369 de 01 de mayo de 2013, 
General de las Personas Adultas Mayores.

Artículo 274. (Lesiones Culposas). El que culposamente causare a otro alguna de las lesiones 
previstas en este capítulo, será sancionado con multa hasta de doscientos cuarenta (240) días o 
prestación de trabajo hasta un (1) año.

Si la víctima del delito resultare ser niña, niño, adolescente o persona adulta mayor se aplicará una 
pena privativa de libertad de dos (2) a cuatro (4) años.
(Artículo 274 vigente por disposición del art. 18 de la Ley Nº  369 de 01 de mayo de 2013, 
General de las Personas Adultas Mayores)

Artículo 275.- (Autolesión). Incurrirá en reclusión de tres (3) meses a tres (3) años:
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1) El que se causare una lesión o agravare voluntariamente las consecuencias de la 
misma, para no cumplir un deber, servicio u otra prestación impuesta por ley, o para 
obtener un benefi cio ilícito.

2) El que permitiere que otro le cause una lesión, para los mismos fi nes.

3) El que lesionare a otro con su consentimiento.

Artículo 276.- (Causas de Impunidad)
(Derogado por el Artículo 44 de la Ley 1674, de 15 de diciembre de 1995, Ley Contra la 
Violencia en la Familia o Doméstica)

Artículo 277. (Contagio de Enfermedades de Transmisión Sexual o VIH SIDA). Quien a sabiendas 
de hallarse atacado de una enfermedad de transmisión sexual o VIH SIDA, pusiere en peligro de 
contagio a otra persona mediante relaciones sexuales o extra sexuales, será sancionado con 
privación de libertad de un mes a un año.

Si el contagio se produjere, por una enfermedad de transmisión sexual, la pena será de uno a tres 
años; si el contagio se produjere por la transmisión del VIH SIDA, será sancionada con privación de 
libertad de cinco a diez años. 

En caso de que del peligro de contagio, se diere por medio sexual o extra sexual y resultare víctima 
una Niña, un Niño o Adolescente, se sancionará con una pena privativa de libertad de tres a seis 
años.

Si el contagio se produjere, la pena será de diez a quince años.
(Vigente por disposición del art. 11 de la ley Nº 054 de 8 de noviembre de 2010 de Protección 
Legal de Niñas, Niños y Adolescentes)

Artículo 277 Bis. (Alteración genética). Será sancionado con privación de libertad de dos (2) 
a cuatro (4) años e inhabilitación especial quien con fi nalidad distinta a la terapéutica, manipule 
genes humanos de manera que se altere el genotipo.  

Si la alteración del genotipo fuera realizada por imprudencia, la pena será de inhabilitación especial 
de uno (1) a dos (2) años. 

CAPÍTULO IV

ABANDONO DE NIÑOS O DE OTRAS PERSONAS INCAPACES
Artículo 278. (Abandono de Niñas o Niños). Quien abandonare a una niña o niño, será sancionado 
con reclusión de tres a seis años. Si del abandono resultare lesión corporal grave o muerte, la pena 
privativa de libertad será agravada en una mitad, o la aplicación de pena de presidio de quince a 
veinte años. 
(Vigente por disposición del art. 12 de la ley Nº 054 de 8 de noviembre de 2010 de Protección 
Legal de Niñas, Niños y Adolescentes)

Artículo 279. (Abandono por Causa de Honor). La madre que abandonare a su hija o hijo recién 
nacido para salvar su honor, será sancionada con reclusión de dos a cinco años.
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Si del hecho derivare una lesión grave o la muerte de la hija o hijo, la sanción será de cinco a diez 
años y la aplicación de pena de presidio de quince a veinte años respectivamente.
(Vigente por disposición del art. 13 de la ley Nº 054 de 8 de noviembre de 2010 de Protección 
Legal de Niñas, Niños y Adolescentes)

Artículo 280.- (Abandono de personas incapaces). Incurrirá en la pena de reclusión de un (1) mes 
a dos (2) años, el que teniendo bajo su cuidado, vigilancia o autoridad, abandonare a una persona 
incapaz de defenderse o de valerse por sí misma por cualquier motivo.

Artículo 281.- (Denegación de auxilio).- El que debiendo prestar asistencia, sin riesgo personal, 
a un menor de doce (12) años o a una persona incapaz, desvalida o en desamparo o expuesta 
a peligro grave e inminente, omitiere prestar el auxilio necesario o no demandare el concurso o 
socorro de la autoridad pública o de otras personas, será sancionado con reclusión de un (1) mes 
a un (1) año.

CAPÍTULO V

TRATA Y TRÁFICO DE PERSONAS
(Capítulo V incorporado por disposición del art. 1 de la Ley Nº 3325 de 18 de enero de 2006 de 
Trata y Tráfi co de Personas y otros Delitos Relacionados)

Artículo 281 Bis (Trata de Personas). 

I.   Será sancionado con privación de libertad de diez (10) a quince (15) años, quien por 
cualquier medio de engaño, intimidación, abuso de poder, uso de la fuerza o cualquier 
forma de coacción, amenazas, abuso de la situación de dependencia o vulnerabilidad de la 
víctima, la concesión o recepción de pagos por si o por tercera persona realizare, indujere 
o favoreciere la captación, traslado, transporte, privación de libertad, acogida o recepción 
de personas dentro o fuera del territorio nacional, aunque mediare el consentimiento de la 
víctima, con cualquiera de los siguientes fi nes:

1. Venta u otros actos de disposición del ser humano con o sin fi nes de lucro.

2. Extracción, venta o disposición ilícita de fluidos o líquidos corporales, células, órganos 
o tejidos humanos. 

3. Reducción a esclavitud o estado análogo.

4. Explotación laboral, trabajo forzoso o cualquier forma de servidumbre.

5. Servidumbre costumbrista.

6. Explotación sexual comercial.

7. Embarazo forzado.

8. Turismo sexual.

9. Guarda o adopción.

10. Mendicidad forzada. 
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11. Matrimonio servil, unión libre o de hecho servil. 

12. Reclutamiento de personas para su participación en conflictos armados o sectas 
religiosas.

13. Empleo en actividades delictivas.

14. Realización ilícita de investigaciones biomédicas.

II.  La sanción se agravará en un tercio cuando:

1. La autora o el autor, o partícipe, sea cónyuge, conviviente o pareja de la víctima, tenga 
parentesco hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo de afi nidad, tenga a 
su cargo la tutela, custodia, curatela o educación de la víctima.

2. La autora o el autor sea servidora o servidor público, goce de inmunidad diplomática, 
o sea profesional médico o a fi n.

3. Se utilicen drogas, medicamentos o armas.

III.   La sanción será de quince (15) a veinte (20) años cuando la víctima fuere un niño, niña 
o adolescente, persona con discapacidad física, enfermedad o deficiencia psíquica, 
mujer embarazada, o el autor sea parte de una organización criminal, se produzca una 
lesión gravísima o se ponga en peligro la vida, la integridad o la seguridad de la víctima.

IV.  Si a causa del delito se produce la muerte de la víctima, se impondrá la sanción prevista 
para el delito de asesinato.

(Modifi cado por mandato del art. 34 de la Ley  Nº 263 de 31 de julio de 2012 Integral contra la 
Trata y tráfi co de Personas)

Artículo 281 Ter (Tráfi co de Migrantes). El que en benefi cio propio o de tercero por cualquier 
medio induzca, promueva, favorezca, fi nancie o facilite la entrada o salida del país, de personas en 
forma ilegal o en incumplimiento de las disposiciones legales de migración, será sancionado, con 
privación de libertad de cuatro (4) a ocho (8) años.

Si a causa de acciones u omisiones dolosas se produjere la muerte de la victima se impondrá la 
pena del delito de asesinato.

Si la muerte fuese producida por acciones u omisiones culposas, la pena se agravará en una mitad.
(Incorporado por el Artículo 1 de la Ley No. 3325 de 18 de enero de 2006, Trata y Tráfi co de 
Personas y otros Delitos Relacionados)

Artículo 281 Quater (Pornografía y espectáculos obscenos con niños, niñas, o adolescentes).- 
El que por sí o por tercera persona , por cualquier medio, promueva, produzca, exhiba, comercialice 
o distribuya material pornográfi co, o promocione espectáculos obscenos en los que se involucren 
niños, niñas o adolescentes será sancionado con pena privativa de libertad de tres (3) a seis (6) 
años.

La pena se agravará en un cuarto cuando el autor o partícipe sea el padre, madre, tutor o quien 
tenga bajo su cuidado, vigilancia o autoridad al niño, niña o adolescente.
(Incorporado por el Artículo 1 de la Ley No. 3325 de 18 de enero de 2006, Trata y Tráfi co de 
Personas y otros Delitos Relacionados)
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CAPÍTULO VI

DELITOS CONTRA LA DIGNIDAD DEL SER HUMANO
Artículo 281 Quinquies.- (Racismo).

I. La persona que arbitrariamente e ilegalmente, restrinja, anule, menoscabe o impida el 
ejercicio de derechos individuales o colectivos por motivos de raza, origen nacional o étnico, 
color, ascendencia, pertenencia a naciones y pueblos indígena originario campesinos o el 
pueblo afroboliviano o uso de su vestimenta o idioma propio, será sancionado con pena 
privativa de libertad de tres (3) a siete (7) años.

II. La sanción será agravada en un tercio del mínimo y en una mitad el máximo cuando:

a) El hecho sea cometido por una servidora o servidor público o autoridad pública.

b) El hecho sea cometido por un particular en la prestación de un servicio público

c) El hecho sea cometido con violencia.
(Incorporado por el Artículo 23 de la Ley No. 045 de 8 de octubre de 2010, Contra el Racismo y 
toda forma de Discriminación)

Artículo 281 Sexies.- (Discriminación).

I. La persona que arbitrariamente e ilegalmente obstruya, restrinja, menoscabe, impida o 
anule el ejercicio de los derechos individuales y colectivos, por motivos de sexo, edad, 
género, orientación sexual e identidad de género, identidad cultural, fi liación familiar, 
nacionalidad, ciudadanía, idioma, credo religioso, ideología, opinión política o fi losófi ca, 
estado civil, condición económica o social, enfermedad, tipo de ocupación, grado de 
instrucción, capacidades diferentes o discapacidad física, intelectual o sensorial, estado de 
embarazo, procedencia regional, apariencia física, vestimenta, será sancionado con pena 
privativa de libertad de uno (1) a cinco (5) años. 

II. La sanción será agravada en un tercio del mínimo y en una mitad el máximo cuando:

a) El hecho sea cometido por una servidora o servidor público o autoridad pública.

b) El hecho sea cometido por un particular en la prestación de un servicio público.

c) El hecho sea cometido con violencia.
(Incorporado por el Artículo 23 de la Ley No. 045 de 8 de octubre de 2010, Contra el Racismo y 
toda forma de Discriminación)

Artículo 281 Septies.- (Difusión e Incitación al Racismo o a la Discriminación). La persona que 
por cualquier medio difunda ideas basadas en la superioridad o en el odio racial, o que promuevan 
y/o justifi quen el racismo o toda forma de discriminación, por los motivos descritos en los Artículos 
281 quinquies y 281 sexies, o incite a la violencia, o la persecución de personas, o grupos de 
personas, fundados en motivos racistas o discriminatorios, será sancionado con la pena privativa 
de libertad de uno (1) a cinco (5) años.
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I. La sanción será agravada en un tercio del mínimo y en una mitad del máximo, cuando el 
hecho sea cometido por una servidora o servidor público, o autoridad pública.

II. Cuando el hecho sea cometido por una trabajadora o un trabajador de un medio de 
comunicación social, o propietario del mismo, no podrá alegarse inmunidad ni fuero alguno.

(Incorporado por el Artículo 23 de la Ley No. 045 de 8 de octubre de 2010, Contra el Racismo y 
toda forma de Discriminación)

Artículo 281 Octies.- (Organizaciones o Asociaciones Racistas o Discriminatorias) La persona 
que participe en una organización o asociación que promuevan y/o justifi quen el racismo o la 
discriminación descritos en los Artículos 281 quinquies y 281 sexies o incite al odio, a la violencia o 
la persecución de personas o grupos de personas fundados en motivos racistas o discriminatorios, 
serán sancionados con pena privativa de libertad de uno (1) a cuatro (4) años. 

La sanción será agravada en un tercio del mínimo y en una mitad el máximo, cuando el hecho sea 
cometido por una servidora o servidor público o autoridad pública. 
(Incorporado por el Artículo 23 de la Ley No. 045 de 8 de octubre de 2010, Contra el Racismo y 
toda forma de Discriminación)

Artículo 281 Nonies.- (Insultos y Otras Agresiones Verbales por Motivos Racistas o 
Discriminatorios). El que por cualquier medio realizare insultos u otras agresiones verbales, 
por motivos racistas o discriminatorios descritos en el los Artículos 281 quinquies y 281 sexies, 
incurrirá en prestación de trabajo de cuarenta (40) días a dieciocho (18) meses y multa de cuarenta 
(40) a ciento cincuenta (150) días.

I.  Si este delito fuera cometido mediante impreso, manuscrito o a través de medios de 
comunicación, la pena será agravada en un tercio el mínimo y en un medio el máximo.

II.  Si la persona sindicada de este delito se retractare, antes o a tiempo de la imputación 
formal la acción penal quedará extinguida. No se admitirá una segunda retractación sobre 
el mismo hecho.

III. La retractación deberá realizarse por el mismo medio, en iguales condiciones y alcance por 
el cual se realizó el insulto o la agresión verbal, asumiendo los costos que ello implique.

(Incorporado por el Artículo 23 de la Ley No. 045 de 8 de octubre de 2010, Contra el Racismo y 
toda forma de Discriminación)
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TÍTULO IX

DELITOS CONTRA EL HONOR

CAPÍTULO ÚNICO

DIFAMACIÓN, CALUMNIA E INJURIA
Artículo 282.- (Difamación). El que de manera pública, tendenciosa y repetida, revelare o divulgare 
un hecho, una calidad, o una conducta capaces de afectar la reputación de una persona individual 
o colectiva, incurrirá en prestación de trabajo de un (1) mes a un (1) año o multa de veinte (20) a 
doscientos cuarenta (240) días.

Artículo 283.- (Calumnia). El que por cualquier medio imputare a otro falsamente la comisión de 
un delito, será sancionado con privación de libertad de seis (6) meses a tres (3) años y multa de 
cien (100) a trescientos (300) días.

Artículo 284.- (Ofensa a la memoria de difuntos). El que ofendiere la memoria de un difunto con 
expresiones difamatorias o con imputaciones calumniosas, incurrirá en las mismas penas de los 
dos Artículos anteriores.

Artículo 285.- (Propalación de ofensas). El que propalare o reprodujere por cualquier medio los 
hechos a que se refi eren los Artículos 282, 283 y 284, será sancionado como autor de los mismos.

Artículo 286.- (Excepción de verdad). El autor de difamación y calumnia no será punible si las imputaciones 
consistieren en afi rmaciones verdaderas, pero el acusado sólo podrá probar la verdad de la imputación:

1)  Cuando se trate de ofensas dirigidas a un funcionario público y con referencia a sus 
funciones.

2)  Cuando el querellante pidiere la prueba de la imputación, siempre que tal prueba no 
afecte derechos o secretos de tercera persona.

Artículo 287.- (Injuria). El que por cualquier medio y de un modo directo ofendiere a otro en su 
dignidad o decoro, incurrirá en prestación de trabajo de un (1) mes a un (1) año y multa de treinta 
(30) a cien (100) días.

Si el hecho previsto en le Artículo 283 y la injuria a que se refi ere este Artículo fueren cometidos 
mediante impreso, mecanografi ado o manuscrito, su autor será considerado reo de libelo 
infamatorio y sancionado con multa de sesenta (60) a ciento cincuenta (150) días, sin perjuicio de 
las penas correspondientes.

Artículo 288.- (Interdicción de la prueba). No será admitida la prueba sino en los casos señalados 
en el Artículo 286.

Artículo 289.- (Retractación). El sindicado de un delito contra el honor quedará exento de pena, si 
se retractare antes o a tiempo de prestar su indagatoria. 

No se admitirá una segunda retractación sobre el mismo hecho.

Artículo 290.- (Ofensas recíprocas). Si las ofensas o imputaciones fueren recíprocas, el juez 
podrá, según las circunstancias, eximir de pena a las dos partes o a alguna de ellas.
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TÍTULO X

DELITOS CONTRA LA LIBERTAD

CAPÍTULO I

DELITOS CONTRA LA LIBERTAD INDIVIDUAL
Artículo 291. (Reducción a la Esclavitud o Estado Análogo). El que redujere a una persona a 
esclavitud o estado análogo, será sancionado con privación de libertad de dos a ocho años. 

Si la víctima del delito resultare ser Niña, Niño o Adolescente, la pena privativa de libertad será de 
ocho a dieciséis años.
(Vigente por disposición del Artículo 14 de la ley Nº 054 de 8 de noviembre de 2010 de 
Protección Legal de Niñas, Niños y Adolescentes)

Artículo 292.- (Privación de libertad). El que de cualquier manera privare a otro de su libertad 
personal, incurrirá en reclusión de seis (6) meses a dos (2) años y multa de treinta (30) a cien (100) 
días.

La sanción será agravada en un tercio, cuando el hecho fuere cometido:

1) Por un funcionario público, con abuso de su autoridad.

2) Sobre un ascendiente, descendiente o cónyuge.

3) Si la privación de libertad excediere de cuarenta y ocho (48) horas.

Artículo 292 Bis.- (Desaparición Forzada de Personas). El que con la autorización, el apoyo o la 
aquiescencia de algún órgano del Estado, privare de libertad a una o más personas y, deliberadamente 
oculte, niegue información sobre el reconocimiento de la privación de libertad o sobre el paradero 
de la persona impidiendo así el ejercicio de recursos y de garantías procesales, será sancionado 
con pena de presidio, de cinco (5) a quince (15) años.

Si como consecuencia del hecho resultaren graves daños físicos o psicológicos de la victima, la 
pena será de quince (15) a veinte (20) años de presidio.

Si el autor del hecho fuera funcionario público, el máximo de la pena, será agravada en un tercio.

Si a consecuencia del hecho se produjere la muerte de la victima, se impondrá la pena de treinta 
(30) años de presidio.
(Incorporado por el Artículo Único de la Ley No. 3326, de 18 de enero de 2006)

Artículo 293.- (Amenazas). El que mediante amenazas graves alarmare o amedrentare a una 
persona, será sancionado con prestación de trabajo de un (1) mes a un (1) año y multa hasta de 
sesenta (60) días.

La pena será de reclusión de tres (3) a diez y ocho (18) meses, si la amenaza hubiere sido hecha 
con arma o por tres (3) o más personas reunidas.

Artículo 294.- (Coacción). El que con violencia o amenazas graves obligare a otro a hacer, no 
hacer o tolerar algo a que no está obligado, incurrirá en reclusión de seis (6) meses a dos (2) años.
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La sanción será de reclusión de uno (1) a cuatro (4) años, si para el hecho se hubiere usado armas.

Artículo 295.- (Vejaciones y torturas). Será sancionado con privación de libertad de seis (6) 
meses a dos (2) años, el funcionario que vejare, ordenare o permitiere vejar a un detenido.

La pena será de privación de libertad de dos (2) a cuatro (4) años, si le infligiere cualquier especie 
de tormentos o torturas.

Si éstas causaren lesiones, la pena será de privación de libertad de dos (2) a seis (6) años; y si 
causaren la muerte, se aplicará la pena de presidio de diez (10) años.

Artículo 296.- (Delitos contra la libertad de prensa). Será sancionado con reclusión de seis (6) 
meses a tres (3) años y multa de treinta (30) a doscientos (200) días, el que ilegalmente impidiere 
o estorbare la libre emisión del pensamiento por cualquier medio de difusión, así como la libre 
circulación de un libro, periódico o cualquier otro impreso.

Artículo 297.- (Atentados contra la libertad de enseñanza). El que por cualquier medio atentare 
contra la libertad de enseñanza, será sancionado con reclusión de seis (6) meses a tres (3) años y 
multa de treinta (30) a cien (100) días.

CAPÍTULO II

DELITOS CONTRA LA INVIOLABILIDAD DEL DOMICILIO
Artículo 298.- (Allanamiento de domicilio o sus dependencias). El que arbitrariamente entrare 
en domicilio ajeno o sus dependencias, o en un recinto habitado por otro, o en un lugar de trabajo, 
o permaneciere de igual manera en ellos, incurrirá en la pena de privación de libertad de tres (3) 
meses a dos (2) años y multa de treinta (30) a cien (100) días.

Se agravará la sanción en un tercio, si el delito se cometiere de noche, o con fuerza en las cosas o 
violencia en las personas, o con armas, o por varias personas reunidas.

Artículo 299.- (Por funcionario público). El funcionario público o agente de la autoridad, que con 
abuso de sus funciones o sin las formalidades previstas por ley cometiere los hechos descritos en 
el Artículo anterior, será sancionado con privación de libertad de uno (1) a cuatro (4) años.

CAPÍTULO III

DELITOS CONTRA LA INVIOLABILIDAD DEL SECRETO
Artículo 300.- (Violación de la correspondencia y papeles privados). El que indebidamente 
abriere una carta, un pliego cerrado o una comunicación telegráfi ca, radiotelegráfi ca o telefónica, 
dirigidos a otra persona, o el que, sin abrir la correspondencia, por medios técnicos se impusiere 
de su contenido, será sancionado con reclusión de tres (3) meses a un (1) año o multa de sesenta 
(60) a doscientos cuarenta (240) días.

Con la misma pena será sancionado el que de igual modo se apoderare, ocultare o destruyere una 
carta, un pliego, un despacho u otro papel privado, aunque estén abiertos, o el que arbitrariamente 
desviare de su destino la correspondencia que no le pertenece.
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Se elevará el máximo de la sanción a dos (2) años, cuando el autor de tales hechos divulgare el 
contenido de la correspondencia y despachos indicados.

Artículo 301.- (Violación de secretos en correspondencia no destinada a la publicidad). El que 
grabare las palabras de otro no destinadas al público, sin su consentimiento, o el que mediante 
procedimientos técnicos escuchare manifestaciones privadas que no le estén dirigidas, o el que 
hiciere lo mismo con papeles privados o con una correspondencia epistolar o telegráfi ca aunque le 
hubieren sido dirigidos, siempre que el hecho pueda ocasionar algún perjuicio, será sancionado con 
privación de libertad de tres (3) meses a un (1) año.

Artículo 302.- (Revelación de secreto profesional). El que teniendo conocimiento de secretos 
en virtud de su estado, ministerio, profesión, empleo, ofi cio, arte o comisión, los revelare sin justa 
causa, o los usare en benefi cio propio o ajeno, si de ello se siguiere algún perjuicio, será sancionado 
con privación de libertad de tres (3) meses a un (1) año y multa de treinta (30) a cien (100) días.

CAPÍTULO IV

DELITOS CONTRA LA LIBERTAD DE TRABAJO
Artículo 303.- (Atentados contra la libertad de trabajo). El que impidiere, obstaculizare o 
restringiere la libertad de trabajo, profesión u ofi cio, comercio o industria, incurrirá en reclusión de 
uno (1) a tres (3) años.

Artículo 304.- (Monopolio de trabajo). El que ejercitare cualquier tipo de monopolio de una 
actividad lícita de trabajo, comercio o industria, será sancionado con reclusión de uno (1) a tres (3) 
años y multa de treinta (30) a sesenta (60) días.

Artículo 305.- (Conducta culposa). El funcionario público que culposamente permitiere la comisión 
de los delitos previstos en los dos Artículos anteriores, será sancionado con reclusión de tres (3) 
meses a dos (2) años.

Artículo 306.- (Violencias o amenazas, por obreros y empleados). El obrero o empleado que 
ejerciere violencias o se valiere de amenazas para compeler a otro u otros a tomar parte en una 
huelga o boicot, incurrirá en reclusión de tres (3) meses a dos (2) años.

Artículo 307.- (Coacciones por patrón, empresario o empleado). Incurrirá en la sanción del 
Artículo anterior el patrón, empresario o empleado que por sí o por un tercero coaccionare a otro 
u otros para tomar parte en un lockout, ingresar a una determinada sociedad obrera o patronal, o 
abandonarla.

Se impondrá reclusión de tres (3) meses a tres (3) años, cuando se hubiere hecho uso de armas.
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TÍTULO XI

DELITOS CONTRA LA LIBERTAD SEXUAL

CAPÍTULO I

VIOLACIÓN, ESTUPRO Y ABUSO DESHONESTO
Artículo 308. (Violación). Se sancionará con privación de libertad de quince (15) a veinte(20) años 
a quien mediante intimidación, violencia física o psicológica realice con persona de uno u otro sexo, 
actos sexuales no consentidos que importen acceso carnal, mediante la penetración del miembro 
viril, o de cualquier otra parte del cuerpo, o de un objeto cualquiera, por vía vaginal, anal u oral, con 
fi nes libidinosos; y quien, bajo las mismas circunstancias, aunque no mediara violencia física o 
intimidación, aprovechando de la enfermedad mental grave o insufi ciencia de la inteligencia de la 
víctima o que estuviera incapacitada por cualquier otra causa para resistir.
(Art. 308  Vigente por Disposición del Artículo 83 de la Ley Nº 348 de 09 de marzo de 2013 
Integral para Garantizar a las Mujeres una Vida Libre de Violencia)

Artículo 308 Bis. (Violación de Infante, Niña, Niño o Adolescente). Si el delito de violación 
fuere cometido contra persona de uno u otro sexo menor de catorce (14) años, será sancionado 
con privación de libertad de veinte (20) a veinticinco (25) años, así no haya uso de la fuerza o 
intimidación y se alegue consentimiento.

En caso que se evidenciare alguna de las agravantes dispuestas en el Artículo 310 del Código 
Penal, y la pena alcanzara treinta (30) años, la pena será sin derecho a indulto.

Quedan exentas de esta sanción las relaciones consensuadas entre adolescentes mayores de doce 
(12) años, siempre que no exista diferencia de edad mayor de tres (3) años entre ambos y no se 
haya cometido violencia o intimidación.
(Art. 308 bis. Vigente por Disposición del Artículo 83 de la Ley Nº 348 de 09 de marzo de 2013 
Integral para Garantizar a las Mujeres una Vida Libre de Violencia)

Artículo 308 Ter. (Violación en Estado de Inconsciencia). 
Art. 308 TER. Derogado por mandato de la Ley Nº 348 de 09 de marzo de 2013 Integral para 
Garantizar a las Mujeres una Vida Libre de Violencia)

Artículo 309. (Estupro). Quien mediante seducción o engaño, tuviera acceso carnal con persona 
de uno y otro sexo mayor de catorce (14) y menor de dieciocho (18) años, será sancionado con 
privación de libertad de tres a seis años. 
(Vigente por disposición del Artículo 16 de la ley Nº 054 de 8 de noviembre de 2010 de 
Protección Legal de Niñas, Niños y Adolescentes)

Artículo 310. (Agravantes). La pena será agravada en los casos de los delitos anteriores, con 
cinco (5) años, cuando:

a)  Producto de la violación se produjera alguna de las circunstancias previstas en los 
Artículos 270 y 271 de este Código;

b)  El hecho se produce frente a niñas, niños o adolescentes;
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c)  En la ejecución del hecho hubieran concurrido dos (2) o más personas;

d)  El hecho se produce estando la víctima en estado de inconsciencia;

e)  En la comisión del hecho se utilizaren armas u otros medios peligrosos susceptibles 
de producir la muerte de la víctima;

f)  El autor fuese cónyuge, conviviente o con quien la víctima mantiene o hubiera 
mantenido una relación análoga de intimidad;

g)  El autor estuviere encargado de la educación o custodia de la víctima, o si ésta se 
encontrara en situación de dependencia respecto a éste o bajo su autoridad;

h)  El autor hubiera sometido a la víctima a condiciones vejatorias o degradantes;

i)  La víctima tuviere algún grado de discapacidad;

j)  La víctima sea mayor de sesenta (60) años;

k)  La víctima se encuentre embarazada o si como consecuencia del hecho quede 
embarazada;

l)  Tratándose del delito de violación, la víctima sea mayor de catorce (14) y menor de 
dieciocho (18) años;

m) El autor hubiera cometido el hecho en más de una oportunidad en contra de la víctima;

n) A consecuencia del hecho se produjera una infección de transmisión sexual o VIH; o,

o)  El autor fuera ascendiente, descendiente o pariente dentro del cuarto grado de 
consanguinidad o segundo de afi nidad;

Si como consecuencia del hecho se produjere la muerte de la víctima, se aplicará la pena 
correspondiente al feminicidio, asesinato o infanticidio.

(Modifi cado por la Disposición Adicional Cuarta de la Ley 1173 de 3 de mayo de 2019)

Artículo 311.- (Substitución de Persona). 
(Derogado por el Artículo 19 de la Ley 2033, de 29 de octubre de 1999, de Protección a las 
Víctimas de Delitos Contra la Libertad Sexual) 

Artículo 312. (Abuso Sexual). Cuando en las mismas circunstancias y por los medios señalados 
en los Artículos 308 y 308 bis se realizaran actos sexuales no constitutivos de penetración o acceso 
carnal, la pena será de seis (6) a diez (10) años de privación de libertad. 

Se aplicarán las agravantes previstas en el Artículo 310, y si la víctima es niña, niño o adolescente 
la pena privativa de libertad será de diez (10) a quince (15) años. 
(Art. 312 Vigente por Disposición del Artículo 83 de la Ley Nº 348 de 09 de marzo de 2013 
Integral para Garantizar a las Mujeres una Vida Libre de Violencia)

Artículo 312 bis. (Actos Sexuales Abusivos). Se sancionará con privación de libertad de cuatro 
(4) a seis (6) años, a la persona que durante la relación sexual consentida, obligue a su pareja o 
cónyuge a soportar actos de violencia física y humillación.
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La pena se agravará en un tercio cuando el autor obligue a su cónyuge, conviviente o pareja sexual 
a tener relaciones sexuales con terceras personas.
(Art. 312  bis incorporado por Disposición del art. 84 de la Ley Nº 348 de 09 de marzo de 2013 
Integral para Garantizar a las Mujeres una Vida Libre de Violencia)

Artículo 312 Ter. (Padecimientos Sexuales). Será sancionada con pena privativa de libertad de 
quince (15) a treinta (30) años, quien en el marco de un ataque generalizado o sistemático contra 
una población o grupo humano, incurra en las siguientes acciones:

1. Someta a una o más personas a violación o cualquier forma de abuso sexual, 
humillaciones y ultrajes sexuales.

2. Someta a una o más personas a prostitución forzada.

3. Mantenga confi nada a una mujer a la que se haya embarazado por la fuerza con la 
intención de influir en la composición étnica de una población.

(Art. 312 ter. incorporado por Disposición del art. 84 de la Ley Nº 348 de 09 de marzo de 2013 
Integral para Garantizar a las Mujeres una Vida Libre de Violencia)

Artículo 312 Quater. (Acoso Sexual). 

I.  La persona que valiéndose de una posición jerárquica o poder de cualquier índole hostigue, 
persiga, exija, apremie, amenace con producirle un daño o perjuicio cualquiera, condicione 
la obtención de un benefi cio u obligue por cualquier medio a otra persona a mantener una 
relación o realizar actos o tener comportamientos de contenido sexual que de otra forma 
no serían consentidos, para su benefi cio o de una tercera persona, será sancionada con 
privación de libertad de cuatro (4) a ocho (8) años.

II. Si la exigencia, solicitud o imposición fuera ejercida por un servidor público en el ámbito de 
la relación jerárquica que ostenta, será destituido de su cargo y la pena será agravada en 
un tercio.

(Art. 312 quater. incorporado por Disposición del Artículo 84 de la Ley Nº 348 de 09 de marzo de 
2013 Integral para Garantizar a las Mujeres una Vida Libre de Violencia)

CAPÍTULO II

RAPTO
Artículo 313. (Rapto). Quien con fi nes lascivos y mediante violencia, amenazas graves o engaños, 
substrajere o retuviere a una persona, será sancionada con privación de libertad de cuatro (4) a 
ocho (8) años. La pena será agravada en un tercio tanto en el mínimo como en el máximo, cuando 
la víctima sea niña, niño o adolescente.”
(Art. 313 Modifi cado por Disposición del Artículo 83 de la Ley Nº 348 de 09 de marzo de 2013 
Integral para Garantizar a las Mujeres una Vida Libre de Violencia)
(Art. 314 al 317 Derogados por Ley N° 348 de 9 de marzo de 2013)
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CAPÍTULO III

DELITOS CONTRA LA MORAL SEXUAL
Artículo 318. (Corrupción de Niña, Niño o Adolescente). El que mediante actos libidinosos o por 
cualquier otro medio, corrompiera o contribuya a corromper a una persona menor de dieciocho 
años, será sancionado con pena privativa de libertad de tres a ocho años.
(Vigente por disposición del Artículo 21 de la ley Nº 054 de 8 de noviembre de 2010 de 
Protección Legal de Niñas, Niños y Adolescentes)

Artículo 319. (Corrupción Agravada). En el caso del Artículo anterior, la pena será agravada en un 
tercio:

1. Si la víctima fuera menor de catorce años;

2. Si el hecho fuera ejecutado con propósitos de lucro;

3. Si mediare engaño, violencia o cualquier otro medio de intimidación o coerción;

4. Si la víctima padeciera de enfermedad o defi ciencia psíquica;

5. Si el autor fuera ascendiente, marido, hermano, tutor o encargado de la educación o 
custodia de la víctima.

(Vigente por disposición del Artículo 22 de la ley Nº 054 de 8 de noviembre de 2010 de 
Protección Legal de Niñas, Niños y Adolescentes) 

Artículo 320 (Corrupción de mayores). Quien, por cualquier medio, corrompiera o contribuyera a 
la corrupción de mayores de dieciocho (18) años, será sancionado con reclusión de tres (3) meses 
a dos (2) años.

La pena será agravada en una mitad en los casos 2), 3), 4) y 5) del Artículo anterior.
(Vigente por el Artículo 11 de la Ley 2033, de 29 de octubre de 1999, de Protección a la Víctimas 
de Delitos Contra la Libertad Sexual)

Artículo 321. (Proxenetismo). 

I.  Quien mediante engaño, abuso de una situación de necesidad o vulnerabilidad, de 
una relación de dependencia o de poder, violencia, amenaza o cualquier otro medio de 
intimidación o coerción, para satisfacer deseos ajenos o con ánimo de lucro o benefi cio 
promoviere, facilitare o contribuyere a la prostitución de persona de uno u otro sexo, o la 
que obligare a permanecer en ella, será sancionado con privación de libertad de diez (10) a 
quince (15) años.

II.  La pena privativa de libertad será de doce (12) a dieciocho (18) años cuando la víctima 
fuere menor de dieciocho (18) años de edad, persona que sufra de cualquier tipo de 
discapacidad.

III.  La pena privativa de libertad será de quince (15) a veinte (20) años, si la víctima fuere 
menor de catorce (14) años de edad, aunque fuere con su consentimiento y no mediaren 
las circunstancias previstas en el parágrafo I, o el autor o participe fuere el ascendiente, 
cónyuge, conviviente, hermano, tutor, curador o encargado de la custodia de la víctima. Igual 
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sanción se le impondrá a la autora, autor o participe que utilizare drogas, medicamentos y 
otros para forzar, obligar o someter a la víctima.

IV.  La pena privativa de libertad será de ocho (8) a doce (12) años, a quien por cuenta propia o 
por terceros mantuviere ostensible o encubiertamente una casa o establecimiento donde 
se promueva la explotación sexual y/o violencia sexual comercial.

(Vigente por mandato del Artículo 34 de la Ley 263 de 31 de julio de 2012 Integral contra la 
Trata y Tráfi co de Personas)

Artículo 321 Bis. (Tráfi co de Personas)

I.   Quien promueva, induzca, favorezca y/o facilite por cualquier medio la entrada o salida ilegal 
de una persona del Estado Plurinacional de Bolivia a otro Estado del cual dicha persona 
no sea nacional o residente permanente, con el fi n de obtener directa o indirectamente 
benefi cio económico para sí o para un tercero, será sancionado con privación de libertad 
de cinco (5) a diez (10) años.

 La sanción se agravará en la mitad, cuando:

1. Las condiciones de transporte pongan en peligro su integridad física y/o psicológica.

2. La autora o el autor sea servidor o servidora pública.

3. La autora o el autor sea la persona encargada de proteger los derechos e integridad de 
las personas en situación vulnerable.

4. La autora o el autor hubiera sido parte o integrante de una delegación o misión 
diplomática, en el momento de haberse cometido el delito.

5. El delito se cometa contra más de una persona.

6. La actividad sea habitual y con fi nes de lucro.

7. La autora o el autor sea parte de una organización criminal.

II.   La sanción se agravará en dos tercios cuando la víctima sea un niño, niña o adolescente, 
persona con discapacidad física, enfermedad o defi ciencia psíquica o sea una mujer 
embarazada. 

III.  Quién promueva, induzca, favorezca y/o facilite por cualquier medio el ingreso o salida 
ilegal de una persona de un departamento o municipio a otro del cual dicha persona no 
sea residente permanente, mediante engaño, violencia, amenaza, con el fi n de obtener 
directa o indirectamente benefi cio económico para sí o para un tercero, será sancionada 
con privación de libertad de cuatro (4) a siete (7) años.

IV.  Si con el propósito de asegurar el resultado de la acción se somete a la víctima a cualquier 
forma de violencia o situación de riesgo que tenga como consecuencia su muerte, incluido 
el suicidio, se impondrá la pena establecida para el delito de asesinato.

(Vigente por mandato del Artículo 35 de la Ley 263 de 13 de julio de 2012- Integral contra la 
Trata y Tráfi co de Personal) 
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Artículo 321 Ter. (Revelación de Identidad de Víctimas, Testigos o Denunciantes). La servidora 
o servidor público que sin debida autorización revele información obtenida en el ejercicio de sus 
funciones que permita o dé lugar a la identifi cación de una víctima, testigo o denunciante de Trata 
y Tráfi co de Personas, y delitos conexos, será sancionado con pena privativa de libertad de tres (3) 
a ocho (8) años.
(Incorporado por disposición del Artículo 35 de la Ley 263 de 31 de julio de 2012 - Integral 
contra la Trata y Tráfi co de Personas-.) 

Artículo 322. (Violencia Sexual Comercial). Quien pagare en dinero o especie, directamente a 
un niño, niña o adolescente o a tercera persona, para mantener cualquier tipo de actividad sexual, 
erótica o pornográfi ca con un niño, niña y adolescente, para la satisfacción de sus intereses o 
deseos sexuales, será sancionado con privación de libertad de ocho (8) a doce (12) años.

La pena privativa de libertad se agravará en dos tercios, cuando:

1. La víctima sea un niño o niña menor de 14 años.

2. La víctima tenga discapacidad física o mental. 

3. La autora o el autor utilice cualquier tipo de sustancia para controlar a la víctima.

4. La autora o el autor tenga una enfermedad contagiosa.

5. Como consecuencia del hecho, la víctima quedara embarazada.

6. La autora o el autor sea servidora o servidor público.
(Vigente y nuevamente incorporado  por disposición del art. 35 de la Ley 263 de 31 de julio de 
2012-Integral contra la Trata y Tráfi co de Personas) 

CAPÍTULO IV

ULTRAJES AL PUDOR PÚBLICO
Artículo 323.- (Actos obscenos). El que en lugar público o expuesto al público realizare actos 
obscenos o los hiciere ejecutar por otro, incurrirá en reclusión de tres (3) meses a dos (2) años.

Artículo 323 Bis. (Pornografía). 

I.  Quien procure, obligue, facilite o induzca por cualquier medio, por si o tercera persona a 
otra que no dé su consentimiento a realizar actos sexuales o de exhibicionismo corporal 
con fi nes lascivos con el objeto de video grabarlos, fotografi arlos, fi lmarlos, exhibirlos o 
describirlos a través de anuncios impresos, transmisión de archivos de datos en red pública 
o de comunicaciones, sistemas informáticos, electrónicos o similares, será sancionada 
con pena privativa de libertad de diez (10) a quince (15) años.

 Igual sanción será impuesta cuando el autor o participe reproduzca o almacene, distribuya 
o venda material pornográfi co.

II.  La pena privativa de libertad será agravada en un tercio cuando:

1. La víctima sea niño, niña o adolescente o persona con discapacidad.
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2. La autora o el autor sea cónyuge, conviviente, padre, madre o la persona que ejerza 
algún tipo de autoridad o responsabilidad legal sobre la víctima.

3. La autora o el autor mantenga una relación laboral, de parentesco consanguíneo o de 
afi nidad con la víctima.

4. La víctima sea una mujer embarazada.

5. La autora o el autor sea servidora o servidor público.

6. La autora o el autor sea la persona encargada de proteger los derechos e integridad de 
las personas en situación vulnerable.

7. La autora o el autor hubiera sido parte o integrante de una delegación o misión 
diplomática, en el momento de haberse cometido el delito.

8. El delito se cometa contra más de una persona.

9. La actividad sea habitual y con fi nes de lucro.

10. La autora o el autor sea parte de una organización criminal.

III.  Quien compr e, arriende o venda material pornográfi co, donde se exhiba imágenes de niños, 
niñas y adolescentes, será sancionado con pena privativa de libertad de cinco (5) a ocho (8) 
años.

(Vigente por disposición del Artículo 34 de la Ley 263 de 31 de julio de 2012 - Integral contra 
la Trata y Tráfi co de Personas) 

Artículo 324.- (Publicaciones y espectáculos obscenos).

El que con cualquier propósito expusiere públicamente, fabricare introdujere en el país o reprodujere 
libros, escritos, dibujos, imágenes u otros objetos obscenos, o el que los distribuyere o pusiere en 
circulación o el públicamente ofreciere espectáculos teatrales o cinematográfi cos u otros obscenos 
o transmitiere audiciones de la misma índole, será sancionado con reclusión de tres meses a dos 
años.

La pena será agravada en una mitad si la publicación o espectáculo obsceno fuere vendido, 
distribuido, donado o exibido a niños, niñas o adolescentes. 

(Ultimo párrafo incorporado por la ley Nº 3325)
(Si bien el Artículo declarado Inconstitucional por la Sentencia Constitucional 0034/2006 
de 10 de mayo de 2006, con efecto derogatorio, el Tribunal Constitucional pronunció el AC 
0039/2006-ECA de 20 de octubre, enmienda la SC 0034/2006. Aclarándose que la pena prevista 
en ese párrafo, subsiste sólo como referencia para el cálculo de la sanción establecida en el 
texto incorporado por la ley 3325 )

Artículo 325.- (Disposición común). En los casos previstos por este Título, cuando fueren autores 
los padres, tutores, curadores o encargados de la custodia se impondrá además de las penas 
respectivas, la pérdida de tales derechos, cargos o funciones.
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TÍTULO XII

DELITOS CONTRA LA PROPIEDAD

CAPÍTULO I

HURTO
Artículo 326.- (Hurto). El que se apoderare ilegítimamente de una cosa mueble ajena, incurrirá en 
reclusión de un (1) mes a tres (3) años.

La pena será de reclusión de tres (3) meses a cinco (5) años en casos especialmente graves. Por 
regla un caso se considera especialmente grave cuando el delito fuere cometido: 

1) Con escalamiento o uso de ganzúa, llave falsa u otro instrumento semejante, para 
penetrar al lugar donde se halla la cosa, objeto de la substracción. 

2) Con ocasión de un estrago o conmoción popular. 

3) Aprovechándose de un accidente o de un infortunio en particular. 

4) Sobre bienes muebles del Patrimonio Cultural Boliviano. 

5) Sobre cosas de valor artístico, histórico, religioso y científi co. 

6) Sobre cosas que se encuentran fuera del control del dueño. 

7) Sobre cosas de primera necesidad o destinadas a un servicio público, siempre que la 
substracción ocasionare un quebranto a éste, o una situación de desabastecimiento.

La sanción será agravada en un tercio de la pena máxima, cuando la cosa mueble ajena este 
califi cada como Patrimonio Cultural Boliviano.
Modifi cado por la Ley N° 530 de 23 de mayo  de 2014.

Artículo 326 Bis. (Hurto de Minerales). 

I. El que se apoderare ilegítimamente de minerales no transformados en bienes de consumo 
fi nal, cualquiera sea su origen, forma de presentación o estado en el que se encuentren, 
será sancionado con privación de libertad de dos (2) a cuatro (4) años. 

II. La pena será de privación de libertad de tres (3) a cinco (5) años, cuando: 

1.  Sea cometido por servidoras o servidores públicos con motivo o en ocasión del 
ejercicio de su cargo o función. 

2.  Sea cometido por socios, trabajadores o empleados, dependientes de una empresa 
minera pública o privada. 

3.  Sea cometido por asociados o empleados dependientes de una cooperativa minera; o, 

4.  Se incurra en alguno de los casos previstos en los numerales 1, 2, 3 y 6 del segundo 
párrafo del Artículo 326 de este Código.

(Incorporado por el Artículo Único de la Ley 1093 de 29 de agosto de 2018)
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Artículo 327.- (De cosa común). El que siendo condómino, coheredero o socio, substrajere para 
sí o un tercero la cosa común de poder de quien la tuviere legítimamente, será sancionado con 
reclusión de uno (1) a seis (6) meses.

Artículo 328.- (De uso). El que sin derecho alguno, ni mediar mutua confi anza, amistad o lazos 
de próximo parentesco, tome sin intención de apropiársela una cosa ajena, la use y la devuelva a 
su dueño o la restituya a su lugar, incurrirá en prestación de trabajo de uno (1) o seis (6) meses, 
siempre que el valor del uso y del deterioro o depreciación de la cosa fueren apreciables, a juicio 
del juez.

Artículo 329.- (Hurto de posesión). El que siendo dueño de una cosa mueble la sustrajere de quien 
la tuviere a título legítimo en su poder, con perjuicio del mismo o de un tercero, incurrirá en la pena 
de prestación de trabajo de uno (1) a seis (6) meses.

Artículo 330.- (Substracción de energía). El que substrajere una energía con valor económico, 
usándola en benefi cio propio o de un tercero, incurrirá en multa de treinta (30) a cien (100) días. 

CAPÍTULO II

ROBO
Artículo 331.- (Robo). El que se apoderare de una cosa mueble ajena con fuerza en las cosas o 
con violencia o intimidación en las personas, será sancionado con privación de libertad de uno (1) 
a cinco (5) años.
(Modifi cado por el Artículo 17 de la Ley No. 2494, de 4 de agosto de 2003, del Sistema Nacional 
de Seguridad Ciudadana. Derogado a su vez por el Artículo Unico de la Ley No. 2625, de 22 de 
diciembre de 2003) 
(Incorporado por el Artículo Único de la Ley 1093 de 29 de agosto de 2018)

Artículo 331 Bis. (Robo de minerales). El que se apoderare de minerales no transformados en 
bienes de consumo fi nal, cualquiera sea su origen, forma de presentación o estado en el que 
se encuentren, en las mismas circunstancias previstas en el Artículo 331, será sancionado con 
privación de libertad de tres (3) a seis (6) años.

Artículo 332.- (Robo agravado). La pena será de presidio de tres (3) a diez (10) años: 

1. Si el robo fuere cometido con armas o encubriendo la identidad del agente.

2. Si fuere cometido por dos (2) o más autores.

3. Si fuere cometido en lugar despoblado.

4. Si concurriere alguna de las circunstancias señaladas en el párrafo 2 del Artículo 326.
(Modifi cado por el Artículo 17 de la Ley No. 2494, de 4 de agosto de 2003, del Sistema Nacional 
de Seguridad Ciudadana. Derogado a su vez por el Artículo Unico de la Ley No. 2625, de 22 de 
diciembre de 2003).

Artículo 332 Bis. (Robo Agravado de Minerales). La pena será de presidio de seis (6) a diez (10) 
años: 
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1. Si en el robo de minerales concurriere alguna de las circunstancias previstas en los 
numerales 1, 2 y 3 del Artículo 332. 

2. Si en el robo de minerales concurriere alguna de las circunstancias previstas en el 
Parágrafo II del Artículo 326 bis.

(Incorporado por el Artículo Único de la Ley 1093 de 29 de agosto de 2018)

Artículo 332 Ter. (Receptación Proveniente de Delitos Vinculados a la Sustracción de Minerales). 

I. El que después de haberse cometido un delito de hurto o robo de mineral no transformado 
en bien de consumo fi nal, ayude a otro a asegurar el benefi cio o resultado del mismo, será 
sancionado con privación de libertad de uno (1) a tres (3) años y el decomiso de los bienes 
producto del ilícito. 

II. El que en las mismas circunstancias del Parágrafo precedente, reciba, oculte, venda o 
compre minerales no transformados en bienes de consumo fi nal, a sabiendas de que éstos 
son provenientes de la comisión del delito de hurto o robo de mineral, será sancionado con 
privación de libertad de dos (2) a cuatro (4) años y el decomiso de los bienes producto del 
ilícito. 

III. Los propietarios, gerentes o administradores de comercializadoras o ingenios de minerales 
que reciban, vendan o compren minerales provenientes de hurto o robo de mineral, serán 
sancionados con privación de libertad de tres (3) a cinco (5) años y el decomiso de los 
bienes producto del ilícito.”

El Artículo Único de la Ley 1093 modifi ca la Ley N° 1768 de 10 de marzo de 1997, “Código 
Penal”, incorporando los Artículos 132 ter, 326 bis, 331 bis, 332 bis y 332 ter.
(Incorporado por el Artículo Único de la Ley 1093 de 29 de agosto de 2018)

CAPÍTULO III

EXTORSIONES
Artículo 333.- (Extorsión). El que mediante intimidación o amenaza grave constriñere a una 
persona a hacer, tolerar que se haga o deje de hacer alguna cosa, con el fi n de obtener para sí o un 
tercero indebida ventaja o benefi cio económico, incurrirá en reclusión de uno (1) a tres (3) años.
(Modifi cado por el Artículo 17 de la Ley No. 2494, de 4 de agosto de 2003, del Sistema Nacional 
de Seguridad Ciudadana. Derogado a su vez por el Artículo Unico de la Ley No. 2625, de 22 de 
diciembre de 2003). 

Artículo 334.- (Secuestro). El que secuestrare a una persona con el fi n de obtener rescate u otra 
indebida ventaja o concesión para sí o para otros como precio de la libertad de la víctima, será 
sancionado con la pena de cinco (5) a quince (15) años de presidio.

Si como consecuencia del hecho resultaren graves daños físicos en la víctima o el culpable 
consiguiere su propósito, la pena será de quince (15) a treinta (30) años de presidio. Si resultare la 
muerte de la víctima se aplicará la pena correspondiente al asesinato.
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CAPÍTULO IV

ESTAFAS Y OTRAS DEFRAUDACIONES
Artículo 335.- (Estafa). El que con la intención de obtener para sí o un tercero un benefi cio económico 
indebido, mediante engaños o artifi cios provoque o fortalezca error en otro que motive la realización 
de un acto de disposición patrimonial en perjuicio del sujeto en error o de un tercero, será sancionado 
con reclusión de uno (1) a cinco (5) años y con multa de sesenta (60) a doscientos (200) días.

Artículo 336.- (Abuso de fi rma en blanco). El que defraudare abusando de fi rma en blanco y extendiendo 
con ella algún documento en perjuicio de quien fi rmó o de un tercero, será sancionado con privación de 
libertad de uno (1) a cuatro (4) años y multa de sesenta (60) a ciento cincuenta (150) días.

Artículo 337.- (Estelionato). El que vendiere o gravare como bienes libres los que fueren litigiosos 
o estuvieren embargados o gravados y el que vendiere, gravare o arrendare, como propios, bienes 
ajenos, será sancionado con privación de libertad de uno (1) a cinco (5) años.

Artículo 337 Bis. (Tráfi co de Tierras). El que por sí o por terceros arriende, negocie o realice 
donaciones, compra-venta o permuta de tierras individuales o colectivas que no son de su propiedad, 
bienes de dominio público, bienes de patrimonio del Estado o de las entidades públicas o tierras 
fi scales de manera ilegal, será sancionado con privación de libertad de tres (3) a ocho (8) años.
Incorporado por La Ley N° 477 de 30 de Diciembre de 2013 

Artículo 338.- (Fraude de seguro). El que con el fi n de cobrar para sí o para otros la indemnización 
de un seguro o para incrementarla por encima de lo justo, destruyere, perdiere, deteriorare, ocultare 
o hiciere desaparecer lo asegurado, o utilizare cualquier otro medio fraudulento, incurrirá en la pena 
de privación de libertad de uno (1) a cinco (5) años.

Si lograre el propósito de cobrar el seguro, la pena será agravada en una mitad y multa de treinta 
(30) a cien (100) días.

Artículo 339.- (Destrucción de cosas propias, para defraudar). El que por cualquier medio 
destruyere o hiciere desaparecer sus propias cosas con el propósito de defraudar los derechos de 
tercero o de causarle perjuicio, incurrirá en reclusión de uno (1) a tres (3) años.

Artículo 340.- (Defraudación de servicios o alimentos). El que consumiere bebidas o alimentos en 
establecimientos donde se ejerza ese comercio, o se hiciere prestar o utilizare un servicio cualquiera 
de los de pago inmediato y no los abonare al ser requerido, será sancionado con reclusión de uno 
(1) a dos (2) años y multa de treinta (30) a cien (100) días.

Artículo 341.- (Defraudación con pretexto de remuneración a funcionarios públicos). El que 
defraudare a otro con pretexto de supuesta remuneración a los jueces u otros empleados públicos, 
será sancionado con prestación de trabajo de un (1) mes a un (1) año.

Artículo 342. (Engaño a Personas Incapaces). El que para obtener para sí o para otros algún 
provecho, abusando de las necesidades, de las pasiones o de la inexperiencia de una persona 
menor de dieciocho años o abusando del estado de enfermedad o defi ciencia psíquica de una 
persona, aunque no esté en interdicción o inhabilitada, la indujere a realizar un acto que implique 
algún efecto jurídico perjudicial para ella o para otros, incurrirá en privación de libertad de tres a 
ocho años.
(Vigente por disposición del Artículo 26 de la ley Nº 054 de 8 de noviembre de 2010 de 
Protección Legal de Niñas, Niños y Adolescentes)
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Artículo 343.- (Quiebra). Se impondrá la pena de privación de libertad de dos (2) a seis (6) años, 
al comerciante cuya quiebra fuere declarada fraudulenta con arreglo al Código o leyes de comercio. 

Sí la quiebra fuere declarada culpable, la sanción será disminuida en un tercio.

Incurrirán en la mitad de la pena establecida en éste Artículo los cómplices e instigadores que a 
sabiendas indujeren, antes o después de la declaración de la quiebra a realizar los actos ilícitos a 
que se refi ere el Código de Comercio.

Artículo 344.- (Alzamiento de bienes o falencia civil). El que no siendo comerciante se alzare con 
sus bienes o los ocultare o cometiere cualquier otro fraude, con el propósito de perjudicar a sus 
acreedores, incurrirá en privación de libertad de dos (2) a seis (6) años.

CAPÍTULO V

APROPIACIÓN INDEBIDA
Artículo 345. (Apropiación Indebida). 

I.  El que se apropiare de una cosa mueble o un valor ajeno en provecho de sí o de tercero y de 
los cuales el autor tuviera la posesión o tenencia legítima y que implique la obligación de 
administrar, entregar o devolver, será sancionado con reclusión de tres (3) meses a cuatro 
(4) años.

II.  La pena impuesta en el Parágrafo I del presente Artículo, será agravada en la mitad de la 
pena cuando afecte a la educación, la salud y al deporte.

Artículo vigente por la disposición fi nal de la Ley 804 del Deporte de 11 de mayo de 2016

Artículo 345 Bis.- (Delitos Previsionales).-

I.  Apropiación indebida de Aportes.- El Empleador que se apropiare de las Contribuciones 
destinadas al Sistema Integral de Pensiones, en su calidad de agente de retención y no los 
depositare en la Entidad señalada por Ley, dentro de los plazos establecidos para el pago, 
incurrirá en privación de libertad de cinco a diez años y multa de cien a quinientos días.

 Quedará exento de responsabilidad penal el que regularice su situación ante el Sistema 
integral de Pensiones, en relación con las Contribuciones o Aportes Solidarios no pagados, 
más los intereses y recargos si correspondiese quedando extinguida la acción penal.

II.  Declaraciones Falsas.- El que presentare una Declaración Jurada con información falsa; el 
que simulare una condición laboral falsa o estado de invalidez falso; el que proporcionare 
información laboral falsa o declaración de invalidez falsa a la Seguridad Social de Largo 
Plazo; o el que presentare documentación falsa para acceder a una Prestación, Pensión o 
benefi cio del Sistema Integral de Pensiones sea por acción u omisión, incurrirá en privación 
de libertad de tres a cinco años y multa de sesenta a doscientos días.

 Incurrirán en igual pena las personas que por acción u omisión hayan sido participes o 
cómplices en la comisión del delito señalado precedentemente.

III.  Información Médica o Declaración.- El médico que con el objeto de benefi ciar a un 
Asegurado emitiere o proporcionare información falsa sobre el estado de salud a efectos 
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de acceder a una prestación del Sistema Integral de Pensiones incurrirá en privación de 
libertad de dos a cuatro años.

IV.  Uso indebido de Recursos.- El que diere a los recursos de los Fondos del Sistema Integral 
de Pensiones que administra, percibe o custodia, un uso distinto de aquel al que estuviere 
destinado, incurrirá en reclusión de cinco a diez años y multa de cien a quinientos días.

 Si del hecho resultare daño para el Asegurado o el Fondo administrado, la sanción será 
agravada en un tercio.

V.  Se establecen delitos previsionales, como delitos públicos a la instancia de parte.

A los efectos de la aplicación del presente Artículo, si el Empleador fuere una persona jurídica, 
serán responsables la persona o personas individuales que funjan como representantes legales en 
el período en el que se tenía que cumplir con la obligación del pago de Contribuciones a la Gestora 
Pública de la Seguridad Social de Largo Plazo.

Podrá determinarse la corresponsabilidad de otras personas que tomaron la decisión de no pagar, 
si el Representante Legal actuó en cumplimiento de las determinaciones de un cuerpo colegiado 
de decisión, como el Directorio, la Asamblea o la Junta.
(Incorporado conforme al art. 118 de la Ley 065 de  10 de diciembre de 2010 de Pensiones)

Artículo 346.- (Abuso de confi anza). El que valiéndose de la confi anza dispensada por una 
persona, le causare daño o perjuicio en sus bienes, o retuviere como dueño los que hubiere recibido 
por un título posesorio, incurrirá en reclusión de tres (3) meses a dos (2) años.

Artículo 346 Bis.- (Agravación en caso de víctimas múltiples).- Los delitos tipifi cados en los 
Artículos 335, 337, 343, 344, 345, 346 y 363 bis de este código, cuando se realicen en perjuicio de 
víctimas múltiples, serán sancionados con reclusión de tres (3) a diez (10) años y con multa de cien 
(100) a quinientos (500) días.

Artículo 346 Ter. (Agravación en Caso de Víctimas Adultas Mayores). Los delitos tipifi cados en 
los Artículos 336, 351 y 353 de este Código cuando se realicen en perjuicio de personas adultas 
mayores, serán sancionados con reclusión de tres (3) a diez (10) años y con multa de cien (100) a 
quinientos (500) días.
(Artículo 346 TER  incorporado por disposición del Artículo 19 de la Ley Nº 369 de 01 de mayo 
de 2013, General de las Personas Adultas Mayores)

Artículo 347.- (De tesoro, cosa perdida o tenida por error o caso fortuito). Incurrirá en la pena de 
multa hasta de cien (100) días:

1) El que habiendo hallado un tesoro en propiedad ajena, se apropiare en todo o en parte 
de la cuota a que tiene derecho el propietario.

2) El que se apropiare de cosa ajena llegada a su poder por error, caso fortuito o fuerza 
de la naturaleza.

3) El que habiendo hallado una cosa ajena extraviada, se apropiare de ella, sin restituirla 
al dueño o legítimo poseedor o entregarla a la autoridad competente.

Artículo 348.- (Apropiación o venta de prenda). El que se apropiare o vendiere la prenda sobre la 
cual prestó dinero o que recibió en garantía de cualquier obligación, o dispusiere arbitrariamente 
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de aquélla, será sancionado con prestación de trabajo de un (1) mes a un (1) año y multa hasta de 
cien (100) días.

Artículo 349.- (Agravación y atenuación). En los casos de los Artículos 345, 346 y 348, la pena 
será aumentada en un tercio, cuando el autor hubiere recibido la cosa:

1) En depósito necesario.

2) Como tutor, curador, síndico, liquidador, inventariante, albacea testamentario o 
depositario judicial.

3) En razón de su ofi cio, empleo o profesión. 

Y atenuada en un tercio, si el autor sólo hubiere hecho uso indebido de la cosa recibida, en los 
casos anteriores

CAPÍTULO VI

ABIGEATO
ARTÍCULO 350. (Abigeato).

I.  Será sancionado con privación de libertad de seis (6) meses a un (1) año, quien en relación 
a una (1) cabeza de ganado porcino, caprino u ovino, incurra en alguna de las siguientes 
conductas:

1.  Se apodere o apropie indebidamente de ganado;

2.  Marque, señale, borre o modifi que las marcas o señales de animal ajeno;

3.  Marque o señale, en campo o propiedad ajena, sin consentimiento del dueño del 
campo, animal orejano;

4.  Marque o señale animal orejano ajeno, aunque sea en campo propio; o, 

5.  Faene, comercialice o transporte ganado ajeno o no haya sido autorizado por el 
propietario.

II.  Será sancionado con privación de libertad de dos (2) a cuatro (4) años, quien en relación a 
una (1) cabeza de ganado caballar, mular, asnal, bovino, bufalino o camélido sudamericano, 
incurra en alguna de las conductas descritas en el Parágrafo precedente.

III.  En los casos de los Parágrafos I y II del presente Artículo, la sanción será agravada de 
cuatro (4) a seis (6) años de privación de libertad, cuando:

1.  El hecho recaiga sobre dos (2) o más cabezas de ganado caballar, mular, asnal, bovino, 
bufalino, porcino, caprino, ovino o camélido sudamericano;

2.  El hecho sea cometido por dos (2) o más personas;

3.  Se trate de animales de alto valor genético;

4.  La persona autora mantenga una relación de dependencia laboral con la víctima;
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5.  El hecho se cometa en ocasión de un desastre natural, convulsión popular o 
aprovechándose de un accidente, o de un infortunio particular o, que el bien se halle 
fuera del control del dueño; o,

6.  Se utilicen armas de fuego o se ejerza violencia sobre las personas.

IV.  La receptación establecida en el Artículo 172 del presente Código, proveniente de los 
Parágrafos I y II del delito de abigeato, será sancionada con privación de libertad de seis 
(6) meses a un (1) año; cuando provenga del Parágrafo III del delito de abigeato, será 
sancionada con privación de libertad de dos (2) a cuatro (4) años.”

Vigente por Ley No 1102 del 25 de Septiembre de 2018 (LEY DE CREACIÓN DEL CONSEJO 
NACIONAL DE LUCHA CONTRA EL ABIGEATO – CONALCABI)

Artículo 350 Bis. (Tratos crueles). 

I . Se sancionará con privación de libertad de seis (6) meses a un (1) año, y multa de treinta 
(30) a sesenta (60) días o prestación de trabajo de tres (3) a seis (6) meses, a quien:

1. Ocasionare, con ensañamiento o con motivos fútiles, sufrimiento grave y daño que provoque 
la pérdida total o parcial de un sentido, de parte de su fi sonomía o de un órgano, a un animal.

2. Utilizare a un animal para cualquier práctica sexual.

II. En caso de que un animal ocasionare las consecuencias establecidas en el numeral 1 del Parágrafo 
anterior, el dueño o tenedor cubrirá los costos de la asistencia médica y el resarcimiento económico 
cuando corresponda, bajo alternativa de aplicarse la pena dispuesta para tratos crueles.

III. La pena será agravada en un tercio de la pena máxima, si producto del trato cruel se 
ocasione la muerte del animal.

(Incorporado por Ley N° 700 de 1 de junio de 2015 Ley para la defensa de los animales contra actos 
de crueldad y maltrato)

Artículo 350 Ter. – (Biocidio). 

I. Se sancionará con privación de libertad de dos (2) años a cinco (5) años y multa de treinta (30) a 
ciento ochenta (180) días, a quien matare con ensañamiento o con motivos fútiles a un animal.

II. La sanción será agravada en un tercio de la pena máxima, si se matare a más de un animal.

(Incorporado por Ley N° 700 de 1 de junio de 2015 Ley para la defensa de los animales contra actos 
de crueldad y maltrato)

CAPÍTULO VII

USURPACIÓN
Artículo 351.- (Despojo). El que en benefi cio propio o de un tercero, mediante violencia, amenazas, 
engaño, abuso de confi anza o cualquier otro medio, despojare a otro de la posesión o tenencia de 
un inmueble, o del ejercicio de un derecho real constituido sobre él, sea que el despojo se produzca 
invadiendo el inmueble, manteniéndose en él o expulsando a los ocupantes incurrirá en privación 
de libertad de seis (6) meses a cuatro (4) años.
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Artículo 351 Bis (Avasallamiento). El que por sí o por terceros, mediante violencia, amenazas, 
engaño, abuso de confi anza o cualquier otro medio, invadiere u ocupare de hecho, total o 
parcialmente, tierras o inmuebles individuales, colectivos, bienes de dominio público, bienes de 
patrimonio del Estado o de las entidades públicas o tierras fi scales, perturbando el ejercicio de la 
posesión o del derecho propietario, será sancionado con privación de libertad tres (3) a ocho (8) 
años.
Artículo incorporado por la Ley N° 477 de 30 de diciembre de 2013

Artículo 351 Ter (Agravantes para el Tráfi co de Tierras y Avasallamiento). En el caso de los Artículos 
337 bis y 351 bis, la pena será agravada en un tercio cuando quien comete el delito sea o haya sido 
servidor público, en especial aquellos de entidades relacionadas con el acceso a la tierra rural y urbana, 
sea reincidente o cabecilla, o el delito afecte a las áreas productivas urbanas o rurales, zonas de recarga 
hídrica, servidumbres ecológicas, franjas de seguridad y otras áreas con protección legal.
Artículo incorporado por la Ley N° 477 de 30 de diciembre de 2013

Artículo 352.- (Alteración de linderos). El que con propósito de apoderarse, en todo o en parte de 
bien inmueble ajeno, suprimiere o alterare los términos o linderos, será sancionado con reclusión 
de tres (3) meses a dos (2) años.

Artículo 353.- (Perturbación de posesión). El que con violencias o amenazas en las personas, 
perturbare la quieta y pacífi ca posesión de un inmueble, incurrirá en la pena de reclusión de tres (3) 
meses a tres (3) años.

Artículo 353 Bis (Ingreso No Autorizado). Quien o quienes sin cumplir con los requisitos de Ley, 
de manera no autorizada ingrese al territorio de una nación o pueblo indígena originario que cuente 
con declaración expresa de emergencia de sistemas de vida en alta vulnerabilidad, con el fi n de 
explotar recursos naturales o realizar campañas o investigaciones en salud, o cualquier tipo de 
acción ilícita que atente contra los sistemas de vida, será sancionado con privación de libertad de 
tres (3) a seis (6) años.

La misma pena se aplicará, a quien actúe al servicio o colabore de cualquier forma, en la realización 
de estudios de cualquier índole no autorizados.
La Ley N° 450 de 4 de Diciembre de 2013 Incorpora Artículo 353 Bis 

Artículo 354.- (Usurpación de aguas). El que para conseguir para sí o para otro algún provecho 
ilícito y en perjuicio de tercero, desviare a su favor las aguas públicas o privadas que no le 
corresponden o lo hiciere en mayor cantidad de la debida, será sancionado con reclusión de tres 
(3) meses a dos (2) años.

En la misma pena incurrirá el que estorbare o impidiere de cualquier manera el ejercicio de los 
derechos que un tercero tuviere sobre dichas aguas.

Artículo 355.- (Usurpación agravada). La sanción será agravada en un tercio, si en los casos de 
los Artículos precedentes, los hechos fueren cometidos por varias personas y con armas.

Artículo 356.- (Caza y pesca prohibidas). El que violare las disposiciones relativas a la caza y a la 
pesca o las hiciere en los lugares de reserva fi scal o en fundo ajeno, que esté cultivado o cercado, 
sin el consentimiento del dueño, incurrirá en prestación de trabajo de un (1) mes a un (1) año y 
multa hasta de sesenta (60) días.
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CAPÍTULO VIII

DAÑOS
Artículo 357.- (Daño simple). El que de cualquier modo deteriorare, destruyere, inutilizare, hiciere 
desaparecer o dañare cosa ajena, incurrirá en la pena de reclusión de un (1) mes a un (1) año y 
multa hasta de sesenta (60) días.

Artículo 358.- (Daño califi cado). La sanción será de privación de libertad de uno (1) a seis (6) años:

1. Cuando el daño recayere sobre medios o vías de comunicación o de tránsito, sobre 
puentes o canales, sobre plantas de producción o conductos de agua, electricidad o 
de substancias energéticas.

2. Cuando se cometiere en despoblado y en banda, o cuadrilla, o con violencia en las 
personas o amenazas graves.

3. Cuando recayere en cosas de valor artístico, arqueológico, científi co, histórico, 
religioso y militar o económico.

4. Cuando se realizare mediante incendio, destrucción o deterioro de documentos de 
valor estimable.

5. Cuando se produjere la destrucción de bosques, selvas, pastos, mieses o cultivos, o el 
hecho recayere en animales de raza.

La sanción será agravada en un tercio cuando el daño recayere sobre bienes muebles e inmuebles 
del Patrimonio Cultural Boliviano.
Modifi cado por la Ley N° 530 de 23 de mayo  de 2014.

Artículo 359.- (Exención de pena). No se aplicará sanción alguna, sin perjuicio de la acción civil 
que corresponda al damnifi cado, por los delitos de hurto, robo, extorsión, estafa, estelionato, 
apropiación indebida y daño, que recíprocamente se causaren:

1) Los cónyuges no divorciados, los no separados legalmente o los convivientes.

2) Los ascendientes, descendientes, adoptantes y adoptados y afi nes en línea recta.

3) Los hermanos y cuñados, si vivieren juntos.

CAPÍTULO IX

USURA
Artículo 360.- (Usura). El que aprovechando la necesidad, la ligereza o la inexperiencia de una 
persona, diere en cualquier forma, para sí o para otros, valores o especies a cambio de intereses 
superiores a los fi jados por ley u otras ventajas pecuniarias evidentemente desproporcionadas con 
la prestación, será sancionado con reclusión de tres (3) meses a dos (2) años y multa de treinta 
(30) a cien (100) días.

Se aplicará la misma pena al que a sabiendas adquiriere, transfi riere o hiciere valer un crédito 
usurario, o al intermediario, testaferro o cooperador.
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Artículo 361.- (Usura agravada). La sanción será agravada en una mitad y multa hasta de cien (100) días:

1) Si el autor fuere prestamista o comisionista usurario profesional o habitual.

2) Cuando se hubiere empleado cualquier artifi cio o engaño para obtener el consentimiento 
de la víctima.

3) Si el hecho fuere encubierto mediante otras formas de contrato, aun a manera de 
cláusula penal que fi je intereses.

4) Si el hecho constituye alguna de las formas del anatocismo.

CAPÍTULO X

DELITOS CONTRA EL DERECHO DE AUTOR
Artículo 362.- (Delitos contra la propiedad intelectual). Quien con ánimo de lucro, en perjuicio 
ajeno, reproduzca, plagie, distribuya, publique en pantalla o en televisión, en todo o en parte, una 
obra literaria, artística, musical, científi ca, televisiva o cinematográfi ca, o su transformación, 
interpretación, ejecución artística a través de cualquier medio sin la autorización de los titulares 
de los derechos de propiedad intelectual o de sus concesionarios o importe, exporte o almacene 
ejemplares de dichas obras, sin la referida autorización, será sancionado con la pena de reclusión 
de tres (3) meses a dos (2) años y multa de sesenta (60) días.

Artículo 363. (Violación de privilegio de invención). Será sancionado con reclusión de tres (3) 
meses a dos (2) años y multa de treinta (30) a sesenta (60) días, el que violare el derecho de 
privilegio de invención o descubrimiento, en los siguientes casos:

1) Fabricando sin autorización del concesionario objetos o productos amparados por un privilegio.

2) Usando medio o procedimiento que sea objeto de un privilegio.

CAPÍTULO XI

DELITOS INFORMÁTICOS
Artículo 363 Bis.- (Manipulación informática).- El que con la intención de obtener un benefi cio 
indebido para sí o un tercero, manipule un procesamiento o transferencia de datos informáticos 
que conduzca a un resultado incorrecto o evite un proceso tal cuyo resultado habría sido correcto, 
ocasionando de esta manera una transferencia patrimonial en perjuicio de tercero, será sancionado 
con reclusión de uno (1) a cinco (5) años y con multa de sesenta (60) a doscientos (200) días.

Artículo 363 Ter.- (Alteración, acceso y uso indebido de datos informáticos).- El que sin estar 
autorizado se apodere, acceda, utilice, modifi que, suprima o inutilice, datos almacenados en una 
computadora o en cualquier soporte informático, ocasionando perjuicio al titular de la información, 
será sancionado con prestación de trabajo hasta un (1) año o multa hasta doscientos (200) días.
Se incorpora por ley N° 393 Servicios Financieros del 21 de agosto de 2013, el siguiente texto: 
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CAPÍTULO XII

DELITOS FINANCIEROS
Artículo 363 Quater. (Delitos Financieros). Comete delito fi nanciero la persona natural o jurídica 
a través de su representante legal, que por acción u omisión incurra en alguna de las tipifi caciones 
delictivas detalladas a continuación:

a) Intermediación fi nanciera sin Autorización o licencia. El que por cuenta propia o ajena, 
directa o indirectamente, realice actividades de intermediación fi nanciera sin contar con 
la previa autorización de la Autoridad de Supervisión del Sistema Financiero, incurrirá en 
privación de libertad de cinco (5) a diez (10) años y multa de cien (100) a quinientos (500) 
días.

b) Uso indebido de Influencias para otorgación de Crédito. El o los directores, consejero de 
administración y de vigilancia, ejecutivo o funcionario de una entidad de intermediación 
fi nanciera, que con la intención de favorecerse asimismo o a la entidad de algún modo u 
obtener para sí o para un tercero benefi cios económicos, a sabiendas autorice o apruebe 
el otorgamiento de crédito a prestatarios o grupos prestatarios vinculados a la entidad, 
incurrirá en privación de libertad de tres (3) a ocho (8) años y multa de cien (100) a 
trescientos días.

 Si como resultado de ésta actividad se causare daño a terceros o a la propia entidad, la 
pena se agravará en una mitad.

c) Apropiación indebida de Fondos Financieros. El que sin autorización y mediante la 
utilización de medios tecnológicos u otras maniobras fraudulentas, se apoderare o 
procurare la transferencia de fondos, ya sea para benefi cio suyo o de terceros incurrirá en 
privación de libertad de cinco (5) a diez (10) años y multa de cien (100) a quinientos (500) 
días.

 Cuando el ilícito sea cometidos por un empleado de la entidad fi nanciera, aprovechando de 
su posición o del error ajeno, la pena se agravará en una mitad.

d) Forjamiento de resultados fi nancieros ilícitos. El que con el fi n de procurar un provecho 
indebido, realice maniobras fraudulentas  para alterar el precio de valores negociables o de 
oferta pública disimulando u ocultando hechos o circunstancias verdaderas o afi rmando 
o haciendo entrever hechos o circunstancias falsas o engañosas incurrirá en privación de 
libertad de cinco (5) a diez (10) años y multa de cien (100) a quinientos días.     

 La pena se gravará en la mitad para quien con el ánimo de obtener un benefi cio para sí o 
para un tercero o de perjudicar a otro participante del mercado, haga subir, bajar o mantener 
el precio, o facilitar la venta o compra de valores, mediante la afi rmación o simulación de 
hechos o circunstancias falsas o la deformación u ocultamiento de hechos o circunstancias 
verdaderas, de modo que induzca a error sobre las características esenciales de la inversión.

e) Falsifi cación de documentación contable. El que a sabiendas o con el propósito de ocultar 
situaciones de liquidez o insolvencia de una entidad fi nanciera o empresas de servicios 
fi nancieros complementarios, falsifi que material o ideológicamente los estados fi nancieros 
de la entidad, los asientos contables u otra información fi nanciera incurrirá en privación de 
libertad de cinco (5) a diez (10) años y multa de cien (100) a quinientos  (500) días.
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f) Difusión de información fi nanciera Falsa. La persona individual que por cualquier medio 
difunda o encomiende difundir información falsa a cerca del sistema fi nanciero boliviano 
o de sus entidades, que induzca o provoque el retiro masivo de depósitos de una o varias 
entidades de intermediación fi nanciera, incite o induzca a los clientes a no cumplir con los 
compromisos fi nancieros adquiridos, dañando o deteriorando la imagen y estabilidad de 
una entidad de intermediación fi nanciera o del Sistema Financiero Nacional.

 Se excluyen del alcance de éste inciso los estudios, análisis y opiniones de carácter científi co 
que, con base en información auténtica e identifi cable y verifi cable estén orientados a 
evaluar o califi car el sistema fi nanciero o sus actores, buscando maximizar su efi ciencia 
y desarrollo, incurrirá en privación de libertad de cinco (5) a diez (10) años y multa de cien 
(100) a quinientos (500) días.

TÍTULO FINAL

DISPOSICIONES TRANSITORIAS
Artículo 364.- (Abrogatoria de leyes penales). Se abroga el Código Penal de 6 de noviembre de 
1834 y todas las demás leyes y disposiciones que sean contrarias a la presente ley.

Artículo 365.- (Vigencia) Este código regirá a partir del día dos de abril de 1973.

NOTA: Contiene las modifi caciones e incorporaciones de las siguientes leyes y Sentencias 
Constitucionales: 

-  Ley Nº1674, de 15 de diciembre de 1995

-  Ley Nº 1768 de 10 de marzo de 1997

-  Ley Nº 1778 de 18 de marzo de 1997

-  Código de Procedimiento Penal, aprobado por Ley Nº 1970, de 25 de marzo de 1999.

-  Ley Nº2033 de 29 de octubre de 1999, de Protección a las Víctimas de Delitos contra 
la Libertad Sexual

-  Código Tributario Boliviano, aprobado por Ley Nº 2492, de 2 de agosto de 2003

-  Ley Nº 263. Ley Integral contra la Trata y Tráfi co de Personas de 31 de Julio de 2012

-  Ley Nº 3326 de Desaparición Forzada de Personas, de 18 de enero de 2006

-  Ley Nº 3829, de 8 de agosto de 2007, para la Prevención del VIH-Sida, Protección de 
los Derechos Humanos y    Asistencia Integral Multidisciplinaria, para las Personas que 
Viven Con el VIH- Sida.

-  Ley Nº 004, de 31 de marzo de 2010, de Lucha Contra la Corrupción, Enriquecimiento 
ilícito e Investigación de Fortunas “Marcelo Quiroga Santa Cruz”

-  Ley Nº 007, de 18 de mayo de 2010, de Modifi caciones al Sistema Normativo Penal.
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-  Ley Nº 262  Régimen de Congelamiento de Fondos y otros Activos de personas 
vinculadas con acciones de Terrorismo y Financiamiento del Terrorismo de 30 de julio 
de 2012

-  Ley Nº 450  de Protección a Naciones y Pueblos Indígenas Originarios de alta 
vulnerabilidad de 4 de diciembre de 2013

-  Ley Nº 400 de 18 de Septiembre de 2013

-  Ley Nº 530 de 23 de Mayo de 2013

-  Ley Nº 316 de Despenalización del Derecho a la Huelga y a la Protección del Fuero 
sindical en Materia Penal, de 11 de Diciembre de 2012. 

-  Ley Nº 393 De Servicios Financieros, de 21 de agosto de 2013.

-  Ley Nº 548 de 17 de Julio de 2014 Código Niña Niño y Adolescente.

-  Ley Nº 533 de Regulación de Tenencia de Perros Peligrosos  de 01 de Agosto de 2014.

-  Ley  Nº 477,  Contra el Avasallamiento y Tráfi co de Tierras de 30 de diciembre de 2013. 

-  Ley Nº 700 de 1de Junio de 2015.

- Ley 1093 modifi ca la Ley Nº 1768 de 10 de marzo 1997.

- Ley Nº 1102 del 25 de Septiembre de 2018.

- Ley Nº 1173 de 3 de mayo de 2019 Ley de Abreviación Procesal Penal y de 
Fortalecimiento de lucha integral contra la Violencia a niñas, niños adolescentes y 
mujeres.

-  Ley Nº 1008, de Régimen de la Coca y Sustancias controladas.

-  Ley Nº 1333, de Medio Ambiente.

-  Ley Nº 1700 Ley Forestal.

-  Ley Nª 264, del Sistema Nacional de Seguridad Ciudadana para una vida segura.

-  Ley Nº 348 Ley Integral para Garantizar a las Mujeres una Vida Libre de Violencia.

-  Ley Nº 065 de Pensiones, de 10 de diciembre de 2010

-  Ley Nº 026, del Régimen Electoral, de 30 de Junio de 2010
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ANEXOS

LEYES ESPECIALES

LEY Nº 1333, LEY DEL MEDIO AMBIENTE DEL 23 DE MARZO DE 1992.

DELITOS AMBIENTALES. 

Artículo 104º.- Comete delito contra el medio ambiente quien infrinja el Art. 206º del Código 
Penal cuando una persona, al quemar campos de labranza o pastoreo, dentro de los límites 
que la reglamentación establece, ocasione incendio en propiedad ajena, por negligencia o con 
intencionalidad, incurrirá en privación de libertad de dos a cuatro años. 

Artículo 105º.- Comete delito contra el medio ambiente quien infrinja los incisos 2 y 7 del Art. 216 
del Código Penal Específi camente cuando una persona: a) Envenena, contamina o adultera aguas 
destinadas al consumo público, al uso industrial agropecuario o piscícola, por encima de los límites 
permisibles a establecerse en la reglamentación respectiva. b) Quebrante normas de sanidad 
pecuaria o propague epizootias y plagas vegetales. Se aplicará pena de privación de libertad de 
uno diez años.

Artículo 106º.- Comete delito contra el medio ambiente quien infrinja el Art. 223º del Código Penal, 
cuando destruya, deteriore, sustraiga o exporte bienes pertinentes al dominio público, fuentes 
de riqueza, monumentos u objetos del patrimonio arqueológico, histórico o artístico nacional, 
incurriendo en privación de libertad de uno a seis años.

Artículo 107º.- El que vierta o arroje aguas residuales no tratadas, líquidos químicos o bioquímicos, 
objetos o desechos de cualquier naturaleza, en los cauces de aguas, en las riberas, acuíferos, 
cuencas, ríos, lagos, lagunas, estanques de aguas, capaces de contaminar o degradar las aguas 
que excedan los límites a establecerse en la reglamentación, será sancionado con la pena de 
privación de libertad de uno a cuatro años y con la multa de cien por ciento del daño causado. 

Artículo 108º.- El que ilegal o arbitrariamente interrumpa o suspenda el servicio de aprovisionamiento 
de agua para el consumo de las poblaciones o las destinadas al regadío, será sancionado con 
privación de libertad de hasta dos años, más treinta días de multa equivalente al salario básico 
diario. 

Artículo 109º.- Todo el que tale bosques sin autorización para fi nes distintos al uso doméstico 
del propietario de la tierra amparado por título de propiedad, causando daño y degradación del 
medio ambiente será sancionado con dos o cuatro años de pena de privación de libertad y multa 
equivalente al cien por ciento del valor del bosque talado. Si la tala se produce en áreas protegidas 
o en zonas de reserva, con daño o degradación del medio ambiente, la pena privativa de libertad 
y la pecuniaria se agravarán en un tercio. Si la tala se hace contraviniendo normas expresas de 
producción y conservación de los bosques, la pena será agravada en el cien por ciento, tanto la 
privación de libertad como la pecuniaria.

Artículo 110º.- Todo el que con o sin autorización cace, pesque o capture, utilizando medios 
prohibidos como explosivos, sustancias venenosas y las prohibidas por normas especiales, 
causando daño, degradación del medio ambiente o amenace la extinción de las especies, será 
sancionado con la privación de libertad de uno a tres años y multa equivalente al cien por ciento 
del valor de los animales pescados, capturados o cazados. Si esa caza, pesca o captura se efectúa 
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en áreas protegidas o zonas de reserva o en períodos de veda causando daño o degradación del 
medio ambiente, la pena será agravada en un tercio y multa equivalente al cien por ciento del valor 
de las especies.

Artículo 111º.- El que incite, promueva, capture y/o comercialice el producto de la cacería, tenencia, 
acopio, transporte de especies animales y vegetales, o de sus derivados sin autorización o que 
estén declaradas en veda o reserva, poniendo en riesgo de extinción a las mismas, sufrirá la pena 
de privación de libertad de hasta dos años perdiendo las especies, las que serán devueltas a su 
habitat natural, si fuere aconsejable, más la multa equivalente al cien por ciento del valor de estas.

Artículo 112º.- El que deposite, vierta o comercialice desechos industriales líquidos sólidos o 
gaseosos poniendo en peligro la vida humana y/o siendo no asimilables por el medio ambiente, o 
no cumpla las normas sanitarias y de protección ambiental, sufrirá la pena de privación de libertad 
de hasta dos años.

Artículo 113º.- El que autorice, permita, coopere o coadyuve al depósito, introducción o transporte 
en territorio nacional de desechos tóxicos peligrosos radioactivos y otros de origen externo, que 
por sus características constituyan un peligro para la salud de la población y el medio ambiente, 
transfi era e introduzca tecnología contaminante no aceptada en el país de origen así como el que 
realice el tránsito ilícito de desechos peligrosos, será sancionado con la pena de privación de 
libertad de hasta diez años.

LEY DE PENSIONES 

Artículo 119.- (Otros Tipos Penales). Serán sancionadas penalmente las personas que incurran 
en los siguientes delitos: 

a)  El que falsifi care documentos en general en perjuicio de la Seguridad Social de Largo 
Plazo; benefi cio propio; de sus familiares o de un tercero incurrirá en los tipos penales 
determinados en los Artículos 198 al 203 del Código Penal. 

b)  El que falsifi care material o ideológicamente registros contables de los Fondos 
administrados por la Gestora Pública de la Seguridad Social de Largo Plazo, incurrirá en los 
tipos penales determinados en los Artículos 198 y 199 del Código Penal.

c)  El que incurra en infi dencia con relación a las operaciones o políticas y estrategias de 
inversión de los Fondos administrados por la Gestora Pública de la Seguridad Social de 
Largo Plazo, incurrirá en el tipo penal de Abuso de confi anza según el Artículo 346 del 
Código Penal. 

d)  El que usare indebidamente información que no tenga carácter público, relacionada con los 
fondos de la - 18 - Ley de Pensiones Seguridad Social de Largo Plazo o su administración, 
en benefi cio propio, de sus familiares o de terceros incurrirá en el tipo penal de Estafa 
según el Artículo 335 del Código Penal. 

e)  El que realizare una actividad no autorizada por el Organismo de Fiscalización, relacionada 
con la administración de prestaciones, servicios, pago de Pensiones, benefi cios o captación 
de recursos en el territorio del Estado Plurinacional, con destino a crear o administrar 
prestaciones del Sistema Integral de Pensiones incurrirá en el tipo penal de Estafa según el 
Artículo 335 del Código Penal. 
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f)  Los delitos tipifi cados precedentemente cuando se realicen en perjuicio de víctimas 
múltiples se agravará la pena en un tercio. 

Artículo 120.- (Concurrencia de Procesos). El Proceso Coactivo de la Seguridad Social y el 
Proceso Penal por delitos previsionales, son procesos judiciales independientes y, en ningún caso 
se admitirá prejudicialidad en un proceso penal por delitos previsionales.

LEY 1008

Delitos y las penas

Artículo 46º.- (Plantas Controladas) El que ilícitamente sembrare, plantare, cosechare, cultivare o 
colectare plantas o partes de plantas señaladas por el anexo a que se refi ere el inciso a) del Artículo 
33º de la presente ley, será sancionado con la pena de uno a dos años de presidio, en caso de 
reincidencia de dos a cuatro años y de doscientos cincuenta a quinientos días de multa.

Artículo 47º.- (Fabricacion) El que fabricare ilícitamente sustancias controladas, será sancionado 
con presidio de cinco a quince años y dos mil quinientos a siete mil quinientos días de multa. Las 
personas dedicadas al proceso de maceración de coca llamados “pisacoca”, serán sancionados 
con la pena de presidio de uno a dos años y de doscientos a quinientos días de multa, siempre que 
colaboren con la investigación y captura de sus principales.

Artículo 48º.- (Trafi co) El que trafi care con sustancias controladas será sancionado con presidio 
de diez a veinticinco años y diez mil a veinte mil días de multa. Constituye circunstancia agravante el 
tráfi co de sustancias controladas en volúmenes mayores. Este Artículo comprende toda conducta 
contemplada en la defi nición de tráfi co dada en el inciso m) del Artículo 33º de esta ley.

Artículo 49º.- (Consumo y Tenencia para el Consumo) El dependiente y el consumidor no habitual 
que fuere sorprendido en posesión de sustancias controladas en cantidades mínimas que se supone 
son para su consumo personal inmediato, será internado en un instituto de farmacodependencia 
público o privado para su tratamiento hasta que se tenga convicción de su rehabilitación.

La cantidad mínima para consumo personal inmediato será determinada previo dictamen de dos 
especialistas de un instituto de farmacodependencia público. Si la tenencia fuese mayor a la 
cantidad mínima caerá en la tipifi cación del Artículo 48º de esta ley. A los ciudadanos extranjeros 
sin residencia permanente en el país que incurran en la comisión de estos hechos se les aplicará la 
ley de residencia y multa de quinientos a mil días.

Artículo 50º.- (Administracion) El que ilícitamente administrare a otros, sustancias controladas, 
será sancionado con diez a quince años de presidio y mil quinientos a tres mil días de multa, 
cualquiera fuere la cantidad administrada.

Artículo 51º.- (Suministro) El que suministrare ilícitamente a otros sustancias controladas, será 
sancionado con presidio de ocho a doce años y mil a dos mil días de multa, cualquiera sea la 
cantidad suministrada.

Artículo 52º.- (Agravantes) Si como consecuencia de la administración o suministro ilícito de 
sustancias controladas resultare un quebrantamiento grave de la salud, la sanción será de quince a 
veinte años de presidio y mil a tres mil días de multa. Si del hecho resultare la muerte de la persona, 
la sanción será de veinte a treinta años de presidio.
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Artículo 53º.- (Asociacion Delictuosa y Confabulacion) Los que se organicen en grupo de dos 
o más personas para la comisión de los tipos penales establecidos en la presente ley, serán 
sancionados con un tercio más de la pena principal.

Artículo 54º.- (Induccion) El que indujere a otro al uso indebido de sustancias controladas, será 
sancionado con cinco a diez años de presidio y dos mil a cuatro mil días de multa. Si el inductor 
aprovechare su condición de ascendiente o autoridad sobre el inducido o éste fuera menor de 
edad o incapaz o el delito se cometiera en establecimientos educativos, asistenciales, militares, 
policiales o penitenciarios o en sus inmediaciones, la pena será de diez a veinte años de presidio y 
cuatro mil a ocho mil días de multa.

Artículo 55º.- (Transporte) El que ilícitamente y a sabiendas trasladare o transportare cualquier 
sustancia controlada, será sancionado con ocho a doce años de presidio y mil a mil quinientos días 
de multa e incautación defi nitiva del motorizado o medios de transporte.

Artículo 56º.- (Instigacion) El que instigare o incitare a otro a la comisión de cualquiera de los 
delitos tipifi cados en el presente Título, será sancionado con cuatro a seis años de presidio y dos 
mil a tres mil días de multa. Sí el instigado fuere menor o incapaz, la pena será de cinco a diez años 
de presidio y dos mil a cuatro mil días de multa.

Artículo 57º.- (Asesinato) El homicidio causado por expreso propósito mediante uso de sustancias 
controladas, equivale al uso de veneno, que constituye delito de asesinato conforme al Artículo 17 
de la Constitución Política del Estado y al inciso 5) del Artículo 252 del Código Penal.

Artículo 58º.- (Falsifi cacion) El que adulterare o falsifi care receta médica con objeto de obtener 
sustancias controladas, será sancionado con tres a cinco años de presidio y doscientos a 
cuatrocientos días de multa. El que adulterare y/o falsifi care licencias, permisos, pólizas de 
importación, facturas, cartas de porte u otros documentos para internar al país sustancias 
controladas, será sancionado con ocho a quince años de presidio y tres mil a seis mil día de multa.

Artículo 59º.- (Importacion) El importador de sustancias controladas que no cumpliere con 
los requisitos exigidos por la presente ley, será sancionado con la suspensión de su registro de 
importador por el término de doce meses y diez mil días le multa. En caso de reincidencia, se 
impondrá la cancelación defi nitiva de su registro Fe importador y su personero legal responsable 
será pasible de las penas establecidas por el Artículo 48º.

Artículo 60º. (Obligacion de Denuncia por el Propietario): El propietario que tuviere conocimiento 
de que en sus predios o inmuebles se siembre, cultive, coseche, colecte plantas o partes de, 
plantas controladas a las que se refi ere la presente ley, o que se fabriquen o elaboren sustancias 
controladas y no comunique estos hechos a las autoridades competentes, será sancionado con 
tres a cinco años de presidio e incautación o reversión de su propiedad.

Artículo 61º.- (Encubrimiento en Locales Publicos) Los propietarios, gerentes, administradores 
o concesionarios de hoteles, moteles, restaurantes, confi terías, clubes, bares, locales de diversión, 
prostíbulos, casas de cita, hospitales, clínicas y otros establecimientos abiertos al público, están 
obligados a informar a las autoridades competentes sobre la presencia de personas que trafi quen, 
posean o consuman sustancias controladas bajo la sanción de uno a dos años de presidio y 
quinientos a mil quinientos días de multa. En caso de comprobarse permisibilidad, encubrimiento o 
complicidad será sancionado de dos a seis años de presidio y de dos mil a cuatro mil días de multa.

Artículo 62º.- (Obligacion de Profesionales) Los profesionales de ramas médicas y de otras, en 
cuyo ejercicio tuvieran facultad de expedir recetas sobre sustancias controladas y que lo hagan sin 
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llenar las formalidades previstas por disposiciones legales, serán sancionados de conformidad al 
Código de Salud más dos mil a cuatro mil días de multa. En caso de reincidencia serán sancionados 
con inhabilitación defi nitiva del ejercicio profesional, con presidio de dos a cinco años.

Artículo 63º.- (Venta En Farmacia) El propietario, regente o empleado de droguería, farmacia 
o local de comercio autorizado para la venta de medicamentos, que despacharen sustancias 
controladas sin llenar las formalidades previstas en las disposiciones legales, serán sancionados 
en la siguiente forma: 

a)  El propietario, con la clausura de su establecimiento por el término de seis meses y dos mil 
a cuatro mil días de multa. Además, con un año de suspensión, si fuere profesional.

b)  El regente, con un año de suspensión del ejercicio profesional y mil a dos mil días de multa.

c)  El empleado o dependiente, sí resultare responsable, con quinientos a mil días de multa.

En caso de reincidencia o habitualidad, las sanciones serán las siguientes:

1)  Al propietario profesional, cancelación de su registro e inhabilitación defi nitiva del ejercicio 
profesional, clausura defi nitiva del establecimiento y presidio de dos a cinco años.

2)  Al propietario no profesional, presidio de dos a cinco años y clausura defi nitiva de su 
establecimiento.

3)  Al regente, presidio de dos a cinco años e inhabilitación defi nitiva del ejercicio profesional.

4)  Al empleado o dependiente, presidio de dos a cinco años.

Artículo 64º.- (Inventarios y Registros) Los responsables de fi rmas importadoras, droguerías, 
farmacias o locales autorizados para el expendio o suministro de medicamentos con sustancias 
controladas, cuya existencia en depósitos no guarden relación con sus inventarios y registros, 
serán sancionados con dos mil a cuatro mil días de multa y la incautación de la mercadería.

En caso de reincidencia o habitualidad, se impondrá de dos a cuatro años de presidio y la clausura 
defi nitiva del establecimiento.

Artículo 65º.- (Funcionarios Publicos) Cuando autoridades, funcionarios, empleados públicos, 
cometieren los delitos tipifi cados en esta ley, participaren de ellos en ejercicio de sus funciones o 
empleos o se valieren de ellos, la sanción se agravará en un tercio de lo establecido, además de la 
inhabilitación defi nitiva para el ejercicio de la función pública.

Artículo 66º.- (Cohecho Pasivo) El funcionario, empleado o autoridad que para hacer o dejar de 
hacer algo con referencia a la presente ley, recibiere directa o indirectamente para sí o para otros 
dádivas o aceptare ofrecimientos o promesas, serán sancionados con presidio de ocho a doce 
años y de dos mil a cinco mil días multa.

La sanción será de doce a veinte años de presidio y tres mil a seis mil días multa si se tratare de 
un Juez, Magistrado, representante del Ministerio Público o miembro de los órganos encargados 
de la represión al narcotráfi co. En todos los casos a que se refi ere este Artículo se impondrá 
inhabilitación defi nitiva.

Artículo 67º.- (Cohecho Activo) En casos comprobados, el que directa o indirectamente diere u 
ofreciere, aunque no fueren aceptadas, dádivas o recompensas de cualquier tipo a un funcionario, 
empleado público o autoridad, para él o un tercero, con el propósito de que haga u omita un acto 
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referente al cumplimiento de la presente ley, será sancionado con cuatro a ocho años de presidio y 
de mil a dos mil días multa.

Si la dádiva o recompensa se hiciere u ofreciere a un Juez, Magistrado, representante del Ministerio 
Público o miembro de los órganos de represión o interdicción al narcotráfi co, la pena será de ocho 
a doce años de presidio y tres mil a seis mil días multa.

Artículo 68º.- (Concusion Propia) El funcionario, empleado público o autoridad que valiéndose 
de sus funciones o mediante amenaza obtuviere un provecho ilícito relacionado con el tráfi co de 
sustancias controladas será sancionado con ocho a doce años de presidio y dos mil a cuatro mil 
días multa.

Artículo 69º.- (Concusion Impropia) Cuando los actos a que se refi ere el Artículo anterior sean 
cometidos por un particular, que simule ser funcionario, empleado público o autoridad, la sanción 
será de diez a quince años de presidio y tres mil a seis mil días multa.

Artículo 70º.- (Alteracion O Sustitucion Del Objeto Del Delito) El que ordenare alterar o alterare 
cualitativa o cuantitativamente o sustituyere el cuerpo del delito o los medios de comprobación del 
mismo que hayan sido decomisados o secuestrados. Será sancionado con diez a quince años de 
presidio y mil a dos mil días multa.

Artículo 71º.- (Confi scacion De Bienes) Además de las sanciones establecidas en los Artículos 
anteriores, se impondrán las siguientes:

a)  La confi scación en favor del Estado de las tierras donde se fabriquen sustancias controladas 
y cultiven plantas especifi cadas prohibidas en la presente ley. Las tierras fi scales dadas por 
dotación se revertirán al Estado.

b)  La confi scación en favor del Estado, a nombre del Consejo Nacional Contra el Uso Indebido 
y Tráfi co Ilícito de Drogas, de inmuebles, muebles, enseres, armas, dineros y valores, 
medios de transporte, equipos. materias primas y laboratorios y cualquier medio que 
haya servido para elaborar, procesar, fabricar y transportar sustancias controladas; los 
aviones, avionetas, helicópteros y material de vuelo en favor de la Fuerza Aérea de Bolivia 
y las embarcaciones fluviales, lacustres y material de navegación en favor de la Armada 
Boliviana.

La incautación de bienes inmuebles citados en los incisos a) y b) del presente Artículo procederá 
contra el propietario, cuando éste haya tomado parte en el delito o conocido su comisión, no lo 
hubiera denunciado.

Los bienes confi scados se destinarán, preferentemente, a programas de prevención, educación, 
salud y la creación de centros de rehabilitación independientemente de los fondos destinados a la 
construcción de penitenciarías señaladas por ley.

Artículo 72º.- (Evasion) El que se evadiera estando legalmente detenido por comisión de alguno 
de los delitos tipifi cados en esta ley, además de la pena principal, será sancionado con dos a cuatro 
años de presidio y dos mil a cuatro mil días multa

Si el delito fuere cometido por culpa, recibirá las dos terceras partes de las penas establecidas en 
este Artículo.

Artículo 74º.- (Excarcelacion) El funcionario público que con-ceda la salida ilícita de algún 
detenido, en relación con los delitos previstos en la presente ley, será sancionado con cuatro a ocho 
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años de presidio y dos mil a cuatro mil días multa Se prohíben las internaciones médicas fuera de 
los recintos carcelarios de los procesados por los delitos tipifi cados en la presente ley.

Artículo 75º.- (Encubrimiento) La persona que después de haber cometido un delito previsto 
en la presente ley, sin promesa anterior, ayudare a alguien a eludir la acción de la justicia, será 
sancionado con cuatro a seis años de presidio y mil a dos mil días multa.

Procederá excepción de sanción con referencia a ascendientes, descendientes, cónyuge o 
conviviente.

Artículo 76º.- (Complicidad) El cómplice de un delito relativo a sustancias controladas, será 
sancionado con dos terceras partes de la pena imponible al autor.

Artículo 77º.- (Receptacion) El receptador de un delito relativo a sustancias controladas, recibirá 
la mitad de la pena imponible al autor.

Artículo 78º.- (Uso de Armas) Sufrirá la agravante de la mitad de la pena que le corresponde, el 
que, en la comisión de un delito tipifi cado en la presente ley o para resistir a la autoridad, usare 
armas.

Si causare lesiones será agravada con dos terceras partes de la pena principal y en caso de muerte, 
sufrirá la pena correspondiente al asesinato.

Artículo 79º.- (Apologia del Delito) Los que de manera tendenciosa, falsa o sensacionalista 
hicieren por cualquier medio, pública apología de un delito o de una persona procesada o condenada 
por narcotráfi co, serán sancionados con dos a cinco años y dos mil a cuatro mil días multa.

LEY 026 DE 30 DE JUNIO DE 2010

Delitos electorales

Artículo 238. (Delitos Electorales). Constituyen delitos electorales los siguientes actos y 
omisiones:

a)  Ilegal convocatoria o ilegal ejecución de procesos electorales: La autoridad, servidora 
pública o servidor público que dicte convocatoria a un proceso electoral, referendo o 
revocatoria de mandato, de alcance nacional, departamental, regional o municipal; o emita 
instrucciones contrarias a la Constitución Política del Estado o a la Ley; o ejecute o hiciera 
ejecutar dichas convocatorias o instrucciones, será sancionada con pena privativa de 
libertad de dos (2) a cinco (5) años y la inhabilitación para el ejercicio de la función pública 
por un tiempo de cinco (5) años.

b)  Doble o múltiple Inscripción. La persona que se inscriba dolosamente dos (2) o más veces 
en el Padrón Electoral será sancionada con pena privativa de libertad de uno (1) a tres (3) 
años.

c)  Coacción electoral. La servidora pública o el servidor público electoral, policial, militar o 
persona particular que coaccione, atemorice o ejerza violencia en contra de subalternos de 
su dependencia o de cualquier ciudadana o ciudadano, para que se afi lien a determinada 
organización política o voten por determinada candidatura en un proceso electoral u opción 
en un referendo o revocatoria de mandato, será sancionada o sancionado con pena privativa 
de libertad de uno (1) a tres (3) años. Además, si la autora o el autor fuera funcionaria 
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pública o funcionario público, será sancionada o sancionado con la destitución del cargo, 
sin que pueda ejercer otra función pública por un tiempo de tres (3) años.

d)  Injerencia en la Democracia Comunitaria. La persona particular o autoridad que intervenga, 
obstaculice o ejerza injerencia de cualquier tipo en procesos de elección o designación de 
autoridades, representantes o candidaturas en el marco de la Democracia Comunitaria, 
será sancionada con pena privativa de libertad de uno (1) a tres (3) años. Si fuera servidora 
pública o servidor público, quedará además inhabilitada o inhabilitado para el ejercicio de 
la función pública por un tiempo de tres (3) años. e) Falsifi cación de documentos o uso 
de documento falsifi cado. La persona que cometiera delito de falsedad ideológica y/o 
material o utilizara documentos falsifi cados para fi nes electorales, será sancionada con la 
pena establecida en el Código Penal para este tipo de delito.

f)  Instalación ilegal de mesas. Las personas que instalaren ilegalmente mesas de sufragio 
para recibir votos, serán sancionadas con pena privativa de libertad de  uno (1) a tres (3) 
años. Si fueran servidoras públicas o servidores públicos, quedarán además inhabilitadas 
o inhabilitados para el ejercicio de la función pública por un tiempo de dos (2) años.

g)  Asalto o Destrucción de ánforas. La persona que asalte y/o destruya ánforas de sufragio, 
será sancionada con pena privativa de libertad de uno (1) a tres (3) años. Si fuera servidora 
pública o servidor público, se le impondrá el doble de la pena y además quedará inhabilitada 
o inhabilitado para el ejercicio de la función pública por un tiempo de tres (3) años.

h)  Obstaculización de procesos electorales. La persona que promueva desórdenes o por 
cualquier medio obstaculice, obstruya o impida la realización o desarrollo de procesos 
electorales, referendos o revocatorias de mandato, o que evite que las autoridades y sujetos 
electorales ejerzan sus atribuciones y derechos en un determinado espacio territorial del 
país, será sancionada con pena privativa de libertad de dos (2) a cinco (5) años. Si fuera 
servidora pública, además quedará inhabilitada para el ejercicio de la función pública por 
un tiempo de dos (2) años.

i)  Traslado fraudulento de personas. La autoridad política o administrativa, dirigente de 
organizaciones políticas o cualquier persona que promueva, incite o ejecute el traslado 
masivo de personas con la fi nalidad de su inscripción y/o sufragio en lugar distinto al de su 
domicilio, será sancionada con pena privativa de libertad de dos (2) a cinco (5) años. Las 
delegadas y los delegados de organizaciones políticas que sean acreditadas o acreditados 
en lugar distinto al de su domicilio, no incurren en este delito.

j)  Manipulación Informática. La persona que manipule o altere la introducción, procesamiento, 
transferencia o supresión de datos informáticos consignados en una base o registro 
electoral ofi cial, conduzca a error o evite el correcto uso de los mismos, será sancionada 
con pena privativa de libertad de uno (1) a cinco (5) años. Si fuera servidora pública o 
servidor público, además quedará inhabilitada o inhabilitado para el ejercicio de la función 
pública por un tiempo de cinco (5) años.

k)  Inducción del voto por difusión ilegal de propaganda y encuestas. La persona que induzca 
el voto mediante la elaboración, promoción, contratación, autorización o difusión de 
propaganda electoral o estudios de opinión en materia electoral, en contravención a las 
disposiciones y prohibiciones establecidas en la presente Ley, será sancionada con pena 
privativa de libertad de uno (1) a tres (3) años. Si fuera servidora pública o servidor público, 
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además quedará inhabilitada o inhabilitado para el ejercicio de la función pública por un 
tiempo de tres (3) años.

l)  Alteración y Ocultación de resultados. La servidora pública o servidor público, dirigente 
político o persona particular, que altere, modifi que u oculte los resultados del escrutinio y 
cómputo de votos de una mesa de sufragio o del cómputo municipal, regional, departamental 
o nacional, será sancionada con pena privativa de libertad de dos (2) a cinco (5) años.

m)  Alteración o Modifi cación del Padrón Electoral. La servidora pública o servidor público, 
dirigente político o persona particular que altere o modifi que datos del Padrón Electoral, 
será sancionada con pena privativa de libertad de dos (2) a cinco (5) años. Si fuera servidora 
pública o servidor público, además quedará inhabilitada o inhabilitado para el ejercicio de la 
función pública por un tiempo de tres (3) años.

n)  Benefi cios en función del Cargo. La servidora pública o servidor público electoral que se 
parcialice con alguna organización política para obtener benefi cio propio o de terceros, 
será sancionada con pena privativa de libertad de uno (1) a tres (3) años.

o)  Acta Electoral. Las personas del Jurado Electoral de la mesa de sufragio que suscriban 
dolosamente el acta electoral con datos falsos, serán sancionadas con la pena establecida 
en el Código Penal para este tipo de delito. 

p)  Acoso Político. La persona que hostigue a una candidata o candidato, durante o después 
de un proceso electoral, con el objeto de obtener contra su voluntad la renuncia a su 
postulación o a su cargo, será sancionada con pena privativa de libertad de dos (2) a cinco 
(5) año

Ley 2492

“Código Tributario”
(Modifi cado por Ley Nº 1053 del 25 de abril de 2018)

Delitos Tributarios

Artículo 177° (Defraudación Tributaria). El que dolosamente, en perjuicio del derecho de la Administración 
Tributaria a percibir tributos, por acción u omisión disminuya o no pague la deuda tributaria, no efectúe las 
retenciones a que está obligado u obtenga indebidamente benefi cios y valores fi scales, cuya cuantía sea 
mayor o igual a UFV’s 10.000 Diez Mil Unidades de Fomento de la Vivienda), será sancionado con la pena 
privativa de libertad de tres (3) a seis (6) años y una multa equivalente al cien por ciento (100%) de la 
deuda tributaria establecida en el procedimiento de determinación o de prejudicialidad. Estas penas serán 
establecidas sin perjuicio de imponer inhabilitación especial. En el caso de tributos de carácter municipal y 
liquidación anual, la cuantía deberá ser mayor a UFV’s 10.000 (Diez Mil Unidades de Fomento de la Vivienda) 
por cada periodo impositivo.

 A efecto de determinar la cuantía señalada, si se trata de tributos de declaración anual, el importe de 
lo defraudado se referirá a cada uno de los doce (12) meses del año natural (UFV’s 120.000). En otros 
supuestos, la cuantía se entenderá referida a cada uno de los conceptos por los que un hecho imponible 
sea susceptible de liquidación. 
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Artículo 177 Bis. El comprador en el mercado interno que dolosamente incluya, retenga o traslade 
el importe de un impuesto indirecto en el precio de venta, repercutiendo el mismo al vendedor, de 
cuya cuantía se obtenga un benefi cio inferior a UFV’s 10.000.- Diez Mil Unidades de Fomento de la 
Vivienda, será sancionado con multas progresivas e inhabilitaciones especiales que se establezcan 
reglamentariamente. Cuando el importe sea igual o superior a las UFV’s 10.000.-Diez Mil Unidades 
de Fomento de la Vivienda, al margen de las sanciones descritas se aplicará una sanción de (3) 
tres a (6) seis años de pena privativa de libertad. La cuantía se entenderá referida a cada uno de los 
conceptos por lo que un hecho imponible sea susceptible de liquidación. 
(El Artículo fue incorporado por el Artículo 2 de la Ley N° 186 de 17/11/2011. (Ley 186))

Artículo 177° Ter Derogado (Emisión De Facturas, Notas Fiscales Y Documentos Equivalentes 
Sin Hecho Generador). El que de manera directa o indirecta, comercialice, coadyuve o adquiera 
facturas, notas fi scales o documentos equivalentes sin haberse realizado el hecho generador 
gravado, será sancionado con pena privativa de libertad de dos (2) a seis (6) años. 
(La Ley N° 317 de 11/12/2012, en su Disposición Adicional Sexta incorpora el Artículo 177 
Ter a la Ley N° 2492; sin embargo, la Sentencia Constitucional 0100/2014, de 10/01/2014 
declaró la inconstitucionalidad de ésta disposición)

Artículo 177° Quáter (Alteración De Facturas, Notas Fiscales Y Documentos Equivalentes). El que 
insertare o hiciere insertar en una factura, nota fi scal o documento equivalente verdadero, declaraciones 
falsas concernientes al hecho generador que el documento deba probar, será sancionado con privación 
de libertad de dos (2) a seis (6) años. La sanción será agravada en un tercio en caso de reincidencia. 
(El Artículo fue incorporado por la Disposición Adicional Séptima de la Ley N° 317 de 
11/12/2012. (Ley 317))

Artículo 178° (Defraudación Aduanera). Comete delito de defraudación aduanera, el que dolosamente 
perjudique el derecho de la Administración Tributaria a percibir tributos a través de las conductas que 
se detallan, siempre y cuando la cuantía sea mayor o igual a 50.000.- UFV’s (Cincuenta mil Unidades de 
Fomento de la Vivienda) del valor de los tributos omitidos por cada operación de despacho aduanero. 

a)  Realice una descripción falsa en las declaraciones de mercancías cuyo contenido sea 
redactado por cualquier medio; 

b)  Realice una operación aduanera declarando cantidad, calidad, valor, peso u origen 
diferente de las mercancías objeto del despacho aduanero; 

c)  Induzca en error a la Administración Tributaria, de los cuales resulte un pago incorrecto 
de los tributos de importación; 

d)  Utilice o invoque indebidamente documentos relativos a inmunidades, privilegios o 
concesión de exenciones; 

El delito será sancionado con la pena privativa de libertad de cinco (5) a diez (10) años y una multa 
equivalente al cien por ciento (100%) de la deuda tributaria establecida en el procedimiento de 
determinación o de prejudicialidad.

 Estas penas serán establecidas sin perjuicio de imponer inhabilitación especial.

(El Artículo contiene la modifi cación a la pena privativa de libertad, dispuesta por el Artículo 6 
de la Ley N° 037 de 10/08/2010. (Ley 037))
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Artículo 179° (Instigación Pública a no Pagar Tributos). El que instigue públicamente a través 
de acciones de hecho, amenazas o maniobras a no pagar, rehusar, resistir o demorar el pago de 
tributos será sancionado con pena privativa de libertad de cinco (5) a diez (10) años y multa de 
10.000 UFV’s (Diez mil Unidades de Fomento de la Vivienda).
(El Artículo contiene la modifi cación a la pena privativa de libertad, dispuesta por el Artículo 6 
de la Ley N° 037 de 10/08/2010. (Ley 037))

Artículo 180° (Violación de Precintos y Otros Controles Tributarios). El que para continuar su actividad 
o evitar controles sobre la misma, violara, rompiera o destruyera precintos y demás medios de control 
o instrumentos de medición o de seguridad establecidos mediante norma previa por la Administración 
Tributaria respectiva, utilizados para el cumplimiento de clausuras o para la correcta liquidación, verifi cación, 
fi scalización, determinación o cobro del tributo, será sancionado con pena privativa de libertad de tres (3) a 
cinco (5) años y multa de 6.000 UFV’s (seis mil Unidades de Fomento de la Vivienda). 

En el caso de daño o destrucción de instrumentos de medición, el sujeto pasivo deberá además reponer los 
mismos o pagar el monto equivalente, costos de instalación y funcionamiento

Artículo 181° (Contrabando). Comete contrabando el que incurra en alguna de las conductas 
descritas a continuación: 

a)  Introducir o extraer mercancías a territorio aduanero nacional en forma clandestina o 
por rutas u horarios no habilitados, eludiendo el control aduanero. Será considerado 
también autor del delito el consignatario o propietario de dicha mercancía. 

b)  Realizar tráfi co de mercancías sin la documentación legal o infringiendo los requisitos 
esenciales exigidos por normas aduaneras o por disposiciones especiales. 

c)  Realizar transbordo de mercancías sin autorización previa de la Administración 
Tributaria, salvo fuerza mayor comunicada en el día a la Administración Tributaria más 
próxima. 

d)  El transportador, que descargue o entregue mercancías en lugares distintos a la 
aduana, sin autorización previa de la Administración Tributaria. 

e)  El que retire o permita retirar de la zona primaria mercancías no comprendidas en 
la Declaración de Mercancías que ampare el régimen aduanero al que debieran ser 
sometidas.

 f) El que introduzca, extraiga del territorio aduanero nacional, se encuentre en posesión 
o comercialice mercancías cuya importación o exportación, según sea el caso, se 
encuentre prohibida.

 g)  La tenencia o comercialización de mercancías extranjeras sin que previamente 
hubieren sido sometidas a un régimen aduanero que lo permita. 

El contrabando no quedará desvirtuado aunque las mercancías no estén gravadas con el pago de 
tributos aduaneros. Las sanciones aplicables en sentencia por el Tribunal de Sentencia en materia 
tributaria, son:

I) Privación de libertad de ocho (8) a doce (12) años, cuando el valor de los tributos omitidos 
de la mercancía decomisada sea superior a UFV´S 200.000 (Doscientos mil Unidades de Fomento 
de Vivienda) establecidos en l valoración y liquidación que realice la administración tributaria.
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II) Comiso de mercancías. Cuando las mercancías no puedan ser objeto de comiso, la sanción 
económica consistirá en el pago de una multa igual a cien por ciento (100%) del valor de las 
mercancías objeto de contrabando.

III) Comiso de los medios o unidades de transporte o cualquier otro instrumento que hubiera servido 
para el contrabando, excepto de aquellos sobre los cuales el Estado tenga participación en cuyo 
caso los servidores públicos conforme a normativa vigente, estarán sujetos a la responsabilidad 
penal establecida en la presente Ley, sin perjuicio de las responsabilidades de la Ley Nº 1178 o las 
leyes en vigencia

 Cuando el valor de los tributos omitidos de la mercancía sea igual o menor a UFV`s 200.000 
(Doscientos  mil Unidades de Fomento de vivienda) se aplicara la multa de cincuenta por ciento 
(50%) del valor de la mercancía en sustitución del comiso del medio o unidad de transporte.

 Cuando las empresas de transporte aéreo o férreo autorizadas por la Administración Tributaria 
para el transporte de carga utilicen sus medios y unidades de transporte para cometer delito de 
Contrabando, se aplicará al transportador internacional una multa equivalente al cien por ciento 
(100%) del valor de la mercancía decomisada en sustitución de la sanción de comiso del medio de 
transporte no tuviere autorización de la administración tributaria para transporte internacional de 
carga o fuere objeto de contrabando, se le aplicara la sanción de comiso defi nitivo.

IV) Se aplicará la sanción accesoria de inhabilitación especial, sólo en los casos de contrabando 
sancionados con pena privativa de libertad. Cuando el valor de los tributos omitidos de la 
mercancía objeto de contrabando, sea igual o menor a UFV´s 200.000 (Doscientos mil Unidades 
de Fomento de Vivienda) la conducta se considerará contravención tributaria debiendo aplicarse 
el procedimiento establecido en el Capítulo III del Título IV del presente Código, salvo concurra 
reincidencia, intimidación, violencia el empleo de armas o explosivos en su comisión en cuyo caso 
la conducta constituirá delito de contrabando correspondiendo su investigación, juzgamiento y 
sanción penal.

 La salvedad prevista en el párrafo precedente no se aplicara cuando exista reincidencia en la falta 
de presentación de alguno de los requisitos esenciales exigidos por normas aduaneras o por 
disposiciones especiales.

V) Quienes importen mercancías con respaldo parcial, serán procesados por el delito de contrabando 
por el total de las mismas. Cuando el valor de los tributos omitidos de la mercancía objeto de 
contrabando, sea igual o menor a UFV’s 200.000 (Doscientas Mil 00/100 Unidades de 
Fomento a la Vivienda), la conducta se considerará contravención tributaria debiendo 
aplicarse el procedimiento establecido en el Capítulo III del Título IV del presente Código.

(Se modifi can los Parágrafos I, III y IV del Artículo 181 de la ley Nº 2492 de 2 de agosto de 2003 
Código Tributario Boliviano)

Artículo 181º Bis. Comete delito de usurpación defunciones aduaneras, quien ejerza atribuciones 
de funcionario o empleado público aduanero o de auxiliar de la función pública aduanera, sin 
estar debidamente autorizado o designado para hacerlo y habilitado mediante los registros 
correspondientes, causando perjuicio al Estado o a los particulares. Este delito será sancionado 
con privación de libertad de seis (6) a diez (10) años.
(Se modifi ca el Artículo 181 Bis de la Ley 2492 de 2 de agosto de 2003, Codigo Tributario 
Boliviano)
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Artículo 181º  Ter. Comete delito de sustracción de prenda aduanera el que mediante cualquier 
medio sustraiga o se apoderare ilegítimamente de mercancías que constituyen prenda aduanera. 
Este delito será sancionado con privación de libertad de seis (6) a diez (10) años, con el resarcimiento 
de los daños y perjuicios, y la restitución de las mercancías o su equivalente a favor del consignante, 
consignatario o propietario de las mismas, incluyendo el pago de los tributos aduaneros.

En el caso de los depósitos aduaneros, el resarcimiento tributario se sujetará a los términos de los 
respectivos contratos de concesión o administración.

Incurre en el mismo delito, el que sustraiga las mercancías decomisadas sea durante el operativo 
del control aduanero, su traslado o mientras éstas se encuentren almacenadas en los predios 
autorizados por la Aduana Nacional. En estos casos el resarcimiento de los daños y perjuicios, 
la restitución de las mercancías o su equivalente, incluido el pago de tributos, será a favor de la 
Administración Aduanera.
(Se modifi ca el Artículo 181 Ter de la Ley 2492 de 2 de agosto de 2003, “Código Tributario 
Boliviano)

Artículo 181º Quater. Comete delito de falsifi cación de documentos aduaneros, el que falsifi que o 
altere documentos, declaraciones o registros informáticos aduaneros. Este delito será sancionado 
con privación de libertad de seis (6) a diez (10) años.
(Se modifi ca el Artículo 181 Quater de la Ley 2492 de 2 de agosto de 2003, Código Tributario 
Boliviano)

Artículo 181° Quinquies. Cometen delito de asociación delictiva aduanera Los funcionarios o 
servidores públicos aduaneros, los auxiliares de la función pública aduanera, los transportadores 
internacionales, los concesionarios de depósitos aduaneros o de otras actividades o servicios 
aduaneros, consignantes, consignatarios o propietarios de mercancías y los operadores del 
comercio exterior que participen en forma asociada en la comisión de los delitos aduaneros 
tipifi cados en la presente Ley.

Este delito será sancionado con privación de libertad de seis (6) a diez (10) años.
(Se modifi ca el Artículo 181 Quinquies de la Ley 2492 de 2 de agosto de 2003, Código Tributario 
Boliviano)

Artículo 181° Sexies. Comete delito de falsedad aduanera el servidor público y/o los auxiliares 
de la función pública aduanera que posibilite y facilite a terceros la importación o exportación 
de mercancías que estén prohibidas por Ley expresa, o posibilite la exoneración o disminución 
indebida de tributos aduaneros, así como los que informan o certifi can falsamente sobre la persona 
del importador o exportador o sobre la calidad, cantidad, precio, origen embarque o destino de las 
mercancías.

Este delito será sancionado con privación de libertad de seis (6) a diez (10) años.
(Se modifi ca el Artículo 181 Sexies de la Ley 2492 de 2 de agosto de 2003, Código Tributario 
Boliviano)

Artículo 181° Septies. Comete delito de cohecho activo aduanero cuando una persona natural o 
jurídica oferta o entrega un benefi cio a un funcionario con el fi n de que contribuya a la comisión del 
delito, quien será sancionado con privación de libertad de seis (6) a diez (10) años.
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El cohecho pasivo se produce con la aceptación del servidor aduanero y el incumplimiento de 
sus funciones a fi n de facilitar la comisión del delito aduanero, será sancionado con privación de 
libertad de seis (6) a diez (10) años.
(Se modifi ca el Artículo 181 Septies de la Ley 2492 de 2 de agosto de 2003, Codigo Tributario 
Boliviano)

Artículo 181° Octies. Comete tráfi co de influencias en la actividad aduanera la autoridad y/o 
servidor público de la Aduana Nacional que directamente o a través de un tercero, aprovechando 
la función o cargo que ocupa, contribuya, facilite o influya en la comisión de los delitos descritos 
anteriormente, a cambio de una contraprestación monetaria o de un benefi cio vinculado al acto 
antijurídico. Este delito será sancionado con privación de libertad de seis (6) a diez (10) años.
(Se modifi ca el Artículo 181 Octies de la Ley 2492 de 2 de agosto de 2003, Código Tributario 
Boliviano)

Artículo 181° Nonies. (Delito de Contrabando de Exportactón Agravado). Comete delito 
de contrabando de exportación agravado, el que sin portar la autorización de la instancia 
correspondiente, incurra en cualquiera de las siguientes conductas:

1. Extraiga desde territorio aduanero nacional o zonas francas, mercancías prohibidas o 
suspendidas de exportación, hidrocarburos y/o alimentos con subvención directa del 
Estado sujetas a protección específi ca.

2. Intente extraer mercancías prohibidas o suspendidas de exportación, e hidrocarburos y 
alimentos con subvención directa del Estado sujetas a protección específi ca, mediante 
actos idóneos o inequívocos desde territorio aduanero nacional o zonas francas, y no logre 
consumar el delito por causas ajenas a su voluntad.

3. Almacene mercancías prohibidas o suspendidas de exportación, hidrocarburos y/o 
alimentos con subvención directa del Estado sujetas a protección específi ca, sin cumplir 
los requisitos legales dentro un espacio de cincuenta (50) kilómetros desde la frontera.

4. Transporte mercancías prohibidas o suspendidas de exportación, hidrocarburos y/o 
alimentos con subvención directa del Estado sujetas a protección específi ca, sin cumplir 
los requisitos legales dentro un espacio de cincuenta (50) kilómetros desde la frontera.

Este delito será sancionado con privación de libertad de diez (10) a catorce (14) años y el decomiso 
de las mercancías y la confi scación de los instrumentos del delito.
(Se modifi ca el Artículo 181 Nonies de la Ley 2492 de 2 de agosto de 2003, Código Tributario 
Boliviano)

Artículo 181° Decies. (Favorecimiento y Facilitación del Contrabando). Comete delito de 
favorecimiento y facilitación del contrabando la persona que, en el marco de un operativo de acción 
directa de lucha contra el contrabando, favorezca, facilite, coadyuve o encubra la comisión de un 
ilícito de contrabando mediante el tránsito, tenencia, recepción, destrucción u ocultación de las 
mercancías o instrumentos del ilícito. Este delito será sancionado con privación de libertad de 
cuatro (4) a ocho (8) años.”
(Se incorpora el Artículo 181 Decies en la ley Nº 2492 de 2 de agosto de 2003 “Código Tributario 
Boliviano)
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LEY N° 1970
LEY DE 25 DE MARZO DE 1999

CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO PENAL
HUGO BANZER SUAREZ

PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA
Por cuanto, el Honorable Congreso Nacional, ha sancionado la siguiente Ley:

EL HONORABLE CONGRESO NACIONAL,

D E C R E T A:

LEY DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO PENAL

PRIMERA  PARTE

PARTE GENERAL

LIBRO PRIMERO

PRINCIPIOS Y DISPOSICIONES FUNDAMENTALES

TÍTULO I

GARANTIAS CONSTITUCIONALES
Artículo 1º.- (Ninguna condena sin juicio previo y proceso legal). Nadie será condenado a sanción 
alguna si no es por sentencia ejecutoriada, dictada luego de haber sido oído previamente en juicio 
oral y público, celebrado conforme a la Constitución, las Convenciones y Tratados internacionales 
vigentes y este Código.

Artículo 2º.- (Legitimidad). Nadie será juzgado por comisiones o tribunales especiales ni sometido 
a otros órganos jurisdiccionales que los constituidos conforme a la Constitución y a la ley, con 
anterioridad al hecho de la causa.

Artículo 3º.- (Imparcialidad e independencia). Los jueces serán imparciales e independientes, 
sometidos únicamente a la Constitución, las Convenciones y Tratados internacionales vigentes y 
a las leyes.

Por ningún motivo, los órganos estatales, ni personas naturales o jurídicas interferirán en 
la sustanciación de un proceso concreto. En caso de intromisión, el Juez informará a la Corte 
Suprema de Justicia sobre los hechos que afecten su independencia. Cuando la intromisión 
provenga del propio Poder Judicial, el informe será presentado al Consejo de la Judicatura o al 
Congreso Nacional.
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Artículo 4º.- (Persecución penal única). Nadie será procesado ni condenado más de una vez 
por el mismo hecho, aunque se modifi que su califi cación o se aleguen nuevas circunstancias. La 
sentencia ejecutoriada dictada en el extranjero sobre hechos que puedan ser conocidos por los 
tribunales nacionales producirá efecto de cosa juzgada.

Artículo 5º.- (Calidad y derechos del imputado). Se considera imputado a toda persona a quien se 
atribuya la comisión de un delito ante los órganos encargados de la persecución penal. El imputado 
podrá ejercer todos los derechos y garantías que la Constitución, las Convenciones y los Tratados 
internacionales vigentes y este Código le reconozcan, desde el primer acto del proceso hasta su 
fi nalización.

Se entenderá por primer acto del proceso, cualquier sindicación en sede judicial o administrativa 
contra una persona como presunto autor o participe de la comisión de un delito.

Toda persona a quien se atribuya un delito tiene derecho a ser tratada con el debido respeto a su 
dignidad de ser humano.

Artículo 6º.- (Presunción de inocencia).- Todo imputado será considerado inocente y tratado 
como tal en todo momento, mientras no se declare su culpabilidad en sentencia ejecutoriada.

No se podrá obligar al imputado a declarar en contra de sí mismo y su silencio no será utilizado en 
su perjuicio.

La carga de la prueba corresponde a los acusadores y se prohíbe toda presunción de culpabilidad.

En el caso del rebelde, se publicarán únicamente los datos indispensables para su aprehensión.

Artículo 7º.- (Aplicación de medidas cautelares y restrictivas).- La aplicación de medidas 
cautelares establecidas en este Código será excepcional. Cuando exista duda en la aplicación de 
una medida cautelar o de otras disposiciones que restrinjan derechos o facultades del imputado, 
deberá estarse a lo que sea más favorable a éste.

Artículo 8º.- (Defensa material).- El imputado, sin perjuicio de la defensa técnica, tendrá derecho 
a defenderse por sí mismo, a intervenir en todos los actos del proceso que incorporen elementos 
de prueba y a formular las peticiones y observaciones que considere oportunas.

Artículo 9º.- (Defensa Técnica).- Todo imputado tiene derecho a la asistencia y defensa de un 
abogado desde el primer acto del proceso hasta el fi n de la ejecución de la sentencia. Este derecho 
es irrenunciable.

La designación del defensor se efectuará sin dilación ni formalidad alguna, desde el momento de la 
detención, apresamiento o antes de iniciarse la declaración del imputado. Si consultado el imputado, 
no lo elige o el elegido no acepta inmediatamente el cargo, se le nombrará de ofi cio un defensor.

Artículo 10º.- (Intérprete).- El imputado que no comprenda el idioma español tendrá derecho a 
elegir un traductor o intérprete para que lo asista en todos los actos necesarios para su defensa. 
Cuando no haga uso de ese derecho o no cuente con los recursos sufi cientes, se le designará uno 
de ofi cio.

Artículo 11. (Garantía de la Víctima). La víctima por sí sola o por intermedio de un abogado, sea 
particular o del Estado, podrá intervenir en el proceso penal aunque no se hubiera constituido en 
querellante.
Modifi cado por la Ley No. 007 de 18 de mayo de 2010
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Artículo 12º.- (Igualdad).- Las partes tendrán igualdad de oportunidades para ejercer durante el 
proceso las facultades y derechos que les asisten.

Artículo 13º.- (Legalidad de la prueba).- Los elementos de prueba sólo tendrán valor si han 
sido obtenidos por medios lícitos e incorporados al proceso conforme a las disposiciones de la 
Constitución Política del Estado y de este Código.

No tendrá valor la prueba obtenida mediante torturas, malos tratos, coacciones, amenazas, engaños 
o violación de los derechos fundamentales de las personas, ni la obtenida en virtud de información 
originada en un procedimiento o medio ilícito.

TÍTULO II

ACCIONES QUE NACEN DE LOS DELITOS
Artículo 14º.- (Acciones).- De la comisión de todo delito nacen: la acción penal para la investigación 
del hecho, su juzgamiento y la imposición de una pena o medida de seguridad y la acción civil para 
la reparación de los daños y perjuicios emergentes.

CAPÍTULO I

ACCIÓN PENAL
Artículo 15º.- (Acción Penal).- La acción penal será pública o privada.

Artículo 16º.- (Acción penal pública).- La acción penal pública será ejercida por la Fiscalía, en 
todos los delitos perseguibles de ofi cio, sin perjuicio de la participación que este Código reconoce 
a la víctima.

La acción penal pública será ejercida a instancia de parte sólo en aquellos casos previstos 
expresamente en este Código.

El ejercicio de la acción penal pública no se podrá suspender, interrumpir ni hacer cesar, salvo en 
los casos expresamente previstos por la ley.

Artículo 17º.- (Acción penal pública a instancia de parte). Cuando el ejercicio de la acción penal 
pública requiera de instancia de parte, la Fiscalía la ejercerá una vez que ella se produzca, sin 
perjuicio de realizar los actos imprescindibles para conservar los elementos de prueba, siempre 
que no afecten el interés de la víctima. Se entenderá que la instancia se ha producido cuando se 
formule la denuncia del hecho.

El fi scal la ejercerá directamente cuando el delito se haya cometido contra:

1) Una persona menor de la pubertad; 

2) Un menor o incapaz que no tenga representación legal; o 

3) Un menor o incapaz por uno o ambos padres, el representante legal o el encargado de 
su custodia, cualquiera sea el grado de su participación.

La instancia de parte permitirá procesar al autor y a todos los partícipes sin limitación alguna.
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Artículo 18º.- (Acción penal privada). La acción penal privada será ejercida exclusivamente por 
la víctima, conforme al procedimiento especial regulado en este Código. En este procedimiento 
especial no será parte la Fiscalía.

Artículo 19. (Delitos de Acción Pública a Instancia de parte). Son delitos de acción pública a 
instancia de parte: abandono de familia, incumplimiento de deberes de asistencia, abandono 
de mujer embarazada, violación, abuso deshonesto, estupro, rapto impropio, rapto con mira 
matrimonial, corrupción de mayores, violencia y acoso político.

Se aclara que la ley 348 en su Artículo 90 refi ere: ”Todos los delitos contemplados en la Presente 
Ley, son delitos de acción pública.”; conforme el Artículo 83 del mismo cuerpo legal.
(Modifi cado por disposición de la Ley 263 de 31 de julio de 2012 – Ley Integral contra la Trata 
y Tráfi co de Personas)

Artículo 20º.- (Delitos de acción privada).- Son delitos de acción privada: el giro de cheque 
en descubierto, giro defectuoso de cheque, desvío de clientela, corrupción de dependientes, 
apropiación indebida, abuso de confi anza, los delitos contra el honor, destrucción de cosas propias 
para defraudar, defraudación de servicios o alimentos, alzamiento de bienes o falencia civil, despojo, 
alteración de linderos, perturbación de posesión, daño simple e insultos y otras agresiones verbales 
por motivos racistas o discriminatorios. 

Los demás delitos son de acción pública. 

Modifi cado por disposición del Artículo 24 de la Ley 045 de 8 octubre de 2010

Artículo 21º.- (Obligatoriedad).- La Fiscalía tendrá la obligación de ejercer la acción penal pública 
en todos los casos que sea procedente.

No obstante, podrá solicitar al juez que prescinda de la persecución penal, de uno o varios de los 
hechos imputados, respecto de uno o algunos de los partícipes, en los siguientes casos:

1. Cuando se trate de un hecho de escasa relevancia social por la afectación mínima del 
bien jurídico protegido; 

2. Cuando el imputado haya sufrido a consecuencia del hecho, un daño físico o moral 
más grave que la pena por imponerse; 

3. Cuando la pena que se espera por el delito de cuya persecución se prescinde carece de 
importancia en consideración a una pena ya impuesta por otro delito; 

4. Cuando sea previsible el perdón judicial; y, 

5. Cuando la pena que se espera carezca de importancia en consideración a las de otros 
delitos, o a la que se le impondría en un proceso tramitado en el extranjero y sea 
procedente la extradición solicitada.

En los supuestos previstos en los numerales 1), 2) y 4) será necesario que el imputado, en su caso, 
haya reparado el daño ocasionado, fi rmado un acuerdo con la víctima en ese sentido o afi anzado 
sufi cientemente esa reparación.

Artículo 22º.- (Efectos). La decisión que prescinda de la persecución penal extinguirá la acción 
pública en relación con el imputado en cuyo favor se decida. No obstante, si la decisión se funda en 
la irrelevancia social del hecho, sus efectos se extenderán a todos los partícipes.
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En el caso del numeral 5) del Artículo anterior, sólo se suspenderá el ejercicio de la acción penal 
pública hasta que la sentencia por los otros delitos adquiera ejecutoria, momento en el que se 
resolverá defi nitivamente sobre la prescindencia de la persecución penal. Si ésta no satisface 
las condiciones por las cuales se suspendió el ejercicio de la acción penal pública, el juez podrá 
reanudar su trámite.

Artículo 23. (Suspensión Condicional del Proceso). Cuando sea previsible la suspensión condicional 
de la pena o se trate de delitos que tengan pena privativa de libertad cuyo máximo legal sea igual o 
inferior a seis (6) años, las partes podrán solicitar la suspensión condicional del proceso.

Esta suspensión procederá si el imputado presta su conformidad y, en su caso, cuando haya 
reparado el daño ocasionado, fi rmado un acuerdo con la víctima en ese sentido o afi anzado 
sufi cientemente esa reparación.

La solicitud se podrá presentar hasta antes de fi nalizada la etapa preparatoria. Excepcionalmente, 
podrá ser planteada durante el juicio, siempre y cuando se haya reparado integralmente el daño 
causado a la víctima y no exista de parte de ésta ningún reclamo pendiente.

La suspensión condicional del proceso, no será procedente cuando se trate de delitos contra la 
libertad sexual cuyas víctimas sean niñas, niños o adolescentes.

Previo a su otorgamiento, la jueza o el juez verifi cará que el imputado haya cumplido 
satisfactoriamente las medidas de protección impuestas durante el proceso en favor de la víctima.
(Modifi cado por disposición del Artículo 2 de la Ley 1173 de 3 de mayo de 2019 de Abreviación 
Procesal Penal y de Fortalecimiento de la lucha integral contra la violencia a niñas, niños, 
adolescentes y mujeres).

Artículo 24. (Condiciones y Reglas). Al resolver la suspensión condicional del proceso, el juez fi jará 
un período de prueba, que no podrá ser inferior a un (1) año ni superior a tres (3) y en ningún caso 
excederá el máximo de la pena prevista, determinará las condiciones y reglas que deberá cumplir el 
imputado en ese plazo, seleccionando de acuerdo con la naturaleza del hecho entre las siguientes:

1.  Prohibición de cambiar de domicilio sin autorización del juez;

2.  Prohibición de frecuentar determinados lugares o personas;

3.  Abstención del consumo de estupefacientes o de bebidas alcohólicas;

4.  Someterse a la vigilancia que determine el juez;

5.  Prestar trabajo a favor del Estado o de instituciones de asistencia pública, fuera de sus 
horarios habituales de trabajo;

6.  Permanecer en un trabajo o empleo, o adoptar en el plazo que el juez determine, un 
ofi cio, arte, industria o profesión;

7.  Someterse a tratamiento médico o psicológico;

8.  Prohibición de tener o portar armas;

9.  Prohibición de conducir vehículos; y,

10.  Cumplir con las medidas de protección especial que se dispongan en favor de la 
víctima.
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El juez podrá imponer otras reglas de conducta análogas, que estime convenientes para la 
reintegración social del sometido a prueba. El juez notifi cará personalmente al imputado la 
suspensión condicional del proceso, con expresa advertencia sobre las reglas de conducta, así 
como sobre las consecuencias de su inobservancia.

La suspensión condicional del proceso sólo será apelable por el imputado y únicamente, cuando 
las reglas sean ilegítimas, afecten su dignidad o sean excesivas.

El juez de ejecución penal velará por el cumplimiento de las reglas.
(Modifi cado por disposición del Artículo 2 de la Ley 1173 de 3 de mayo de 2019 de Abreviación 
Procesal Penal y de Fortalecimiento de la lucha integral contra la violencia a niñas, niños, 
adolescentes y mujeres).

Artículo 25º.- (Revocatoria). Si el imputado se aparta considerablemente y en forma injustifi cada 
de las reglas impuestas, no cumple los acuerdos o promesas de reparación del daño civil, o se 
formaliza la acusación por la comisión de un nuevo delito, el juez de la causa revocará la suspensión 
y el proceso continuará su curso. En el primer caso, el juez podrá optar por la ampliación del período 
de prueba y/o la modifi cación de las medidas impuestas.

La revocatoria de la suspensión del proceso no impedirá el posterior perdón judicial o suspensión 
condicional de la pena.

Si la suspensión condicional del proceso no ha sido revocada hasta el vencimiento del periodo de 
prueba, el juez de la causa declarará extinguida la acción penal.

Artículo 26º.- (Conversión de acciones) A pedido de la víctima, la acción penal pública podrá ser 
convertida en acción privada en los siguientes casos:

1. Cuando se trate de un delito que requiera instancia de parte, salvo las excepciones 
previstas en el Artículo 17 de este Código;

2. Cuando se trate de delitos de contenido patrimonial o de delitos culposos que no 
tengan por resultado la muerte, siempre que no exista un interés público gravemente 
comprometido; 

3. Cuando se trate de delitos contra la dignidad del ser humano, siempre que no exista un 
interés público gravemente comprometido;

4. Cuando se haya dispuesto el rechazo previsto en el Artículo 304 o la aplicación del 
criterio de oportunidad previsto en el Numeral 1 del Artículo 21 de este Código, y la 
víctima o el querellante hayan formulado oposición; y,

5. Ante la notifi cación con el vencimiento del plazo para la emisión de la resolución 
conclusiva.

En los casos previstos en los Numerales 1, 2 y 3, la conversión será autorizada por la o el Fiscal 
Departamental o por quien ella o él delegue, autorización que será emitida dentro de los tres (3) 
días de solicitada. En el caso de los Numerales 4 y 5, la conversión será autorizada por la o el Juez 
competente”.
(Modifi cado por la ley Nº 586 de 30 de octubre de 2014)
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Artículo 27º.- (Motivos de extinción). La acción penal, se extingue:

1. Por muerte del imputado; 

2. Por amnistía; 

3. Por el pago del máximo previsto para la pena de multa, en el caso de delitos sancionados 
sólo con esa clase de penas; 

4. Por la aplicación de uno de los criterios de oportunidad, en los casos y las formas 
previstos en este Código; 

5. Por el desistimiento o abandono de la querella respecto de los delitos de acción privada; 

6. Por la reparación integral del daño particular o social causado, realizada hasta la audiencia 
conclusiva, en los delitos de contenido patrimonial o en los delitos culposos que no tengan 
por resultado la muerte, siempre que lo admita la víctima o el fi scal, según el caso; 

7. Por conciliación en los casos y formas previstos en este Código; 

8. Por prescripción; 

9. Si la investigación no es reabierta en el término de un año, de conformidad con lo 
previsto en el Artículo 304º de este Código; 

10. Por vencimiento del plazo máximo de duración del proceso; y, 

11. Por cumplimiento de las condiciones de la suspensión condicional del proceso.

Artículo 28º.- (Justicia comunitaria). Se extinguirá la acción penal cuando el delito o la falta se 
cometa dentro de una comunidad indígena y campesina por uno de sus miembros en contra de otro 
y sus autoridades naturales hayan resuelto el conflicto conforme a su Derecho Consuetudinario 
Indígena, siempre que dicha resolución no sea contraria a los derechos fundamentales y garantías 
de las personas establecidos por la Constitución Política del Estado.

La Ley compatibilizará la aplicación del Derecho Consuetudinario Indígena.

Artículo 29º.- (Prescripción de la acción). La acción penal prescribe:

1. En ocho años, para los delitos que tengan señalada una pena privativa de libertad cuyo 
máximo legal sea de seis o más de seis años; 

2. En cinco años, para los que tengan señaladas penas privativas de libertad cuyo máximo 
legal sea menor de seis y mayor de dos años; 

3. En tres años, para los demás delitos sancionados con penas privativas de libertad; y, 

4. En dos años para los delitos sancionados con penas no privativas de libertad.

Artículo 29 Bis. (Imprescriptibilidad). De conformidad con el Articulo 112 de la Constitución 
Política del Estado, los delitos cometidos por servidoras o servidores públicos que atenten contra el 
patrimonio del Estado y causen grave daño económico, son imprescriptibles y no admiten régimen 
de inmunidad.
(Incorporado por disposición del Artículo 36 de la  Ley Nº 004 de 31 de marzo de 2010 de Lucha contra 
la Corrupción Enriquecimiento Ilícito e Investigación de Fortunas “Marcelo Quiroga Santa Cruz”) 
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Artículo 30. (Inicio del Término de la Prescripción). El término de la prescripción empezará a 
correr desde la media noche del día en que se cometió el delito o en que cesó su consumación.

Cuando se trate de delitos contra la integridad corporal y la salud o contra la libertad sexual de 
niñas, niños y adolescentes, el término de la prescripción comenzará a correr cuatro (4) años 
después de que la víctima haya alcanzado la mayoría de edad.
(Modifi cado por disposición del Artículo 2 de la Ley 1173 de 3 de mayo de 2019 de Abreviación 
Procesal Penal y de Fortalecimiento de la lucha integral contra la violencia a niñas, niños, 
adolescentes y mujeres).

Artículo 31º.- (Interrupción del término de la prescripción). El término de la prescripción de la 
acción se interrumpirá por la declaratoria de rebeldía del imputado, momento desde el cual el plazo 
se computará nuevamente.

Artículo 32º.- (Suspensión del término de la prescripción). El término de la prescripción de la 
acción se suspenderá.

1. Cuando se haya resuelto la suspensión de la persecución penal y esté vigente el periodo 
de prueba correspondiente; 

2. Mientras esté pendiente la presentación del fallo que resuelva las cuestiones 
prejudiciales planteadas; 

3. Durante la tramitación de cualquier forma de antejuicio o de la conformidad de un 
gobierno extranjero de la que dependa el inicio del proceso; y, 

4. En los delitos que causen alteración del orden constitucional e impidan el ejercicio 
regular de la competencia de las autoridades legalmente constituidas, mientras dure 
ese estado.

Artículo 33º.- (Efectos). El término de la prescripción se interrumpirá o se suspenderá de manera 
individualizada para el autor y los partícipes.

Artículo 34º.- (Tratados internacionales). Tendrán aplicación preferente las reglas sobre 
prescripción contenidas en Tratados y Convenios internacionales vigentes.

Artículo 35º.- (Prohibiciones y limitaciones en el ejercicio de la acción penal). No podrán 
denunciar ni ejercitar la acción penal: el descendiente en línea directa contra su ascendiente y 
viceversa, dentro del cuarto grado de consanguinidad o por adopción; los parientes colaterales 
entre sí, dentro del segundo grado de consanguinidad o por adopción; los cónyuges y convivientes 
entre sí; y el condenado por falso testimonio, calumnia o soborno; salvo que lo hagan por delitos 
cometidos contra ellos o contra sus ascendientes o descendientes, su cónyuge, conviviente o sus 
hermanos.

Los menores de edad o los interdictos declarados sólo podrán ejercitar la acción penal por medio 
de sus representantes legales.
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CAPÍTULO II

ACCIÓN CIVIL
Artículo 36º.- (Acción civil). La acción civil para la reparación o indemnización de los daños y 
perjuicios causados por el delito, sólo podrá ser ejercida por el damnifi cado, contra el autor y los 
partícipes del delito y, en su caso, contra el civilmente responsable.

En caso de fallecimiento del damnifi cado, pueden ejercitarla sus herederos.

Artículo 37º.- (Ejercicio). La acción civil podrá ser ejercida en el proceso penal conforme con las 
reglas especiales previstas en este Código o intentarse ante los tribunales civiles, pero no se podrá 
promover simultáneamente en ambas jurisdicciones.

Artículo 38º.- (Concurrencia de acciones). Cuando la acción reparatoria se intente en la vía civil 
no se dictará sentencia en esta jurisdicción mientras el proceso penal pendiente no haya sido 
resuelto mediante sentencia o resolución ejecutoriada, con excepción de los siguientes casos:

1. Si hubiera fallecido el imputado antes de ejecutoriarse la sentencia del proceso penal, 
la acción civil podrá ser continuada o promovida contra sus herederos; 

2. Si se hubiera dispuesto la suspensión del proceso penal por rebeldía o enfermedad 
mental del imputado; 

3. Si se hubiera dispuesto la extinción de la acción por duración máxima del proceso, sin 
perjuicio de la responsabilidad del funcionario negligente; y, 

4. Por amnistía.

Artículo 39º.- (Cosa juzgada penal). La sentencia condenatoria ejecutoriada, dictada en 
proceso penal, producirá efecto de cosa juzgada en el proceso civil. La sentencia absolutoria y 
el sobreseimiento ejecutoriados producirán efectos de cosa juzgada en el proceso civil en cuanto 
a la inexistencia del hecho principal que constituya delito o a la ausencia de participación de las 
personas a las que se les atribuyó su comisión.

Artículo 40º.- (Cosa juzgada civil). La sentencia ejecutoriada, dictada en el juicio civil, no impedirá 
ninguna acción penal posterior sobre el mismo hecho o sobre otro que con él tenga relación.

La sentencia ejecutoriada posterior, dictada en el proceso penal, no incidirá en los efectos de la 
sentencia civil pasada en cosa juzgada salvo cuando la absolución se funde en la inexistencia del 
hecho o en la no participación del imputado.

Artículo 41º.- (Ejercicio de la acción civil por el fi scal). La acción civil será ejercida obligatoriamente 
por el fi scal cuando se trate de delitos que afecten el patrimonio del Estado y, subsidiariamente, 
cuando afecten intereses colectivos o difusos.
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LIBRO SEGUNDO

LA JUSTICIA PENAL Y LOS SUJETOS PROCESALES

TÍTULO I

JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA
Artículo 42º.- (Jurisdicción). Corresponde a la justicia penal el conocimiento exclusivo de todos 
los delitos, así como la ejecución de sus resoluciones, según lo establecido en este Código. La 
jurisdicción penal es irrenunciable e indelegable, con las excepciones establecidas en este Código.

Artículo 43º.- (Órganos). Son órganos jurisdiccionales penales:

1. La Corte Suprema de Justicia; 

2. Las Cortes Superiores de Justicia; 

3. Los Tribunales de Sentencia que admitirán división de su competencia por razón de la 
materia, en sustancias controladas, económica, administrativa y otras, de acuerdo con 
las leyes orgánicas; 

4. Los Jueces de Sentencia que admitirán división de su competencia por razón de la 
materia, en sustancias controladas, económica, administrativa y otras, de acuerdo con 
las leyes orgánicas; 

5. Los Jueces de Instrucción; y, 

6. Los Jueces de Ejecución Penal.

Artículo 44º.- (Competencia, carácter y extensión). La competencia penal de los jueces y 
tribunales es improrrogable y se rige por las reglas respectivas de su Ley Orgánica y por las de este 
Código.

La competencia territorial de un juez o tribunal de sentencia no podrá ser objetada ni modifi cada 
una vez señalada la audiencia del juicio.

El juez o tribunal que sea competente para conocer de un proceso penal, lo será también para 
decidir todas las cuestiones e incidentes que se susciten en el curso de su tramitación, así como 
para dictar las resoluciones respectivas y ejecutarlas.

Artículo 45º.- (Indivisibilidad de juzgamiento). Por un mismo hecho no se podrá seguir diferentes 
procesos aunque los imputados sean distintos, salvo las excepciones previstas en este Código.

Artículo 46º.- (Incompetencia). La incompetencia por razón de materia será declarada, aún de 
ofi cio, en cualquier estado del proceso. Cuando se la declare, se remitirán las actuaciones al juez o 
al tribunal competente y, cuando corresponda, se pondrán los detenidos a su disposición.

La inobservancia de las reglas de la competencia por razón de materia producirá la nulidad de los 
actos.

Artículo 47º.- (Convalidación). No serán nulas las actuaciones de un juez con competencia para 
conocer hechos más graves que haya actuado en una causa de menor gravedad.
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En caso de concurso de delitos y de conexión de procesos de competencia concurrente de 
los tribunales y jueces de sentencia, corresponderá el conocimiento de todos los hechos a los 
tribunales de sentencia.

Artículo 48º.- (Jurisdicción ordinaria y especial). En caso de duda sobre la jurisdicción aplicable, 
por razones de concurrencia o conexitud entre la jurisdicción especial y la ordinaria, corresponderá 
el conocimiento de los delitos a la ordinaria.

En ningún caso los civiles serán sometidos a la jurisdicción militar.

Artículo 49º.- (Reglas de competencia territorial). Serán competentes:

1. El juez del lugar de la comisión del delito. El delito se considera cometido en el lugar 
donde se manifi este la conducta o se produzca el resultado; 

2. El juez de la residencia del imputado o del lugar en que éste sea habido; 

3. El juez del lugar donde se descubran las pruebas materiales del hecho; 

4. Cuando el delito cometido en territorio extranjero haya producido sus efectos en 
territorio boliviano, conocerá el juez del lugar donde se hayan producido los efectos o 
el que hubiera prevenido. 

5. En caso de tentativa, será el del lugar donde se realizó el comienzo de la ejecución o 
donde debía producirse el resultado; y, 

6. Cuando concurran dos o más jueces igualmente competentes conocerá el que primero 
haya prevenido.

Los actos del juez incompetente por razón del territorio mantendrán validez, sin perjuicio de las 
modifi caciones que pueda realizar el juez competente.

CAPÍTULO I

TRIBUNALES COMPETENTES
Artículo 50º.- (Corte Suprema de Justicia). La Corte Suprema de Justicia es competente para 
conocer la sustanciación y resolución de:

1. Los recursos de casación; 

2. Los recursos de revisión de sentencia condenatoria ejecutoriada; y, 

3. Las solicitudes de extradición.

Artículo 51º.- (Cortes Superiores de Justicia). Las Cortes Superiores de Justicia son competentes 
para conocer:

1. La sustanciación y resolución del recurso de apelación incidental, según las reglas 
establecidas en este Código; 

2. La sustanciación y resolución del recurso de apelación restringida interpuesto contra 
las sentencias, en los casos previstos en este Código; 
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3. Las excusas o recusaciones contra los jueces unipersonales de primera instancia y de 
los jueces de ejecución penal; y, 

4. Los conflictos de competencia

Artículo 52. (Tribunales de Sentencia).

I. Los Tribunales de Sentencia estarán integrados por tres (3) jueces técnicos, quienes serán 
competentes para conocer la sustanciación y resolución del juicio, en los siguientes delitos:

Código Penal, elevado a rango de Ley por la Ley N° 1768 de 10 de marzo de 1997.

Artículo 109. (Traición);

Artículo 110. (Sometimiento Total o Parcial de la Nación a Dominio Extranjero);

Artículo 111. (Espionaje);

Artículo 112. (Introducción Clandestina y Posesión de Medios de Espionaje);

Artículo 114. (Actos Hostiles);

Artículo 115. (Revelación de Secretos);

Artículo 118. (Sabotaje);

Artículo 121. (Alzamientos Armados contra la Seguridad y Soberanía del Estado);

Artículo 122. (Concesión de Facultades Extraordinarias);

Artículo 129 bis. (Separatismo);

Artículo 133. (Terrorismo);

Artículo 133 bis. (Financiamiento al Terrorismo);

Artículo 135. (Delitos contra Jefes de Estado Extranjero);

Artículo 138. (Genocidio);

Artículo 145. (Cohecho Pasivo Propio);

Artículo 153. (Resoluciones Contrarias a la Constitución y a las Leyes);

Artículo 158. (Cohecho Activo);

Artículo 173. (Prevaricato);

Artículo 173 bis. (Cohecho Pasivo de la Jueza, Juez o Fiscal);

Artículo 174. (Consorcio de Jueces, Fiscales, Policías y Abogados);

Artículo 185 bis. (Legitimación de Ganancias Ilícitas);

Artículo 251. (Homicidio);

Artículo 252. (Asesinato);
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Artículo 252 bis. (Feminicidio);

Artículo 253. (Parricidio);

Artículo 258. (Infanticidio);

Artículo 270. (Lesiones Gravísimas);

Artículo 271 bis. (Esterilización Forzada);

Artículo 281 bis. (Trata de Personas);

Artículo 291. (Reducción a la Esclavitud o Estado Análogo);

Artículo 292 bis. (Desaparición Forzada de Personas);

Artículo 295. (Vejaciones y Torturas);

Artículo 308. (Violación);

Artículo 308 bis. (Violación de Infante, Niña, Niño o Adolescente);

Artículo 312 ter. (Padecimientos Sexuales);

Artículo 313. (Rapto);

Artículo 321. (Proxenetismo);

Artículo 321 bis. (Tráfi co de Personas);

Artículo 322. (Violencia Sexual Comercial);

Artículo 323 bis. (Pornografía);

Artículo 334. (Secuestro).

Ley N° 004 de 31 de marzo de 2010, de Lucha contra la Corrupción, Enriquecimiento Ilícito e 
Investigación de Fortunas “Marcelo Quiroga Santa Cruz”.

Artículo 27. (Enriquecimiento Ilícito);

Artículo 28. (Enriquecimiento Ilícito de Particulares con Afectación al Estado);

Artículo 29. (Favorecimiento al Enriquecimiento Ilícito);

Artículo 30. (Cohecho Activo Transnacional);

Artículo 31. (Cohecho Pasivo Transnacional).

Ley N° 1333 de 27 de abril de 1992, de Medio Ambiente.

Artículo 113. (Desechos Tóxicos y Radioactivos).

Ley N° 1008 de 19 de julio de 1988, del Régimen de la Coca y Sustancias Controladas.

Artículo 47. (Fabricación);

Artículo 48. (Tráfi co);
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Artículo 55. (Transporte);

Artículo 66. (Cohecho Pasivo);

Artículo 67. (Cohecho Activo).

Ley N° 2492 de 2 de agosto de 2003, “Código Tributario Boliviano”.

Artículo 181 septies. (Cohecho Activo Aduanero).

II.  Los Tribunales de Sentencia también serán competentes para disponer, ratifi car o modifi car 
medidas de protección especial en favor de la víctima, así como la imposición de sanciones 
ante su incumplimiento.

(Modifi cado por el Artículo 2 paragrafo I de la ley Nº 1226 de 18 de septiembre de 2019).

III.  La Presidencia del Tribunal se ejercerá de forma alternada, la primera vez por sorteo y 
posteriormente por turno.”

(Modifi cado por disposición del Artículo 3 de la Ley 1173 de 3 de mayo de 2019 de Abreviación 
Procesal Penal y de Fortalecimiento de la lucha integral contra la violencia a niñas, niños, 
adolescentes y mujeres).

Artículo 53. (Jueces de Sentencia). Las juezas o los jueces de sentencia son competentes para 
conocer la sustanciación y resolución de:

1.  Los juicios por delitos de acción privada;

2.  Los juicios por delitos de acción pública, salvo los establecidos en el Artículo 52 del 
presente Código;

3.  Los juicios por delitos de acción pública flagrantes, conforme al procedimiento 
inmediato previsto en este Código;

4.  La imposición, ratifi cación o modifi cación de medidas de protección especial en favor 
de la víctima, así como la imposición de sanciones ante su incumplimiento;

5.  El procedimiento para la reparación del daño, cuando se haya dictado sentencia 
condenatoria; y,

6.  La Acción de Libertad, cuando sea planteada ante ellos, conforme el Artículo 3 de la 
Ley N° 1104 de 27 de septiembre de 2018, de Creación de Salas Constitucionales en 
Tribunales Departamentales de Justicia.”

(Modifi cado por disposición del Artículo 3 de la Ley 1173 de 3 de mayo de 2019 de Abreviación 
Procesal Penal y de Fortalecimiento de la lucha integral contra la violencia a niñas, niños, 
adolescentes y mujeres).

Artículo 54. (Jueces de Instrucción). Las juezas o los jueces de instrucción, son competentes 
para:

1.  El control de la investigación, conforme a las facultades y deberes previstos en este 
Código;
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2.  Emitir las resoluciones jurisdiccionales que correspondan durante la etapa preparatoria 
y de la aplicación de criterios de oportunidad;

3.  La sustanciación y resolución del proceso abreviado;

4.  Resolver la aplicación de procedimiento inmediato para delitos flagrantes;

5.  Dirigir la audiencia de preparación de juicio y resolver sobre las cuestiones e incidentes 
planteados en la misma;

6.  Decidir la suspensión del proceso a prueba;

7.  Homologar la conciliación, siempre que sea procedente, cuando les sea presentada;

8.  Decidir sobre las solicitudes de cooperación judicial internacional;

9.  Conocer y resolver sobre la incautación de bienes y sus incidentes;

10. Conocer y resolver la Acción de Libertad, si no existieran jueces de sentencia en su 
asiento jurisdiccional, cuando sea planteada ante ellos; y,

11. Disponer, ratifi car o modifi car medidas de protección especial en favor de la víctima e 
imponer las sanciones ante su incumplimiento.

(Modifi cado por disposición del Artículo 3 de la Ley 1173 de 3 de mayo de 2019 de Abreviación 
Procesal Penal y de Fortalecimiento de la lucha integral contra la violencia a niñas, niños, 
adolescentes y mujeres).

Artículo 55º.- (Jueces de Ejecución Penal). Los jueces de ejecución penal, además de las 
atribuciones contenidas en la Ley de Organización Judicial y en la Ley de Ejecución de Penas y 
Sistema Penitenciario, tendrán a su cargo:

1. El control de la ejecución de las sentencias y de las condiciones impuestas en la 
suspensión condicional del proceso, del control de la suspensión condicional de la 
pena y del control del respeto de los derechos de los condenados; 

2. La sustanciación y resolución de la libertad condicional y de todos los incidentes que 
se produjeran durante la etapa de ejecución; y, 

3. La revisión de todas las sanciones impuestas durante la ejecución de la condena que 
inequívocamente resultaran contrarias a las fi nalidades de enmienda y readaptación 
de los condenados.

Artículo 56. (Secretarios).

I.  La jueza, el juez o tribunal será asistido con la debida diligencia en el cumplimiento de 
sus actos jurisdiccionales por una secretaria o secretario, a quien le corresponderá como 
funciones propias las siguientes:

1.  Controlar, a través del sistema informático de gestión de causas, el cumplimiento de 
los plazos procesales, debiendo informar oportunamente a la jueza, juez o tribunal 
antes de su vencimiento; a tal efecto, deberá proyectar la conminatoria de control 
jurisdiccional al Ministerio Público, bajo responsabilidad.
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2.  Asistir a la jueza, juez o tribunal en audiencia para garantizar su desarrollo conforme 
establece la normativa vigente;

3.  Emitir las providencias de mero trámite que no sean pronunciadas en audiencia;

4.  Custodiar los elementos de prueba para la realización de la audiencia, garantizando el 
orden de la codifi cación y su inalterabilidad, quedando en resguardo de los objetos y 
documentos, bajo su exclusiva responsabilidad;

5.  Elaborar y mantener un inventario actualizado de los procesos;

6.  Coordinar funciones con la Ofi cina Gestora de Procesos conforme a reglamentos 
operativos, circulares y protocolos, de conformidad a sus respectivas competencias;

7.  Informar a las partes con la debida diligencia y buen trato;

8.  Dirigir al personal auxiliar; y,

9.  Cumplir con todas las tareas que la jueza, el juez o tribunal ordene en procura de 
mejorar la gestión del despacho judicial.

II.  En ningún caso las secretarias y los secretarios pueden realizar tareas propias de la 
función jurisdiccional. La delegación de funciones jurisdiccionales en estos funcionarios 
hará inválidas las actuaciones realizadas y hará responsable directamente a la jueza o al 
juez.”

(Modifi cado por disposición del Artículo 3 de la Ley 1173 de 3 de mayo de 2019 de Abreviación 
Procesal Penal y de Fortalecimiento de la lucha integral contra la violencia a niñas, niños, 
adolescentes y mujeres).

Artículo 56 Bis. (Ofi cina Gestora de Procesos).

I.  La jueza, juez o tribunal será asistido por la Ofi cina Gestora de Procesos, instancia 
administrativa de carácter instrumental que dará soporte y apoyo técnico a la actividad 
jurisdiccional con la fi nalidad de optimizar la gestión judicial, el efectivo desarrollo de las 
audiencias y favorecer el acceso a la justicia. La Ofi cina Gestora de Procesos tiene las 
siguientes funciones:

1. Elaborar, administrar y hacer seguimiento de la agenda única de audiencias;

2. Notifi car a las partes, testigos, peritos y demás intervinientes;

3.  Remitir en el día, los mandamientos emitidos por la jueza, el juez o tribunal, a las 
instancias encargadas de su ejecución;

4.  Sortear la asignación de causas nuevas, de manera inmediata a su ingreso;

5.  Sortear a una jueza o un juez, una vez presentada la excusa o admitida la recusación;

6.  Coordinar con el Ministerio Público, Policía Boliviana, Dirección General de Régimen 
Penitenciario, Jueces de Ejecución Penal y otras instituciones intervinientes, para 
garantizar la efectiva realización de las audiencias;

7.  Garantizar el registro digital íntegro y fi dedigno de todas las audiencias, resoluciones 
y sentencias;
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8.  Supervisar y consolidar la generación de información estadística sobre el desarrollo 
de los procesos, el cumplimiento de plazos procesales, las causales de suspensión de 
audiencias y otros, para su remisión a las instancias pertinentes;

9.  Recepcionar toda documentación que le sea presentada en formato físico, digitalizarla 
e incorporarla al sistema informático de gestión de causas para su procesamiento; y,

10. Otras establecidas por circulares, protocolos y reglamentos operativos inherentes a la 
optimización de la gestión judicial.

 El cumplimiento de las funciones previstas en el presente Artículo, se realizará a través 
del sistema informático de gestión de causas, cuya administración estará a cargo de 
la Ofi cina Gestora de Procesos.

II.  En ningún caso el personal de la Ofi cina Gestora de Procesos puede realizar tareas propias 
de la función jurisdiccional. La delegación de funciones jurisdiccionales en el personal de la 
Ofi cina Gestora de Procesos hará inválidas las actuaciones realizadas, y hará responsable 
directamente a la jueza o al juez por las consecuencias, debiendo remitirse las actuaciones 
correspondientes al Consejo de la Magistratura a los efectos disciplinarios.

 Tampoco se podrá delegar en la Ofi cina Gestora de Procesos, funciones administrativas 
ajenas a su naturaleza.

(Incorporado por disposición del Artículo 3 de la Ley 1173 de 3 de mayo de 2019 de Abreviación 
Procesal Penal y de Fortalecimiento de la lucha integral contra la violencia a niñas, niños, 
adolescentes y mujeres).

CAPÍTULO II

INTEGRACIÓN DE LOS TRIBUNALES DE SENTENCIA CON JUECES CIUDADANOS
Artículo 57º.- (Jueces ciudadanos. Requisitos). Para ser juez ciudadano se requiere:

1. Ser mayor de veinticinco años; 

2. Estar en pleno ejercicio de los derechos ciudadanos; 

3. Tener domicilio conocido; y, 

4. Tener profesión, ocupación, ofi cio, arte o industria conocidos.

Artículo 58º.- (Impedimentos). No podrán ser jueces ciudadanos:

1. Los abogados; 

2. Los funcionarios auxiliares de los juzgados y de la Fiscalía; y, 

3. Los miembros en servicio activo de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional.

Artículo 59º.- (Padrón General). Las Cortes Departamentales Electorales elaborarán anualmente 
el padrón de ciudadanos que cumplan las condiciones previstas en los Artículos 57º y 58º de este 
Código.
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Las Cortes Departamentales Electorales comunicarán ese padrón a la oficina correspondiente 
de la Corte Superior de Justicia de cada departamento, el primer día hábil del mes de 
diciembre.

Artículo 60º.- (Lista de ciudadanos). Las Cortes Superiores de Justicia verifi carán que los 
ciudadanos cumplan los requisitos establecidos en este Código y elaborarán la lista para cada 
tribunal de sentencia, por sorteo y según el domicilio correspondiente.

Quien haya cumplido la función de juez ciudadano no podrá ser designado nuevamente para esas 
funciones durante los tres años siguientes, salvo que en un lapso menor hayan sido convocados 
todos los que integran el padrón.

Artículo 61º.- (Sorteo de los jueces ciudadanos). Señalada la audiencia del juicio y quince días 
antes de su realización, el Presidente del tribunal elegirá por sorteo, en sesión pública y previa 
notifi cación de las partes, a doce ciudadanos, los que serán consignados en una lista, con el objeto 
de integrar el tribunal. El sorteo no se suspenderá por inasistencia de las partes.

Concluido este trámite, se pondrá en conocimiento de las partes la lista de los jueces ciudadanos 
elegidos y se convocará a la audiencia de constitución del tribunal por realizarse dentro de los cinco 
días siguientes.

Artículo 62º.- (Audiencia de constitución del Tribunal). La audiencia pública de constitución del 
tribunal de sentencia, se regirá por el siguiente procedimiento:

1. El Presidente preguntará a los ciudadanos seleccionados, si se encuentran 
comprendidos dentro de las causales de excusa previstas por ley; 

2. Resueltas las excusas, el Presidente los interrogará sobre la existencia de impedimentos 
para cumplir la función de juez ciudadano. Si éstos son admisibles dispondrá su 
exclusión de las lista; 

3. Seguidamente resolverá las recusaciones fundamentadas por las partes contra los 
jueces ciudadanos; 

4. Finalmente, las partes podrán recusar sin expresión de causa a dos de los ciudadanos 
seleccionados quienes serán excluidos en el acto.

Al concluir la audiencia, el Presidente del Tribunal designará formalmente a los tres jueces 
ciudadanos y les advertirá sobre la importancia y deberes de su cargo, que desde ese momento 
no podrán emitir criterios sobre la causa ni tomar contacto con las partes, sólo los citará para la 
celebración del juicio.

Los jueces ciudadanos designados no podrán excusarse posteriormente. Las recusaciones 
e impedimentos fundados sobrevinientes serán resueltos inmediatamente a tiempo de ser 
planteados. En este caso, se citará al siguiente de la lista hasta completar el número.

Artículo 63º.- (Circunstancias extraordinarias). Cuando no sea posible integrar el tribunal con 
la lista original, se efectuará un sorteo extraordinario y se repetirá el procedimiento de selección y 
constitución del tribunal, abreviando los plazos para evitar demoras en el juicio.

Si efectuado el sorteo extraordinario no sea posible integrar el tribunal con los jueces ciudadanos, 
el juicio se celebrará en el asiento judicial más próximo repitiéndose el procedimiento de selección.
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Artículo 64º.- (Deberes y atribuciones de los jueces ciudadanos). Desde el momento de su 
designación, los jueces ciudadanos serán considerados integrantes del tribunal y durante la 
sustanciación del juicio tendrán los mismos deberes y atribuciones que los jueces técnicos.

Artículo 65º.- (Sanción). La inasistencia injustifi cada a la audiencia de constitución del tribunal y el 
incumplimiento de la función de juez ciudadano serán sancionados como delito de desobediencia 
a la autoridad.

Artículo 66º.- (Remuneración). La función de juez ciudadano será remunerada de la siguiente 
manera:

1. Cuando se trate de empleados públicos o privados, mediante declaratoria en comisión 
con goce de haberes, de carácter obligatorio para el empleador; y, 

2. En caso de trabajadores independientes, el Estado asignará en su favor una 
remuneración diaria equivalente al cincuenta por ciento (50%) del haber diario que 
percibe un juez técnico. Los gastos que demande esta remuneración serán imputables 
a las costas en favor del Estado.

CAPÍTULO III

CONEXITUD
Artículo 67º.- (Casos de conexitud). Habrá lugar a conexitud de procesos:

1) Si los hechos imputados han sido cometidos simultáneamente por varias personas 
reunidas, o por varias personas en distintos lugares o tiempos, cuando hubiera mediado 
acuerdo entre ellas. 

2) Cuando los hechos imputados sean cometidos para proporcionarse los medios de 
cometer otros, o para facilitar la ejecución de éstos o asegurar su impunidad; y, 

3) Cuando los hechos imputados hayan sido cometidos recíprocamente.

Artículo 68º.- (Efectos). En los casos de conexitud, las causas se acumularán y serán conocidas 
por un solo juez o tribunal. Será competente:

1) El juez o tribunal que conozca del delito sancionado con pena más grave. 

2) En caso de igual gravedad, aquel que conozca la causa cuya fecha de iniciación sea 
más antigua; 

3) En caso de que los hechos sean simultáneos, o no conste debidamente cuál se cometió 
primero o, en caso de duda, el que haya prevenido; y, 

4) En caso de conflicto, será tribunal competente aquel que determine la Corte Superior 
de Justicia.

Excepcionalmente, el juez competente podrá disponer la tramitación separada según convenga 
a la naturaleza de las causas, para evitar el retardo procesal o facilitar el ejercicio de la defensa.

Los procesos por delitos de acción privada no podrán acumularse a procesos por delitos de acción 
pública.
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TÍTULO II

ÓRGANOS DE INVESTIGACIÓN
Artículo 69. (Función de la Policía Boliviana). La Policía Boliviana, a través de sus instancias 
competentes, tiene la función de realizar la investigación de los delitos bajo la dirección funcional 
del Ministerio Público, conforme establece la Constitución Política del Estado, las leyes y con los 
alcances establecidos en el presente Código.

Las diligencias investigativas en materia de sustancias controladas, serán procesadas por la 
Fuerza Especial de Lucha Contra el Narcotráfi co –FELCN, bajo la dirección funcional del fi scal de 
sustancias controladas.

Iniciada la investigación por delitos de sustancias controladas, la FELCN tendrá las siguientes 
atribuciones:

1.  A requerimiento de la fiscalía de sustancias controladas o por orden judicial, 
realizará actividades de técnicas especiales de investigación económica, 
financiera y patrimonial, para identificar operaciones de legitimación de ganancias 
ilícitas por delitos de sustancias controladas.

2.  La Fuerza Especial de Lucha Contra el Narcotráfico – FELCN, remitirá mediante 
el sistema informático de gestión de causas, en el plazo impostergable de tres 
(3) días, el informe con los resultados obtenidos y todos sus antecedentes al 
Ministerio Público o al ente jurisdiccional.

(Modifi cado por disposición del Artículo 4 de la Ley 1173 de 3 de mayo de 2019 de Abreviación 
Procesal Penal y de Fortalecimiento de la lucha integral contra la violencia a niñas, niños, 
adolescentes y mujeres).

CAPÍTULO I

MINISTERIO PÚBLICO
Artículo 70º.- (Funciones del Ministerio Público). Corresponderá al Ministerio Público dirigir la 
investigación de los delitos y promover la acción penal pública ante los órganos jurisdiccionales. 
Con este propósito realizará todos los gastos necesarios para preparar la acusación y participar en 
el proceso, conforme a las disposiciones previstas en este Código y en su Ley Orgánica.

Igualmente deberá actuar ante los jueces de ejecución penal en todo lo relacionado con el 
cumplimiento de la pena.

Artículo 71º.- (Ilegalidad de la prueba). Los fi scales no podrán utilizar en contra del imputado 
pruebas obtenidas en violación a la Constitución Política del Estado, Convenciones y Tratados 
internacionales vigentes y las leyes.

Artículo 72º.- (Objetividad). Los fi scales velarán por el cumplimiento efectivo de las garantías 
que reconocen la Constitución Política del Estado, las Convenciones y Tratados internacionales 
vigentes y las leyes. En su investigación tomarán en cuenta no sólo las circunstancias que permitan 
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comprobar la acusación, sino también las que sirvan para eximir de responsabilidad al imputado; 
formulando sus requerimientos conforme a este criterio.

Artículo 73º.- (Actuaciones fundamentadas). Los fi scales formularán sus requerimientos y 
resoluciones de manera fundamentada y específi ca. Procederán oralmente en las audiencias y en 
el juicio y, por escrito, en los demás casos.

CAPÍTULO II

POLICIA NACIONAL E INSTITUTO DE INVESTIGACIONES FORENSES
Artículo 74º.- (Policía Nacional). La Policía Nacional, en la investigación de los delitos, se 
encargará de la identifi cación y aprehensión de los presuntos responsables, de la identifi cación y 
auxilio a las víctimas, de la acumulación y seguridad de las pruebas y de toda actuación dispuesta 
por el fi scal que dirige la investigación; diligencias que serán remitidas a los órganos competentes.

Artículo 75. (Instituciones de Investigación Forense). El Instituto de Investigaciones Forenses – 
IDIF, es un órgano dependiente administrativa y fi nancieramente de la Fiscalía General del Estado. 
El Instituto de Investigaciones Técnico Científi co de la Universidad Policial – IITCUP, depende de la 
Policía Boliviana.

El Ministerio Público requerirá indistintamente la realización de estudios científi co - técnicos al 
Instituto de Investigaciones Forenses – IDIF o al Instituto de Investigaciones Técnico Científi cas de 
la Universidad Policial – IITCUP, para la investigación de delitos o la comprobación de otros hechos 
mediante orden judicial.

Las Directoras o los Directores y demás personal del Instituto de Investigaciones Forenses – 
IDIF serán designados mediante concurso público de méritos y antecedentes; y del Instituto de 
Investigaciones Técnico Científi cas de la Universidad Policial – IITCUP, serán designados mediante 
normativa de la Policía Boliviana. Cuando la designación recaiga en personal activo de la Policía 
Boliviana, éstos serán declarados en comisión de servicio sin afectar su carrera policial.

La organización y funcionamiento del Instituto de Investigaciones Forenses – IDIF, serán 
reglamentados por el Ministerio Público.

El juramento prestado por los peritos a tiempo de ser posesionados en el Instituto de Investigaciones 
Forenses – IDIF o en el Instituto de Investigaciones Técnico Científi cas de la Universidad Policial 
– IITCUP, se tendrá como válido y sufi ciente para el desempeño en los casos concretos en los que 
sean designados.
(Modifi cado por el Artículo 2 parágrafo II de la Ley Nº 1226 de 18 de septiembre de 2019).
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TÍTULO III

VÍCTIMA Y QUERELLANTE
Artículo 76. (Víctima). Se considera víctima:

1.  A las personas directamente ofendidas por el delito;

2.  Al cónyuge o conviviente, a los parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o 
segundo de afi nidad, al hijo o padre adoptivo y al heredero testamentario, en los delitos 
cuyo resultado sea la muerte del ofendido;

3.  A las personas jurídicas en los delitos que les afecten;

4.  A las fundaciones y asociaciones legalmente constituidas, en aquellos delitos que 
afecten intereses colectivos o difusos, siempre que el objeto de la fundación o 
asociación se vincule directamente con estos intereses; y,

5.  Al Estado, a través de sus instituciones, en los delitos que le afecten.
(Modifi cado por disposición del Artículo 5 de la Ley 1173 de 3 de mayo de 2019 de Abreviación 
Procesal Penal y de Fortalecimiento de la lucha integral contra la violencia a niñas, niños, 
adolescentes y mujeres).

Artículo 77º.- (Información a la víctima). Aun cuando la víctima no hubiera intervenido en el 
proceso, deberá ser informada por la autoridad responsable de la persecución penal sobre sus 
derechos y por el juez o tribunal sobre los resultados del proceso, bajo responsabilidad que 
corresponda en caso de incumplimiento.

Artículo 78º.- (Querellante). La víctima podrá promover la acción penal mediante querella, sea 
en los casos de acción pública o privada, según los procedimientos establecidos en este Código.

Los menores de edad y los interdictos declarados, podrán formular querella por medio de sus 
representantes legales.

En caso de incapacidad temporal de la víctima, sus derechos podrán ser ejercidos por sus familiares 
según las reglas de la representación sin mandato.

Las personas jurídicas podrán querellarse a través de sus representantes.

Artículo 79º.- (Derechos y facultades del querellante). En los delitos de acción pública, el 
querellante o su representante legal, podrán provocar la persecución penal o intervenir en la ya 
iniciada por la Fiscalía, con todos los derechos y facultades previstos en la Constitución Política del 
Estado, en este Código y en las leyes especiales. La querella podrá interponerse hasta el momento 
de presentación de la acusación fi scal de conformidad con lo previsto en el Artículo 340 de este 
Código.

Cuando el proceso se haya iniciado, el querellante se someterá al estado en que se encuentre, sin 
retrotraer el trámite.

La participación de la víctima como querellante no alterará las facultades concedidas por la ley a 
los fi scales y a los jueces, ni los eximirá de sus responsabilidades.
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Artículo 80º.- (Pluralidad de querellantes). Cuando actúen varios querellantes con un interés 
común y siempre que haya compatibilidad en la acción, el juez o tribunal, de ofi cio o a petición de 
parte, les intimará a unifi car su representación.

Si los querellantes no se ponen de acuerdo con el nombramiento de su representante y sean 
compatibles sus pretensiones, el juez o tribunal lo designará eligiendo de entre los que intervienen 
en el proceso.

Artículo 81º.- (Representación convencional). La querella podrá ser iniciada y proseguida por 
mandatario con poder especial, que cumpla con los requisitos legales.

La persona ofendida directamente por el delito podrá disponer que sus derechos y facultades sean 
ejercidos por una asociación o fundación de protección o ayuda a las víctimas. En este caso no 
será necesario el poder especial y bastará que la delegación de derechos y facultades conste en un 
escrito fi rmado por la víctima y el representante legal de la entidad.

Artículo 82º.- (Deber de atestiguar). La intervención de una persona como querellante no la exime 
de la obligación de declarar como testigo en el proceso.

TÍTULO IV

IMPUTADO

CAPÍTULO I

NORMAS GENERALES
Artículo 83º.- (Identifi cación). El imputado, desde el primer acto del proceso, será identifi cado 
por su nombre, datos personales y señas particulares. Si se abstiene de proporcionar esos datos 
o los proporciona de manera falsa, se procederá a su identifi cación por testigos, fotografías, 
identifi cación dactiloscópica u otros medios lícitos.

La duda sobre los datos obtenidos no alterará el curso del proceso y los errores podrán ser 
corregidos en cualquier oportunidad, aún durante la ejecución penal.

Artículo 84º.- (Derechos del imputado). Toda autoridad que intervenga en el proceso se asegurará 
de que el imputado conozca, los derechos que la Constitución Política del Estado, las Convenciones 
y Tratados internacionales vigentes y este Código le reconocen.

El imputado desde el inicio de su captura tendrá derecho a ser asistido y a entrevistarse en privado 
con su defensor.

Si el imputado está privado de libertad, el encargado de su custodia transmitirá al juez las peticiones 
u observaciones que aquél formule dentro de las veinticuatro horas siguientes y facilitará en todo 
momento su comunicación con el defensor.

Artículo 85º.- (Adolescentes en el Sistema Penal). Si la persona imputada fuere menor de 
dieciocho (18) años de edad, su procesamiento, se sujetará al Sistema Penal para adolescentes 
establecido en el Código Niña, Niño y Adolescente.
Modifi cado por la Ley N° 548 de 17 de julio  de 2014 Código Niño Niña y Adolescente 
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Artículo 86º.- (Enajenación mental). Si durante el proceso se advierte que el imputado 
padece de alguna enfermedad mental que le impida comprender los actos del proceso, el 
juez o tribunal podrá ordenar, de oficio o a petición de parte, su reconocimiento psiquiátrico. 
Comprobado este extremo ordenará, por resolución, la suspensión del proceso hasta que 
desaparezca su incapacidad.

Esta resolución no impedirá que se investigue el hecho o que continúe el proceso con respecto a 
los coimputados.

El juez o tribunal podrá ordenar su libertad, dejándolo al cuidado de sus padres, tutor o curador, 
cuando no exista peligro de que se dañe a sí mismo o a los demás. Caso contrario dispondrá 
la internación del imputado en un establecimiento adecuado, cuyo responsable informará por lo 
menos una vez cada tres meses sobre el estado mental del enfermo.

En ambos casos, el enfermo será examinado por lo menos una vez cada seis meses por los peritos 
que el juez o tribunal designe. Si de los informes médicos resulta que el imputado ha recobrado su 
salud mental, el juez o tribunal dispondrá la prosecución de la causa.

Artículo 87º.- (Rebeldía). El imputado será declarado rebelde cuando:

1) No comparezca sin causa justifi cada a una citación de conformidad a lo previsto en 
este Código. 

2) Se haya evadido del establecimiento o lugar donde se encontraba detenido; 

3) No cumpla un mandamiento de aprehensión emitido por autoridad competente; y, 

4) Se ausente sin licencia del juez o tribunal del lugar asignado para residir.

Artículo 88º.- (Impedimento del imputado emplazado). El imputado o cualquiera a su nombre, 
podrá justifi car ante el juez o tribunal su impedimento; caso en el que se concederá al impedido un 
plazo prudencial para que comparezca.

Artículo 89º.- (Declaratoria de rebeldía). El juez o tribunal del proceso, previa constatación de la 
incomparecencia, evasión, incumplimiento o ausencia, declarará la rebeldía mediante resolución 
fundamentada, expidiendo mandamiento de aprehensión o ratifi cando el expedido.

Declarada la rebeldía el juez o tribunal dispondrá:

1) El arraigo y la publicación de sus datos y señas personales en los medios de 
comunicación para su búsqueda y aprehensión. 

2) Las medidas cautelares que considere convenientes sobre los bienes del imputado 
para asegurar la eventual responsabilidad civil emergente del hecho imputado; 

3) La ejecución de la fi anza que haya sido prestada; 

4) La conservación de las actuaciones y de los instrumentos o piezas de convicción; y, 

5) La designación de un defensor para el rebelde que lo represente y asista con todos los 
poderes, facultades y recursos reconocidos a todo imputado.

Artículo 90. (Efectos de la Rebeldía). La declaratoria de rebeldía no suspenderá la etapa 
preparatoria. Cuando sea declarada durante el juicio, éste se suspenderá con respecto al rebelde 



251

Compendio de Legislación Penal 2019

Código de Procedimiento Penal

y continuará para los demás imputados presentes, excepto en los delitos de corrupción, debiendo 
proseguirse la acción penal en contra de todos los imputados, estando o no presentes.

La declaratoria de rebeldía interrumpe la prescripción.
 (Modifi cado por disposición del Artículo 37 de la Ley Nº 004 de 31 de marzo de 2010 de Lucha contra 
la Corrupción Enriquecimiento Ilícito e Investigación de Fortunas “Marcelo Quiroga Santa Cruz”) 

Artículo 91º.- (Comparecencia). Cuando el rebelde comparezca o sea puesto a disposición de 
la autoridad que lo requiera, el proceso continuará su trámite dejándose sin efecto las órdenes 
dispuestas a efectos de su comparecencia y manteniendo las medidas cautelares de carácter real.

El imputado o su fi ador pagará las costas de su rebeldía. Si justifi ca que no concurrió debido a un 
grave y legítimo impedimento, la rebeldía será revocada y no habrá lugar a la ejecución de la fi anza.

Artículo 91 Bis. (Prosecución del Juicio en Rebeldía). Cuando se declare la rebeldía de un 
imputado dentro del proceso penal por los delitos establecidos en los Artículos 24, 25 y siguientes 
de la Ley de Lucha Contra la Corrupción, Enriquecimiento Ilícito e Investigación de Fortunas, el 
proceso no se suspenderá con respecto del rebelde. El Estado designará un defensor de ofi cio y el 
imputado será juzgado en rebeldía, juntamente con los demás imputados presentes.
(Artículo incorporado por disposición del Artículo 36 de la  Ley Nº 004 de 31 de marzo de 2010 
de Lucha contra la Corrupción Enriquecimiento Ilícito e Investigación de Fortunas “Marcelo 
Quiroga Santa Cruz”) 

CAPÍTULO II

DECLARACIÓN DEL IMPUTADO
Artículo 92º.- (Advertencias preliminares). Antes de iniciar la declaración se comunicará al imputado 
el hecho que se le atribuye, con todas las circunstancias de tiempo, lugar y forma de su comisión, 
incluyendo aquellas que sean de importancia para la califi cación jurídica, un resumen del contenido 
de los elementos de prueba existentes y las disposiciones penales que se juzguen aplicables.

Se le advertirá que puede abstenerse de declarar y que esa decisión no podrá ser utilizada en su perjuicio.

La policía sólo podrá interrogar al imputado, con la presencia del fi scal y su abogado defensor, 
excepto para constatar su identidad.

Artículo 93º.- (Métodos prohibidos para la declaración). En ningún caso se exigirá juramento al 
imputado, ni será sometido a ninguna clase de coacción, amenaza o promesa, ni se usará medio 
alguno para obligarlo, inducirlo o instigarlo a declarar contra su voluntad; ni se le harán cargos 
tendientes a obtener su confesión.

La declaración del imputado sin la presencia del fi scal y su abogado defensor que contenga una 
confesión del delito será nula y no podrá ser utilizada en el proceso, sin perjuicio de la responsabilidad 
administrativa de quienes la reciban o utilicen.

Si por la duración del acto se notan signos de fatiga o falta de serenidad en el imputado, la 
declaración será suspendida hasta que ellos desaparezcan.

En todos los casos la declaración del imputado se llevará a cabo en un lugar adecuado.



252

Fiscalía General del Estado

Código de Procedimiento Penal

Artículo 94º.- (Abogado defensor). Las declaraciones del imputado no podrán llevarse a cabo sin 
la presencia de su abogado defensor. En caso de inasistencia se fi jará nueva audiencia para el día 
siguiente, procediéndose a su citación formal; si no compareciera, se designará inmediatamente a 
otro, sin perjuicio de las sanciones que correspondan.

Cuando exista imposibilidad de asistencia técnica del imputado en el acto, por ausencia de abogado 
en el lugar o por incomparecencia de los designados al efecto, podrá ser asistido por una persona 
con conocimiento jurídico.

La inobservancia de esta norma no permitirá utilizar en contra del declarante la información 
obtenida.

Artículo 95º.- (Desarrollo de la declaración). Se informará al imputado el derecho que tiene a 
guardar silencio. El imputado podrá declarar todo cuanto considere útil para su defensa. En todo 
caso se le preguntará:

1) Su nombre, apellido, edad, estado civil, profesión, nacionalidad, fecha y lugar de 
nacimiento, domicilio real y procesal; 

2) Si ha sido perseguido penalmente y, en su caso por qué causa, ante qué tribunal, qué 
sentencia recayó y si ella fue cumplida; y, 

3) Si el imputado decide declarar, las preguntas se le formularán en forma clara y precisa 
nunca capciosa o sugestiva.

El fi scal y los defensores podrán pedir las aclaraciones que tengan relación con las declaraciones 
del imputado.

Concluida la declaración, se dispondrá que el imputado reconozca los instrumentos y objetos del 
delito.

El imputado declarará libremente, pero la autoridad encargada de su recepción podrá disponer las 
medidas para impedir su fuga o algún hecho de violencia.

Artículo 96º.- (Varios imputados). Existiendo varios imputados, estos prestarán sus declaraciones 
por separado. Se evitará que se comuniquen entre sí antes de la recepción de todas ellas.

Artículo 97º.- (Oportunidad y autoridad competente). Durante la etapa preparatoria, el imputado 
prestará declaración ante el fi scal, previa citación formal.

El funcionario policial podrá participar en el acto, previa citación formal, pudiendo interrogar al 
imputado bajo la dirección del fi scal.

La autoridad preventora, informará al fi scal, dentro de las ocho horas siguientes, si el imputado ha 
sido detenido, para que reciba su declaración en el plazo máximo de doce horas por computarse 
desde el momento de la recepción del informe. El incumplimiento de estas obligaciones se 
sancionará como delito de incumplimiento de deberes.

Durante el juicio la declaración se recibirá en la oportunidad y forma previstas por los Artículos 346 
y 347 de este Código.

El imputado podrá solicitar que se le reciba una nueva declaración, solicitud que será atendida 
siempre que la autoridad correspondiente no la considere como un procedimiento dilatorio.
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Artículo 98. (Registro de la Declaración). Las declaraciones del imputado en la etapa preparatoria 
se registrarán digitalmente, excepcionalmente en lugares que no tengan acceso a la ciudadanía 
digital, mediante la transcripción u otro medio que reproduzca del modo más fi dedigno su 
realización, garantizando su individualización, fi delidad, inalterabilidad y conservación.

Concluida la declaración, se fi rmará un acta sucinta con el único objeto de dejar constancia de la 
realización del acto y se entregará al imputado o a su abogado defensor un duplicado del registro 
realizado.

Si el imputado se abstiene de declarar, se hará constar en acta, que será fi rmada por las partes 
intervinientes. Si se rehúsa o no puede suscribirla, se consignará el motivo.

La declaración, su abstención, o en su caso, la citación por edicto, se presentará junto con la 
imputación y con la acusación.
(Modifi cado por disposición del Artículo 6 de la Ley 1173 de 3 de mayo de 2019 de Abreviación 
Procesal Penal y de Fortalecimiento de la lucha integral contra la violencia a niñas, niños, 
adolescentes y mujeres).

Artículo 99º.- (Careo del imputado). El careo del imputado con testigos u otros imputados es un 
acto voluntario. Si aquel lo acepta, se aplicarán todas las reglas establecidas para su declaración.

Artículo 100º.- (Inobservancia). No se podrá fundar ninguna decisión contra el imputado, si en 
la recepción de su declaración no se observaron las normas establecidas en el presente Capítulo.

CAPÍTULO III

DEFENSOR DEL IMPUTADO
Artículo 101º.- (Incompatibilidad de la defensa). El ejercicio de defensor en un proceso es 
incompatible cuando éste hubiera sido testigo del hecho o participado en él. El juez o tribunal 
dispondrá de ofi cio o, a petición de parte, la separación del defensor.

Artículo 102º.- (Número de defensores). El imputado podrá nombrar cuantos defensores estime 
necesarios.

Cuando intervengan dos o más defensores la notifi cación practicada a uno de ellos valdrá para 
todos y la sustitución de alguno no alterará trámites ni plazos.

Artículo 103º.- (Defensor común). La defensa de varios imputados en un mismo proceso podrá 
ser ejercida por un defensor común, salvo que existiera incompatibilidad manifi esta.

Artículo 104º.- (Renuncia y abandono). Cuando la renuncia o el abandono se produzca antes 
o durante el juicio, se podrá prorrogar su comienzo o suspenderse el iniciado, como máximo por 
diez días calendario, siempre que lo solicite el nuevo defensor. Si se produce una nueva renuncia o 
abandono se le designará de ofi cio un defensor.

Artículo 105º.- (Sanción por abandono malicioso). Si el abandono tiene como propósito dilatar el 
desarrollo del proceso, el juez o tribunal sancionará con multa al defensor equivalente a un mes de 
remuneración de un juez técnico y remitirá antecedentes al Colegio Profesional correspondiente a 
efectos disciplinarios.
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Artículo 106º.- (Defensor mandatario). En el juicio por delito de acción privada, el imputado 
podrá ser representado por un defensor con poder especial. No obstante, el juez podrá exigir su 
comparencia personal para determinados actos.

CAPÍTULO IV

DEFENSA ESTATAL DEL IMPUTADO
Artículo 107º.- (Defensa Estatal). La defensa penal otorgada por el Estado es una función de 
servicio público, a favor de todo imputado carente de recursos económicos y de quienes no 
designen abogado para su defensa.

El servicio de Defensa Estatal se cumple por:

a) La Defensa de Ofi cio, dependiente del Poder Judicial; 

b) La Defensa Pública, dependiente del Poder Ejecutivo; y, 

c) Otras formas de defensa y asistencia previstas por Ley.

Artículo 108º.- (Exención). El servicio de la defensa estatal del imputado está exento del pago 
de valores judiciales, administrativos, policiales, timbres, papel sellado, derechos arancelarios por 
elaboración de testimonios, copias legalizadas, certifi caciones y de cualquier otra imposición.

Artículo 109º.- (Representación sin mandato). Los defensores estatales podrán representar a su 
defendido en todas las instancias del proceso sin necesidad de poder expreso.

Artículo 110º.- (Responsabilidad). La negligencia en el ejercicio de sus funciones y el abandono 
de la defensa constituirán falta grave a los efectos de la responsabilidad penal y disciplinaria 
que corresponda. Deberá comunicarse a la máxima autoridad de la institución estatal de la cual 
dependen y al Colegio de Abogados.

LIBRO TERCERO

ACTIVIDAD PROCESAL

TÍTULO I

NORMAS GENERALES
Artículo 111º.- (Idioma). En todos los actos procesales se empleará como idioma el español, sin 
perjuicio de que las declaraciones o interrogatorios se realicen en el idioma del declarante.

Para constatar que el acta es fi el, el declarante tendrá derecho a solicitar la intervención de un 
traductor de su confi anza, que fi rmará el documento en señal de conformidad.

Artículo 112º.- (Copias). Los memoriales serán presentados con las copias sufi cientes para 
notifi car a las partes que intervengan en el proceso.
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Artículo 113. (Audiencias).

I.  Las audiencias se realizarán bajo los principios de oralidad, inmediación, continuidad y 
contradicción. Excepcionalmente, podrá darse lectura de elementos de convicción en la 
parte pertinente, vinculados al acto procesal.

 En ningún caso se alterará el procedimiento establecido en este Código, autorizando o 
permitiendo la sustanciación de procedimientos escritos, cuanto esté prevista la realización 
de audiencias orales.

 En el juicio y en las demás audiencias orales, se utilizará como idioma el castellano, 
alternativamente, mediante resolución fundamentada, la jueza, el juez o tribunal podrá 
ordenar la utilización del idioma originario del lugar donde se celebra el juicio.

 Si alguna de las partes, los jueces o los declarantes no comprenden con facilidad el idioma 
o la lengua utilizada, la jueza, el juez o tribunal nombrará un intérprete común.

 Cuando alguna de las partes requiera de un intérprete en audiencia, comunicará esta 
circunstancia con la debida antelación a la autoridad jurisdiccional, debiendo ofrecerlo o 
solicitar la designación de uno de ofi cio.

II.  Las audiencias se realizarán con la presencia ininterrumpida de las partes, salvo las 
excepciones establecidas en este Código.

 Si el imputado, de manera injustifi cada, no comparece a una audiencia en la cual sea 
imprescindible su presencia, o se retira de ella, la jueza o el juez librará mandamiento de 
aprehensión, únicamente a efectos de su comparecencia.

 Si el defensor, de manera injustifi cada, no comparece a la audiencia o se retira de ella, 
se considerará abandono malicioso y se designará un defensor estatal o de ofi cio. La 
jueza, el juez o tribunal sancionará al defensor conforme prevé el Artículo 105 del presente 
Código. Sin perjuicio, se remitirán antecedentes al Ministerio de Justicia y Transparencia 
Institucional, para fi nes de registro.

 Si el querellante, de manera injustifi cada, no comparecea la audiencia solicitada por él o se 
retira de ella sin autorización, se tendrá por abandonado su planteamiento.

 La incomparecencia del fi scal será inmediatamente puesta en conocimiento del Fiscal 
Departamental para la asignación de otro, bajo responsabilidad del inasistente. En ningún 
caso la inasistencia del fi scal podrá ser suplida o convalidada con la presentación del 
cuaderno de investigación.

 La jueza, el juez o tribunal en ningún caso podrá suspender las audiencias por las 
circunstancias señaladas en el presente Parágrafo, bajo su responsabilidad, debiendo 
hacer uso de su poder ordenador y disciplinario y disponer todas las medidas necesarias 
para lograr la comparecencia de las partes.

 Excepcionalmente, ante la imposibilidad de llevar a cabo la audiencia por causas de fuerza 
mayor o caso fortuito debidamente justifi cados o ante la necesidad del abogado estatal o 
de ofi cio de preparar la defensa, la jueza, el juez o tribunal señalará audiencia dentro del 
plazo de cuarenta y ocho (48) horas, debiendo habilitarse incluso horas inhábiles. La o el 
abogado ni la o el fi scal podrán alegar como causal de inasistencia por fuerza mayor o caso 
fortuito, la notifi cación para asistir a un otro acto procesal recibida con posterioridad.
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 En ningún caso podrá disponerse la suspensión de las audiencias sin su previa instalación. 

 La jueza, el juez o tribunal podrá disponer que la audiencia se lleve a cabo  mediante 
videoconferencia precautelando que no se afecte el derecho a la defensa, debiendo las partes 
adoptar las previsiones correspondientes, para garantizar la realización del acto procesal.

III.  Verifi cada la presencia de las partes, la jueza, el juez o tribunal deberá establecer el objeto 
y fi nalidad de la audiencia, debiendo dictar las directrices pertinentes, moderar la discusión 
y moderar el tiempo del debate. En ningún caso se permitirá el debate de cuestiones ajenas 
a la fi nalidad y naturaleza de la audiencia. Las decisiones serán emitidas inmediatamente 
de concluida la participación de las partes.

IV.  Las audiencias serán registradas en su integridad digitalmente de manera audiovisual. La Ofi cina 
Gestora de Procesos será responsable de cumplir con los protocolos de seguridad que garanticen 
la inalterabilidad del registro y su incorporación al sistema informático de gestión de causas.

 Los registros digitales de las audiencias deberán estar disponibles en el sistema 
informático de gestión de causas, para el acceso de las partes en todo momento, a través 
de la ciudadanía digital conforme a protocolos de seguridad establecidos para el efecto.

 A solicitud verbal de las partes se proporcionará copia en formato digital y se registrará 
constancia de la entrega a través de la Ofi cina Gestora de Procesos.

(Modifi cado por disposición del Artículo 7 de la Ley 1173 de 3 de mayo de 2019 de Abreviación 
Procesal Penal y de Fortalecimiento de la lucha integral contra la violencia a niñas, niños, 
adolescentes y mujeres).

Artículo 114º.- (Sentencia). El juez o tribunal luego del pronunciamiento formal y lectura de la 
sentencia, dispondrá la explicación de su contenido en la lengua originaria del lugar en el que se 
celebró el juicio.

Artículo 115º.- (Interrogatorios). Cuando se trate de personas que no puedan expresarse 
fácilmente en el idioma español o que adolezcan de un impedimento manifi esto el juez o tribunal, 
de ofi cio o a petición de parte, dispondrá las medidas necesarias para que los interrogados sean 
asistidos por un intérprete o traductor, o se expresen por escrito o de la forma que facilite la 
realización de la diligencia.

Artículo 116º.- (Publicidad). Los actos del proceso serán públicos.

En el marco de las responsabilidades establecidas por la Ley de Imprenta, las informaciones 
periodísticas sobre un proceso penal se abstendrán de presentar al imputado como culpable, en 
tanto no recaiga sobre él una sentencia condenatoria ejecutoriada.

El juez de instrucción o el juez o tribunal de sentencia podrá ordenar, mediante resolución fundamentada, 
que algunos actos del proceso se realicen en forma reservada, total o parcialmente, cuando:

1) Se afecte el pudor o la vida privada de alguna de las partes o de otra persona citada; 

2) Corra riesgo de integridad física de los jueces, de alguna de las partes, o de alguna 
persona citada; 

3) Peligre un secreto ofi cial, particular, comercial o industrial previsto legalmente; y, 

4) El imputado o la víctima sea menor de dieciocho años.
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La autoridad judicial podrá imponer a los intervinientes el deber de mantener en reserva los hechos 
que presenciaron o conocieron.

Cuando la reserva sea declarada durante el juicio, la publicidad será restablecida una vez que haya 
desaparecido el motivo de la reserva.

Artículo 117º.- (Oralidad). Las personas que sean interrogadas deberán responder oralmente y 
sin consultar notas o documentos, con excepción de los peritos y de quienes sean autorizados para 
ello en razón de sus condiciones o de la naturaleza de los hechos.

Cuando se proceda por escrito, en los casos permitidos por este Código, se consignarán las 
preguntas y respuestas, utilizándose las expresiones del declarante.

Artículo 118º.- (Día y hora de cumplimiento). Los actos procesales se cumplirán en días y horas 
hábiles, sin perjuicio de las habilitaciones que señale el juez o tribunal, de ofi cio o a petición de 
parte, cuando lo estime necesario.

A solicitud fundamentada del fi scal, el juez de la instrucción podrá expedir mandamientos en días 
feriados y horas extraordinarias.

Artículo 119º.- (Lugar). El juez o tribunal podrá constituirse en cualquier lugar del territorio nacional, 
para la realización de los actos propios de su función y que por su naturaleza sean indelegables.

Cuando el juez o tribunal lo estime conveniente, ordenará realizar el juicio en el lugar donde se 
cometió el delito, siempre que con ello no se difi culte el ejercicio de la defensa, se ponga en riesgo 
la seguridad de los participantes o se pueda producir una alteración signifi cativa de la tranquilidad 
pública. En estos casos, el secretario acondicionará una sala de audiencia apropiada recurriendo 
a las autoridades del lugar a objeto de que le presten el apoyo necesario para el normal desarrollo 
del juicio.

Artículo 120. (Actas). Los actos y diligencias deberán consignarse digitalmente. El acto realizado 
se hará constar en un acta sucinta que deberá contener:

1.  Mención del lugar, fecha, hora, autoridades y partes que asistan al acto procesal;

2.  Indicación de las diligencias realizadas y de sus resultados;

3.  Mención de los lugares, fechas y horas de suspensión y continuación del acto, cuando 
se trate de actos sucesivos llevados a cabo en un mismo lugar o en distintos lugares; 
y,

4.  Firma de todos los que participaron en el acto, dejando constancia de las razones de 
aquel que no la fi rme o del que lo hace a ruego o como testigo de actuación.

Salvo disposición contraria, la omisión de estas formalidades sólo priva de efectos al acta, o torna 
invalorable su contenido, cuando ellas no puedan ser suplidas con certeza sobre la base de otros 
elementos de prueba.

Las secretarias y los secretarios serán los encargados de redactar la constancia del acta y ésta 
carecerá de valor sin su fi rma, sin perjuicio de su responsabilidad personal.
(Modifi cado por disposición del Artículo 7 de la Ley 1173 de 3 de mayo de 2019 de Abreviación 
Procesal Penal y de Fortalecimiento de la lucha integral contra la violencia a niñas, niños, 
adolescentes y mujeres).
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Artículo 121º.- (Testigos de actuación). Podrá ser testigo de actuación cualquier persona con 
excepción de los menores de catorce años, los enfermos mentales y los que se encuentren bajo el 
efecto de bebidas alcohólicas o estupefacientes.

TÍTULO II

ACTOS Y RESOLUCIONES
Artículo 122°.- (Poder coercitivo). El fi scal, juez o tribunal, para el cumplimiento de los actos 
que ordenen en el ejercicio de sus funciones, dispondrán la intervención de la fuerza pública y las 
medidas que sean necesarias.

Artículo 123. (Resoluciones). La jueza, el juez o tribunal dictarán sus resoluciones en forma de 
providencias, autos interlocutorios y sentencias, y deberán advertir si éstas son recurribles, por 
quiénes y en qué plazo.

Las providencias ordenarán actos de mero trámite que no requieran sustanciación.

Los autos interlocutorios resolverán cuestiones incidentales que requieran sustanciación. Las 
decisiones que pongan término al procedimiento o las dictadas en el proceso de ejecución de la 
pena, también tendrán la forma de autos interlocutorios.

Las sentencias serán dictadas luego del juicio oral y público, o fi nalizado el procedimiento abreviado.

Las resoluciones deberán ser emitidas en audiencia pública bajo los principios de oralidad, 
inmediación y continuidad.

Las únicas resoluciones que podrán ser pronunciadas sin necesidad de audiencias son las que 
resuelven la cesación a la detención preventiva por las causales contempladas en los numerales 
3 y 4 del Artículo 239 de este Código, la que disponga la aplicación de un criterio de oportunidad 
según lo previsto en el Parágrafo I del Artículo 328 de este Código y la que disponga la ratifi cación, 
modifi cación o revocatoria de una medida de protección especial en favor de la víctima según lo 
previsto en el Parágrafo II del Artículo 389 ter de este Código.

Las resoluciones emitidas en audiencia, serán fi dedignamente transcritas por la secretaria o el 
secretario del juzgado o tribunal en el sistema informático de gestión de causas, dentro del plazo 
de veinticuatro (24) horas de su pronunciamiento.

Serán requisitos de toda resolución judicial, la indicación del número y materia del juzgado o 
tribunal, la individualización de las partes, el lugar y fecha en que se dictó, la fi rma digital de la 
jueza o el juez o su aprobación mediante ciudadanía digital.
(Modifi cado por disposición del Artículo 8 de la Ley 1173 de 3 de mayo de 2019 de Abreviación 
Procesal Penal y de Fortalecimiento de la lucha integral contra la violencia a niñas, niños, 
adolescentes y mujeres).

Articulo 124°.- (Fundamentación).- Las sentencias y autos interlocutores serán fundamentados. 
Expresarán los motivos de hecho y de derecho en que basan sus decisiones y el valor otorgado a 
los medios de prueba.

La fundamentación no podrá ser remplazada por la simple relación de los documentos o la mención 
de los requerimientos de las partes.
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Artículo 125°.- (Explicación, complementación y enmienda). El juez o tribunal de ofi cio podrá 
aclarar las expresiones oscuras, suplir alguna omisión o corregir cualquier error material o de 
hecho, contenidos en sus actuaciones y resoluciones, siempre que ello no importe una modifi cación 
esencial de las mismas.

Las partes podrán solicitar explicación, complementación y enmienda de las sentencias y autos 
interlocutorios dentro del primer día hábil posterior a su notifi cación.

Artículo 126°.- (Resolución ejecutoriada). Las resoluciones judiciales quedarán ejecutoriadas, 
sin necesidad de declaración alguna, cuando no se hubiesen interpuesto los recursos en los plazos 
legales o no admitan recurso ulterior.

Artículo 127°.- (Copia auténtica). El juez o tribunal conservará copia auténtica de las sentencias, 
autos interlocutorios y de otras actuaciones que consideren pertinentes.

Cuando el original sea sustraído, perdido o destruido, la copia auténtica adquirirá este carácter. 
Cuando no exista copia auténtica de los documentos, el juez o tribunal dispondrá la reposición 
mediante resolución expresa.

El secretario expedirá copias, informes o certifi caciones cuando sean pedidas por una autoridad 
pública o por particulares que acrediten legítimo interés en obtenerlas, siempre que el estado del 
procedimiento no lo impida.

Artículo 128°.- (Mandamientos). Todo mandamiento será escrito y contendrá:

1) Nombre y cargo de la autoridad que lo expide; 

2) Indicación del funcionario o comisionado encargado de la ejecución; 

3) Nombre completo de la persona contra quien se dirija; 

4) Objeto de la diligencia y lugar donde deba cumplirse; 

5) Proceso en que se expide; 

6) Requerimiento de la fuerza pública, para que preste el auxilio necesario; 

7) Lugar y la fecha en que se expide; y, 

8) Firma del juez.

Artículo 129°.- (Clases de mandamientos). El juez o tribunal podrá expedir los siguientes 
mandamientos:

1) De comparendo, para citar al imputado a efecto de que preste su declaración así como 
a los testigos y peritos. Llevará advertencia de expedirse el de aprehensión en caso de 
desobediencia; 

2) De aprehensión, en caso de desobediencia o resistencia a órdenes judiciales; 

3) De detención preventiva; 

4) De condena; 

5) De arresto; 
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6) De libertad provisional 

7) De libertad a favor del sobreseído o del declarado absuelto, y del que haya cumplido la 
pena impuesta; 

8) De incautación 

9) De secuestro; y, 

10) De allanamiento y registro o requisa.

TÍTULO III

PLAZOS
Artículo 130°.- (Cómputo de plazos). Los plazos son improrrogables y perentorios, salvo 
disposición contraria de este Código.

Los plazos determinados por horas comenzarán a correr inmediatamente después de ocurrido el 
acontecimiento que fi ja su iniciación, sin interrupción.

Los plazos determinados por días comenzarán a correr al día siguiente de practicada la notifi cación 
y vencerán a las veinticuatro horas del último día hábil señalado.

Al efecto, se computará sólo los días hábiles, salvo que la ley disponga expresamente lo contrario 
o que se refi era a medidas cautelares, caso en el cual se computarán días corridos.

Los plazos comunes expresamente determinados en este Código comenzarán a correr a partir de 
la última notifi cación que se practique a los interesados.

Los plazos sólo se suspenderán durante las vacaciones judiciales; y podrán declararse en suspenso 
por circunstancias de fuerza mayor debidamente fundamentadas que hagan imposible el desarrollo 
del proceso.

Artículo 131°.- (Renuncia o abreviación). Las partes en cuyo favor se estableció un plazo podrán 
renunciar o abreviar el mismo mediante expresa manifestación de su voluntad.

Artículo 132°.- (Plazos para resolver). Salvo disposición contraria de este Código el juez o tribunal:

1) Dictará las providencias de mero trámite dentro de las veinticuatro horas de la 
presentación de los actos que las motivan; 

2) Resolverá los incidentes y dictará los autos interlocutorios dentro de los cinco días de 
contestada la actuación que los motiva o vencido el plazo para contestarla; y, 

3) Pronunciará en la misma audiencia la sentencia, los autos interlocutorios y otras 
providencias que correspondan.
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TÍTULO IV

CONTROL DE LA RETARDACIÓN DE JUSTICIA
Artículo 133°.- (Duración máxima del proceso).- Todo proceso tendrá una duración máxima de 
tres años, contados desde el primer acto del procedimiento, salvo el caso de rebeldía.

Las causas de suspensión de la prescripción suspenderán el plazo de duración del procedimiento. 
Cuando desaparezcan éstas, el plazo comenzará a correr nuevamente computándose el tiempo ya 
transcurrido.

Vendido el plazo, el juez o tribunal del proceso, de ofi cio o a petición de parte, declarará extinguida 
la acción penal.

Artículo 134°.- (Extinción de la acción en la etapa preparatoria). La etapa preparatoria deberá 
fi nalizar en el plazo máximo de seis meses de iniciado el proceso.

Cuando la investigación sea compleja en razón a que los hechos se encuentren vinculados a 
delitos cometidos por organizaciones criminales, el fi scal podrá solicitar al juez de la instrucción 
la ampliación de la etapa preparatoria hasta un plazo máximo de dieciocho meses, sin que ello 
signifi que una ampliación del plazo máximo de duración del proceso. El fi scal informará al juez 
cada tres meses sobre el desarrollo de la investigación.

Si vencido el plazo de la etapa preparatoria el fi scal no acusa ni presenta otra solicitud conclusiva, 
el juez conminará al Fiscal del Distrito para que lo haga en el plazo de cinco días. Transcurrido este 
plazo sin que se presente solicitud por parte de la Fiscalía, el juez declarará extinguida la acción 
penal, salvo que el proceso pueda continuar sobre la base de la actuación del querellante, sin 
perjuicio de la responsabilidad personal del Fiscal del Distrito.

Artículo 135°.- (Retardación de justicia). El incumplimiento de los plazos establecidos en este 
Código dará lugar a la responsabilidad disciplinaria y penal del funcionario negligente.

TÍTULO V

COOPERACIÓN INTERNA
Artículo  136º.-   (Cooperación directa). Cuando sea necesario, los jueces y fi scales podrán 
recurrir de manera directa a otra autoridad judicial o administrativa, para la ejecución de un acto o 
diligencia.  También podrán solicitar información de manera directa cuando ésta se vincule con el 
proceso.

Las autoridades requeridas tramitarán sin demora las diligencias legalmente transmitidas bajo 
pena de ser sancionadas conforme a ley.

Artículo 137º.- (Exhortos y órdenes instruidas) Los exhortos y órdenes instruidas indicarán el 
pedido concreto, el  proceso en el que se formula la solicitud, la identifi cación del solicitante y el 
plazo fi jado  para la respuesta.  Podrán transmitirse por cualquier medio legalmente establecido.

Cuando la solicitud sea dirigida a otra autoridad pública se realizará mediante ofi cio.
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TÍTULO VI

COOPERACIÓN JUDICIAL Y ADMINISTRATIVA INTERNACIONAL

CAPÍTULO I

NORMAS GENERALES DE COOPERACIÓN
Artículo 138° (Cooperación). Se brindará la máxima asistencia posible a las solicitudes de las 
autoridades extranjeras, siempre que lo soliciten conforme a lo previsto en la Constitución Política 
del Estado, las Convenciones y Tratados internacionales vigentes y en las disposiciones de este 
Código.

La solicitud de cooperación será presentada ante el Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto que 
la pondrá en conocimiento de la autoridad competente.

Articulo 139°.- (Requisitos). La solicitud de asistencia contendrá:

1) La identidad de la autoridad requeriente; 

2) El objeto de la solicitud y una breve explicación de la asistencia que se pide; 

3) La descripción del hecho que se investiga, su tipicidad y el texto ofi cial de la ley; 

4) Indicación del tiempo conveniente para su cumplimiento; y, 

5) Cualquier otra información necesaria para cumplir de forma adecuada la solicitud.

La solicitud y los documentos remitidos deberán ser traducidos al idioma español

El juez podrá solicitar información complementaria.

Articulo 140° (Negación o suspensión de asistencia). La asistencia será negada cuando:

1) La solicitud vulnere los derechos y garantías previstos por la Constitución Política del 
Estado, las Convenciones y Tratados internacionales vigentes, este Código y leyes 
vigentes de la República 

2) La solicitud esté relacionada con hechos que están siendo investigados o procesados 
en la República o haya recaído sentencia ejecutoriada sobre la persona por la comisión 
del delito por el que se solicita la cooperación.

El juez podrá suspender el cumplimiento de la cooperación acordada en caso de que su ejecución 
inmediata perjudique el curso de una investigación o un proceso en la República.

La negación o suspensión de la cooperación requerida será motivada.

Artículo 141°.- (Devolución de documentos). La autoridad requerida, a tiempo de entregar la 
documentación original y objetos requeridos, solicitará al requirente su devolución a la brevedad 
posible, salvo renuncia del titular al derecho de recuperarlos.

Artículo 142°.- (Asistencia de las partes). Toda persona afectada en la sustanciación de la 
solicitud podrá participar en la misma, conforme a lo previsto en este Código.
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Artículo 143° (Gastos). Cuando los actos solicitados demanden gastos extraordinarios, la 
autoridad requerida solicitará a la requirente, antes de proceder a la ejecución de la diligencia, el 
depósito de los recursos necesarios para cubrirlos.

Artículo 144°.- (Asistencia de la autoridad requirente). Cuando la naturaleza y las características 
de la cooperación solicitada requiera la presencia de funcionarios extranjeros, el juez podrá autorizar 
la participación de ellos en los actos requeridos.

Artículo 145°.- (Exhortos). Las solicitudes vinculadas al cumplimiento de un acto o diligencia 
procesal serán dirigidas a jueces o autoridades extranjeras mediante exhortos, que se tramitarán 
en la forma establecida por Convenios y Tratados internacionales, Costumbre internacional y este 
Código.

Los jueces canalizarán las comunicaciones a través del Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto, 
para que sean tramitadas por la vía diplomática.

Se podrán realizar directamente comunicaciones urgentes a cualquier autoridad judicial o 
administrativa extranjera, anticipando las solicitudes o la contestación a un requerimiento, con 
noticia al Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto.

Artículo 146º.- (Residentes en el extranjero).

Si el testigo se encuentra en el extranjero, la autoridad judicial solicitará la autorización del Estado 
en el cual aquél se halla, para que sea interrogado por el representante consular, por el fi scal o por 
el mismo juez constituido en el país de residencia.

Regirán análogamente las normas del anticipo jurisdiccional de prueba.

Artículo 147°.- (Pericias). La autoridad judicial podrá solicitar el dictamen de peritos extranjeros 
en el país o en el exterior, y la cooperación judicial para el control de las operaciones técnicas que 
deban realizarse en el exterior.

Regirán, en lo pertinente, las normas de la pericia y del anticipo jurisdiccional de prueba.

Artículo 148º.- (Investigaciones internacionales).

Cuando la organización criminal que opera en el país tenga vinculaciones internacionales, la 
Fiscalía podrá coordinar la investigación con otros países u organismos internacionales. A este 
efecto, podrá conformar equipos conjuntos de investigación.

Toda investigación que se realice en el país estará a cargo de un fi scal nacional y sometida al 
control de los jueces de la República.

Los acuerdos de investigación conjunta serán aprobados por el Fiscal General de la República.

Artículo 148 Bis. (Recuperación de Bienes en el Extranjero). El Estado podrá solicitar a las 
autoridades extranjeras la cooperación necesaria y efectiva para recuperar bienes y activos 
sustraídos por servidoras o servidores y ex servidoras o ex servidores públicos, objeto o producto 
de delitos de corrupción y delitos vinculados que se encuentren fuera del país.
(Artículo incorporado por disposición del Artículo 36 de la  Ley Nº 004 de 31 de marzo de 2010 
de Lucha contra la Corrupción Enriquecimiento Ilícito e Investigación de Fortunas “Marcelo 
Quiroga Santa Cruz”) 
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CAPÍTULO II

EXTRADICIÓN
Artículo 149°.- (Extradición). La extradición se regirá por las Convenciones y Tratados 
internacionales vigentes y subsidiariamente por las normas del presente Código o por las reglas de 
reciprocidad cuando no exista norma aplicable.

Artículo 150°.- (Procedencia). Procederá la extradición por delitos que en la legislación de ambos 
Estados, se sancionen con penas privativas de libertad cuyo mínimo legal sea de dos o más años y 
tratándose de nacionales cuando el mínimo legal sea superior a dos años.

La extradición de una persona para el cumplimiento de una pena en el Estado requirente, será 
procedente cuando quede por cumplir por lo menos un año de la condena.

Artículo 151°.- (improcedencia). No procederá la extradición cuando:

1) Existan motivos fundados que hagan presumir que la extradición se solicita para 
procesar o castigar a una persona por causa de sus opiniones políticas, raza, sexo, 
religión, nacionalidad, origen étnico, o que será sometida a penas o tratos crueles, 
inhumanos o degradantes; 

2) En la República haya recaído sentencia ejecutoriada, por el delito que motiva la solicitud 
de extradición; y 

3) De conformidad con las leyes del Estado requerido o requirente, el delito que motiva la 
solicitud de extradición haya prescrito o haya sido amnistiado, o la persona requerida 
haya sido indultada.

Artículo 152°.- (Pena más benigna). Si se encuentra prevista pena de muerte o pena privativa de 
libertad perpetua en el Estado requirente para el delito que motiva la solicitud de extradición, ésta 
sólo podrá concederse si dicho Estado se compromete a conmutarlas por una pena privativa de 
libertad no superior a treinta años.

Artículo 153°.- (Ejecución diferida). Se diferirá la ejecución de la extradición concedida cuando:

1) La persona requerida está sometida a la jurisdicción penal de la República por un delito 
distinto de aquél por el que se hubiera solicitado la extradición, hasta la conclusión del 
procedimiento o ejecución de la pena impuesta, salvo el caso previsto en el inciso 5) 
del Artículo 21 de este Código. 

2) Se trate de una mujer embarazada o que tenga un hijo menor de un año al momento de 
ejecutoriarse la resolución de extradición; y, 

3) El extraditable se encuentre gravemente enfermo y la inmediata ejecución de la 
extradición ponga en peligro su vida, según el dictamen médico forense.

Cuando cesen estas circunstancias, la extradición de hará efectiva inmediatamente.

Artículo 154°.- (Facultades del tribunal competente). La Corte Suprema de Justicia al resolver 
los pedidos de extradición, tendrá la facultad de:
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1) Ordenar la detención preventiva del extraditable por un plazo máximo de seis meses 
siempre que se acredite la existencia de una sentencia condenatoria o resolución 
judicial de detención; 

2) Ordenar la detención provisional del extraditable por un plazo máximo de noventa días 
cuando no se hayan presentado todos los documentos exigidos para la procedencia de 
la extradición; y, 

3) Disponer la entrega al Estado requirente, de todo o parte de los bienes muebles 
instrumentos del delito, incautados o secuestrados al extraditable.

Artículo 155°.- (Concurso de solicitudes). Cuando dos o más Estados soliciten la extradición de 
una misma persona, se atenderá con preferencia la solicitud del Estado donde se haya  cometido el 
delito más grave y siendo de igual gravedad, la del que lo haya solicitado primero.

Artículo 156°.- (Extradición activa). La solicitud de extradición será decretada por el juez o tribunal 
del proceso, a petición del fi scal o del querellante, cuando exista imputación formal del delito, y 
también de ofi cio, cuando exista sentencia condenatoria.

Artículo 157°.- (Extradición pasiva). Toda solicitud de extradición será presentada al Ministerio 
de Relaciones Exteriores y Culto, acompañada de la identifi cación más precisa de la persona 
extraditable, de los datos que contribuyan a determinar el lugar en el que se encuentre y del texto 
autenticado de la disposición legal que tipifi ca el delito. Toda la documentación exigida deberá 
acompañarse de una traducción ofi cial al idioma español.

Cuando la persona esté procesada deberá acompañarse además el original o copia autenticada de 
la resolución judicial de imputación que contenga la tipifi cación del delito, incluyendo una referencia 
al tiempo y lugar de su comisión y del mandamiento de detención emitido por una autoridad judicial 
competente. 

Cuando la persona haya sido condenada, deberá acompañarse además el original o copia autenticada 
de la sentencia condenatoria y la certifi cación correspondiente a su ejecutoria señalando, en su 
caso, el resto de la pena que quede por cumplir.

Artículo.- 158°.- (Procedimiento). Radicada la solicitud de extradición en la Corte Suprema de 
Justicia, los antecedentes se remitirán a conocimiento de la Fiscalía General de la República, para 
que en el plazo de diez días, requiera sobre su procedencia o improcedencia. La Corte Suprema de 
Justicia dentro de los veinte días siguientes a la recepción del requerimiento resolverá concediendo 
o negando la extradición solicitada.

Artículo.- 159°.- (Preferencia). En caso de contradicción entre las normas previstas en este 
Código y las estipuladas en una Convención o Tratado de extradición, serán de aplicación preferente 
estas últimas.

TÍTULO VII

NOTIFICACIONES
Artículo 160. (Notifi caciones). Las notifi caciones tienen por objeto hacer conocer a las partes o 
a terceros las resoluciones judiciales. Las notifi caciones serán realizadas por la Ofi cina Gestora de 
Procesos.
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Las partes en su primera intervención o comparecencia en el proceso, están obligadas a señalar 
su domicilio real con mención de los datos ciertos e inequívocos que posibiliten su ubicación. 
Desde su primera intervención también deberá asignarse a las partes el correspondiente buzón de 
notifi caciones de ciudadanía digital.

Cuando las partes no cumplan con el señalamiento de su domicilio real, las notifi caciones se 
efectuarán válidamente a través del buzón de notifi caciones de ciudadanía digital, hasta que 
señalen uno.

Cualquier cambio de domicilio, obligatoriamente, deberá ser comunicado a la Ofi cina Gestora de 
Procesos, al Ministerio Público y a la jueza, juez o tribunal, según corresponda, dentro del plazo de 
veinticuatro (24) horas, no pudiendo alegar a su favor la falta de notifi cación.

Cuando las partes tengan más de un abogado, la notifi cación practicada a cualquiera de ellos 
tendrá validez respecto a todos.

Las resoluciones judiciales que se emitan en audiencia, serán notifi cadas a las partes presentes con 
el sólo pronunciamiento de la resolución sin ninguna otra formalidad. El resto de las resoluciones 
y órdenes judiciales serán notifi cadas por la Ofi cina Gestora de Procesos obligatoriamente dentro 
de las veinticuatro (24) horas siguientes a su pronunciamiento, a través de sus buzones de 
notifi caciones de ciudadanía digital.

Cuando no sea posible la notifi cación en el domicilio electrónico por causas de conectividad, las 
notifi caciones se realizarán en el domicilio procesal señalado por las partes.
(Modifi cado por disposición del Artículo 9 de la Ley 1173 de 3 de mayo de 2019 de Abreviación 
Procesal Penal y de Fortalecimiento de la lucha integral contra la violencia a niñas, niños, 
adolescentes y mujeres).

Artículo 161. (Medios de Notifi cación). Las notifi caciones, salvo las de carácter personal, 
se practicarán por medio de comunicación electrónica a través del buzón de notifi caciones de 
ciudadanía digital.

Las resoluciones que se dicten en audiencia serán notifi cadas oralmente concluido el acto procesal, 
sin ninguna otra formalidad.
(Modifi cado por disposición del Artículo 9 de la Ley 1173 de 3 de mayo de 2019 de Abreviación 
Procesal Penal y de Fortalecimiento de la lucha integral contra la violencia a niñas, niños, 
adolescentes y mujeres).

Artículo 162. (Lugar de Notifi cación). Salvo las notifi caciones practicadas en audiencia y aquellas 
que deban practicarse personalmente, las partes serán notifi cadas, en sus respectivos buzones de 
notifi caciones de ciudadanía digital.

Los abogados serán notifi cados en sus buzones de notifi caciones de ciudadanía digital.

Las notifi caciones al Ministerio Público, a la Policía Boliviana y demás instituciones estatales se 
realizarán en sus respectivos buzones de notifi caciones disponibles mediante ciudadanía digital.
(Modifi cado por disposición del Artículo 9 de la Ley 1173 de 3 de mayo de 2019 de Abreviación 
Procesal Penal y de Fortalecimiento de la lucha integral contra la violencia a niñas, niños, 
adolescentes y mujeres).
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Artículo 163. (Notifi cación Personal). Se notifi carán personalmente:

1.  La denuncia, la querella o cualquier otra forma de inicio de la acción penal;

2.  La primera resolución que se dicte respecto de las partes;

3.  Las sentencias y resoluciones judiciales de carácter defi nitivo;

4.  Las resoluciones que impongan medidas cautelares personales; y,

5.  Otras resoluciones que por disposición del presente Código, deban notifi carse 
personalmente.

Cuando la notifi cación sea realizada en audiencia, se entregará una copia del registro digital dejando 
constancia de su recepción.

Cuando la notifi cación no sea realizada en audiencia, se entregará una copia de los documentos o 
resolución al interesado en su domicilio real o donde sea habido con la advertencia de los recursos 
posibles y el plazo para interponerlos, dejando constancia de la recepción. El imputado privado de 
su libertad, será notifi cado en el lugar de su detención y en el buzón de notifi caciones de ciudadanía 
digital de la o el abogado.

Si el interesado no fuera encontrado, se la practicará dejando copia de los documentos o resolución 
en su domicilio real, en presencia de un testigo idóneo que fi rmará la diligencia; la copia de los 
documentos o resoluciones también será enviada a su buzón de notifi caciones de ciudadanía 
digital si lo tuviera.
(Modifi cado por disposición del Artículo 9 de la Ley 1173 de 3 de mayo de 2019 de Abreviación 
Procesal Penal y de Fortalecimiento de la lucha integral contra la violencia a niñas, niños, 
adolescentes y mujeres).

Artículo 164. (Requisitos de la Notifi cación). La diligencia de notifi cación, sea física o digital, 
hará constar el lugar, fecha y hora en que se la practicó, el nombre de la persona notifi cada, la 
indicación del documento o resolución y la identifi cación del funcionario encargado de generarla.

En caso de notifi cación física se requerirá además la fi rma y sello del funcionario encargado de 
realizarla, dejándose además expresa constancia del medio utilizado.

En caso de notifi caciones electrónicas, a la misma se adjuntará el documento o resolución 
digitalmente fi rmado o aprobado por ciudadanía digital, por la autoridad que lo emita.

La diligencia de notifi cación tendrá el carácter de declaración jurada, a los fi nes de la responsabilidad 
penal en caso de ser falsa.

La notifi cación realizada en audiencia hará constar los datos necesarios de las partes y el asunto 
o actuado a realizarse.
(Modifi cado por disposición del Artículo 9 de la Ley 1173 de 3 de mayo de 2019 de Abreviación 
Procesal Penal y de Fortalecimiento de la lucha integral contra la violencia a niñas, niños, 
adolescentes y mujeres).

Artículo 165. (Notifi cación por Edictos). Cuando la persona que deba ser notifi cada no tenga 
domicilio conocido o se ignore su paradero, será notifi cada mediante edicto, el cual contendrá:
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1.  Los nombres y apellidos completos del notifi cado;

2.  El nombre de la autoridad que notifi ca, sede y la identifi cación del proceso;

3.  La resolución notifi cada y la advertencia correspondiente;

4.  El lugar y fecha en que se expide; y,

5.  La fi rma de la secretaria o el secretario.

Los edictos serán publicados, sin ningún costo para las partes, a través del sistema informático 
de gestión de causas, en el portal electrónico de notifi caciones del Tribunal Supremo de Justicia y 
del Ministerio Público, en cuyo caso se mantendrán de manera permanente hasta que el interesado 
solicite su baja.
En el edicto se emplazará al imputado para que comparezca a asumir su defensa, dentro del plazo 
de diez (10) días computables a partir de la publicación en el portal electrónico de notifi caciones, 
con la advertencia de ser declarado rebelde.
En todos los casos deberá quedar constancia en el proceso de la difusión.
(Modifi cado por disposición del Artículo 9 de la Ley 1173 de 3 de mayo de 2019 de Abreviación 
Procesal Penal y de Fortalecimiento de la lucha integral contra la violencia a niñas, niños, 
adolescentes y mujeres).

Artículo 166°.- (Nulidad de la notifi cación). La notifi cación será nula:

Si ha existido error sobre la identidad de la persona notifi cada o sobre el lugar de la notifi cación; 

1) Si la resolución ha sido notifi cada en forma incompleta; 

2) Si en la diligencia no consta la fecha y hora de su realización y, en los casos exigidos, 
la entrega de la copia y la advertencia correspondiente; 

3) Si falta alguna de las fi rmas requeridas; y, 

4) Si existe disconformidad entre el original y la copia o si esta última es ilegible.

La notifi cación será válida cuando a pesar de los defectos enunciados haya cumplido su fi nalidad.

TÍTULO VIII

ACTIVIDAD PROCESAL DEFECTUOSA
Artículo 167. (Procedencia y Oportunidad).

I.  No podrán ser valorados para fundar una decisión judicial, ni utilizados como presupuestos 
de ella, los actos realizados con inobservancia de los derechos y garantías previstas en la 
Constitución Política del Estado, en el bloque de constitucionalidad y en el presente Código.

 Las partes sólo podrán observar el acto defectuoso cuando no lo hayan provocado o 
contribuido a provocar el defecto y éste les haya causado perjuicio concreto o indefensión.

II.  Los planteamientos de actividad procesal defectuosa, deberán ser formulados por una sola 
vez en el plazo de diez (10) días de haber sido notifi cado el acto acusado de defectuoso, 
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caso contrario operará el principio de convalidación y preclusión. La jueza o el juez deberá 
resolverlo conforme al Artículo 314 de este Código, antes de la conclusión de la etapa 
preparatoria.

III.  Los incidentes sobrevinientes podrán ser presentados y resueltos en la etapa de juicio 
oral, de conformidad a lo previsto en los Artículos 344 y 345 de este Código. No obstante, 
los elementos de prueba podrán ser analizados durante el juicio y en su caso provocar su 
exclusión.

IV.  Cuando el acto defectuoso no pueda ser saneado ni convalidado, la jueza o el juez deberá 
declarar su nulidad, señalando además a cuáles otros actos alcanza la nulidad por su 
conexión directa. Los actos nulos no producirán ningún efecto.

(Modifi cado por disposición del Artículo 10 de la Ley 1173 de 3 de mayo de 2019 de Abreviación 
Procesal Penal y de Fortalecimiento de la lucha integral contra la violencia a niñas, niños, 
adolescentes y mujeres).

Artículo 168°.- (Corrección). Siempre que sea posible, el juez o tribunal, de ofi cio o a petición de 
parte, advertido el defecto, deberá subsanarlo inmediatamente, renovando el acto, rectifi cando el 
error o cumpliendo el acto omitido.

Artículo 169°.- (Defectos absolutos). No serán susceptibles de convalidación los defectos 
concernientes a:

1) La intervención del juez y del fi scal en el procedimiento y a su participación en los 
actos en que ella sea obligatoria; 

2) La intervención, asistencia y representación del imputado, en los casos y formas que 
este Código establece. 

3) Los que impliquen inobservancia o violación de derechos y garantías previstos en la 
Constitución Política del Estado, las Convenciones y Tratados internacionales vigentes 
y en este Código; y, 

4) Los que estén expresamente sancionados con nulidad.

Artículo 170°.- (Defectos relativos). Los defectos relativos quedarán convalidados, en los 
siguientes casos:

1) Cuando las partes no hayan solicitado oportunamente que sean subsanados; 

2) Cuando quienes tengan derecho a solicitarlo hayan aceptado, expresa o tácitamente , 
los efectos del acto; y, 

3) Si no obstante su irregularidad, el acto ha conseguido su fi n con respecto a todos los 
interesados.
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LIBRO CUARTO

MEDIOS DE PRUEBA

TÍTULO I

NORMAS GENERALES
Artículo 171°.- (Libertad probatoria). El juez admitirá como medios de prueba todos los elementos 
lícitos de convicción que puedan conducir al conocimiento de la verdad histórica del hecho de la 
responsabilidad y de la personalidad del imputado.

Podrán utilizarse otros medios además de los previstos en este Libro. Su incorporación al proceso 
se sujetará a un medio análogo de prueba previsto.

Un medio de prueba será admitido si se refi ere, directa o indirectamente, al objeto de la investigación 
y sea útil para el descubrimiento de la verdad. El juez limitará los medios de prueba ofrecidos 
cuando ellos resulten manifi estamente excesivos o impertinentes.

Artículo 172°.- (Exclusiones probatorias). Carecerán de toda efi cacia probatoria los actos 
que vulneren derechos y garantías consagradas en la Constitución Política del Estado, en las 
Convenciones y Tratados internacionales vigentes, este Código y otras leyes de la República, así 
como la prueba obtenida en virtud de información originada en un procedimiento o medio ilícito.

Tampoco tendrán efi cacia probatoria los medios de prueba incorporados al proceso sin observar 
las formalidades previstas en este Código.

Artículo 173°.- (Valoración). El juez o tribunal asignará el valor correspondiente a cada uno de los 
elementos de prueba, con aplicación de las reglas de la sana crítica, justifi cando y fundamentando 
adecuadamente las razones por las cuales les otorga determinado valor, en base a la apreciación 
conjunta y armónica de toda la prueba esencial producida.

TÍTULO II

COMPROBACIÓN INMEDIATA Y MEDIOS AUXILIARES
Artículo 174°.- (Registro del lugar del hecho). La policía deberá custodiar el lugar del hecho y 
comprobará, mediante el registro del lugar y de las cosas, los rastros y otros efectos materiales que 
sean consecuencia del delito.

El funcionario policial a cargo del registro elaborará un acta que describa detalladamente el estado 
de las cosas y, cuando sea posible, recogerá y conservará los elementos probatorios útiles, dejando 
constancia.

Si el hecho produjo efectos materiales se describirá el estado actual de los objetos, procurando 
consignar el estado anterior, el modo, tiempo y causa de su desaparición o alteración y los medios 
de prueba de los cuales se obtuvo ese conocimiento.

Se convocará a un testigo hábil para que presencie el registro y fi rme el acta; bajo esas formalidades 
podrá ser incorporada al juicio por su lectura. Excepcionalmente, cuando no sea posible contar con 
un testigo se podrá prescindir de su presencia, debiendo asentarse en el acta los motivos.
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El fi scal concurrirá al lugar del hecho, dirigirá el registro y fi rmará el acta, actuaciones que podrán 
realizarse sin su presencia únicamente en los casos de urgencia.

Artículo 175°.- (Requisa personal). El fi scal podrá disponer requisas personales, siempre que 
haya motivos sufi cientes para presumir que una o más personas ocultan entre sus pertenencias o 
llevan en el interior de su cuerpo o adherido a él, objetos relacionados con el delito.

Antes de proceder a la requisa se deberá advertir a la persona acerca de la sospecha y del objeto 
buscado, conminándole a exhibirlo.

La requisa se practicará por personas del mismo sexo y respetando el pudor del requisado.

La advertencia y la requisa se realizarán en presencia de un testigo hábil y constarán en acta 
suscrita por el funcionario interviniente, el requisado y el testigo. Si el requisado no fi rma se hará 
constar la causa. Bajo estas formalidades, el acta podrá ser incorporada al juicio por su lectura.

Cuando se trate de delitos de narcotráfi co, excepcionalmente, la Fuerza Especial de Lucha contra 
el Narcotráfi co podrá realizar de ofi cio la requisa sin la presencia de un testigo de actuación o 
sin requerimiento fi scal dejando constancia en acta de los motivos que impidieron contar con la 
presencia del testigo o el requerimiento fi scal.

Artículo 176°.- (Requisa de vehículos). Se podrá realizar la requisa de un vehículo siempre que 
existan motivos sufi cientes para presumir que una persona oculta en él objetos relacionados con el 
delito, siguiendo el procedimiento previsto para la requisa personal.

Artículo 177°.- (Levantamiento e identifi cación de cadáveres). La policía realizará la inspección 
corporal preliminar y la descripción de la situación o posición del cuerpo y de la naturaleza de las 
lesiones o heridas conforme a lo previsto en el Artículo 174 de este Código.

Procederá a levantar el cadáver, disponiendo su traslado a los gabinetes médicos forenses o al 
lugar en el que se practicará la autopsia, a su identifi cación fi nal y a la entrega a sus familiares.

Artículo 178°.- (Autopsia o necropsia). El fi scal ordenará la autopsia o necropsia conforme a las 
reglas de la pericia y bajo esas formalidades podrá ser introducida al juicio por su lectura.

Si el fi scal no ha ordenado la realización de la autopsia o necropsia, las partes podrán solicitar al 
juez que la ordene de conformidad a los Artículos 307 y siguientes de este Código.

Artículo 179°.- (Inspección ocular y reconstrucción). El fi scal, juez o tribunal podrán ordenar 
la inspección ocular y/o la reconstrucción del hecho, de acuerdo con las declaraciones recibidas 
y otros elementos de convicción, para comprobar si se efectuó o pudo efectuarse de un modo 
determinado.

Si el imputado decide voluntariamente participar en la reconstrucción regirán las reglas previstas 
para su declaración. Su negativa a participar no impedirá la realización del acto.

Para la participación de testigos, peritos e intérpretes, regirán las disposiciones establecidas por 
este Código.

Al determinar las modalidades de la reconstrucción, el fi scal, juez o tribunal dispondrán lo que sea 
oportuno a fi n de que ésta se desarrolle en forma tal que no ofenda o ponga en peligro la integridad 
de las personas o la seguridad pública.
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De todo lo actuado se elaborará acta, que será fi rmada por los intervinientes, dejando constancia 
de los que no quisieron o no pudieron hacerlo

Artículo 180°.- (Allanamiento de domicilio). Cuando el registro deba realizarse en un domicilio se 
requerirá resolución fundada del juez y la participación obligatoria del fi scal.

Queda prohibido el allanamiento de domicilio o residencia particular en horas de la noche, éste 
únicamente podrá efectuarse durante las horas hábiles del día., salvo el caso de delito flagrante. 
Se entiende por horas de la noche el tiempo comprendido entre las diecinueve horas y las siete del 
día siguiente.

Artículo 181°.- (Facultades coercitivas). Para realizar el registro, la autoridad podrá ordenar 
que durante la diligencia no se ausenten las personas encontradas en el lugar o que comparezca 
inmediatamente cualquier otra.

Los que desobedezcan serán compelidos por la fuerza pública, sin perjuicio de la responsabilidad 
que corresponda. 

La restricción de la libertad no durará más de ocho horas; pasado este término, necesariamente 
deberá recabarse orden del juez de la instrucción.

Artículo 182°.- (Mandamiento y contenido). El mandamiento de allanamiento contendrá los 
siguientes requisitos:

1) El nombre y cargo del juez o tribunal que ordena al allanamiento y una breve 
identifi cación del proceso; 

2) La indicación precisa del lugar o lugares a ser allanados; 

3) La autoridad designada para el allanamiento; 

4) El motivo especifi co del allanamiento, su respectiva fundamentación, las diligencias 
por practicar y, en lo posible, la individualización de las personas u objetos buscados; y, 

5) La fecha y la fi rma del juez.

El mandamiento tendrá una vigencia máxima de noventa y seis horas, después de las cuales 
caduca. El fi scal que concurra al allanamiento tendrá a su cargo la dirección de la diligencia.

Artículo 183°.- (Procedimiento y formalidades). La resolución que disponga el allanamiento 
será puesta en conocimiento del que habite o se encuentre en posesión o custodia del lugar, que 
sea mayor de catorce años de edad, para que presencie el registro entregándole una copia del 
mandamiento. En ausencia de estas personas se fi jará copia del mandamiento en la puerta del 
inmueble allanado.

Practicado el registro se consignará en acta su resultado, cuidando que el lugar quede cerrado y 
resguardado de otras personas, si hay razones fundadas para ello. El acta será fi rmada por todos 
los intervinientes en el acto y el que presenció el registro, si éste no lo hace se consignará la causa.

Artículo 184°.- (Entrega de objetos y documentos. Secuestros). Los objetos, instrumentos y 
demás piezas de convicción existentes serán recogidos, asegurados y sellados por la policía o 
el fi scal para su retención y conservación, dejandose constancia de este hecho en acta. Si por su 
naturaleza es imposible mantener los objetos en su forma primitiva, el fi scal dispondrá la mejor 
manera de conservarlos.
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Todo aquél que tenga en su poder objetos o documentos de los señalados precedentemente estará 
obligado a presentarlos y entregarlos, cuando le sea requerido, a cuyo efecto podrán ser compelidos 
por la fuerza pública, sin perjuicio de la responsabilidad que corresponda.

Quedan exceptuadas de este deber las personas que por ley no están obligadas a declarar como 
testigos.

Articulo 185°.- (Objetos no sometidos a secuestro). No podrán secuestrarse los exámenes o 
diagnósticos médicos relacionados a deberes de secreto y reserva legalmente establecidos, ni las 
comunicaciones entre el imputado y su abogado defensor.

Artículo 186°.- (Procedimiento para el secuestro). Regirá el procedimiento establecido para 
el registro. Los objetos secuestrados serán inventariados y puestos bajo segura custodia en 
los depósitos de la Fiscalía o en los lugares especialmente destinados para estos efectos, bajo 
responsabilidad y a disposición del fi scal.

Los semovientes, vehículos y bienes de signifi cativo valor serán entregados a sus propietarios o a 
quienes acrediten la posesión o tenencia legítima, en calidad de depositarios judiciales después de 
realizadas las diligencias de comprobación y descripción.

Si los objetos secuestrados corren riesgo de alterarse, desaparecer, sean de difícil conservación 
o perecederos, se ordenarán reproducciones, copias o certifi caciones sobre su estado y serán 
devueltos a sus propietarios.
Por Determinación del parágrafo I de la disposición adicional quinta de la Ley N° 913 de 16 de 
marzo de 2017, Ley de Lucha contra el Tráfi co Ilícito de Sustancias Controladas, se modifi ca el 
párrafo cuarto del Artículo presente por el texto siguiente: 

Se confi scaran en favor del Estado, a nombre del Consejo Nacional de Lucha Contra el Tráfi co Ilícito 
de Drogas – CONALTID, los bienes que mantengan la calidad de secuestrados por más de seis (6) 
meses del inicio de investigación en procesos penales, de delitos de sustancias controladas, y que 
no sean reclamados o no adquieran la calidad de incautados.

Si estos bienes están sujetos a incautación, una vez utilizados por el fi scal a efectos probatorios, 
se les aplicará el régimen establecido para los bienes incautados.
Por disposición del parágrafo II de la disposición adicional primera de la Ley N° 913 de 16 de 
marzo de 2017, Ley de Lucha Contra el Tráfi co Ilícito de Sustancias Controladas, se incorpora 
en el presente articulado (186) el párrafo sexto, con el texto siguiente: 

El Ministerio Público deberá realizar la publicación mediante edictos del bien que será sujeto a 
confi scación, especifi cando la naturaleza del hecho, las características del bien y su ubicación 
exacta, debiendo aplicar el mismo procedimiento establecido en el Artículo 165 del presente 
Código.”

Artículo 187°.- (Locales públicos). Para el registro en reparticiones estatales, locales comerciales, 
o aquellos destinados al esparcimiento público, se podrá prescindir de la orden judicial de 
allanamiento cuando exista autorización del propietario o responsable del mismo, salvo delito 
flagrante. En caso de negativa o imposibilidad material de conseguir el consentimiento, se solicitará 
la orden judicial de allanamiento y se podrá usar la fuerza pública para su cumplimiento.

Presenciará el registro el responsable o el encargado del lugar, o a falta de éste, cualquier 
dependiente mayor de edad.
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La requisa de personas o muebles en estos lugares se sujetará a las disposiciones de este Título.

Se elaborará acta circunstanciada del registro observando las formalidades previstas en el Artículo 
174 de este Código y se conservarán los elementos probatorios útiles.

Artículo 188°.- (Secuestro y destrucción de sustancias controladas). Las sustancias 
controladas ilícitas serán destruidas o extinguidas públicamente en un término máximo de seis 
días calendario siguientes a su secuestro, en presencia y bajo responsabilidad del fi scal encargado 
de la investigación; separando una muestra representativa que será puesta bajo custodia en los 
depósitos de la Fiscalía del Distrito, para su utilización como medio de prueba. Del secuestro y la 
destrucción o extinción se elaborará un acta circunstanciada que deberá ser incorporada al juicio 
por su lectura.

No se destruirán las sustancias controladas secuestradas que puedan ser utilizadas con fi nes 
lícitos, las que se sujetarán al régimen de incautación.

Artículo 189°.- (Devolución). Los objetos secuestrados que no estén sometidos a incautación, 
decomiso o embargo, serán devueltos por el fi scal a la persona de cuyo poder se obtuvieron tan 
pronto como se pueda prescindir de ellos.

Esta devolución podrá ordenarse provisionalmente en calidad de depósito judicial e imponerse al 
poseedor la obligación de exhibirlos.

En caso de controversia acerca de la tenencia, posesión o dominio sobre una cosa o documento, 
para entregarlo en depósito o devolverlo, se tramitará un incidente separado ante el juez competente 
y se aplicarán las reglas respectivas del proceso civil.

Artículo 190°.- (Incautación de correspondencia, documentos y papeles). Siempre que 
se considere útil para la averiguación de la verdad, el juez o tribunal ordenará por resolución 
fundamentada bajo pena de nulidad, la incautación de correspondencia, documentos y papeles 
privados o públicos.

Regirán las limitaciones del secuestro de documentos u objetos.

Artículo 191°.- (Apertura y examen). Recibida la correspondencia, documentos o papeles, el juez 
o tribunal en presencia del fi scal procederá a su apertura y examen debiendo constar en acta. Si 
guardan relación con el proceso, ordenará el secuestro; caso contrario, mantendrá en reserva su 
contenido y dispondrá su entrega al destinatario o remitente o a su propietario.

Artículo 192.- (Clausura de Locales). El juez o tribunal ordenará, mediante resolución fundamentada 
por un término máximo de diez días, la clausura o aseguramiento de un local o la inmovilización 
de cosas muebles que por su naturaleza o dimensiones no puedan ser mantenidas en depósito, 
aplicando las reglas del secuestro.

TÍTULO III

TESTIMONIO
Artículo 193°.- (Obligación de testifi car). Toda persona que sea citada como testigo tendrá la 
obligación de comparecer ante el juez o tribunal para declarar la verdad de cuanto conozca y le sea 
preguntado, salvo las excepciones establecidas por ley.
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El testigo no podrá ser obligado a declarar sobre hechos de los cuales pueda surgir su responsabilidad 
penal.

Artículo 194°.- (Capacidad de testifi car y apreciación). Toda persona será capaz de atestiguar, 
incluso los funcionarios policiales respecto a sus actuaciones; el juez valorará el testimonio de 
acuerdo con las reglas de la sana crítica.

Artículo 195°.- (Tratamiento especial). No estarán obligados a comparecer ante el juez o tribunal: 
el Presidente y Vicepresidente de la República, Presidente de las Cámaras Legislativas, Presidente 
de la Corte Suprema, Presidente del Tribunal Constitucional, Fiscal General de la República, 
Defensor del Pueblo, representantes de misiones diplomáticas, Parlamentarios y Ministros de 
Estado, quienes declararán en el lugar donde cumplen sus funciones, en su domicilio o por escrito.

Artículo 196°.- (Facultad de abstención). Podrán abstenerse de testifi car contra el imputado, su 
cónyuge o conviviente, sus parientes consanguíneos hasta el cuarto grado o por adopción y por 
afi nidad hasta el segundo grado.

El juez, antes del inicio de la declaración, deberá informar a dichas personas la facultad de 
abstenerse de testifi car total o parcialmente.

Artículo 197°.- (Deber de abstención). Las personas deberán abstenerse de declarar sobre los 
hechos que hayan llegado a su conocimiento en razón de su ofi cio o profesión y se relacionen 
con deberes de secreto y reserva legalmente establecidos. Estas personas no podrán negar el 
testimonio cuando sean liberadas por el interesado del deber de guardar secreto.

En caso de ser citadas deberán comparecer y explicar las razones de su abstención. Si el juez 
estima que el testigo invoca erróneamente ese deber con respecto a un hecho que no puede estar 
comprendido en él, ordenará por resolución fundada su declaración.

Artículo 198°.- (Compulsión). Si el testigo no se presenta a la primera citación, se expedirá 
mandamiento de aprehensión, sin perjuicio de su enjuiciamiento. Si después de comparecer se 
niega a declarar se dispondrá su arresto, hasta por veinticuatro horas, al término de las cuales, si 
persiste en su negativa se le iniciará causa penal.

Artículo 199°.- (Declaración por comisión). Cuando el testigo no resida en el distrito judicial donde 
debe prestar su declaración y no sea posible contar con su presencia, se ordenará su declaración 
por exhorto u orden instruida a la autoridad judicial de su residencia.

Artículo 200°.- (Forma de la declaración). Al inicio de la declaración el testigo será informado 
de sus obligaciones, de la responsabilidad por su incumplimiento y según su creencia prestará 
juramento o promesa de decir la verdad.

Cada testigo será interrogado por separado sobre su nombre, apellidos y demás datos personales, 
vínculo de parentesco y de interés con las partes y cualquier otra circunstancia que sirva para 
apreciar su veracidad. Seguidamente se le interrogará sobre el hecho.

Si el testigo teme por su integridad física o de otra persona únicamente podrá indicar su domicilio 
en forma reservada.

Artículo 201°.- (Falso Testimonio). Si el testigo incurre en contradicciones se lo conminará a 
que explique el motivo de ellas. Si no lo hace y su declaración revela indicios de falso testimonio, 
se suspenderá el acto y se remitirán antecedentes al Ministerio Público para la acción penal 
correspondiente.
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Artículo 202°.- (Informantes de la policía). Las informaciones proporcionadas por los informantes 
de la policía no pueden ser incorporadas al proceso salvo cuando sean interrogados como testigos.

Artículo 203°.- (Testimonios especiales). Las personas que no puedan concurrir al tribunal por 
estar físicamente impedidas, serán interrogadas en su domicilio o en el lugar de su hospitalización.

Cuando deba recibirse testimonio de personas agredidas sexualmente o de menores de dieciséis 
años, sin perjuicio de la fase en que se encuentre el proceso, el juez o tribunal, dispondrá su 
recepción en privado con el auxilio de familiares o peritos especializados en el tratamiento de esas 
personas para garantizar el respeto a las condiciones inherentes al declarante.

TÍTULO IV

PERICIA
Artículo 204°.- (Pericia). Se ordenará una pericia cuando para descubrir o valorar un elemento de 
prueba sean necesarios conocimientos especializados en alguna ciencia, arte o técnica.

Artículo 205°.- (Peritos). Serán designados peritos quienes, según reglamentación estatal, 
acrediten idoneidad en la materia.

Si la ciencia, técnica o arte no está reglamentada o si no es posible contar con un perito en el lugar 
del proceso, se designará a una persona de idoneidad manifi esta.

Las reglas de este Título regirán para los traductores e intérpretes.

Artículo 206°.- (Examen médico). El fi scal ordenará la realización de exámenes médicos forenses 
del imputado o de la víctima, cuando éstos sean necesarios para la investigación del hecho 
denunciado, los que se llevarán a cabo preservando la salud y el pudor del examinando.

Al acto sólo podrá asistir el abogado o una persona de confi anza del examinado, quien será 
advertido previamente de tal derecho.

Artículo 207°.- (Consultores Técnicos). El juez o tribunal, según las reglas aplicables a los peritos, 
podrá autorizar la intervención en el proceso de los consultores técnicos propuestos por las partes.

El consultor técnico podrá presenciar la pericia y hacer observaciones durante su transcurso, sin 
emitir dictamen. En las audiencias podrán asesorar a las partes en los actos propios de su función, 
interrogar directamente a los peritos, traductores o intérpretes y concluir sobre la prueba pericial, 
siempre bajo la dirección de la parte a la que asisten.

La Fiscalía nombrará a sus consultores técnicos directamente, sin necesidad de autorización 
judicial.

Artículo 208°.- (Impedimentos). No serán designados peritos los que hayan sido testigos del 
hecho objeto del proceso y quienes deban o puedan abstenerse de declarar como testigos.

Artículo 209°.- (Designación y alcances). Las partes podrán proponer peritos, quienes serán 
designados por el fi scal durante la etapa preparatoria, siempre que no se trate de un anticipo 
jurisdiccional de prueba, o por el juez o tribunal en cualquier etapa del proceso.

El número de peritos será determinado según la complejidad de las cuestiones por valorarse.
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El fi scal, juez o tribunal fi jarán con precisión los temas de la pericia y el plazo para la presentación 
de los dictámenes. Las partes podrán proponer u objetar los temas de la pericia.

Artículo 210. (Excusa y Recusación). Los peritos podrán excusarse o ser recusados por los 
mismos motivos, establecidos para los jueces, excepto por su participación en cualquier etapa 
del proceso. El juez o tribunal resolverá lo que corresponda, previa, averiguación sumaria Sobre el 
motivo invocado sin recurso ulterior.

Modifi cado por la Ley No. 007 de 18 de mayo de 2010

Artículo 211°.- (Citación y aceptación del cargo). Los peritos serán citados en la misma forma 
que los testigos. Tendrán el deber de comparecer y desempeñar el cargo para el cual fueron 
designados, previo juramento o promesa. Si tuvieran impedimento o no fueran idóneos deberán 
poner en conocimiento del fi scal, juez o tribunal, para que previa averiguación sumaria, resuelva lo 
que corresponda, sin recurso ulterior.

Rige, la disposición del Artículo 198 de este Código.

Artículo 212°.- (Ejecución). El juez o tribunal, resolverá todas las cuestiones que se planteen 
durante las operaciones periciales y brindará el auxilio judicial necesario.

Si existen varios peritos, siempre que sea posible, practicarán juntos el examen. Las partes y sus 
consultores técnicos podrán asistir a la pericia y pedir las aclaraciones pertinentes, debiendo 
retirarse cuando los peritos comiencen la deliberación.

El fi scal, juez o tribunal ordenarán la sustitución del perito que no concurra a realizar las operaciones 
periciales dentro del plazo fi jado o desempeñe negligentemente sus funciones.

El perito deberá guardar reserva de todo cuanto conozca con motivo de su actuación.

Artículo 213°.- (Dictamen). El dictamen será fundamentado y contendrá de manera clara y precisa 
la relación detallada de las operaciones practicadas y sus resultados, las observaciones de las 
partes o de sus consultores técnicos y las conclusiones que se formulen respecto a cada tema 
pericial.

Los peritos podrán dictaminar por separado cuando exista diversidad de opiniones entre ellos.

El dictamen se presentará por escrito, fi rmado y fechado.

Artículo 214°.- (Nuevo dictamen. Ampliación). Cuando los dictámenes sean ambiguos, 
insufi cientes o contradictorios, se ordenará su ampliación o la realización de una nueva pericia por 
los mismos peritos o por otros distintos.

Artículo 215°.- (Conservación de objetos). El fi scal, juez o tribunal y los peritos procurarán que los 
objetos examinados sean conservados, de modo que la pericia pueda repetirse.

Si es necesario destruir o alterar los objetos analizados, los peritos deberán informar antes de 
proceder.
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TÍTULO V

DOCUMENTOS Y OTROS MEDIOS DE PRUEBA
Artículo 216°.- (Documentos). Se admitirá toda prueba documental lícitamente obtenida.

El imputado no podrá ser obligado a reconocer documentos privados que obren en su contra, 
debiendo el juez o tribunal interrogarle si está dispuesto a declarar sobre su autenticidad, sin que su 
negativa le perjudique. En este caso, las partes podrán acreditar la autenticidad por otros medios.

Artículo 217°.- (Documentos y elementos de convicción). Los documentos, objetos y otros 
elementos de convicción incorporados al proceso podrán ser exhibidos al imputado, a los testigos 
y a los peritos para que los reconozcan e informen sobre ellos. Los que tengan carácter reservado, 
serán examinados privadamente por el juez o tribunal y si son útiles para la averiguación de la 
verdad, los incorporarán al proceso.

Artículo 218°.- (Informes). El fi scal, juez o tribunal, podrá requerir informes a cualquier persona o 
entidad pública o privada sobre datos que consten en sus registros.

Los informes se solicitarán por cualquier medio, indicando el proceso en el cual se requieren, el 
plazo para su presentación y las consecuencias en caso de incumplimiento.

Artículo 219°.- (Reconocimiento de personas). Cuando sea necesario individualizar al imputado, 
se ordenará su reconocimiento de la siguiente manera:

1) Quien lleva a cabo el reconocimiento describirá a la persona mencionada y dirá si 
después del hecho la vio nuevamente, en qué lugar, por qué motivo y con qué objeto; 

2) Se ubicará a la persona sometida a reconocimiento junto a otras de aspecto físico 
semejante; 

3) Se preguntará a quien lleva a cabo el reconocimiento, si entre las personas presentes 
se encuentra la que mencionó y, en caso afi rmativo, se le invitará para que la señale 
con precisión, y, 

4) Si la ha reconocido expresará las diferencias y semejanzas que observa entre el estado 
de la persona señalada y el que tenía en la época a que alude su declaración.

El reconocimiento procederá aun sin el consentimiento del imputado, con la presencia de su 
defensor. Se tomarán las previsiones para que el imputado no se desfi gure.

El reconocimiento se practicará desde un lugar donde el testigo no pueda ser observado, cuando 
así se considere conveniente para su seguridad.

Cuando varias personas deban reconocer a una sola, cada reconocimiento de practicará por 
separado, sin que se comuniquen entre sí.

Cuando el imputado no pueda ser habido, se podrá utilizar fotografías u otros medios para su 
reconocimiento, observando las mismas reglas.

Se levantará acta circunstanciada del reconocimiento con las formalidades previstas por este 
Código, la que será incorporada al juicio por su lectura.
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Artículo 220°.- (Careo). Cuando exista contradicción en las declaraciones de los testigos, se 
podrá confrontar a las personas que las emitieron, a quienes se les llamará la atención sobre las 
contradicciones advertidas.

Regirán, respectivamente, las normas del testimonio y de la declaración del imputado.

LIBRO QUINTO

MEDIDAS CAUTELARES

TÍTULO I

NORMAS GENERALES
Artículo 221°.- (Finalidad y alcance). La libertad personal y los demás derechos y garantías 
reconocidos a toda persona por la Constitución Política del Estado, las Convenciones y Tratados 
internacionales vigentes y este Código, sólo podrán ser restringidos cuando sea indispensable para 
asegurar la averiguación de la verdad, el desarrollo del proceso y la aplicación de la ley.

Las normas que autorizan medidas restrictivas de derechos, se aplicarán e interpretarán de 
conformidad con el Artículo 7 de este Código. Esas medidas serán autorizadas por resolución 
judicial fundamentada, según lo reglamenta este Código y sólo durarán mientras subsista la 
necesidad de su aplicación.

No se podrá restringir la libertad del imputado para garantizar el resarcimiento del daño civil, el 
pago de costas o multas.

Artículo 222. (Carácter). Las medidas cautelares de carácter personal, se aplicarán con criterio 
restrictivo y se ejecutaran de modo que perjudiquen lo menos posible a la persona y reputación de 
los afectados.

Las medidas cautelares de carácter real serán las previstas en el Código de Procedimiento Civil, se 
impondrán únicamente en los casos expresamente indicados por este Código, así como el pago de 
las costas y multas.
Modifi cado por la Ley No. 007 de 18 de mayo de 2010

TÍTULO II

MEDIDAS CAUTELARES DE CARÁCTER PERSONAL

CAPÍTULO I

CLASES
Artículo 223. (Presentación espontánea). La persona contra quien se haya iniciado un proceso, 
podrá presentarse personalmente acreditando su identidad ante el fi scal encargado de la 
investigación, pidiendo se reciba su declaración, que se mantenga su libertad o se manifi este sobre 
la aplicación de una medida cautelar.
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SÍ el fi scal no se pronuncia dentro de las cuarenta y ocho horas, el imputado acudirá ante el juez 
de la instrucción para que resuelva sobre la procedencia de su libertad o de alguna de las medidas 
cautelares.

La presentación espontánea, por sí sola no desvirtúa los peligros procesales que motivan la 
aplicación de medidas cautelares.
Modifi cado por Ley No. 007 de 18 de mayo de 2010

Artículo 224°.- (Citación). Si el imputado citado no se presentara en el término que se le fi je, ni 
justifi cara un impedimento legítimo, la autoridad competente librará mandamiento de aprehensión.

Artículo 225°.- (Arresto). Cuando en el primer momento de la investigación sea imposible 
individualizar a los autores, partícipes y testigos, y se deba proceder con urgencia para no 
perjudicar la investigación, el fi scal o la policía podrán disponer que los presentes no se alejen 
del lugar, no se comuniquen entre sí antes de informar, ni se modifi que el estado de las cosas y 
de los lugares y, de ser necesario, ordenarán el arresto de todos por un plazo no mayor de ocho 
horas.

Artículo 226. (Aprehensión por la Fiscalía). El fi scal podrá ordenar la aprehensión del imputado, 
cuando sea necesaria su presencia y existan sufi cientes indicios de que es autor o partícipe de un 
delito de acción pública sancionado con pena privativa de libertad, cuyo mínimo legal sea igual 
o superior a dos años y de que pueda ocultarse, fugarse o ausentarse del lugar u obstaculizar la 
averiguación de la verdad, excepto en los delitos previstos y sancionados por los Artículos 132 bis, 
185, 254, 271 primer párrafo y 331 del Código Penal.

La persona aprehendida será puesta a disposición del Juez, en el plazo de veinticuatro (24) horas, 
para que resuelva dentro del mismo plazo, sobre la aplicación de alguna de las medidas cautelares 
previstas en este Código o decrete su libertad por falta de indicios.
Modifi cado por la Ley No. 007 de 18 de mayo de 2010

Artículo 227°.- (Aprehensión por la policía). La Policía Nacional podrá aprehender a toda persona 
en los siguientes casos:

1) Cuando haya sido sorprendida en flagrancia; 

2) En cumplimiento de mandamiento de aprehensión librado por juez o tribunal 
competente; 

3) En cumplimiento de una orden emanada del fi scal, y, 

4) Cuando se haya fugado estando legalmente detenida.

La autoridad policial que haya aprehendido a alguna persona deberá comunicar y ponerla a 
disposición de la Fiscalía en el plazo máximo de ocho horas.

Artículo 228°.- (Libertad). En ningún caso el fi scal ni la policía podrán disponer la libertad de las 
personas aprehendidas. Ellas deberán ser puestas a disposición del juez quien defi nirá su situación 
procesal.

Artículo 229° (Aprehensión por particulares). De conformidad a lo previsto por la Constitución 
Política del Estado, en caso de flagrancia los particulares están facultados para practicar la 
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aprehensión, debiendo entregar inmediatamente al aprehendido a la policía, a la Fiscalía o a la 
autoridad más cercana.

El particular que realice una aprehensión, recogerá también los objetos e instrumentos que hayan 
servido para cometer el hecho o sean conducentes a su descubrimiento y los entregará a la 
autoridad correspondiente.

Artículo 230° (Flagrancia). Se considera que hay flagrancia cuando el autor del hecho es 
sorprendido en el momento de intentarlo, de cometerlo o inmediatamente después mientras es 
perseguido por la fuerza pública, el ofendido o los testigos presenciales del hecho.

Artículo 231°.- (Incomunicación). La incomunicación no podrá imponerse, sino en casos de notoria 
gravedad cuando existan motivos que hagan temer que el imputado de otra forma obstaculizará 
la averiguación de la verdad. En ningún caso podrá exceder el plazo de veinticuatro horas y no 
impedirá que el imputado sea asistido por su defensor antes de la realización de cualquier acto que 
requiera su intervención personal.

La incomunicación será dispuesta por el fi scal encargado de la investigación, debidamente 
fundamentada en los motivos señalados en el Artículo 235 de este Código, quien la comunicará 
inmediatamente al juez de la instrucción para que ratifi que o deje sin efecto la incomunicación.

Se permitirá al incomunicado el uso de libros y material de escribir, podrá también realizar actos 
civiles impostergables que no perjudiquen la investigación.

Artículo 231 bis. (Medidas Cautelares Personales).

I.  Cuando existan sufi cientes elementos de convicción que permitan sostener que el imputado 
es con probabilidad autor o partícipe de un hecho punible y además existan en su contra 
sufi cientes elementos de convicción que no se someterá al proceso u obstaculizará la 
averiguación de la verdad, la jueza, el juez o tribunal, únicamente a petición del fi scal o del 
querellante, podrá imponer al imputado una o más de las medidas cautelares personales 
siguientes:

1.  Fianza juratoria consistente en la promesa del imputado de someterse al procedimiento 
y no obstaculizar la investigación;

2.  Obligación de presentarse ante el juez o ante la autoridad que él designe;

3.  Obligación de someterse al cuidado o vigilancia de una persona o institución 
determinada, en las condiciones que fi je la jueza, el juez o tribunal;

4.  Prohibición de concurrir a determinados lugares;

5.  Prohibición de comunicarse con personas determinadas;

6.  Fianza personal o económica. La fi anza económica podrá ser prestada por el imputado 
o por otra persona mediante depósito de dinero, valores, o constitución de prenda o 
hipoteca;

7.  Vigilancia del imputado mediante algún dispositivo electrónico de vigilancia, rastreo o 
posicionamiento de su ubicación física, sin costo para éste;

8.  Prohibición de salir del país o del ámbito territorial que se determine, sin autorización 
judicial previa, a cuyo efecto se ordenará su arraigo a las autoridades competentes;
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9.  Detención domiciliaria en su propio domicilio o en el de otra persona, sin vigilancia 
o con la que determine la jueza, el juez o tribunal. Si el imputado no puede proveer a 
sus necesidades económicas o a las de su familia, la jueza, el juez o tribunal podrá 
autorizar que se ausente durante la jornada laboral; y,

10.  Detención preventiva únicamente en los casos permitidos por este Código.

II.  Siempre que el peligro de fuga o de obstaculización pueda ser evitado razonablemente por 
la aplicación de otra medida menos gravosa que la detención preventiva, la jueza, el juez 
o tribunal deberá imponer alguna de las previstas en los numerales 1 al 9 del Parágrafo 
precedente.

III.  Cuando el imputado se encuentre en libertad y en la audiencia se determine la aplicación de 
una medida cautelar que no sea la detención preventiva, la jueza, el juez o tribunal mantendrá 
su situación procesal y le otorgará un plazo prudente debidamente fundamentado para el 
cumplimiento de los requisitos o condiciones a las que hubiera lugar.

IV.  A tiempo de disponerse la aplicación de las medidas cautelares previstas en los numerales 
1 al 9 del Parágrafo I del presente Artículo, la jueza, el juez o tribunal determinará las 
condiciones y reglas que deberá cumplir el imputado, con la expresa advertencia de que 
la comisión de un nuevo delito o el incumplimiento de las reglas impuestas, dará lugar 
a la revocatoria de la medida y su sustitución por otra más grave, incluso la detención 
preventiva, cuando ésta sea permitida por este Código.

V.  La carga de la prueba para acreditar los peligros de fuga u obstaculización corresponde 
a la parte acusadora, no debiendo exigirse al imputado acreditar que no se fugará ni 
obstaculizará la averiguación de la verdad.

(Se incorpora  por disposición del Artículo 11 de la Ley 1173 de 3 de mayo de 2019 de 
Abreviación Procesal Penal y de Fortalecimiento de la lucha integral contra la violencia a niñas, 
niños, adolescentes y mujeres).

Artículo 232. (Improcedencia de la Detención Preventiva).

I.  No procede la detención preventiva:

1.  En los delitos de acción privada;

2.  En los delitos que no tengan prevista pena privativa de libertad;

3.  Cuando se trate de personas con enfermedad en grado terminal, debidamente 
certifi cada;

4.  Cuando se trate de personas mayores de sesenta y cinco (65) años;

5.  En los delitos sancionados con pena privativa de libertad, cuyo máximo legal sea 
inferior o igual a cuatro (4) años;

6.  En los delitos de contenido patrimonial con pena privativa de libertad cuyo máximo 
legal sea inferior o igual a seis (6) años, siempre que no afecte otro bien jurídico 
tutelado;

7.  Cuando se trate de mujeres embarazadas;
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8.  Cuando se trate de madres durante la lactancia de hijos menores de un (1) año; y,

9.  Cuando la persona imputada sea la única que tenga bajo su guarda, custodia o 
cuidado a una niña o niño menor de seis (6) años o a una persona con un grado de 
discapacidad que le impida valerse por sí misma.

II.  En los casos previstos en el Parágrafo precedente, y siempre que concurran los peligros de 
fuga u obstaculización, únicamente se podrá aplicar las medidas previstas en los numerales 
1 al 9 del Artículo 231 bis del presente Código.

III.  Los numerales 4, 6, 7, 8,  y 9 del Parágrafo I del presente Artículo, no se aplicarán como 
causal de improcedencia de la detención preventiva cuando se trate de alguno de los 
siguientes delitos:

1.  De lesa humanidad, terrorismo, genocidio, traición a la patria y crímenes de guerra.

2.  Contra la vida, integridad corporal o libertad sexual de niñas, niños, adolescentes, 
mujeres y adultos mayores.

3.  De contenido patrimonial que se ejerzan con violencia física sobre las personas.

4.  De contenido patrimonial con afectación al Estado, de corrupción o vinculados.”

5. De narcotráfi co y sustancias controladas.”

IV. En delitos por violencia familiar o doméstica, podrá considerarce la aplicación de la 
detención preventiva

(Modifi cado por el Artículo 2 parágrafo III de la Ley Nº 1226 de 18 de septiembre de 2019).

Artículo 233. (Requisitos para la Detención Preventiva). La detención preventiva únicamente 
será impuesta cuando las demás medidas cautelares personales sean insufi cientes para asegurar 
la presencia del imputado y el no entorpecimiento de la averiguación del hecho. Será aplicable 
siempre previa imputación formal y a pedido del fi scal o víctima, aunque no se hubiera constituido 
en querellante, quienes deberán fundamentar y acreditar en audiencia pública los siguientes 
extremos:

1.  La existencia de elementos de convicción sufi cientes para sostener que el imputado 
es, con probabilidad, autor o partícipe de un hecho punible

2.  La existencia de elementos de convicción sufi cientes de que el imputado no se 
someterá al proceso u obstaculizará la averiguación de la verdad;

3.  El plazo de duración de la detención preventiva solicitada y los actos investigativos 
que realizará en dicho término, para asegurar la averiguación de la verdad, el desarrollo 
del proceso y la aplicación de la Ley. En caso que la medida sea solicitada por la 
víctima o el querellante, únicamente deberá especifi car de manera fundamentada el 
plazo de duración de la medida.

En etapa de juicio y recursos, para que proceda la detención preventiva se deberá acreditar los 
riesgos procesales previstos en el numeral 2  del presente Artículo

El plazo de duración de la detención preventiva podrá ser ampliado a petición fundada del fi scal y 
únicamente cuando responda a la complejidad del caso. La ampliación también podrá ser solicitada 
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por el querellante cuando existan actos pendientes de investigación solicitados oportunamente al 
fi scal y no respondidos por éste.”
(Modifi cado por el Artículo 2 parágrafo III de la Ley Nº 1226 de 18 de septiembre de 2019).

Artículo 234. (Peligro de Fuga). Por peligro de fuga se entiende a toda circunstancia que permita 
sostener fundadamente que el imputado no se someterá al proceso buscando evadir la acción de 
la justicia.

Para decidir acerca de su concurrencia, se realizará una evaluación integral de las circunstancias 
existentes, teniendo en cuenta las siguientes:

1.  Que el imputado no tenga domicilio o residencia habitual, ni familia, negocios o 
trabajos asentados en el país;

2.  Las facilidades para abandonar el país o permanecer oculto;

3.  La evidencia de que el imputado está realizando actos preparatorios de fuga;

4.  El comportamiento del imputado durante el proceso o en otro anterior, en la medida 
que indique su voluntad de no someterse al mismo;

5.  Habérsele aplicado alguna salida alternativa por delito doloso;

6.  La existencia de actividad delictiva reiterada o anterior, debidamente acreditada;

7.  Peligro efectivo para la sociedad o para la víctima o el denunciante; y,

8.  Cualquier otra circunstancia debidamente acreditada, que permita sostener 
fundadamente que el imputado se encuentra en riesgo de fuga.

El peligro de fuga no se podrá fundar en meras presunciones abstractas sobre la concurrencia 
de los numerales 1 al 8 del presente Artículo, sino que deberá surgir de la información precisa, 
confi able y circunstanciada que el fi scal o querellante aporten en la audiencia y den razonabilidad 
sufi ciente del por qué la circunstancia alegada permite concluir que el imputado eludirá la acción 
de la justicia.

Las circunstancias señaladas en el numeral 1 del presente Artículo, se valorarán siempre atendiendo 
a la situación socio-económica de la persona imputada y en ningún caso la inexistencia de derecho 
propietario, contrato de arrendamiento o anticresis en favor del imputado, será por sí misma 
entendida como falta de domicilio o residencia habitual; tampoco la inexistencia de un contrato 
formal de trabajo será entendida por sí misma como la falta de negocios o trabajo.”

(Modifi cado por disposición del Artículo 11 de la Ley 1173 de 3 de mayo de 2019 de Abreviación 
Procesal Penal y de Fortalecimiento de la lucha integral contra la violencia a niñas, niños, 
adolescentes y mujeres).

Artículo 235. (Peligro de Obstaculización). Por peligro de obstaculización se entiende a toda 
circunstancia que permita sostener fundamentadamente, que el imputado con su comportamiento 
entorpecerá la averiguación de la verdad. Para decidir acerca de su concurrencia se realizará 
una evaluación integral de las circunstancias existentes, teniendo especialmente en cuenta las 
siguientes:
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1.  Que el imputado destruya, modifi que, oculte, suprima y/o falsifi que elementos de 
prueba;

2.  Que el imputado amenace o influya negativamente sobre los partícipes, víctima, 
testigos o peritos, a objeto de que informen falsamente o se comporten de manera 
reticente;

3.  Que el imputado amenace o influya negativamente en jueces, fi scales y/o en los 
funcionarios y empleados del sistema de administración de justicia;

4.  Que el imputado induzca a otros a realizar las acciones descritas en los numerales 1, 
2 y 3 del presente Artículo;

5.  Cualquier otra circunstancia debidamente acreditada, que permita sostener 
fundadamente que el imputado, directa o indirectamente, obstaculizará la averiguación 
de la verdad.

El peligro de obstaculización no se podrá fundar en meras presunciones abstractas, sino que deberá 
surgir de la información precisa y circunstanciada que el fi scal o querellante aporten en la audiencia 
y den razonabilidad sufi ciente de que el imputado obstaculizará la averiguación de la verdad.
(Modifi cado por disposición del Artículo 11 de la Ley 1173 de 3 de mayo de 2019 de Abreviación 
Procesal Penal y de Fortalecimiento de la lucha integral contra la violencia a niñas, niños, 
adolescentes y mujeres).

Artículo 235º bis. (Peligro de Reincidencia).

También se podrán aplicar medidas cautelares incluida la detención preventiva, 01cuando el 
imputado haya sido condenado en Bolivia o en el extranjero por sentencia ejecutoriada si no 
hubieran transcurrido desde el cumplimiento de la condena un plazo de cinco (5) años.
Vigente por Ley Nº 264, 31 de julio de 2012

Artículo 235 ter. (Resolución). La jueza o el juez atendiendo los argumentos y valorando 
integralmente los elementos probatorios ofrecidos por las partes, resolverá fundadamente 
disponiendo:

1.  La improcedencia de la solicitud;

2.  La aplicación de la medida o medidas solicitadas; o,

3.  La aplicación de la medida o medidas menos graves que las solicitadas.

La jueza o el juez controlará de ofi cio la legalidad y razonabilidad de los requerimientos y no 
podrá fundar el peligro de fuga ni obstaculización en simples afi rmaciones subjetivas o fórmulas 
abstractas.

Si se resuelve la aplicación de la detención preventiva, la resolución deberá fi jar con precisión su duración 
indicando la fecha exacta de su cumplimiento y el día y hora de audiencia pública para resolver la 
situación jurídica de la persona cautelada, quedando las partes notifi cadas al efecto, sin otra formalidad.
Si la petición se funda en la necesidad de realizar una actuación concreta, la detención preventiva 
cesará una vez realizada dicha actuación, lo que se resolverá en audiencia pública.
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La jueza o el juez controlará de ofi cio la excepcionalidad, legalidad, necesidad, proporcionalidad 
y razonabilidad de los requerimientos y no podrá fundar el peligro de fuga ni obstaculización en 
simples afi rmaciones subjetivas o fórmulas abstractas.

Para determinar el plazo de duración de la medida solicitada, la decisión de la jueza, el juez o 
tribunal deberá basarse en criterios objetivos y razonables.

(Modifi cado por disposición del Artículo 11 de la Ley 1173 de 3 de mayo de 2019 de Abreviación 
Procesal Penal y de Fortalecimiento de la lucha integral contra la violencia a niñas, niños, 
adolescentes y mujeres).

Artículo 236. (Competencia, Forma y Contenido de la Decisión). El auto que disponga la aplicación 
de una medida cautelar personal, será dictado por la jueza, el juez o tribunal del proceso y deberá 
contener:

1.  Los datos personales del imputado o su individualización más precisa;

2.  El número único de causa asignada por el Ministerio Público y la instancia jurisdiccional 
correspondiente

3.  Una sucinta enunciación del hecho o hechos que se le atribuyen�

4.  La fundamentación expresa sobre los presupuestos que motivan la medida, con las 
normas legales aplicables;

5.  El lugar de su cumplimiento; y,

6.  El plazo de duración de la medida.
(Modifi cado por disposición del Artículo 11 de la Ley 1173 de 3 de mayo de 2019 de Abreviación 
Procesal Penal y de Fortalecimiento de la lucha integral contra la violencia a niñas, niños, 
adolescentes y mujeres).

Artículo 237°.- (Tratamiento). Los detenidos preventivamente serán internados en establecimientos 
especiales, diferentes de los que se utilizan para los condenados, o al menos en secciones 
separadas de las dispuestas para estos últimos y serán tratados en todo momento como inocentes 
que sufren la detención con el único fi n de asegurar el normal desarrollo del proceso penal.

La detención preventiva debe cumplirse en el recinto penal del lugar donde se tramita el proceso.

Artículo 238. (Control). La jueza o el juez de ejecución penal se encargará de controlar que el 
detenido esté debidamente individualizado y sobre el trato que le es otorgado, debiendo identifi car 
el proceso dentro del cual se dispuso su detención preventiva o la pena de privación de libertad.

Cuando la jueza o el juez de ejecución penal constate violación al régimen legal de detención 
preventiva o que ésta exceda los plazos dispuestos, comunicará inmediatamente a la autoridad 
jurisdiccional del proceso, quien resolverá sin más trámite en audiencia pública dentro del plazo de 
veinticuatro (24) horas.

Todo permiso de salida o traslado, únicamente lo autorizará la jueza, el juez o tribunal del proceso 
con noticia a la jueza o juez de ejecución penal a los fi nes de registro. En caso de urgencia, esta 
medida podrá ser dispuesta por la jueza o el juez de ejecución penal, con noticia inmediata a la 
jueza, juez o tribunal del proceso bajo responsabilidad.
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El condenado que cumpla pena privativa de libertad y simultáneamente esté sometido a detención 
preventiva, seguirá el régimen que impone su condena, sin perjuicio de que la jueza o el juez del 
proceso tome las medidas necesarias para garantizar su defensa.

La jueza o el juez de ejecución penal, comunicará a la Dirección General de Régimen Penitenciario 
la información sobre las personas con detención preventiva o pena privativa de libertad a fi nes de la 
actualización permanente de datos sobre el cumplimiento de los plazos de la detención preventiva, 
de cumplimiento de condena y otros.

Las comunicaciones previstas en este Artículo deberán efectuarse a través del sistema informático 
de gestión de causas.
(Modifi cado por el Artículo 2 parágrafo III de la Ley Nº 1226 de 18 de septiembre de 2019).

Artículo 239. (Cesación de las Medidas Cautelares Personales). Las medidas cautelares 
personales cesarán por el cumplimiento de alguna de las siguientes causales:

1.  Cuando nuevos elementos demuestren que no concurren los motivos que la fundaron 
o tornen conveniente que sea sustituida por otra medida;

2.  Cuando haya vencido el plazo dispuesto respecto al cumplimiento de la detención preventiva, 
siempre y cuando el fi scal no haya solicitado la ampliación del plazo de la detención;

3.  Cuando la duración de la detención preventiva exceda el mínimo legal de la pena 
establecida para el delito más grave que se juzga;

4.  Cuando la duración de la detención preventiva exceda de doce (12) meses sin que 
se haya dictado acusación o de veinticuatro (24) meses sin que se hubiera dictado 
sentencia, excepto en delitos de corrupción, seguridad del Estado, feminicidio, trata 
y tráfi co de personas, asesinato, violación a niña, niño, adolescente e infanticidio, 
narcotráfi co o sustancias controladas;

5.  Cuando la persona privada de libertad acredite que se encuentra con enfermedad 
grave o en estado terminal; o,

6.  Cuando la persona privada de libertad acredite el cumplimiento de sesenta y cinco 
(65) años de edad, salvo en delitos contra la vida, integridad corporal o libertad sexual 
de niñas, niños, adolescentes, mujeres y adultos mayores, delitos de corrupción y 
vinculados, de lesa humanidad, terrorismo, genocidio, traición a la patria, crímenes de 
guerra y narcotráfi co o sustancias controladas.

Planteada la solicitud, en el caso de los numerales 1, 2, 5 y 6, la jueza, el juez o tribunal deberá 
señalar audiencia para su resolución dentro del plazo máximo de cuarenta y ocho (48) horas.

En el caso de los numerales 3 y 4, la Ofi cina Gestora de Procesos, a través del buzón de notifi caciones de 
ciudadanía digital, dentro de las veinticuatro (24) horas siguientes correrá traslado a las partes, quienes 
deberán responder en el plazo de cuarenta y ocho (48) horas. Con contestación o sin ella, la jueza, el juez 
o tribunal dictará resolución sin necesidad de audiencia, dentro del plazo máximo de cuarenta y ocho 
(48) horas siguientes, declarando la procedencia, siempre que la demora no sea atribuible a los actos 
dilatorios del imputado, o la improcedencia del benefi cio, sin posibilidad de suspensión de plazos.

En los casos previstos en los numerales 2 al 6 del presente Artículo, la jueza, el juez o tribunal aplicará 
las medidas cautelares que correspondan, previstas en el Artículo 231 bis del presente Código.
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La cesación de la detención preventiva por las causas señaladas en los numerales 3 y 4 del presente 
Artículo, dará lugar a la responsabilidad de la jueza, el juez, tribunal o fi scal negligente.

Cuando la cesación sea resuelta en audiencia pública y ante la ausencia de cualquiera de los sujetos 
procesales, se seguirá en todo lo pertinente, lo establecido en el Artículo 113 de presente Código.
(Modifi cado por el Artículo 2 parágrafo III de la Ley Nº 1226 de 18 de septiembre de 2019).

Artículo 240. (Medidas Sustitutivas a la Detención Preventiva). 
(Derogado por la disposición Primero de la Ley 1173 de 3 de mayo de 2019 de Abreviación 
Procesal Penal y de Fortalecimiento de la lucha integral contra la violencia a niñas, niños, 
adolescentes y mujeres).

Artículo 241°.- (Finalidad y determinación de la fi anza). La fi anza tendrá por exclusiva fi nalidad 
asegurar que el imputado cumplirá las obligaciones que se le impongan y las órdenes del juez o tribunal.

La fi anza económica se fi jará teniendo en cuenta la situación patrimonial del imputado, en ningún 
caso se fi jará una fi anza económica de imposible cumplimiento.

El imputado y el fi ador podrán sustituir la fi anza por otra equivalente, previa autorización del juez 
o tribunal.

Artículo 242. (Fianza Juratoria). La fi anza juratoria procederá cuando sea previsible que el 
imputado será benefi ciado con la suspensión condicional de la pena, el perdón judicial o cuando 
demuestre estado de pobreza que le imposibilite constituir fi anza real o personal.

El imputado benefi ciado con esta medida deberá cumplir las siguientes obligaciones:

1. Comparecer ante el fi scal o la autoridad judicial las veces que sea requerido;

2. Concurrir a toda actuación procesal que corresponda; y

3. No cambiar el domicilio señalado a este efecto, para lo cual el imputado está obligado 
a presentar periódicamente el certifi cado de registro domiciliario expedido por 
autoridad competente, ni ausentarse del país sin previa autorización del juez o tribunal 
de la causa, quien dispondrá el arraigo correspondiente.

(Modifi cado por el Artículo 1 de la Ley 007 de 18 de mayo de 2010).

Artículo 243. (Fianza Personal). La fi anza personal consiste en la obligación que asumen dos o 
más personas solventes con patrimonios independientes, de presentar al imputado ante el juez que 
conoce el proceso las veces que sea requerido.

En caso de incomparecencia del imputado, el fi ador pagará la suma que a este efecto determine el 
juez, la que será sufi ciente para satisfacer los gastos de captura y las costas procesales.

Cuando existan varios fi adores, asumirán la obligación solidariamente..

Los fi adores no podrán presentar fi anza personal a ningún otro imputado, mientras dure la fi anza 
ofrecida y aceptada.

El juez, a petición del fi ador, podrá aceptar su sustitución.
Modifi cado por el Artículo 1 de la Ley No. 007 de 18 de mayo de 2010
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Artículo 244°.- (Fianza real). La fi anza real se constituye con bienes inmuebles o muebles, valores 
o dinero.

Si se ofrecen bienes inmuebles, propios o de un tercero, se presentará título de propiedad, avalúo 
catastral y certifi cado del Registro correspondiente para acreditar que no pesa sobre ellos ningún 
gravamen, o que estando gravado constituye sufi ciente garantía, siendo necesaria la conformidad 
del propietario.

Tratándose de bienes muebles o joyas, se acreditará su valor mediante pericia. El juez o tribunal 
verifi cará la autenticidad y veracidad de esta operación y designará el depositario correspondiente.

Tratándose de bienes sujetos a registro el gravamen deberá inscribirse en el registro correspondiente, 
debiendo los funcionarios encargados dar prelación a la inscripción, efectuándola a la presentación 
del documento, bajo su responsabilidad dentro del término de veinticuatro horas.

El dinero se depositará en una cuenta bancaria a la orden del juez o tribunal con mantenimiento de 
valor y generación de intereses.

Artículo 245°.- (Efectividad de la libertad). La libertad sólo se hará efectiva luego de haberse 
otorgado la fi anza.

Artículo 246°.- (Acta). Antes de proceder a la ejecución de estas medidas, se levantará acta, en 
la cual constará:

1) La especifi cación de las obligaciones que deba cumplir el imputado y la advertencia 
sobre las consecuencias de su cumplimiento; 

2) La identifi cación de las personas que intervengan en la ejecución de la medida y la 
aceptación de la obligación que les ha sido impuesta; 

3) El domicilio real que señalen todos ellos; y, 

4) La promesa formal del imputado de cumplir con las citaciones dispuestas

Artículo 247. (Causales de Revocación). Las medidas cautelares personales podrán ser revocadas 
a solicitud del fi scal o de la víctima aunque no se haya constituido en querellante, cuando se 
acrediten sin otra formalidad que:

1.  El imputado incumpla alguna de las obligaciones impuestas;

2.  Se compruebe que el imputado realiza actos preparatorios de fuga o de obstaculización 
en la averiguación de la verdad; o,

3.  El imputado incumpla alguna de las medidas de protección especial en casos de 
violencia contra niñas, niños y adolescentes.

La revocación dará lugar a la sustitución de la medida por otra más grave, incluso la detención 
preventiva cuando sea procedente.

La audiencia de revocatoria será señalada dentro de las veinticuatro (24) horas de presentada la 
solicitud.
(Modifi cado por disposición del Artículo 11 de la Ley 1173 de 3 de mayo de 2019.
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Artículo 248°.- (Ejecución de las fi anzas). En el caso de rebeldía o cuando el imputado se sustraiga 
a la ejecución de la pena, se notifi cará al fi ador advirtiéndole que si el imputado no comparece 
dentro de los diez días siguientes a la notifi cación, la fi anza se ejecutará al vencimiento de este 
plazo.

Vencido el plazo, el juez o tribunal dispondrá la venta, por subasta pública, de los bienes que 
integran la fi anza.

Las sumas líquidas se depositarán en una cuenta bancaria que genere intereses a la orden del juez 
o tribunal que ejecutó la fi anza a los efectos de la responsabilidad civil que se declare en el proceso 
penal. Si dentro de los tres meses de ejecutoriada la sentencia condenatoria o la que imponga una 
medida de seguridad, no se demanda ante el juez de sentencia penal la responsabilidad civil, estas 
sumas se transferirán al Fondo de Indemnizaciones.

Artículo 249°.- (Cancelación). La fi anza será cancelada y devueltos los bienes afectados a la 
garantía, más los intereses generados en la cuenta bancaria, siempre que no haya sido ejecutada 
con anterioridad, cuando:

1. Se revoque la decisión de constituir fi anza; 

2. Se absuelva o se sobresea al imputado o se archiven las actuaciones, por resolución 
fi rme; y, 

3. Se someta a la ejecución de la pena o ella no deba ejecutarse.

4. 

CAPÍTULO II

EXAMEN DE LAS MEDIDAS CAUTELARES

 DE CARÁCTER PERSONAL
Artículo 250º.- (Carácter de las decisiones). El auto que imponga una medida cautelar o la 
rechace es revocable o modifi cable, aun de ofi cio.

Artículo 251. (Apelación). La resolución que disponga, modifi que o rechace las medidas cautelares, 
será apelable, en el efecto no suspensivo, en el término de setenta y dos (72) horas.

Interpuesto el recurso, las actuaciones pertinentes serán remitidas ante el Tribunal Departamental 
de Justicia, en el término de veinticuatro (24) horas, bajo responsabilidad.

El Vocal de turno de la Sala Penal a la cual se sortee la causa, resolverá, bajo responsabilidad y sin 
más trámite, en audiencia, dentro de los tres (3) días siguientes de recibidas las actuaciones, sin 
recurso ulterior.
(Modifi cado por disposición del Artículo 11 de la Ley 1173 de 3 de mayo de 2019.
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TÍTULO III

MEDIDAS CAUTELARES DE CARÁCTER REAL

CAPÍTULO I

MEDIDAS CAUTELARES DE CARÁCTER REAL
Artículo 252. (Medidas Cautelares Reales). Sin perjuicio de la hipoteca legal establecida por el 
Artículo 90 del Código Penal, las medidas cautelares de carácter real serán dispuestas por el juez 
del proceso a petición de parte, para garantizar la reparación del daño y los perjuicios, así como el 
pago de costas o multas, a cuyo efecto se podrá solicitar el embargo de la fi anza siempre que se 
trate de bienes propios del imputado.

El trámite se regirá por el Código de Procedimiento Civil, sin exigir contracautela a la víctima en 
ningún caso.

La anotación preventiva de los bienes propios del imputado puede ser dispuesta directamente por 
el fi scal desde el primer momento de la investigación, a través de resolución fundamentada, la que 
deberá ser informada al juez que ejerce control jurisdiccional en el plazo de veinticuatro (24) horas 
de haber sido efectivizada, debiendo el juez ratifi car, modifi car o revocar la medida en el plazo de 
tres (3) días de comunicada la misma.

En las investigaciones por delitos de sustancias controladas, legitimación de ganancias ilícitas; el 
Fiscal dispondrá la anotación preventiva de todos los bienes vinculados a la investigación mediante 
resolución fundamentada, la cual se pondrá en conocimiento de la Jueza o Juez de control 
jurisdiccional para que en el plazo de cuarenta y ocho (48) horas lo ratifi que, modifi que o revoque.
Por disposición del parágrafo III de la disposición adicional primera de la Ley N° 913 de 16 de 
marzo de 2017, Ley de Lucha Contra el Tráfi co Ilícito de Sustancias Controladas, se incorpora 
el párrafo cuarto al Artículo 262 por la disposición del párrafo III.

CAPÍTULO II

MEDIDAS CAUTELARES SOBRE BIENES SUJETOS

A CONFISCACIÓN O DECOMISO

SECCIÓN I

PROCEDIMIENTO DE INCAUTACIÓN
Artículo 253. (Solicitud de Incautación). La incautación se aplicará sobre el patrimonio, los medios 
e instrumentos para la comisión o fi nanciamiento del delito, que pertenecieren a los imputados o 
posibles instigadores y cómplices de las conductas califi cadas por el fi scal.

En conocimiento del hecho por cualesquiera de las formas de inicio de la investigación penal, el 
fi scal dentro del plazo de las diligencias preliminares por la supuesta comisión del delito o ante 
la flagrancia prevista en el Artículo 230 de la Ley Nº 1970, requerirá ante el juez de instrucción, la 
incautación del patrimonio, medios e instrumentos que pertenecieran a los imputados, posibles 
instigadores y cómplices de las conductas califi cadas como delito.
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El fi scal deberá requerir ante el juez de instrucción, la retención de fondos en cuentas bancarias 
y/o entidades fi nancieras nacionales y extranjeras que pertenezcan a los imputados, posibles 
instigadores y cómplices, así como solicitar un informe de rendimiento bancario fi nanciero que 
estos hayan realizado en los últimos doce meses.

Los bienes muebles e inmuebles quedarán bajo custodia de la Dirección de Registro, Control y 
Administración de Bienes incautados – DIRCABI.

En caso de flagrancia, de encontrarse sustancias controladas en avionetas, lanchas o vehículos 
automotores se procederá a la confi scación a favor del Estado, a nombre del Consejo Nacional 
de Lucha Contra el Tráfi co Ilícito de Drogas – CONALTID y su entrega inmediata a la Dirección de 
Administración de Bienes – DIRCABI, para su administración. Igual consecuencia corresponderá en 
el caso de vehículos automotores de transporte público terrestre de pasajeros que inequívocamente 
hubiesen sido acondicionados, preparados o modifi cados para el tráfi co ilícito de sustancias 
controladas.
Por determinación del parágrafo II de la disposición adicional quinta de la Ley N° 913 de 16 de 
marzo de 2017, Ley de Lucha contra el Tráfi co Ilícito de Sustancias Controladas, se modifi ca el 
párrafo quinto del Artículo 253. 

Artículo 253 Bis. (Tramite de Incautación en Delitos de Corrupción). En el caso de delitos 
de corrupción que causen grave daño al Estado, desde el inicio de las investigaciones, previo 
requerimiento fi scal a la autoridad jurisdiccional competente y en un plazo perentorio de cinco 
días, se procederá a la incautación de los bienes y activos que razonablemente se presuman 
medio, instrumento o resultado del delito, con inventario completo en presencia de un Notario de 
Fe Pública, designando al depositario de acuerdo a Ley, y concluidos los trámites de la causa el 
órgano jurisdiccional dispondrá, en sentencia, la confi scación de tales bienes y activos a favor del 
Estado si corresponde.
(Artículo incorporado por disposición del art. 36 de la  Ley Nº 004 de 31 de marzo de 2010 
de Lucha contra la Corrupción Enriquecimiento Ilícito e Investigación de Fortunas “Marcelo 
Quiroga Santa Cruz”) 

Artículo 254º.- (Resolución de incautación). 

El Juez de la instrucción, si existen indicios sufi cientes acerca de la condición de bienes sujetos a 
incautación o confi scación, mediante resolución fundamentada, en el plazo de 48 horas de recibida 
la solicitud de incautación, mediante resolución fundamentada, dispondrá:

1. Su incautación e inventario en el que conste su naturaleza y estado de conservación;

2. La anotación preventiva de la resolución de incautación tratándose de bienes sujetos 
a registro; y

3. Su entrega a la Dirección de Registro, Control y Administración de Bienes Incautados. 
Tratándose de armas de fuego, sus piezas, componentes, municiones, explosivos y 
otros materiales relacionados, serán entregados al Ministerio de Defensa.

4. Los bienes y objetos de uso personal considerados suntuosos o de lujo, serán objeto 
de incautación. 

No serán objeto de incautación los bienes muebles que fueran de uso indispensable en la casa 
habitación del imputado ni los objetos de uso personal del imputado y su familia.
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La anotación de la incautación en los registros públicos estará exenta del pago de valores judiciales 
y administrativos.
Por determinación del parágrafo III de la disposición adicional quinta de la Ley N° 913 de 16 de 
marzo de 2017, Ley de Lucha contra el Tráfi co Ilícito de Sustancias Controladas, se modifi ca el 
Artículo presente (254), por el siguiente texto: 

Artículo 255º.- (Incidente sobre la calidad de los bienes).

I. Durante el proceso, hasta antes de dictarse sentencia, los propietarios de bienes incautados 
podrán promover incidente ante el juez de la instrucción que ordenó la incautación, en el 
que se debatirá:

1. Si el bien incautado está sujeto a decomiso o confi scación de acuerdo a Ley; 

2. Si el bien incautado ha sido adquirido en fecha anterior a la resolución de incautación 
y con desconocimiento del origen ilícito del mismo o de su utilización como objeto del 
delito. En todo caso deberá justifi car su origen 

 El imputado únicamente podrá fundar su incidente en la causal establecida en el numeral 
uno de este parágrafo.

II. El juez de la instrucción, mediante resolución fundamentada: 

1. Ratifi cará la incautación del bien objeto del incidente; o, 

2. Revocará la incautación, disponiendo, en su caso, la cancelación de la anotación 
preventiva y ordenará a la Dirección de Registro, Control y Administración de Bienes 
Incautados la devolución de los bienes o del dinero proveniente de su venta, con más 
los intereses devengados a la fecha. 

 Esta resolución será recurrible mediante apelación incidental, sin recurso ulterior.

Artículo 256º.- (Incidente sobre acreencias). El juez de la instrucción, en caso de existir 
gravámenes sobre los bienes incautados, legalmente registrados con anterioridad a la resolución 
de incautación, notifi cará a los acreedores para que dentro de los cinco días siguientes a su 
notifi cación, promuevan incidente solicitando autorización para proceder a la ejecución del bien 
en la vía que corresponda. Concluida la sustanciación del incidente el juez de la instrucción se 
pronunciará sobre la procedencia o improcedencia de la autorización solicitada, resolución que 
será recurrible mediante apelación incidental, sin recurso ulterior.

Concluida la vía ejecutiva, si existe remanente, el juez o tribunal competente ordenará su depósito 
a nombre de la Dirección de Registro, Control y Administración de Bienes Incautados.

SECCION II

RÉGIMEN DE ADMINISTRACIÓN
Artículo 257.- (Dependencia y Atribuciones de la Dirección de Registro, Control y Administración 
de Bienes Incautados). La Dirección de Registro, Control y Administración de Bienes Incautados, 
dependiente del Ministerio de Gobierno, tendrá las siguientes atribuciones:
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1. Derogado por la ley N° 913 de 16 de marzo de 2017.

2. El registro e inventario de los bienes incautados, el que especifi cará su naturaleza y 
estado de conservación; 

3. Derogado por la ley N° 913 de 16 de marzo de 2017. 

4. La suscripción de los correspondientes contratos de administración; 

5. La fi scalización y supervisión de las empresas administradoras durante la ejecución 
del contrato; y, 

6. Las establecidas en los reglamentos correspondientes. 
Por determinación derogatoria segunda de las disposiciones abrogatorias y derogatorias de la 
Ley Nº 1173 se deroga los numerales 1 y 3 del presente Artículo. 

Artículo 258º.- (Régimen de Administración de Bienes Incautados). La administración de los 
bienes incautados se sujetará al siguiente régimen:

1. Depósito a nombre de la Dirección de Registro, Control y Administración de Bienes 
Incautados de las joyas, títulos, valores y dinero incautado o percibido por la venta 
de los bienes incautados, en un banco o entidad fi nanciera del sistema nacional, 
asegurando el mantenimiento de valor e intereses; 

2. La entrega en calidad de depósito a titulares de derechos de uso y goce sobre los bienes 
que acrediten de manera fehaciente la constitución de sus derechos con anterioridad 
a la resolución de incautación. Extinguidos estos derechos, sus titulares entregarán de 
manera inmediata, bajo responsabilidad penal, los bienes a la Dirección de Registro, 
Control y Administración de Bienes Incautados. 

3. Designación como depositarios de un solo inmueble incautado a familiares del 
imputado que habitaban en el mismo con anterioridad a la resolución de incautación. 

4. Venta directa o en pública subasta de los bienes muebles consumibles o perecibles, 
sin necesidad del consentimiento del propietario; 

5. Venta en pública subasta de semovientes y bienes muebles susceptibles de disminución 
de su valor por desactualización tecnológica, sin necesidad del consentimiento del 
propietario; 

6. Venta de los demás bienes en pública subasta, previo consentimiento expreso y escrito 
de su propietario, conforme a ley; 

7. Medidas convenientes para el cuidado y conservación de los bienes que no fueron 
objeto de venta

Los frutos provenientes de la administración de los bienes incautados serán imputados a los gastos 
de administración y conservación, a tal efecto, el Director de Control, Registro y Administración de 
Bienes Incautados, autorizará expresamente la liquidación de gastos correspondientes, obligándose 
quienes estuvieran a cargo de la administración directa de estos bienes, a realizar los descargos de 
ley de conformidad a las normas de control fi scal respectivo.
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Artículo 259º.- (Forma de administración). La Dirección de Registro, Control y Administración de 
Bienes Incautados, mediante resolución fundamentada, dispondrá:

1. La ejecución de las medidas de administración señaladas en los numerales 1) al 3) del 
Artículo anterior 

2. La ejecución de las medidas de administración señaladas en los numerales 4) al 7) 
del Artículo anterior, mediante la contratación de empresas privadas seleccionadas 
de conformidad a lo establecido en la sección III de este capítulo, salvo que decida 
ejecutarlas de manera directa por razones de imposibilidad o inconveniencia económica 
de esta contratación. 

Artículo 260º.- (Administración y destino de bienes confi scados y decomisados).

(Derogado por la ley N° 913, de 16 de marzo de 2017) 

Artículo 261º.- (Bienes vacantes). 

(Derogado por la ley N° 913, de 16 de marzo de 2017)

SECCIÓN III

EMPRESA ADMINISTRADORA
Artículo 262º.- (Registro de Empresas Administradoras).

(Derogado por la ley N° 913, de 16 de marzo de 2017)

Artículo 263º.- (Selección de la Empresa Administradora). 

(Derogado por la ley N° 913, de 16 de marzo de 2017)

LIBRO SEXTO

EFECTOS ECONÓMICOS DEL PROCESO

TÍTULO I

COSTAS E INDEMNIZACIONES

CAPÍTULO I

COSTAS
Artículo 264º.- (Contenido). Las costas del proceso comprenden:

1. Los gastos originados durante la tramitación del proceso tales como el importe del 
papel sellado, timbres y otros que corresponda por la actuación judicial; 

2. Los honorarios de los abogados, peritos, consultores técnicos, traductores e intérpretes; y, 

3. La remuneración de los jueces ciudadanos, la que será imputada a favor del Estado.
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Artículo 265º.- (Imposición). Toda decisión que ponga fi n a la persecución penal o que resuelva 
algún incidente, aun durante la ejecución de la pena, determinará quién debe soportar las costas 
del proceso.

Artículo 266º.- (Costas al imputado y al Estado). Las costas serán impuestas al imputado cuando 
sea condenado y al Estado siempre que la absolución se base en la inocencia del imputado o se 
dicte sobreseimiento porque el hecho no existió, no constituye delito o el imputado no participó 
en él, salvo que el proceso se haya abierto exclusivamente sobre la base de la acusación del 
querellante.

Artículo 267º.- (Denuncia falsa o temeraria). Cuando el denunciante haya provocado el proceso 
por medio de una denuncia falsa o temeraria, el juez o tribunal le impondrá el pago de las costas.

Artículo 268º.- (Incidentes). Las costas serán impuestas al incidentista cuando la decisión le sea 
desfavorable; caso contrario, las cubrirán quienes se hayan opuesto a su pretensión, en la medida 
que fi je el juez.

Artículo 269º.- (Recursos). Si el recurso interpuesto no prospera o es desistido, las costas 
recaerán sobre quien lo haya interpuesto. Si el recurso prospera las costas serán cubiertas por 
quienes se hayan opuesto al él o por el Estado, según los casos.

Artículo 270º.- (Acción Privada). Salvo acuerdo de partes, en el procedimiento por delito de 
acción privada, en caso de absolución, desestimación, desistimiento o abandono, las costas serán 
soportadas por el querellante; en caso de condena y retractación, por el imputado.

Artículo 271º.- (Resolución). El juez o tribunal decidirá motivadamente sobre la imposición de 
costas.

Cuando corresponda dividir las costas entre varios, fi jará con precisión el porcentaje que debe 
soportar cada uno de los responsables, con relación a los porcentajes de los gastos que cada uno 
de ellos haya causado.

Artículo 272º.- (Liquidación y ejecución). El juez o tribunal ordenará la elaboración de la planilla 
de costas en el plazo de veinticuatro horas de ejecutoriada la resolución.

Las observaciones a la planilla se tramitarán por vía incidental. La resolución del juez o tribunal 
tendrá fuerza ejecutiva y se hará efectiva en el mismo proceso, sin recurso ulterior, en el término 
de tres días.

Artículo 273º.- (Benefi cio de gratuidad). El que pretenda el benefi cio de gratuidad deberá 
solicitarlo al juez o tribunal del proceso, quien aplicará las normas previstas en el Código de 
Procedimiento Civil.

CAPÍTULO II

INDEMNIZACIÓN AL IMPUTADO
Artículo 274º.- (Revisión). Cuando a causa de la revisión de sentencia, por error judicial, el 
condenado sea absuelto o se le imponga una pena menor, éste o sus herederos serán indemnizados 
en razón del tiempo de privación de libertad o de inhabilitación efectivamente cumplidas y se 
procederá a la devolución de la multa indebidamente pagada.
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El precepto regirá también para el caso en que la revisión tenga por objeto una medida de seguridad.

Artículo 275º.- (Determinación). El injustamente condenado podrá optar por reclamar la 
indemnización en el mismo proceso o en otro que corresponda.

En el primer caso, el juez o tribunal del proceso determinará la indemnización en base al siguiente 
parámetro: un día de pena privativa de libertad, de cumplimiento de medida de seguridad que 
importe privación de libertad o de inhabilitación que importe suspensión del ejercicio profesional, 
equivale a un día de haber del sueldo o ingreso percibido por el damnifi cado.

En el caso que no sea posible establecer ese monto, se tomará en cuenta el haber equivalente a un 
día del salario mínimo vital.

Artículo 276º.- (Fondo de Indemnizaciones). El Consejo de la Judicatura administrará un fondo 
permanente para atender el pago de indemnizaciones a las víctimas de error judicial conforme a lo 
previsto en este Código.

Los recursos de este Fondo estarán constituidos por:

1) Fondos ordinarios que asigne el Estado; 

2) Multas impuestas y fi anzas ejecutadas; 

3) Costas en favor del Estado; 

4) Indemnizaciones resultantes de delitos que afecten intereses colectivos o difusos; y, 

5) Donaciones y legados al Estado que se hagan a favor del Fondo. 

La administración de estos recursos será reglamentada por el Consejo de la Judicatura.

SEGUNDA  PARTE

PROCEDIMIENTOS

LIBRO PRIMERO

PROCEDIMIENTO COMÚN

TÍTULO I

ETAPA PREPARATORIA DEL JUICIO

CAPÍTULO I

NORMAS GENERALES
Artículo 277º.- (Finalidad). La etapa preparatoria tendrá por fi nalidad la preparación del juicio oral 
y público, mediante la recolección de todos los elementos que permitan fundar la acusación del 
fi scal o del querellante y la defensa del imputado.

La Fiscalía tendrá a su cargo la investigación de todos los delitos de acción pública y actuará con 
el auxilio de la Policía Nacional y del Instituto de Investigaciones Forenses.
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Artículo 278º.- (Persecución penal pública e investigación fi scal). Cuando el fi scal tenga 
conocimiento de la comisión de un delito, promoverá y dirigirá su investigación.

Cuando la ley condicione la persecución penal a una instancia particular o a cualquier forma de 
antejuicio, el fi scal la ejercerá una vez que se produzca la instancia o la autorización por los medios 
que la ley disponga, sin perjuicio de realizar actos imprescindibles para conservar elementos de 
prueba.

El fi scal se abstendrá de acusar cuando no encuentre fundamento para ello.

Artículo 279º.- (Control jurisdiccional). La Fiscalía y la Policía Nacional actuarán siempre bajo 
control jurisdiccional.

Los fi scales no podrán realizar actos jurisdiccionales ni los jueces actos de investigación que 
comprometan su imparcialidad.

Artículo 280º.- (Documentos de la investigación). Durante la etapa preparatoria no se formará un 
expediente judicial.

Las actuaciones del fi scal y los documentos obtenidos se acumularán en un cuaderno de 
investigación, siguiendo criterios de orden y utilidad solamente.

Las actuaciones registradas en el cuaderno no tendrán valor probatorio por sí mismas para fundar 
la condena del acusado, con excepción de los elementos de prueba que este Código autoriza 
introducir al juicio por su lectura.

Se tomará razón de las resoluciones judiciales en el libro correspondiente.

Artículo 281º.- (Reserva de las actuaciones). Cuando sea imprescindible para la efi cacia de la 
investigación, el juez a solicitud del fi scal podrá decretar la reserva de las actuaciones, incluso para 
las partes, por una sola vez y por un plazo no mayor a diez días.

Cuando se trate de delitos vinculados a organizaciones criminales, esta reserva podrá autorizarse 
hasta por dos veces por el mismo plazo.

Artículo 282. (Agente Encubierto). En la investigación de delitos vinculados al tráfi co ilícito de 
sustancias controladas, trata y tráfi co de personas, en caso de ausencia o insufi ciencia de medios 
de prueba, el Ministerio Público podrá solicitar fundadamente, bajo su responsabilidad, al Juez 
o la Jueza de Instrucción en lo Penal, la autorización de intervención de agentes encubiertos, de 
miembros de la Policía Boliviana especializados, sin antecedentes penales o disciplinarios que 
presten su consentimiento al efecto.

La resolución de la autoridad jurisdiccional que autorice la intervención de la o el agente encubierto, 
consignará la identidad supuesta del mismo, que será mantenida en reserva y se conservará fuera 
de las actuaciones con la debida seguridad, en sobre cerrado y lacrado, que contendrá además la 
identidad verdadera de la o el agente.

La o el agente encubierto mantendrá informado a la o el Fiscal que tiene a su cargo la dirección 
funcional de la investigación sobre las actividades realizadas y a realizarse en el curso de la misma 
y sobre la información que vaya obteniéndose.

Las declaraciones testimoniales de la o el agente encubierto, no serán sufi cientes para fundar una 
condena si no cuenta con prueba adicional incorporada válidamente al proceso.
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La o el agente encubierto no estará exenta o exento de la responsabilidad que corresponda, si en 
el curso de la investigación realiza actos distintos a los específi camente encomendados, o con 
evidente exceso o desproporcionalidad, con relación a las necesidades o fi nalidades de la misma.
(Modifi cado por disposición de la Ley 263 de 31 de julio de 2012)

Artículo 283º (Entrega vigilada). Se entenderá por entrega vigilada la técnica consistente en 
permitir que remesas de sustancias controladas circulen por territorio nacional o entren o salgan 
fuera de él sin interferencia de la autoridad competente y bajo su vigilancia, con el fi n de descubrir 
o identifi car a las personas involucradas en la comisión del delito, aportar pruebas al proceso y, en 
su caso, prestar auxilio a autoridades extranjeras para estos mismos fi nes.

En la investigación de delitos vinculados al tráfi co ilícito de sustancias controladas, en caso de 
ausencia o insufi ciencia de medios de prueba, el fi scal podrá solicitar fundadamente, bajo su 
responsabilidad, al juez de la instrucción, autorización para que miembros de la Policía Nacional 
altamente califi cados, sin antecedentes penales o disciplinarios, que presten su consentimiento al 
efecto, participen en entregas vigiladas, sobre las que se pueda realizar una vigilancia y seguimiento 
efectivos.

La resolución del juez de la instrucción que autorice la entrega vigilada será mantenida en reserva y 
se conservará fuera de las actuaciones con la debida seguridad, en sobre cerrado y lacrado.

Los agentes policiales que intervengan mantendrán informado al fi scal encargado de la investigación 
sobre las actividades realizadas y por realizarse en el curso de la misma y sobre la información que 
vaya obteniendo.

CAPÍTULO II

ACTOS INICIALES

SECCIÓN I

DENUNCIA
Artículo 284º.- (Denuncia). Toda persona que tenga conocimiento de la comisión de un delito de 
acción pública, podrá denunciarlo ante la Fiscalía o la Policía Nacional.

En las localidades donde no exista Fiscalía o Policía, se la presentará ante el Sub Prefecto o 
Corregidor, los que deberán ponerla en conocimiento del fi scal más próximo, en el término de 
veinticuatro horas.

Artículo 285. (Forma y Contenido). La denuncia podrá presentarse en forma escrita o verbal. 
Cuando sea verbal será registrada en formulario único y ofi cial que contendrá la fi rma del denunciante 
y del funcionario interviniente. En toda denuncia, el funcionario que la reciba comprobará y dejará 
constancia de la identidad del denunciante y su domicilio real incluyendo el croquis.

Tratándose de denuncias verbales por delitos de violencia contra niñas, niños, adolescentes y 
mujeres, se recibirá la denuncia sin mayores exigencias formales.

Las personas protegidas por Ley podrán mantener en reserva aquella información, que podrá ser 
levantada a efectos de hacerse efectiva su responsabilidad por denuncia falsa o temeraria. En 
todos los casos se le entregará una copia de la denuncia.
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A momento de la recepción de la denuncia, el funcionario de la Policía Boliviana o del Ministerio 
Público deberá habilitar o en su caso registrar el buzón de notifi caciones de ciudadanía digital del 
denunciante, así como del abogado, si lo tuvieran.

La denuncia contendrá, en lo posible, la relación circunstanciada del hecho, en tiempo y lugar, con 
indicación de los autores y partícipes, víctimas, damnifi cados, testigos y demás elementos que 
puedan conducir a su comprobación y su tipifi cación.”
(Modifi cado por disposición del art. 12 de la Ley 1173 de 3 de mayo de 2019).

Artículo 286º.- (Obligación de denunciar). Tendrán obligación de denunciar los delitos de acción 
pública:

1) Los funcionarios y empleados públicos que conozcan el hecho en ejercicio de sus 
funciones; y, 

2) Los médicos, farmacéuticos, enfermeros y demás personas que ejerzan cualquier 
rama de las ciencias médicas, siempre que conozcan el hecho en el ejercicio de su 
profesión y ofi cio. 

La denuncia dejará de ser obligatoria si diera lugar a la persecución penal propia, del cónyuge, 
conviviente o pariente dentro del cuarto grado de consanguinidad o por adopción, o segundo de 
afi nidad, o cuando los hechos fueron conocidos bajo secreto profesional.

Artículo 287º.- (Participación y responsabilidad). El denunciante no será parte en el proceso y no 
incurrirá en responsabilidad alguna, salvo cuando las imputaciones sean falsas o la denuncia haya 
sido temeraria.

Cuando se califi que la denuncia como falsa o temeraria se le impondrá al denunciante el pago de 
las costas, sin perjuicio de la responsabilidad correspondiente.

Artículo 288º.- (Denuncia ante la policía). Cuando la denuncia sea presentada ante la policía, 
ésta informará dentro de las veinticuatro horas al fi scal, y comenzará la investigación preventiva 
conforme a lo dispuesto en la Sección III de este Capítulo.

Artículo 289º.- (Denuncia ante la Fiscalía). El Fiscal, al recibir una denuncia o información fehaciente 
sobre la comisión de un delito, dirigirá la investigación conforme a las normas de este Código, 
requiriendo el auxilio de la policía y del Instituto de Investigaciones Forenses. En todos los casos 
informará al juez de la instrucción el inicio de las investigaciones dentro de las veinticuatro horas.

SECCIÓN II

QUERELLA
Artículo 290. (Querella). La querella se presentará por escrito, ante el fi scal, y contendrá:

1.  El nombre y apellido del querellante;

2.  Su domicilio real adjuntando el formulario único del croquis;

3.  El buzón de notifi caciones de ciudadanía digital del abogado y del querellante si lo 
tuviera;
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4.  En el caso de las personas jurídicas, la razón social, el domicilio y el nombre de su 
representante legal;

5.  La relación circunstanciada del hecho, sus antecedentes o consecuencias conocidas 
y, si fuera posible, la indicación de los presuntos autores o partícipes, víctimas, 
damnifi cados y testigos;

6.  El detalle de los datos o elementos de prueba; y,

7.  La prueba documental o la indicación del lugar donde se encuentra.

A momento de la recepción de la querella, el Ministerio Público o la Ofi cina Gestora de Procesos 
cuando corresponda, habilitará, o en su caso registrará, el buzón de notifi caciones de ciudadanía 
digital del querellante; así como, del abogado.

El querellante tendrá plena intervención en el proceso con la sola presentación de la querella, la 
misma que será puesta en conocimiento del imputado.”
(Modifi cado por disposición del art. 12 de la Ley 1173 de 3 de mayo de 2019).

Artículo 291º.- (Objeción). El fi scal o el imputado podrán objetar la admisibilidad de la querella 
y la personería del querellante. La objeción se formulará ante el juez, en el plazo de tres días 
computables a partir de su notifi cación.

El juez convocará a las partes a una audiencia oral que deberá realizarse dentro de los tres días de 
presentada la objeción y la resolverá inmediatamente de fi nalizada la audiencia.

Cuando se funde en la omisión o defecto de los requisitos formales de admisibilidad, el juez 
ordenará su corrección en el plazo de tres días, caso contrario se la tendrá por no presentada.

El rechazo de la querella no impedirá continuar con la investigación, cuando se trate de delitos de 
acción pública.

Artículo 292º.- (Desistimiento y abandono). El querellante podrá desistir o abandonar su querella 
en cualquier momento del proceso, con costas a su cargo y sujeto a la decisión defi nitiva.

La querella se considerará abandonada cuando el querellante:

1) No concurra a prestar testimonio sin justa causa; 

2) No concurra a la audiencia conclusiva; 

3) No acuse o no ofrezca prueba para fundar su acusación; o 

4) No concurra al juicio o se ausente de él sin autorización del tribunal. 

Igualmente se considerará abandonada la querella cuando el representante o sucesor del querellante 
no concurra a proseguir el proceso, dentro de los sesenta días siguientes a su incapacidad o muerte.

El abandono será declarado por el juez o tribunal de ofi cio o a petición de parte.

El desistimiento y el abandono impedirán toda posterior persecución por parte del querellante, en 
virtud del mismo hecho que constituyó el objeto de su querella y en relación con los imputados que 
participaron en el proceso.
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SECCIÓN III

INTERVENCIÓN POLICIAL PREVENTIVA
Artículo 293º.- (Diligencias preliminares).- Los funcionarios y agentes de la policía que tengan 
noticia fehaciente de la comisión de un delito de acción pública informarán, dentro de las ocho horas 
de su primera intervención a la Fiscalía. Bajo la dirección del fi scal encargado de la investigación, 
practicarán las diligencias preliminares para reunir o asegurar los elementos de convicción y evitar 
la fuga u ocultamiento de los sospechosos.

El imputado y su defensor podrán intervenir en todas las diligencias practicadas por la policía y 
tendrán acceso a todas las investigaciones realizadas, salvo cuando se hallen bajo reserva, según 
lo establecido en este Código.

Artículo 294º.- (Atención Médica).- Los funcionarios policiales protegerán la salud e integridad 
física de las personas bajo su custodia y, en su caso, de la víctima.

Artículo 295º.- (Facultades).- Los miembros de la Policía Nacional, cuando cumplan funciones de 
policía judicial, en el marco de las disposiciones establecidas en este Código, tendrán las siguientes 
facultades:

1) Recibir las denuncias levantando acta de las verbales, así como las declaraciones de 
los denunciantes;

2) Recibir declaraciones de quienes hayan presenciado la comisión de los hechos o 
identifi carlos;

3) Practicar las diligencias orientadas a la individualización de los presuntos autores y 
partícipes del delito;

4) Recabar los datos que sirvan para la identifi cación del imputado; 

5) Aprehender a los presuntos autores y partícipes de delito; 

6) Practicar el registro de personas, objetos y lugares; 

7) Prestar el auxilio que requieran las víctimas y proteger a los testigos; 

8) Vigilar y proteger el lugar de los hechos a fi n de que no sean borrados los vestigios y 
huellas del delito;

9) Levantar planos, tomar fotografías y realizar grabaciones en vídeo; 

10) Recoger y conservar los objetos e instrumentos relacionados con el delito; 

11) Secuestrar, con autorización del fi scal, documentos, libros contables, fotografías y 
todo elemento material que pueda servir a la investigación; y, 

12) Custodiar, bajo inventario, los objetos secuestrados. 

Artículo 296º.- (Aprehensión).- En los casos que este Código autoriza aprehender a los imputados, 
los miembros de la policía deberán cumplir con los siguientes principios básicos de actuación:

1) Hacer uso de la fuerza sólo cuando sea estrictamente necesario; 
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2) No utilizar armas, excepto cuando :

a) Haya resistencia que ponga en peligro la vida o la integridad física de las personas; 
y, 

b) En caso de fuga resulten insufi cientes, medidas menos extremas para lograr la 
aprehensión del imputado, previa advertencia sobre su utilización.

3) No infligir, instigar o tolerar ningún acto de vejación, tortura u otros tratos o castigos 
crueles, inhumanos o degradantes, tanto en el momento de la aprehensión como 
durante el tiempo de la detención; 

4) No permitir que los detenidos sean presentados a ningún medio de comunicación 
social, sin su expreso consentimiento, el que se otorgará en presencia del defensor y 
se hará constar en las diligencias respectivas; 

5) Identifi carse, a través de su credencial en el momento de la aprehensión, como 
autoridad policial indicando su nombre y apellido y cerciorarse de la identidad de la 
persona o personas contra quienes proceda; 

6) Informar a la persona, en el momento de la aprehensión, el motivo de ésta, que tiene 
derecho a guardar silencio sin que ello le perjudique y a designar un abogado defensor; 

7) Comunicar la detención y el establecimiento donde será conducido, a los parientes u 
otras personas relacionadas con el imputado; y, 

8) Consignar en un registro inalterable el lugar, día y hora de detención.

La inobservancia de las normas contenidas en el presente Artículo, dará lugar a la responsabilidad 
administrativa y penal que corresponda.

SECCION IV

DIRECCIÓN FUNCIONAL DE LA

 ACTUACIÓN POLICIAL
Artículo 297º.- (Dirección Funcional).- La Fiscalía ejerce la dirección funcional de la actuación 
policial en la investigación del delito. Dirección que tiene los siguientes alcances:

1) El cumplimiento obligatorio por parte de los funcionarios policiales de todas las 
órdenes relativas a la investigación del delito emitidas por la Fiscalía o los jueces. 
La autoridad administrativa policial no podrá revocar o modifi car la orden emitida ni 
retardar su cumplimiento. 

2) A requerimiento del fi scal la asignación directa y obligatoria de funcionarios policiales 
para la investigación del hecho delictivo. Asignados los funcionarios, la autoridad 
administrativa policial no podrá apartarlos de la investigación ni encomendarles otras 
funciones que les impidan el ejercicio de su comisión especial, sin autorización del fi scal; 
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4) La separación de la investigación del funcionario policial asignado, con noticia a la 
autoridad policial, cuando no cumpla una orden judicial o fi scal, actúe negligentemente 
o no sea efi ciente en el desempeño de sus funciones; 

5) Cuando corresponda, el fi scal podrá solicitar a la autoridad policial competente, a 
través de la Fiscalía del Distrito, la aplicación de sanciones disciplinarias para los 
funcionarios policiales separados de la investigación.

Artículo 298º.- (Informe al fi scal).- La comunicación policial al fi scal sobre el inicio de una 
intervención preventiva o recepción de una denuncia contendrá los datos siguientes:

1) Lugar, fecha y hora del hecho, y de la aprehensión; 

2) La identifi cación del denunciante y su domicilio; 

3) El nombre y domicilio de la víctima; 

4) La identifi cación o descripción del imputado, su domicilio y el nombre del defensor si 
ya lo ha nombrado o propuesto; 

5) El objeto de la investigación o la denuncia, los nombres de los testigos y cualquier otro 
dato que pueda facilitar la investigación posterior; 

6) El número de orden en el libro de registro policial; y, 

7) La identifi cación del funcionario policial a cargo de la investigación y la dependencia a 
la que pertenece. 

Recibido el informe, el fi scal impartirá instrucciones a los preventores e informará al juez de la 
instrucción sobre el inicio de la investigación, dentro de las veinticuatro horas siguientes.

Artículo 299º.- (Control).- Una vez que el fi scal se haya constituido en las dependencias policiales 
controlará:

1) Las condiciones físicas del imputado y el respecto estricto de todos sus derechos 

2) El cumplimiento de las obligaciones relacionadas con los derechos de la víctima; 

3) Que se haya registrado el lugar, fecha y hora de la aprehensión; y 

4) La veracidad del inventario de bienes secuestrados o entregados, indicando el lugar de 
depósito de los objetos y su forma de conservación.

Se constata alguna anormalidad levantará el acta correspondiente a los efectos señalados en los 
numerales 3) y 4) del Artículo 297 de este Código.

Artículo 300. -(Término de la Investigación Preliminar). 

I.  Las investigaciones preliminares efectuadas por la Policía Boliviana, deberán concluir en el 
plazo máximo de veinte (20) días, a partir del informe de inicio de la investigación al Juez de 
Instrucción en lo Penal. Dentro de las veinticuatro (24) horas siguientes, la Policía remitirá 
a la Fiscalía los antecedentes y objetos secuestrados, salvo que la o el Fiscal disponga en 
cualquier momento su remisión. 
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II.  La o el Juez de Instrucción en lo Penal, cumplido el plazo establecido en el Parágrafo 
precedente, en orden cronológico conminará a la o el Fiscal del caso a través de la o el 
Fiscal Departamental, para que en el plazo de cinco (5) días emita resolución conclusiva 
de la investigación preliminar, conforme al Artículo 301 del presente Código, bajo 
responsabilidad”.

(Modifi cado por la ley Nº 586 de 30 de octubre de 2014)

CAPÍTULO II

DESARROLLO DE LA ETAPA PREPARATORIA
Artículo 301. (Estudio de las Actuaciones Policiales). 

I. Recibidas las actuaciones policiales, el fi scal analizará su contenido para:

1) Imputar formalmente el hecho atribuido califi cándolo provisionalmente, si se 
encuentran reunidos los requisitos legales;

2) Ordenar de manera fundamentada la complementación de las diligencias policiales, 
fi jando plazo al efecto no mayor a sesenta (60) días, en investigaciones complejas 
o hechos que se encuentran vinculados a delitos cometidos por organizaciones 
criminales o existan pericias pendientes, la prórroga del plazo no excederá a ochenta 
(80) días; y en casos donde exista cooperación internacional o investigación fi nanciera, 
a ciento veinte (120) días; siendo obligatoria la comunicación de la prórroga a la o el 
Juez de Instrucción, quien, una vez vencido el término, conminará a la o el Fiscal del 
caso a través de la o el Fiscal Departamental, para que en el plazo de cinco (5) días 
emita resolución conclusiva de la investigación preliminar;

3) Disponer el rechazo de la denuncia, la querella o las actuaciones policiales y en 
consecuencia su archivo; y,

4) Solicitar a la o el Juez de Instrucción, la suspensión condicional del proceso, la aplicación de 
un criterio de oportunidad, la sustanciación del procedimiento abreviado o la conciliación.

II.  El plazo establecido en el Artículo 134 del presente Código, comenzará a correr desde la 
última notifi cación de la o el Juez con la imputación al o los imputados

(Modifi cado por la ley Nº 586 de 30 de octubre de 2014)

Artículo 302. (Imputación Formal). Cuando el fi scal objetivamente identifi que la existencia del 
hecho y la participación del imputado, formalizará la imputación mediante resolución fundamentada, 
que deberá contener:

1)  Los datos de identifi cación del imputado y de la víctima, o su individualización más 
precisa;

2)  El buzón de notifi caciones de ciudadanía digital del imputado, de la víctima y en su 
caso del querellante;

3) El nombre y buzón de notifi caciones de ciudadanía digital de los abogados de las 
partes;
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4)  La descripción del hecho o los hechos que se imputan, con indicación de tiempo, 
modo y lugar de comisión y su califi cación provisional; la descripción de los hechos 
deberá estar exenta de adjetivaciones y no puede ser sustituida por la relación de los 
actos de investigación, ni por categorías jurídicas o abstractas; y,

5)  La solicitud de medidas cautelares, si procede; tratándose de detención preventiva, 
además la indicación del plazo de su duración.

En caso de multiplicidad de imputados, la imputación formal deberá establecer de manera individual 
y objetiva, con la mayor claridad posible, el o los hechos atribuibles a cada uno de ellos, su grado 
de participación y los elementos de prueba que sustentan la atribución de cada uno de los hechos.
(Modifi cado por disposición del Artículo 12 de la Ley 1173 de 3 de mayo de 2019).

Artículo 303º.- (Detención en sede policial). Si el imputado se encuentra detenido y el fi scal 
considera que debe continuar privado de libertad, formalizará la imputación requiriendo al juez de la 
instrucción la detención preventiva, dentro de las veinticuatro horas desde que tomó conocimiento 
de la aprehensión.

Si el fi scal no requiere en dicho plazo, el juez de la instrucción dispondrá, de ofi cio o a petición 
de parte, la inmediata libertad del detenido, salvo que el querellante haya solicitado la detención 
preventiva y el juez la considere procedente.

Artículo 304º.- (Rechazo). El fi scal, mediante resolución fundamentada, podrá rechazar la 
denuncia, la querella o las actuaciones policiales, cuando:

1) Resulte que el hecho no existió, que no está tipifi cado como delito o que el imputado 
no ha participado en él; 

2) No se haya podido individualizar al imputado; 

3) La investigación no haya aportado elementos sufi cientes para fundar la acusación; y, 

4) Exista algún obstáculo legal para el desarrollo del proceso.

En los casos previstos en los numerales 2), 3) y 4), la resolución no podrá ser modifi cada mientras no 
varíen las circunstancias que la fundamentan o se mantenga el obstáculo que impide el desarrollo 
del proceso.

Artículo 305. (Objeción de Rechazo). El Ministerio Público notifi cará la resolución a las partes y a 
los abogados dentro del plazo de veinticuatro (24) horas, a través de los buzones de notifi caciones 
de ciudadanía digital.

Las partes podrán objetar la resolución de rechazo dentro del plazo de cinco (5) días siguientes a 
su notifi cación ante el fi scal que la dictó.

Recibida la objeción remitirá los antecedentes al fi scal departamental y al control jurisdiccional 
dentro del plazo de veinticuatro (24) horas, bajo responsabilidad.

El fi scal departamental, dentro de los diez (10) días siguientes, determinará la revocatoria o 
ratifi cación del rechazo. Si dispone la revocatoria ordenará la continuación de la investigación y 
en caso de ratifi cación, el archivo de obrados. En ambos casos la decisión deberá ser notifi cada al 
control jurisdiccional en el plazo de veinticuatro (24) horas, bajo responsabilidad.
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Cumplido el plazo sin que se hubiera presentado la objeción, el fi scal comunicará al control jurisdiccional 
dentro del plazo de veinticuatro (24) horas la resolución de rechazo y que la misma no fue objetada.

La resolución de rechazo no impedirá la conversión de acciones a pedido de la víctima o del querellante.
(Modifi cado por disposición del Artículo 12 de la Ley 1173 de 3 de mayo de 2019).

Artículo 306º.- (Proposición de diligencias). Las partes podrán proponer actos o diligencias 
en cualquier momento de la etapa preparatoria. El fi scal podrá aceptarlos si los considera lícitos, 
pertinentes y útiles. La negativa deberá ser fundamentada.

Cuando el fi scal rechace la proposición de diligencias que se estiman esenciales, las partes podrán 
objetar el rechazo ante el superior jerárquico, quien resolverá lo que corresponda en el plazo 
máximo de setenta y dos horas.

Artículo 307º.- (Anticipo de prueba). Cuando sea necesario practicar un reconocimiento, registro, 
reconstrucción o pericia, que por su naturaleza o características se consideren como actos 
defi nitivos e irreproducibles, o cuando deba recibirse una declaración que, por algún obstáculo, se 
presuma que no podrá producirse durante el juicio, el fi scal o cualquiera de las partes podrán pedir 
al juez que realice estos actos.

El juez practicará el acto, si lo considera admisible, citando a todas las partes, las que tendrán 
derecho a participar con las facultades y obligaciones previstas en este Código.

Si el juez rechaza el pedido, se podrá acudir directamente al tribunal de apelación, quien deberá 
resolver dentro de las veinticuatro horas de recibida la solicitud, ordenando la realización del acto, 
si lo considera admisible, sin recurso ulterior.

CAPÍTULO IV

EXCEPCIONES E INCIDENTES
Artículo 308º.- (Excepciones). Las partes podrán oponerse a la acción penal, mediante las 
siguientes excepciones de previo y especial pronunciamiento:

1) Prejudicialidad; 

2) Incompetencia 

3) Falta de acción, porque no fue legalmente promovida o porque existe un impedimento 
legalmente para proseguirla; 

4) Extinción de la acción penal según lo establecido en los Artículos 27 y 28 de este 
Código; 

5) Cosa juzgada; y, 

6) Derogado por Ley 1173 de 3 de mayo de 2019

Si concurren dos (2) o más excepciones deberán plantearse conjuntamente, de manera 
fundamentada por única vez, conforme lo establecido en el Artículo 314 del presente Código
(Modifi cado por la ley Nº 586 de 30 de octubre de 2014)
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Artículo 309º.- (Prejudicialidad). Esta excepción procederá únicamente cuando a través de la 
sustanciación de un procedimiento extrapenal se pueda determinar la existencia de los elementos 
constitutivos del tipo penal.

Si se acepta su procedencia, se suspenderá el proceso penal y, en su caso, se dispondrá la libertad 
del imputado, hasta que en el procedimiento extrapenal la sentencia adquiera la calidad de cosa 
juzgada, sin perjuicio de que se realicen actos indispensables para la conservación de pruebas. En 
caso contrario el proceso penal continuará su curso.

La sentencia ejecutoriada en la jurisdicción extrapenal, producirá el efecto de cosa juzgada en 
el proceso penal, debiendo el juez o tribunal reasumir el conocimiento de la causa y resolver la 
extinción de la acción penal o la continuación del proceso.

Artículo 310º.- (Incompetencia). Esta excepción podrá promoverse ante el juez o tribunal que se 
considere competente, o ante el juez o tribunal que se considere incompetente y que conoce el 
proceso. En el último caso deberá resolverse antes que cualquier otra excepción.

Se aplicarán las disposiciones procesales civiles relativas a la inhibitoria y declinatoria.

Artículo 311º.- (Conflicto de competencia). Si dos o más jueces o tribunales se declaran 
simultánea y contradictoriamente competentes o incompetentes, el conflicto será resuelto por la 
Corte Superior del distrito judicial del juez o tribunal que haya prevenido. El conflicto de competencia 
entre Cortes Superiores será resuelto por la Corte Suprema de Justicia.

Recibidas las actuaciones, el tribunal competente para dirimir el conflicto lo resolverá dentro de 
los tres días siguientes. Si se requiere la producción de prueba, se convocará a una audiencia oral 
dentro de los cinco días y el tribunal resolverá el conflicto en el mismo acto.

La resolución que dirima el conflicto de competencia no admite recurso ulterior.

Artículo 312º.- (Falta de acción). Cuando se declare probada la excepción de falta de acción, se 
archivarán las actuaciones hasta que se la promueva legalmente o desaparezca el impedimento 
legal.

Si el proceso penal depende de cualquier forma de antejuicio, el fi scal requerirá al juez de la 
instrucción que inste su trámite ante la autoridad que corresponda, sin perjuicio de que realice 
actos indispensables de investigación y de conservación de prueba.

Esta disposición regirá también cuando se requiera la conformidad de un gobierno extranjero y su 
trámite se instará por la vía diplomática.

La decisión sólo excluirá del proceso al imputado a quien benefi cie.

Artículo 313º.- (Otras excepciones).- Cuando se declare probada la excepción de litispendencia 
se remitirán las actuaciones al juez que haya prevenido el conocimiento de la causa.

En los demás casos se declarará extinguida la acción penal, disponiéndose el archivo de la causa.

Artículo 314. (Trámites).

I.  Durante la etapa preparatoria las excepciones e incidentes se tramitarán por la vía incidental 
por una sola vez, ofreciendo prueba idónea y pertinente.
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 Las excepciones podrán plantearse desde el inicio de la investigación penal hasta diez (10) 
días siguientes de la notifi cación judicial con la imputación formal.

 Los incidentes deberán plantearse dentro del plazo de diez (10) días de notifi cado o 
conocido el acto que vulnere un derecho o garantía jurisdiccional.

 El planteamiento de las excepciones e incidentes no implica la suspensión de los actos 
investigativos o procesales.

II.  La jueza o el juez de Instrucción en lo Penal dentro del plazo de veinticuatro (24) horas, 
señalará audiencia y notifi cará a las partes con la prueba idónea y pertinente. La audiencia 
se llevará a cabo dentro del plazo de tres (3) días, en la cual se considerará el planteamiento 
de las excepciones e incidentes y respuestas de las partes.

 Cuando la parte procesal que planteó las excepciones e incidentes no asista injustifi cadamente 
a la audiencia señalada, se rechazará su planteamiento y en su caso, se aplicará el principio de 
convalidación del acto u omisión cuestionada. Cuando la otra parte no asista a la audiencia, 
no será causal de suspensión, salvo impedimento físico acreditado mediante prueba idónea.

III. Excepcionalmente, durante la etapa preparatoria y juicio oral, el imputado podrá plantear la 
excepción por extinción de la acción penal, ofreciendo prueba idónea y pertinente, la cual será 
notifi cada a las partes conforme establece el numeral 4 del Artículo 308 del presente Código.

(Modifi cado por disposición del Artículo 12 de la Ley 1173 de 3 de mayo de 2019). 

Artículo 315. (Resolución).

I.  La jueza, el juez o tribunal en audiencia dictará resolución fundamentada declarando 
fundada o infundada las excepciones y/o incidentes, según corresponda.

II.  Cuando las excepciones y/o incidentes sean manifi estamente improcedentes, por carecer 
de fundamento y prueba, la jueza, el juez o tribunal, deberá rechazarlas in límine sin recurso 
ulterior en el plazo de veinticuatro (24) horas, sin necesidad de audiencia y sin mayor 
trámite.

III.  Cuando las excepciones y/o incidentes sean declarados manifi estamente dilatorios, 
maliciosos y/o temerarios, interrumpirán los plazos de la prescripción de la acción penal, 
de la duración de la etapa preparatoria y de duración máxima del proceso, computándose 
nuevamente los plazos. Consecuentemente la jueza, el juez o tribunal, previa advertencia 
en el uso del poder ordenador y disciplinario, impondrá a la o el abogado una sanción 
pecuniaria equivalente a dos (2) salarios mínimos nacionales, monto de dinero que será 
depositado en la cuenta del Órgano Judicial. En caso de continuar con la actitud dilatoria, la 
autoridad jurisdiccional apartará a la o el abogado de la actuación del proceso en particular, 
designando a un defensor público o de ofi cio.

IV.  El rechazo de las excepciones y de los incidentes impedirá que sean planteados nuevamente 
por los mismos motivos.

(Modifi cado por disposición delArtículo 12 de la Ley 1173 de 3 de mayo de 2019).
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CAPÍTULO V

DE LA EXCUSA Y RECUSACIÓN
Artículo 316º.- (Causales de excusa y recusación).- Son causales de excusa y recusación de los 
jueces:

1) Haber intervenido en el mismo proceso como juez, fi scal, abogado, mandatario, 
denunciante, querellante, perito o testigo; 

2) Haber manifestado extrajudicialmente su opinión sobre el proceso, que conste 
documentalmente; 

3) Ser cónyuge o conviviente, pariente dentro del cuarto grado de consanguinidad o 
segundo de afi nidad o por adopción, de algún interesado o de las partes; 

4) Ser tutor o curador o haber estado bajo tutela o curatela de alguno de los interesados 
o de las partes; 

5) Tener interés en el proceso, o sus parientes en los grados preindicados; 

6) Tener proceso pendiente, o sus parientes en los grados preindicados con alguno de los 
interesados o de las partes, iniciado con anterioridad al proceso penal; 

7) Ser socio, o sus parientes, en los grados preindicados de alguno de los interesados o 
de las partes, salvo que se trate de sociedades anónimas; 

8) Ser acreedor, deudor o fi ador, a sus padres o hijos u otra persona que viva a su cargo, 
de alguno de los interesados o de las partes, salvo que se trate de entidades bancarias 
y fi nancieras; Ser ascendiente o descendiente del juez o de algún miembro del tribunal 
que dictó la sentencia o auto apelado; 

9) Haber intervenido como denunciante o acusador de alguno de los interesados o de las 
partes, o haber sido denunciado o acusado por ellos, antes del inicio del proceso; 

10) Haber recibido él, su cónyuge o conviviente, padres o hijos u otras personas que viven 
a su cargo, benefi cios; y, 

11) Tener amistad íntima, que se exteriorice por frecuencia de trato, o enemistad manifi esta 
con alguno de los interesados o de las partes. En ningún caso procederá la separación 
por ataques u ofensas inferidas al juez después que haya comenzado a conocer el 
proceso.

Artículo 317º.- (Interesados).- A los fi nes del Artículo anterior, se consideran interesados 
a la víctima y al responsable civil, cuando no se hayan constituido en parte, lo mismo que sus 
representantes, abogados y mandatarios.

Artículo 318. (Trámite y Resolución de Excusas).

I.  La jueza o el juez comprendido en alguna de las causales establecidas en el Artículo 316 
del presente Código, está obligado a excusarse en el término de veinticuatro (24) horas 
mediante resolución fundamentada, apartándose de forma inmediata del conocimiento del 
proceso.
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II.  La jueza o el juez que se excuse, remitirá en el día la resolución a la Ofi cina Gestora de 
Procesos, que efectuará el sorteo en el Sistema Informático de Gestión de Causas de 
forma inmediata y comunicará a la autoridad judicial que remita el proceso a la jueza o 
juez asignado, quien asumirá conocimiento del proceso inmediatamente y proseguirá 
su curso sin interrupción de actuaciones y audiencias; asimismo, remitirá en el día los 
antecedentes pertinentes a la o el Vocal de la Sala Penal de turno asignado por sorteo, 
quien debe pronunciarse sin necesidad de audiencia en el plazo de cuarenta y ocho (48) 
horas de recibidos los actuados; resolución que no admitirá recurso ulterior. Aceptada o 
rechazada la excusa, según sea el caso, se ordenará a la jueza o juez reemplazado o a la 
jueza o juez reemplazante que continúe con la sustanciación del proceso. La resolución 
deberá ser notifi cada a las partes y a los abogados para su conocimiento en el plazo de 
veinticuatro (24) horas de emitida. Todas las actuaciones de uno y otro juez conservarán 
validez jurídica.

III.  Las excusas de los integrantes de los Tribunales de Sentencia, deberán ser planteadas 
hasta las cuarenta y ocho (48) horas de presentadas las pruebas de descargo de la parte 
acusada. La jueza o el juez que se excuse solicitará la separación del conocimiento del 
proceso; el Tribunal se pronunciará sobre la aceptación o rechazo de la excusa en el plazo de 
veinticuatro (24) horas de recepcionada la solicitud. En caso de ser aceptada, se remitirán 
los antecedentes de la excusa a la o el Vocal de la Sala Penal de turno asignado por sorteo, 
quien se pronunciará en el plazo improrrogable de cuarenta y ocho (48) horas desde su 
recepción, bajo responsabilidad, sin recurso ulterior. El trámite de la excusa suspenderá 
el inicio del juicio oral, únicamente por los términos señalados para su resolución, y será 
resuelto sin necesidad de audiencia.

IV. Cuando el número de excusas impida la conformación del Tribunal, la o el Presidente 
del Tribunal remitirá en el día de recepcionado el auto de vista, los antecedentes de la 
excusa a la Ofi cina Gestora de Procesos, que efectuará un nuevo sorteo a través del 
sistema informático de gestión de causas de forma inmediata y comunicará a la autoridad 
judicial que remita el proceso al Tribunal asignado, que asumirá conocimiento del proceso 
inmediatamente y proseguirá su curso sin interrupción de actuaciones y audiencias.

(Modifi cado por disposición del Artículo 12 de la Ley 1173 de 3 de mayo de 2019) .

Artículo 319. (Oportunidad de Recusación).

I.  La recusación podrá ser interpuesta por una sola vez, de manera fundamentada y 
acreditada, señalando las causales de recusación de la autoridad que conoce la causa, 
pudiendo, además, recusar en el mismo actuado hasta un máximo de dos (2) autoridades 
judiciales que podrían conocer la causa.

 La recusación deberá ser planteada:

1.  En la etapa preparatoria, dentro de los tres (3) días de haber asumido la o el juez, 
conocimiento de la causa;

2.  En la etapa del juicio, dentro del término establecido para los actos preparatorios de la 
audiencia; y,

3.  En los recursos, dentro del plazo para expresar o contestar agravios.
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II.  Cuando la recusación se funde en una causal sobreviniente, podrá plantearse dentro de 
los tres (3) días de conocida la causal, acompañando la prueba pertinente, indicando de 
manera expresa la fecha y circunstancias del conocimiento de la causal invocada, hasta 
antes de la clausura del debate o resolución del recurso.

III.  En ningún caso la recusación podrá recaer sobre más de la mitad de una sala plena.
(Modifi cado por disposición del Artículo 12 de la Ley 1173 de 3 de mayo de 2019).

Artículo 320º.- (Trámite y resolución de la recusación).- 

I.  La recusación se presentará ante la o el Juez o Tribunal que conozca el proceso, mediante 
escrito fundamentado, ofreciendo prueba pertinente.

II.  Si la o el Juez recusado admite la recusación promovida, continuará el trámite establecido 
para la excusa. En caso de rechazo se aplicará el siguiente procedimiento:

Cuando se trate de una o un Juez unipersonal, elevará antecedentes a la Sala Penal de turno del 
Tribunal Departamental de Justicia dentro de las veinticuatro (24) horas de promovida la 
recusación, acompañando el escrito de interposición junto con su decisión fundamentada, sin 
suspender el proceso. El Tribunal Superior se pronunciará dentro de las cuarenta y ocho (48) 
horas siguientes de recibidos los actuados, sobre la aceptación o rechazo de la recusación, 
sin recurso ulterior, bajo responsabilidad. Si el Tribunal Departamental de Justicia acepta la 
recusación, reemplazará a la o el Juez recusado conforme a lo previsto en las disposiciones 
orgánicas; si la rechaza, ordenará a la o el Juez que continúe con el conocimiento del proceso, 
quien no podrá ser recusada o recusado por las mismas causales.

Cuando se trate de una o un Juez que integre un Tribunal, el rechazo se formulará ante el 
mismo Tribunal, quien resolverá en el plazo y forma establecidos en el numeral anterior.

La recusación deberá ser rechazada cuando no se funde en causal sobreviniente o no se 
haya indicado la fecha y circunstancias de la causal invocada, sea manifi estamente 
improcedente o se presente sin prueba.

III.  Cuando el número de recusaciones impida la existencia de quórum o se acepte la 
recusación de uno de sus miembros, el Tribunal se completará de acuerdo a lo establecido 
en las disposiciones orgánicas”.

(Modifi cado por la ley Nº 586 de 30 de octubre de 2014)

Artículo 321. (Efectos de la Excusa y Recusación). 

I.  Producida la excusa o recusación, la o el Juez reemplazante no podrá suspender el trámite 
procesal; aceptada la excusa o la recusación, la separación de la o el Juez será defi nitiva, 
aun cuando desaparezcan las causales que las determinaron.

II.  Las excusas y recusaciones deberán ser rechazadas in límine cuando:

1. No sea causal sobreviniente;

2. Sea manifi estamente improcedente;

3. Se presente sin prueba; o

4. Habiendo sido rechazada, sea reiterada en los mismos términos.
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III.  Las excusas rechazadas deberán ser puestas en conocimiento de la autoridad disciplinaria 
competente; si se rechaza la recusación in límine, se impondrá multa equivalente a tres 
(3) días de haber mensual de una o un Juez técnico; en caso de recusaciones rechazadas 
consecutivamente, la multa deberá ser progresiva en tres (3) días de haber mensual de una 
o un Juez técnico. 

IV.  La tramitación de la excusa o la recusación suspenderá en su caso los plazos de la 
prescripción, de la duración de la etapa preparatoria y de la duración máxima del proceso.

V.  En caso de rechazo de una recusación que hubiere sido declarada manifi estamente 
infundada, temeraria o abiertamente dilatoria, se interrumpirán los plazos de la prescripción 
de la acción penal, de la duración de la etapa preparatoria y de duración máxima del proceso, 
computándose nuevamente los plazos. Consecuentemente la o el Juez o Tribunal, previa 
advertencia en uso de su poder coercitivo y moderador, impondrá a la o el abogado una 
sanción pecuniaria equivalente a dos (2) salarios mínimos nacionales, monto de dinero 
que será depositado en la cuenta del Órgano Judicial. En caso de continuar con la actitud 
dilatoria, la o el Juez o Tribunal apartará a la o el abogado de la actuación del proceso en 
particular, designando a un defensor público o de ofi cio.

(Modifi cado por la ley Nº 586 de 30 de octubre de 2014)

Artículo 322º.- (Separación de secretarios).- Los secretarios deberán excusarse y podrán ser 
recusados por las mismas causales establecidas para los jueces.

El juez o tribunal del que dependen, tramitará sumariamente la causal invocada y resolverá en el 
término de cuarenta ocho horas lo que corresponda, sin recurso ulterior.

CAPÍTULO VI

CONCLUSIÓN DE LA ETAPA PREPARATORIA
Artículo 323. (Actos Conclusivos). Cuando el fi scal concluya la investigación:

1)  Presentará ante el juez de instrucción la acusación si estima que la investigación 
proporciona fundamento para el enjuiciamiento público del imputado;

2)  Requerirá ante el juez de instrucción, la suspensión condicional del proceso, la 
aplicación del procedimiento abreviado o de un criterio de oportunidad o que se 
promueva la conciliación;

3)  Decretará de manera fundamentada el sobreseimiento, cuando resulte evidente que 
el hecho no existió, que no constituye delito o que el imputado no participó en él, y 
cuando estime que los elementos de prueba son insufi cientes para fundamentar la 
acusación.

En los casos previstos en los numerales 1) y 2), remitirá al juez o tribunal las actuaciones y 
evidencias.
(Modifi cado por la Ley No. 007 de 18 de mayo de 2010)
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Artículo 324. (Impugnación del Sobreseimiento). Las partes podrán impugnar la resolución de 
sobreseimiento dentro del plazo de cinco (5) días siguientes a su notifi cación ante el fi scal que la 
dictó.

El Ministerio Público notifi cará la resolución a las partes y a los abogados dentro del plazo de 
veinticuatro (24) horas de pronunciada, a través de los buzones de notifi caciones de ciudadanía 
digital.

Recibida la impugnación, o de ofi cio en el caso de no existir querellante, sin mayor formalidad 
el fi scal comunicará al control jurisdiccional y remitirá los antecedentes dentro del plazo de 
veinticuatro (24) horas al fi scal departamental, para que se pronuncie dentro el plazo de diez (10) 
días, bajo responsabilidad.

Si el fi scal departamental revoca el sobreseimiento, intimará al fi scal inferior o a cualquier otro, para 
que dentro del plazo de diez (10) días presente requerimiento conclusivo de acusación a la jueza, 
juez o tribunal de sentencia competente. Si lo ratifi ca, dispondrá la conclusión del proceso con 
relación al imputado en cuyo favor se dictó la cesación de las medidas cautelares y la cancelación 
de sus antecedentes penales. En ambos casos la decisión deberá ser comunicada al control 
jurisdiccional dentro el plazo de veinticuatro (24) horas, bajo responsabilidad.

El sobreseimiento no impugnado o el ratifi cado impedirá un nuevo proceso penal por el mismo 
hecho, sin perjuicio de que la víctima reclame el resarcimiento del daño en la vía civil, salvo que el 
sobreseimiento se funde en la inexistencia del hecho o en la no participación del imputado.”
(Modifi cado por disposición del Artículo 12 de la Ley 1173 de 3 de mayo de 2019).

Artículo 325. (Presentación de Requerimiento Conclusivo).

I.  Presentado el requerimiento conclusivo de acusación, la jueza o el juez de Instrucción 
dentro del plazo de veinticuatro (24) horas, previo sorteo a través del Sistema Informático 
de Gestión de Causas por la Ofi cina Gestora de Procesos, remitirá los antecedentes a la 
jueza o juez o tribunal de sentencia, bajo responsabilidad.

II.  En caso de presentarse requerimiento conclusivo para la aplicación de salidas alternativas, 
la jueza o el juez deberá resolver sin necesidad de audiencia los criterios de oportunidad, 
siempre que se hubieran presentado los documentos que acrediten el cumplimiento de 
los requisitos legales correspondientes, dentro del plazo de cinco (5) días siguientes de 
solicitadas; cuando se hubiera requerido la aplicación de la suspensión condicional del 
proceso, el procedimiento abreviado o que se promueva la conciliación, deberá resolverse 
en audiencia a llevarse a cabo dentro de los diez (10) días siguientes.

III.  En caso de que el imputado guarde detención preventiva, el plazo máximo será de cuarenta 
y ocho (48) horas para la realización de la audiencia, bajo responsabilidad, debiendo 
habilitar horas y días inhábiles.

IV.  En los casos establecidos en los Parágrafos II y III del presente Artículo, la audiencia 
no podrá ser suspendida si la víctima o querellante no asistiere, siempre que haya sido 
notifi cada, bajo responsabilidad de los servidores judiciales encargados de la notifi cación. 
La resolución asumida deberá ser notifi cada a la víctima o querellante.

(Modifi cado por disposición del Artículo 12 de la Ley 1173 de 3 de mayo de 2019).
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Artículo 326. (Alcance de Salidas Alternativas).

I.  El imputado podrá acogerse al procedimiento abreviado, criterio de oportunidad, suspensión 
condicional del proceso o conciliación, en los términos de los Artículos 21, 23, 24, 373 y 
374 del Código de Procedimiento Penal, y los Artículos 65 y 67 de la Ley Nº 025 de 24 de 
junio de 2010, del Órgano Judicial, siempre que no se prohíba expresamente por Ley, aun 
cuando la causa se encuentre con acusación o en audiencia de juicio oral, hasta antes de 
dictar la sentencia.

II.  En estos casos, la o el imputado podrá efectuar su solicitud a la o el fi scal con conocimiento 
de la jueza, el juez o tribunal; esta solicitud no es vinculante a la decisión del Ministerio 
Público. La víctima o querellante podrá formular oposición fundada.

III.  La o el fi scal deberá, de forma obligatoria y bajo responsabilidad, promover la conciliación 
y otras salidas alternativas desde el primer momento del proceso hasta antes de concluida 
la etapa preparatoria, dejando constancia de la promoción. La o el fi scal informará 
a la autoridad jurisdiccional sobre la promoción de la conciliación y las demás salidas 
alternativas correspondientes.

IV.  Las solicitudes de conciliación y de otras salidas alternativas, deberán atenderse con 
prioridad y sin dilación, bajo responsabilidad de la jueza o el juez y la o el fi scal.

(Modifi cado por disposición del Artículo 12 de la Ley 1173 de 3 de mayo de 2019) .

Artículo 327. (Conciliación). Siempre que la conciliación sea previsible de acuerdo a normativa 
especial y vigente:

1.  La o el fi scal de ofi cio deberá promoverla desde el primer momento del proceso hasta 
antes de emitirse el requerimiento conclusivo, debiendo hacer conocer a la autoridad 
jurisdiccional el resultado;

2.  La jueza o el juez de ofi cio, deberá promoverla antes de efectuar la conminatoria por 
vencimiento del término de la investigación preliminar o antes de pronunciarse sobre 
la ampliación del plazo de investigación dispuesta por la o el fi scal;

3.  Las partes podrán promover la conciliación en cualquier momento hasta antes de 
emitirse sentencia;

4.  El acuerdo conciliatorio suspenderá los plazos de prescripción civil y penal hasta que 
se verifi que su cumplimiento integral;

5.  La verifi cación del cumplimiento del acuerdo, dará lugar a que se declare la extinción 
de la acción penal;

6.  El incumplimiento del acuerdo dará lugar a que la o el fi scal, el querellante o la víctima 
puedan solicitar la reanudación del proceso.

(Modifi cado por disposición del Artículo 12 de la Ley 1173 de 3 de mayo de 2019).

Artículo 328. (Trámite y Resolución de Salidas Alternativas).

I.  La solicitud de criterio de oportunidad reglada, deberá efectuarse acompañando todos los 
elementos de prueba pertinentes y resolverse sin más trámite, dentro del plazo de cinco (5) 
días siguientes de la solicitud, sin necesidad de audiencia.
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II.  La aplicación de la suspensión condicional del proceso, el procedimiento abreviado o la 
conciliación, deberán resolverse en audiencia a llevarse a cabo dentro del plazo de diez 
(10) días siguientes de solicitadas. Cuando el imputado guarde detención preventiva, la 
audiencia deberá llevarse a cabo dentro del plazo de cuarenta y ocho (48) horas, debiendo 
habilitarse horas y días inhábiles. La audiencia no podrá ser suspendida si la víctima o 
querellante no asistiere, siempre que haya sido notifi cada, en tal caso la resolución asumida 
deberá ser notifi cada a la víctima o querellante.

III.  El criterio de oportunidad y la suspensión condicional del proceso, no procederán si el 
imputado es reincidente o se le hubiera aplicado alguna salida alternativa por delito doloso.

IV.  La solicitud de aplicación de salidas alternativas en juicio, será resuelta en audiencia sin 
dilación y bajo responsabilidad.

(Modifi cado por disposición del Artículo 12 de la Ley 1173 de 3 de mayo de 2019).

TÍTULO II

JUICIO ORAL Y PÚBLICO

CAPÍTULO I

NORMAS GENERALES
Artículo 329º.- (Objeto).- El juicio es la fase esencial del proceso. Se realizará sobre la base de 
la acusación; en forma contradictoria, oral, pública y continua, para la comprobación del delito y la 
responsabilidad del imputado, con plenitud de jurisdicción.

Artículo 330. (Inmediación).

I.  El juicio se realizará con la presencia ininterrumpida de la autoridad jurisdiccional y de 
todas las partes.

II.  Con el fi n de garantizar la realización de las audiencias, el Tribunal Supremo de Justicia 
a través de la Ofi cina Gestora de Procesos y el Ministerio Público elaborarán de manera 
previa las agendas compartidas para su implementación.

III.  Cuando la jueza, el juez o tribunal disponga la notifi cación a la víctima, querellante, 
imputado, testigos y peritos, en situación de dependencia laboral, estas personas tendrán 
derecho a la licencia con goce de haberes por parte de su empleador, sea este público 
o privado, por el tiempo que sea necesario, con la simple exhibición de la notifi cación 
emitida. La negativa por parte del empleador para otorgar la licencia, será sancionada 
con arresto de ocho (8) horas.

IV.  Durante la realización de la audiencia de juicio, se aplicarán las reglas previstas en el 
Artículo 113 del presente Código.

(Modifi cado por disposición del Artículo 13 de la Ley 1173 de 3 de mayo de 2019).

Artículo 331º.- (Participación de los medios de comunicación).- El juez o tribunal autorizará 
la instalación en la sala de equipos de grabación, fotografía, radiofonía, fi lmación u otros, de tal 
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manera que estos medios de información no perjudiquen el desarrollo del debate, siempre que no 
se trate de juzgamiento de menores.

Artículo 332º.- (Prohibiciones para el acceso).- No podrán ingresar a la sala de audiencias:

1) Los menores de doce años, excepto que estén acompañados por un mayor de edad 
que responda por su conducta; y, 

2) Las personas que porten pancartas, distintivos gremiales, partidarios o de asociaciones, 
ni los miembros de las Fuerzas Armadas o de la Policía Nacional que se encuentren 
uniformados, salvo que cumplan funciones de vigilancia.

Artículo 333º.- (Oralidad).- El juicio será oral y sólo podrán incorporarse por su lectura:

1) Las pruebas que se hayan recibido conforme a las reglas del anticipo de prueba, sin 
perjuicio de que las partes o el tribunal exijan la comparecencia personal del testigo o 
perito, cuando sea posible; 

2) Las declaraciones o dictámenes producidos por comisión o informe, cuando el acto 
se haya producido por escrito, conforme a lo previsto por ley, sin perjuicio de que las 
partes o el tribunal exijan la comparecencia del testigo o perito cuando sea posible; 

3) La denuncia, la prueba documental, los informes y las actas de reconocimiento, registro 
o inspección practicadas conforme a lo previsto en este Código.

Todo otro elemento de prueba que se incorpore al juicio por su lectura, no tendrá ningún valor.

Las resoluciones del tribunal durante la audiencia se dictarán verbalmente, quedando notifi cados 
todos por su pronunciamiento, dejándose constancia en acta.

Artículo 334. (Continuidad).

I.  Iniciado el juicio, éste se realizará ininterrumpidamente todos los días hasta su conclusión 
con la emisión de la sentencia, y sólo podrá suspenderse en los casos previstos en el 
presente Código. La audiencia se realizará sin interrupción, debiendo habilitarse horas y 
días inhábiles. En ningún caso la jueza, el juez o tribunal podrá declarar cuarto intermedio. 
La jueza, el juez o tribunal podrá determinar recesos diarios que no podrán ser superiores 
a dieciséis (16) horas.

II.  Cuando la jueza o el juez acredite impedimento físico defi nitivo, hará conocer de manera 
inmediata a la Ofi cina Gestora de Procesos, para que en el día, previo sorteo a través del 
Sistema Informático de Gestión de Causas, designe a la nueva autoridad jurisdiccional que 
asumirá el conocimiento de la causa.

(Modifi cado por disposición del Artículo 13 de la Ley 1173 de 3 de mayo de 2019).

Artículo 335. (Casos de Suspensión). La audiencia del juicio se suspenderá únicamente cuando:

1.  No comparezcan testigos o peritos cuya intervención sea indispensable y no pueda 
ser diferida, causal que podrá ser alegada por una sola vez;

2.  La persona imputada tenga un impedimento físico grave debidamente acreditado que 
le impida continuar su actuación en el juicio;

3.  Sobreviniera la necesidad de producir prueba extraordinaria; o,
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4.  El fi scal o el querellante por el descubrimiento de hechos nuevos requieran ampliar la 
acusación, o el imputado o su defensor lo solicite después de ampliada, siempre que, 
por las características del caso, no se pueda continuar inmediatamente.

La jueza, el juez o tribunal dispondrá la suspensión de la audiencia en el caso del numeral 1 y 2 
por un plazo no mayor a tres (3) días hábiles, salvo que se trate de caso fortuito o fuerza mayor, 
en cuyo caso la suspensión no podrá ser mayor a un plazo de cinco (5) días hábiles. En el caso de 
los numerales 3 y 4, la suspensión de la audiencia no podrá ser por un plazo mayor a cinco (5) días 
hábiles.

En todos los casos, la jueza, el juez o tribunal, previa verifi cación en el Sistema Informático de 
Gestión de Causas, señalará día y hora de la nueva audiencia, con valor de citación para todos los 
comparecientes.
(Modifi cado por disposición del Articulo 13 de la Ley 1173 de 3 de mayo de 2019).

Artículo 336. (Reanudación de la Audiencia). Si la causal de suspensión subsistiera el día de 
reanudación de la audiencia:

1.  Podrá ordenarse la separación del juicio con relación al imputado impedido y 
continuarse el trámite con los otros coimputados; y,

2.  El juicio proseguirá hasta su conclusión con la prueba aportada.

Los jueces y fi scales podrán intervenir en otros juicios durante el plazo de suspensión, siempre que 
la complejidad de la nueva causa lo permita.

Ante el impedimento físico de la autoridad jurisdiccional, la reanudación de la audiencia se realizará 
al día siguiente de concluida la baja médica, pudiendo habilitar al efecto horas y días inhábiles.
(Modifi cado por disposición del  Articulo 13 de la Ley 1173 de 3 de mayo de 2019 de Abreviación 
Procesal Penal y de Fortalecimiento de la lucha integral contra la violencia a niñas, niños, 
adolescentes y mujeres).

Artículo 337º.- (Imposibilidad de asistencia).- Las personas que no puedan concurrir a la 
audiencia por un impedimento insalvable, serán interrogadas en el lugar donde se encuentren, 
por el juez del proceso o por comisión a otro juez, con intervención de las partes, cuando así lo 
soliciten. Se levantará acta de la declaración para que sea leída en audiencia.

Artículo 338º.- (Dirección de la audiencia).- El juez o el presidente del tribunal dirigirá la audiencia 
y ordenará los actos necesarios para su desarrollo, garantizando el ejercicio pleno de la acusación 
y de la defensa.

El tribunal en pleno resolverá cuando una decisión del presidente sea impugnada.

Artículo 339. (Poder Ordenador y Disciplinario). La jueza, el juez o el presidente del tribunal, en 
ejercicio de su poder ordenador y disciplinario, deberá:

1.  Adoptar las providencias necesarias para mantener el orden y adecuado desarrollo 
de la audiencia, imponiendo en su caso, las medidas disciplinarias que correspondan 
a las partes, abogados, defensores, funcionarios, testigos, peritos y personas ajenas 
al proceso. Tratándose de abogados intervinientes en la audiencia, podrá de forma 
gradual amonestar, imponer sanción pecuniaria de hasta el 20% de un salario mínimo o 
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disponer su arresto por hasta ocho (8) horas, con la debida fundamentación, conforme 
a Reglamento;

2.  Delimitar con precisión el objeto y fi nalidad de la audiencia, conforme el Artículo 113 
del presente Código;

3.  Limitar la intervención a dos (2) abogados cuando exista pluralidad de éstos de cada 
parte interviniente y establecer el tiempo a ser utilizado por cada uno de ellos en la 
audiencia, bajo el principio de igualdad;

4.  Requerir el auxilio de la fuerza pública, para el cumplimiento de sus decisiones y 
suspender el debate cuando no sea posible restablecer el orden alterado o se produzca 
un incidente que impida su continuación;

5.  Verifi cada la inasistencia del fi scal, solicitar su reemplazo al Fiscal Departamental, 
debiendo reanudar la audiencia en el día, pudiendo habilitar horas inhábiles; y,

6.  Ante la inasistencia del abogado defensor, convocar a un defensor de ofi cio o estatal. 
La audiencia deberá reanudarse en el día, salvo solicitud expresa del abogado de diferir 
la audiencia por el plazo máximo de tres (3) días, pudiendo la jueza o el juez habilitar 
horas inhábiles.

(Modifi cado por disposición del Articulo 13  de la Ley 1173 de 3 de mayo de 2019 de Abreviación 
Procesal Penal y de Fortalecimiento de la lucha integral contra la violencia a niñas, niños, 
adolescentes y mujeres).

CAPÍTULO II

PREPARACIÓN DEL JUICIO
Artículo 340º.- (Preparación del juicio).- 

I.  Recibida la acusación ante el Juzgado o Tribunal competente y radicada la causa en el 
día, la autoridad judicial notifi cará al Ministerio Público para la presentación física de las 
pruebas ofrecidas, dentro de las veinticuatro (24) horas siguientes, bajo responsabilidad.

II.  La o el Juez, o la o el Presidente del Tribunal de Sentencia, dentro de las veinticuatro 
(24) horas de recibidas las pruebas de la acusación fiscal, notificará a la víctima o 
querellante para que presente la acusación particular o se adhiera a la acusación 
fiscal, y ofrezca las pruebas de cargo dentro del término de diez (10) días, en caso 
de que se ofrezcan otras pruebas distintas a las referidas en el pliego acusatorio 
del Ministerio Público, obtenidas legalmente, éstas deberán ser presentadas con la 
acusación particular o con la adhesión a la acusación fiscal. El no ejercicio de este 
derecho por la víctima, no impedirá su participación en el juicio y de las etapas 
posteriores conforme al Artículo 11 del presente Código.

III. Vencido el plazo otorgado a la víctima o querellante con o sin su pronunciamiento, se pondrá 
en conocimiento de la o el imputado la acusación fi scal, en su caso la del querellante 
y las pruebas de cargo ofrecidas, para que dentro de los diez (10) días siguientes a su 
notifi cación ofrezca y presente físicamente sus pruebas de descargo.
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IV. Vencido el plazo otorgado a la o el imputado, con o sin su pronunciamiento, la o el Juez o 
Tribunal de Sentencia dictará auto de apertura del juicio”.

(Modifi cado por la ley Nº 586 de 30 de octubre de 2014)

Artículo 341º.- (Contenido de la acusación)
I.  La acusación contendrá:

1. Los datos que sirvan para identifi car a la o el imputado y la víctima, su domicilio 
procesal y real, adjuntando croquis de este último;

2. La relación precisa y circunstanciada del hecho;

3. La fundamentación de la acusación, con la expresión de los elementos de prueba que 
la motivan;

4. Los preceptos jurídicos aplicables; y

5. El ofrecimiento de la prueba con señalamiento general de su pertinencia y utilidad.

II. La víctima o querellante tendrá autonomía para precisar los hechos de la Acusación 
Particular, su califi cación jurídica y para ofrecer prueba, aunque podrá adherirse a la que 
presente la o el Fiscal, sin que ello se considere abandono de la querella”.

(Modifi cado por la ley Nº 586 de 30 de octubre de 2014)

Artículo 342º.- (Base del juicio).- El juicio se podrá abrir sobre la base de la acusación del fi scal o 
la del querellante, indistintamente.

Cuando la acusación fi scal y la acusación particular sean contradictorias e irreconciliables, el 
tribunal precisará los hechos sobre los cuales se abre el juicio.

En ningún caso el juez o tribunal podrá incluir hechos no contemplados en alguna de las acusaciones, 
producir prueba de ofi cio ni podrá abrir el juicio si no existe, al menos, una acusación.

El auto de apertura del juicio no será recurrible.

La acusación podrá retirarse en cualquier momento del juicio, hasta antes de la deliberación del 
tribunal.

Artículo 343º.- (Señalamiento de la audiencia).- El juez o tribunal en el auto de apertura a juicio, 
señalará día y hora de su celebración la que se realizará dentro de los veinte a cuarenta y cinco días 
siguientes.

El secretario notifi cará de inmediato a las partes, citará a los testigos, peritos y a los jueces 
ciudadanos cuando corresponda; solicitará los objetos y documentos y, dispondrá toda otra medida 
necesaria para la organización y desarrollo del juicio público.
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CAPÍTULO III

SUSTANCIACIÓN DEL JUICIO
Artículo 344. (Apertura). La jueza, el juez o tribunal de sentencia el día y hora señalados 
se constituirán en la sala de audiencia, verifi carán la presencia de las partes y en su caso del 
intérprete, declarará instalada la audiencia de juicio e inmediatamente consultará a las partes si 
tienen incidentes o excepciones sobrevinientes, disponiendo el orden en que serán planteadas, y el 
orden de su sustanciación y resolución.

Resueltos los incidentes o excepciones, dispondrá que el fi scal, querellante y partes procesales 
fundamenten la acusación oralmente. Posteriormente se concederá la palabra a la defensa para 
que fundamente oralmente su defensa.
(Modifi cado por disposición del Articulo 13 de la Ley 1173 de 3 de mayo de 2019).

Artículo 344 Bis. (Procedimiento de Juicio Oral en Rebeldía por Delitos de Corrupción). En caso 
de constatarse la incomparecencia del imputado por delitos de corrupción, se lo declarará rebelde 
y se señalará nuevo día de audiencia de juicio oral para su celebración en su ausencia, con la 
participación de su defensor de ofi cio, en este caso, se notifi cará al rebelde con esta resolución 
mediante edictos.
(Artículo incorporado por disposición del Articulo 36 de la  Ley Nº 004 de 31 de marzo de 2010 
de Lucha contra la Corrupción Enriquecimiento Ilícito e Investigación de Fortunas “Marcelo 
Quiroga Santa Cruz”) 

Artículo 345º.- (Trámite de los incidentes).- Todas las cuestiones incidentales sobrevinientes 
conforme a las reglas de los Artículos 314 y 315 del presente Código, serán tratadas en un solo 
acto, a menos que el Tribunal resuelva hacerlo en sentencia.

En la discusión de las cuestiones incidentales, se concederá la palabra a las partes una sola vez, 
por el tiempo que establezca la o el juez o la o el Presidente del Tribunal, sin replica ni duplica”.
(Modifi cado por la ley Nº 586 de 30 de octubre de 2014)

Artículo 346º.- (Declaración del imputado y presentación de la defensa).- Expuestos los 
fundamentos del fi scal y del querellante y, en su caso, resueltos los incidentes, se recibirá 
declaración al imputado. Previamente se le explicará, con palabras claras y sencillas, el hecho 
que se le imputa con la advertencia de que podrá abstenerse de declarar, y que el juicio seguirá su 
curso, aunque él no declare.

El imputado podrá manifestar lo que crea conveniente en su declaración. Sólo en este caso, será 
interrogado por el fi scal, el abogado del querellante, el defensor y los miembros del tribunal, en ese 
orden.

Terminada la declaración, el juez o el presidente del tribunal dispondrá que el defensor exponga la 
defensa, posteriormente se procederá a la recepción de la prueba conforme a lo previsto en este 
Código.

Artículo 347º.- (Facultad del imputado).- En el curso de la audiencia, el imputado podrá hacer las 
declaraciones que considere oportunas, siempre que se refi eran a su defensa. En todo momento 
podrá hablar con su defensor excepto cuando esté declarando.
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Artículo 348º.- (Ampliación de la acusación).- Durante el juicio, el fi scal o el querellante podrán 
ampliar la acusación por hechos o circunstancias nuevas que no hayan sido mencionados en la 
acusación y que modifi quen la adecuación típica o la pena.

Admitida por el juez o tribunal la ampliación de la acusación, se recibirá nueva declaración al 
imputado y se pondrá en conocimiento de las partes el derecho que tienen a pedir la suspensión 
del juicio para ofrecer nuevas pruebas o preparar su intervención, conforme a lo dispuesto en el 
Artículo 335 de este Código.

Artículo 349º.- (Pericia).- Cuando sea posible, el juez o tribunal dispondrá que las operaciones 
periciales se practiquen en audiencia.

El juez o tribunal ordenará la lectura de las conclusiones de los dictámenes de todas las pericias 
practicadas en el proceso.

Artículo 350º.- (Prueba testifi cal).- La prueba testifi cal se recibirá en el siguiente orden; la que 
haya ofrecido el fi scal, el querellante y, fi nalmente el imputado.

Antes de declarar, los testigos no se comunicarán entre sí, ni con otras personas, ni deberán ver, 
oír o ser informados de lo que ocurre en la audiencia. El incumplimiento de la incomunicación no 
impedirá la declaración del testigo, pero el juez o tribunal apreciará esta circunstancia al valorar la 
prueba.

Los testigos explicarán la razón y el origen del contenido de sus declaraciones y, en su caso, 
señalarán con la mayor precisión posible a las personas que le hubieran informado.

Artículo 351º.- (Interrogatorio).- Después de que el juez o el presidente del tribunal interrogue 
al perito o testigo sobre su identidad personal y las circunstancias generales para valorar su 
declaración, se dará curso al interrogatorio directo, comenzando por quien lo propuso, continuando 
con las otras partes y, luego podrán ser interrogados por el juez o el presidente y los demás miembros 
del tribunal. Los declarantes responderán directamente a las preguntas que se les formulen.

Únicamente los peritos tendrán la facultad de consultar documentos, notas escritas, publicaciones 
y de utilizar medios técnicos durante su declaración.

Los testigos no podrán ser interrogados por los consultores técnicos.

Concluida la declaración, el juez o el presidente del tribunal podrá ordenar que el declarante 
presencie la audiencia, permanezca en la antesala o se retire.

Artículo 352º.- (Moderación del interrogatorio). El juez o el presidente del tribunal moderará el 
interrogatorio, procurando que se conduzca sin presiones indebidas y sin ofender la dignidad del 
declarante. Las partes podrán plantear la revocatoria de las decisiones del juez o del presidente del 
tribunal que limiten el interrogatorio u objetar la formulación de preguntas capciosas, sugestivas o 
impertinentes.

Artículo 353º.- (Testimonio de menores). El testigo menor de dieciséis años será interrogado 
por el juez o presidente del tribunal en base a las preguntas presentadas por las partes en forma 
escrita.

En el interrogatorio el juez o el presidente del tribunal será asistido por un pariente del menor o un 
experto en psicología siguiendo las normas previstas por el Artículo 203 de este Código.



323

Compendio de Legislación Penal 2019

Código de Procedimiento Penal

Artículo 354º.- (Contradicciones). Si los testigos incurren en contradicciones respecto de sus 
declaraciones anteriores, el juez o el presidente o el presidente del tribunal podrá ordenar su lectura 
siempre que se hayan observado en su recepción las reglas previstas en este Código. Persistiendo 
las contradicciones y resultando de ello falso testimonio se aplicará lo dispuesto en el Artículo 201 
de este Código.

Artículo 355. (Otros Medios de Prueba). Las pruebas literales serán leídas y exhibidas en la 
audiencia, con indicación de su origen.

La autoridad jurisdiccional sobre la base de los argumentos de las partes intervinientes, ordenará 
la lectura de la parte pertinente de las pruebas literales.

Los objetos y otros elementos de convicción secuestrados, serán exhibidos para su reconocimiento 
por testigos, peritos o por el imputado.

Las grabaciones y elementos de prueba audiovisuales, serán reproducidos en la forma habitual.

Se podrán efectuar careos, reconstrucciones, inspecciones judiciales y el reconocimiento del 
imputado.”
(Modifi cado por disposición del Articulo 13 de la Ley 1173 de 3 de mayo de 2019).

Artículo 356º.- (Discusión fi nal y clausura del debate). Terminada la recepción de las pruebas, 
el fi scal, el querellante y el defensor del imputado, en ese orden, formularán sus conclusiones en 
forma oral, podrán utilizar medios técnicos y notas d e apoyo a la exposición y no se permitirá la 
lectura de memoriales y documentos escritos.

Si intervinieron dos o más fi scales, querellantes o defensores, todos podrán hacer uso de la palabra, 
evitando repeticiones o dilaciones.

Las partes podrán replicar, pero corresponderá al defensor la última intervención. La réplica se 
limitará a la refutación de los argumentos adversos que antes no hubieran sido discutidos.

En caso de manifi esto abuso de la palabra, el juez o el presidente del tribunal llamará la atención al 
orador, y si él persiste, podrá limitar el tiempo del alegato teniendo en cuenta la naturaleza de los 
hechos en examen, las pruebas recibidas y las cuestiones por resolver.

Si está presente la víctima y desea exponer, se le concederá la palabra, aunque no haya intervenido 
en el proceso.

Finalmente, el presidente preguntará al imputado si tiene algo más que manifestar. Inmediatamente 
después declarará cerrado el debate.

CAPÍTULO IV

DELIBERACION Y SENTENCIA
Artículo 357º.- (Juez de sentencia). Concluido el debate y en la misma audiencia el juez dictará 
sentencia. Se aplicará en lo que corresponda todo lo establecido en este Capítulo.

Artículo 358º.- (Deliberación). Concluido el debate los miembros del tribunal pasarán de 
inmediato y sin interrupción, a deliberar en sesión secreta, a la que sólo podrá asistir el secretario. 
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La deliberación no se podrá suspender salvo enfermedad grave comprobada de alguno de los 
jueces. En este caso, la suspensión no podrá durar más de tres días, luego de los cuales se deberá 
reemplazar al juez y realizar el juicio nuevamente, salvo que los restantes formen mayoría.

Artículo 359º.- (Normas para la deliberación y votación). El tribunal valorará las pruebas 
producidas durante el juicio de un modo integral conforme a las reglas de la sana crítica y expondrá 
los razonamientos en que fundamenta su decisión.

Los jueces deliberarán y votarán respecto de todas las cuestiones, en el siguiente orden:

1) Las relativas a toda cuestión incidental que se haya diferido para este momento; 

2) Las relativas a la comisión del hecho punible y la absolución o condena del imputado; 
y 

3) La imposición de la pena aplicable.

Las decisiones se adoptarán por mayoría. Los jueces fundamentarán separadamente sus votos o 
lo harán en forma conjunta cuando estén de acuerdo.

Las disidencias deberán fundamentarse expresamente por escrito.

En caso de igualdad de votos se adoptara como decisión la que más favorezca al imputado.

Artículo 360º.- (Requisitos de la sentencia). La sentencia se pronunciará en nombre de la 
República y contendrá.

1. La mención del tribunal, lugar y fecha en que se dicte, el nombre de los jueces, de las 
partes y los datos personales del imputado. 

2. La enunciación del hecho y circunstancias que hayan sido objeto del juicio. 

3. El voto de los miembros del tribunal sobre cada una de las cuestiones planteadas en la 
deliberación, con exposición de los motivos de hecho y de derecho en que se fundan. 

4. La parte dispositiva, con mención de las normas aplicables; y, 

5. La fi rma de los jueces.

Si uno de los miembros no puede suscribir la sentencia por impedimento ulterior a la deliberación 
y votación se dejará constancia de ello y la sentencia valdrá sine esa fi rma.

Artículo 361. (Emisión de Sentencia). La sentencia será emitida inmediatamente después de la 
deliberación. Sin interrupción, la jueza, el juez o tribunal se constituirá nuevamente en la sala de 
audiencia para su pronunciamiento.

Excepcionalmente por la complejidad del proceso, podrá diferirse el pronunciamiento de los 
fundamentos de la sentencia y se emitirá sólo la parte resolutiva, señalando día y hora de audiencia 
dentro del plazo de tres (3) días, para el conocimiento íntegro de la sentencia; bajo conminatoria a 
las partes que en caso de incomparecencia se procederá a la notifi cación de la sentencia mediante 
el buzón de notifi caciones de ciudadanía digital, en el plazo de veinticuatro (24) horas, momento 
desde el cual empezará a correr el cómputo del plazo para interponer los recursos establecidos en 
el presente Código.
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Con el pronunciamiento íntegro de la sentencia, se dará por notifi cada a las partes en audiencia, 
dejando constancia de este actuado.
(Modifi cado por disposición del Articulo 13 de la Ley 1173 de 3 de mayo de 2019).

Artículo 362º.- (Congruencia). El imputado no podrá ser condenado por un hecho distinto al 
atribuido en la acusación o su ampliación.

Artículo 363º.- (Sentencia absolutoria). Se dictará sentencia absolutoria cuando.

1) No se haya probado la acusación o ésta haya sido retirada del juicio, 

2) La prueba aportada no sea sufi ciente para generar en el juez o tribunal la convicción 
sobre la responsabilidad penal del imputado. 

3) Se demuestre que el hecho no existió, no constituye delito o que el imputado no 
participo en él, o, 

4) Exista cualquier causa eximente de responsabilidad penal.

Artículo 364º.- (Efectos de la absolución). La sentencia absolutoria ordenará la libertad del 
imputado en el acto, la cesación de todas las medidas cautelares personales y fi jará las costas 
y, en su caso, declarará la temeridad o malicia de la acusación a efectos de la responsabilidad 
correspondiente.

La libertad del imputado se ordenará aun cuando la sentencia absolutoria no esté ejecutoriada y se 
cumplirá directamente desde la sala de audiencia.

El juez o tribunal, a solicitud del absuelto, dispondrá la publicación de la parte resolutiva de la 
sentencia absolutoria en un medio escrito de circulación nacional con cargo al estado o al 
querellante particular.

Artículo 365º.- (Sentencia condenatoria). Se dictará sentencia condenatoria cuando la prueba 
aportada sea sufi ciente para generar en el juez o tribunal la convicción sobre la responsabilidad 
penal del imputado.

La sentencia fi jará con precisión las sanciones que correspondan, la forma y lugar de su 
cumplimiento y, en su caso, determinará el perdón judicial, la suspensión condicional de la pena y 
las obligaciones que deberá cumplir el condenado.

Se fi jará con precisión la fecha en que la condena fi naliza. Se computará como parte cumplida de 
la sanción que se aplique, el tiempo que haya estado detenido por ese delito, inclusive en sede 
policial.

Se establecerá la forma y el plazo para pagar la multa, y se unifi carán las condenas o las penas.

La sentencia decidirá también sobre las costas y sobre la entrega de objetos secuestrados a quien 
el tribunal entienda con mejor derecho a poseerlos. Decidirá sobre el decomiso, la confi scación y la 
destrucción previstos en la ley.

La sentencia condenatoria o la que imponga una medida de seguridad ejecutoriada habilitará el 
procedimiento especial para la reclamación de los daños y perjuicios que correspondan.
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Emitida la sentencia condenatoria y declarada la confi scación de los bienes, una vez ejecutoriada 
la misma, se apertura la competencia administrativa del CONALTID para determinar el destino de 
los bienes.
Se incorpora el párrafo séptimo por disposición del párrafo V de la disposición adicional 
primera de la Ley 913 de 16 de enero de 2017.

Artículo 366. (Suspensión Condicional de la Pena). La jueza o el juez o tribunal, previo los informes 
necesarios y tomando en cuenta los móviles o causas que hayan inducido al delito, la naturaleza 
y modalidad del hecho, podrá suspender de modo condicional el cumplimiento de la pena cuando 
concurran los siguientes requisitos:

1. Que la persona haya sido condenada a pena privativa de libertad que no exceda de tres 
años de duración;

2. Que el condenado no haya sido objeto de condena anterior por delito doloso, en los 
últimos cinco años.

La suspensión condicional de la pena no procede en delitos de corrupción.
(Vigente por disposición del art. 37 de la Ley Nº 004 de 31 de marzo de 2010). 

Artículo 367º.- (Efectos). Ejecutoriada la sentencia que impone condena de ejecución condicional, 
el benefi ciado deberá cumplir las obligaciones impuestas de conformidad al Artículo 24 de este 
Código. Vencido el período de prueba la pena quedará extinguida.

Si durante el período de prueba el benefi ciario infringe, sin causa justifi cada, las normas de conducta 
impuestas, la suspensión será revocada y deberá cumplir la pena impuesta.

La suspensión de la pena no liberará al condenado de las multas ni de las inhabilitaciones que se 
le hayan impuesto en la sentencia.

Artículo 368. (Perdón Judicial). La jueza o el juez o tribunal al dictar sentencia condenatoria, 
concederá el perdón judicial al autor o partícipe que por un primer delito haya sido condenado a 
pena privativa de libertad no mayor a dos años.

No procederá el perdón judicial, bajo ninguna circunstancia, en delitos de corrupción.
(Vigente por disposición del art. 37 de la Ley Nº 004 de 31 de marzo de 2010). 

Artículo 369º.- (Responsabilidad Civil). La suspensión condicional de la pena y el perdón judicial, 
no comprenden la responsabilidad civil que deberá ser siempre satisfecha.

Artículo 370.- (Defectos de la sentencia). Los defectos de la sentencia que habilitan la apelación 
restringida, serán los siguientes:

1) La inobservancia o errónea aplicación de la ley sustantiva; 

2) Que el imputado no esté sufi cientemente individualizado; 

3) Que falte la enunciación del hecho objeto del juicio o su determinación circunstanciada; 

4) Que se base en medios o elementos probatorios no incorporados legalmente al juicio 
o incorporados por su lectura en violación a las normas de este Título; 
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5) Que no exista fundamentación de la sentencia o que ésta sea insufi ciente o contradictoria; 

6) Que la sentencia se base en hechos inexistentes o no acreditados o en valoración 
defectuosa de la prueba; 

7) Que la condena en el proceso ordinario se funde en el reconocimiento de culpabilidad 
efectuado en el procedimiento abreviado denegado; 

8) Que exista contradicción en su parte dispositiva o entre ésta y la parte considerativa; 

9) Que no conste la fecha y no sea posible determinarla, o falte la fi rma de alguno de los 
jueces y no se pueda determinar si ha participado en la deliberación, salvo los casos 
de excepción previstos legalmente; 

10) La inobservancia de las reglas previstas para la deliberación y redacción de la sentencia; y, 

11) La inobservancia de las reglas relativas a la congruencia entre la sentencia y la 
acusación.

CAPÍTULO V

REGISTRO DEL JUICIO
Artículo 371º.- (Formas de registro). El juicio podrá registrarse mediante acta escrita o por un 
medio audiovisual.

Cuando el juicio se registre por acta, ésta contendrá.

1) Lugar y fecha de su realización, con indicación de la hora de inicio y de su fi nalización, 
así como de las suspensiones y reanudaciones; 

2) Nombre de los jueces, de las partes, defensores y representantes; 

3) Resumen del desarrollo de la audiencia, que indique el nombre de los testigos, peritos e 
intérpretes, la referencia de los documentos leídos y de los otros elementos probatorios 
reproducidos con mención de la conclusión de las partes. 

4) Solicitudes y decisiones producidas en el curso del juicio, las objeciones de las partes, 
sus protestas de recurrir y las menciones que expresamente soliciten su registro. 

5) La observancia de las formalidades esenciales, dejándose constancia de la publicidad 
o si esta fue excluida, total o parcialmente. 

6) Otras actuaciones que el juez o tribunal ordene registrar; 

7) La constancia de la lectura de la sentencia y del acta con las formalidades previstas; y, 

8) La fi rma del juez o miembros del tribunal y del secretario.

Cuando el juicio se registre por un medio audiovisual, el juez o presidente del tribunal ordenará las 
medidas convenientes para asegurar su conservación, fi delidad y autenticidad, las mismas que 
deberán constar en acta que será fi rmada por el juez o miembros del tribunal, el secretario y las 
partes.
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El juez o el presidente del tribunal podrán permitir que las partes, a su costo, registren por cualquier 
medio, el desarrollo del juicio.

Artículo 372º.- (Valor de los registros). Los medios de registro del juicio sólo tendrán 
valor probatorio para demostrar la forma de su realización a los efectos de los recursos que 
correspondan.

LIBRO SEGUNDO

PROCEDIMIENTOS ESPECIALES Y

MODIFICACIONES AL PROCEDIMIENTO COMÚN

TÍTULO I

PROCEDIMIENTO ABREVIADO
Artículo 373º.- (Procedencia). 

I  Concluida la investigación, la o el imputado la o el Fiscal podrá solicitar que se aplique el 
procedimiento abreviado; en la etapa preparatoria ante la o el Juez de Instrucción conforme 
al Numeral 2 del Artículo 323 del presente Código; y en la etapa de juicio hasta antes de 
dictarse sentencia, tanto en el procedimiento común como en el inmediato para delitos 
flagrantes.

II.  Cuando la solicitud sea presentada por la o el Fiscal, para que sea procedente deberá 
contar con la aceptación de la o el imputado y su defensor, la que deberá estar fundada en 
la admisión del hecho y su participación en él.

III.  En caso de oposición fundada de la víctima o que el procedimiento común permita un 
mejor conocimiento de los hechos, la o el Juez podrá negar la aplicación del procedimiento 
abreviado. 

IV.  La existencia de varios imputados en un mismo procedimiento, no impedirá la aplicación 
de estas reglas a alguno de ellos.

(Modifi cado por la ley Nº 586 de 30 de octubre de 2014)

Artículo 374º.- (Trámite y resolución). En audiencia oral el juez escuchará al fi scal, al imputado, a 
la víctima o al querellante, previa comprobación de:

1) La existencia del hecho y la participación del imputado. 

2) Que el imputado voluntariamente renuncia al juicio oral ordinario, y, 

3) Que el reconocimiento de culpabilidad fue libre y voluntario.

Aceptado el procedimiento la sentencia se fundará en el hecho admitido por el imputado pero la 
condena no podrá superar la pena requerida por el fi scal.

En caso de improcedencia el requerimiento sobre la pena no vincula al fi scal durante el debate.

El juez o tribunal no podrá fundar la condena en la admisión de los hechos por parte del imputado.
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TÍTULO II

PROCEDIMIENTO POR DELITOS DE ACCION PENAL PRIVADA
Artículo 375º.- (Acusación particular). Quien pretenda acusar por un delito de acción privada, 
deberá presentar su acusación ante el juez de sentencia por sí o mediante apoderado especial, 
conforme a lo previsto en este Código.

Cuando el querellante necesite de la realización de un acto preparatorio para la presentación de su 
querella, solicitará al juez que ordene a la autoridad competente su realización.

Artículo 376º.- (Desestimación). La querella será desestimada por auto fundamentado cuando:

1) El hecho no esté tipifi cado como delito; 

2) Exista necesidad de algún antejuicio previo; o, 

3) Falte alguno de los requisitos previstos para la querella.

En el caso contemplado en el numeral 3), el querellante podrá repetir la querella por una sola vez, 
corrigiendo sus defectos, con mención de la desestimación anterior.

Artículo 377º.- (Conciliación). Admitida la querella, se convocará a una audiencia de conciliación, 
dentro de los diez días siguientes. Cuando el querellado no comparezca, el procedimiento seguirá 
su curso.

Si en esta oportunidad o en cualquier estado posterior del juicio, las partes se concilian, se declarará 
extinguida la acción y las costas se impondrán en el orden causado, salvo acuerdo de partes.

Artículo 378º.- (Retractación). Si el querellado por delito contra el honor se retracta en la audiencia 
de conciliación o al contestar la querella, se extinguirá la acción y las costas quedarán a su cargo.

Si el querellante no acepta la retractación por considerarla insufi ciente, el juez decidirá el incidente. 
Si lo pide el querellante, el juez ordenará que se publique la retractación en la misma forma que se 
produjo la ofensa, con costas.

Artículo 379º.- (Procedimiento posterior). Si no se logra la conciliación, el juez convocará a juicio 
conforme a lo establecido por este Código y aplicará las reglas del juicio ordinario.

Artículo 380º.- (Desistimiento). El querellante podrá desistir de la acción en cualquier estado del 
proceso, pero quedará sujeto a la responsabilidad emergente de sus actos anteriores.

El desistimiento producirá la extinción de la acción penal.

Artículo 381º.- (Abandono de la querella). Además de los casos previstos en este Código, se 
considerará abandonada la querella y se archivará el proceso cuando el querellante o su mandatario 
no concurran a la audiencia de conciliación, sin justa causa.
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TÍTULO III

PROCEDIMIENTO PARA LA REPARACION DEL DAÑO
Artículo 382º.- (Procedencia). Ejecutoriada la sentencia de condena o la que imponga una medida 
de seguridad por inimputabilidad o semiimputabilidad, el querellante o el fi scal podrán solicitar al 
juez de sentencia que ordene la reparación del daño causado o la indemnización correspondiente.

La víctima que no haya intervenido en el proceso, podrá optar por esta vía, dentro de los tres meses 
de informada de la sentencia fi rme.

Artículo 383º.- (Demanda). La demanda deberá ser dirigida contra el condenado o contra aquél a 
quien se le aplicó una medida de seguridad por inimputabilidad o semiimputabilidad y/o contra los 
terceros que, por previsión legal o relación contractual, son responsables de los daños causados.

Artículo 384º.- (Contenido). La demanda deberá contener.

1) Los datos de identidad del demandante o su representante legal y su domicilio procesal. 

2) La identidad del demandado y el domicilio donde deba ser citado. 

3) La expresión concreta y detallada de los daños sufridos y su relación directa con el 
hecho ilícito comprobado; 

4) El fundamento del derecho que invoca; y, 

5) La petición concreta de la reparación que busca o el importe de la indemnización 
pretendida.

La demanda estará acompañada de una copia autenticada de la sentencia de condena o de la que 
impone la medida de seguridad.

Por desconocimiento de los datos de identifi cación del demandado o si se ignora el contenido del 
contrato por el cual debe responder un tercero, el demandante podrá solicitar al juez diligencias 
previas a fi n de preparar la demanda.

Artículo 385º.- (Admisibilidad). El juez examinará la demanda y si falta alguno de los requisitos 
establecidos en el Artículo anterior, conminará al demandante para que corrija los defectos 
formales, durante el plazo de cinco días, bajo apercibimiento de desestimarla.

Vencido el plazo, si no se han corregido los defectos observados, el juez desestimará la demanda.

La desestimación de la demanda no impedirá ampliar la acción resarcitoria en la vía civil.

Admitida la demanda el juez citará a las partes a una audiencia oral que se realizará dentro de los 
cinco días siguientes a su notifi cación, disponiendo en su caso, pericias técnicas para determinar 
la relación de causalidad y evaluar los daños y las medidas cautelares reales que considere 
conveniente.

Artículo 386º.- (Audiencia y resolución). En la audiencia, el juez procurará la conciliación de 
las partes y homologará los acuerdos celebrados. Caso contrario, dispondrá la producción de la 
prueba ofrecida sólo con referencia a la legitimación de las partes, la evaluación del daño y su 
relación directa con el hecho.
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Producida la prueba y escuchadas las partes, el juez en la misma audiencia, dictará resolución de 
rechazo de demanda o de reparación de daños con la descripción concreta y detallada y el importe 
exacto de la indemnización.

La incomparecencia del demandante implicará el abandono de la demanda y su archivo. La 
incomparecencia del demandado o de alguno de los demandados no suspenderá la audiencia, 
quedando vinculado a las resultas del proceso.

Artículo 387º.- (Recursos y ejecución). La resolución será apelable en efecto devolutivo, sin 
recurso ulterior y el demandante estará eximido de prestar fi anza de resultas.

El juez ejecutará la decisión en sujeción a las normas del Código de Procedimiento Civil.

Artículo 388º.- (Caducidad). La acción para demandar la reparación o indemnización del daño, 
por medio de este procedimiento especial, caducará a los dos años de ejecutoriada la sentencia de 
condena o la que impone la medida de seguridad.

TÍTULO IV

MODIFICACIONES AL PROCEDIMIENTO COMUN
Artículo 389. (Aplicación).

I.  Cuando se trate de delitos vinculados a las distintas formas de violencia contra niñas, niños, 
adolescentes o mujeres, se aplicarán las medidas de protección especial establecidas en 
los siguientes Artículos, a fi n de evitar que el hecho produzca mayores consecuencias, que 
se cometan nuevos hechos de violencia, reducir la situación de vulnerabilidad de la víctima 
y otorgarle el auxilio y protección indispensable en resguardo de su integridad.

II.  Las medidas de protección especial son independientes y tienen fi nalidad distinta que las 
medidas cautelares personales previstas en este Código.

Artículo 389 bis. (Medidas de Protección Especial).

I.  Además de las medidas de protección previstas en el Código Niña, Niño y Adolescente, y 
en la Ley N° 348, la jueza o el juez al tomar conocimiento de delitos previstos en el Artículo 
precedente, de ofi cio o a pedido de parte, de la víctima o de su representante, sin necesidad 
de que se constituya en querellante, podrá aplicar al imputado las siguientes medidas de 
protección especial:

 Para niñas, niños o adolescentes:

1.  Salida o desocupación del domicilio donde habita la víctima, independientemente de 
la titularidad del bien inmueble;

2.  Prohibición de ingreso al domicilio de la víctima, aunque se trate del domicilio familiar;

3.  Prohibición de comunicarse directa o indirectamente y por cualquier medio con la 
víctima;

4.  Prohibición de intimidar por cualquier medio o a través de terceras personas a la 
víctima, así como a cualquier integrante de su familia;
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5.  Suspensión temporal del régimen de visitas, guarda o custodia y convivencia con 
la víctima; medida que se mantendrá hasta tanto se resuelva en la jurisdicción 
correspondiente.

6.  Prohibición de interferir, de cualquier forma, en el ejercicio de la guarda, crianza y 
educación de la víctima;

7.  Devolución inmediata de objetos y documentos personales de la víctima;

8.  Prohibición de acercarse, en el radio de distancia que determine la jueza o el juez, 
al lugar de residencia, trabajo, estudio, esparcimiento o a los lugares de habitual 
concurrencia de la víctima;

9.  Prohibición de transitar por los lugares de recorrido frecuente de la víctima;

10.  Prohibición de concurrir o frecuentar lugares de custodia, albergue, estudio o 
esparcimiento a los que concurra la víctima;

11. Someterse a programas de tratamiento reflexivos, educativos o psicológicos tendientes 
a la modifi cación de conductas violentas y delictuales;

12.  Fijación provisional de la asistencia familiar, cuando la persona imputada sea el 
progenitor; y,

13.  Fijación provisional de la guarda, debiendo otorgar inmediato aviso a la jueza o juez 
en materia de la niñez y adolescencia, y a la Defensoría de la Niñez y Adolescencia; 
en caso de delito de feminicidio cometido por el cónyuge o conviviente, la guarda 
provisional de la niña, niño o adolescente, se otorgará en favor de los abuelos u otro 
familiar cercano por línea materna, con el acompañamiento de la Defensoría de la 
Niñez y Adolescencia, debiendo otorgar inmediato aviso a la jueza o juez en materia de 
la niñez y adolescencia, y ordenar que toda la familia ingrese al sistema de protección 
de víctimas y testigos del Ministerio Público. La fi jación provisional dispuesta, se 
mantendrá hasta tanto el juez de la niñez y adolescencia resuelva.

 Para Mujeres:

1.  Ordenar la salida, desocupación, restricción al agresor del domicilio conyugal o donde 
habite la mujer en situación de violencia, independientemente de la acreditación de 
propiedad o posesión del inmueble, y ordenar que el agresor se someta a una terapia 
psicológica en un servicio de rehabilitación;

2. Prohibir al agresor enajenar, hipotecar, prendar, disponer o cambiar la titularidad del 
derecho propietario de bienes muebles o inmuebles comunes;

3.  Disponer la asistencia familiar a favor de hijas, hijos y la mujer;

4.  Prohibir al agresor acercarse, concurrir o ingresar al domicilio, lugar de trabajo o 
de estudios, domicilio de las y los ascendientes o descendientes, o a cualquier otro 
espacio que frecuente la mujer que se encuentra en situación de violencia;

5.  Prohibir al agresor comunicarse, intimidar o molestar por cualquier medio o a través 
de terceras personas, a la mujer que se encuentra en situación de violencia, así como 
a cualquier integrante de su familia;
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6.  Prohibir acciones de intimidación, amenazas o coacción a los testigos de los hechos 
de violencia;

7.  Suspender temporalmente al agresor del régimen de visitas y convivencia con sus 
hijas e hijos;

8.  Realizar el inventario de los bienes muebles e inmuebles de propiedad común o de 
posesión legítima;

9.  Disponer la entrega inmediata de objetos y documentos personales de la mujer y de 
sus hijas e hijos o dependientes;

10.  La retención de documentos de propiedad de bienes muebles o inmuebles, mientras 
se decide la reparación del daño;

11.  Ordenar la anotación preventiva de los bienes sujetos a registro del agresor, así como 
el congelamiento de cuentas bancarias para garantizar las obligaciones de asistencia 
familiar;

12. Restringir, en caso de acoso sexual, todo contacto del agresor con la mujer, sin que se 
vean afectados los derechos laborales de la mujer;

13.  Prohibición de interferir, de cualquier forma, en el ejercicio de la guarda, crianza y 
educación de los hijos;

14.  Prohibición de transitar por los lugares de recorrido frecuente de la víctima; y,

15.  Someterse a programas de tratamientos reflexivos, educativos o psicológicos 
tendientes a la modifi cación de conductas violentas y delictuales.

 Constituirá también medida de protección especial, en favor de niñas, niños, adolescentes 
o mujeres la restitución de la víctima al domicilio que habría abandonado o del cual habría 
sido expulsada a consecuencia del hecho de violencia, garantizando su vida, seguridad e 
integridad.

II.  Se podrá imponer una sola de las medidas señaladas o varias de ellas, según resulte más 
adecuado al caso concreto y con la debida fundamentación para cada una de ellas. Estas 
medidas son de cumplimiento inmediato y obligatorio pudiendo recurrirse al auxilio de la 
fuerza pública para su ejecución.

III.  En los casos de muerte de la víctima, la jueza, el juez o tribunal podrá además prohibir 
al imputado comunicarse, intimidar o molestar por cualquier medio, por sí o mediante 
terceras personas, a la familia de la víctima.

(Se incorpora por disposición del Artículo 14 de la Ley 1173 de 3 de mayo de 2019).

Artículo 389 ter. (Urgencia y Ratifi cación).

I.  En casos de urgencia o habiéndose establecido la situación de riesgo en la que se encuentra 
la víctima y cuando las circunstancias del caso exijan la inmediata protección a su integridad, 
las medidas previstas en el Parágrafo I del Artículo precedente podrán ser dispuestas por 
la o el fi scal, la servidora o el servidor policial o cualquier otra autoridad prevista para la 
atención a mujeres en situación de violencia y para la defensa de los derechos de la niñez 
y adolescencia, que tomen conocimiento del hecho, excepto las medidas contempladas en 
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los numerales 5, 6, 11, 12 y 13 tratándose de medidas previstas en favor de niñas, niños 
o adolescentes, y las contempladas en los numerales 2, 3, 7, 11, 13 y 15 tratándose de 
medidas previstas en favor de las mujeres, las mismas que deberán ser impuestas por la 
jueza o el juez.

II.  Dentro de las veinticuatro (24) horas siguientes de impuesta la medida, la o el fi scal, la 
servidora o el servidor policial o la autoridad no jurisdiccional que la dispuso, comunicará 
a la jueza o juez de instrucción, a objeto del control de legalidad y su consiguiente 
ratifi cación, modifi cación o revocatoria. La jueza o el juez atendiendo a las circunstancias 
del caso, podrá resolver la cuestión en audiencia pública siguiendo el procedimiento para 
la aplicación de medidas cautelares, o podrá resolverla sin audiencia, en cuyo caso dictará 
la resolución dentro de las setenta y dos (72) horas siguientes a la comunicación.

(Se incorpora por disposición del Artículo 14 de la Ley 1173 de 3 de mayo de 2019). 

Artículo 389 quater. (Duración). Las medidas de protección durarán en tanto subsistan los motivos 
que fundaron su aplicación, independientemente de la etapa del proceso.”
(Se incorpora por disposición del Artículo 14 de la Ley 1173).

Artículo 389 quinquies. (Incumplimiento). En caso de incumplimiento de las medidas de 
protección especial, impuestas por la jueza o el juez, a efecto de hacer efectivo el resguardo de 
los derechos de la vida, integridad física o psicológica de las víctimas, de ofi cio o a solicitud del 
fi scal, la víctima, representante legal, querellante o la instancia de defensa de los derechos de la 
niñez y adolescencia o de las mujeres, en audiencia, la autoridad jurisdiccional dispondrá detención 
preventiva del infractor de un mínimo de tres (3) a un máximo de seis (6) días, según la gravedad.”
(Se incorpora por disposición del Artículo 14 de la Ley 1173 de 3 de mayo de 2019).

Artículo 390º.- (Violencia doméstica). En el delito de lesiones, cuyo impedimento sea inferior 
a ocho días, la víctima podrá optar por la aplicación del procedimiento común previsto por este 
Código o por el procedimiento establecido en la Ley Contra la Violencia en la Familia o Doméstica. 
En ningún caso se podrá optar por ambas vías.

Artículo 391º.- (Diversidad cultural). Cuando un miembro de un pueblo indígena o comunidad 
indígena o campesina, sea imputado por la comisión de un delito y se lo deba procesar en la 
jurisdicción ordinaria, se observarán las normas ordinarias de este Código y las siguientes reglas 
especiales.

1. El fi scal durante la etapa preparatoria y el juez o tribunal durante el juicio serán asistidos 
por un perito especializado en cuestiones indígenas; el mismo que podrá participar en 
el debate, y, 

2. Antes de dictarse sentencia, el perito elaborará un dictamen que permita conocer con 
mayor profundidad los patrones de comportamiento referenciales del imputado a los 
efectos de fundamentar, atenuar o extinguir su responsabilidad penal; este dictamen 
deberá ser sustentado oralmente en el debate.

Artículo 392. (Juzgamiento de Jueces). Los jueces serán juzgados de conformidad al 
procedimiento común. Sólo serán suspendidos de su cargo por el Consejo de la Judicatura, cuando 
sean formalmente imputados ante el juez de instrucción.”
Modifi cado por Ley No. 007 de 18 de mayo de 2010
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La frase “cuando sean formalmente imputados ante el Juez de instrucción” es declarada 
Inconstitucional por la SCP 0137/2013 de 5 de febrero

Artículo 393º.- (Privilegio constitucional). Para el juzgamiento de los funcionarios públicos 
comprendidos en el Artículo 66, numeral 1) y Artículo 118, numerales 5) y 6) de la Constitución 
Política del Estado, por delitos cometidos en el ejercicio de sus funciones, se procederá con arreglo 
a lo previsto en el Constitución Política del Estado, siendo aplicables las normas del juicio oral y 
público establecidas en este Código.

TÍTULO V
PROCEDIMIENTO INMEDIATO PARA DELITOS FLAGRANTES

Artículo 393 bis. (Procedencia). En la resolución de imputación formal, el fi scal podrá solicitar a 
la o el juez de instrucción Penal la aplicación del procedimiento inmediato para delitos flagrantes 
conforme a las normas del presente Título, cuando el imputado sea sorprendido o aprehendido en 
la comisión de un delito en flagrancia.

Si se trata de una causa seguida contra varios imputados, sólo será posible si todos se encuentran 
en la situación prevista en el párrafo anterior y estén implicados en el mismo hecho.

Los delitos conexos en los que estén involucrados otros imputados no se acumularán al 
procedimiento inmediato por flagrancia.
(Modifi cado por la ley Nº 586 de 30 de octubre de 2014)

Artículo 393 ter. (Audiencia). 

I.  En audiencia oral, la o el Juez de Instrucción Penal escuchará a la o el Fiscal, a la o al 
imputado y su defensor, a la víctima o al querellante, verifi cará el cumplimiento de las 
condiciones de procedencia previstas en el Artículo precedente y resolverá sobre la 
aplicación del procedimiento.

 Si la o el Juez acepta la aplicación del procedimiento inmediato por flagrancia, en la misma 
audiencia la o el Fiscal podrá:

1. Solicitar la aplicación de una salida alternativa, incluyendo el procedimiento abreviado 
cuando concurran los requisitos previstos en este Código;

2. Si requiere realizar actos de investigación o de recuperación de evidencia 
complementarios, solicitará a la o el Juez, de manera justifi cada, un plazo que no 
podrá exceder de treinta (30) días. La o el Juez resolverá de manera fundamentada la 
solicitud del Fiscal, previa intervención de la víctima o querellante y de la defensa;

3. Si considera que cuenta con sufi cientes elementos de convicción, presentará la 
acusación, ofrecerá y acompañará la prueba en la misma audiencia;

4. El querellante podrá adherirse a la acusación de la o el Fiscal o acusar particularmente 
en la misma audiencia, ofreciendo y presentando prueba de cargo. La acusación pública, 
y en su caso la acusación particular, se pondrán en conocimiento del imputado en la 
misma audiencia, para que en el plazo máximo de cinco (5) días ofrezca y acompañe 
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prueba de descargo. Vencido este plazo, la o el Juez remitirá las actuaciones ante la o 
el Juez de Sentencia que corresponda.

5. Solicitar la detención preventiva de la o el imputado, cuando concurra alguno de 
los requisitos establecidos en el Artículo 233 del presente Código, para garantizar 
su presencia en el juicio. La solicitud no podrá ser denegada por la o el Juez de 
Instrucción, salvo los casos de improcedencia de la detención preventiva, en los cuales 
se impondrán medidas sustitutivas a la detención preventiva.

II.  Las resoluciones que la o el Juez dictare respecto a los Numerales 2, 3 y 4 del Parágrafo   
precedente, no serán susceptibles de recurso alguno.

III.  Los incidentes y/o excepciones podrán ser planteados de manera oral, por única vez, en 
audiencia. La o el Juez resolverá en la misma audiencia”.

(Modifi cado por la ley Nº 586 de 30 de octubre de 2014)

Artículo 393 quater. (Actos preparatorios de Juicio Inmediato). En el plazo de veinticuatro (24) 
horas de recibidas las actuaciones, la o el Juez de Sentencia radicará la causa y dictará auto de 
apertura de juicio, señalando día y hora de audiencia de juicio oral, en un plazo no mayor a cinco (5) 
días, en base a la acusación pública y/o particular”.
(Modifi cado por la ley Nº 586 de 30 de octubre de 2014)

Artículo 393 quinquer. (Juicio Inmediato). 

I.  Para la realización del Juicio Inmediato se aplicarán las reglas previstas para el juicio 
ordinario, conforme lo establecido en el presente Código.

II.  Los principios de concentración y continuidad deben ser entendidos como mandatos 
de desarrollar los procesos en orden cronológico, de manera ininterrumpida, hasta su 
conclusión”.

Artículo 393 sexter. (Sentencia). Finalizados los alegatos de las partes, el juez de sentencia 
procederá a dictar sentencia inmediatamente, conforme a lo previsto en los Artículos 361 y 
siguientes de este Código, sin embargo, no se podrá diferir la redacción de los fundamentos, 
debiendo darse lectura íntegra de la misma.”
Vigente por Ley No. 007 de 18 de mayo de 2010 desde 393 bis hasta 393 sexter

TÍTULO VI

“PROCEDIMIENTO ESPECIAL PARA CASOS DE VIOLENCIA CONTRA NIÑAS, NIÑOS, 
ADOLESCENTES O MUJERES”

(TÍTULO incorporado por disposición del art. 15 de la Ley 1173 de 3 de mayo de 2019).

Artículo 393 septier. (Procedencia). Cuando se trate de delitos vinculados a las distintas formas 
de violencia contra niñas, niños, adolescentes o mujeres, se aplicará el procedimiento previsto en 
este Título.”
(Se incorpora por disposición del Artículo 15 de la Ley 1173 de 3 de mayo de 2019).
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Artículo 393 octer. (Prohibición de Revictimización).

I.  La jueza, el juez o fi scal dispondrá que los testimonios o declaraciones que deba prestar la 
víctima, sean realizados por una sola vez y con carácter privado, con el auxilio de familiares 
o peritos especializados, utilizando medios especiales y tecnológicos apropiados para 
garantizar que la declaración sea válida en todas las etapas del proceso, en el marco del 
respeto a las condiciones inherentes al declarante o evitar su revictimización.

II.  Cuando deba realizarse diferentes pruebas periciales a la víctima, se concentrará la actividad 
de los peritos ordenando que actúen conjunta e interdisciplinariamente observando con 
rigor las reglas especiales de protección, preservando la salud y la intimidad de la víctima 
y evitar su revictimización. Al acto podrá asistir una persona de confi anza de la persona 
examinada.

(Se incorpora por disposición del Artículo 15 de la Ley 1173 de 3 de mayo de 2019).

Artículo 393 noveter. (Certifi cados Médicos y Recolección de Evidencia).

I.  Los certifi cados médicos que acrediten el estado físico de la víctima niña, niño, adolescente 
o mujer, que hubiere sufrido una agresión física o sexual, deberán extenderse de forma 
inmediata y obligatoria por cualquier profesional del sistema de salud público y seguro 
social a corto plazo que hubiera efectuado el primer reconocimiento de la víctima, de 
acuerdo al protocolo único de salud integrado al formulario único y sin mayor formalidad 
se constituirán en indicio.

II.  En casos de violencia sexual, el personal médico del sistema de salud público y seguro 
social a corto plazo, podrá recolectar evidencias, sin necesidad de requerimiento fi scal, 
las cuales serán entregadas inmediatamente a la autoridad competente en el marco del 
protocolo de cadena de custodia, para luego ser entregados al IDIF o en su caso al IITCUP.

III.  En caso de violencia sexual, especialmente tratándose de la circunstancia contemplada 
en el inciso k) del Artículo 310 del Código Penal, el personal de salud aplicará normas y 
protocolos vigentes de atención integral a víctimas de violencia sexual del Ministerio de 
Salud.

(Incorporado por disposición del Artículo 15 de la Ley 1173 de 3 de mayo de 2019  y modifi cado 
por el Artículo 2 parágrafo IV de la Ley 1226 de 18 de septiembre de 2019).

Artículo 393 deciter. (Resolución Integral). En cualquier etapa del procedimiento especial en los 
casos de violencia física o sexual contra mujeres, por delitos con pena igual o superior a cuatro 
(4) años, la víctima o su representante podrá solicitar a la instancia jurisdiccional, el divorcio o 
desvinculación de la unión libre por ruptura del proyecto de vida en común, con el único efecto de 
la disolución del vínculo conyugal o de unión libre de hecho, para que resuelva conforme establece 
el procedimiento previsto en la Ley N° 603 de 19 de noviembre de 2014 , “Código de las Familias y 
del Proceso Familiar”.

Asimismo podrá resolver la asistencia familiar, la guarda y la custodia de los hijos hasta tanto sea 
planteada y resuelta en la jurisdicción correspondiente.

Las posteriores modifi caciones a la asistencia familiar, guarda y custodia, serán tramitadas en la 
jurisdicción correspondiente.”
(Se incorpora por disposición del  Artículo 15 de la Ley 1173 de 3 de mayo de 2019).
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Artículo 393 onceter. (Otros Procesos). Cuando en otros procesos sustanciados en sede 
distinta a la penal, la o el juez constate la existencia de un hecho de violencia contra niñas, niños, 
adolescentes o mujeres, impondrá las medidas de protección que correspondan y de inmediato 
formulará la correspondiente denuncia al Ministerio Público.
(Se incorpora por disposición del  Artículo 15 de la Ley 1173 de 3 de mayo de 2019).

Artículo 393 duoter. (Participación de la Sociedad Civil). A solicitud expresa de la víctima, 
las organizaciones de la sociedad civil especializadas en atención y asesoramiento a casos de 
violencia a niñas, niños, adolescentes o mujeres, podrán apersonarse ante la Policía Boliviana, 
Ministerio Público o la autoridad judicial competente, participando e interviniendo en condición de 
coadyuvante en los actos procesales, en resguardo de los derechos de la víctima y del cumplimiento 
de la debida diligencia en los procesos penales por delitos de violencia, pudiendo participar en 
audiencias, incluso si éstas fueran declaradas en reserva y brindar cualquier tipo de apoyo a las 
víctimas.”
(Se incorpora por disposición del Artículo 15 de la Ley 1173 de 3 de mayo de 2019).

LIBRO TERCERO

RECURSOS

TÍTULO I

NORMAS GENERALES
Artículo 394º.- (Derecho de recurrir). Las resoluciones judiciales serán recurribles en los casos 
expresamente establecidos por este Código.

El derecho de recurrir corresponderá a quien le sea expresamente permitido por ley, incluida la 
víctima aunque no se hubiere constituido en querellante.

Artículo 395º.- (Adhesión). Quien tenga derecho a recurrir podrá adherirse fundamentadamente 
al recurso concedido a cualquiera de las partes, dentro del período de emplazamiento.

Artículo 396º.- (Reglas generales). Los recursos se regirán por las siguientes reglas generales:

1) Tendrán efecto suspensivo, salvo disposición contraria; 

2) Podrán ser desistidos con costas por la parte que los haya interpuesto, sin perjudicar a 
los demás recurrentes o a los que oportunamente se hayan adherido. Para desistir de 
un recurso, el defensor deberá tener mandato expreso del imputado. 

3) Los recursos se interpondrán, en las condiciones de tiempo y forma que se determina en 
este Código, con indicación específi ca de los aspectos cuestionados de la resolución; 
y, 

4) Salvo el recurso de revisión, los recursos serán interpuestos ante el tribunal que dictó 
la resolución impugnada, quien no se pronunciará sobre su admisibilidad.
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Artículo 397º.- (Efecto extensivo). Cuando en una causa existan coimputados, el recurso 
interpuesto por uno de ellos, favorecerá a los demás, a menos que los motivos en que se base sean 
exclusivamente personales.

Artículo 398º.- (Competencia). Los tribunales de alzada circunscribirán sus resoluciones a los 
aspectos cuestionados de la resolución.

Artículo 399º.- (Rechazo sin trámite). Si existe defecto u omisión de forma, el tribunal de alzada 
lo hará saber al recurrente, dándole un término de tres días para que lo amplíe o corrija, bajo 
apercibimiento de rechazo.

Si el recurso es inadmisible lo rechazará sin pronunciarse sobre el fondo.

Artículo 400º.- (Reforma en perjuicio). Cuando la resolución sólo haya sido impugnada por el 
imputado o su defensor no podrá ser modifi cada en su perjuicio.

Los recursos interpuestos por cualquiera de las partes permitirán modifi car o revocar la resolución 
aún en favor del imputado, salvo que el recurso se refi era exclusivamente a las costas.

TÍTULO II

RECURSO DE REPOSICIÓN
Artículo 401.- (Procedencia). El recurso de reposición procederá solamente contra las providencias 
de mero trámite, a fi n de que el mismo juez o tribunal, advertido de su error, las revoque o modifi que.

Artículo 402.- (Trámite y resolución). Este recurso se interpondrá fundamentalmente, por escrito, 
dentro de veinticuatro horas de notifi cada la providencia al recurrente y verbalmente cuando sea 
interpuesto en las audiencias.

El juez o tribunal deberá resolverlo sin sustanciación en el plazo de veinticuatro horas o en el mismo 
acto si se plantea en audiencia, sin recurso ulterior.

TÍTULO III

RECURSO DE APELACION INCIDENTAL
Artículo 403. (Resoluciones Apelables). El recurso de apelación incidental procederá contra las 
siguientes resoluciones:

1.  La que resuelve la suspensión condicional del proceso;

2.  La que resuelve una excepción o incidente;

3.  La que resuelve medidas cautelares o su sustitución;

4.  La que desestime la querella en delitos de acción privada;

5.  La que resuelve la objeción de la querella;

6.  La que declara la extinción de la acción penal;
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7.  La que conceda, revoque o rechace la libertad condicional;

8.  La que niegue o revoque la solicitud de ampliación de la etapa preparatoria en delitos 
relacionados con organizaciones criminales;

9.  La que admita o niegue la suspensión o extinción de la pena;

10.  La que resuelva la reparación del daño; y,

11.  Las demás señaladas por este Código.
(Modifi cado por disposición del Artículo 16 de la Ley 1173 de 3 de mayo de 2019).

Artículo 404. (Interposición). Cuando la resolución se dicte en audiencia, el recurso se interpondrá 
inmediatamente de forma oral ante la jueza, el juez o tribunal que la dictó. En los demás casos, 
la apelación se interpondrá por escrito, debidamente fundamentada, dentro de los tres (3) días de 
notifi cada la resolución al recurrente.

Cuando el recurrente intente producir prueba en segunda instancia, la ofrecerá en audiencia 
de fundamentación ante el tribunal de apelación o por escrito cuando corresponda, señalando 
concretamente el agravio que pretende probar.
(Modifi cado por disposición del  Artículo 16 de la Ley 1173 de 3 de mayo de 2019).

Artículo 405. (Remisión). La jueza, el juez o tribunal remitirá las actuaciones al Tribunal 
Departamental de Justicia dentro de las veinticuatro (24) horas siguientes para que éste resuelva.”
(Modifi cado por disposición del  Artículo 16 de la Ley 1173 de 3 de mayo de 2019).

Artículo 406. (Trámite). Recibidas las actuaciones, la Sala Penal señalará día y hora de audiencia y 
notifi cará a las partes dentro del plazo de veinticuatro (24) horas con el señalamiento de audiencia 
y, cuando corresponda, el recurso presentado por escrito.

La audiencia de apelación se llevará a cabo dentro del plazo de cinco (5) días, y se desarrollará 
conforme a los principios y reglas previstas en el Artículo 113 del presente Código.
(Modifi cado por el Artículo 2 parágrafo V de la Ley 1226 de 18 de septiembre de 2018  
disposición del Artículo 16 de la Ley 1173 de 3 de mayo de 2019).

TÍTULO IV

RECURSO DE APELACION RESTRINGIDA
Artículo 407º.- (Motivos). El recurso de apelación restringida será interpuesto por inobservancia 
o errónea aplicación de la ley.

Cuando el precepto legal que se invoque como inobservado o erróneamente aplicado constituya 
un defecto del procedimiento, el recurso sólo será admisible si el interesado ha reclamado 
oportunamente su saneamiento o ha efectuado reserva de recurrir, salvo en los casos de nulidad 
absoluta o cuando se trate de los vicios de la sentencia, de conformidad a lo previsto por los 
Artículos 169 y 370 de este Código.
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Este recurso sólo podrá ser planteado contra las sentencias y con las limitaciones establecidas en 
los Artículos siguientes.

Artículo 408º.- (Interposición). El recurso de apelación restringida será interpuesto por escrito, 
en le plazo de quince días de notifi cada la sentencia. Se citarán concretamente las disposiciones 
legales que se consideren violadas o erróneamente aplicadas y se expresará cuál es la aplicación 
que se pretende.

Deberá indicarse separadamente cada violación con sus fundamentos. Posteriormente, no podrá 
invocarse otra violación.

El recurrente deberá manifestar si fundamentará oralmente su recurso.

Artículo 409º.- (Emplazamiento y remisión). Interpuesto el recurso se pondrá en conocimiento de 
las otras partes, para que dentro del término de diez días lo contesten fundamentadamente.

Si se ha producido una adhesión, se emplazará a contestarla dentro de los cinco días.

Vencidos los plazos con contestación o sin ella, se remitirán las actuaciones en el término de tres 
días ante el tribunal de alzada y se emplazará a las partes para que comparezcan en el plazo de 
diez días a contar desde la remisión.

Artículo 410º.- (Ofrecimiento de prueba). Cuando el recurso se fundamente en un defecto de 
forma o de procedimiento, se podrá acompañar y ofrecer prueba con ese objeto.

La prueba se ofrecerá al interponer el recurso, al contestarlo o al adherirse a él.

Se aplicarán las normas previstas para la producción de prueba en el recurso de apelación incidental.

Artículo 411º.- (Trámite). Recibidas las actuaciones, si se ha ofrecido prueba o se ha solicitado 
expresamente la audiencia de fundamentación, el tribunal convocará a una audiencia pública 
dentro de los diez días de recibidas las actuaciones.

Concluida la audiencia o si no se convocó a la misma, la resolución se dictará en el plazo máximo 
de veinte días.

Artículo 412º.- (Audiencia de prueba o de fundamentación). La audiencia de prueba o de 
fundamentación se regirá, en lo pertinente, por las reglas previstas para el juicio oral.

Quien haya ofrecido prueba deberá presentarla en la audiencia y el tribunal resolverá únicamente 
con la que se incorpore y con los testigos que se hallen presentes.

En la audiencia de fundamentación complementaria, los miembros del tribunal podrán interrogar 
libremente a los recurrentes sobre los aspectos insufi cientes de la fundamentación o de la solución 
propuesta, la doctrina que sustenta sus pretensiones o la jurisprudencia que se utilizó, sin que 
implique prejuzgamiento.

La inasistencia a la audiencia no provocará deserción del recurso, pero quien la solicitó y no 
concurrira, será responsable por las costas.

Artículo 413º.- (Resolución del recurso). Cuando no sea posible reparar directamente la 
inobservancia de la ley o su errónea aplicación, el tribunal de alzada anulará total o parcialmente la 
sentencia y ordenará la reposición del juicio por otro juez tribunal.

Cuando la anulación sea parcial, se indicará el objeto concreto del nuevo juicio.
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Cuando el recurso haya sido interpuesto sólo por el imputado o, en su favor, en el juicio de reenvío 
no se podrá imponer una sanción más grave que la impuesta en la sentencia anulada, ni desconocer 
los benefi cios que en ésta se hayan otorgado.

Cuando sea evidente que para dictar una nueva sentencia no es necesaria la realización de un 
nuevo juicio, el tribunal de alzada resolverá directamente.

Artículo 414º.- (Rectifi cación). Los errores de derecho en la fundamentación de la resolución 
impugnada, que no hayan influido en la parte dispositiva, no la anularán, pero serán corregidos en 
la nueva sentencia, así como los errores u omisiones formales y los que se refi eran a la imposición 
o el cómputo de penas.

Asimismo el tribunal, sin anular la sentencia recurrida, podrá realizar una fundamentación 
complementaria.

Artículo 415º.- (Libertad del imputado). Cuando por efecto de la sentencia deba cesar la detención 
del imputado, el tribunal de alzada ordenará directamente la libertad.

TÍTULO V

RECURSO DE CASACIÓN
Artículo 416º.- (Procedencia). El recurso de casación procede para impugnar autos de vista 
dictados por las Cortes Superiores de Justicia contrarios a otros precedentes pronunciados por 
otras Cortes Superiores de Justicia o por la Sala Penal de la Corte Suprema.

El precedente contradictorio deberá invocarse por el recurrente a tiempo de interponer la apelación 
restringida.

Se entenderá que existe contradicción, cuando ante una situación de hecho similar, el sentido 
jurídico que le asigna el Auto de Vista recurrido no coincida con el del precedente, sea por haberse 
aplicado normas distintas o una misma norma con diverso alcance.

Artículo 417º.- (Requisitos). El recurso deberá interponerse dentro de los cinco días siguientes a la 
notifi cación del Auto de Vista impugnado ante la sala que lo dictó, la que remitirá los antecedentes 
a la Corte Suprema de Justicia dentro de las cuarenta y ocho hora siguientes.

En el recurso se señalará la contradicción en términos precisos y como única prueba admisible se 
acompañará copia del recurso de apelación restringida en el que se invocó el precedente.

El incumplimiento de estos requisitos determinará su inadmisibilidad.

Artículo 418º.- (Admisión del recurso). Recibidos los antecedentes, la sala penal de la Corte 
Suprema de Justicia dentro de los cinco días siguientes, establecerá si concurren los requisitos 
exigidos, en cuyo caso admitirá el recurso. Si lo declara inadmisible, devolverá actuados al tribunal 
que dictó el Auto de Vista recurrido.

Admitido el recurso se pondrá en conocimiento de las salas penales de todas las Cortes Superiores 
de Justicia los antecedentes del caso para que se inhiban de dictar Autos de Vista en los recursos en 
los que se debaten las mismas cuestiones de derecho, hasta que se les haga conocer la resolución 
del recurso de casación.
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Artículo 419º.- (Resolución del recurso). Admitido el recurso, sin más trámite y dentro de los 
diez días siguientes, la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia dictará resolución por mayoría 
absoluta de votos determinando si existe o no existe contradicción en los términos del Artículo 416 
de este Código.

Si existe contradicción la resolución establecerá la doctrina legal aplicable, caso contrario lo 
declarará infundado y devolverá los antecedentes a la Corte Superior de Justicia. En el primer caso 
y cuando se deje sin efecto el fallo que motivo el recurso, se devolverán actuados a la sala penal 
de la Corte Superior que dicto el Auto de Vista recurrido para que pronuncie nueva resolución de 
acuerdo con la doctrina legal establecida.

Artículo 420º.- (Efectos). La sala penal de la Corte Suprema de Justicia pondrá en conocimiento 
de los tribunales de los tribunales y jueces inferiores las resoluciones de los recursos de casación 
en las que se establezca la doctrina legal aplicable.

La doctrina legal establecida será obligatoria para los tribunales y jueces inferiores y sólo podrá 
modifi carse por medio de una nueva resolución dictada con motivo de otro recurso de casación. 

TÍTULO VI

RECURSO DE REVISIÓN
Artículo 421º.- (Procedencia). Procederá el recurso de revisión de las sentencias condenatorias 
ejecutoriadas, en todo tiempo y en favor del condenado, en los siguientes casos:

1) Cuando los hechos tenidos como fundamento de la sentencia resulten incompatibles 
con los establecidos por otra sentencia penal ejecutoriada; 

2) Cuando la sentencia impugnada se funde en prueba cuya falsedad se declaró en fallo 
posterior ejecutoriado. 

3) Cuando la sentencia condenatoria haya sido pronunciada a consecuencia de delitos 
propios de la función judicial, cuya existencia se haya declarado en fallo posterior 
ejecutoriado. 

4) Cuando después de la sentencia sobrevengan hechos nuevos, se descubran hechos 
preexistentes o existan elementos de prueba que demuestren:

a) Que el hecho no fue cometido, 

b) Que el condenado no fue autor o partícipe de la comisión del delito, o, 

c) Que el hecho no sea punible.

5) Cuando corresponda aplicar retroactivamente una ley penal más benigna; y, 

6) Cuando una sentencia del Tribunal Constitucional tenga efecto derogatorio sobre el 
tipo o norma penal que fundó la condena.

Artículo 422º.-(Legitimación). Podrán interponer el recurso:

1) El condenado o su defensor. Si el condenado es incapaz , sus representantes legales. 
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2) El cónyuge, conviviente o pariente dentro del cuarto grado de consaguinidad o segundo 
de afi nidad, o por adopción, si el condenado ha fallecido; 

3) La Fiscalía y el juez de ejecución penal; y, 

4) El Defensor del Pueblo.

Artículo 423º.- (Procedimiento). El recurso de revisión se interpondrá por escrito, se acompañará 
la prueba correspondiente y contendrá; bajo pena de inadmisibilidad, la concreta referencia de los 
motivos en que se funda y las disposiciones legales aplicables. El tribunal podrá disponer todas las 
indagaciones y diligencias que considere útiles y delegar su ejecución en alguno de sus miembros.

También podrá producir prueba de ofi cio en la audiencia.

Para el trámite del recurso de revisión regirán las reglas de la apelación restringida, en cuanto éstas 
sean aplicables.

Artículo 424º.- (Sentencia). El tribunal resolverá el recurso:

1. Rechazándolo cuando sea improcedente; 

2. Anulando la sentencia impugnada, en cuyo caso dictará la sentencia que corresponda 
o dispondrá la realización de un nuevo juicio.

Artículo 425º.- (Nuevo juicio). Si se dispone la realización de un nuevo juicio, no podrán intervenir 
los mismos jueces que dictaron la sentencia. En el nuevo juicio, la sentencia no podrá fundarse en 
una nueva valoración de la prueba que dio lugar a la sentencia anulada.

El fallo que se dicte en el nuevo juicio no podrá contener una sanción más grave que la impuesta 
en la primera sentencia.

Artículo 426º.- (Efectos). Cuando la sentencia sea absolutoria o declare la extinción de la pena, se 
ordenará la inmediata libertad del injustamente condenado, la rehabilitación plena del injustamente 
inhabilitado, el pago de la indemnización y/o la devolución de la cantidad pagada en concepto de 
pena pecuniaria y los objetos confi scados.

Cuando la sentencia disminuya el tiempo de privación de libertad que resta por cumplir al condenado, 
contendrá el nuevo computo precisando el día de fi nalización de cumplimiento de la pena.

La sentencia dispondrá la publicación de la parte resolutiva de la sentencia que declaró la absolución 
o extinción de la pena en un medio de comunicación social de alcance nacional.

Artículo 427º.- (Rechazo). El rechazo del recurso de revisión no impedirá la interposición de uno 
nuevo fundado en motivos distintos.
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LIBRO CUARTO

EJECUCIÓN PENAL

TÍTULO I

NORMAS GENERALES
Artículo 428º.- (Competencia). Las sentencias condenatorias serán ejecutadas por el juez de 
ejecución penal, quien tendrá competencia para resolver todas las cuestiones o incidentes que se 
susciten durante la ejecución.

Las sentencias absolutorias y aquellas que concedan el perdón judicial y la suspensión condicional 
de la pena serán ejecutadas por el juez o tribunal que las dictó. El tribunal podrá comisionar a uno 
de sus jueces para que practique las diligencias necesarias.

Artículo 429º.- (Derechos). El condenado durante la ejecución de la condena tendrá los derechos 
y garantías que le otorgan la Constitución, las Convenciones y Tratados internacionales vigentes 
y las leyes. A este efecto planteará ante el juez de ejecución penal las peticiones que estime 
convenientes.

TÍTULO II

PENAS
Artículo 430.- (Ejecución). Ejecutoriada la sentencia condenatoria se remitirán copias auténticas 
de los autos al juez de ejecución penal para que proceda según este Código. Si el condenado se 
halla en libertad, se ordenará su captura.

El juez o el presidente del tribunal, ordenará la realización de todas las medidas necesarias para 
cumplir los efectos accesorios de la sentencia.

Artículo 431º.- (Ejecución diferida). Antes de la ejecución de una pena privativa de libertad, el juez 
o tribunal que dictó la condena diferirá la ejecución de la pena y dispondrá las medidas cautelares 
convenientes que aseguren su ejecución, en los siguientes casos:

1) Cuando deba cumplirla una mujer embarazada o que tenga un hijo menor de un año al 
momento de la ejecutoria de la sentencia; 

2) Cuando el condenado se encuentre gravemente enfermo y la inmediata ejecución 
ponga en peligro su vida, según el dictamen médico forense. 

Cuando cesen estas condiciones, la sentencia se ejecutará inmediatamente.

Artículo 432º.- (Incidentes). La Fiscalía o el condenado podrán plantear incidentes relativos a la 
ejecución de la pena.

El incidente será resuelto por el juez de ejecución penal, en audiencia oral y pública, que será 
convocado dentro de los cinco días siguientes a su promoción.

El auto podrá ser apelado ante la Corte Superior de Justicia.
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Artículo 433. (Libertad Condicional). El juez de ejecución penal, mediante resolución motivada, 
previo informe de la dirección del establecimiento penitenciario, podrá conceder libertad condicional 
por una sola vez, al condenado a pena privativa de libertad, conforme a los siguientes requisitos:

1.  Haber cumplido las dos terceras partes de la pena impuesta, o haber cumplido la 
mitad más un día de la pena impuesta tratándose de mujeres que tengan a su cargo:

a)  Niñas, niños o adolescentes;

b)  Personas mayores de sesenta y cinco (65) años;

c)  Personas con discapacidad grave o muy grave; o,

d)  Personas que padezcan enfermedades en grado terminal.

2.  Haber observado buena conducta en el establecimiento penitenciario de conformidad 
a los reglamentos; y,

3.  Haber demostrado vocación para el trabajo.

En ningún caso la sanción disciplinaria pendiente de cumplimiento podrá impedir la liberación de 
la persona condenada si ésta ya hubiera cumplido la mitad más un día o las dos terceras partes de 
su condena, según corresponda.

El auto que disponga la libertad condicional indicará el domicilio señalado por el liberado y las 
condiciones e instrucciones que debe cumplir, de acuerdo con lo establecido en el Artículo 24 de 
este Código.

El juez vigilará el cumplimiento de las condiciones impuestas las que podrán ser reformadas de 
ofi cio o a petición del fi scal o del condenado.
(Modifi cado por disposición del  Artículo 17 de la Ley 1173 de 3 de mayo de 2019).

Artículo 434º.- (Trámite). El incidente de libertad condicional deberá ser formulado ante el juez de 
ejecución penal. Podrá ser promovido a petición de parte o de ofi cio.

El juez de ejecución penal conminará al director del establecimiento para que, en el plazo de diez 
días, remita los informes correspondientes.

El juez podrá rechazar sin trámite la solicitud, cuando sea manifi estamente improcedente.

Artículo 435º.- (Revocación de la libertad condicional). El juez de ejecución penal podrá revocar 
la libertad condicional por incumplimiento de las condiciones impuestas.

El incidente de revocatoria será promovido de ofi cio o a pedido de la Fiscalía.

Para la tramitación del incidente deberá estar presente el condenado, pudiendo el juez de ejecución 
penal ordenar su detención sino se presenta, no obstante su citación legal. Cuando el incidente se 
lleve a cabo estando presente el condenado, el juez podrá disponer que se lo mantenga detenido 
hasta que se resuelva el incidente.

La revocatoria obligará al liberado al cumplimiento del resto de la pena.

El auto que revoca la libertad condicional es apelable.

Artículo 436º. - (Multa). La multa se ejecutará conforme a lo dispuesto en el Código Penal.
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Artículo 437º. - (Inhabilitación). Si la pena es de inhabilitación, practicado el cómputo defi nitivo, 
el juez ordenará las comunicaciones e inscripciones que correspondan, indicando la fecha de 
fi nalización de la condena.

Artículo 438º. - (Perdón del ofendido). El perdón de la víctima, en los delitos de acción privada, 
extingue la pena. El juez de ejecución penal en su mérito, ordenará inmediatamente la libertad del 
condenado.

Esta norma regirá también para los casos de conversión de acciones.

Artículo 439º.- (Medida de seguridad). El juez o tribunal que dictó la sentencia determinará el 
establecimiento adecuado para el internamiento como medida de seguridad.

El juez de ejecución penal, por lo menos una vez cada seis meses, examinará la situación de aquel 
a quien ha sido impuesta esta medida, examen, que se llevará a cabo en audiencia oral, a puertas 
cerradas, previo informe de los responsables del establecimiento y de peritos; la decisión versará 
sobre la cesación o continuación de la medida y, en este último caso, podrá modifi car el tratamiento 
o cambiar el establecimiento en el cual se ejecuta.

TÍTULO III

REGISTROS
Artículo 440º.- (Registro de antecedentes penales). El Registro Judicial de Antecedentes 
penales, dependientes del Consejo de la Judicatura, tendrá a su cargo el registro centralizado de 
las siguientes resoluciones:

1) Las sentencias condenatorias ejecutoriadas; 

2) Las que declaren la rebeldía; y, 

3) Las que suspendan condicionalmente el proceso.

Todo juez o tribunal remitirá al registro, copia autenticada de estas resoluciones.

El Consejo de la Judicatura nombrará un director encargado del registro y reglamentará su 
organización y funcionamiento.

Artículo 441º.- (Cancelación de antecedentes). El registro de las sentencias condenatorias 
ejecutoriadas será cancelado:

1) Después de transcurridos ocho años de la extinción de la pena privativa de libertad; 

2) Después de transcurridos ocho años desde que se dictó la sentencia condenatoria, 
concediendo la suspensión condicional de la pena; y, 

3) Después de transcurridos tres años de la extinción para las condenas a pena de multa 
o inhabilitación.

Respecto a la suspensión condicional del proceso, se cancelará su registro por orden del juez que 
la dictó al vencer el período de prueba.
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Artículo 442º.- (Reserva de la información). El Registro será reservado y únicamente podrá 
suministrar informes de las resoluciones señaladas en el Artículo 440 de este Código a solicitud de:

1) El interesado; 

2) Las Comisiones Legislativas 

3) Los jueces y fi scales de todo el país; y 

4) Las autoridades extranjeras conforme a las reglas de cooperación judicial internacional 
establecidas en este Código.

La violación de la prohibición de informar será considerada como violación de secreto, si el hecho 
no constituye un delito más grave.

PARTE FINAL

DISPOSICIONES TRANSITORIAS
Primera.- (Causas en trámite). Las causas en trámite continuarán rigiéndose por el Código de 
Procedimiento Penal anterior, Decreto Ley 10426 de 23 de agosto de 1972 y la Ley 1008 del Régimen 
de la Coca y Sustancias Controladas, salvo lo previsto en las siguientes disposiciones.

Segunda.- (Aplicación anticipada). No obstante lo dispuesto en la primera disposición fi nal 
entrarán en vigencia los Artículos 19 y 20 al momento de la publicación del presente Código y, un 
año después las siguientes disposiciones:

1) Las que regulan las medidas cautelares, Título I, Título II y Capítulo I del Título III del 
Libro Quinto de la Primera Parte; 

2) Los Artículos 21, 22, 23, 24, 25, 29, 30, 31, 32 y 33 del Título II del Libro I referentes a 
las salidas alternativas y a la prescripción de la acción penal. 

3) El Capítulo II del Título III del Libro Quinto de la Primera Parte, referente al régimen 
de administración de bienes. Hasta la vigencia plena del Código, todos los incidentes 
sobre el régimen de administración de bienes serán resueltos por los respectivos 
juzgados de sustancias controladas. 

Tercera.- (Duración del proceso). Las causas que deben tramitarse conforme al régimen procesal 
anterior, deberán ser concluidas en el plazo máximo de cinco años, computables a partir de la 
publicación de este Código.

Los jueces constatarán, de ofi cio o a pedido de parte, el transcurso de este plazo y cuando 
corresponda declararán extinguida la acción penal y archivarán la causa.
La SC 101/2004 de 14 de septiembre, declaro la inconstitucionalidad de la Ley 2683 de 12 de 
mayo de 2004 y la constitucionalidad de la Disposición transitoria tercera

Cuarta.- (Disposiciones orgánicas transitorias). Dos meses antes de la vigencia plena de este 
Código, el Consejo de la Judicatura y la Fiscalía General de la República determinarán los juzgados, 
salas de las cortes superiores y fi scales liquidadores que continuarán, a partir de la vigencia plena 
de este Código el trámite de las causas según el régimen procesal anterior.
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Dos semanas antes de la vigencia plena de este Código las cortes superiores remitirán a los 
juzgados y tribunales liquidadores los procesos en trámite.

Recibidas las causas, los juzgados y tribunales liquidadores, tratándose de procesos sin actividad 
procesal, dispondrán su publicación en un medio de circulación nacional conminando a las partes 
para que en el plazo de tres meses continúen el proceso, bajo advertencia de declarar extinguida 
la acción penal. Vencido este plazo, sin que se cumpla el apercibimiento se dispondrá la extinción 
de la acción penal.

Quinta.- (Bienes incautados). Los bienes incautados y confi scados antes de la promulgación de 
este Código se sujetarán al siguiente régimen:

1. Los que hubieren sido entregados a una entidad estatal para su uso institucional 
mantendrán este destino con excepción de los que por disposición judicial deban ser 
devueltos a sus propietarios. 

2. Los que hubieren sido entregados a una entidad privada mantendrán su uso institucional 
en los términos convenidos con la Dirección de Bienes Incautados, salvo disposición 
judicial de devolución a sus propietarios. 

En caso de orden judicial de devolución la Dirección de Bienes Incautados podrá convenir con los 
propietarios la transferencia de la propiedad del bien con el fi n de mantener el uso institucional 
asignado.

DISPOSICIONES FINALES
Primera.- (Vigencia). El presente Código entrará en vigencia plena veinticuatro meses después de 
su publicación y se aplicará a todas las causas que se inicien a partir del vencimiento de este plazo.

Segunda.- (Comisión Nacional de Implementación de la Reforma). 

La Comisión Nacional de Implementación de la Reforma, como órgano de decisión y de fi scalización, 
será presidida por el Presidente Nato del Congreso Nacional y conformada por: 

1) El Presidente de la Corte Suprema de Justicia; 

2) El Ministro de Justicia y Derechos Humanos; 

3) El Presidente de la Comisión de Constitución, Justicia, Policía Judicial, Ministerio 
Público, Derechos Humanos y Régimen Electoral de la Cámara de Senadores; 

4) El Presidente de la Comisión de Constitución, Justicia y Policía Judicial de la Cámara 
de Diputados; y 

5) El Fiscal General de la República. 

II. La Comisión Nacional de Implementación de la Reforma tendrá las siguientes atribuciones: 

1) Defi nir políticas institucionales para una adecuada implementación de la Reforma; y, 

2) Fiscalizar las actividades del Comité Ejecutivo de Implementación requiriendo informes 
e impartiendo las instrucciones necesarias. 
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Tercera.- (Comité Ejecutivo de Implementación). El Comité Ejecutivo de Implementación, como 
órgano de ejecución, se constituirá en el ámbito del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos 
y estará presidido por el Ministro o su Representante e integrado, además, por un representante 
técnico acreditado por:

1) La Comisión de Constitución, Justicia, Policía Judicial, Ministerio Público, Derechos 
Humanos y Régimen Electoral de la Cámara de Senadores; 

2) La Comisión de Constitución, Justicia y Policía Judicial de la Cámara de Diputados; 

3) El Poder Judicial a través del Consejo de la Judicatura, 

4) La fi scalía General de la República; 

5) El Ministerio de Gobierno; 

6) La Policía Nacional; 

7) El Colegio Nacional de Abogados; y 

8) El Comité Ejecutivo Universidad Boliviana. 

Cuarta.- (Atribuciones del Comité Ejecutivo de Implementación). El Comité Ejecutivo de 
Implementación tendrá las siguientes atribuciones:

1) Presentar la propuesta del Plan Nacional de Implementación de la Reforma; 

2) Adecuar y ejecutar planes y programas de implementación, intra e interinstitucionales; 

3) Realizar un seguimiento de la ejecución de los programas de implementación de las 
instituciones operadoras del  sistema de administración de justicia penal; 

4) Formular o presentar el proyecto de presupuesto de la implementación; y, 

5) Otras atribuciones de carácter ejecutivo que se le encomienden. 

Quinta.- (Presupuesto). El Presupuesto para la implementación de la reforma estará compuesto 
por:

1) Una partida extraordinaria que se consignará en el Presupuesto General de la nación; 

2) Una partida presupuestaria del Poder Judicial; 

3) Una partida presupuestaria del Ministerio Público; y, 

4) Los créditos y donaciones que el Estado negocie para la implementación de la reforma. 

La Comisión Nacional de Implementación de la reforma elaborará el presupuesto que requiera la 
ejecución de la reforma y gestionará la partida correspondiente en el Presupuesto General de la 
Nación.

Sexta.- (Derogatorias y Abrogatorias). Queda abrogado el Código de Procedimiento Penal 
aprobado por el Decreto Ley No. 10426 de veintitrés de agosto de mil novecientos setenta y dos, 
con todas sus modifi caciones y disposiciones complementarias:

Quedan derogadas las siguientes disposiciones legales:
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1) Los Artículos 80 al 131 de los títulos IV y V de la Ley 1008 del Régimen de la Coca y 
Sustancias Controladas y toda norma procesal que contenga dicha ley que se oponga 
a este Código; 

2) Los Artículos 57. 59., 60, 61, 62, 63, 64, 65, 66, 67, 68, 69, 72, 94, 99, 100, 101 y 102 del 
Código Penal; 

3) Las normas procesales penales previstas en leyes especiales así como toda otra 
disposición legal que sean contrarias a este Código.; 

4) El Decreto Supremo 24196 de 22 de diciembre de 1995. 

Séptima.- (Modifi caciones).

Modifi case los Artículos 47, 77, 80 y 106 del Código Penal, cuyas disposiciones quedarán redactadas 
en los siguientes términos:

Art. 47.- Regimen Penitenciario.- Las penas se ejecutarán en la forma establecida por el 
presente Código, el Código de Procedimiento Penal y la Ley especial para la aplicación del régimen 
penitenciario.

Art. 77.- Computo. Las penas se computarán conforme a lo previsto en el Código de Procedimiento 
Penal. El día se computará de veinticuatro horas; el mes y el año, según el calendario.

Art. 80.- Internamiento. Cuando el imputado fuere declarado inimputable y absuelto por esta 
causa conforme al Artículo 17, el juez podrá disponer, previo dictamen de peritos, su internación en 
el establecimiento correspondiente, si por causa de su estado existiere el peligro de que se dañe a 
sí mismo o dañe a los demás.

Si no existiere un establecimiento adecuado, la internación del inimputable se hará en el que más 
próximamente pueda cumplir este fi n o se lo dejará en poder de su familia, si a juicio del juez 
aquélla ofreciere garantía sufi ciente para el mismo fi n.

Esta internación durará todo el tiempo requerido para la seguridad, educación o curación.

El juez de ejecución penal, por lo menos una vez cada seis meses, examinará la situación de aquél 
a quien ha sido  impuesta esta medida, examen, que se llevará a cabo en audiencia oral, a puertas 
cerradas, previo informe de los responsables del establecimiento y de peritos; la decisión versará 
sobre la cesación o continuación de la medida y, en este último caso, podrá modifi car el tratamiento 
o cambiar el establecimiento en el cual se ejecuta.

Art. 106.- Interrupcion del Termino de la Prescripcion. El término de la prescripción de la pena se 
interrumpe por la comisión de otro delito, con excepción de los “políticos”.

1) Modifi case en la Ley No. 1455 de 18 de febrero de 1993, la organización jurisdicción 
y competencia de los tribunales y jueces penales de la República en los términos 
contenidos en el Libro Segundo de la Primera Parte de este Código. 

2) Modifi case en la Ley No. 1469 de 19 de febrero de 1993. La organización y atribuciones 
del Ministerio Público en los términos y alcances contenidos en este Código. 

Octava.- (Abrogatorias, derogatorias y modifi caciones). Las abrogatorias, derogatorias y 
modifi caciones y tendrán efecto, según el caso, al momento de la vigencia anticipada o plena 
previstas en la parte fi nal de este Código.
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Remítase al Poder Ejecutivo para fi nes constitucionales.

Es dada en la Sala de Sesiones del Honorable Congreso Nacional, a los dieciocho días del mes de 
marzo de mil novecientos noventa y nueve años.

Fdo. Dr. Wálter Guiteras Denis, PRESIDENTE DEL HONORABLE SENADO NACIONAL; H. Hugo 
Carvajal Donoso, PRESIDENTE HONORABLE CAMARA DE DIPUTADOS; Dr. Gonzalo Molina Ossio 
y Rubén E. Poma Rojas, SENADORES SECRETARIOS; H. Luis Llerena Gamez y Roger Pinto Molina, 
DIPUTADOS SECRETARIOS.

Por tanto, la promulgo para que se tenga y cumpla como Ley de la República.

Palacio de Gobierno de la ciudad de Las Paz, a los veinticinco días del mes de marzo de mil 
novecientos noventa y nueve años.

FDO. HUGO BANZER SUAREZ, PRESIDENTE DE LA REPUBLICA, Carlos Iturralde Ballivián, Dr. Guido 
Nayar Parada, Dra. Ana María Cortez de Soriano.

(Modifi cado por disposición de la Ley 1173 de 3 de mayo de 2019 de Abreviación Procesal 
Penal y de Fortalecimiento de la lucha integral contra la violencia a niñas, niños, adolescentes 
y mujeres).
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LEY N° 1173
LEY DE 03 DE MAYO DE 2019

EVO MORALES AYMA

PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DEL ESTADO PLURINACIONAL DE BOLIVIA
Por cuanto, la Asamblea Legislativa Plurinacional, 

ha sancionado la siguiente Ley:

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA PLURINACIONAL,

DECRETA:

LEY DE ABREVIACIÓN PROCESAL PENAL Y DE FORTALECIMIENTO  
DE LA LUCHA INTEGRAL CONTRA LA VIOLENCIA A NIÑAS, NIÑOS, 

ADOLESCENTES Y MUJERES
DISPOSICIONES TRANSITORIAS

PRIMERA. (REFUNCIONALIZACIÓN).
I.  El Consejo de la Magistratura, en coordinación con el Tribunal Supremo de Justicia, dentro 

del plazo máximo de ciento veinte (120) días calendario siguientes a la publicación de esta 
Ley, determinará la cantidad y nómina de Tribunales de Sentencia que se mantendrán como 
tales en cada asiento judicial. La determinación de la cantidad se realizará tomando en 
cuenta mínimamente los siguientes criterios:

1.  Cantidad de población;

2.  Prevalencia de hechos delictivos;

3.  Carga procesal correspondiente a los delitos, cuya sustanciación, por mandato de 
esta Ley, corresponda a los Tribunales de Sentencia.

II.  La selección de los Tribunales de Sentencia que se mantendrán como tales en cada asiento 
judicial, será establecida previa evaluación de méritos que considere mínimamente los 
siguientes criterios:

1.  Cantidad de sentencias pronunciadas;

2.  Cantidad de sentencias confi rmadas;

3.  Formación actualizada en dirección de audiencias y litigación oral de sus miembros; y,

4.  Sanciones disciplinarias por faltas graves en contra de sus miembros durante el 
tiempo que ejercieron como tribunal.

III.  Los demás Tribunales de Sentencia serán refuncionalizados en juzgados de sentencia o 
trasladados a un asiento judicial distinto, en el plazo máximo de nueve (9) meses desde la 
vigencia plena de la presente Ley, a medida que vayan concluyendo su carga procesal.
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SEGUNDA. (JUICIOS ORALES EN CURSO). 
Las causas que a momento de la vigencia plena de esta Ley, se encuentren en audiencia de juicio 
oral en curso, sea en Tribunales o Juzgados de Sentencia, continuarán tramitándose ante los 
mismos Tribunales o Juzgados debiendo ser concluidas, bajo responsabilidad disciplinaria o penal, 
dentro del plazo máximo de los nueve (9) meses siguientes desde la vigencia plena de la presente 
Ley.

TERCERA. (REASIGNACIÓN DE CAUSAS). 
Las causas que a momento de la vigencia plena de la presente Ley se encuentren en actos 
preparatorios de juicio, merecerán el siguiente tratamiento:

1.  Aquellas que por mandato de esta Ley correspondan a Tribunales de Sentencia, serán 
reasignadas mediante sorteo a los Tribunales de Sentencia subsistentes, dentro del 
plazo de tres (3) días calendario de vigencia plena de la presente Ley.

2.  Aquellas que por mandato de esta Ley correspondan a Juzgados de Sentencia y se 
encuentren radicados en Tribunales de Sentencia, serán reasignadas mediante sorteo 
a los Juzgados de Sentencia existentes en cada asiento judicial. dentro del plazo de 
tres (3) días calendario de vigencia plena de la presente Ley.

3.  Aquellas que por mandato de esta Ley correspondan a Juzgados de Sentencia y ya se 
encuentren radicados en éstos, deberán ser sustanciados por los mismos juzgados 
hasta su conclusión.

Las reasignaciones efectuadas serán puestas en conocimiento de las partes y publicadas en los portales 
de internet del Tribunal Supremo de Justicia, del Consejo de la Magistratura y del Ministerio Público.

A partir de la reasignación y hasta doce (12) meses posteriores, los juzgados de sentencia 
preexistentes que recibieron causas reasignadas, no recibirán ninguna causa nueva; salvo que se 
trate de asientos judiciales en los cuales no se hubieran creado nuevos juzgados de sentencia.

A efectos de esta Ley, se entenderá como Juzgados de Sentencia de nueva creación, los que 
provengan de nueva asignación presupuestaria así como los que provengan de la refuncionalización 
progresiva de Tribunales de Sentencia.

La creación de Juzgados de Sentencia provenientes de nueva asignación presupuestaria, deberá 
realizarse dentro del plazo máximo de ciento veinte (120) días calendario siguientes a la publicación 
de esta Ley.

Los Juzgados de Sentencia provenientes de nueva asignación presupuestaria, deberán estar en 
funcionamiento a la vigencia plena de la presente Ley.

CUARTA. (PRIORIZACIÓN). 
El orden de tramitación de las causas que a la fecha de vigencia plena de la presente Ley se 
encuentren en etapa de juicio oral, será establecido de conformidad a los siguientes criterios de 
priorización en procesos:

1.  Con detenidos preventivos, y de entre ellos, aquellos cuya detención sea más 
prolongada o se trate de mujeres embarazadas, madres durante la lactancia de hijos 
menores de un (1) año o personas mayores de sesenta y cinco (65) años;
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2.  Por delitos contra la integridad corporal o la libertad sexual de niñas, niños o 
adolescentes, o por delito de feminicidio, y dentro de ellos, aquellos cuya fecha de 
radicatoria sea la más antigua;

3.  Que se encuentren próximas a cumplir el plazo máximo de duración del proceso; y,

4.  Por prelación de acuerdo a la fecha de radicatoria.

QUINTA. (REPROGRAMACIÓN DE AUDIENCIAS).
Dentro del plazo máximo de treinta (30) días calendario siguientes a la vigencia plena de esta Ley, 
las audiencias de juicio oral que se hallen en curso, deberán ser reprogramadas según los criterios 
de priorización establecidos en la disposición transitoria precedente, a objeto de su sustanciación 
y conclusión en estricta aplicación del principio de continuidad, quedando respecto de ellas, en 
suspenso los plazos previstos en el Artículo 336 del Código de Procedimiento Penal.

Cada Juzgado y Tribunal de Sentencia elaborará agendas quincenales de audiencias por días 
calendario, con un mínimo de cinco (5) causas.

Si alguna de las audiencias agendadas se suspendiera por alguna de las causales de suspensión 
previstas en el Artículo 335 del Código de Procedimiento Penal, su reanudación deberá señalarse 
dentro de la misma agenda quincenal, a cuyo efecto podrá habilitarse días y horas inhábiles. En 
ningún caso las audiencias podrán suspenderse por más de una vez ni el nuevo señalamiento 
podrá alterar el agendamiento de audiencias dispuesto.

La reprogramación de las audiencias deberá ser puesta en conocimiento de las partes a través del 
buzón de notifi caciones de ciudadanía digital y publicada en los portales de internet del Tribunal 
Supremo de Justicia, del Consejo de la Magistratura y del Ministerio Público.

Los Juzgados y Tribunales de Sentencia pondrán en conocimiento de las Representaciones 
Departamentales del Consejo de la Magistratura, las agendas quincenales de audiencias, cuidando 
que las mismas cumplan con los criterios establecidos en la Disposición Transitoria Cuarta de 
esta Ley. Las Representaciones Departamentales del Consejo de la Magistratura, controlarán la 
efectiva realización de las audiencias programadas de modo continuo hasta su fi nalización con el 
pronunciamiento de la sentencia.

SEXTA. (ACUSACIONES NUEVAS).
I.  Las acusaciones formuladas con posterioridad a la vigencia plena de esta Ley serán 

asignadas conforme a las competencias establecidas.

II.  Las nuevas acusaciones presentadas y que sean de competencia de los Juzgados de 
Sentencia, serán asignadas por sorteo a los Juzgados de Sentencia de nueva creación.

III.  Vencido el plazo de los doce (12) meses otorgado a los Juzgados de Sentencia preexistentes, 
el sorteo de acusaciones nuevas será realizado a todos los Juzgados de Sentencia.

IV.  En los asientos judiciales en los que no se creen Juzgados de Sentencia, la totalidad de las 
nuevas acusaciones serán asignadas a los Juzgados de Sentencia existentes.

SÉPTIMA. (OFICINAS GESTORAS DE PROCESOS).
I.  Dentro del plazo máximo de ciento cincuenta (150) días calendario siguientes a la publicación 

de esta Ley, el Consejo de la Magistratura y el Tribunal Supremo de Justicia establecerán 



358

Fiscalía General del Estado

Ley Nº 1173

el número de Ofi cinas Gestoras de Procesos en cada distrito judicial, conforme a la carga 
procesal, cantidad y ubicación de salas de audiencia y el número de Tribunales y Juzgados 
de Sentencia, bajo los principios de proporcionalidad e igualdad.

II.  La implementación de las Ofi cinas Gestoras de Procesos estará a cargo del Consejo de la 
Magistratura y del Tribunal Supremo de Justicia, con el apoyo técnico especializado de la 
Agencia de Gobierno Electrónico y Tecnologías de Información y Comunicación – AGETIC. 
El apoyo técnico señalado se realizará conforme a los lineamientos y estándares técnicos 
de Gobierno Electrónico legalmente establecidos, así como a los contemplados en la Ley 
N° 1080 de 11 de julio de 2018.

(Modifi cado por el Artículo 2 parágrafo VII de la Ley 1226 de 18 de septiembre de 2019).

OCTAVA. (SUBROGACIÓN). 
Las funciones asignadas en materia penal a la Ofi cina de Servicios Judiciales, a la Plataforma de 
Atención al Público e Informaciones, a la Central de Notifi caciones, a la Ofi cina de Administración 
de Salas y a los Auxiliares Generadores de Notifi caciones, en los respectivos asientos judiciales, 
serán subrogadas gradualmente a las respectivas Ofi cinas Gestoras de Procesos, en estricto 
cumplimiento de los plazos establecidos en el plan de implementación.

NOVENA. (HERRAMIENTAS TECNOLÓGICAS).
I.  A partir de la publicación de la presente Ley, en las capitales de Departamento y municipios 

con población igual o mayor a cincuenta mil (50.000) habitantes, las herramientas 
tecnológicas de información y comunicación, así como los mecanismos de ciudadanía 
digital, notifi caciones electrónicas y del sistema informático de gestión de causas, serán 
implementadas en sujeción a los siguientes plazos:

1.  En un plazo no mayor a noventa (90) días calendario:

a)  Habilitación de los correspondientes buzones de notifi caciones de ciudadanía 
digital.

b)  Firma digital o mecanismo de aprobación de documentos de ciudadanía digital 
a toda actuación de autoridades judiciales, fi scales, policiales y otras vinculadas 
a la gestión de la justicia penal; Estas actuaciones deberán estar disponibles 
para las partes a través de su cuenta de ciudadanía digital.

2.  En un plazo no mayor a ciento veinte (120) días calendario:

a)  La informatización de las ventanillas únicas de atención al ciudadano.

b)  El registro de audiencias en medios digitales y su disponibilidad para las partes.

3.  En un plazo no mayor a ciento cincuenta (150) días calendario, el Sistema Informático 
de Gestión de Causas.

II.  En los demás municipios, las herramientas tecnológicas de información y comunicación, 
así como los mecanismos de ciudadanía digital, notifi caciones electrónicas y el sistema 
informático de gestión de causas, serán implementadas de manera progresiva en cada uno 
de los componentes señalados en el Parágrafo I de la presente Disposición, en un plazo no 
mayor a trescientos (300) días calendario a partir de la publicación de esta Ley.



359

Compendio de Legislación Penal 2019

Ley Nº 1173

III.  En el plazo de ciento veinte (120) días calendario siguientes a la publicación de esta Ley, 
el Tribunal Supremo de Justicia, el Consejo de la Magistratura, el Ministerio Público, la 
Policía Boliviana y la Dirección General de Régimen Penitenciario, de manera coordinada, 
interoperarán sus sistemas informáticos, mediante la plataforma de interoperabilidad del 
Estado.

IV.  En el caso del Órgano Judicial, la implementación de las herramientas tecnológicas se 
realizará de manera coordinada entre el Consejo de la Magistratura y el Tribunal Supremo 
de Justicia.

DÉCIMA. (INEXISTENCIA DE SERVICIOS DE INTERNET).
En aquellos lugares en los que no existiera o no estén disponibles los servicios de conectividad 
efectivos por parte de los operadores de telecomunicaciones, las actuaciones de la Policía Boliviana 
en la investigación de los delitos, del Ministerio Público y del Órgano Jurisdiccional, continuarán 
realizándose por fuera del sistema informático de gestión de causas.

En un plazo no mayor a noventa (90) días desde que esté disponible y sea efectivo el servicio de 
conectividad en la localidad correspondiente por parte de cualquier operador de telecomunicaciones, 
se deberá implementar el sistema de gestión de causas.

DÉCIMA PRIMERA. (OBLIGACIONES DE LA POLICÍA BOLIVIANA).
La Policía Boliviana, a partir de la publicación de la presente Ley, deberá:

1.  En el plazo de treinta (30) días calendario, aprobar conjuntamente el Ministerio Público 
un formulario único de denuncia y de croquis de domicilio, que se pondrá a disposición 
de los interesados en los portales de internet de ambas instituciones para su descarga 
gratuita.

2.  En el plazo de sesenta (60) días calendario, emitir normativa interna, por la cual se 
garantice la disponibilidad de los servicios policiales vinculados a la investigación de 
delitos, actividad fi scal o jurisdiccional penal, durante las veinticuatro (24) horas del 
día, los siete (7) días de la semana.

3.  La disposición prevista en el numeral 7 del parágrafo 1 del Artículo 231 Bis (Medidas 
Cautelares Personales) de la Ley Nº 1970, se aplicará a partir de la fecha de publicación 
de la Ley que disponga el uso y funcionamiento técnico del dispositivo electrónico de 
vigilancia, rastreo o posicionamiento de su ubicación física. Su aplicación progresiva 
será conforme a disponibilidad a cargo del Ministerio de Gobierno.

(Modifi cado por el Artículo 2 parágrafo VII de la Ley 1226 de 18 de septiembre de 2019).

DÉCIMA SEGUNDA. (CONMINATORIA AL MINISTERIO PÚBLICO). 
Dentro del plazo de quince (15) días calendario posteriores a la entrada en vigencia de la presente 
Ley, bajo responsabilidad, las y los jueces penales, de ofi cio conminarán a la o el fi scal asignado 
al caso a través de la o el Fiscal Departamental, a la víctima, aunque no se hubiese constituido en 
querellante y a los cuadyuvantes si existieran para que dentro del plazo de los noventa (90) días 
calendario siguientes se pronuncien en los procesos con detenidos preventivos, sobre la necesidad 
de mantener la detención preventiva o disponer su cesación, conforme al régimen de cesación de 
medidas cautelares personales.
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En caso de solicitarse la continuidad de la detención, deberá establecer el plazo de duración de la 
misma y los actos investigativos a realizar. El juez fi jará el plazo atendiendo a la razonabilidad y 
proporcionalidad del planteamiento fi scal, victima, querellante o coadyuvante.

En caso de solicitarse la cesación, podrá solicitar la aplicación de otra medida cautelar personal 
menos grave o formular el requerimiento conclusivo que considere pertinente.

Si al vencimiento del plazo el Ministerio Público no se pronuncia, se dispondrá la cesación de la 
detención preventiva, bajo responsabilidad de la o el fi scal asignado al caso.

DÉCIMA TERCERA. (PODER ORDENADOR Y DISCIPLINARIO). 
Dentro del plazo máximo de treinta (30) días calendario siguientes a la publicación de la presente 
Ley, el Tribunal Supremo de Justicia deberá establecer en reglamento las conductas y las medidas 
disciplinarias inherentes al poder ordenador y disciplinario, previsto en el Artículo 339 del Código 
de Procedimiento Penal.

DÉCIMA CUARTA. (JURAMENTO DE PERITOS).
Dentro del plazo máximo de diez (10) días calendario siguientes a la publicación de la presente Ley, 
el Instituto de Investigaciones Forenses – IDIF y el Instituto de Investigaciones Técnico Científi cas 
de la Universidad Policial – IITCUP del distrito, tomarán juramento a todos sus peritos en ejercicio.

DÉCIMA QUINTA. (VISITA DE ESTABLECIMIENTOS PENITENCIARIOS).
Dentro del plazo máximo de treinta (30) días calendario siguientes a la publicación de la presente 
Ley, las y los Presidentes de los Tribunales Departamentales de Justicia deberán convocar a la 
primera visita a los establecimientos penitenciarios.

DÉCIMA SEXTA. (SERVICIO DE REGISTRO CÍVICO).
Dentro del plazo máximo de treinta (30) días calendario siguientes a la publicación de la presente 
Ley, el Servicio de Registro Cívico – SERECÍ emitirá normativa interna, por la cual garantice la 
disponibilidad del servicio para trámites vinculados a procesos penales durante los siete (7) días 
de la semana.

DÉCIMA SÉPTIMA. (CAPACITACIÓN).
Dentro de los ciento veinte (120) días calendario siguientes a la publicación de esta Ley, la 
Escuela de Jueces del Estado y la Escuela de Fiscales del Estado, deberán ejecutar un plan 
de capacitación intensivo y coordinado para jueces y fiscales sobre los contenidos nuevos 
de esta Ley, con énfasis en dirección de audiencias, litigación oral, aplicación de medidas 
cautelares, perspectiva de género y conflictos vinculados a la violencia contra niñas, niños, 
adolescentes y mujeres.

Paralelamente, la Escuela de Jueces ejecutará el primer plan de formación y especialización 
sobre gestión judicial dirigido a los funcionarios que conformarán la Oficina Gestora de 
Procesos. La aprobación del respectivo curso será requisito habilitante para el ejercicio del 
cargo.
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DÉCIMA OCTAVA. (PROTOCOLOS). 
En el plazo máximo de noventa (90) días, a partir de la publicación de la presente Ley, todas las 
instancias, tanto administrativas como jurisdiccionales, y Ministerio Público, involucradas en 
la atención integral para garantizar a las niñas, niños, adolescentes y mujeres una vida libre de 
violencia, deberán actualizar y aprobar sus protocolos de atención con perspectiva sensible no 
revictimizante.

DÉCIMA NOVENA. (PUBLICACIÓN DE EDICTOS).
La publicación de notifi caciones por edicto, continuará realizándose válidamente en medios escritos 
de comunicación, hasta doce (12) meses después de entrada en vigencia plena del presente Ley, 
vencido este plazo los edictos serán publicados en el portal electrónico de notifi caciones del 
Tribunal Supremo de Justicia y del Ministerio Público a través del Sistema Informático de Gestión 
de Causas.

DISPOSICIONES FINALES
PRIMERA. La presente Ley entrará en vigencia plena ciento cincuenta (150) días calendario después 
de la publicación de la presente Ley y se aplicará aún a las causas iniciadas con anterioridad a su 
vigencia.

Conforme a lo dispuesto en el Parágrafo anterior y cumplido este plazo entrará en vigencia la 
competencia material de los Tribunales de Sentencia y de los Jueces de Sentencia, así como el 
régimen de medidas cautelares previsto en esta Ley.

SEGUNDA. En el marco del Artículo 123 de la Constitución Política del Estado, la o el fi scal, la 
jueza o el juez, o tribunal, deberán aplicar el principio de retroactividad en todo lo que benefi cie al 
imputado.

TERCERA. La Comisión de Seguimiento de las Conclusiones de la Cumbre de Justicia, 
creada por Ley N° 898 de 26 de enero de 2017, será la instancia de seguimiento y evaluación 
de la implementación de esta Ley y tendrá las siguientes atribuciones enunciativas y no 
limitativas:

1.  Convocar a las instituciones necesarias para el tratamiento de temáticas específi cas 
relativas a esta Ley;

2.  Aprobar el plan de implementación de esta Ley, que mínimamente contemple 
la implementación de las Ofi cinas Gestoras de Procesos, la incorporación de 
herramientas tecnológicas de información y comunicación, la capacitación de los 
operadores jurisdiccionales y administrativos, así como monitorear su ejecución y 
realizar los ajustes necesarios; y,

3.  Conformar comités de implementación de acuerdo a necesidades temáticas 
o territoriales que estime convenientes para el mejor cumplimiento de sus 
atribuciones.

CUARTA.

I.  El Tribunal Supremo de Justicia, el Consejo de la Magistratura, el Ministerio Público, la 
Policía Boliviana y la Dirección General de Régimen Penitenciario, adoptarán herramientas 
tecnológicas de información y comunicación que garanticen la celeridad de las actuaciones 
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procesales, la transparencia de los procesos penales y que posibiliten uniformar la 
información sobre el funcionamiento de la justicia penal. Estas herramientas tecnológicas 
mínimamente deberán permitir:

1. Recepcionar y procesar, por medios electrónicos, toda documentación, datos e 
información digital inherentes a un proceso penal;

2.  Registrar actuaciones procesales y audiencias en audio y video;

3.  Firmar digitalmente o aprobar mediante ciudadanía digital todo actuado procesal y 
notifi carlo electrónicamente;

4.  Establecer una agenda única de audiencias;

5.  Establecer un expediente único que permita la trazabilidad de los asuntos 
judicializados en las instancias policiales, fiscales y jurisdiccionales. El 
expediente único deberá ser accesible a las partes y a sus abogados mediante 
ciudadanía digital. Los servidores públicos del sistema de justicia penal tendrán 
acceso al expediente único en el marco de sus estrictas competencias, debiendo 
establecerse los mecanismos de seguridad necesarios a fin de no comprometer la 
imparcialidad del juzgador;

6.  Interoperar con las entidades públicas, la información necesaria o requerida para la 
tramitación de las causas o emergentes de ellas; y,

7.  Incorporar los registros digitales procesados a través del sistema informático de 
gestión de causas en el Registro de Orden Cronológico e Integridad de Datos.

II.  Las instituciones señaladas en el Parágrafo precedente, además, coordinarán con 
las instancias responsables de los registros públicos, la generación de mecanismos 
informáticos de interoperabilidad que permitan el intercambio de información necesaria 
para la toma de decisiones oportunas en el marco de un proceso penal en curso. Estos 
mecanismos deberán adoptar todas las medidas de seguridad que impidan su uso ilegítimo.

III.  Los actos de comunicación interna entre los operadores del sistema de justicia penal, 
deberán ser procesados a través del Sistema Informático de Gestión de Causas.

IV.  La implementación de las herramientas tecnológicas de información y comunicación 
señaladas en los numerales 1 al 6 del Parágrafo I de la presente Disposición, así 
como la implementación de los mecanismos de ciudadanía digital, notificaciones 
electrónicas y del Sistema Informático de Gestión de Causas, se realizará en 
coordinación con la Agencia de Gobierno Electrónico y Tecnologías de la Información 
y Comunicación – AGETIC, conforme a lineamientos y estándares técnicos de 
Gobierno Electrónico legalmente establecidos, así como a los contemplados en la 
Ley N° 1080 de 11 de julio de 2018. En el caso del Órgano Judicial, la implementación 
de estas herramientas se realizará además de manera coordinada entre el Consejo 
de la Magistratura y el Tribunal Supremo de Justicia.

QUINTA. Sin perjuicio de lo dispuesto en la Disposición Transitoria Primera de esta Ley, el Consejo 
de la Magistratura en coordinación con el Tribunal Supremo de Justicia, en el plazo de ciento 
cincuenta (150) días calendario a partir de la vigencia plena de la presente Ley, deberá presentar un 
Plan de Reordenamiento de Juzgados y Tribunales a objeto de garantizar la especialidad requerida 
por la Ley N° 004 de 31 de marzo de 2010, de Lucha contra la Corrupción, Enriquecimiento Ilícito e 
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Investigación de Fortunas “Marcelo Quiroga Santa Cruz”, y la Ley N° 348 de 9 de marzo de 2013, “Ley 
Integral Para Garantizar a las Mujeres una Vida Libre de Violencia”, de acuerdo a las posibilidades 
y carga procesal existente.

SEXTA. El Servicio General de Identifi cación Personal – SEGIP, en coordinación con la Dirección 
General de Régimen Penitenciario, otorgará y actualizará, de manera gratuita, las cédulas 
de identidad de los privados de libertad en cada establecimiento penitenciario, de acuerdo a 
disponibilidad económica y programación del SEGIP.

SÉPTIMA. Para el cumplimiento de la presente Ley, se autoriza al Ministerio de Economía y Finanzas 
Públicas asignar oportunamente el presupuesto adicional al Órgano Judicial, al Ministerio Público y 
a la Policía Boliviana.

OCTAVA.

I.  Las Entidades Territoriales Autónomas podrán suscribir acuerdos intergubernativos a efecto 
de coordinar la conformación de las FELCV mancomunadas, dependientes de la Policía 
Boliviana, que les permitirá fortalecer su funcionamiento y hacer efectiva la disposición 
mínima del cinco por ciento (5%) de los recursos asignados del IDH a seguridad ciudadana, 
de conformidad a lo dispuesto en el Artículo 13 del Decreto Supremo N° 2145 de 14 de 
octubre de 2014, modifi cado por el Parágrafo II del Artículo 2 del Decreto Supremo N° 2610 
de 25 de noviembre de 2015.

II. El Ministerio de Gobierno promoverá la fi rma de acuerdos intergubernativos entre las 
Entidades Territoriales Autónomas.

DISPOSICIONES ABROGATORIAS Y DEROGATORIAS
PRIMERA. Se deroga el Artículo 240 y el numeral 6 del Artículo 308 de la Ley Nº 1970 de 25 de 
marzo de 1999, “Código de Procedimiento Penal”.

SEGUNDA. Se deroga el Parágrafo III del Artículo 83 de la Ley Nº 260 de 11 de julio de 2012, “Ley 
Orgánica del Ministerio Público”.

TERCERA. Se deroga la Disposición Final Primera de la Ley N° 400 de 18 de septiembre de 2013, de 
Control de Armas de Fuego, Municiones, Explosivos y Otros Materiales Relacionados.

CUARTA. Se deroga la Disposición Adicional Segunda de la Ley N° 913 de 16 de marzo de 2017, de 
Lucha Contra el Tráfi co Ilícito de Sustancias Controladas.

QUINTA. Se deroga el Artículo 65 de la Ley N° 348 de 9 de marzo de 2013, “Ley Integral para 
Garantizar a las Mujeres una Vida Libre de Violencia”.

SEXTA. Se deroga la última parte del Artículo 74 de la Ley N° 1008 de 19 de julio de 1988, del 
Régimen de la Coca y Sustancias Controladas, que prescribe: “Se prohíbe las internaciones 
médicas fuera de los recintos carcelarios de los procesados por los delitos tipificados en la 
presente Ley”.

SÉPTIMA. Se abrogan y derogan todas las disposiciones contrarias a la presente Ley.

Es dada en la Sala de Sesiones de la Asamblea Legislativa Plurinacional, a los veintiséis días del 
mes de abril del año dos mil diecinueve.
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Fdo. Adriana Salvatierra Arriaza, Victor Hugo Zamora Castedo, Sandra Cartagena López.

Por tanto, la promulgo para que se tenga y cumpla como Ley del Estado Plurinacional de Bolivia.

Ciudad de Sucre, a los tres días del mes de mayo del año dos mil diecinueve.

FDO. EVO MORALES AYMA, Juan Ramón Quintana Taborga, Carlos Gustavo Romero Bonifaz, 
Javier Eduardo Zavaleta López, Luis Alberto Arce Catacora, Oscar Coca Antezana, Héctor Enrique 
Arce Zaconeta, Milton Gómez Mamani, Lilly Gabriela Montaño Viaña.
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LEY Nº 260
LEY DE 11 DE JULIO DE 2012

EVO MORALES AYMA

PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DEL ESTADO PLURINACIONAL DE BOLIVIA
Por cuanto, la Asamblea Legislativa Plurinacional, ha sancionado la siguiente Ley:

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA PLURINACIONAL,

DECRETA:

LEY ORGÁNICA DEL MINISTERIO PÚBLICO

TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES

CAPÍTULO PRIMERO

OBJETO, NATURALEZA JURÍDICA, EJERCICIO, 

FINALIDAD Y PRINCIPIOS
Artículo 1. (OBJETO). La presente Ley tiene por objeto regular la organización, atribuciones y 
funcionamiento del Ministerio Público.

Artículo 2. (NATURALEZA JURÍDICA). El Ministerio Público es una institución constitucional, que 
representa a la sociedad ante los órganos jurisdiccionales para velar por el respeto de los derechos 
y las garantías constitucionales. 

Artículo 3. (FINALIDAD). Tiene por fi nalidad defender la legalidad y los intereses generales de la 
sociedad, ejercer la acción penal pública e interponer otras acciones; en el marco establecido por la 
Constitución Política del Estado, los Tratados y Convenios Internacionales en materia de Derechos 
Humanos, y las leyes. Tiene autonomía funcional, administrativa y fi nanciera.
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Artículo 4. (EJERCICIO). 

I. Las funciones del Ministerio Público se ejercerán por jerarquía, por la o el Fiscal General 
del Estado, Fiscales Departamentales, Fiscales Superiores, Fiscales de Materia y otros 
Fiscales designadas y designados en la forma que esta Ley determina.

II. El Ministerio Público ejercerá sus funciones de manera ininterrumpida durante las 
veinticuatro horas del día, incluyendo domingos y feriados. 

III. La Fiscalía General del Estado Plurinacional tendrá como sede de funciones la ciudad de 
Sucre.

Artículo 5. (PRINCIPIOS). El Ministerio Público en el ejercicio de sus funciones y atribuciones se 
rige por los siguientes principios:

1. Legalidad. Por el cual perseguirá conductas delictivas y se someterá a lo 
establecido en la Constitución Política del Estado, los Tratados y Convenios 
Internacionales vigentes y las leyes. Los actos del Ministerio Público se someten 
a la Constitución Política del Estado, tratados y convenios internacionales 
vigentes y las leyes.

2. Oportunidad. Por el que buscará prioritariamente la solución del conflicto penal, 
prescindiendo la persecución penal, cuando sea permitido legalmente y no exista 
afectación grave al interés de la sociedad, mediante la aplicación de las salidas 
alternativas al juicio oral.

3. Objetividad. Por el que tomará en cuenta las circunstancias que permitan 
demostrar la responsabilidad penal de la imputada o el imputado, también las que 
sirvan para reducirla o eximirla, cuando deba aplicar las salidas alternativas al 
juicio oral. 

4. Responsabilidad. Las y los servidores del Ministerio Público, serán responsables por 
sus actos en el ejercicio de sus funciones, conforme a la Constitución Política del 
Estado y las leyes.

5. Autonomía. En el ejercicio de sus funciones no se encuentra sometido a otros Órganos 
del Estado.

6. Unidad y Jerarquía. Es único e indivisible en todo el territorio del Estado Plurinacional, 
ejerce sus funciones a través de las y los Fiscales que lo representan íntegramente, 
con unidad de actuación. Para el cumplimiento de sus funciones se organiza 
jerárquicamente, cada superior jerárquico controla el desempeño de quienes lo asisten 
y es responsable por la gestión de las servidoras y los servidores a su cargo, sin 
perjuicio de la responsabilidad que corresponda a cada servidora o servidor por sus 
propios actos.

7. Celeridad. El Ministerio Público deberá ejercer sus funciones de manera pronta, 
oportuna y sin dilaciones.

8. Transparencia. El Ministerio Público proporcionará la información investigativa para 
las partes que intervienen dentro del proceso penal, además de la aplicación de las 
normas vigentes sobre transparencia.



369

Compendio de Legislación Penal 2019

Ley Nº 260

CAPÍTULO SEGUNDO

NORMAS COMUNES PARA EL EJERCICIO DE LA FUNCIÓN FISCAL
Artículo 6. (PLURALISMO JURÍDICO E INTERCULTURALIDAD).

I.  El Ministerio Público en el ejercicio de sus funciones, respetará la coexistencia de los 
sistemas jurídicos. 

II.  En el marco de la Interculturalidad deberá valorar la identidad cultural, institucional, 
normativa y lenguaje de las partes.

Artículo 7. (PROBIDAD Y TRATO HUMANO). 

I.  Las y los Fiscales sujetarán sus actuaciones de acuerdo a criterios de justicia, transparencia, 
efi ciencia y efi cacia, garantizando a la sociedad un acceso equitativo y oportuno al 
Ministerio Público.

II.  Las y los Fiscales están obligadas y obligados a proporcionar un trato igualitario, digno 
y humano a las personas que intervienen en la investigación y en el proceso penal, bajo 
responsabilidad.

Artículo 8. (PROMOCIÓN DE LA ACCIÓN PENAL PÚBLICA).

I.  Las y los Fiscales, bajo su responsabilidad, promoverán de ofi cio la acción penal pública, 
toda vez que tengan conocimiento de un hecho punible y donde se encuentre flagrancia.

II.  La acción penal pública a instancia de parte, no impedirá al Ministerio Público realizar los 
actos imprescindibles para conservar los elementos de prueba, respetando los derechos 
de la víctima.

III.  La acción penal pública no se puede suspender, interrumpir o hacer cesar, salvo en los 
casos y bajo las formas expresamente previstas por la Ley.

Artículo 9. (CONFIDENCIALIDAD). 

I.  El Ministerio Público cuidará que la información a proporcionar no vulnere los derechos de 
las partes, establecidos en la Constitución Política del Estado y las leyes, en particular la 
dignidad y presunción de inocencia; ni ponga en peligro las investigaciones que se realicen, 
o atenten contra la reserva que sobre ellas se haya dispuesto.

II.  En ningún caso el Ministerio Público podrá revelar la identidad ni permitirá la difusión de 
imágenes de niñas, niños y adolescentes.

III.  Las y los investigadores policiales están prohibidos de proporcionar información a terceros 
ajenos a la investigación sobre las investigaciones en curso. Salvo los casos expresamente 
determinados por la Constitución Política del Estado y la Ley.

Artículo 10. (GRATUIDAD). 

El ejercicio de las funciones del Ministerio Público y la Policía son gratuitos.

Los requerimientos efectuados por el Ministerio Público a instituciones públicas o privadas para 
fi nes de investigación son gratuitos. El Ministerio Público estará exento del pago de tasas, valores 
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judiciales, administrativos, policiales, timbres y otros derechos arancelarios por las diligencias y 
actuaciones realizadas en el ejercicio de sus funciones.

Artículo 11. (PROTECCIÓN A VÍCTIMAS, TESTIGOS Y SERVIDORAS Y SERVIDORES PÚBLICOS). 

I.  El Ministerio Público, en coordinación con la Policía Boliviana, Órganos del Estado e 
instituciones públicas, protegerá a las personas que por colaborar con la administración 
de justicia corran peligro de sufrir algún daño. A tal efecto, dispondrá de programas 
permanentes de protección a testigos, denunciantes, peritos, víctimas y a sus propias 
servidoras o servidores. 

II.  Esta protección se brindará, en especial, cuando se trate de delitos vinculados al crimen 
organizado, corrupción, narcotráfi co, en contra de niños, niñas, adolescentes y mujeres, 
trata y tráfi co de personas y/o violación de derechos fundamentales.

CAPÍTULO TERCERO

FUNCIONES DEL MINISTERIO PÚBLICO
Artículo 12. (FUNCIONES). El Ministerio Público para el cumplimiento de sus fi nes tiene las 
siguientes funciones:

1. Defender la legalidad y los intereses generales de la sociedad, a través del ejercicio 
de la acción penal pública en los términos establecidos en la Constitución Política del 
Estado, las Convenciones y Tratados Internacionales vigentes y las leyes. 

2. Ejercer la acción penal pública, la dirección funcional de la investigación y de la 
actuación policial. 

3. Promover acciones de defensa, en el ejercicio de la acción penal pública, en el marco 
de la Constitución Política del Estado y las leyes.

4. Informar a la víctima sobre sus derechos en el proceso penal y sobre el desarrollo de 
las investigaciones, aunque no se haya constituido en querellante.

5. Informar a la imputada o al imputado sobre los Derechos y Garantías Constitucionales 
y legales que le asisten.

6. Requerir la asignación de defensora o defensor estatal a la imputada o al imputado 
carente de recursos económicos o a favor de aquel que se niegue a designar defensora 
o defensor particular.

7. Requerir a las instituciones encargadas para el efecto, la asignación de una abogada 
o abogado estatal a la víctima carente de recursos económicos, cuando así lo solicite 
o soliciten.

8. Velar por el cumplimiento de todas las disposiciones legales relativas a la ejecución de 
las penas, contenidas en los pactos y Convenios Internacionales vigentes, Código de 
Procedimiento Penal y la Ley.

9. Prestar la cooperación judicial, administrativa o investigativa internacional prevista en 
leyes, Tratados y Convenios Internacionales vigentes. 
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10. Intervenir en la inventariación, control y asignación de bienes incautados, decomisados 
o confi scados.

11. Toda otra función que establezca la presente Ley.

CAPÍTULO CUARTO

COORDINACIÓN Y COOPERACIÓN
Artículo 13. (DEBER DE COLABORACIÓN). Los Fiscales de Materia, los Fiscales Superiores, los 
Fiscales Departamentales y el Fiscal General según corresponda deberán colaborar con Diputados 
y Senadores en tareas de investigación y fi scalización que realicen en el marco de las atribuciones 
fi scalizadoras mediante la comisión o comisiones elegidas para el efecto.

Artículo 14. (COORDINACIÓN INTERINSTITUCIONAL). 

I. Con el objeto de garantizar el cumplimiento de sus funciones el Ministerio Público actuará 
en coordinación con los Órganos Legislativo, Ejecutivo, Judicial, Electoral; Tribunal 
Constitucional Plurinacional, Defensoría del Pueblo, así como otras instituciones y 
dependencias del Estado.

II.  Coordinación con la Policía.

 Institucionalizar reuniones o juntas bimensuales o trimestrales, con los Comandantes 
Departamentales, Directores y Jefes de División de los Organismos de Investigación de la 
Policía Boliviana. Con la o el Fiscal Departamental obligatoriamente se reunirán de forma 
semanal, la o el Fiscal de Materia, investigadoras e investigadores para el seguimiento 
estratégico del caso.

III.  Coordinación con la sociedad civil.

 Se deberá reunir anualmente el Fiscal General del Estado, Ministro de Gobierno, Director 
Nacional y Directores Departamentales de los Organismos de Investigación de la Policía 
Boliviana y otras instituciones. 

IV. Reuniones con juntas vecinales y organizaciones civiles.

Artículo 15. (COOPERACIÓN INTERINSTITUCIONAL). La o el Fiscal General del Estado directamente 
o a solicitud del Fiscal Departamental, Fiscal Superior o Fiscal de Materia, podrá solicitar a las o los 
superiores jerárquicos de entidades públicas, la declaratoria en comisión de servidoras o servidores 
que posean un conocimiento específi co en una ciencia u ofi cio para colaborar en la realización de 
una pericia en casos concretos, exceptuando las autoridades electas.

Artículo 16. (COORDINACIÓN Y COOPERACIÓN CON LA JURISDICCIÓN INDÍGENA ORIGINARIA 
CAMPESINA). El Ministerio Público, utilizando los mecanismos a su alcance, desarrollará 
acciones con el fi n de coordinar y cooperar con las autoridades jurisdiccionales Indígena Originario 
Campesinas, respetando su forma de administración de justicia, de acuerdo a la Constitución 
Política del Estado.

Artículo 17. (OBLIGACIÓN DE COOPERACIÓN). Para el cumplimiento de las funciones del 
Ministerio Público, toda persona, institución o dependencia, pública o privada, tiene la obligación 
de proporcionar la información, remitir la documentación requerida y/o realizar cualquier diligencia 
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relacionada con la investigación solicitada por el Ministerio Público de manera inmediata, directa y 
gratuita, bajo responsabilidad prevista en el Código Penal. No podrán condicionarse el cumplimiento 
al pago de tasas, timbres o cualquier otro tipo de valor.

TÍTULO II

ORGANIZACIÓN DEL MINISTERIO PÚBLICO

CAPÍTULO PRIMERO

ORGANIZACIÓN JERÁRQUICA Y CONDICIONES GENERALES 

PARA EL EJERCICIO DE LA FUNCIÓN FISCAL
Artículo 18. (ORGANIZACIÓN JERÁRQUICA). La organización jerárquica del Ministerio Público 
comprende los siguientes niveles:

1. Fiscal General del Estado.

2. Fiscal Departamental.

3. Fiscal Superior.

4. Fiscal de Materia.

Artículo 19. (REQUISITOS GENERALES DE DESIGNACIÓN). Además de lo previsto en el Artículo 
234 de la Constitución Política del Estado para acceder al desempeño de funciones públicas, para 
ser Fiscal se requiere:

1. Tener título de Abogada o Abogado en Provisión Nacional.

2. No estar comprendida o comprendido en las prohibiciones, impedimentos e 
incompatibilidades establecidos en la Constitución Política del Estado y la presente 
Ley.

Artículo 20. (IMPEDIMENTOS). No podrán ser Fiscales:

1. Las o los interdictos, declaradas o declarados judicialmente.

2. Las o los que tengan pliego de cargo ejecutoriado. 

3. Las o los que hayan patrocinado a personas que resultaren culpables de la comisión 
de delitos contra la unidad del Estado, así como quienes hayan participado de la 
conformación de gobiernos dictatoriales o hayan patrocinado procesos de entrega o 
enajenación de recursos naturales y patrimonio nacional.

4. Las o los que tengan sentencia condenatoria ejecutoriada por la comisión de delito.

5. Las o los que hayan sido sancionadas o sancionados con destitución en proceso 
disciplinario y/o administrativo en entidades u órganos públicos. 
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Artículo 21. (INCOMPATIBILIDADES). Además de las señaladas en el Artículo 239 de la Constitución 
Política del Estado, son causales de incompatibilidad para el ejercicio de la función Fiscal, las 
siguientes:

1. La militancia activa o dirección en partidos, agrupaciones u organizaciones políticas, 
que se encuentren registrados en los libros del Órgano Electoral Plurinacional.

2. El ejercicio de la profesión de Abogada o Abogado libre, salvo que se trate de causa 
propia, de ascendientes o descendientes directos y de su cónyuge o conviviente.

3. El ejercicio de cargos públicos o privados sean remunerados o no.

4. Las y los Fiscales que tengan parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad y el 
segundo de afi nidad en el Ministerio Público.

5. El ejercicio de la docencia o cátedra universitaria. 

Artículo 22. (PROHIBICIONES). Además de las establecidas en el Artículo 236 de la Constitución 
Política del Estado, las y los Fiscales no podrán:

1. Asumir representación no delegada, a cualquier acto o reunión pública que no 
corresponda al ejercicio de sus funciones.

2. Emitir requerimientos en procesos no asignados, salvo los casos que conozca por 
suplencia conforme a las reglas de esta Ley.

3. Residir en lugar distinto para el ámbito territorial para el que fueron designadas o 
designados salvo desplazamientos o comisiones de servicio. 

4. Conformar consorcios o asociaciones con abogados, jueces y/o policías.

5. Postularse a cargos electos públicos o privados remunerados o hacer proselitismo 
electoral.

6. Solicitar o fomentar la publicidad respecto de su persona, en el ejercicio de sus 
funciones.

Artículo 23. (DERECHOS). Las y los Fiscales tienen los siguientes derechos:

1. A no ser destituidas o destituidos, removidas o removidos, cesadas o cesados y 
suspendidas o suspendidos de sus funciones, salvo en los casos establecidos en la 
Ley.

2. Percibir remuneración de acuerdo con su categoría y jerarquía.

3. Recibir capacitación y actualización permanente.

4. No ser obligadas u obligados a cumplir órdenes, instrucciones o indicaciones que no 
sean impartidas en las formas y condiciones previstas conforme a Ley.

5. No ser trasladadas o trasladados de manera indefi nida del ámbito territorial donde 
fueron designados, salvo las condiciones y formas señaladas en el Reglamento. 

6. A su protección física y la de sus familiares inmediatos, en caso de que su seguridad 
se vea amenazada como consecuencia del desempeño de sus funciones.
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Artículo 24. (CESACIÓN Y DESTITUCIÓN).

I. Las o los Fiscales cesarán en el ejercicio de sus funciones por:

1. Incapacidad sobreviniente.

2. Incurrir en algún impedimento, prohibición, o incompatibilidad prevista en la 
Constitución Política del Estado y la Ley.

3. Cuando exista sentencia condenatoria ejecutoriada en materia penal, sentencia 
condenatoria ejecutoriada en Juicio de responsabilidades, resolución defi nitiva de 
destitución en proceso disciplinario, o pliego de cargo ejecutoriado, según corresponda.

4. Renuncia aceptada.

5. Califi cación de insufi ciencia para el ejercicio del cargo emergente de la evaluación de 
desempeño, por dos veces, conforme con la Carrera Fiscal.

6. Haber cumplido el período de funciones para el cual fue designada o designado de 
acuerdo con esta Ley.

7. Jubilación.

8. Haber cumplido 65 años de edad.

9. Fallecimiento.

II.  En los casos previstos en los numerales del 3 al 9, la cesación será automática, en los 
demás casos, será previa investigación sumaria conforme a Reglamento.

Artículo 25. (SUPLENCIAS). 

I.  En caso de impedimento temporal por viaje o enfermedad de la o el Fiscal General del 
Estado, será suplida o suplido por la o el Fiscal Departamental de Chuquisaca; y en ausencia 
de éste, lo suplirá el o la Fiscal Departamental de acuerdo al orden de prelación establecido 
en el parágrafo V de este Artículo. 

II.  En casos de destitución, suspensión defi nitiva, renuncia, ausencia o impedimento defi nitivo 
de la o del Fiscal General del Estado, lo suplirá la o el Fiscal Departamental o Superior de 
acuerdo al orden de prelación establecido en el parágrafo V de este Artículo, debiendo 
presentarse para tal efecto la documentación pertinente ante la Asamblea Legislativa 
Plurinacional para que se procese en la Comisión Mixta de Justicia Plural, Ministerio 
Público y Defensa Legal del Estado.

III.  En caso de destitución, renuncia, ausencia o impedimento de las o los Fiscales 
Departamentales, serán suplidas o suplidos por la o el Fiscal de Materia, de acuerdo con la 
prelación establecida en el parágrafo V de este Artículo. 

IV.  Las y los Fiscales Superiores así como las y los Fiscales de Materia, se suplirán entre sí. 

V.  El orden de prelación se establece de acuerdo con la antigüedad en el ejercicio de: 

Funciones en el cargo. 
Funciones en el Ministerio Público.
La abogacía. 
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Artículo 26. (POSESIÓN). La o el Fiscal General del Estado será posesionada o posesionado 
por la Presidenta o el Presidente de la Asamblea Legislativa Plurinacional. Las o los Fiscales 
Departamentales y el Fiscal Superior, por el Fiscal General del Estado. Las o los Fiscales de Materia 
por la o el Fiscal Departamental correspondiente. Previo cumplimiento de los requisitos exigidos 
por Ley.

CAPÍTULO SEGUNDO

FISCALES

SECCIÓN I

FISCAL GENERAL DEL ESTADO
Artículo 27. (JERARQUÍA, REPRESENTACIÓN Y EJERCICIO DE ATRIBUCIONES). La Fiscal 
o el Fiscal General del Estado es la autoridad jerárquica superior del Ministerio Público y ejerce 
la representación de la institución y autoridad en todo el territorio nacional y sobre todos los 
servidores y servidoras del Ministerio Público. Ejerce la acción penal pública y las atribuciones que 
la Constitución Política del Estado y las leyes le otorgan al Ministerio Público. 

Artículo 28. (DESIGNACIÓN Y PERIODO DE FUNCIONES). 

I.  La o el Fiscal General del Estado será designada o designado por dos tercios de votos 
de los miembros presentes en la Asamblea Legislativa Plurinacional, previa convocatoria 
pública y califi cación de capacidad profesional y méritos a través de concurso público.

II.  Ejercerá sus funciones por seis años, sin posibilidad de nueva designación. Si el designado 
o designada perteneciera a la Carrera Fiscal, cumplido su período podrá restituirse a la 
misma.

III.  El periodo de funciones de la o el Fiscal General del Estado se interrumpirá por las causales 
establecidas en esta Ley, debiendo la Asamblea Legislativa designar a un nuevo titular en 
un periodo no mayor a 3 meses.

Artículo 29. (REQUISITOS). Para optar el cargo de Fiscal General del Estado, además de los 
requisitos generales se requiere:

I.  Haber cumplido treinta años de edad al momento de su postulación.

II.  Haber desempeñado con honestidad y ética, funciones judiciales, fi scales, profesión de 
Abogada o Abogado, docencia o cátedra universitaria en el área jurídica, durante ocho años 
acreditados.

Artículo 30. (ATRIBUCIONES). La Fiscal o el Fiscal General del Estado, tiene las siguientes 
atribuciones:

1. Presidir los actos ofi ciales y representar al Ministerio Público.

2. Ejercer la dirección, orientación y supervisión general del Ministerio Público.
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3. Determinar, en coordinación con los Órganos del Estado, la política criminal del país.

4. Determinar la política general de la institución y los criterios para el ejercicio de la 
persecución penal y la defensa de la sociedad con equidad de género, igualdad y no 
discriminación.

5. Unifi car la acción del Ministerio Público y establecer las prioridades, políticas y 
estándares en el ejercicio de sus funciones.

6. Convocar y presidir al Consejo del Ministerio Público semestralmente y toda vez que 
lo requiera.

7. Impartir órdenes e instrucciones a las y los Fiscales y servidoras y servidores 
dependientes, tanto las de carácter general como las relativas a asuntos específi cos, 
en los términos y alcances establecidos en la Ley.

8. Ratifi car, modifi car o revocar las instrucciones impartidas, cuando ellas sean objetadas 
según el procedimiento previsto en la Ley.

9. Designar a uno, una o más Fiscales para que actúen en un asunto determinado o, en 
varios de ellos, reemplazarlas o reemplazarlos entre sí, formar equipos que trabajen 
conjuntamente o asumir directamente la conducción de casos de relevancia nacional 
o que afecten gravemente al interés colectivo.

10. Disponer mediante resolución fundamentada el desplazamiento, reemplazo o 
reasignación de funciones de fi scales y personal de apoyo por razones de servicio, sin 
que esto implique el traslado defi nitivo del lugar de sus funciones.

11. Ratifi car o revocar las decisiones de desplazamiento dentro del ámbito territorial 
departamental, emitidas por las y los Fiscales Departamentales, cuando sean objetadas 
según el procedimiento previsto en esta Ley. 

12. Ratifi car o revocar los rechazos y sobreseimientos, emitidos por las y los Fiscales 
Departamentales cuando estos hubieran ejercido la dirección funcional de la 
investigación y los emitidos por las y los demás fi scales en los casos en que estos 
hubieran actuado por comisión o instrucción específi ca de la o el Fiscal General del 
Estado, así como conocer y resolver las excusas y recusaciones en tales casos.

13. Instruir la contratación de asesoras o asesores especializados para casos o temas 
específi cos temporalmente.

14. Solicitar a las o los superiores jerárquicos de entidades públicas la declaratoria en 
comisión de alguna servidora o servidor público, para colaborar en la investigación de 
casos concretos o peritajes, exceptuando las servidoras y servidores públicos electos.

15. Solicitar colaboración de organismos de derechos humanos en las investigaciones de 
delitos que afecten los derechos fundamentales de las personas.

16. Efectuar, a propuesta del Tribunal de Concurso, el nombramiento de las y los Fiscales 
Superiores y de Materia.

17. Mantener la disciplina del servicio y hacer cumplir las sanciones impuestas a las 
servidoras y los servidores del Ministerio Público, bajo responsabilidad penal como 
incumplimiento de deberes.
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18. Designar, remover, desplazar, suspender y destituir al personal administrativo del 
Ministerio Público de conformidad a reglamento. En el caso del personal de las 
Fiscalías Departamentales será a propuesta del Fiscal Departamental.

19. Inspeccionar cuando así lo requiera, las ofi cinas del Ministerio Público y dependencias 
de los organismos que ejerzan la investigación penal.

20. Disponer la creación de asientos Fiscales y la asignación de Fiscales, de acuerdo a las 
necesidades y requerimientos del servicio.

21. Disponer la creación de direcciones, coordinaciones, áreas o unidades especializadas, 
y designar a los responsables, Fiscales especializadas o especializados y el personal 
necesario.

22. Disponer la creación de Plataformas de Atención y Solución Temprana, Centrales de 
Notifi caciones según las necesidades y requerimientos del Servicio, considerando los 
informes de los Fiscales Departamentales.

23. Aprobar, modifi car y dejar sin efecto los reglamentos del Ministerio Público.

24. Ejercer ante el Tribunal Supremo de Justicia, la acción penal en los juicios por delitos 
cometidos en el ejercicio de sus funciones contra la Presidenta o Presidente y/o la 
Vicepresidenta o Vicepresidente del Estado Plurinacional, pudiendo actuar con un 
equipo de Fiscales Superiores y de Materia.

25. Solicitar cooperación y fi rmar acuerdos con instituciones de investigación, nacionales 
y extranjeras, vinculadas al estudio de la criminalidad y ciencias forenses.

26. Promover la tecnifi cación de la investigación y el uso de los instrumentos criminalísticos.

27. Aprobar y presentar el presupuesto del Ministerio Público al Órgano Ejecutivo para su 
incorporación en la Ley de Presupuesto General del Estado.

28. Suscribir convenios con entidades, organismos o instituciones similares de otros 
países, así como con organizaciones públicas o privadas, nacionales, con organismos 
internacionales o extranjeros de acuerdo a Convenios Marcos suscritos de Estado a 
Estado, de acuerdo a la Constitución Política del Estado, relacionados a sus funciones.

29. Intervenir en los procedimientos de extradición de conformidad a lo previsto en el 
Código de Procedimiento Penal, demás leyes, Convenios y Tratados Internacionales.

30. Efectuar y revocar nombramientos de Fiscales, conceder licencias, aceptar o rechazar 
renuncias de las y los Fiscales Departamentales, Superiores y de Materia conforme al 
Reglamento. 

31. Interponer las acciones de defensa previstas en la Constitución Política del Estado y 
la Ley.

32. Designar a las y los miembros que integrarán los Tribunales de Concurso.

33. Designar a las Autoridades Disciplinarias del Ministerio Público para el juzgamiento 
de Fiscales Departamentales, previa convocatoria pública y concurso de méritos, y 
evaluar su desempeño, conforme al Reglamento.
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34. Designar a las Directoras o los Directores de la Escuela de Fiscales del Estado, del 
Instituto de Investigaciones Forenses, de Protección a las Víctimas, Testigos y 
Miembros del Ministerio Público, de Gestión Fiscal, Supervisión y Evaluación, y de 
Administración Financiera, previa convocatoria pública y concurso de méritos.

35. Suspender del ejercicio de sus funciones a los Fiscales Departamentales, Fiscales 
Superiores, Fiscales de Materia, servidoras y servidores públicos del Ministerio Público, 
contra quienes pese acusación formal radicada ante el Juez o Tribunal competente, sin 
goce de haberes, bajo responsabilidad.

36. Coordinar con las instancias públicas pertinentes conforme a Ley.

37. Toda otra atribución prevista por Ley.

Artículo 31. (DEBER DE INFORMACIÓN). El Ministerio Público debe informar y transparentar a la 
sociedad sobre sus actuaciones, además del control y fi scalización establecidos en la Constitución 
Política del Estado, a cuyo efecto el o la Fiscal General del Estado deberá:

1. Informar a la Asamblea Legislativa Plurinacional, anualmente.

2. Informar a la sociedad, al menos cada seis meses a través de los medios de 
comunicación social, sobre las actividades desempeñadas, difi cultades y logros en el 
ejercicio de su misión.

3. Recopilar y publicar los reglamentos, instrucciones generales e instrucciones 
particulares ratifi cadas, así como los requerimientos y resoluciones de mayor 
relevancia.

4. Publicar el informe anual con datos estadísticos de la gestión.

SECCIÓN II

FISCALES DEPARTAMENTALES
Artículo 32. (JERARQUÍA, REPRESENTACIÓN Y EJERCICIO DE ATRIBUCIONES). 

I.  Las y los Fiscales Departamentales son los representantes de mayor jerarquía del Ministerio 
Público en su Departamento.

II.  Ejercerán la acción penal pública y las atribuciones que la Constitución Política del Estado 
y las leyes le otorgan al Ministerio Público, por sí mismos o por intermedio de las y los 
Fiscales a su cargo.

Artículo 33. (REQUISITOS, DESIGNACIÓN Y PERIODO DE FUNCIONES). 

I.  Para optar al cargo de Fiscal Departamental se requiere, además de los requisitos generales, 
haber ejercido las funciones de Fiscal, Jueza, Juez o la profesión de Abogada o Abogado, 
con crédito por seis años.

II.  Las o los Fiscales Departamentales serán designadas o designados por la o el Fiscal 
General del Estado, previa convocatoria pública y califi cación de capacidad profesional y 
méritos a través de concurso público.
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III.  Ejercerá sus funciones por cuatro años, con posibilidad de nueva designación como Fiscal 
Departamental por una sola vez. Si el designado o designada perteneciera a la carrera 
fi scal, cumplido su período podrá restituirse a la misma.

IV.  Serán evaluados anualmente, conforme a Reglamento, a los fi nes del Artículo 24 numeral 5 
de la presente Ley. 

Artículo 34. (ATRIBUCIONES). Las o los Fiscales Departamentales, dentro del ámbito territorial de 
sus funciones, tienen las siguientes atribuciones:

1.  Representar al Ministerio Público en el ámbito departamental al que pertenecen;

2.  Ejercer la dirección funcional de la investigación criminal en casos de relevancia social 
o delegarla;

3.  Ejercer la supervisión del ejercicio de las investigaciones por los Fiscales de Materia;

4.  Cumplir y hacer cumplir las instrucciones de la o el Fiscal General del Estado;

5.  Elaborar el presupuesto de su departamento para ponerlo a consideración de la o del 
Fiscal General del Estado, así como su ejecución mensual en el marco de las leyes, 
bajo responsabilidad;

6.  Conceder licencias a las o los fi scales a su cargo, conforme a reglamento;

7.  Establecer el rol de turnos y suplencias, de las o los fi scales en su Departamento;

8.  Coordinar el trabajo investigativo con las demás Fiscalías Departamentales y prestarles 
la cooperación que requieran;

9.  Coordinar con las instancias públicas pertinentes conforme a Ley;

10.  Impartir órdenes e instrucciones a las y los fi scales y servidoras y servidores 
dependientes, tanto las de carácter general como las relativas a asuntos específi cos, 
en los términos y alcances establecidos en esta Ley;

11.  Designar a uno o más integrantes del Ministerio Público, para que actúen en comisión 
en casos determinados, reemplazarlos entre sí, formar equipos que trabajen 
conjuntamente cuando asuma directamente la dirección funcional en casos de 
relevancia departamental o que afecten gravemente al interés colectivo;

12.  Disponer el desplazamiento temporal de fi scales por razones de servicio, garantizando 
la continuidad y la celeridad de las investigaciones, bajo responsabilidad;

13.  Elevar informes escritos de sus labores a la o el Fiscal General del Estado 
trimestralmente y toda vez que esta autoridad así lo requiera;

14.  A requerimiento del Fiscal de Materia, solicitar a la autoridad policial competente la 
aplicación de procesos disciplinarios, para los servidores y servidoras policiales que 
sean separadas o separados de la investigación, por haber incumplido requerimientos 
Fiscales, o por haber actuado en forma negligente o inefi ciente, bajo responsabilidad;

15.  Autorizar la ejecución de las partidas presupuestarias asignadas a su Departamento;
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16.  Controlar el desempeño de las y los fi scales a su cargo y llevar un registro de los actos 
iniciales y requerimientos conclusivos;

17.  Resolver las objeciones de las resoluciones de rechazo e impugnación a 
sobreseimientos, conforme a procedimiento;

18.  Velar por que las y los fi scales mantengan actualizado el registro de actividades 
en los sistemas de seguimiento informático o de otra naturaleza, conforme a los 
procedimientos establecidos institucionalmente;

19.  Informar al Fiscal General del Estado, de la radicatoria de la acusación formal contra 
Fiscales de Materia pertenecientes a su ámbito departamental, bajo responsabilidad;

20 Asistir a las visitas trimestrales de los establecimientos penitenciarios, convocados 
por la o el Presidente del Tribunal Departamental de Justicia; y,

21.  Toda otra atribución prevista por Ley.
(Modifi cado por disposición Adicional Primera de la Ley 1173 de 3 de mayo de 2019 de 
Abreviación Procesal Penal y de Fortalecimiento de la lucha integral contra la violencia a niñas, 
niños, adolescentes y mujeres).

SECCIÓN III

FISCALES SUPERIORES 
Artículo 35. (EJERCICIO DE FUNCIONES) Las y los Fiscales Superiores ejercerán sus funciones en 
la Fiscalía General del Estado.

Artículo 36. (REQUISITOS) Para optar al cargo de Fiscal Superior, además de los requisitos 
generales se requiere:

1. Tener especialidad en una o más áreas del Derecho.

2. Haber ejercido las funciones de Fiscal, Jueza o Juez o la profesión de Abogada o 
Abogado con crédito por 4 años.

Artículo 37 (ATRIBUCIONES) Son atribuciones de las y los Fiscales Superiores además de las 
establecidas para las y los Fiscales de Materia las siguientes:

1. Intervenir en representación del Ministerio Público ante el Tribunal Superior de Justicia 
con todas las atribuciones que señala el Código de Procedimiento Penal, sin perjuicio 
de la intervención de la o el Fiscal asignado o asignada a la causa. 

2. Interponer los recursos de revisión de sentencias condenatorias ejecutoriadas.

3. Las demás que les asigne la o el Fiscal General del Estado de acuerdo a Reglamento.
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SECCIÓN IV

FISCALES DE MATERIA
Artículo 38. (FUNCIONES). Las y los Fiscales de Materia ejercerán la acción penal pública, con 
todas las atribuciones que la Constitución Política del Estado y las leyes le otorgan al Ministerio 
Público, asegurando su intervención en las diferentes etapas del proceso penal.

Artículo 39. (REQUISITOS). Para optar el cargo de Fiscal de Materia, además de los requisitos 
generales se requiere:

1. Haber ejercido las funciones de Fiscal, Jueza, Juez o la profesión de Abogada o 
Abogado, durante cuatro años acreditados, previa convocatoria pública.

2. Haber vencido el Curso de Formación Inicial en la Escuela de Fiscales del Estado con 
antigüedad en la profesión de abogado libre de 3 años.

Artículo 40. (ATRIBUCIONES). Las y los Fiscales de Materia tienen las siguientes atribuciones:

1.  Ejercer la acción penal pública, la dirección funcional de la investigación y de la 
actuación policial, en los casos que les sean asignados en la investigación;

2.  Intervenir en todas las diligencias de la etapa preliminar, preparatoria e intermedia, 
determinadas por Ley, velando por que dentro el término legal, se cumpla la fi nalidad 
de estas etapas del proceso y emitir los requerimientos correspondientes dentro del 
plazo previsto por Ley, bajo responsabilidad;

3.  Intervenir en la etapa del juicio, sustentar la acusación y aportar todos los medios de 
prueba para fundar una condena;

4.  Interponer y defender las acciones o recursos que franquea la Ley;

5.  Informar oportunamente a la persona imputada sobre los derechos y garantías 
constitucionales y legales que le asisten;

6.  Asegurarse que la persona imputada sea asistida por una defensora o defensor 
particular o estatal; y en su caso se le nombre una traductora o un traductor o intérprete;

7.  Atender las solicitudes de las víctimas e informarles acerca de sus derechos, 
asegurándose de que sea asistida por una abogada o abogado particular o estatal; 
y en su caso se le nombre una traductora o un traductor o intérprete, cuando así lo 
solicite;

8.  Requerir las medidas para que la víctima reciba atención médica y psicológica de 
urgencia, evitar su revictimización, y que se ponga en peligro su integridad física y 
psicológica, así como las medidas conducentes para que se haga extensiva a testigos 
y personas afectadas por el hecho delictivo;

9.  Derivar, cuando corresponda, a las víctimas directas e indirectas a las instituciones de 
protección a las víctimas y testigos;

10. Asegurarse que todos los indicios y elementos de prueba recolectados sean 
debidamente resguardados dentro de la cadena de custodia, en particular los 
recolectados de la víctima;
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11. Resolver de manera fundamentada la imputación formal, el rechazo, el sobreseimiento, 
acusación formal en los plazos que establece la Ley;

12. Requerir fundadamente la adopción de medidas cautelares de carácter personal y real;

13. Gestionar la anotación preventiva de los bienes incautados ante los registros públicos 
correspondientes;

14. Solicitar a la autoridad judicial de la causa, el decomiso o confi scación de los 
instrumentos y productos del delito y la entrega al Ministerio Público como depositario;

15. Intervenir en la inventariación, control y asignación de bienes incautados, decomisados 
o confi scados, para garantizar los medios de prueba necesarios para la investigación y 
el juicio;

16. Intervenir en la destrucción de sustancias controladas;

17. Requerir, de manera fundamentada, la aplicación de salidas alternativas al juicio, 
cuando corresponda;

18. Promover de ofi cio la conciliación y otras salidas alternativas;

19. Remitir una copia de las resoluciones de rechazo y los requerimientos conclusivos a la 
o el Fiscal Departamental en caso de que no exista víctima o querellante, para efectos 
de control;

20. Separar por razones justifi cadas a las servidoras o los servidores policiales que 
intervengan en la investigación, cuando injustifi cadamente incumplan los actos de 
investigación dispuestos por la o el Fiscal;

21. Solicitar, a través de la Fiscalía Departamental, la aplicación de procesos disciplinarios 
para las servidoras o los servidores policiales que sean separados de la investigación, 
por haber incumplido requerimientos fi scales, o hubieren actuado en forma negligente 
o inefi ciente;

22. Finalizada la etapa preparatoria, según corresponda, presentar ante la autoridad 
judicial competente la acusación, requerir la aplicación de una salida alternativa al 
juicio o decretar el sobreseimiento;

23. Inspeccionar los centros policiales de detención para verifi car el respeto a los derechos 
fundamentales;

24. Asistir a las visitas trimestrales de los establecimientos penitenciarios;

25. Elevar trimestralmente a la o el Fiscal Departamental, informe sobre los asuntos a su 
cargo;

26. Cumplir y hacer cumplir las instrucciones de la o el Fiscal Departamental;

27. Disponer el secuestro de armas de fuego, sus piezas, componentes, municiones, 
explosivos y otros materiales relacionados, que no cuenten con la autorización y 
registro correspondiente, cuando en la investigación de cualquier delito, se esté 
practicando allanamiento de domicilio, para su remisión al Ministerio de Defensa;
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28. Disponer la devolución de armas de fuego, sus piezas, componentes, municiones, 
explosivos y otros materiales relacionados, cuando los interesados hubieran acreditado 
su propiedad y cuenten con autorización pertinente, previo informe de esta última;

29.  Disponer el secuestro de armas de fuego, sus piezas, componentes, municiones, 
explosivos y otros materiales relacionados, que sean puestos en su conocimiento por 
funcionarios de las Fuerzas Armadas o de la Policía Boliviana;

30.  Solicitar al Órgano Judicial la incautación de armas de fuego, sus piezas, componentes, 
municiones, explosivos y otros materiales relacionados, cuando corresponda;

31.  Requerir al Registro General de Armas de Fuego, Municiones y Explosivos – REGAFME, 
el Registro de Armas de Fuego y Municiones de Uso Civil – REAFUC y Registro 
Clasifi cado de Armas de Fuego, Municiones y Explosivos de Uso Policial – REACUP, la 
información necesaria y la remisión de armas de fuego, municiones, explosivos y otros 
materiales relacionados, para fi nes de investigación de delitos, con cargo a devolución 
concluidas las diligencias investigativas o procesales;

32. Remitir los antecedentes y la información sobre los bienes vinculados a procesos de 
sustancias controladas o actividades relacionadas a éstas, al Fiscal Especializado en 
pérdida de dominio;

33. Requerir y solicitar a las entidades coadyuvantes, información complementaria 
necesaria para la acción de pérdida de dominio; y,

34.  Otras establecidas por Ley.
(Modifi cado por disposición Adicional Primera de la Ley 1173 de 3 de mayo de 2019 de 
Abreviación Procesal Penal y de Fortalecimiento de la lucha integral contra la violencia a niñas, 
niños, adolescentes y mujeres).

Artículo 41. (OBLIGACIÓN DE INFORMAR). A objeto de garantizar la transparencia y la efectividad 
de la investigación:

I.  Las y los Fiscales informarán a su superior jerárquico inmediato, los asuntos a su cargo 
que, por la multiplicidad de los hechos, el elevado número de imputadas, imputados o 
víctimas, o por hallarse vinculados a delitos de narcotráfi co, trata y tráfi co de personas, 
corrupción, tráfi co de armas, terrorismo, y/o cometidos por organizaciones criminales, 
requieran un tratamiento especial, indicando concretamente las difi cultades y proponiendo 
el modo de solucionarlas. En estos casos el o la Fiscal Departamental, de ofi cio o a solicitud 
de la o el Fiscal encargada o encargado, podrá ordenar la conformación de una Junta de 
Fiscales para evaluar la marcha de la investigación, estudiar el caso y sugerir medidas que 
considere necesarias.

II.  La información solicitada por los organismos estatales, que no sean parte del proceso 
sobre casos concretos, deberán tramitarse por intermedio de la o el Fiscal Departamental.

III.  Las y los Fiscales deben registrar sus actuaciones en los sistemas informáticos y de registro 
físico establecidos por el Ministerio Público, así como brindar la información estadística 
que le sea requerida, en términos de veracidad y oportunidad.
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CAPÍTULO TERCERO

SERVIDORAS O SERVIDORES DE APOYO 

A LA FUNCIÓN FISCAL Y ASESORÍAS ESPECIALIZADAS

SECCIÓN I

SERVIDORAS Y SERVIDORES DE APOYO
Artículo 42. (FISCAL ASISTENTE).

I.  Las y los Fiscales Asistentes son servidoras o servidores del Ministerio Público asignadas 
y asignados por la o el Fiscal General del Estado y las o los Fiscales Departamentales, para 
asistir a las y los Fiscales en el cumplimiento de sus funciones. Actuarán siempre bajo la 
supervisión y responsabilidad del superior jerárquico a quien asistan, sin perjuicio de la 
responsabilidad que corresponda a cada servidora o servidor por sus propios actos.

 Los fi scales asistentes realizarán las actuaciones que les delegue su superior jerárquico 
de conformidad a instructivos emanados de la Fiscalía General del Estado. Aquellos que 
cuenten con capacitación y formación en litigación oral, podrán intervenir en las audiencias, 
únicamente, durante la etapa preparatoria.

II. Para optar al cargo de Fiscal Asistente se requiere, además de los requisitos generales para 
ser servidora o servidor público, haber ejercido la profesión de abogado por dos (2) años. 
Sus funciones se establecerán de acuerdo a Reglamento.

(Modifi cado por el Artículo 2 parágrafo VI de la Ley 1226 de 18 de septiembre de 2019).

Artículo 43. (AUXILIAR). Para optar al cargo de auxiliar, además de los requisitos generales para 
ser servidora o servidor público se requiere ser estudiante de tercer año o egresado de la carrera de 
Derecho. Sus funciones se establecerán de acuerdo a Reglamento.

SECCIÓN II

ASESORÍAS ESPECIALIZADAS
Artículo 44. (ASESORAS ESPECIALIZADAS O ASESORES ESPECIALIZADOS).

I.  La o el Fiscal General del Estado; las o los Fiscales Departamentales, a solicitud del Fiscal de Materia, 
mediante resolución fundada, dispondrán la contratación de asesoras y asesores especializados 
para formar equipos interdisciplinarios en aquellos casos en que por la multiplicidad de los hechos, 
el elevado número de personas imputadas o de víctimas o por tratarse de delitos vinculados a la 
delincuencia organizada, o que requieran de investigación especializada. 

II.  Podrán solicitar colaboración de organismos de derechos humanos en las investigaciones 
de delitos que afecten los derechos fundamentales de las personas.

III.  Las o los asesores especializados particulares, son temporales y no serán considerados 
como personal permanente.
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CAPÍTULO CUARTO

CONSEJO DEL MINISTERIO PÚBLICO
Artículo 45. (NATURALEZA Y COMPOSICIÓN). 

I.  El Consejo del Ministerio Público es la instancia consultiva del Ministerio Público, estará 
compuesto por:

1. La o el Fiscal General del Estado, que preside el Consejo.

2. Las o los Fiscales Departamentales.

3. Una o un Fiscal Superior y Fiscal de Materia, que será nombrada o nombrado 
anualmente, por la o el Fiscal General del Estado, de entre las o los fi scales que hayan 
obtenido el mayor puntaje en el escalafón.

II.  Podrán ser convocados para temas específi cos los Directores, Coordinadores de Unidades 
Especializadas, y otras servidoras y servidores del Ministerio Público.

Artículo 46. (SESIONES). El Consejo del Ministerio Público se reunirá semestralmente, pudiendo 
la o el Fiscal General del Estado convocar las veces que considere necesario. Asimismo, la o el 
Fiscal General del Estado deberá convocar al Consejo del Ministerio Público, a efecto de considerar 
y resolver criterios de importancia para la aplicación de las leyes, reglamentos y de establecer 
criterios sobre la unidad de acción del Ministerio Público.

Artículo 47. (ATRIBUCIONES). Son atribuciones del Consejo del Ministerio Público las siguientes:

1. Proponer a la o el Fiscal General del Estado, proyectos de reglamentos del Ministerio 
Público o sus modifi caciones.

2. Proponer a la o el Fiscal General del Estado, la creación de asientos Fiscales o unidades 
especializadas.

3. Proponer criterios para la aplicación de las leyes, medidas para el mejoramiento de la 
persecución penal, Gestión Fiscal, la calidad del servicio y para unifi car la acción del 
Ministerio Público.

4. Evaluar la aplicación de las instrucciones generales e instrucciones particulares 
ratifi cadas, por la o el Fiscal General del Estado para adoptar los correctivos que 
correspondan. 

5. Asesorar a la o el Fiscal General del Estado, cuando éste lo solicite.

6. Las demás establecidas por Ley.

Artículo 48. (QUÓRUM). El Consejo del Ministerio Público sesionará válidamente con dos tercios 
del total de sus miembros. Las decisiones se adoptarán por simple mayoría.
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TÍTULO III

INSTRUCCIONES, ACTUACIÓN PROCESAL, EXCUSA Y RECUSACIÓN

CAPÍTULO PRIMERO

INSTRUCCIONES
Artículo 49. (INSTRUCCIONES). 

I.  Con el objeto de establecer criterios para la aplicación de las leyes y de establecer la 
unidad de acción del Ministerio Público, la o el Fiscal General del Estado y las o los Fiscales 
Departamentales, impartirán a las o los Fiscales a su cargo las instrucciones inherentes al 
ejercicio de sus funciones.

II.  Las instrucciones podrán ser de carácter general o particular. Las instrucciones particulares 
serán relativas a la actuación del Fiscal en un asunto específi co, las que en ningún caso 
podrán referirse a la forma de resolución de un proceso, a su desplazamiento, reemplazo o 
reasignación de funciones, sin que implique afectación a la continuidad y celeridad de los 
procesos.

III.  La o el Fiscal que reciba de su superior una instrucción concerniente al ejercicio de sus 
funciones deberá cumplirla, sin perjuicio de manifestar su posición o de objetarla de 
manera fundada, ante la misma autoridad conforme a lo previsto en esta Ley.

Artículo 50. (FORMA). Las instrucciones serán impartidas de manera fundada por escrito y 
transmitidas por cualquier vía de comunicación que asegure su recepción, excepcionalmente 
las instrucciones podrán ser impartidas verbalmente directamente por la instancia jerárquica 
competente, por cualquier medio de comunicación y confi rmadas por escrito dentro del plazo de 
veinticuatro horas.

Artículo 51. (OBJECIÓN). 

I.  Contra las instrucciones de la o el superior jerárquico, sólo procederá su reconsideración 
vía objeción, siempre y cuando la o el Fiscal que las reciba haga conocer a su superior 
jerárquico, fundadamente, que las considera contrarias a la Ley o manifi estamente 
arbitrarias o inconvenientes a las funciones institucionales.

II.  Las instrucciones generales sólo podrán ser objetadas por las o los Fiscales 
Departamentales, las o los Fiscales inferiores sólo podrán objetar fundamentadamente 
una instrucción general cuando deban aplicarla a un caso concreto.

Artículo 52. (TRÁMITE). 

I.  Las objeciones serán planteadas ante la misma autoridad que las haya impartido dentro 
del plazo perentorio de cuarenta y ocho horas, a partir de su notifi cación, excepcionalmente 
se considerará el término de la distancia según corresponda.

II.  Cuando se objete una instrucción proveniente de la o el Fiscal General del Estado, será 
éste quien la resuelva de manera fundada por medio de resolución, en el plazo máximo 
de setenta y dos horas de ingreso a despacho, podrá ratifi car, modifi car o revocar las 



387

Compendio de Legislación Penal 2019

Ley Nº 260

instrucciones objetadas, debiendo comunicarla por escrito. Si dentro de este plazo no la 
resuelve, la objeción quedará admitida en los términos de lo solicitado.

III.  Cuando se objete una instrucción proveniente de la o el Fiscal Departamental, mediante 
resolución fundamentada y esté dentro de las cuarenta y ocho horas de su ingreso a 
despacho ratifi que su legitimidad o conveniencia, remitirá la instrucción junto con la 
objeción, antecedentes y resolución, en las veinticuatro horas siguientes a la o el Fiscal 
General del Estado, a objeto de que resuelva lo que corresponda en el plazo máximo 
de setenta y dos horas de ingreso a despacho, si dentro de este plazo no la resuelve, la 
objeción quedará admitida en los términos de lo solicitado.

IV.  La resolución será comunicada a la o el Fiscal Departamental y a la o el Fiscal que haya 
formulado la objeción.

Artículo 53. (EFECTOS). Las objeciones a instructivos particulares tendrá efecto suspensivo hasta 
su resolución defi nitiva, salvo que concierna a actos procesales sujetos a plazo o que no admitan 
dilación, sólo en estos casos la o el objetante será exonerada o exonerado de responsabilidad, por 
los actos ejecutados, cuando su objeción sea admitida en los términos de lo solicitado. 

Artículo 54. (DECISIÓN). 

I.  La o el Fiscal General del Estado podrá ratifi car, modifi car o revocar las instrucciones 
objetadas, sin recurso ulterior. Las instrucciones modifi cadas por la o el Fiscal 
Departamental, sólo podrán ser objetadas ante el Fiscal General del Estado.

II.  En todos los casos las resoluciones serán debidamente fundamentadas, con expresa 
califi cación de las responsabilidades a que hubiere lugar.

CAPÍTULO SEGUNDO

ACTUACIÓN PROCESAL
Artículo 55. (EJERCICIO DE LA ACCIÓN PENAL PÚBLICA).

I.  Las y los Fiscales en cumplimiento de sus funciones, realizarán todos los actos procesales 
necesarios, de manera pronta, oportuna, cumpliendo los plazos procesales y en tiempo 
razonable, en el ejercicio de la acción penal pública.

II.  Las y los Fiscales podrán desestimar denuncias escritas, querellas e informes policiales 
de acción directa en las que el hecho sea atípico, de persecución penal privada, no cumpla 
requisitos legales pertinentes, no exista una relación fáctica clara o no existan los elementos 
necesarios para tomar una decisión, en estos tres últimos casos se otorgará el plazo de 24 
horas para subsanarla bajo alternativa de tenerla por no presentada.

III.  En las denuncias verbales, cuando la denuncia sea realizada en sede Fiscal, el o la Fiscal 
ordenará inmediatamente a las o los investigadores a concurrir al lugar del hecho a objeto de 
verifi car el mismo sin perjuicio de acudir personalmente, y deberá informar estos aspectos 
a la o el Fiscal, de existir sufi cientes elementos se procederá a realizar las investigaciones 
que correspondan, caso contrario la denuncia será desestimada.
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Artículo 56. (ACTIVIDAD PROBATORIA). Las y los Fiscales, en la acumulación y producción de 
prueba, preservarán las condiciones de inmediación de todos los sujetos procesales con los medios 
de convicción. Asimismo, harán una interpretación restrictiva de las normas de incorporación de 
prueba por lectura. 

Artículo 57. (FORMA DE ACTUACIÓN). Las y los Fiscales formularán sus requerimientos y 
resoluciones de manera fundamentada y específi ca. Procederán oralmente en las audiencias, en 
el juicio y por escrito, en los demás casos que la Ley disponga observando las formas procesales 
que correspondan.

Artículo 58. (NOTIFICACIONES).

I.  Las notifi caciones que realice el Ministerio Público se practicarán al buzón de notifi caciones 
de ciudadanía digital de las partes y de sus abogados, dentro del plazo de veinticuatro (24) 
horas de ser emitido el requerimiento o resolución, según corresponda. Excepcionalmente, 
cuando no se cuente con conectividad podrán notifi carse por cualquier otro medio legal de 
comunicación que asegure su conocimiento.

II.  En los casos en los que no fuera conocido el domicilio real, ni el domicilio electrónico, 
las notifi caciones se practicarán en el portal electrónico del Ministerio Público, debiendo 
aplicarse en lo pertinente lo previsto en el Artículo 165 del Código de Procedimiento Penal.

III.  La publicación de los edictos en el portal electrónico de notifi caciones del Tribunal Supremo 
de Justicia y del Ministerio Público, se mantendrá por un período de cinco (5) años, salvo 
que con anterioridad el notifi cado haya solicitado su baja.

IV.  Durante la etapa preparatoria, si el testigo citado no se presentare en el término que se le 
fi je, ni justifi que un impedimento legítimo, la o el Fiscal librará mandamiento de aprehensión 
con el objeto de cumplir la diligencia correspondiente.

(Modifi cado por la disposición Adicional Primera de la Ley 1173 de 3 de mayo de 2019 de 
Abreviación Procesal Penal y de Fortalecimiento de la lucha integral contra la violencia a niñas, 
niños, adolescentes y mujeres).

Artículo 59. (ACTAS).

I.  Las actuaciones de las y los fi scales que deban consignarse en acta, para su validez 
se registrarán observando los requisitos y formalidades previstos en el Código de 
Procedimiento Penal, y en su caso disponer la corrección de los requisitos de forma de las 
mismas de manera oportuna.

II.  Las actas serán registradas en el Sistema Informático de Gestión de Causas y fi rmadas 
digitalmente o aprobadas por ciudadanía digital, debiendo estar resguardadas y disponibles 
en dicho sistema para el acceso de las partes en todo momento, conforme a instructivos 
y protocolos de seguridad establecidos al efecto. El Ministerio Público garantizará la 
conservación, integridad e inalterabilidad de los registros y archivos digitales, bajo 
responsabilidad.

(Modifi cado por la disposición Adicional Primera de la Ley 1173 de 3 de mayo de 2019 de 
Abreviación Procesal Penal y de Fortalecimiento de la lucha integral contra la violencia a niñas, 
niños, adolescentes y mujeres).
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Artículo 60. (ARCHIVO FISCAL). En la Fiscalía General y Fiscalías Departamentales funcionará 
el archivo Fiscal Central para la conservación y custodia de los cuadernos de investigación de 
casos concluidos y documentos de actuación; así como depósito y custodia de evidencias, bajo 
responsabilidad e inventario de su titular de acuerdo a Reglamento. Esta ofi cina coordinará su labor 
de sistematización de información y seguimiento de causas con la ofi cina de informática.

Artículo 61. (CUADERNOS DE INVESTIGACIÓN). 

I.  Los cuadernos de investigación se organizarán siguiendo criterios de orden y utilidad, 
estarán a disposición de las partes, salvo casos de reserva. 

II.  La obtención de copias, por las partes, no requerirá mayor formalidad. 

III.  No se extenderán informes o certifi cados del contenido del cuaderno de investigaciones a 
terceros, excepto en los casos determinados en la Constitución Política del Estado y la Ley.

Artículo 62. (SALIDAS ALTERNATIVAS). En aquellos casos en que sea procedente la aplicación 
de las salidas alternativas al juicio oral, previstas en el Código de Procedimiento Penal, las y los 
Fiscales deberán solicitarlas sin demora y bajo responsabilidad, en cuanto concurran las condiciones 
legalmente exigidas, buscando prioritariamente la solución del conflicto penal.

Artículo 63. (PROCEDIMIENTO INMEDIATO). En delitos flagrantes la o el Fiscal del caso deberá 
observar el procedimiento específi co cumpliendo el plazo establecido bajo responsabilidad, 
buscando prioritariamente la solución del conflicto penal.

Artículo 64. (CONCILIACIÓN).

I.  Cuando el Ministerio Público persiga delitos de contenido patrimonial o culposos, la o el 
fi scal de ofi cio o a pedido de las partes, promoverá la conciliación desde el primer momento 
del proceso hasta antes de concluida la etapa preparatoria.

II.  Excepto que el hecho tenga por resultado la muerte, que exista un interés público 
gravemente comprometido, vulneren derechos constitucionales, y/o se trate de reincidentes 
o delincuentes habituales.

III.  Exceptuando cuando afecte al patrimonio del Estado.
(Modifi cado por la disposición Adicional Primera de la Ley 1173 de 3 de mayo de 2019 de 
Abreviación Procesal Penal y de Fortalecimiento de la lucha integral contra la violencia a niñas, 
niños, adolescentes y mujeres).

Artículo 65. (RECURSO JERÁRQUICO). La impugnación al rechazo o sobreseimiento será resuelta 
por la o el superior jerárquico, valorando integralmente el contenido de las actuaciones y de manera 
fundamentada, en el plazo que establece la Ley, bajo su responsabilidad.

Artículo 66. (REVISIÓN). 

I.  La máxima autoridad del Ministerio Público de manera excepcional y de ofi cio, en uso de 
sus atribuciones, podrá revocar las resoluciones de rechazo o sobreseimiento, debidamente 
fundamentada, dictadas por Fiscales de Materia o Departamentales, cuando se trate de 
delitos que atenten gravemente contra los intereses generales de la sociedad, cuando no 
exista querellante y por violación a  derechos fundamentales, dentro de los diez días de 
recibidas las actuaciones.
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II.  En caso de ser revocada la resolución por manifi esta negligencia o actitud dolosa del 
inferior, deberá disponerse el inicio del proceso disciplinario o penal, según corresponda.

Artículo 67. (GARANTÍAS PARA LA PERSONA IMPUTADA). 

I.  La o el Fiscal cuidará en todo momento que la persona imputada conozca sus derechos 
fundamentales, las garantías constitucionales y legales que le asisten, el estado de las 
investigaciones o del proceso, salvo los casos de reserva declarados por el Juez de la 
causa, así como las condiciones que debe cumplir, toda vez que sea procedente una salida 
alternativa al juicio.

II.  En caso de carecer de recursos económicos, la o el Fiscal requerirá se le asigne defensora 
o defensor estatal gratuito, traductora o traductor, intérprete cuando así lo requiera.

Artículo 68. (GARANTÍAS PARA LA VÍCTIMA). 

I. El Ministerio Público atenderá los intereses de la víctima y le informará sobre sus derechos 
y obligaciones en el proceso penal y sobre el resultado de las investigaciones, aunque no 
se haya constituido en querellante, precautelará el derecho que tiene a ser oída antes de 
cada decisión Fiscal y Judicial, y requerirá se le asigne Abogado o Abogada, defensora 
o defensor estatal a la víctima carente de recursos económicos, traductora o traductor 
o intérprete, y personal especializado con el objeto de evitar la victimización secundaria, 
siempre que lo solicite.

II.  La víctima será tratada con el cuidado, respeto y consideración. A tal efecto, se dispondrá 
de un programa permanente de atención integral a las víctimas y a sus familiares, en 
coordinación con los Órganos del Estado e instituciones públicas o privadas afi nes.

III.  La víctima o el querellante podrán solicitar a la o el Fiscal Jerárquico el reemplazo de la o 
el Fiscal encargada o encargado de la investigación cuando concurran causas justifi cadas, 
no haya actividad investigativa necesaria de acuerdo a la naturaleza del hecho, no haya 
directrices a la investigación, exista incumplimiento de plazos procesales, o no se pronuncie 
sobre la proposición de diligencias. La resolución del Fiscal Jerárquico será fundamentada 
y resuelta dentro del plazo perentorio de tres días, bajo responsabilidad. En caso de 
determinar indicios de responsabilidad se dispondrá el procesamiento disciplinario.

Artículo 69. (PROCESOS CONTRA ADOLESCENTES). En las investigaciones y procesos penales 
seguidos contra adolescentes imputables y en los procesos para establecer su responsabilidad, 
previstos en la Ley, el Ministerio Público actuará con Fiscales especializados y cuidará que:

1. El desarrollo del proceso no cause mayor daño al adolescente. 

2. Estos casos deben desarrollarse en absoluta reserva, bajo absoluta responsabilidad.

3. La sanción sea proporcional y adecuada a los fi nes de educación, rehabilitación y 
reinserción social.

4. En lo pertinente las medidas socio-educativas no adquieran las características de 
sanciones penales.

Artículo 70. (INFORME PSICOSOCIAL). En las investigaciones respecto a adolescentes imputables, 
el Ministerio Público requerirá un informe psicosocial a la Defensoría de la Niñez y Adolescencia 



391

Compendio de Legislación Penal 2019

Ley Nº 260

o a la instancia pública correspondiente, y tomará en cuenta su contenido antes de emitir su 
requerimiento conclusivo. Se deberá adjuntar al requerimiento una copia del informe. 

Artículo 71. (RESERVA DE ACTUACIONES). 

I.  Los resultados de las investigaciones contra adolescentes imputables serán de absoluta 
reserva, aún después de que se haya dictado sentencia en el respectivo caso.

II.  En ningún caso los antecedentes penales de los adolescentes imputables serán usados en 
su contra, aún cuando éstos hubieran adquirido su mayoría de edad.

Artículo 72. (PROCESOS CONTRA MIEMBROS DE NACIONES Y PUEBLOS INDÍGENA ORIGINARIO 
CAMPESINOS). 

I.  En las investigaciones y procesos penales contra personas miembros de las Naciones y 
Pueblos Indígena Originario Campesinos, en la Jurisdicción Ordinaria, el Ministerio Público 
actuará respetando su diversidad cultural y cosmovisión.

II.  Podrá solicitar la opinión de las autoridades u organizaciones de las Naciones y Pueblos 
Indígena Originario Campesinos a las que pertenezcan, o la de un entendido o una entendida 
en la materia. La o el Fiscal deberá fundamentar sobre este aspecto en las resoluciones 
que emita. 

CAPÍTULO TERCERO

EXCUSA Y RECUSACIÓN
Artículo 73. (CAUSALES). Son causales de excusa y recusación de las o los Fiscales:

1. El parentesco con la víctima, querellante o la persona imputada, sus Abogadas o 
Abogados, hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo de afi nidad, así como 
el parentesco espiritual.

2. Amistad estrecha o enemistad manifi esta con la víctima, querellante o la persona 
imputada, que se demuestre por hechos notorios, unívocos y recientes. No procederá 
en ningún caso por ataques u ofensas inferidas al o por el Fiscal después de haber 
asumido la dirección funcional de un caso o el conocimiento de un asunto.

3. Ser acreedora, acreedor, deudora, deudor, socio o garante de la víctima, querellante o 
la persona imputada.

4. Haber sido Abogada, Abogado, mandataria, mandatario, testigo, tutora o tutor en el 
asunto que debe conocer.

5. En casos de Fiscales Departamentales, si hubiera dictado la resolución de rechazo o 
sobreseimiento en el mismo caso.

6. Haber recibido benefi cios y dádivas de las partes. 

Artículo 74. (EXCUSA). 

I. Las o los Fiscales podrán excusarse haciendo conocer su impedimento a la o el superior 
jerárquico, mediante informe fundado, dentro del término de veinticuatro horas a partir 
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de su conocimiento, sin perjuicio de realizar los actos imprescindibles para conservar los 
medios de prueba o las actuaciones procesales imprescindibles.

II. La o el superior jerárquico deberá resolver en el plazo máximo de cuarenta y ocho horas. 
En caso de declarar legal la excusa, dispondrá la prosecución del proceso por otra u otro 
Fiscal. En caso de declararla ilegal se remitirá al sumariante

Artículo 75. (RECUSACIÓN). 

I.  Dentro de los tres días de conocida la causal, la víctima, querellante o la persona 
imputada, podrán formular fundadamente la recusación, ante la o el Fiscal 
Jerárquico, acompañando la prueba suficiente e indicando de manera expresa la 
fecha y circunstancias del conocimiento de la causal invocada. El planteamiento de 
la recusación no impedirá a la o el Fiscal recusado continuar el conocimiento de la 
investigación o proceso.

II.  Interpuesta la recusación, la o el Fiscal Jerárquico notifi cará a la o el Fiscal recusada 
o recusado, a fi n de que preste informe dentro de las veinticuatro horas a partir de su 
notifi cación.

III.  La o el Fiscal Jerárquico, dentro de las veinticuatro horas siguientes a la recepción del 
informe, resolverá la recusación mediante resolución motivada y defi nitiva. En caso de 
declarar legal la recusación dispondrá la prosecución del proceso por otra u otro Fiscal. En 
caso de declararla ilegal, impondrá una multa establecida de acuerdo a Reglamento. 

IV.  Las partes no podrán recusar a la o el Fiscal Jerárquico, ni interponer nueva recusación 
bajo los mismos fundamentos.

Artículo 76. (EXCUSA DE LA O EL FISCAL GENERAL DEL ESTADO). La o el Fiscal General del 
Estado no podrá ser recusada o recusado, pero podrá excusarse del conocimiento de un caso por 
las causales establecidas en el presente capítulo, para el efecto dictará resolución fundamentada y 
remitirá el conocimiento del asunto a su suplente legal.

TÍTULO IV

INSTITUCIONES DE INVESTIGACIÓN Y PROTECCIÓN 

A LAS VÍCTIMAS, TESTIGOS Y MIEMBROS DEL MINISTERIO PÚBLICO

CAPÍTULO PRIMERO

POLICÍA BOLIVIANA 
Artículo 77. (FUNCIÓN). La Policía Boliviana en la investigación y averiguación de hechos 
delictivos, tienen la función de identificar y aprehender a las presuntas o los presuntos 
responsables, identificar y auxiliar a las víctimas, acumular, analizar, conservar y custodiar 
adecuadamente los indicios y las pruebas, realizando las actuaciones dispuestas por la o el 
Fiscal que dirige la investigación, en los plazos determinados. Diligencias que serán remitidas 
a la autoridad Fiscal competente.
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Artículo 78. (DIRECCIÓN FUNCIONAL). 

I.  Las servidoras y los servidores policiales que ejerzan actividad de investigación deberán 
desempeñar sus labores bajo la dirección funcional de la Fiscal, el Fiscal o Fiscales 
asignados al caso. Orgánica y administrativamente se hallan sujetos a la Policía Boliviana.

II.  Se entiende por dirección funcional:

1. La dirección legal y estratégica de la investigación.

2. El cumplimiento obligatorio por parte de las y los investigadores policiales de todos los 
requerimientos relativos a la investigación de hechos delictivos emitidos por la Fiscalía. 
La autoridad administrativa policial no podrá revocar o modifi car el requerimiento 
emitido ni retardar su cumplimiento.

3. A requerimiento del Fiscal la asignación directa y obligatoria de investigadoras e 
investigadores policiales para la investigación del hecho delictivo. Asignadas o 
asignados las o los investigadores, la autoridad administrativa policial no podrá 
apartarlos de la investigación ni encomendarles otras funciones que les impidan el 
ejercicio de la investigación, sin conocimiento del Fiscal.

4. La separación de la investigación de la investigadora o el investigador policial asignado 
dentro de la investigación, con noticia a la autoridad policial, cuando incumpla un 
requerimiento Fiscal, actúe negligentemente o no sea efi ciente en el desempeño de 
sus funciones.

5. Cuando corresponda, el Fiscal podrá solicitar, fundamentadamente, a la autoridad policial 
competente, a través de la Fiscalía Departamental, la aplicación de procedimientos 
disciplinarios para los funcionarios policiales separados de la investigación. 

Artículo 79. (INFORME TÉCNICO CONCLUSIVO). 

I.  Las servidoras y los servidores policiales, realizarán investigaciones preliminares e 
informarán al Ministerio Público de las diligencias practicadas, al término de la etapa 
preparatoria deberán elaborar el informe técnico conclusivo de la investigación. 

II.  El Ministerio Público, antes de emitir su informe conclusivo en delitos de violencia contra 
la mujer, requerirá informes psicosociales a la instancia pública correspondiente, debiendo 
considerar y adjuntar una copia en el informe técnico conclusivo de la investigación.

Artículo 80. (INVESTIGADORES POLICIALES). Con el objeto de garantizar la efi cacia de la 
investigación de los delitos, la Policía Boliviana deberá destinar a las servidoras o servidores 
policiales para que cumplan funciones de Policía Judicial, bajo la dirección funcional del Ministerio 
Público, para tal efecto:

1. Seleccionará a servidoras y servidores policiales considerando sus conocimientos, 
habilidades y competencias en materia investigativa conforme a la Carrera de 
Investigadores Policiales, garantizando la exclusividad, permanencia, inamovilidad 
y especialidad de sus miembros, cuya forma de convocatoria, selección, ingreso, 
organización, permanencia y desvinculación será de acuerdo a Reglamento.

2. Asignará en funciones investigativas especializadas por un periodo mínimo de 3 años.
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3. Las servidoras y los servidores policiales en funciones de Policía Judicial conservarán 
su antigüedad, benefi cios y méritos para el ascenso en la carrera policial.

Artículo 81. (RESPONSABILIDAD). Sin perjuicio de la responsabilidad que corresponda al Estado, 
las y los investigadores policiales que ejerzan funciones de Policía Judicial, serán pasibles de 
responsabilidad penal, civil y administrativa, por el mal desempeño en el ejercicio de sus funciones, 
ante la instancia que corresponda.

Artículo 82. (COMISIÓN ESPECIAL). En casos de interés Nacional e investigaciones especiales la o 
el Fiscal General del Estado, dispondrá, la conformación de una comisión especial de investigación, 
solicitando a la Policía Boliviana u otros organismos de carácter internacional, de acuerdo a 
normativa y/o Convenios Internacionales vigentes, la asignación de su personal más especializado 
o capacitado para el caso concreto, mientras dure dicha investigación.

CAPÍTULO SEGUNDO

INSTITUTO DE INVESTIGACIONES FORENSES
Artículo 83. (FINALIDAD). 

I.  El Instituto de Investigaciones Forenses - IDIF es la institución encargada de realizar los 
estudios científi cos técnicos laboratoriales requeridos para la investigación de los delitos 
por el Ministerio Público. Igualmente, se encargará de los estudios científi cos técnicos para 
la comprobación de otros hechos encomendados por orden judicial.

II.  En sus funciones técnicas tiene carácter independiente y emite informes y dictámenes 
conforme a las reglas de investigación científi ca.

III.  Respetando y priorizando lo dispuesto por el parágrafo I del presente Artículo, el Ministerio 
Público ante la imposibilidad técnica del Instituto de Investigaciones Forenses – IDIF, podrá 
acudir al Instituto de Investigaciones Técnico Científi co de la Universidad Policial – IITCUP, 
como organismo especializado de la Policía Boliviana.

Artículo 84. (ESTRUCTURA). 

I.  El Instituto de Investigaciones Forenses estará compuesto por una Dirección Nacional y los 
órganos que se establezcan, de acuerdo a las necesidades del servicio.

II.  Las directoras o los directores y demás personal del Instituto, serán designadas y designados 
mediante concurso público de méritos y antecedentes. Cuando la designación recaiga en 
miembros activos de la Policía Boliviana serán declarados en comisión de servicio, sin 
afectar su carrera policial.

III.  Su organización y funcionamiento serán reglamentados por la Fiscalía General del Estado. 

Artículo 85. (FUNCIONES). El Instituto de Investigaciones Forenses tendrá las siguientes funciones:

1. Practicar las pericias, análisis y exámenes científi co técnicos y de laboratorio, y realizar 
estudios forenses que sean solicitadas por la o el Fiscal y/o encomendadas por orden 
judicial.
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2. Desarrollar y elaborar programas científi cos de investigación forense y criminalística 
aplicando los resultados de tales avances.

3. Editar y publicar las actividades, programas e investigaciones científi cas resultantes, 
incluyendo datos estadísticos que permitan establecer factores de violencia y 
criminalidad en el país.

4. Coordinar programas de capacitación y de intercambio en avances científi cos con 
organismos de investigación, nacionales e internacionales, así como con entidades 
encargadas de conocimientos en el área penal.

5. Colaborar dentro y fuera del Estado Plurinacional, con gobiernos, instituciones, 
autoridades y personas, en relación a la investigación criminal en coordinación con la 
administración del Ministerio Público.

6. Asegurar que en la cadena de custodia, los indicios o elementos probatorios que le sean 
entregados no se contaminen, extravíen, alteren y/o deterioren; bajo responsabilidad.

7. Otras que le asigne la Ley.

Artículo 86. (DEPENDENCIA). El Instituto de Investigaciones Forenses depende administrativa 
y fi nancieramente de la Fiscalía General del Estado, gozando de autonomía funcional en el 
cumplimiento de sus tareas científi co técnicas. 

Artículo 87. (RESPONSABILIDAD). Las y los peritos y las y los servidores del Instituto de 
Investigaciones Forenses - IDIF y del Instituto de Investigaciones Técnico Científi co de la Universidad 
Policial – IITCUP, serán pasibles de responsabilidad penal, civil y/o administrativa conforme a 
Reglamento, por el mal desempeño en el ejercicio de sus funciones.

CAPÍTULO TERCERO

PROTECCIÓN A LAS VÍCTIMAS, TESTIGOS 

Y MIEMBROS DEL MINISTERIO PÚBLICO
Artículo 88. (DIRECCIÓN DE PROTECCIÓN A LAS VÍCTIMAS, TESTIGOS Y MIEMBROS DEL 
MINISTERIO PÚBLICO). Está encargada de promover la protección y asistencia a las víctimas de 
delitos, testigos, personas que colaboran con la persecución penal y servidoras o servidores del 
Ministerio Público.

Artículo 89. (DEPENDENCIA). Depende de la o del Fiscal General del Estado, y estará a cargo de 
una o un Director designada o designado por la o el Fiscal General del Estado, previa convocatoria 
pública y evaluación de méritos. Durará cuatro años en el ejercicio de sus funciones, que serán 
especifi cadas mediante Reglamento.

Artículo 90. (ATRIBUCIONES). La Directora o el Director de protección a las víctimas, testigos y 
miembros del Ministerio Público tienen las siguientes atribuciones: 

1. Asesorar a la o al Fiscal General en políticas de protección y asistencia a la víctima, 
testigos y miembros del Ministerio Público.
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2. Ejecutar y coordinar la implementación de políticas y programas de protección 
especializada y diferenciada, y de atención de la víctima, testigos y miembros del 
Ministerio Público.

3. Solicitar mediante requerimiento Fiscal a que la Policía Boliviana brinde protección 
física a las víctimas, denunciantes, testigos, servidores del Ministerio Público o 
personas que colaboren en la persecución de delitos.

4. Supervisar y evaluar la ejecución de planes y programas de protección especializada y 
diferenciada, y de atención.

5. Promover la implementación de programas de cooperación Nacional o Internacional, 
con instituciones públicas o privadas.

6. Las demás atribuciones que le sean asignadas por la o el Fiscal General del Estado.

TÍTULO V

RECURSOS HUMANOS

CAPÍTULO PRIMERO

RÉGIMEN DE LA CARRERA FISCAL
Artículo 91. (CARRERA FISCAL). 

I.  La Carrera Fiscal es el sistema que establece el ingreso, la designación, permanencia y/o 
destitución de las y los Fiscales en el Ministerio Público. Se basa en el reconocimiento 
de méritos y acreditación progresiva de conocimientos y formación jurídica de las y los 
Fiscales, de acuerdo a Reglamento.

II.  Los procesos de convocatoria interna o externa, surgirán de las necesidades del 
servicio y las vacancias dentro de la estructura del Ministerio Público, debiendo 
garantizarse la equivalencia y/o paridad de género y la inclusión de personas de las 
Naciones y Pueblos Indígena Originario Campesinos, respetando los puntajes más 
altos.

Artículo 92. (PERMANENCIA). La permanencia y promoción de las y los Fiscales, en el ejercicio de 
sus funciones, está garantizada por la carrera fi scal. Las y los Fiscales no podrán ser removidas o 
removidos, salvo los casos señalados por Ley.

Artículo 93. (ALCANCE Y ESTRUCTURA).

I.  Están sujetos a la Carrera Fiscal, las y los Fiscales Superiores y de Materia.

II.  El sistema de Carrera Fiscal está integrado por los siguientes subsistemas:

1. Planifi cación e ingreso.

2. Evaluación, permanencia y promoción.
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3. Capacitación.

4. Escalafón e información.

5. Remuneración.

Artículo 94. (SUBSISTEMA DE PLANIFICACIÓN E INGRESO). El subsistema de planifi cación e 
ingreso comprende las siguientes fases:

1. Convocatorias públicas internas y externas.

2. Selección a través de concursos de méritos, exámenes de oposición y competencia, de 
manera pública y transparente.

3. Incorporación e inducción a través de las acciones necesarias para hacer conocer a 
la nueva servidora o al nuevo servidor, la misión, planes y programas del Ministerio 
Público y del puesto que asume, así como de las normas a cumplir.

Artículo 95. (SUBSISTEMA DE EVALUACIÓN, PERMANENCIA Y PROMOCIÓN). 

I.  El subsistema de evaluación, permanencia y promoción comprende el conjunto de normas 
y procedimientos para evaluar el desempeño de las y los Fiscales en el cumplimiento de 
las responsabilidades de su cargo, en términos de probidad, transparencia, idoneidad 
y efi ciencia a fi n de determinar su permanencia y promoción en la Carrera Fiscal de 
acuerdo a Reglamento.

II.  A los fi nes de lo dispuesto en el parágrafo anterior, cada Fiscal será evaluada y evaluado, 
por lo menos una vez al año.

Artículo 96. (SUBSISTEMA DE CAPACITACIÓN). 

I.  El Subsistema de Capacitación, es el proceso de formación y actualización permanente 
de las y los Fiscales y demás servidoras y servidores del Ministerio Público, según las 
necesidades y requerimientos del servicio que propicia su especialización en las funciones 
propias del cargo, y en su caso en la persecución de determinados delitos.

II.  Estará a cargo de la Escuela de Fiscales del Estado. Sus funciones y estructura serán 
determinadas mediante Reglamento. También podrán acceder a estos programas, quienes 
deseen incorporarse a la Carrera Fiscal.

III.  Este Subsistema de Capacitación debe establecer áreas de especialización, según la 
población que atiende y las necesidades diferenciadas que presenta, según necesidades 
de género, generacional, intra e interculturalidad. 

Artículo 97. (SUBSISTEMA DE ESCALAFÓN E INFORMACIÓN). El subsistema de escalafón 
e información Fiscal registrará de manera sistemática, ordenada y permanente, el ingreso, 
desempeño, capacitación, méritos, deméritos, promoción y retiro de las y los Fiscales.

Artículo 98. (SUBSISTEMA DE REMUNERACIÓN). El subsistema de remuneración comprende el 
conjunto de normas establecidas para otorgar una adecuada remuneración a las y los Fiscales 
por el cumplimiento de sus funciones. Esta remuneración estará sujeta a la escala salarial 
proporcionalmente a la responsabilidad del cargo.
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Artículo 99. (TRIBUNAL DE CONCURSO). 

I. Para la califi cación de postulantes de ingreso a la Carrera Fiscal y vacancias del Ministerio 
Público, se conformará en cada Departamento un Tribunal de Concurso de acuerdo a 
Reglamento. Sus integrantes serán abogados de reconocida trayectoria profesional.

II.  El Tribunal de Concurso citará a los miembros de la lista de postulantes, con el objeto de 
realizar tanto una entrevista personal como las pruebas de idoneidad oral y escrita que 
correspondan. En base a esta evaluación emitirán su dictamen, que será vinculante, salvo 
en el caso previsto para la designación de la o el Fiscal Departamental.

CAPÍTULO SEGUNDO

GESTIÓN FISCAL, SUPERVISIÓN Y EVALUACIÓN
Artículo 100. (DIRECCIÓN DE GESTIÓN FISCAL, SUPERVISIÓN Y EVALUACIÓN). La Dirección de 
Gestión Fiscal, Supervisión y Evaluación está encargada de velar por el correcto funcionamiento del 
Ministerio Público, para asegurar y promover la efi ciencia y efi cacia, coadyuvar en la detección de 
necesidades de capacitación, formación o perfeccionamiento de las y los servidores del Ministerio 
Público, y evaluación de desempeño de las o los Fiscales en el cumplimiento de las responsabilidades 
de su cargo, conforme a la Carrera Fiscal. En su desempeño gozará de autonomía funcional. Podrá 
recibir instrucciones generales del Fiscal General del Estado sobre aspectos generales de sus 
funciones, de acuerdo a Reglamento.

Artículo 101. (ESTRUCTURA). La Dirección de Gestión Fiscal, Supervisión y Evaluación estará 
compuesta por la Directora o el Director, y los Inspectores, que podrán ser miembros de la Carrera 
Fiscal. Se podrán nombrar coordinadores de área o regionales según la necesidad del servicio. Su 
organización y funcionamiento será regulada mediante Reglamento.

Artículo 102. (DIRECTORA O DIRECTOR). La Directora o el Director de Gestión Fiscal, Supervisión 
y Evaluación, será designada o designado por la o el Fiscal General del Estado, previa convocatoria 
pública y concurso de méritos.

Artículo 103. (FUNCIONES). Son funciones de la o el Director de Gestión Fiscal, Supervisión y 
Evaluación del Ministerio Público:

1. Establecer directrices que permitan estandarizar el ejercicio de la acción penal, 
tomando en cuenta la prevalencia delictiva de cada Departamento.

2. Proponer instructivos generales, manuales y otros orientados al perfeccionamiento de 
la labor del Fiscal.

3. Ejercer el control y seguimiento de los instructivos generales, reglamentos, manuales, 
estándares y otros vigentes en el Ministerio Público para el cumplimiento de sus funciones.

4. Evaluar los resultados obtenidos producto del ejercicio de la acción penal, empleando 
herramientas de verifi cación, y estadísticas.

5. Velar porque el Ministerio Público cuente con sistemas informáticos para registrar 
oportunamente los actuados de las o los Fiscales y demás servidoras o servidores, o 
cualquier otro medio que asegure este objetivo.
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6. Diseñar y proponer políticas de gestión institucionales.

7. Proponer metas de gestión institucional considerando la oportunidad y efi ciencia de las 
o los servidores y la calidad de los servicios teniendo en cuenta la cantidad, complejidad 
y naturaleza de los casos, así como los medios humanos y materiales con que cuenten.

8. Dirigir el proceso de evaluación de desempeño para la califi cación de sufi ciencia o 
insufi ciencia en el cargo.

9. Dirigir los procesos de inspección a casos, unidades u ofi cinas del Ministerio Público.

10. Instar el inicio de procesos disciplinarios o penales, si en el ejercicio de sus funciones 
tiene conocimiento fehaciente de la probable comisión de faltas disciplinarias y/o delitos.

11. Proponer la creación de Unidades y Ofi cinas Especializadas, o Coordinaciones de área 
conforme a las necesidades del servicio.

12. Coordinar con la Escuela de Fiscales del Estado la formación inicial, continua, 
permanente y especializada de los Fiscales, así como los instrumentos de evaluación 
de desempeño y materias de investigación.

13. Coordinar con el Instituto de Investigaciones Forenses los programas científi cos de 
medicina legal, investigación forense y criminalística.

14. Proporcionar la información estadística y otros insumos a las instituciones estatales 
del sector justicia.

15. Toda otra que le asigne la o el Fiscal General del Estado.

CAPÍTULO TERCERO

ESCUELA DE FISCALES DEL ESTADO
Artículo 104. (FINALIDAD). La Escuela de Fiscales del Estado, con Sede en la Ciudad de Sucre, es 
el organismo técnico académico que tiene la fi nalidad de planifi car, dirigir y desarrollar los procesos 
de formación y capacitación de Fiscales, y servidoras o servidores del Ministerio Público, para el 
ejercicio de sus funciones.

Artículo 105. (ATRIBUCIONES). Las atribuciones de la Escuela de Fiscales del Estado son:

1. Planifi car y Ejecutar los programas de formación y capacitación de las servidoras y los 
servidores del Ministerio Público.

2. Implementar los cursos de formación, actualización y especialización.

3. Prestar soporte técnico jurídico a las instancias encargadas de la selección de Fiscales 
así como a aquéllos otros que se constituyan para las diferentes modalidades de 
promoción en el ámbito de la Carrera Fiscal.

4. Desarrollar los concursos para la selección de profesorado de la Escuela de Fiscales 
del Estado.

5. Otras determinadas de acuerdo con el Reglamento.
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Artículo 106. (DEPENDENCIA). 

I.  La Escuela de Fiscales del Estado depende de la o del Fiscal General del Estado, estará a 
cargo de una Directora o un Director, designada o designado por dicha autoridad, previa 
convocatoria pública, y contará con el personal necesario.

II.  Su organización y funcionamiento se regulará mediante Reglamento.

Artículo 107. (REQUISITOS PARA SER DIRECTORA O DIRECTOR). La Directora o Director deberá 
contar con Título Profesional de Abogada o Abogado, con una antigüedad de 4 años y especialidad 
en educación superior; para acceder a la misma, deberá ser previa convocatoria pública.

Artículo 108. (ESTRUCTURA Y UNIDADES DE CAPACITACIÓN). 

I.  Su estructura y funcionamiento se establecerá mediante Reglamento.

II.  La Escuela de Fiscales del Ministerio Público deberá contar, en lo posible, con unidades de 
capacitación y formación, en cada Departamento.

CAPÍTULO CUARTO

DOTACIÓN DE PERSONAL Y CARRERA ADMINISTRATIVA
Artículo 109. (DOTACIÓN DE PERSONAL). Es el proceso de captación y selección de recursos 
humanos, cuyos conocimientos especializados cubran los requisitos inherentes a la función 
administrativa.

Artículo 110. (PERSONAL).

I.  Para el cumplimiento de sus funciones, la Fiscalía General del Estado dispondrá del 
personal administrativo y técnico necesario, organizado de acuerdo a Reglamento.

II.  El personal administrativo y técnico estará sometido disciplinariamente a la Ley que 
corresponda a las y los servidores públicos y sus reglamentos.

Artículo 111. (CARRERA ADMINISTRATIVA). La carrera administrativa alcanza a todo el personal 
que cumple función administrativa, en relación de dependencia con la Fiscalía General del Estado.

Artículo 112. (VACACIONES). 

I.  Las y los Fiscales y servidores del Ministerio Público, gozarán de una vacación, que 
será programada por la Fiscalía General del Estado en coordinación con las Fiscalías 
Departamentales, de acuerdo a Reglamento.

II.  El Ministerio Público en la programación de sus vacaciones, deberá garantizar la continuidad 
del servicio.

Artículo 113. (CONVENIOS). El Ministerio Público podrá suscribir convenios con las universidades 
públicas y privadas, a fi n de que las y los estudiantes de cursos superiores puedan desarrollar 
actividades voluntarias dentro del Ministerio Público, como parte de su práctica académica.
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TÍTULO VI

RÉGIMEN DISCIPLINARIO

CAPÍTULO PRIMERO

NORMAS GENERALES
Artículo 114. (RESPONSABILIDAD DISCIPLINARIA). La o el Fiscal responderá por los resultados 
emergentes del desempeño de sus funciones. La responsabilidad disciplinaria es independiente de 
la responsabilidad civil y penal.

Artículo 115. (ÁMBITO DE APLICACIÓN). El Régimen Disciplinario se aplica a todas y todos los 
Fiscales en caso de faltas graves y muy graves; excepto a la o el Fiscal General del Estado. 

Artículo 116. (AUTORIDADES DISCIPLINARIAS). 

I.  Son autoridades disciplinarias del Ministerio Público en primera instancia, las o los sumariantes 
en cada Departamento, cuyo número será determinado anualmente por la o el Fiscal General del 
Estado, según las necesidades del servicio. En segunda instancia la o el Fiscal General del Estado.

II.  Las o los sumariantes deberán cumplir los requisitos exigidos para ser Fiscal Departamental, 
y serán designadas o designados por la o el Fiscal General del Estado previa convocatoria 
pública, califi cación de méritos y examen de competencia. Ejercerán sus funciones por 
dos años, con posibilidad de ser ratifi cados por el mismo periodo por una sola vez, previa 
evaluación de desempeño.

III.  La autoridad disciplinaria podrá suspender del ejercicio de sus funciones, sin goce de 
haberes a las o los Fiscales mientras se sustancie su proceso disciplinario por falta muy 
grave, conforme a Reglamento.

CAPÍTULO SEGUNDO

FALTAS Y SANCIONES
Artículo 117. (FALTAS DISCIPLINARIAS). Se considera falta disciplinaria a toda acción u omisión 
en la que, en ejercicio de sus funciones incurra una o un Fiscal, prevista y sancionada en la presente 
Ley.

Artículo 118. (CLASIFICACIÓN). Las Faltas Disciplinarias se clasifi can en:

1. Faltas Leves.

2. Faltas Graves.

3. Faltas Muy Graves.

Artículo 119. (FALTAS LEVES). Son faltas leves:

1. La ausencia injustifi cada al ejercicio de sus funciones por un día o dos días discontinuos 
en un mes, sin perjuicio de los descuentos que se establezcan reglamentariamente.
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2. El maltrato que no implique discriminación a los sujetos procesales y las o los 
servidores de apoyo fi scal e investigadoras o investigadores.

3. Ausentarse del lugar donde ejerza sus funciones sin causa justifi cada, sin perjuicio de 
los descuentos que se establezcan reglamentariamente. 

4. Abandonar el lugar donde ejerza sus funciones sin la respectiva licencia o autorización, 
y sin justifi cación legal.

5. Manejar de forma inadecuada los cuadernos de investigación o registros.

6. Cualquier otra acción que represente conducta profesional negligente, descuidada o 
retardo en el ejercicio de sus funciones o menoscabo de su objetividad, que no pueda 
ser reparada o corregida.

7. Desempeñar funciones ajenas a sus específi cas labores durante las horas de trabajo.

8. No introducir o registrar oportunamente los actuados procedimentales e investigativos 
en el sistema informático en las formas y conforme a los procedimientos establecidos 
institucionalmente.

Artículo 120. (FALTAS GRAVES). Son faltas graves:

1.  El incumplimiento culposo de las instrucciones o circulares recibidas que ocasionen 
daño al proceso penal o a la institución, siempre que las mismas hubieren sido 
impartidas en la forma prevista en esta Ley.

2.  La ausencia injustifi cada, por más de dos (2) días continuos o tres (3) discontinuos 
en el período de un mes, sin perjuicio de los descuentos que se establezcan 
reglamentariamente.

3.  El incumplimiento injustifi cado de plazos, salvo los previstos como falta muy grave.

4.  Pérdida de documentos, indicios y elementos de prueba a su cargo por falta de un 
debido cuidado en su custodia, que genere perjuicio a un proceso o a la institución.

5.  Impartir instrucciones, interferir o ejercitar cualquier clase de presión, con el objeto 
de favorecer indebidamente a alguna de las partes dentro de un proceso penal, 
administrativo o disciplinario.

6.  Dar intencionalmente información errónea a las partes, relacionada al proceso penal.

7.  No dar información a las partes sobre el proceso penal, salvo cuando se haya 
declarado la reserva de las actuaciones conforme a lo previsto en el procedimiento 
penal, o exista deber de confi dencialidad o reserva legalmente establecido.

8.  Difundir por cualquier medio, información que lesione derechos reconocidos 
constitucionalmente a favor de los sujetos procesales o de la víctima.

9.  Declarar falsamente en la solicitud o trámites de licencias, salidas, comisiones, 
autorizaciones, declaraciones de incompatibilidad y sueldos.

10.  Informar falsamente en los reportes estadísticos.
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11. El abuso de su condición de fi scal para obtener para sí o de terceros un trato favorable 
de autoridades, servidoras y servidores públicos o particulares.

12.  Ausencia injustifi cada a una audiencia debidamente notifi cada.

13.  La inobservancia del deber de excusarse, a sabiendas de que concurre alguna de las 
causales de excusa.

14.  La comisión de tres faltas leves ejecutoriadas, en el término de doce (12) meses.

15.  Acumular descuentos equivalentes a diez (10) días de descuento en un año.

16.  Suspender injustifi cadamente las audiencias señaladas para actuaciones 
procedimentales y/o investigativas.

17.  Realizar actos de violencia física contra superiores jerárquicos, subalternos, 
compañeros de trabajo, o a las personas que intervienen en la investigación y en el 
proceso penal.

18.  No emitir los requerimientos conclusivos o de procedimiento mediato en los plazos 
establecidos por Ley.

19.  La negación u omisión del deber de coordinación y cooperación establecida en la 
Ley de Deslinde Jurisdiccional entre el Ministerio Público y la Jurisdicción Indígena 
Originaria Campesina.

20.  No pronunciarse oportunamente y de manera fundamentada sobre las diligencias de 
investigación solicitadas por la parte querellante.

(Modifi cado por la disposición Adicional Primera de la Ley 1173 de 3 de mayo de 2019 de 
Abreviación Procesal Penal y de Fortalecimiento de la lucha integral contra la violencia a niñas, 
niños, adolescentes y mujeres).

Artículo 121. (FALTAS MUY GRAVES). Son faltas muy graves:

1. El incumplimiento doloso de las instrucciones o circulares recibidas, que ocasionen 
daño al proceso penal o a la institución, siempre que las mismas hubieren sido 
impartidas en la forma prevista en esta Ley.

2. La ausencia injustificada, por más de tres días continuos o cinco discontinuos, 
en el lapso de un mes, sin perjuicio de los descuentos que se establezcan 
reglamentariamente.

3. Concurrir a cumplir sus funciones en estado de ebriedad o bajo los efectos de 
sustancias controladas.

4. Destruir, modificar, ocultar, suprimir, alterar, falsificar, y/o insertar o hacer insertar 
declaraciones falsas en resoluciones, documentos, indicios o elementos de prueba 
de los procesos penales o disciplinarios, por si o a través de otro, sin perjuicio del 
proceso penal que corresponda.

5. El incumplimiento doloso de plazos que dé lugar a la extinción de la acción penal, o 
la preclusión, deserción o pérdida de recursos de apelación restringida o casación. 
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En este caso se considerará la conveniencia y factibilidad del recurso para los 
fines del caso concreto conforme a las políticas de la institución.

6. Formular imputación o acusación formal a sabiendas que tienen como base prueba 
obtenida en violación a derechos fundamentales y/o garantías jurisdiccionales 
vulnerando la Constitución Política del Estado, Convenios, Tratados Internacionales 
y las leyes, o cuando los indicios o elementos de prueba sean notoriamente falsos.

7. Solicitar o recibir, directamente o por interpósita persona, para sí o para un tercero, 
dinero, dádivas o cualquier otra ventaja o aceptar ofrecimiento o promesa, para 
hacer, dejar de hacer o retardar un acto relativo a sus funciones, sin perjuicio del 
proceso penal que corresponda.

8. Aceptar o ejercer consignas, presiones o encargos que comprometan la objetividad 
y probidad en el cumplimiento de sus funciones, sin perjuicio del proceso penal 
que corresponda.

9. Subordinación indebida respecto a alguna autoridad, persona, organización o 
entidad que comprometa la objetividad y probidad en el cumplimiento de sus 
funciones, que se manifieste por hechos notorios.

10. Permitir la intervención de otras personas ajenas a la institución en las funciones 
propias del fiscal, salvo convenio previo u autorización expresa de la autoridad 
jerárquica.

11. Hostigamiento o acoso sexual en el ámbito de la relación funcionaria o de 
prestación de servicios, que provoque un entorno objetivamente intimidatorio, 
hostil o humillante para la persona o las personas objeto de la misma.

12. Maltrato y/o denegación de acceso al servicio por motivos de discriminación 
fundada en razón de sexo, origen, raza, cultura, nacionalidad, ciudadanía, 
idioma, condición económica o social, orientación sexual, discapacidad u otras 
establecidas en la Constitución Política del Estado y las leyes, sin perjuicio del 
proceso penal que corresponda.

13. La comisión de tres faltas graves ejecutoriadas dentro del plazo de doce meses.

14. Retirar acusaciones presentadas o desistir de recursos planteados, sin la expresa 
autorización del superior jerárquico.

15. Revelar o publicitar hechos o datos conocidos en el ejercicio de sus funciones, que 
comprometa la investigación o sobre los que exista el deber de reserva.

16. Permitir que las o los servidores policiales en el ejercicio de sus funciones que 
realizan la acción directa, ejerzan cualquier acto de violencia, malos tratos o 
torturas, prohibidos por la Constitución Política del Estado, Convenios, Tratados 
Internacionales y las leyes en el ejercicio de sus funciones.

17. Contar con dos excusas declaradas ilegales durante doce meses.

18. Dictar resoluciones indebidas o insuficientemente fundadas, con el fin de perjudicar 
o beneficiar a una de las partes.
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19. Devolver y/o apropiarse de manera irregular de vehículos, bienes inmuebles y 
otros bienes muebles secuestrados, incautados o decomisados, sin perjuicio del 
proceso penal que corresponda.

20. La inactividad injustificada de actos investigativos por 30 días o más. 

Artículo 122. (SANCIONES). 

Las sanciones serán las siguientes:

1. Para las faltas leves, llamadas de atención o amonestación escrita, las mismas 
que serán impuestas directamente por el superior.

2. Para las faltas graves, pérdida del derecho a promoción durante un año, suspensión 
temporal del cargo sin goce de haberes por un tiempo que no exceda de dos meses 
o una multa de hasta el 40% de su haber mensual.

3. Para las faltas muy graves, destitución definitiva del cargo y consiguiente retiro de 
la carrera Fiscal, sin perjuicio de iniciarse proceso penal si corresponde.

4. Ejecutoriada la resolución, se hará conocer la sanción impuesta al escalafón fiscal 
y será de cumplimiento inmediato.

Artículo 123. (RESTITUCIÓN).

I.  Las o los Fiscales que sean procesadas o procesados disciplinariamente, serán 
restituidos a sus funciones si los cargos en su contra fueren desvirtuados. La 
restitución implicará el pago de los haberes devengados. Igualmente se restituirán los 
haberes devengados en caso de imponerse una sanción distinta a la suspensión sin 
goce de haberes o a la destitución.

II.  En caso de proceso penal, cuando la sentencia ejecutoriada sea absolutoria se aplicará 
lo dispuesto en el parágrafo precedente.

Artículo 124. (PRESCRIPCIÓN). 

I.  Las Faltas leves prescribirán a los tres meses de su comisión, Las Graves a los 
doce meses y las Muy Graves a los dieciocho meses de su comisión, salvo las que 
constituyan delito en el ejercicio de sus funciones.

II.  Si la infractora o el infractor ocultó las evidencias de tal forma que impida el 
conocimiento de la infracción, el plazo de prescripción comenzará a correr a partir del 
día en que cese tal impedimento.

III.  Se interrumpirá el plazo de la prescripción con la interposición de la denuncia.

IV.  En aquellos casos en los que los hechos sean imprescriptibles no se aplica la 
prescripción.

Artículo 125. (RESPONSABILIDAD PENAL DE LA O EL FISCAL GENERAL DEL ESTADO). La o 
el Fiscal General del Estado, será juzgada o juzgado mediante juicio de responsabilidades por 
delitos cometidos en el ejercicio de sus funciones, de acuerdo a la Constitución Política del 
Estado y la Ley. 
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CAPÍTULO TERCERO

PROCEDIMIENTO DISCIPLINARIO PARA FALTAS GRAVES Y MUY GRAVES
Artículo 126. (INICIO DEL PROCEDIMIENTO). El proceso disciplinario se iniciará a denuncia 
verbal o escrita por cualquier persona, o por la autoridad jerárquica, de ofi cio, acompañando los 
antecedentes. Se formulará ante la autoridad sumariante de acuerdo a Reglamento, siguiendo las 
directrices de la presente Ley.

Artículo 127. (PROCESO SUMARIO). 

I. Recibida la denuncia, la autoridad sumariante, en un plazo no mayor de cuarenta y ocho 
horas, podrá admitirla o rechazarla.

II. Admitida la denuncia, se abrirá período de prueba de diez días hábiles comunes a las partes 
que correrá a partir de la notifi cación con la admisión de la denuncia. 

III. Concluido el plazo probatorio, de ofi cio se señalará día y hora de audiencia sumaria, dentro 
de los siguientes tres días hábiles.

IV. Instalada la audiencia, la o el Fiscal podrá admitir o no su responsabilidad, se oirán los 
alegatos de las partes y se dictará resolución en la misma audiencia.

Artículo 128. (RECURSO JERÁRQUICO). 

I. La decisión adoptada por la autoridad sumariante admitirá recurso jerárquico, presentado 
ante la misma autoridad en el plazo de tres días hábiles, en caso de que la resolución no sea 
recurrida, la misma será comunicada al Fiscal General para su cumplimiento inmediato.

II. La autoridad sumariante, remitirá los antecedentes ante la o el Fiscal General del Estado 
en el plazo de veinticuatro horas. Quien emitirá resolución en el plazo de cinco días, sin 
derecho a recurso ulterior, bajo su responsabilidad.

Artículo 129. (COMUNICACIONES). En estos procedimientos se podrán realizar peticiones y 
presentar recursos vía correo electrónico o fax. 

CAPÍTULO IV

DIRECCIÓN DE RÉGIMEN DISCIPLINARIO
Artículo 130. (DIRECCIÓN DE RÉGIMEN DISCIPLINARIO). 

I.  La Dirección de Régimen Disciplinario está encargada de coadyuvar en las investigaciones 
realizadas por las autoridades sumariantes, cuando éstas lo requieran en los casos de 
faltas graves y muy graves. 

II.  Así como evaluar el desempeño de las autoridades sumariantes disciplinarias.

Artículo 131. (ESTRUCTURA). La Dirección de Régimen Disciplinario estará compuesta por la 
Directora o Director, las y los Investigadores Disciplinarios, que podrán ser miembros de la Carrera 
Fiscal, los mismos serán designados por el Fiscal General del Estado previa convocatoria pública 
y concurso de méritos. 
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Artículo 132. (DE LA DIRECCIÓN). La Directora o Director de Régimen Disciplinario, será designado 
por la o el Fiscal General del Estado, previa convocatoria pública y concurso de méritos, se ponderará 
especialmente el pertenecer a la Carrera Fiscal, de acuerdo a Reglamento.

Para ser Directora o Director de Régimen Disciplinario, se requiere los requisitos previstos para 
ser Fiscal Departamental. Durará cuatro años en el ejercicio de sus funciones, y estará sometido 
a evaluación de sufi ciencia en el cargo. La Directora o Director podrá nombrar coordinadores 
regionales según la necesidad del servicio.

Podrá ser designado nuevamente siempre que participe en la correspondiente convocatoria y 
concurso de méritos pasado un periodo.

TÍTULO VII

RÉGIMEN ECONÓMICO Y FINANCIERO

CAPÍTULO PRIMERO

AUTONOMÍA FINANCIERA Y ADMINISTRATIVA
Artículo. 133. (AUTONOMÍA FINANCIERA). La Fiscalía General del Estado elaborará anualmente 
el proyecto de presupuesto del Ministerio Público y administrará sus recursos de manera autónoma 
y sujeta a fi scalización.

Artículo 134. (RECURSOS). Son recursos del Ministerio Público:

1. Las asignaciones anuales del Tesoro General de la Nación, que serán sufi cientes para 
garantizar el cumplimiento del ejercicio de sus funciones.

2. Los recursos propios provenientes de:

a) El 15% en valor monetario de los bienes confi scados por delitos de sustancias 
controladas y el 50% en casos de corrupción pública o vinculada al crimen 
organizado cuando tenga sentencia ejecutoriada.

b) El 50% en valor monetario del producto del remate de mercancías decomisadas 
por delitos aduaneros o impositivos, cuando tenga sentencia ejecutoriada. 

c) Las donaciones y legados de personas o entidades nacionales o extranjeras 
públicas o privadas.

d) Los recursos provenientes de convenios interinstitucionales con instituciones u 
organismos nacionales o extranjeros celebrados por el Ministerio Público.

e) Los recursos provenientes de la enajenación de sus bienes, previa aprobación de 
la Asamblea Legislativa Plurinacional.

f) Los créditos o empréstitos contraídos de acuerdo a las normas del Sistema 
Nacional de Tesorería y Crédito Público.

g) Y otros propios.
(Modifi cado por la disposición Adicional Segunda de la Ley 913 del 16 de marzo de 2017).
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Artículo 135. (DESTINO DE LOS RECURSOS PROPIOS). Con los recursos propios, se formará una 
partida especial dentro del presupuesto que sólo podrá ser destinado a:

I. Fortalecimiento institucional que comprende:

1. Infraestructura y equipamiento de la institución, independientemente de lo que 
proporcione el Estado.

2. Capacitación de fi scales, servidoras y servidores públicos.

3. Desarrollo de estudios e investigaciones.

II.  Sostenimiento de programas de apoyo y protección a la víctima, testigos, fi scales, 
servidoras y servidores, y personas que hayan colaborado en la persecución penal.

III.  Los recursos propios no podrán ser utilizados para el pago de sueldos o asignaciones 
especiales a las o los miembros del Ministerio Público, salvo cuando los convenios o 
donaciones así lo establezcan de acuerdo a Ley.

CAPÍTULO SEGUNDO

DIRECCIÓN ADMINISTRATIVA FINANCIERA
Artículo 136. (FUNCIÓN). 

I.  La Dirección Administrativa Financiera es la encargada de la administración, uso y 
disposición de los bienes, patrimonio y recursos económicos del Ministerio Público, con 
arreglo a la Ley.

II.  Estará a cargo de una directora o director designada o designado por la o el Fiscal General 
del Estado, previa convocatoria pública, ejercerá esta función por un periodo de cuatro 
años y contará con el personal necesario, quien deberá prestar caución o fi anza para el 
ejercicio de sus funciones equivalente a veinte salarios mínimos.

Artículo 137. (ESTRUCTURA). Su organización y funcionamiento serán regulados mediante 
Reglamento.

Artículo 138. (ATRIBUCIONES). La o el Director Administrativo Financiero tiene las siguientes 
atribuciones:

1. Elaborar y proponer a la o el Fiscal General del Estado el presupuesto anual y su 
Programa Operativo Anual.

2. Garantizar la disponibilidad de los materiales y recursos necesarios para el cumplimiento 
de las funciones de la institución.

3. Ejecutar y autorizar gastos, compras y contrataciones, salvo aquellos que la o el Fiscal 
General del Estado determine que requieran de su autorización.

4. Coordinar con el Órgano Ejecutivo y la Contraloría General del Estado los aspectos de 
hacienda, tesorería y control gubernamental, conforme con la Ley.
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5. Asesorar a la o el Fiscal General del Estado en los asuntos administrativos y fi nancieros 
de la institución.

6. Proponer la creación de Unidades Administrativas y Financieras a la o el Fiscal General 
del Estado. 

7. Toda otra atribución que expresamente le delegue la o el Fiscal General del Estado.

Artículo 139. (RESPONSABILIDAD POR LA GESTIÓN ADMINISTRATIVA FINANCIERA). La o 
el Director Administrativo Financiero, las o los jefes de unidad y demás servidoras o servidores 
públicos del área administrativa del Ministerio Público, son responsables por el manejo de los 
bienes, patrimonio, recursos y sus resultados conforme a Ley.

Artículo 140. (PRESUPUESTO). De acuerdo a su programa de operaciones, el Ministerio Público 
presentará su proyecto de presupuesto anual, para consideración y aprobación por la Asamblea 
Legislativa Plurinacional.

Artículo 141. (DESCONCENTRACIÓN ADMINISTRATIVA Y FINANCIERA). Es la facultad que tiene 
el Ministerio Público para desconcentrar sus servicios y administrar sus recursos.

DISPOSICIONES ADICIONALES
PRIMERA. 

I.  El requisito exigido de hablar dos idiomas ofi ciales para ser Fiscal será aplicado en forma 
progresiva, de acuerdo con un plan de enseñanza ejecutado por la Escuela de Fiscales del 
Estado, debiendo concluirse con la correspondiente capacitación en un plazo máximo de 
tres años.

II.  Para ingresar al cargo de Fiscal, en los lugares donde se hable mayoritariamente un idioma 
indígena, será requisito el hablar ese idioma.

SEGUNDA. En el término de noventa días, a partir de la posesión de la o el Fiscal General del 
Estado, ésta o éste, dispondrá la realización de auditorías sobre el patrimonio, activos y pasivos del 
Ministerio Público. También ordenará se efectúen inventarios, cierres contables y otras medidas de 
carácter administrativo.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS
PRIMERA.

I.  Las y los Fiscales, personal de apoyo y demás servidoras y servidores del Ministerio 
Público, actualmente en ejercicio, podrán continuar en sus funciones hasta la designación 
de las nuevas servidoras o servidores del Ministerio Público. 

II.  Las y los fi scales que hayan accedido a la carrera fi scal o se encuentren en periodo de 
prueba conforme a la Ley Nº 2175, para mantenerse en la carrera fi scal, en el plazo de 90 
días desde la publicación de esta Ley, mediante un proceso público y participativo, deberán 
ser sometidos a evaluación sobre desempeño en sus funciones, en la cual se utilizarán 
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criterios de probidad y objetividad, que determinarán su sufi ciencia o insufi ciencia para 
continuar en el cargo de acuerdo a reglamento aprobado para el efecto.

SEGUNDA. En tanto no se designen Fiscales Superiores o Fiscales de Materia incorporadas o 
incorporados a la carrera fi scal, ni personal de apoyo a la función fi scal institucionalizado conforme 
con la presente Ley, la o el Fiscal General del Estado podrá designarlas o designarlos interinamente, 
en los cargos vacantes. 

TERCERA. Hasta que se establezca la organización del escalafón y la carrera fi scal, por única vez, 
el procedimiento para la designación de las y los Fiscales Departamentales estará a cargo de la o 
el Fiscal General del Estado. 

CUARTA. Los casos en investigación en la vía disciplinaria, y aquellos que no cuenten con acusación, 
serán tramitados y resueltos por la Autoridad Sumariante establecida en la presente Ley.

Los procesos disciplinarios con denuncia y sin resolución, continuarán su tramitación de acuerdo 
con la Ley N° 2175, debiendo concluirse en un plazo máximo de ciento ochenta días para la 
resolución de instancia, bajo responsabilidad de la autoridad competente.

QUINTA. Hasta que se promulgue la nueva ley de responsabilidad administrativa para servidoras 
y servidores públicos en materia de Régimen Disciplinario, se aplicará la Ley del Estatuto del 
Funcionario Público y sus reglamentos.

DISPOSICIÓN FINAL
ÚNICA. En el plazo de ciento ochenta días, a partir de la posesión de la o del Fiscal General del 
Estado, ésta o éste deberán elaborar los reglamentos establecidos en la presente Ley. 

DISPOSICIÓN ABROGATORIA Y DEROGATORIA
ÚNICA. Queda abrogada la Ley N° 2175, Ley Orgánica del Ministerio Público de fecha 13 de febrero 
de 2001, y derogadas todas las normas contrarias a la presente Ley, conforme con las disposiciones 
transitorias.

Remítase al Órgano Ejecutivo, para fi nes constitucionales.

Es dado en la Sala de la Asamblea Legislativa Plurinacional, a los veintisiete días del mes de junio 
del año dos mil doce.

Fdo. Lilly Gabriela Montaño Viaña, Richard Cordel Ramírez, Mary Medina Zabaleta, David Sánchez 
Heredia, Luis Alfaro Arias, Angel David Cortéz Villegas. 

Por tanto, la promulgo para que se tenga y cumpla como Ley del Estado Plurinacional de Bolivia.

Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los once días del mes de julio del año dos mil doce.

FDO. EVO MORALES AYMA, David Choquehuanca Céspedes, Juan Ramón Quintana Taborga, 
Carlos Gustavo Romero Bonifaz, Luis Alberto Arce Catacora, Cecilia Luisa Ayllon Quinteros, Claudia 
Stacy Peña Claros. 
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LEY Nº 348
LEY DE 9 DE MARZO DE 2013

EVO MORALES AYMA

PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DEL ESTADO PLURINACIONAL DE BOLIVIA
Por cuanto, la Asamblea Legislativa Plurinacional, ha sancionado la siguiente Ley

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA PLURINACIONAL,

D E C R E T A :

LEY INTEGRAL PARA GARANTIZAR 

A LAS MUJERES UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA 

TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES

 

CAPÍTULO ÚNICO

MARCO CONSTITUCIONAL, OBJETO, FINALIDAD,

ALCANCE Y APLICACIÓN
Artículo 1. (MARCO CONSTITUCIONAL). La presente Ley se funda en el mandato constitucional 
y en los Instrumentos, Tratados y Convenios Internacionales de Derechos Humanos ratifi cados 
por Bolivia, que garantizan a todas las personas, en particular a las mujeres, el derecho a no sufrir 
violencia física, sexual y/o psicológica tanto en la familia como en la sociedad.

Artículo 2. (OBJETO Y FINALIDAD). La presente Ley tiene por objeto establecer mecanismos, 
medidas y políticas integrales de prevención, atención, protección y reparación a las mujeres en 
situación de violencia, así como la persecución y sanción a los agresores, con el fi n de garantizar a 
las mujeres una vida digna y el ejercicio pleno de sus derechos para Vivir Bien.

Artículo 3. (PRIORIDAD NACIONAL). 

I.  El Estado Plurinacional de Bolivia asume como prioridad la erradicación de la violencia 
hacia las mujeres, por ser una de las formas más extremas de discriminación en razón de 
género.
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II.  Los Órganos del Estado y todas las instituciones públicas, adoptarán las medidas y políticas 
necesarias, asignando los recursos económicos y humanos sufi cientes con carácter obligatorio. 

III.  Las Entidades Territoriales Autónomas, en el marco de sus competencias y 
responsabilidades constitucionales, asignarán los recursos humanos y económicos 
destinados a la implementación de políticas, programas y proyectos destinados a erradicar 
todas las formas de violencia hacia las mujeres. 

Artículo 4. (PRINCIPIOS Y VALORES). La presente Ley se rige por los siguientes principios y 
valores: 

1. Vivir Bien. Es la condición y desarrollo de una vida íntegra material, espiritual y física, 
en armonía consigo misma, el entorno familiar, social y la naturaleza.

2. Igualdad. El Estado garantiza la igualdad real y efectiva entre mujeres y hombres, 
el respeto y la tutela de los derechos, en especial de las mujeres, en el marco de 
la diversidad como valor, eliminando toda forma de distinción o discriminación por 
diferencias de sexo, culturales, económicas, físicas, sociales o de cualquier otra índole.

3. Inclusión. Tomar en cuenta la cultura y origen de las mujeres, para adoptar, implementar 
y aplicar los mecanismos apropiados para resguardar sus derechos, asegurarles el 
respeto y garantizar la provisión de medios efi caces y oportunos para su protección.

4. Trato Digno. Las mujeres en situación de violencia reciben un trato prioritario, digno y 
preferencial, con respeto, calidad y calidez.

5. Complementariedad. La comunión entre mujeres y hombres de igual, similar o 
diferente forma de vida e identidad cultural que conviven en concordia amistosa y 
pacífi camente.

6. Armonía. Coexistencia y convivencia pacífi ca entre mujeres y hombres, y con la Madre Tierra.

7. Igualdad de Oportunidades. Las mujeres, independientemente de sus circunstancias 
personales, sociales o económicas, de su edad, estado civil, pertenencia a un pueblo 
indígena originario campesino, orientación sexual, procedencia rural o urbana, creencia 
o religión, opinión política o cualquier otra; tendrán acceso a la protección y acciones 
que esta Ley establece, en todo el territorio nacional.

8. Equidad Social. Es el bienestar común de mujeres y hombres, con participación plena 
y efectiva en todos los ámbitos, para lograr una justa distribución y redistribución de 
los productos y bienes sociales.

9. Equidad de Género. Eliminar las brechas de desigualdad para el ejercicio pleno de las 
libertades y los derechos de mujeres y hombres. 

10. Cultura de Paz. Las mujeres y hombres rechazan la violencia contra las mujeres y 
resuelven los conflictos mediante el diálogo y el respeto entre las personas.

11. Informalidad. En todos los niveles de la administración pública destinada a prevenir, 
atender, detectar, procesar y sancionar cualquier forma de violencia hacia las mujeres, 
no se exigirá el cumplimiento de requisitos formales o materiales que entorpezcan 
el proceso de restablecimiento de los derechos vulnerados y la sanción a los 
responsables.
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12. Despatriarcalización. A efectos de la presente Ley, la despatriarcalización consiste 
en la elaboración de políticas públicas desde la identidad plurinacional, para la 
visibilización, denuncia y erradicación del patriarcado, a través de la transformación 
de las estructuras, relaciones, tradiciones, costumbres y comportamientos desiguales 
de poder, dominio, exclusión opresión y explotación de las mujeres por los hombres.

13. Atención Diferenciada. Las mujeres deben recibir la atención que sus necesidades 
y circunstancias específi cas demanden, con criterios diferenciados que aseguren el 
ejercicio pleno de sus derechos. 

14. Especialidad. En todos los niveles de la administración pública y en especial aquellas 
de atención, protección y sanción en casos de violencia hacia las mujeres, las y los 
servidores públicos deberán contar con los conocimientos necesarios para garantizar 
a las mujeres un trato respetuoso, digno y efi caz.

Artículo 5. (ÁMBITO DE APLICACIÓN). 

I.  La presente Ley rige en todo el territorio del Estado Plurinacional de Bolivia y en los lugares 
sometidos a su jurisdicción.

II.  Las autoridades y servidores públicos de todos los Órganos, Instituciones Públicas, 
Entidades Territoriales Autónomas y la sociedad civil, tienen la obligación de hacerla 
cumplir, bajo responsabilidad penal, civil y administrativa.

III.  No reconoce fuero ni privilegio de ninguna clase, su aplicación es preferente respecto a 
cualquier otra norma para los delitos establecidos en la presente Ley.

IV.  Las disposiciones de la presente Ley serán aplicables a toda persona que por su situación 
de vulnerabilidad, sufra cualquiera de las formas de violencia que esta Ley sanciona, 
independientemente de su género.

Artículo 6. (DEFINICIONES). Para efectos de la aplicación e interpretación de la presente Ley, se 
adoptan las siguientes defi niciones:

1. Violencia. Constituye cualquier acción u omisión, abierta o encubierta, que cause la 
muerte, sufrimiento o daño físico, sexual o psicológico a una mujer u otra persona, 
le genere perjuicio en su patrimonio, en su economía, en su fuente laboral o en otro 
ámbito cualquiera, por el sólo hecho de ser mujer.

2. Situación de Violencia. Es el conjunto de circunstancias y condiciones de agresión en 
las que se encuentra una mujer, en un momento determinado de su vida.

3. Lenguaje no Sexista. Es el uso de palabras y mensajes escritos, visuales, simbólicos 
y verbales no discriminatorios por razón de sexo.

4. Presupuestos Sensibles a Género. Son aquellos que se orientan con carácter 
prioritario a la asignación y redistribución de recursos hacia las políticas públicas y 
toman en cuenta las diferentes necesidades e intereses de mujeres y hombres, para la 
reducción de brechas, la inclusión social y económica de las mujeres, en especial las 
que se encuentran en situación de violencia y las que son más discriminadas por razón 
de procedencia, origen, nación, pueblo, posición social, orientación sexual, condición 
económica, discapacidad, estado civil, embarazo, idioma y posición política.
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5. Identidad Cultural. Es el conjunto de valores, visiones, tradiciones, usos y costumbres, 
símbolos, creencias y comportamientos que da a las personas sentido de pertenencia.

6. Agresor o Agresora. Quien comete una acción u omisión que implique cualquier 
forma de violencia hacia la mujer u otra persona.

7. Integridad Sexual. Es el derecho a la seguridad y control sexual del propio cuerpo en 
el concepto de la autodeterminación sexual.

Artículo 7. (TIPOS DE VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES). En el marco de las formas de violencia 
física, psicológica, sexual y económica, de forma enunciativa, no limitativa, se consideran formas 
de violencia: 

1. Violencia Física. Es toda acción que ocasiona lesiones y/o daño corporal, interno, 
externo o ambos, temporal o permanente, que se manifi esta de forma inmediata o en 
el largo plazo, empleando o no fuerza física, armas o cualquier otro medio.

2. Violencia Feminicida. Es la acción de extrema violencia que viola el derecho 
fundamental a la vida y causa la muerte de la mujer por el hecho de serlo.

3. Violencia Psicológica. Es el conjunto de acciones sistemáticas de desvalorización, 
intimidación y control del comportamiento, y decisiones de las mujeres, que tienen 
como consecuencia la disminución de su autoestima, depresión, inestabilidad 
psicológica, desorientación e incluso el suicidio.

4. Violencia Mediática. Es aquella producida por los medios masivos de comunicación 
a través de publicaciones, difusión de mensajes e imágenes estereotipadas que 
promueven la sumisión y/o explotación de mujeres, que la injurian, difaman, 
discriminan, deshonran, humillan o que atentan contra su dignidad, su nombre y su 
imagen.

5. Violencia Simbólica y/o Encubierta. Son los mensajes, valores, símbolos, íconos, 
signos e imposiciones sociales, económicas, políticas, culturales y de creencias 
religiosas que transmiten, reproducen y consolidan relaciones de dominación, 
exclusión, desigualdad y discriminación, naturalizando la subordinación de las mujeres.

6. Violencia Contra la Dignidad, la Honra y el Nombre. Es toda expresión verbal o escrita 
de ofensa, insulto, difamación, calumnia, amenaza u otras, tendenciosa o pública, que 
desacredita, descalifi ca, desvaloriza, degrada o afecta el nombre, la dignidad, la honra 
y la reputación de la mujer.

7. Violencia Sexual. Es toda conducta que ponga en riesgo la autodeterminación sexual, 
tanto en el acto sexual como en toda forma de contacto o acceso carnal, genital o no 
genital, que amenace, vulnere o restrinja el derecho al ejercicio a una vida sexual libre 
segura, efectiva y plena, con autonomía y libertad sexual de la mujer. 

8. Violencia Contra los Derechos Reproductivos. Es la acción u omisión que impide, 
limita o vulnera el derecho de las mujeres a la información, orientación, atención 
integral y tratamiento durante el embarazo o pérdida, parto, puerperio y lactancia; a 
decidir libre y responsablemente el número y espaciamiento de hijas e hijos; a ejercer 
su maternidad segura, y a elegir métodos anticonceptivos seguros.
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9. Violencia en Servicios de Salud. Es toda acción discriminadora, humillante y 
deshumanizada y que omite, niega o restringe el acceso a la atención efi caz e 
inmediata y a la información oportuna por parte del personal de salud, poniendo en 
riesgo la vida y la salud de las mujeres. 

10. Violencia Patrimonial y Económica. Es toda acción u omisión que al afectar los bienes 
propios y/o gananciales de la mujer, ocasiona daño o menoscabo de su patrimonio, 
valores o recursos; controla o limita sus ingresos económicos y la disposición de los 
mismos, o la priva de los medios indispensables para vivir.

11. Violencia Laboral. Es toda acción que se produce en cualquier ámbito de trabajo 
por parte de cualquier persona de superior, igual o inferior jerarquía que discrimina, 
humilla, amenaza o intimida a las mujeres; que obstaculiza o supedita su acceso al 
empleo, permanencia o ascenso y que vulnera el ejercicio de sus derechos.

12. Violencia en el Sistema Educativo Plurinacional. Es todo acto de agresión física, 
psicológica o sexual cometido contra las mujeres en el sistema educativo regular, 
alternativo, especial y superior.

13. Violencia en el Ejercicio Político y de Liderazgo de la Mujer. Entiéndase lo establecido 
en el Artículo 7 de la Ley N° 243, Contra el Acoso y la Violencia Política hacia las 
Mujeres. 

14. Violencia Institucional. Es toda acción u omisión de servidoras o servidores públicos 
o de personal de instituciones privadas, que implique una acción discriminatoria, 
prejuiciosa, humillante y deshumanizada que retarde, obstaculice, menoscabe o 
niegue a las mujeres el acceso y atención al servicio requerido.

15. Violencia en la Familia. Es toda agresión física, psicológica o sexual cometida hacia 
la mujer por el cónyuge o ex-cónyuge, conviviente o ex-conviviente, o su familia, 
ascendientes, descendientes, hermanas, hermanos, parientes civiles o afi nes en línea 
directa y colateral, tutores o encargados de la custodia o cuidado.

16. Violencia Contra los Derechos y la Libertad Sexual. Es toda acción u omisión, que 
impida o restrinja el ejercicio de los derechos de las mujeres a disfrutar de una vida 
sexual libre, segura, afectiva y plena o que vulnere su libertad de elección sexual.

17. Cualquier otra forma de violencia que dañe la dignidad, integridad, libertad o que viole 
los derechos de las mujeres.

TÍTULO II

POLÍTICAS PÚBLICAS E INSTITUCIONALIDAD

CAPÍTULO I

POLÍTICAS PÚBLICAS
Artículo 8. (POLÍTICAS PÚBLICAS). Es responsabilidad del Estado, con carácter intersectorial y 
presidido por el Ente Rector, adoptar y coordinar la ejecución de los mandatos de la presente Ley, en 
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toda política pública y Plan Nacional que involucre la prevención de la violencia hacia las mujeres, 
su atención y protección. 

Artículo 9. (APLICACIÓN). Para la aplicación de la presente Ley, los Órganos del Estado, las 
Entidades Territoriales Autónomas e Instituciones Públicas, en el marco de sus competencias y 
responsabilidades respectivas, deberán:

1. Adoptar, implementar y supervisar protocolos de atención especializada, en las 
diferentes instancias de atención, para el restablecimiento de los derechos de mujeres 
en situación de violencia.

2. Crear, fortalecer y sostener servicios de atención y protección para mujeres en 
situación de violencia.

3. Crear y sostener servicios de atención y reeducación integral especializada para los 
agresores, así como otras medidas destinadas a modifi car su comportamiento.

4. Adoptar medidas concretas de acción y responsabilidades claras y específi cas, con el 
nivel de atención y prioridad que requiere la preservación de la vida, la seguridad y la 
integridad de las mujeres.

5. Articular los instrumentos, políticas, servicios y acciones interinstitucionales 
vinculadas, para la prevención, atención, sanción y erradicación de la violencia contra 
las mujeres.

Artículo 10. (PLANIFICACIÓN). Los Órganos del Estado, las Instituciones Públicas y las Entidades 
Territoriales Autónomas, en el marco de sus respetivas competencias, atribuciones, funciones y 
capacidades, incorporarán en sus estrategias, planifi cación operativa anual y presupuestaria, las 
acciones y los recursos sufi cientes y necesarios para la aplicación de la presente Ley, y contarán 
con el personal idóneo para su implementación. Centrarán sus acciones y recursos en la atención 
especial a las mujeres en situación de violencia y a las que estén en condiciones de vulnerabilidad, 
de manera prioritaria en el área rural.

Artículo 11. (SISTEMA INTEGRAL PLURINACIONAL DE PREVENCIÓN, ATENCIÓN, SANCIÓN Y 
ERRADICACIÓN DE LA VIOLENCIA EN RAZÓN DE GÉNERO – SIPPASE). 

I.  El Ente Rector tendrá a su cargo el Sistema Integral Plurinacional de Prevención, Atención, 
Sanción y Erradicación de la Violencia en razón de Género – SIPPASE, que reorganiza todo 
el sistema de atención integral a las mujeres en situación de violencia y la información de 
los servicios públicos y privados, que se inscribirá en un registro único sobre la violencia 
en razón de género. La información de datos que este sistema genere será de carácter 
reservado.

II.  La entidad responsable de este registro podrá emitir certifi caciones sobre antecedentes 
de los agresores, denuncias, actuación de servidoras y servidores públicos, y sobre toda 
información que pueda servir para la prevención, atención, protección y sanción de casos 
individuales, a sólo requerimiento fi scal u orden judicial.

III.  Toda la información registrada en este sistema, será derivada al Instituto Nacional de 
Estadística para su procesamiento y difusión, conforme a indicadores elaborados de forma 
conjunta, con enfoque de derechos humanos y de las mujeres, desagregados al menos por 
sexo, edad y municipio.
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Artículo 12. (FORMACIÓN). Los Órganos del Estado, el Ministerio Público e Instituto de 
Investigaciones Forenses, la Policía Boliviana, la Defensoría del Pueblo, las Fuerzas Armadas, la 
Procuraduría General del Estado, la Escuela de Gestión Pública Plurinacional, la Escuela de Jueces 
del Estado, las Entidades Territoriales Autónomas y toda otra entidad pública o que preste servicios 
públicos, en el ámbito de sus respectivas competencias, adoptarán y desarrollarán programas de 
formación específi ca relativos a la cultura contra la violencia, igualdad y no discriminación por 
razón de sexo y sobre equidad de género, entre otros, los cuales deberán ser permanentemente 
actualizados y serán aplicados a todo el personal, independientemente de su jerarquía, sin 
excepción y con carácter obligatorio.

 Artículo 13. (ACCESO A CARGOS PÚBLICOS). 

I.  Para el acceso a un cargo público de cualquier Órgano del Estado o nivel de administración, 
sea mediante elección, designación, nombramiento o contratación, además de las previstas 
por Ley, se considerará como un requisito inexcusable el no contar con antecedentes de 
violencia ejercida contra una mujer o cualquier miembro de su familia, que tenga sentencia 
ejecutoriada en calidad de cosa juzgada. El Sistema Integral Plurinacional de Prevención, 
Atención, Sanción y Erradicación de la Violencia en razón de Género – SIPPASE certifi cará 
los antecedentes referidos en el presente Artículo.

II.  Para la designación en cargos públicos que tengan relación con la atención, protección, 
investigación y sanción de casos de mujeres en situación de violencia, se requerirá además, 
la formación o experiencia probada en materia de género y/o derechos de las mujeres.

Artículo 14. (POLÍTICAS SECTORIALES). El Ente Rector del nivel central del Estado y las Entidades 
Territoriales Autónomas, de acuerdo a sus respectivas competencias, adoptarán medidas 
específi cas destinadas a erradicar toda forma de violencia contra las mujeres y establecer un nuevo 
marco social para garantizar el respeto y una vida digna y libre de violencia, para cuyo efecto se 
establecen con carácter indicativo, no excluyente de otros que pudieran adoptarse, los siguientes 
programas:

1. De prevención en los ámbitos estructural, individual y colectivo que consolide una 
nueva cultura de respeto a las mujeres, a su dignidad y derechos.

2. De formación, especialización, sensibilización y capacitación de todas aquellas 
personas que realicen la atención a mujeres en situación de violencia.

3. De orientación e información a las mujeres para su revalorización como sujetos de 
derechos y acceso a instancias de atención y protección.

4. De atención y protección a mujeres en situación de violencia, y a los integrantes de su 
familia en situación de riesgo.

5. De comunicación para de construir los estereotipos sexistas y los roles asignados 
socialmente a las mujeres, promoviendo la autorregulación de los medios de 
comunicación en cuanto a la publicidad que emiten, el uso irrespetuoso y comercial 
de la imagen de las mujeres.

6. De orientación, atención y rehabilitación a los agresores para promover los valores que 
adopta esta Ley y lograr cambios de comportamiento para el respeto efectivo de los 
derechos de las mujeres y evitar la reincidencia.
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Artículo 15. (PARTICIPACIÓN Y CONTROL SOCIAL). Las organizaciones sociales y de mujeres de 
la sociedad civil, ejercerán la participación y control social en el marco de la Ley correspondiente, 
participando en el diseño, evaluación y gestión de las políticas públicas de prevención, atención y 
protección a las mujeres y la calidad de los servicios especializados, públicos y a los privados que 
presten servicios básicos o que administren recursos fi scales en todos los niveles del Estado.

CAPÍTULO II

INSTITUCIONALIDAD
Artículo 16. (ENTE RECTOR). El Ministerio de Justicia y Transparencia Institucional, en el 
marco de sus competencias y atribuciones es el Ente Rector responsable de coordinación, 
articulación y vigilancia de la aplicación efectiva y cumplimiento de la presente Ley. El 
Ente Rector tendrá a su cargo el Sistema Integral Plurinacional de Prevención, Atención, 
Sanción y Erradicación de la Violencia en razón de Género – SIPPASE; asimismo, dicho Ente 
Rector coordinará la realización de políticas integrales de prevención, atención, sanción 
y erradicación de la violencia hacia las mujeres, tanto en el nivel central y las Entidades 
Territoriales Autónomas. Se asignarán los recursos necesarios, humanos y económicos, para 
el cumplimiento de sus atribuciones, en el marco de la presente Ley. Todas las instancias 
del Órgano Ejecutivo, con competencias vinculadas a los derechos de las mujeres y la 
problemática de violencia y los servicios de prevención, atención y sanción de la violencia 
hacia las mujeres, coordinarán sus acciones con el Ministerio de Justicia y Transparencia 
Institucional, a través del mecanismo más adecuado y con jerarquía suficiente definido por 
el Órgano Ejecutivo. Ministerio de Justicia y Transparencia Institucional, rendirá un informe 
anual ante la Asamblea Legislativa Plurinacional, sobre el avance y cumplimiento de la 
presente Ley.

El Artículo presente modifi cado por determinación del parágrafo I del Artículo 25 de la Ley N° 
915 de 22 de marzo de 2017.

TÍTULO III

PREVENCIÓN, ATENCIÓN Y PROTECCIÓN

CAPÍTULO I

PREVENCIÓN DE LA VIOLENCIA HACIA LAS MUJERES
Artículo 17. (CRITERIOS DE PREVENCIÓN). 

I.  A los efectos de aplicación de la presente Ley, el nivel central del Estado y las Entidades 
Territoriales Autónomas crearán y adoptarán las medidas de prevención que sean 
necesarias para modifi car los comportamientos individuales y sociales violentos y aquellos 
que toleran, naturalizan y reproducen la violencia, bajo tres criterios de acción:

1. Prevención Estructural. Comprende todas aquellas medidas de carácter integral 
destinadas a modifi car las actitudes, prácticas, reacciones, acciones y omisiones 
que tienen como efecto y consecuencia la violencia contra las mujeres, así como 
su sustitución por actitudes en el comportamiento individual, de pareja, familiar, 
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comunitario, social y estatal, a través de la sensibilización y educación en el seno de la 
familia, en la escuela y otros niveles académicos, en el trabajo, los centros de atención 
de la salud, las comunidades indígenas originario campesinas y afrobolivianas, 
organizaciones políticas y sindicales, organizaciones sociales y cualquier otro ámbito 
de interacción social.

2. Prevención Individual. Se refi ere a las medidas destinadas a fortalecer y empoderar 
a cada mujer y promover sus habilidades de identifi car toda posible manifestación de 
violencia o agresión hacia ella y enfrentarla de manera asertiva, con el propósito de 
adelantarse a su expresión o concreción y evitar que se produzca o continúe. 

3. Prevención Colectiva. Son medidas destinadas a prevenir la violencia y proteger a 
las mujeres a través de sus organizaciones, instituciones o cualquier colectividad a 
la que pertenezcan por afi nidad (sindicatos, juntas vecinales, gremios, comunidades, 
naciones, pueblos indígena originario campesinos, interculturales y afrobolivianas).

II.  Se deberá priorizar la prevención en los ámbitos familiar, comunitario, educativo, de la 
salud, laboral y comunicacional.

III.  Las Entidades Territoriales Autónomas, en el marco de sus respectivas competencias 
y el ejercicio de las facultades legislativas, reglamentarias y ejecutivas en la materia, 
incorporarán mecanismos para la prevención de la violencia, así como la atención y 
protección a las mujeres en situación de violencia.

Artículo 18. (PREVENCIÓN COMUNITARIA). Las autoridades indígena originario campesinas y 
afrobolivianas, adoptarán en las comunidades en las que ejercen sus funciones, las medidas de 
prevención que consideren más adecuadas bajo los tres criterios de acción establecidos para 
evitar todo acto de violencia hacia las mujeres, con la participación de éstas en su planifi cación, 
ejecución y seguimiento, respetando sus derechos. Ninguna norma o procedimiento propio de las 
naciones y pueblos indígena originario campesinas podrá vulnerar los derechos reconocidos en la 
Constitución Política del Estado y el bloque de constitucionalidad.

Artículo 19. (MEDIDAS EN EL ÁMBITO EDUCATIVO). 

I.  El Ministerio de Educación tiene la obligación y responsabilidad de adoptar las siguientes 
medidas:

1. Incorporar estrategias y programas de prevención e intervención integral contra la 
violencia hacia las mujeres en las políticas públicas de educación.

2. Incorporar el enfoque de género, los principios y valores establecidos en esta Ley, 
el respeto pleno a los derechos humanos y la formación en resolución pacífi ca de 
conflictos en la currícula educativa en todos los niveles, incluidas las escuelas 
superiores de formación docente y universidades, para contribuir a una cultura de 
respeto en el ámbito familiar, comunitario, escolar, laboral y social, como una práctica 
diaria.

3. Crear en las unidades educativas un centro de atención psicológica, con especialidad 
obligatoria en violencia, en convenio con universidades públicas o privadas para la 
atención psicológica de las y los estudiantes que viven en familias en situación de 
violencia. 
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4. Garantizar el traspaso inmediato a las unidades educativas que correspondan, de 
las hijas e hijos de mujeres en situación de violencia, si se produce un cambio de 
domicilio.

5. Formular y ejecutar una política de prevención del acoso sexual en el sistema educativo.

6. Elaborar reglamentos y un protocolo único para el tratamiento de denuncias de todas 
las formas de violencia escolar y acoso sexual, mecanismos de protección y atención 
especializada a niñas, niños y adolescentes víctimas.

7. Prohibir como textos de estudio, materiales educativos con contenidos sexistas, 
mensajes violentos y discriminatorios hacia las mujeres, y promover la elaboración 
y difusión de material educativo con enfoque de equidad de género, en particular de 
igualdad de derechos entre mujeres y hombres.

8. Otras acciones necesarias para la erradicación de la violencia y la generación del 
respeto mutuo.

II.  Las políticas que adopte el Ministerio de Educación en materia de prevención, protección y 
tratamiento de la violencia en el sistema educativo, serán coordinadas con el Ente Rector.

III.  El personal docente, administrativo o de apoyo profesional que, habiendo detectado una 
situación de violencia no la hubiera reportado, será pasible a las sanciones legales que 
correspondan.

Artículo 20. (MEDIDAS EN EL ÁMBITO DE SALUD). 

I.  El Ministerio de Salud y Deportes, tiene la responsabilidad de adoptar las siguientes 
medidas, dirigidas a garantizar a las mujeres en situación de riesgo o de violencia, el acceso 
a los servicios de salud, su tratamiento y protección, como un problema de salud pública: 

1. Incorporar estrategias y programas de promoción, prevención e intervención integral 
en el marco de la Política de Salud Familiar Comunitaria Intercultural, con el propósito 
de garantizar la lucha contra la violencia hacia las mujeres en las Políticas Públicas de 
Salud.

2. Incluir e implementar la Norma Nacional de Atención Clínica, el protocolo único 
de detección, atención y referencia de la violencia y sus efectos, incluyendo todas 
las formas de violencia física, violencia en servicios de salud, psicológica y sexual 
contemplados en la presente Ley, con enfoque intercultural y de género. 

3. Diseñar y ejecutar planes de capacitación, información y sensibilización sobre 
promoción, prevención y tratamiento integral a mujeres que sufren violencia; al 
personal profesional, auxiliar y administrativo de los servicios de salud públicos, de 
los entes gestores de la seguridad social a corto plazo y de servicios privados, para 
garantizar su actuación oportuna y adecuada en la detección, prevención, atención y 
protección a las mujeres.

4. Garantizar que el Sistema de Salud Público, seguro social a corto plazo y privado, 
responda con atención médica y psicológica de emergencia, tratamiento inmediato 
para el restablecimiento de la salud física y emocional de las mujeres que se 
encuentran en situación de riesgo y/o violencia; en la prestación de salud gratuita para 
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la atención de mujeres víctimas de violencia al momento de la implementación del 
Seguro Universal de Salud, quedando prohibida la negación de atención.

5. Elaborar e implementar mecanismos para la detección y reporte de potenciales casos 
de violencia que pudieran sufrir mujeres que recurran a los servicios de salud públicos, 
seguro social a corto plazo y servicios privados.

6. Referir o derivar a las mujeres en situación de violencia o riesgo inminente a los 
servicios especializados de atención médica, psicológica y de protección.

7. Respetar las decisiones que las mujeres en situación de violencia tomen en ejercicio 
de sus derechos sexuales y sus derechos reproductivos, en el marco de la normativa 
vigente.

8. Generar y difundir información permanente y actualizada sobre los derechos sexuales 
y derechos reproductivos, prevención y tratamiento de infecciones de transmisión 
sexual, VIH/SIDA, hemorragias durante el primer trimestre de embarazo, embarazos 
no planifi cados y de todas las formas de violencia sexual.

9. El personal médico del Sistema de Salud Público, seguro social a corto plazo y 
servicios privados, deberán extender de ofi cio, de forma obligatoria, gratuita y en 
papel corriente, un certifi cado médico a mujeres que requieran atención por daño 
físico o sexual emergente de actos de violencia, debiendo derivarse a las instancias 
competentes la respectiva valoración del daño psicológico. El médico forense con 
carácter prioritario deberá homologar los certifi cados médicos extendidos en casos 
de violencia contra las mujeres y establecer el grado de impedimento.

10. Adoptar normas, políticas y programas dirigidos a prevenir y sancionar la violencia 
en servicios de salud y cualquier otra forma de violencia contra las mujeres en los 
servicios de salud, ejercida por cualquier funcionario de los servicios de salud públicos, 
seguro social a corto plazo y servicios privados.

11. Promover la investigación científi ca para la adopción de exámenes y tratamientos 
médicos menos invasivos, dolorosos o agresivos.

12. Promover la participación comunitaria activa de mujeres y hombres en todos los 
establecimientos de salud públicos, seguro social a corto plazo y los privados que 
presten servicios básicos o que administren recursos fi scales en todos los niveles del 
Estado, para ejercer control social en el cumplimiento de las medidas señaladas en 
esta Ley.

13. Ampliación de la atención a las víctimas de violencia física o sexual contra las mujeres 
como prestación del régimen de seguridad social a corto plazo.

14. Otras acciones necesarias en el ámbito de la atención de la salud, que contribuyan a la 
erradicación de todas las formas de violencia hacia las mujeres.

II.  Los servicios de salud de todos los niveles, públicos, seguridad social y servicios privados, 
tienen obligación de atender, bajo responsabilidad, a toda mujer que solicite atención 
médica y psicológica, así como reportar casos probables o comprobados de violencia 
contra las mujeres que atiendan, enviando una copia fi rmada del registro del caso al Ente 
Rector, para su inclusión al Sistema Integral Plurinacional de Prevención, Atención, Sanción 
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y Erradicación de la Violencia en razón de Género – SIPPASE, dentro de las 48 horas de 
conocidos los hechos.

Artículo 21. (MEDIDAS EN EL ÁMBITO LABORAL). 

I.  El Ministerio de Trabajo Empleo y Previsión Social, debe adoptar las siguientes medidas 
destinadas a garantizar el respeto a las mujeres:

1. Mecanismos legales y administrativos, y políticas públicas que garanticen el ejercicio 
de los derechos laborales de las mujeres y el acceso al trabajo digno, libre de cualquier 
forma de violencia, asegurando la misma remuneración que a los hombres por un 
trabajo de igual valor, tanto en el sector público como en el privado.

2. Adoptar medidas para evitar la imposición de requisitos para el acceso a un puesto de 
trabajo, ascenso, salario o estabilidad en el empleo, que generen discriminación por 
razones de sexo, edad, apariencia física, estado civil o condición de maternidad. Deberá 
prohibirse, de manera expresa, la presentación de pruebas de laboratorio, prueba de 
VIH/SIDA, de embarazo, entrevistas sobre decisiones o situaciones personales u otras 
de cualquier otra índole que afecte una decisión más allá de la idoneidad.

3. Regulación y sanción del despido injustifi cado de las mujeres por su estado civil, 
embarazo, situación de violencia, edad, condiciones físicas, número de hijas o hijos o 
cualquier forma que implique discriminación laboral; debiendo garantizar la estabilidad 
laboral según normativa vigente.

4. Protección contra toda forma de acoso sexual o acoso laboral, y adopción de 
procedimientos internos y administrativos para su denuncia, investigación, atención, 
procesamiento y sanción.

5. Adopción de una política de formación permanente, sensibilización, fortalecimiento 
y capacitación al personal de conciliación e inspección del trabajo, para la adecuada 
atención de denuncias presentadas por mujeres, sobre todo si se encuentran en 
situación de violencia.

6. En coordinación con el Ministerio de Salud y Deportes, una política para la atención 
médica y psicológica especializada, oportuna y gratuita en el régimen de seguridad 
social a toda mujer que hubiera sido sometida a cualquier forma de violencia en el 
ámbito laboral.

7. En coordinación con los servicios de atención y protección para priorizar el acceso, 
permanencia y ascensos de las mujeres en situación de violencia, a un empleo digno, 
incluyendo mecanismos específi cos en la política nacional de empleo, programas 
especiales de empleo y la bolsa de trabajo, programas de formación, capacitación y 
actualización específi ca, garantizando una remuneración sin brechas de discriminación.

8. Adopción de un sistema de flexibilidad y tolerancia en los centros de trabajo para 
mujeres que se encuentren en situación de violencia, garantizando sus derechos 
laborales, a sola presentación de la resolución de alguna medida de protección, en el 
marco del Artículo 35 de la presente Ley.

9. Adopción de normas que permitan compatibilizar la vida laboral y familiar de las 
personas que trabajan, a fi n de permitir un mayor equilibrio entre mujeres y hombres 
en ambos ámbitos.
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10. Todas las acciones necesarias para la erradicación de la violencia contra las mujeres.

II.  En caso de vulneración de estos derechos, la mujer en situación de violencia laboral 
podrá recurrir a las instancias administrativa o judicial que corresponda para que sus 
derechos sean restablecidos, le sea reparado el daño, se apliquen sanciones al agresor, 
y si corresponde, a los responsables de la atención y protección que incumplieron sus 
funciones.

Artículo 22. (MEDIDAS EN EL ÁMBITO DE LA COMUNICACIÓN). El Ministerio de Comunicación, 
en el ámbito de sus competencias, adoptará la siguiente medida:

Diseño e implementación de una estrategia nacional de comunicación, que incluya campañas en 
medios masivos, dirigida a informar y sensibilizar sobre las causas, formas y consecuencias de la 
violencia contra las mujeres, así como a desestructurar estereotipos patriarcales de subordinación 
y desvalorización de las mujeres, considerando la diversidad cultural y destinando para este fi n los 
mismos recursos que asigna a la publicidad sobre temas estratégicos para el desarrollo nacional.

Artículo 23. (OBLIGACIÓN DE LOS MEDIOS DE COMUNICACIÓN). Los medios de comunicación 
adoptarán las siguientes medidas:

1. Adoptar los Códigos de Ética y otras medidas de autorregulación, en relación a la 
difusión de contenidos discriminatorios vinculados a la violencia hacia las mujeres 
o que refuerzan o justifi can la tolerancia, o que atenten contra los derechos de las 
mujeres.

2. Destinar, en el marco de la responsabilidad social, un espacio mínimo gratuito para la 
difusión de mensajes que promuevan los valores establecidos en la presente Ley.

3. Difundir informaciones relativas a la violencia contra las mujeres de forma objetiva, 
precautelando la defensa de su autonomía, libertad, dignidad, privacidad y derechos, 
de sus hijas e hijos, restringiendo toda exposición gráfi ca que constituya humillación, 
exposición pública y/o degradante.

CAPÍTULO II

ATENCIÓN A MUJERES EN SITUACIÓN DE VIOLENCIA
Artículo 24. (SERVICIOS DE ATENCIÓN INTEGRAL). 

I.  Las universidades y centros de formación superior públicos crearán programas y servicios 
gratuitos destinados a la prevención de la violencia hacia las mujeres, la atención y 
rehabilitación de mujeres en situación de violencia, asesoría profesional especializada 
e integral. Las universidades y centros de formación incluirán programas académicos 
adecuados para lograr estos propósitos.

II.  Los programas y servicios de atención serán organizados, coordinados y fortalecidos en 
cada municipio con cargo a su presupuesto anual, como instancias de apoyo permanente 
a los Servicios Legales Integrales Municipales y las Casas de Acogida y Refugio Temporal. 
La atención que presten dichos servicios deberá ser prioritaria, permanente, especializada 
y multidisciplinaria. Actuarán de manera coordinada con todas las instancias estatales de 
garantía, en especial con la Policía Boliviana, el Órgano Judicial e instituciones de salud.
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III.  Todo servicio de atención deberá ser extensivo a las hijas e hijos de la mujer en situación 
de violencia y a otras personas dependientes en condiciones de riesgo.

IV.  Los Servicios de Atención Integrales deberán promover, asesorar y apoyar la permanente 
formación y actualización de su personal, con el objetivo de asegurar que desde su área y 
especialidad, trabajen conjuntamente desde la visión, el enfoque y el lenguaje que la Ley 
establece respecto a la violencia.

V.  Los Servicios de Atención Integrales adoptarán las medidas necesarias en cuanto a 
infraestructura, equipamiento y recursos humanos, que garanticen que las mujeres en 
situación de violencia no serán sometidas a revictimización.

Artículo 25. (CASAS DE ACOGIDA Y REFUGIO TEMPORAL). Las Entidades Territoriales Autónomas, 
en el marco de sus competencias y sostenibilidad fi nanciera, tienen la responsabilidad de crear, 
equipar, mantener y atender Casas de Acogida y Refugio Temporal para mujeres en situación de 
violencia en el área urbana y rural. Deberán contar con personal multidisciplinario debidamente 
capacitado y especializado en atención a mujeres en situación de violencia; la administración 
deberá diseñar e implementar una estrategia de sostenibilidad. Para el cumplimiento de lo 
establecido en el presente Artículo, podrán establecerse acuerdos y convenios intergubernativos e 
interinstitucionales. 

Artículo 26. (SERVICIOS). 

I.  Las Casas de Acogida y Refugio Temporal prestarán a las mujeres los siguientes servicios 
de acuerdo a las necesidades y la evaluación permanente:

1. Acoger, proteger y atender de forma gratuita, a mujeres en situación de violencia, a 
sus hijas e hijos y cualquier familiar que se encuentre bajo su dependencia y esté en 
riesgo.

2. Estimular y promover el empoderamiento de las mujeres en situación de violencia, 
facilitando su acceso a la educación, capacitación laboral y trabajo. 

3. Coordinar con los servicios de atención y los centros de salud pública y privada, la 
atención médica de las mujeres y sus familiares en situación de violencia.

4. Aplicar la política nacional y la política local que hubiera adoptado la entidad territorial 
autónoma correspondiente, en coordinación con el Ente Rector y las organizaciones e 
instituciones de mujeres.

5. Proporcionar a las mujeres la atención interdisciplinaria necesaria para su recuperación 
física y psicológica, que les permita participar, de manera gradual, en la vida pública, 
social y privada.

6. Dar información a las mujeres sobre los procedimientos legales, las instituciones que 
prestan los servicios interdisciplinarios gratuitos que requieran para su restablecimiento 
y cualquier tema de su interés, vinculado a su situación.

II.  Asimismo, estas Casas de Acogidas y Refugio Temporal prestarán a las mujeres y, en su 
caso, a sus hijas e hijos los siguientes servicios especializados y gratuitos:

1. Hospedaje y alimentación.
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2. Programas reeducativos integrales para promover cambios de actitudes y valores para 
su integración gradual y participación plena en la vida social y privada, que le permita 
independencia respecto al agresor.

3. Capacitación en el desarrollo de habilidades, técnicas y conocimientos para el 
desempeño de una actividad laboral o productiva.

4. Acceso prioritario al sistema de colocación de empleo, en caso de que lo soliciten.

III.  La autoridad a cargo de cada casa podrá coordinar la atención privada de cualquiera de los 
servicios mencionados.

Artículo 27. (RESERVA). Las Casas de Acogida y Refugio Temporal se constituyen en refugio 
seguro para las mujeres en situación de violencia, por tanto su localización no podrá ser revelada, 
salvo a personas autorizadas para acudir a ellos. Se garantizará el anonimato y privacidad de las 
mujeres acogidas.

Artículo 28. (PERMANENCIA). Las mujeres que recurran a las Casas de Acogida y Refugio 
Temporal no podrán permanecer en ellas más de tres meses, a menos que por la gravedad 
de la violencia sufrida o debido a condiciones especiales que así lo justifi quen por persistir su 
inestabilidad física, psicológica o una situación de riesgo, se requiera prolongar este tiempo. En 
este caso excepcional, previa evaluación conjunta del personal interdisciplinario conformado 
al menos por el personal médico, psicológico y jurídico asignado por los servicios de atención 
a la Casa de Acogida, podrá determinarse la permanencia de la mujer hasta su completo 
restablecimiento.

Artículo 29. (PROMOTORAS COMUNITARIAS). Las mujeres que hubieran superado su 
situación de violencia, o aquellas que deseen asumir este compromiso, se podrán constituir 
voluntariamente en redes promotoras de apoyo a mujeres que todavía se encuentran en tal 
situación, generando grupos de solidaridad y protección articulados a los servicios públicos 
de atención. La Entidad Territorial Autónoma brindará a las promotoras capacitación en 
resolución pacífica de conflictos, nociones de psicología, consejería y cualquier otro tema de 
interés para este fin.

Artículo 30. (CASA COMUNITARIA DE LA MUJER). En el área rural, las mujeres organizadas 
podrán defi nir la creación de Casas Comunitarias de la Mujer, para lo cual el Gobierno Autónomo 
Municipal dotará de la infraestructura necesaria. Las que están articuladas a la red de promotoras 
comunitarias en las distintas comunidades que atenderán y realizarán las tareas de orientación, 
prevención y detección de casos de violencia, podrán suscribir convenios con autoridades públicas 
e instituciones privadas.

ARTICULO 31. (REHABILITACIÓN DE AGRESORES). 

I.  La rehabilitación de los agresores, por orden de la autoridad jurisdiccional competente, 
será dispuesta por orden expresa, con el objetivo de promover cambios en su conducta 
agresiva. La terapia no sustituirá la sanción impuesta por los hechos de violencia. 

II.  Los servicios de rehabilitación podrán organizarse mediante acuerdos intergubernativos, 
tanto en el ámbito urbano como rural, en centros ya existentes o en el lugar donde el 
agresor cumple una sanción penal. En ningún caso, la terapia se prestará junto a la mujer 
agredida.
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III.  Los responsables de estos servicios, deberán reportar el inicio, el cumplimiento o 
incumplimiento del programa o terapia por parte del agresor a la autoridad jurisdiccional 
competente y al Sistema Integral Plurinacional de Prevención, Atención, Sanción y 
Erradicación de la Violencia en razón de Género – SIPPASE.

CAPÍTULO III

MEDIDAS DE PROTECCIÓN
Artículo 32. (FINALIDAD). 

I.  Las medidas de protección tienen por objeto interrumpir e impedir un hecho de violencia 
contra las mujeres, o garantizar, en caso de que éste se haya consumado, que se realice la 
investigación, procesamiento y sanción correspondiente. 

II.  Las medidas de protección son de aplicación inmediata, que impone la autoridad 
competente para salvaguardar la vida, la integridad física, psicológica, sexual, derechos 
patrimoniales, económicos y laborales de las mujeres en situación de violencia y los de sus 
dependientes.

Artículo 33. (REVICTIMIZACIÓN). Los procedimientos judiciales o administrativos de protección 
a mujeres en situación de violencia deberán aplicar el principio de trato digno contenido en la 
presente Ley, bajo responsabilidad en casos de inobservancia.

Artículo 34. (DENUNCIA EN PROCESO JUDICIAL). Si durante la tramitación de un proceso la jueza 
o el juez tuviera conocimiento de actos de violencia en contra de una mujer, tiene obligación, bajo 
responsabilidad, de remitir los antecedentes del hecho al Ministerio Público para su tramitación 
por la vía penal. Los jueces en materia familiar adoptarán las medidas de protección que considere 
adecuadas para garantizar la vida e integridad de la mujer, sus hijas e hijos que estuvieran en riesgo. 

Artículo 35. (MEDIDAS DE PROTECCIÓN). Las medidas de protección que podrá dictar la autoridad 
competente son las siguientes:

1. Ordenar la salida, desocupación, restricción al agresor del domicilio conyugal o donde 
habite la mujer en situación de violencia, independientemente de la acreditación de 
propiedad o posesión del inmueble, y ordenar que el agresor se someta a una terapia 
psicológica en un servicio de rehabilitación.

2. Prohibir al agresor enajenar, hipotecar, prendar, disponer o cambiar la titularidad del 
derecho propietario de bienes muebles o inmuebles comunes.

3. Disponer la asistencia familiar a favor de hijas, hijos y la mujer.

4. Prohibir al agresor acercarse, concurrir o ingresar al domicilio, lugar de trabajo o 
de estudios, domicilio de las y los ascendientes o descendientes, o a cualquier otro 
espacio que frecuente la mujer que se encuentra en situación de violencia.

5. Restituir a la mujer al domicilio del cual hubiera sido alejada con violencia, cuando ella 
lo solicite, con las garantías sufi cientes para proteger su vida e integridad.
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6. Prohibir al agresor comunicarse, intimidar o molestar por cualquier medio o a través 
de terceras personas, a la mujer que se encuentra en situación de violencia, así como 
a cualquier integrante de su familia.

7. Prohibir acciones de intimidación, amenazas o coacción a los testigos de los hechos 
de violencia.

8. Suspender temporalmente al agresor del régimen de visitas y convivencia con sus 
hijas e hijos.

9. Realizar el inventario de los bienes muebles e inmuebles de propiedad común o de 
posesión legítima.

10. Disponer la entrega inmediata de objetos y documentos personales de la mujer y de 
sus hijas e hijos o dependientes.

11. Retener los documentos de propiedad de bienes muebles o inmuebles, mientras se 
decide la reparación del daño.

12. Disponer la tolerancia o reducción del horario de trabajo de la mujer que se encuentra 
en situación de violencia, sin que se vean afectados sus derechos laborales y salariales. 

13. Ordenar la anotación preventiva de los bienes sujetos a registro del agresor, así como 
el congelamiento de cuentas bancarias para garantizar las obligaciones de asistencia 
familiar.

14. Velar por el derecho sucesorio de las mujeres.

15. Disponer la remoción del agresor de acoso sexual en el medio laboral.

16. Disponer medidas para evitar la discriminación en la selección, califi cación, 
permanencia y ascenso en su fuente laboral.

17. Restringir, en caso de acoso sexual, todo contacto del agresor con la mujer, sin que se 
vean afectados los derechos laborales de la mujer.

18. Disponer cualquier medida cautelar de protección a las mujeres que se encuentran en 
situación de violencia señalada en el Código de Procedimiento Penal y el Código de 
Procedimiento Civil.

19. Todas las que garanticen la integridad de las mujeres que se encuentran en situación 
de violencia.

Artículo 36. (PROTECCIÓN A NIÑAS Y NIÑOS). Si a consecuencia de un delito de feminicidio 
cometido por el cónyuge o conviviente, quedaran hijas e hijos menores de edad huérfanos, éstos 
serán puestos de inmediato bajo custodia de los abuelos u otro familiar cercano por línea materna, 
con el acompañamiento de la Defensoría de la Niñez y Adolescencia en tanto se establezca la 
guarda legal, debiendo acceder toda la familia al sistema de protección de víctimas y testigos del 
Ministerio Público y al sistema de atención que esta Ley prevee.

Artículo 37. (ALERTA CONTRA LA VIOLENCIA HACIA LAS MUJERES). 

I.  El Órgano Ejecutivo, a través del Ente Rector, declarará alerta contra la violencia en un área o 
sector determinado a nivel nacional, según sea el caso, con relación a ámbitos específi cos 



430

Fiscalía General del Estado

Ley Nº 348

en los que se detecte un índice alarmante de casos de violencia hacia las mujeres, expresada 
en cualquiera de sus formas. En este caso, todas las instancias con responsabilidad y 
competencia deberán activar medidas, acciones y recursos de emergencia para afrontar el 
problema de manera efi ciente y resolverlo, preservando los derechos de las mujeres. 

II. La declaratoria de alerta contra la violencia hacia las mujeres, se emitirá cuando:

1. Se registre un alto índice de delitos contra la vida, la libertad y la integridad física, 
psicológica o sexual de las mujeres en un territorio determinado.

2. Se detecte un ámbito especial en el que se reporten casos de violencia contra las 
mujeres y que como consecuencia impida el ejercicio pleno de sus derechos humanos.

III.  Las Entidades Territoriales Autónomas, también podrán declarar alerta de violencia en toda 
o en parte de sus respectivas jurisdicciones.

Artículo 38. (ATENCIÓN EN CASO DE ALERTA). Cuando se declare la alerta contra la violencia 
hacia las mujeres, el Ente Rector adoptará las siguientes medidas inmediatas y obligatorias:

1. Establecerá una comisión conformada por un equipo técnico interinstitucional y 
multidisciplinario especializado que realice el seguimiento respectivo, presidido y 
fi nanciado por la entidad responsable.

2. Implementar con carácter intensivo las acciones de prevención, atención y protección, 
para afrontar y reducir los casos de violencia en el ámbito o la zona objeto de la alerta, 
debiendo las Máximas Autoridades Ejecutivas de entidades e instituciones públicas 
y de Entidades Territoriales Autónomas, reasignar los recursos económicos que se 
requieran para ejecutar acciones que demanden la atención de la alerta, aplicando para 
tal fi n el mismo procedimiento que el determinado para la declaración de situaciones 
de emergencia.

3. Elaborar reportes especiales sobre los avances logrados, mediante un monitoreo 
permanente que permita determinar las condiciones de las mujeres respecto a la 
violencia y evaluar los mecanismos de atención y protección, así como el acceso de 
las mujeres a los mismos, que incluya recomendaciones para su fortalecimiento.

4. Difundir para conocimiento público el motivo de la alerta contra la violencia hacia las 
mujeres y la zona territorial o ámbito que abarcan las medidas a implementar. 

Artículo 39. (DURACIÓN). La alerta contra la violencia hacia las mujeres subsistirá en tanto 
prevalezcan las causas que dieron lugar a su declaratoria, pero no podrá prolongarse por más de 
un (1) año.

Artículo 40. (RESPONSABILIDAD). En caso de que al cabo de este tiempo no hubieran cambiado 
las condiciones de riesgo para las mujeres, se evaluarán las acciones de las entidades responsables 
de la aplicación de las medidas de emergencia determinadas a fi n de establecer responsabilidades 
por omisión e incumplimiento de funciones en el marco de la normativa vigente, que determinen 
responsabilidades administrativas, civiles y penales.

Artículo 41. (ATENCIÓN EN COMUNIDADES INDÍGENA ORIGINARIO CAMPESINAS). 

I.  Las autoridades de las comunidades indígena originario campesinas y afrobolivianas, 
adoptarán medidas de atención y protección a mujeres en situación de violencia, en el 
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marco de sus competencias y de sus normas y procedimientos propios, con participación 
de las mujeres que ejercen cargos de autoridad, y con participación y control social 
comunitario.

II.  Todos los casos de violencia sexual, feminicidio y delitos análogos serán derivados a la 
jurisdicción ordinaria, de conformidad a la Ley de Deslinde Jurisdiccional.

III.  Las autoridades indígena originario campesinas podrán derivar los casos conocidos a 
las Casas Comunitarias de la Mujer, para que la mujer en situación de violencia reciba la 
atención apropiada.

IV.  Los casos que sean atendidos y resueltos serán reportados al Sistema Integral Plurinacional 
de Prevención, Atención, Sanción y Erradicación de la Violencia en razón de Género – 
SIPPASE, para su correspondiente registro.

TÍTULO IV

PERSECUCIÓN Y SANCIÓN PENAL

CAPÍTULO I

DENUNCIA
Artículo 42. (DENUNCIA). 

I.  Todo hecho de violencia contra las mujeres podrá ser denunciado por la víctima o cualquier 
otra persona que conozca de un delito, ante las siguientes instancias:

1. Policía Boliviana.

2. Ministerio Público.

II.  A fi n de promover la denuncia, se podrá acudir a las siguientes instituciones:

1. Servicios Legales Integrales Municipales.

2. Defensorías de la Niñez y Adolescencia, cuando la persona agredida sea menor de 18 
años.

3. Servicios Integrados de Justicia Plurinacional.

4. Servicio Plurinacional de Defensa de la Víctima.

5. Autoridades indígena originario campesinas, cuando corresponda.

III.  Conocida la denuncia, ésta deberá ser remitida de inmediato al Ministerio Público cuando 
constituya delito, excepto en el caso del parágrafo II numeral 5, y consiguientemente, 
reportada al Sistema Integral Plurinacional de Prevención, Atención, Sanción y Erradicación 
de la Violencia en razón de Género – SIPPASE. 

Artículo 43. (OBLIGACIONES). Las instancias de recepción, investigación y tramitación de 
denuncias, deberán brindar a las mujeres el apoyo y un trato digno y respetuoso, acorde a su 
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situación, facilitando al máximo las gestiones que deban realizar. En consecuencia, además de las 
obligaciones conferidas por Ley, deberán:

1. Asesorarlas sobre la importancia y la forma de preservar las pruebas.

2. Proveerles información sobre los derechos que tienen y aquellos especiales que la Ley 
les reconoce y sobre los servicios gubernamentales y no gubernamentales disponibles 
para su atención y tratamiento.

3. Solicitar la atención que la mujer requiera, a los Servicios de Atención Integral.

4. Elaborar un informe que contenga todos los elementos que hubiera conocido, detectado o 
determinado, que sirvan para el esclarecimiento de los hechos, para anexarlo a la denuncia.

5. Absolver toda consulta, duda o requerimiento de información que la mujer o sus 
familiares necesiten o demanden, así como proporcionar la que adicionalmente 
considere necesaria para garantizar su protección.

Artículo 44. (PERSONAL INTERDISCIPLINARIO ESPECIALIZADO). El personal responsable de la 
recepción, investigación y tramitación de denuncias deberá ser especializado o tener experiencia 
laboral en derechos humanos, derechos de las mujeres o en atención a situaciones de violencia de 
género.

Artículo 45. (GARANTÍAS). Para asegurar el ejercicio de todos sus derechos y su efectiva 
protección, el Estado garantizará a toda mujer en situación de violencia:

1. El acceso a la justicia de manera gratuita, real, oportuna y efectiva, mediante un debido 
proceso en el que sea oída con las debidas garantías y dentro un plazo razonable. 

2. La adopción de decisiones judiciales ecuánimes e independientes, sin sesgos de 
género o criterios subjetivos que afecten o entorpezcan la valoración de pruebas y la 
consiguiente sanción al agresor.

3. El acceso a servicios de protección inmediata, oportuna y especializada, desde el 
momento en que el hecho constitutivo de violencia se ponga en conocimiento de las 
autoridades ordinarias o indígena originario campesinas y afrobolivianas.

4. Orientación y asistencia jurídica inmediata, gratuita y especializada.

5. Una atención con calidad y calidez, apoyo y acogida para lograr su recuperación 
integral a través de servicios multidisciplinarios y especializados.

6. El acceso a información clara completa, veraz y oportuna sobre las actuaciones 
judiciales, policiales y otras que se realicen con relación a su caso, así como sobre 
los mecanismos y procedimientos contemplados en la presente Ley y otras normas 
concordantes.

7. La protección de su dignidad e integridad, evitando la revictimización y maltrato que 
pudiera recibir de cualquier persona responsable de su atención, tratamiento o de la 
investigación del hecho.

8. La averiguación de la verdad, la reparación del daño y prevención de la reiteración de 
los actos de violencia.
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9. Acceso a la atención que requieran para su recuperación física y psicológica, en los 
servicios públicos, seguro social a corto plazo y servicios privados, especialmente 
tratamiento profi láctico para prevenir infecciones de transmisión sexual, VIH/SIDA y 
anticoncepción de emergencia, de forma inmediata y oportuna.

10. El acceso a servicios de atención y protección inmediata, oportuna y especializada por 
parte de autoridades judiciales, policiales, Ministerio Público, administrativas, indígena 
originario campesinas, así como del personal de salud.

Artículo 46. (PROHIBICIÓN DE CONCILIAR). 

I.  La conciliación está prohibida en cualquier hecho de violencia contra las mujeres, que 
comprometa su vida e integridad sexual. Ninguna institución receptora de denuncias ni su 
personal, podrá promover la conciliación ni suscripción de ningún tipo de acuerdo entre la 
mujer y su agresor, bajo responsabilidad.

II.  En los casos no previstos en el parágrafo anterior, el Ministerio Público deberá imponer 
las medidas de seguridad que sean necesarias a fi n de preservar la integridad física, 
psicológica y sexual de las mujeres.

III.  No se reconoce la conciliación bajo presión a la víctima o para evitar carga procesal, bajo 
responsabilidad funcionaria.

IV. Excepcionalmente la conciliación podrá ser promovida únicamente por la víctima, sólo por 
única vez y no siendo posible en casos de reincidencia.

Artículo 47. (APLICACIÓN PREFERENTE DE DERECHO). En caso de conflicto o colisión entre 
derechos individuales y colectivos, se dará preferencia a los derechos para la dignidad de las 
mujeres, reconocidos en los tratados internacionales de Derechos Humanos, en la Constitución 
Política del Estado y en la presente Ley.

Artículo 48. (SERVICIOS INTEGRADOS DE JUSTICIA PLURINACIONAL).

I.  Los Servicios Integrados de Justicia Plurinacional dependientes del Ministerio de Justicia y 
Transparencia Institucional, reciben denuncias y brindan orientación y patrocinio legal gratuito, 
deberán aplicar un enfoque de derechos humanos a mujeres en situación de violencia.

II.  Ministerio de Justicia y Transparencia Institucional, deberá crear e implementar 
progresivamente estos servicios en todo el país.

El presente Artículo fue modifi cado por determinación del parágrafo II del Artículo 25 de la Ley 
N° 915 de 22 de marzo de 2017. 

Artículo 49. (SERVICIO PLURINACIONAL DE DEFENSA A LA VÍCTIMA). El Servicio Plurinacional 
de Defensa a la Víctima, como institución descentralizada bajo tuición del Ministerio de 
Justicia y Transparencia Institucional, apoyará a mujeres en situación de violencia carentes de 
recursos económicos, mediante patrocinio legal gratuito y apoyo psicológico para garantizar 
su acceso a la administración de justicia y la sanción a los agresores. Para el cumplimiento 
de esta finalidad, este servicio ejercerá sus funciones en atención a lograr la solución más 
favorable a la víctima.
Por determinación del parágrafo III del Artículo 25 de la Ley N° 915 de 22 de marzo de 2017, se 
modifi ca el Artículo 49 por el texto siguiente: 
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Artículo 50. (SERVICIOS LEGALES INTEGRALES MUNICIPALES). 

I.  Los Gobiernos Autónomos Municipales tienen la obligación de organizar estos servicios 
o fortalecerlos si ya existen, con carácter permanente y gratuito, para la protección y 
defensa psicológica, social y legal de las mujeres en situación de violencia, para garantizar 
la vigencia y ejercicio pleno de sus derechos. Para su funcionamiento, asignarán el 
presupuesto, infraestructura y personal necesario y sufi ciente para brindar una atención 
adecuada, efi caz y especializada a toda la población, en especial aquella que vive en el área 
rural de su respectiva jurisdicción.

II.  En el marco de sus competencias, los Gobiernos Autónomos Municipales, a través de 
los Servicios Legales Integrales Municipales, tendrán las siguientes responsabilidades 
respecto a las mujeres en situación de violencia:

1. Organizar, coordinar y fortalecer Servicios de Atención Integral, con cargo a su 
presupuesto anual, como instancias de apoyo permanente.

2. Prestar servicios de apoyo psicológico, social y legal.

3. Brindar terapia psicológica especializada individual y grupal con enfoque de género.

4. Orientar respecto a los procedimientos para denunciar ante instancia administrativa, 
policial o judicial en materias penal, familiar, laboral, civil o cualquier otra en la que sus 
derechos sean menoscabados como consecuencia de hechos de violencia.

5. Intervendrá de manera inmediata ante la denuncia de un hecho de violencia contra una 
mujer.

6. Brindar patrocinio legal gratuito en instancias administrativas, policiales y judiciales 
para la prosecución de los procesos hasta conseguir una sentencia fi rme.

7. Promover la difusión, defensa y ejercicio de los derechos de las mujeres con la 
participación activa de las y los ciudadanos.

8. Desarrollar acciones de prevención, en coordinación con instituciones públicas, 
privadas y organizaciones de mujeres.

9. Solicitar, a través de la autoridad competente, la adopción judicial de medidas 
provisionales, medidas cautelares y medidas de protección inmediata, coordinando 
su cumplimiento con las Casas de Acogida, instituciones de apoyo y de atención en 
salud.

10. Realizar visitas domiciliarias de apoyo y seguimiento e informes sociales.

11. Derivar al Ministerio Público, de forma inmediata, los casos que constituyan delito, con 
los informes correspondientes.

12. Promover la suscripción de acuerdos de asistencia familiar y su homologación por 
autoridad competente.

13. Elaborar informes médicos, psicológicos, sociales y legales de ofi cio o a requerimiento 
de la interesada, del Ministerio Público o de la autoridad judicial que conozca el hecho 
de violencia.
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14. Reportar todas las denuncias recibidas, el procedimiento aplicado y el resultado fi nal 
del caso, ante el Sistema Integral Plurinacional de Prevención, Atención, Sanción y 
Erradicación de la Violencia en razón de Género –SIPPASE.

15. Cuanta acción sea necesaria para la defensa y protección de las mujeres en situación 
de violencia.

Artículo 51. (CAPACITACIÓN). Los Gobiernos Autónomos Municipales adoptarán un sistema de 
capacitación permanente para su personal sobre Derechos Humanos, en especial de las mujeres, 
enfoque de género y medidas de acción positiva y, para quienes son responsables directos de su 
atención, incluirán además formación básica en psicología de la mujer maltratada.

Artículo 52. (AUTORIDADES INDÍGENA ORIGINARIO CAMPESINAS). 

I.  A los efectos de la presente Ley serán aplicables los ámbitos de vigencia establecidos en 
la Ley de Deslinde Jurisdiccional, en casos de surgir conflictos de intereses se remitirá el 
caso a la jurisdicción ordinaria.

II.  En caso de conflicto de competencias entre la jurisdicción indígena originaria campesina y 
la ordinaria, éste se resolverá según lo dispuesto en el Código Procesal Constitucional.

III.  La conciliación se podrá realizar en el marco de lo establecido en el Artículo 46 de la 
presente Ley. 

CAPÍTULO II

INVESTIGACIÓN
Artículo 53. (FUERZA ESPECIAL DE LUCHA CONTRA LA VIOLENCIA). 

I.  Se crea la Fuerza Especial de Lucha Contra la Violencia, como organismo especializado 
de la Policía Boliviana encargado de la prevención, auxilio e investigación, identifi cación y 
aprehensión de los presuntos responsables de hechos de violencia hacia las mujeres y la 
familia, bajo la dirección funcional del Ministerio Público, en coordinación con entidades 
públicas y privadas. Su estructura, organización y procedimientos serán establecidos de 
acuerdo a reglamento y contarán con cuatro niveles de actuación.

II.  Se garantiza la permanencia de las y los investigadores especiales, conforme al Artículo 80 
de la Ley del Ministerio Público. 

Artículo 54. (PLATAFORMA DE ATENCIÓN Y RECEPCIÓN DE DENUNCIAS). La Fuerza Especial de 
Lucha Contra la Violencia, en su nivel de atención y recepción de denuncias, tendrá las siguientes 
funciones:

1. Recibir denuncias de mujeres en situación de violencia o de terceros que conozcan el 
hecho.

2. Practicar las diligencias orientadas a la individualización de los autores y 
partícipes, asegurar su comparecencia, aprehenderlos de inmediato en caso de 
delito flagrante y ponerlos a disposición del Ministerio Público, en el plazo máximo 
de ocho (8) horas.
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3. En caso de flagrancia, socorrer a las personas agredidas y a sus hijas e hijos u otros 
dependientes, aun cuando se encuentren dentro de un domicilio, sin necesidad de 
mandamiento ni limitación de hora y día, con la única fi nalidad de prestarles protección 
y evitar mayores agresiones.

4. Levantar acta sobre los hechos ocurridos, para lo cual deberán recoger información de 
familiares, vecinos u otras personas presentes.

5. Reunir y asegurar todo elemento de prueba.

6. Decomisar las armas y los objetos utilizados para amenazar y agredir, poniéndolos a 
disposición del Ministerio Público. 

7. Orientar a las víctimas sobre los recursos que la Ley les confi ere y los servicios de 
atención y protección existentes a su disposición.

8. Conducir a la persona agredida a los servicios de salud, promoviendo su atención 
inmediata.

9. Levantar inventario e informar al Juez o Ministerio Público.

10. Si la mujer en situación de violencia lo solicita, acompañarla y asistirla mientras retira 
sus pertenencias personales de su domicilio u otro lugar, evitando la retención de 
cualquier efecto o documentos personales y llevarla donde ella indique o a una casa 
de acogida o refugio temporal.

11. Hacer seguimiento a la mujer por setenta y dos (72) horas, con el fi n de garantizar 
la efi cacia de la protección brindada a la mujer en situación de violencia y las otras 
personas que estuvieran en riesgo. 

Artículo 55. (UNIDADES MÓVILES CONTRA LA VIOLENCIA). La Fuerza Especial de Lucha Contra 
la Violencia, en su atención móvil, contará con equipo y personal especializado para la recepción 
de denuncias y el auxilio inmediato, en coordinación con las y los Fiscales de Materia, en el lugar 
donde se suscite el hecho, priorizando su acción en el área rural.

Artículo 56. (SERVICIOS DESCONCENTRADOS). 

I.  La Fuerza Especial de Lucha Contra la Violencia, en las Estaciones Policiales 
Integrales o lugares donde la Policía Boliviana preste servicios, tendrá personal 
especializado para atender denuncias de violencia, diligencias investigativas y otros 
bajo la dirección del Ministerio Público.

II.  Todas las diligencias realizadas por estos servicios serán remitidas al nivel de 
investigación y tendrán valor de prueba.

Artículo 57. (DIVISIÓN DE DELITOS DE VIOLENCIA). Además de las funciones generales 
que las normas vigentes y la Policía Boliviana le asignan para la investigación de delitos, 
esta división tiene las siguientes funciones específicas:

1. Coordinar y ejecutar procedimientos operativos legales en vigencia y la 
investigación de delitos contra la vida, contra la integridad corporal y la salud, 
contra la libertad sexual, de violencia económica y patrimonial, y otros que 
constituyan violencias contra las mujeres.
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2. Recibir las diligencias realizadas en intervención policial preventiva, denuncias y 
querellas, a través de la plataforma de atención y recepción de denuncias, actos 
que tendrán calidad de prueba.

Artículo 58. (MEDIDAS DE ACTUACIÓN). 

I.  La Fuerza Especial de Lucha Contra la Violencia adecuará sus actuaciones a los 
protocolos que se adopten para la recepción de denuncias, atención inmediata y 
remisión de casos de violencia contra las mujeres. De forma obligatoria, adoptará las 
siguientes medidas de actuación:

1. Asistir, orientar y evaluar la atención y protección que deberá prestarse a las 
mujeres en situación de violencia a través de un equipo multidisciplinario.

2. Respetar y proteger la dignidad, la intimidad y los derechos de las mujeres en 
situación de violencia.

3. Evitar el contacto, careo o cualquier tipo de proximidad de la mujer con su 
agresor.

4. Realizar acciones de coordinación con todas las instancias del sistema integral 
de atención a mujeres en situación de violencia. 

5. Evitar toda acción que implique revictimización, bajo responsabilidad.

6. Organizar y diseñar campañas de prevención y orientación a la ciudadanía, a 
través de las organizaciones de la sociedad civil, con el fin de disminuir los 
índices de violencia contra las mujeres.

II.  Ninguna funcionaria o funcionario policial negará el auxilio y apoyo a mujeres en 
situación de violencia alegando falta de competencia, aunque no forme parte de la 
Fuerza Especial de Lucha Contra la Violencia.

Artículo 59. (INVESTIGACIÓN DE OFICIO). 

I.  La investigación se seguirá de oficio, independientemente del impulso de la 
denunciante. Toda denuncia deberá ser obligatoriamente remitida al Ministerio 
Público y reportada al Sistema Integral Plurinacional de Prevención, Atención, 
Sanción y Erradicación de la Violencia en razón de Género – SIPPASE, indicando el 
curso que ha seguido. 

II.  Cuando exista peligro inminente para la integridad física de las personas protegidas por 
la Ley, el cumplimiento de las formalidades no se convertirá en impedimento para la 
intervención oportuna de la policía.

Artículo 60. (INFRAESTRUCTURA Y EQUIPAMIENTO). La Fuerza Especial de Lucha Contra 
la Violencia, en todos sus niveles de actuación, será provista, con prioridad, de personal 
especializado y multidisciplinario, infraestructura y equipamiento adecuados, en el marco 
de la Ley de Seguridad Ciudadana “Para una Vida Segura”.
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CAPÍTULO III

PERSECUCIÓN PENAL
Artículo 61. (MINISTERIO PÚBLICO). Además de las atribuciones comunes que establece la Ley Orgánica 
del Ministerio Público, las y los Fiscales de Materia que ejerzan la acción penal pública en casos de violencia 
hacia las mujeres, deberán adoptar en el ejercicio de sus funciones las siguientes medidas:

1. Adopción de las medidas de protección que sean necesarias, a fi n de garantizar a la 
mujer en situación de violencia la máxima protección y seguridad, así como a sus hijas 
e hijos, pedir a la autoridad jurisdiccional su homologación y las medidas cautelares 
previstas por Ley, cuando el hecho constituya delito.

2. Recolección de las pruebas necesarias, como responsable de la investigación de 
delitos de violencia en razón de género, sin someter a la mujer a pruebas médicas, 
interrogatorios, reconstrucciones o peritajes que no sean los imprescindibles, debiendo 
recurrir a métodos de investigación alternativa, científi ca y con apoyo de la tecnología, 
a fi n de averiguar la verdad.

3. En caso de requerirse peritajes técnicos, no deberán ser exigidos a la mujer. En caso 
de delito flagrante, será el imputado el responsable de pagar por éstos, así como por el 
tratamiento médico y psicológico que la mujer requiera; si fuera probadamente insolvente, 
se recurrirá a los servicios del Sistema de Atención Integral de su jurisdicción.

4. Dirigir la investigación de las instancias policiales responsables de la investigación de 
delitos vinculados a la violencia hacia las mujeres, defi niendo protocolos y criterios 
comunes de actuación, a fi n de uniformar los procedimientos, preservar las pruebas y 
lograr un registro y seguimiento de causas hasta su conclusión, generando estadísticas 
a nivel municipal, departamental y nacional.

5. Coordinación de los criterios de actuación de las diversas instancias de recepción de 
denuncias de casos de violencia hacia las mujeres, para lo cual la o el Fiscal General 
del Estado emitirá las correspondientes instrucciones. 

6. Elaboración y presentación semestral a la o el Fiscal General del Estado, para su 
consolidación a nivel departamental y nacional, un informe sobre los procedimientos 
aplicados y las actuaciones practicadas por el Ministerio Público en materia de 
violencia contra las mujeres y casos que comprometan sus derechos.

7. Requerir la asignación de patrocinio legal estatal a la mujer en situación de violencia 
carente de recursos económicos.

8. Requerir la interpretación o traducción cuando sea necesaria y disponer la asistencia 
especializada, evitando toda forma de revictimización.

9. Cuando corresponda, disponer el ingreso de las víctimas directas e indirectas de 
delitos que atenten contra su vida, su integridad corporal o su libertad sexual a la 
Unidad de Atención y Protección a Víctimas y Testigos de Delitos.

10. Remitir una copia de las resoluciones de rechazo y los requerimientos conclusivos a 
la o el Fiscal Departamental en investigaciones de ofi cio y presentar ante el Sistema 
Integral Plurinacional de Prevención, Atención, Sanción y Erradicación de la Violencia 
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en razón de Género – SIPPASE, sus informes semestrales, con detalle de todas las 
causas atendidas, desagregadas al menos por sexo, edad y tipo de delito.

Artículo 62. (FISCALES DE MATERIA MÓVILES). En el área rural las y los Fiscales de Materia 
especializados contra la violencia hacia las mujeres deberán desplazarse de forma regular y permanente.

Artículo 63. (ASESORAMIENTO ESPECIALIZADO). Las y los Fiscales de Materia contra la violencia 
hacia las mujeres contarán con personal de apoyo especializado, para proporcionar a cada mujer 
en situación de violencia una atención efi caz y adecuada. En cada Departamento el Ministerio 
Público contará con al menos un equipo de asesoras y asesores profesionales especializados para 
la investigación de casos de violencia hacia las mujeres, para lo cual podrán también solicitar la 
colaboración de organismos e instituciones de derechos humanos y de mujeres.

Artículo 64. (MÉDICOS FORENSES). Se designarán médicos forenses con especialidad en 
violencia de género, quienes deberán atender a las mujeres en situación de violencia con el máximo 
respeto, cuidado, calidez y comprensión. Los informes que emita, bajo responsabilidad, deberán ser 
expeditos y oportunos, debiendo evitar en lo posible revisiones médicas reiteradas e innecesarias.

Artículo 65. (CERTIFICADOS MÉDICOS). Para establecer el estado físico de la mujer que hubiera 
sufrido una agresión física o sexual, cualquier profesional de salud que preste servicios en instituciones 
públicas o privadas acreditadas deberá extender un certifi cado médico, de acuerdo al protocolo único 
de salud integrado al formulario único que se establezca. Para fi nes judiciales, este certifi cado médico 
se lo tendrá como un indicio respecto a los delitos establecidos en la presente Ley, una vez homologado, 
adquirirá valor probatorio. El certifi cado deberá ser homologado por un experto o una experta forense, 
quien deberá entrevistar en primera instancia a la o el profesional que extendió el certifi cado, y solamente 
en caso de que exista necesidad fundada e ineludible, podrá practicar otro examen médico a la mujer.
Por la disposición Quinta de la Ley 1173 queda derrogado

Artículo 66. (ACCESO A DOCUMENTACIÓN). Toda mujer agredida podrá solicitar copias simples 
o legalizadas de todas las actuaciones contenidas en la investigación, desde el momento de la 
denuncia, las cuales deberán ser otorgadas en forma expedita, sin notifi cación previa y sin costo 
adicional al de las fotocopias.

Artículo 67. (DIRECCIÓN FORENSE ESPECIALIZADA). La o el Fiscal General del Estado, en el 
marco de sus atribuciones, creará y reglamentará dentro el Instituto de Investigaciones Forenses, 
una dirección especializada en casos de violencia contra las mujeres, con el personal necesario 
para garantizar su efi caz funcionamiento.

CAPÍTULO IV

JURISDICCIÓN ORDINARIA
Artículo 68. (JUZGADOS DE MATERIA CONTRA LA VIOLENCIA HACIA LAS MUJERES). Se modifi can 
los Artículos 57, 58, 68 y 72 de la Ley Nº 025, Ley del Órgano Judicial, con el siguiente texto: 

“Artículo 57. (ATRIBUCIONES DE LAS SALAS EN MATERIA DE FAMILIA, NIÑEZ Y ADOLESCENCIA). 
Las atribuciones de las salas en materia de familia, niñez y adolescencia son:

1. Conocer en grado de apelación, las resoluciones dictadas por las juezas y los jueces 
en materias de familia, niñez y adolescencia;
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2. Resolver en consulta o en revisión, las resoluciones cuando la Ley así lo determine;

3. Resolver las excusas presentadas por sus vocales y secretarias o secretarios de sala;

4. Resolver las recusaciones formuladas contra sus vocales;

5. Resolver las excusas y las recusaciones contra juezas o jueces en materia de familia, 
niñez y adolescencia y;

6. Otras establecidas por Ley.

Artículo 58. (ATRIBUCIONES DE LAS SALAS EN MATERIA PENAL). Las atribuciones de las salas 
en materia penal son:

1. Substanciar y resolver conforme a Ley los recursos de apelación de autos y sentencias 
de juzgados en materia penal y contra la violencia hacia las mujeres;

2. Resolver las excusas presentadas por sus vocales y secretarias o secretarios de sala;

3. Resolver las recusaciones formuladas contra sus vocales y; 

4. Otras establecidas por Ley.

Artículo 68. (SUPLENCIAS). En los casos de excusa y recusación o cualquier otro impedimento de la 
jueza o del juez, el proceso pasará a conocimiento del siguiente en número de la misma materia y, por 
impedimento de todos los que corresponden a la misma materia, el orden de suplencias será el siguiente:

1. De civil y comercial, pasará a los de familia y penal, en ese orden;

2. De familia, pasará a los de materia civil y comercial, y contra la violencia hacia las 
mujeres, en ese orden;

3. De la niñez y adolescencia, pasará a los de materia familiar y contra la violencia hacia 
las mujeres, en ese orden;

4. De violencia hacia las mujeres, pasará a los de materia penal y familiar, en ese orden;

5. De trabajo y seguridad social, pasará a los de materia civil y comercial, y penal, en ese orden;

6. De administrativo, coactivo fi scal y tributario, pasará a los de materia del trabajo y 
penal, en ese orden;

7. De penal, pasará a los de materia contra la violencia hacia las mujeres y civil y 
comercial, en ese orden;

8. De anticorrupción, pasará a los de materia penal;

9. De ejecución penal, pasará a los de materia penal; 

10. Otras establecidas por Ley.

Artículo 72. (COMPETENCIA DE JUZGADOS DE INSTRUCCIÓN DE MATERIA CONTRA LA VIOLENCIA 
HACIA LAS MUJERES). Las juezas y los jueces de Instrucción contra la violencia hacia las mujeres 
tienen competencia para:

1. El control de la investigación, conforme a las facultades y deberes previstos en la Ley;
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2. Emitir las resoluciones jurisdiccionales y de protección que correspondan durante la 
etapa preparatoria y de la aplicación de criterios de oportunidad;

3. La sustanciación y resolución del proceso abreviado;

4. Resolver la aplicación del proceso inmediato para delitos flagrantes;

5. Dirigir la audiencia de preparación de juicio y resolver sobre las cuestiones e incidentes 
planteados en la misma;

6. Decidir la suspensión del proceso a prueba;

7. Decidir sobre las solicitudes de cooperación judicial internacional;

8. Conocer y resolver sobre la incautación de bienes y sus incidentes; y

9. Otras establecidas por Ley.

Artículo 72 bis (COMPETENCIA DE JUZGADOS DE SENTENCIA EN MATERIA DE VIOLENCIA 
CONTRA LAS MUJERES). Las juezas y jueces de sentencia en materia de violencia contra las 
mujeres, tienen competencia para: 

1. Conocer y resolver los juicios por delitos de acción pública que constituyan violencia 
contra las mujeres, sancionados con pena privativa de libertad cuyo máximo legal sea 
de cuatro o menos años;

2. Aplicar medidas de restricción y provisionales al agresor, y de asistencia y protección 
a la mujer en situación de violencia, cuando el hecho no constituya delito;

3. El procedimiento para la reparación del daño, cuando se haya dictado sentencia 
condenatoria;

4. Imponer de ofi cio la aplicación de medidas de protección, que permitan a las mujeres 
en situación de violencia su acceso a casas de acogida, separación temporal de 
los cónyuges y/o convivientes y prevención de nuevas agresiones y cualquier otra 
destinada a resguardar sus derechos;

5. Sancionar el incumplimiento de las órdenes o resoluciones judiciales, emitidas por su 
juzgado;

6. Sancionar a las y los servidores de apoyo judicial que incurran en maltrato o 
revictimización a mujeres en situación de violencia y; 

7. Otras establecidas por Ley.

Artículo 72 ter. (COMPETENCIA DE TRIBUNALES DE SENTENCIA EN MATERIA DE VIOLENCIA 
CONTRA LAS MUJERES). Los Tribunales de Sentencia contra la violencia hacia las mujeres tienen 
competencia para:

1. Conocer la substanciación y resolución del juicio penal en todos los delitos de acción 
pública que constituyan violencia contra las mujeres, sancionados con pena privativa 
de libertad mayores a cuatro (4) años, con las excepciones establecidas en la Ley y;

2. Otras establecidas por Ley.”
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Artículo 69. (DESIGNACIÓN). Para ser jueza o juez y funcionarias o funcionarios auxiliares de 
estos juzgados, además de los requisitos señalados por Ley, se exigirá:

 1. Especialidad en materia penal y conocimientos de género o, alternativamente, de 
derechos humanos; progresivamente, la exigencia deberá llegar a un nivel académico 
que denote especialidad en estos temas.

2. Certifi cado de sufi ciencia expedido por el Consejo de la Magistratura, de aptitud 
psicotécnica para el desempeño del cargo, que permita medir rasgos de personalidad, 
intereses y valores personales.

Artículo 70. (FORMACIÓN ESPECIALIZADA). La Escuela de Jueces del Estado suscribirá 
convenios con las universidades que puedan organizar cursos de post grado en las especialidades 
que se requieran para el ejercicio de la función judicial, para exigir que quienes aspiren a ser jueces 
de materia contra la violencia hacia las mujeres cuenten con una especialización en materia penal 
con enfoque de género y derechos humanos.

Artículo 71. (EQUIPO INTERDISCIPLINARIO). Los Juzgados y Tribunales Públicos de Materia 
contra la Violencia hacia las Mujeres, contarán con un equipo interdisciplinario de las áreas social 
y psicológica especializados en derechos humanos y derechos de las mujeres o con experiencia 
laboral en la atención de violencia, emitiendo peritajes técnicos de carácter integral. Estos servicios 
podrán ser provistos, con igual valor legal, por profesionales, asignados por los Servicios de 
Atención Integral.

Artículo 72. (FUNCIONES). Las funciones del equipo interdisciplinario son:

1. Intervenir como especialistas independientes e imparciales en los procesos judiciales, 
realizando peritajes técnicos de carácter integral.

2. Implementar el protocolo de atención para testimonios y declaraciones de niños, 
niñas y adolescentes según su edad y grado de madurez, de mujeres jóvenes y adultas 
en situación de violencia a fi n de no alterar su proceso de recuperación mediante la 
repetición de interrogatorios, debiendo evitar la revictimización.

3. Controlar el cumplimiento de terapias a víctimas, agresores y/o familiares dispuestas 
por la autoridad judicial, informando el avance, abandono o cumplimiento de las mismas.

Artículo 73. (SERVICIOS AUXILIARES). Cuando el caso lo requiera, la jueza, el juez o el tribunal 
podrá ordenar peritajes y otros servicios de asistencia técnica en otras materias y profesiones que 
coadyuven a su labor.

Artículo 74. (REPORTE DE CAUSAS). El Consejo de la Magistratura, deberá reportar al Sistema 
Integral Plurinacional de Prevención, Atención, Sanción y Erradicación de la Violencia en razón de 
Género – SIPPASE, el movimiento de causas por violencia hacia las mujeres, con carácter trimestral, 
desglosando toda la información, además de los indicadores regulares, por género y edad de las 
partes, delito, estado del proceso.

Artículo 75. (ACCIÓN DE DEFENSA). Las acciones constitucionales de defensa podrán ser 
interpuestas por las mujeres, u otras personas en su nombre cuando corresponda, a fi n de garantizar 
el ejercicio pleno de sus derechos. 
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TÍTULO V

LEGISLACIÓN PENAL

CAPÍTULO I

SANCIONES ALTERNATIVAS
Artículo 76. (APLICACIÓN DE SANCIONES ALTERNATIVAS). 

I.  En delitos de violencia hacia las mujeres, siempre que el autor no sea reincidente, se podrán 
aplicar sanciones alternativas a la privación de libertad, cuando: 

1. La pena impuesta no sea mayor a tres años, en cuyo caso será remplazada por una 
sanción alternativa de las señaladas en la presente Ley.

2. A solicitud del condenado a pena privativa de libertad superior a tres años que hubiera 
cumplido al menos la mitad de ésta, las sanciones alternativas no podrán superar el 
tiempo de la pena principal impuesta. 

II.  La autoridad judicial aplicará una sanción alternativa junto a otras, cuando sea necesario 
para proteger a la mujer, hijos e hijas o el núcleo familiar en situación de violencia.

Artículo 77. (MULTA). La imposición de una multa como sanción alternativa o accesoria no sustituye la 
reparación a la mujer por el daño causado como efecto de la violencia; no podrá ser mayor de trescientos 
sesenta y cinco días ni comprender para el cálculo más del cincuenta por ciento (50%) del salario del 
sancionado y cuando el salario es indeterminado, se calculará sobre el cincuenta por ciento (50%) del 
salario mínimo nacional. El día de privación equivale a un día multa y es revocable ante el incumplimiento.

Las multas serán destinadas a los Servicios de Atención Integral a cargo de los Gobiernos 
Autónomos Municipales, quienes constituirán un fondo y abrirán una cuenta fi scal exclusiva para 
este propósito, debiendo asignar los recursos con carácter preferente a las Casas de Acogida y 
Refugio Temporal y costo por servicios de salud. Los fondos no podrán ser destinados a otro fi n.

Artículo 78. (DETENCIÓN DE FIN DE SEMANA). Es una limitación de la libertad que se aplica 
desde el día viernes a horas 19:00 hasta el día lunes a horas 6:00. A fi nes de equivalencia, el día de 
privación de libertad corresponde a un día de detención de fi n de semana. Podrá aplicarse también 
a los días feriados, bajo las mismas condiciones.

Artículo 79. (TRABAJOS COMUNITARIOS). El trabajo comunitario consiste en la prestación de 
trabajos en favor del Gobierno Autónomo Municipal, que se realizará en fi nes de semana, feriados y 
los días hábiles en horarios diferentes a los habituales. Esta sanción se aplicará por un mínimo de 
un (1) año que equivale al trabajo de cincuenta y dos (52) semanas, con sus respectivos feriados y 
días hábiles, y un máximo de hasta ciento cuatro (104) semanas.

El Gobierno Autónomo Municipal deberá supervisar y reportar el cumplimiento de la sanción 
al juzgado competente y al Sistema Integral Plurinacional de Prevención, Atención, Sanción y 
Erradicación de la Violencia en razón de Género – SIPPASE.

Artículo 80. (MEDIDAS DE SEGURIDAD). La autoridad judicial en ejecución de sentencia, cuando se 
hayan dispuesto sanciones alternativas, aplicará las medidas de seguridad necesarias para proteger 
a la mujer que se encuentra en situación de violencia, y a sus hijas e hijos o su núcleo familiar.
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Artículo 81. (INHABILITACIÓN). Podrá aplicarse la sanción inhabilitación cuando quien fuera 
sancionado por delitos de violencia hacia las mujeres ejerza una profesión u ocupación relacionada con 
la educación, cuidado y atención de personas, independientemente de su edad o situación, atención 
médica, psicológica, consejería o asesoramiento, cargo administrativo en universidades o unidades 
educativas, instituciones deportivas, militares, policiales; suspensión temporal de autoridad paterna por 
el tiempo que dure la sanción, la clausura de locales y la pérdida de licencias. Tiene un límite temporal 
de doce años y no pueden imponerse todas las restricciones de esos derechos en una sola sentencia. 
Transcurrida la mitad del plazo impuesto, o un mínimo de cinco años, puede darse la rehabilitación.

Artículo 82. (CUMPLIMIENTO DE INSTRUCCIONES). La autoridad judicial podrá aplicar un plan de 
conducta al condenado cuando le sean aplicadas sanciones alternativas que impliquen su libertad total 
o parcial, en virtud del cual deberá cumplir con instrucciones que no podrán ser vejatorias o susceptibles 
de ofender la dignidad o la autoestima. Pueden modifi carse durante la ejecución de sentencia y no pueden 
extenderse más allá del tiempo que dure la pena principal. Las instrucciones que se pueden imponer serán:

1. Prohibición de portar cualquier tipo de arma, en especial de fuego; 

2. Abstenerse de asistir a lugares públicos en los que se expendan bebidas alcohólicas y 
lenocinios;

3. Abstenerse de consumir drogas o alcohol;

4. Incorporarse a grupos o programas para modifi car comportamientos que hayan 
incidido en la realización del hecho;

5. Asistir a un centro educativo o aprender un ofi cio.

CAPÍTULO II

DELITOS DE VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES
Artículo 83. (MODIFICACIONES AL CÓDIGO PENAL). Se modifi can los Artículos 246, 254, 256, 267 
bis, 270, 271, 272, 308, 308 bis, 310, 312 y 313 del Código Penal, los cuales quedarán redactados 
con el siguiente texto:

“Artículo 246. (SUBSTRACCIÓN DE UN MENOR O INCAPAZ). Quien substrajere a un menor de diez 
y seis años (16) o a un incapaz, de la potestad de sus padres, adoptantes, tutores o curadores, y el 
que retuviere al menor contra su voluntad, será sancionado con privación de libertad de uno (1) a 
tres (3) años.

La misma pena se aplicará si el menor tuviere más de diez y seis (16) años y no mediare 
consentimiento de su parte. 

La pena será agravada en el doble si el delito es cometido por uno de los progenitores con el objeto 
de ejercer contra el otro cualquier tipo de coacción.

Artículo 254. (HOMICIDIO POR EMOCIÓN VIOLENTA). Quien matare a otra u otro en estado de 
emoción violenta excusable, será sancionada(o) con reclusión de dos (2) a ocho (8) años.

Este tipo penal no procederá en caso de feminicidio.
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Artículo 256. (HOMICIDIO-SUICIDIO). La persona que instigare a otra al suicidio o le ayudare a cometerlo, 
si la muerte se hubiere intentado o consumado, incurrirá en reclusión de dos (2) a seis (6) años.

Si con motivo de la tentativa se produjeren lesiones, la sanción de reclusión será de uno (1) a cinco (5) años.

Aunque hubiere mediado consentimiento de la víctima en el doble suicidio, se impondrá al 
sobreviviente la pena de reclusión de dos (2) a seis (6) años.

Cuando una persona cometa suicidio como consecuencia de una situación de violencia, la agresora 
o agresor será sancionado con privación de libertad de diez (10) años.

Si la víctima del delito en cualquiera de los casos del presente Artículo, resultare ser niña, niño o 
adolescente, la pena será agravada en dos tercios.

Artículo 267 bis. (ABORTO FORZADO). Quien mediante violencia física, psicológica o sexual contra 
la mujer le causare un aborto, será sancionado con reclusión de cuatro (4) a ocho (8) años. 

Artículo 270. (LESIONES GRAVÍSIMAS). Se sancionará con privación de libertad de cinco (5) a 
doce (12) años, a quien de cualquier modo ocasione a otra persona, una lesión de la cual resulte 
alguna de las siguientes consecuencias:

1.  Enfermedad o discapacidad psíquica, intelectual, física, sensorial o múltiple.

2.  Daño psicológico o psiquiátrico permanente.

3.  Debilitación permanente de la salud o la pérdida total o parcial de un sentido, de un 
miembro, de un órgano o de una función.

4.  Incapacidad permanente para el trabajo o que sobrepase de noventa días.

5.  Marca indeleble o de formación permanente en cualquier parte del cuerpo.

6.  Peligro inminente de perder la vida.

Cuando la víctima sea una niña, niño o adolescente la pena será agravada en dos tercios tanto en 
el mínimo como en el máximo. 

Artículo 271. (LESIONES GRAVES Y LEVES). Se sancionará con privación de libertad de tres (3) 
a seis (6) años, a quien de cualquier modo ocasione a otra persona un daño físico o psicológico, 
no comprendido en los casos del Artículo anterior, del cual derive incapacidad para el trabajo de 
quince (15) hasta noventa (90) días.

Si la incapacidad fuere hasta de catorce (14) días, se impondrá al autor sanción de trabajos comunitarios 
de uno (1) a tres (3) años y cumplimiento de instrucciones que la jueza o el juez determine.

Cuando la víctima sea una niña, niño o adolescente la pena será agravada en dos tercios tanto en 
el mínimo como en el máximo. 

Artículo 272. (AGRAVANTE). En los casos de los Artículos 267 bis, 270 y 271, la sanción será 
agravada en un tercio del máximo o mínimo, cuando mediaren las circunstancias enumeradas en el 
Artículo 252, exceptuando la prevista en el numeral 1. 

Artículo 308. (VIOLACIÓN). Se sancionará con privación de libertad de quince (15) a veinte(20) 
años a quien mediante intimidación, violencia física o psicológica realice con persona de uno u 
otro sexo, actos sexuales no consentidos que importen acceso carnal, mediante la penetración 
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del miembro viril, o de cualquier otra parte del cuerpo, o de un objeto cualquiera, por vía vaginal, 
anal u oral, con fi nes libidinosos; y quien, bajo las mismas circunstancias, aunque no mediara 
violencia física o intimidación, aprovechando de la enfermedad mental grave o insufi ciencia de la 
inteligencia de la víctima o que estuviera incapacitada por cualquier otra causa para resistir.

Artículo 308 bis. (VIOLACIÓN DE INFANTE, NIÑA, NIÑO O ADOLESCENTE). Si el delito de violación 
fuere cometido contra persona de uno u otro sexo menor de catorce (14) años, será sancionado 
con privación de libertad de veinte (20) a veinticinco (25) años, así no haya uso de la fuerza o 
intimidación y se alegue consentimiento.

En caso que se evidenciare alguna de las agravantes dispuestas en el Artículo 310 del Código 
Penal, y la pena alcanzara treinta (30) años, la pena será sin derecho a indulto.

Quedan exentas de esta sanción las relaciones consensuadas entre adolescentes mayores de doce 
(12) años, siempre que no exista diferencia de edad mayor de tres (3) años entre ambos y no se 
haya cometido violencia o intimidación.

Artículo 310. (AGRAVANTE). La pena será agravada en los casos de los delitos anteriores, con 
cinco (5) años cuando:

a) Producto de la violación se produjera alguna de las circunstancias previstas en los 
Artículos 270 y 271 de este Código; 

b) El hecho se produce frente a niñas, niños o adolescentes;

c) En la ejecución del hecho hubieran concurrido dos o más personas;

d) El hecho se produce estando la víctima en estado de inconsciencia; 

e) En la comisión del hecho se utilizaren armas u otros medios peligrosos susceptibles 
de producir la muerte de la víctima; 

f) El autor fuese cónyuge, conviviente, o con quien la víctima mantiene o hubiera 
mantenido una relación análoga de intimidad;

g) El autor estuviere encargado de la educación de la víctima, o si ésta se encontrara en 
situación de dependencia respecto a éste; 

h) El autor hubiera sometido a la víctima a condiciones vejatorias o degradantes.

i) La víctima tuviere algún grado de discapacidad; 

j) Si la víctima es mayor de 60 años;

k) Si la víctima se encuentra embarazada o si como consecuencia del hecho se produce 
el embarazo; 

Si como consecuencia del hecho se produjere la muerte de la víctima, se aplicará la pena 
correspondiente al feminicidio o asesinato.

Artículo 312. (ABUSO SEXUAL). Cuando en las mismas circunstancias y por los medios señalados 
en los Artículos 308 y 308 bis se realizaran actos sexuales no constitutivos de penetración o acceso 
carnal, la pena será de seis (6) a diez (10) años de privación de libertad. Se aplicarán las agravantes 
previstas en el Artículo 310, y si la víctima es niña, niño o adolescente la pena privativa de libertad 
será de diez (10) a quince (15) años. 



447

Compendio de Legislación Penal 2019

Ley Nº 348

Artículo 313. (RAPTO). Quien con fi nes lascivos y mediante violencia, amenazas graves o engaños, 
substrajere o retuviere a una persona, será sancionada con privación de libertad de cuatro (4) a 
ocho (8) años. La pena será agravada en un tercio tanto en el mínimo como en el máximo, cuando 
la víctima sea niña, niño o adolescente.”

Artículo 84. (NUEVOS TIPOS PENALES). Se incorpora al Código Penal los Artículos 154 bis, 252 
bis, 271 bis, 272 bis, 312 bis, 312 ter, 312 quater, bajo el siguiente texto:

“Artículo 154 bis. (INCUMPLIMIENTO DE DEBERES DE PROTECCIÓN A MUJERES EN SITUACIÓN 
DE VIOLENCIA). La servidora o servidor público que mediante acción u omisión en ejercicio de una 
función pública propicie la impunidad u obstaculicen la investigación de delito de violencia contra las 
mujeres, recibirá sanción alternativa de trabajos comunitarios de noventa (90) días a ciento veinte 
(120) días e inhabilitación de uno (1) a cuatro (4) años para el ejercicio de la función pública.”

“Artículo 252 bis. (FEMINICIDIO). Se sancionará con la pena de presidio de treinta (30) años sin 
derecho a indulto, a quien mate a una mujer, en cualquiera de las siguientes circunstancias:

1. El autor sea o haya sido cónyuge o conviviente de la víctima, esté o haya estado ligada 
a ésta por una análoga relación de afectividad o intimidad, aun sin convivencia; 

2. Por haberse negado la víctima a establecer con el autor, una relación de pareja, 
enamoramiento, afectividad o intimidad;

3. Por estar la víctima en situación de embarazo;

4. La víctima que se encuentre en una situación o relación de subordinación o 
dependencia respecto del autor, o tenga con éste una relación de amistad, laboral o de 
compañerismo; 

5. La víctima se encuentre en una situación de vulnerabilidad; 

6. Cuando con anterioridad al hecho de la muerte, la mujer haya sido víctima de violencia 
física, psicológica, sexual o económica, cometida por el mismo agresor;

7. Cuando el hecho haya sido precedido por un delito contra la libertad individual o la 
libertad sexual;

8 Cuando la muerte sea conexa al delito de trata o tráfi co de personas;

9. Cuando la muerte sea resultado de ritos, desafíos grupales o prácticas culturales.”

“Artículo 271 bis. (ESTERILIZACIÓN FORZADA). La persona que prive a otra de su función 
reproductiva de forma temporal o permanente sin su consentimiento expreso, voluntario, libre e 
informado, o de su representante legal en caso de persona con discapacidad intelectual severa, 
será sancionada con pena privativa de libertad de cinco (5) a doce (12) años.

La pena será agravada en un tercio cuando el delito sea cometido contra una mujer menor de edad 
o aprovechando su condición de discapacidad, o cuando concurran las circunstancias previstas en 
el Artículo 252.

Si el delito se cometiera como parte del delito de genocidio perpetrado con la intención de destruir 
total o parcialmente a un grupo nacional, social, pueblo indígena originario campesino o grupo 
religioso como tal, adoptando para ello medidas destinadas a impedir los nacimientos en el seno 
del grupo, se aplicará la pena de treinta (30) años de privación de libertad sin derecho a indulto.”
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“Artículo 272 bis. (VIOLENCIA FAMILIAR O DOMÉSTICA). Quien agrediere físicamente, psicológica 
o sexualmente dentro los casos comprendidos en el numeral 1 al 4 del presente Artículo incurrirá 
en pena de reclusión de dos (2) a cuatro (4) años, siempre que no constituya otro delito.

1. El cónyuge o conviviente o por quien mantenga o hubiera mantenido con la víctima una 
relación análoga de afectividad o intimidad, aún sin convivencia.

2. La persona que haya procreado hijos o hijas con la víctima, aún sin convivencia.

3. Los ascendientes o descendientes, hermanos, hermanas, parientes consanguíneos o 
afi nes en línea directa y colateral hasta el cuarto grado.

4. La persona que estuviere encargada del cuidado o guarda de la víctima, o si ésta se 
encontrara en el hogar, bajo situación de dependencia o autoridad.

En los demás casos la parte podrá hacer valer su pretensión por ante la vía correspondiente.”

“Artículo 312 bis. (ACTOS SEXUALES ABUSIVOS). Se sancionará con privación de libertad de 
cuatro (4) a seis (6) años, a la persona que durante la relación sexual consentida, obligue a su 
pareja o cónyuge a soportar actos de violencia física y humillación.

La pena se agravará en un tercio cuando el autor obligue a su cónyuge, conviviente o pareja sexual 
a tener relaciones sexuales con terceras personas.”

“Artículo 312 ter. (PADECIMIENTOS SEXUALES). Será sancionada con pena privativa de libertad de 
quince (15) a treinta (30) años, quien en el marco de un ataque generalizado o sistemático contra 
una población o grupo humano, incurra en las siguientes acciones:

1. Someta a una o más personas a violación o cualquier forma de abuso sexual, 
humillaciones y ultrajes sexuales.

2. Someta a una o más personas a prostitución forzada.

3. Mantenga confi nada a una mujer a la que se haya embarazado por la fuerza con la 
intención de influir en la composición étnica de una población.” 

“Artículo 312 quater. (ACOSO SEXUAL). 

I.  La persona que valiéndose de una posición jerárquica o poder de cualquier índole hostigue, 
persiga, exija, apremie, amenace con producirle un daño o perjuicio cualquiera, condicione 
la obtención de un benefi cio u obligue por cualquier medio a otra persona a mantener una 
relación o realizar actos o tener comportamientos de contenido sexual que de otra forma 
no serían consentidos, para su benefi cio o de una tercera persona, será sancionada con 
privación de libertad de cuatro (4) a ocho (8) años.

II. Si la exigencia, solicitud o imposición fuera ejercida por un servidor público en el ámbito 
de la relación jerárquica que ostenta, será destituido de su cargo y la pena será agravada 
en un tercio.”

Artículo 85. (DELITOS CONTRA LA FAMILIA). Se modifi ca el Título VII del Código Penal “Delitos 
contra la familia”, incorporando el Capítulo III denominado “Delitos de violencia económica y 
patrimonial”.
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“Artículo 250 bis. (VIOLENCIA ECONÓMICA). Será sancionada con pena privativa de libertad de 
dos (2) a cuatro (4) años, la persona que incurra en alguna de las siguientes conductas: 

a) Menoscabe, limite o restrinja la libre disposición del ingreso económico de la mujer.

b) Destruya u oculte documentos justifi cativos de dominio, de identifi cación personal, 
títulos profesionales o bienes, objetos personales, instrumentos de trabajo de la mujer 
que le sean indispensables para ejecutar sus actividades habituales.

c) Restrinja o suprima el cumplimiento de sus obligaciones económicas familiares que 
pongan en riesgo el bienestar de su cónyuge, hijas e hijos, como medio para someter 
la voluntad de la mujer.

d) Controle los ingresos o flujo de recursos monetarios que ingresan al hogar mediante 
violencia psicológica, sexual o física.

e) Impida que la mujer realice una actividad laboral o productiva que le genere ingresos.

Artículo 250 ter. (VIOLENCIA PATRIMONIAL). Quien por cualquier medio impida, limite o prohíba 
el uso, el disfrute, la administración, la transformación, o la disposición de uno o varios bienes 
propios de la mujer con quien mantenga una relación de matrimonio o unión libre, será sancionado 
con multa de cien (100) hasta trescientos sesenta y cinco (365) días. 

Artículo 250 quater. (SUSTRACCIÓN DE UTILIDADES DE ACTIVIDADES ECONÓMICAS FAMILIARES). 
La persona que disponga unilateralmente de las ganancias derivadas de una actividad económica 
familiar o disponga de ellas para su exclusivo benefi cio personal, en perjuicio de los derechos de 
su cónyuge o conviviente, será sancionada con pena de privación de libertad de seis (6) meses 
a un (1) año más multa de hasta el cincuenta por ciento (50%) del salario del sancionado hasta 
trescientos sesenta y cinco (365) días.”

CAPÍTULO III

SIMPLIFICACIÓN DEL PROCEDIMIENTO PENAL 

PARA DELITOS DE VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES
Artículo 86. (PRINCIPIOS PROCESALES). En las causas por hechos de violencia contra las mujeres, 
las juezas y jueces en todas las materias, fi scales, policías y demás operadores de justicia, además 
de los principios establecidos en el Código Penal deberán regirse bajo los siguientes principios y 
garantías procesales:

1. Gratuidad. Las mujeres en situación de violencia estarán exentas del pago de 
valores, legalizaciones, notifi caciones, formularios, testimonios, certifi caciones, 
mandamientos, costos de remisión, exhortos, órdenes instruidas, peritajes y otros, en 
todas las reparticiones públicas.

2. Celeridad. Todas las operadoras y operadores de la administración de justicia, bajo 
responsabilidad, deben dar estricto cumplimiento a los plazos procesales previstos, 
sin dilación alguna bajo apercibimiento.

3. Oralidad. Todos los procesos sobre hechos de violencia contra las mujeres deberán 
ser orales.
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4. Legitimidad de la prueba. Serán legítimos todos los medios de prueba y elementos de 
convicción legalmente obtenidos que puedan conducir al conocimiento de la verdad. 

5. Publicidad. Todos los procesos relativos a la violencia contra las mujeres serán de 
conocimiento público, resguardando la identidad, domicilio y otros datos de la víctima. 

6. Inmediatez y continuidad. Iniciada la audiencia, ésta debe concluir en el mismo día. 
Si no es posible, continuará durante el menor número de días consecutivos.

7. Protección. Las juezas y jueces inmediatamente conocida la causa, dictarán medidas de 
protección para salvaguardar la vida, integridad física, psicológica, sexual, los derechos 
patrimoniales, económicos y laborales de las mujeres en situación de violencia. 

8. Economía procesal. La jueza o juez podrá llevar a cabo uno o más actuados en una 
diligencia judicial y no solicitará pruebas, declaraciones o peritajes que pudieran 
constituir revictimización.

9. Accesibilidad. La falta de requisitos formales o materiales en el procedimiento no 
deberá retrasar, entorpecer ni impedir la restitución de los derechos vulnerados y la 
sanción a los responsables.

10. Excusa. Podrá solicitarse la excusa del juez, vocal o magistrado que tenga 
antecedentes de violencia, debiendo remitirse el caso inmediatamente al juzgado o 
tribunal competente.

11. Verdad material. Las decisiones administrativas o judiciales que se adopten respecto 
a casos de violencia contra las mujeres, debe considerar la verdad de los hechos 
comprobados, por encima de la formalidad pura y simple. 

12. Carga de la prueba. En todo proceso penal por hechos que atenten contra la vida, la 
seguridad o la integridad física, psicológica y/o sexual de las mujeres, la carga de la 
prueba corresponderá al Ministerio Público.

13. Imposición de medidas cautelares. Una vez presentada la denuncia, la autoridad judicial 
dictará inmediatamente las medidas cautelares previstas en el Código Procesal Penal, 
privilegiando la protección y seguridad de la mujer durante la investigación, hasta la realización 
de la acusación formal. En esta etapa, ratifi cará o ampliará las medidas adoptadas.

14. Confi dencialidad. Los órganos receptores de la denuncia, los funcionarios de las 
unidades de atención y tratamiento, los tribunales competentes y otros deberán 
guardar la confi dencialidad de los asuntos que se someten a su consideración, salvo 
que la propia mujer solicite la total o parcial publicidad. Deberá informarse previa y 
oportunamente a la mujer sobre la posibilidad de hacer uso de este derecho. 

15. Reparación. Es la indemnización por el daño material e inmaterial causado, al que 
tiene derecho toda mujer que haya sufrido violencia.

Artículo 87 (DIRECTRICES DE PROCEDIMIENTO). En todos los procedimientos administrativos, 
judiciales e indígena originario campesinos, se aplicarán las siguientes directrices:

1. Procedimientos de conciliación, que se sujetará a lo establecido en el Artículo 46 de la 
presente Ley.

2. Aplicación de un protocolo único de recepción, registro y tramitación de la denuncia.
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3. Disposición de medidas de protección para salvaguardar a mujeres en situación de 
violencia.

4. Obligación de investigar, proseguir y procesar hasta lograr la sanción de todos los 
hechos que constituyan violencia hacia las mujeres.

5. Disposición de terapias de rehabilitación para el agresor, que en ningún caso sustituirán 
la sanción.

6. Disposición de terapias de fortalecimiento para mujeres que estén saliendo del ciclo 
de violencia.

7. Seguimiento y verifi cación del cumplimiento de sanciones y terapias dispuestas por la 
autoridad competente.

Artículo 88. (ATENCIÓN PERMANENTE). Las y los jueces de Instrucción en materia de violencia 
hacia las mujeres, por turno, deberán estar disponibles las veinticuatro (24) horas para adoptar las 
medidas de protección y restricción necesarias.

Artículo 89. (RESERVA). El proceso por hechos de violencia es reservado, salvo que la propia 
mujer, previa información, libre y oportuna, solicite la total o parcial publicidad. En todos los casos 
se mantendrá en estricta reserva el nombre de la víctima.

Artículo 90. (DELITOS DE ORDEN PÚBLICO). Todos los delitos contemplados en la Presente Ley, 
son delitos de acción pública. 

Artículo 91. (DECLARATORIA DE REBELDÍA). En los casos de delitos previstos en la presente Ley, 
se declarará rebelde al imputado cuando no se presente a la primera audiencia señalada por la 
autoridad jurisdiccional, después de haber sido notifi cado legalmente.

Artículo 92. (PRUEBA). Se admitirán como medios de prueba todos los elementos de convicción 
obtenidos, que puedan conducir al conocimiento de los hechos denunciados. La prueba será apreciada 
por la jueza o el juez, exponiendo los razonamientos en que se funda su valoración jurídica.

Artículo 93. (MEDIOS ALTERNATIVOS). Para la presentación de la prueba, la mujer en situación 
de violencia podrá decidir si se acoge al procedimiento regular o a los medios optativos siguientes:

1. Prestar declaración o presentar pruebas por medios alternativos, sin que comparezca 
ante el juzgado.

2. Aportar pruebas en instancias judiciales sin verse obligada a encontrarse con el 
agresor.

Artículo 94. (RESPONSABILIDAD DEL MINISTERIO PÚBLICO). Ninguna mujer debe tener 
la responsabilidad de demostrar judicialmente aquellas acciones, actos, situaciones o 
hechos relacionados con su situación de violencia; será el Ministerio Público quien, como 
responsable de la investigación de los delitos, reúna las pruebas necesarias, dentro el plazo 
máximo de ocho (8) días bajo responsabilidad, procurando no someter a la mujer agredida 
a pruebas médicas, interrogatorios, reconstrucciones o peritajes, careos que constituyan 
revictimización. 

En caso de requerirse peritajes técnicos, no deberán ser exigidos a la mujer. Si se tratara de delito 
flagrante, será el imputado el responsable de pagar por éstos; si fuera probadamente insolvente, se 
recurrirá a los servicios gratuitos de los Servicios Integrales de Atención.
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La o el Fiscal deberá acortar todos los plazos de la etapa preparatoria hasta la acusación en casos 
de violencia contra la mujer por su situación de riesgo.

Artículo 95. (PRUEBA DOCUMENTAL). Además de otras establecidas por Ley se admitirá como 
prueba documental, cualquiera de las siguientes:

1. Certifi cado médico expedido por cualquier institución de salud pública o privada, 
homologado por médico forense.

2. Informe psicológico y/o de trabajo social, expedido por profesionales que trabajen 
en instituciones públicas o privadas especializadas en la temática y reconocidas 
legalmente.

3. Documentos de propiedad de bienes muebles o inmuebles en originales o fotocopias.

4. Minutas o documentos privados. 

5. Cartas, mensajes de texto, correos electrónicos u otros obtenidos lícitamente.

6. Cualquier otro documento que conduzca al conocimiento de la verdad.

Artículo 96. (VALORACIÓN DE ANTECEDENTES DE PERSONAS FALLECIDAS). Los antecedentes 
de víctimas o testigos que no puedan comparecer a la audiencia de juicio oral en razón de su 
fallecimiento, siempre y cuando consten en actas escritas y recibidas según procedimiento, serán 
valoradas como prueba por la autoridad judicial.

Artículo 97. (APRECIACIÓN DE LA PRUEBA). Las pruebas pueden ser presentadas junto a la 
denuncia, contestación, audiencia o antes de emitirse la resolución; la falta de prueba a tiempo de 
plantear la denuncia o demanda, no impedirá la admisión de la misma.

Artículo 98. (RESPONSABILIDAD CIVIL). Ejecutoriada la sentencia, la autoridad judicial procederá 
a la califi cación y reparación del daño civil.

Artículo 99. (TERCERO COADYUVANTE). 

I.  En cualquier caso de violencia hacia las mujeres, podrá intervenir una persona física o 
jurídica, ajena a las partes, que cuente con reconocida experiencia o competencia sobre la 
cuestión debatida, a fi n de que ofrezca argumentos especializados de trascendencia para 
la decisión del asunto. Su participación podrá ser planteada de ofi cio, la o el fi scal, por la 
mujer en situación de violencia o solicitada por el o la experta.

II.  Las opiniones expertas se limitan a una opinión que orientará la comprensión del hecho, 
podrán presentarse en cualquier momento del proceso, antes de que la sentencia sea 
dictada y no tendrán calidad de parte ni derecho a cobrar honorarios.

Artículo 100. (DENUNCIA O ACUSACIÓN FALSA). Quien hubiere sido falsamente denunciado o 
acusado como autor y/o participe en la comisión de un delito contemplado en la presente Ley, 
podrá iniciar la acción correspondiente, con la resolución fi scal de rechazo de la denuncia o de 
sobreseimiento, o concluido el proceso con sentencia absolutoria ejecutoriada.
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DISPOSICIONES TRANSITORIAS
PRIMERA. Para la implementación de la presente Ley, todas las instituciones públicas involucradas 
deberán:

I.  Realizar los ajustes necesarios en sus presupuestos institucionales de la gestión 2013; 
adicionalmente, el Tesoro General de la Nación asignará recursos a las entidades del nivel 
central, de acuerdo a disponibilidad fi nanciera y de acuerdo a los plazos establecidos.

II.  Para las gestiones posteriores, el Tesoro General de la Nación asignará recursos necesarios 
y sufi cientes a las entidades del nivel central, de acuerdo a disponibilidad fi nanciera para la 
aplicación integral de la presente Ley. 

III. Las Entidades Territoriales Autónomas, deberán asignar los recursos necesarios y 
sufi cientes en sus respectivos presupuestos institucionales.

SEGUNDA. Las instituciones públicas y privadas, cuando corresponda; responsables de la atención, 
protección y sanción en casos de violencia hacia las mujeres, deberán integrar sus respectivos 
protocolos específi cos en un formulario único para la detección y atención de salud, recepción 
de denuncias, registro, tramitación y seguimiento, del cual cada una empleará la parte que le 
corresponda y constituirá documento legal válido durante el proceso judicial. Este instrumento 
deberá ser implementado en un plazo no mayor a tres (3) meses.

TERCERA. El Consejo de la Magistratura creará e implementará los juzgados públicos de materia 
contra la violencia hacia las mujeres, conforme a un orden de prioridades y necesidades defi nidas 
de acuerdo a la carga procesal.

CUARTA. 

I.  Para la implementación gradual y progresiva de los juzgados de materia contra la violencia 
hacia las mujeres, el Consejo de la Magistratura deberá, en un plazo no mayor a noventa 
(90) días:

1. Diseñar, organizar e iniciar, en la Escuela de Jueces del Estado, la implementación de 
cursos de especialización en materias de género, Derechos Humanos y violencia, a fi n 
de contar con el personal judicial capacitado, para la implementación de los juzgados 
contra la violencia hacia las mujeres, a cuyo fi n destinará de inmediato los recursos 
económicos sufi cientes. Adicionalmente, podrá hacer convenios con universidades 
públicas o privadas, nacionales o extranjeras, para implementar una maestría para 
jueces, en esta especialidad.

2. Elaborar los instrumentos necesarios para la califi cación, designación y evaluación de 
juezas, jueces y funcionarias y funcionarios judiciales, a fi n de asegurar la designación 
de quienes cumplan con los requisitos necesarios para el cumplimiento de esta Ley. 

II.  En tanto se hace efectiva la Disposición Transitoria Tercera de la Ley del Órgano Judicial, a 
través de la implementación gradual y progresiva de los juzgados contra la violencia contra 
las mujeres, a partir de la promulgación de la presente Ley, los jueces de materia penal y 
de área rural los juzgados mixtos, conocerán y tramitarán con prioridad los procesos por 
delitos de violencia, aplicando las disposiciones de la presente Ley. 
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QUINTA. La Fiscalía General del Estado, adoptará las medidas necesarias para la creación de las 
Fiscalías de Materia especializadas contra la violencia hacia las mujeres y la Dirección Forense 
Especializada, para que funcionen dentro de los tres (3) meses a partir de la promulgación de 
la presente Ley, dentro los cuales deberán aprobar todos los instrumentos y protocolos para el 
cumplimiento de sus funciones.

SEXTA. La Policía Boliviana modifi cará sus manuales de funciones e implementará la Fuerza 
Especial de Lucha Contra la Violencia, en un plazo de tres (3) meses, designando al personal 
necesario para su funcionamiento en todo el país.

Todos los recursos humanos, económicos e infraestructura de las Brigadas de Protección a la 
Familia integrarán la Fuerza Especial de Lucha Contra la Violencia, conforme a lo establecido en el 
Artículo 53 de la presente Ley.

SÉPTIMA. El nivel central del Estado adoptará las medidas necesarias para la creación, adaptación 
y funcionamiento de la institucionalidad prevista por esta Ley, en el plazo de tres (3) meses a 
partir de su promulgación. Las Entidades Territoriales Autónomas, podrán adoptar convenios 
intergubernativos para el cumplimiento de lo establecido en la presente Ley. Los Municipios Tipo A, 
podrán aplicar de manera gradual las obligaciones que la Ley les asigna.

OCTAVA. Todas las disposiciones que corresponden al Código Penal y al Código de Procedimiento 
Penal, serán incluidas sin modifi caciones en ambas normas cuando se proceda a su modifi cación.

DISPOSICIONES ABROGATORIAS Y DEROGATORIAS
PRIMERA. Se derogan los Artículos 308 Ter (Violación en Estado de Inconsciencia), 314 (Rapto 
Impropio), 315 (Con Mira Matrimonial), 316 (Atenuación), y 317 (Disposición Común), del Código 
Penal.

SEGUNDA. Se Abrogan y Derogan todas las disposiciones contrarias a la presente Ley.

Remítase al Órgano Ejecutivo, para fi nes Constitucionales.

Es dada en la Sala de la Asamblea Legislativa Plurinacional, a los veintisiete días del mes de febrero 
de dos mil trece años.

Fdo. Lilly Gabriela Montaño Viaña, Lucio Marca Mamani, Claudia Jimena Torres Chávez, Marcelina 
Chavez Salazar, Marcelo William Elío Chávez, Angel David Cortéz Villegas.

Por tanto, la promulgo para que se tenga y cumpla como Ley del Estado Plurinacional de Bolivia.

Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los nueve días del mes de marzo del año dos mil 
trece.

FDO. EVO MORALES AYMA, David Choquehuanca Céspedes, Juan Ramón Quintana Taborga, 
Carlos Gustavo Romero Bonifaz, Luis Alberto Arce Catacora, Cecilia Luisa Ayllon Quinteros, Daniel 
Santalla Torrez MINISTRO DE TRABAJO, EMPLEO Y P. S. E INTERINO DE DEFENSA, Juan Carlos 
Calvimontes Camargo, Roberto Iván Aguilar Gómez, Claudia Stacy Peña Claros, Amanda Dávila 
Torres. 
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LEY Nº 586
LEY DE 30 DE OCTUBRE DE 2014

ÁLVARO GARCÍA LINERA

PRESIDENTE EN EJERCICIO DEL ESTADO PLURINACIONAL DE BOLIVIA

Por cuanto, la Asamblea Legislativa Plurinacional, ha sancionado la siguiente Ley:

 

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA PLURINACIONAL,

D E C R E T A :

LEY DE DESCONGESTIONAMIENTO Y EFECTIVIZACIÓN

DEL SISTEMA PROCESAL PENAL

CAPÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES
Artículo 1. (OBJETO). La presente Ley tiene por objeto implementar procedimientos para agilizar 
la tramitación de las causas penales, a efecto de descongestionar el sistema penal y reducir la 
retardación de justicia para garantizar una justicia pronta, oportuna y efi caz, en el marco de la 
Constitución Política del Estado.

Artículo 2. (ARCHIVO DE OBRADOS DE INVESTIGACIÓN PRELIMINAR). 

I. Excepcionalmente, en el plazo de quince (15) días hábiles computables a partir de 
la publicación de la presente Ley, las y los Jueces de Instrucción Penal conminarán al 
Ministerio Público, a través de la o el Fiscal Departamental, para que instruya a las o los 
Fiscales de Materia, en el plazo de veinticinco (25) días hábiles, identifi quen las causas que 
se encuentran en investigación preliminar que hubieran permanecido inactivas en sede 
fi scal durante más de un (1) año, para su publicación y posterior archivo; excepto en causas 
por delitos contra la vida, la libertad sexual, trata y tráfi co de personas, violencia política, 
violencia familiar o doméstica, contra la seguridad y economía del Estado, corrupción, 
criminalidad transnacional o criminalidad organizada. 
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II. El Ministerio Público, publicará la lista de todas las causas susceptibles de archivo, en 
medios de comunicación escrita de alcance nacional.

III. A partir de la publicación establecida en el Parágrafo precedente, la víctima tendrá 
un plazo de diez (10) días hábiles para activar su proceso, vencido este plazo, 
sin respuesta de la víctima, el Fiscal de Materia dispondrá el archivo de obrados, 
debiendo publicarse la lista de todas las causas archivadas por dos (2) veces con un 
intervalo de cinco (5) días hábiles, en medios de comunicación escritos de alcance 
nacional

IV. Si en el plazo de un (1) año computable desde la notifi cación con el archivo de obrados, el 
caso no es reabierto, se extinguirá la acción penal de ofi cio, previa notifi cación a la víctima.

Artículo 3. (CONVERSIÓN EXTRAORDINARIA DE LA ACCIÓN PENAL EN LA INVESTIGACIÓN 
PRELIMINAR). 

I. Por única vez, en los casos iniciados hasta el 31 de diciembre del año 2013, que 
no estén comprendidos en el Artículo 2 de la presente Ley y que se encuentren en 
investigación preliminar, cuyos plazos no fueron ampliados de acuerdo a normativa 
vigente, en el plazo de veinte (20) días hábiles siguientes a la publicación de la presente 
Ley, las y los Jueces de Instrucción Penal conminarán a la o el Fiscal asignado al caso, 
para que en el plazo de noventa (90) días hábiles, emita resolución conclusiva de la 
investigación preliminar, conforme a los Numerales 1, 3 y 4 del Artículo 301 del Código 
de Procedimiento Penal. 

II. Vencido el plazo sin que el Ministerio Público hubiera cumplido la conminatoria, las y los 
Jueces, previa notifi cación a la víctima, dispondrán el archivo de obrados con responsabilidad 
de la o el Fiscal. La víctima, dentro del plazo de tres (3) meses, podrá solicitar la conversión 
de acción. 

La o el Juez de Instrucción Penal, de ofi cio, una vez cumplido el plazo establecido en el Párrafo 
anterior, sin que se haya solicitado la conversión de acción, en el plazo de cuarenta y ocho (48) 
horas, declarará la extinción de la acción penal, bajo responsabilidad penal y disciplinaria.

III. Este procedimiento extraordinario de conversión de la acción penal, se aplicará en los 
siguientes casos:

1. Delitos que requieran instancia de parte, salvo las excepciones previstas en el Artículo 
17 del Código de Procedimiento Penal.

2. Delitos en los que sea previsible la aplicación de Criterio de Oportunidad Reglada, 
Conciliación y Suspensión Condicional del Proceso.

3. Delitos de contenido patrimonial y culposos, excepto los delitos de corrupción y 
vinculados.

IV. En los demás casos, las y los Jueces de Instrucción Penal, cumplido el plazo 
establecido en el Artículo 300 del Código de Procedimiento Penal, conminarán al 
Ministerio Público en orden cronológico, comenzando del proceso más antiguo al más 
reciente, para que en el plazo de cinco (5) días hábiles, emita resolución conclusiva 
de la investigación preliminar, conforme al Artículo 301 del Código de Procedimiento 
Penal, bajo responsabilidad.



459

Compendio de Legislación Penal 2019

Ley Nº 586

Artículo 4. (CAUSAS CON IMPUTACIÓN). 

I. En las causas con resolución de imputación, cuyos plazos se hallen vencidos para el 
requerimiento conclusivo a la fecha de la publicación de la presente Ley, por única vez, 
las y los Jueces de Instrucción Penal, bajo responsabilidad, en el plazo de veinticinco (25) 
días hábiles desde la publicación de la presente Ley, de ofi cio conminarán a la o el Fiscal 
asignado al caso a través de la o el Fiscal Departamental, para que en el plazo de noventa 
(90) días hábiles, presenten requerimiento conclusivo conforme al Artículo 323 del Código 
de Procedimiento Penal, bajo responsabilidad de la o el Fiscal.

II. Vencido el plazo de la conminatoria sin que la o el Fiscal presente el requerimiento 
conclusivo, la o el Juez de Instrucción Penal notifi cará a la víctima o querellante para que 
presente la Acusación Particular en el plazo de diez (10) días hábiles, bajo apercibimiento 
de declarar de ofi cio extinguida la acción penal.

Artículo 5. (TRIBUNALES DE SENTENCIA). 

I. En los procesos cuyos Tribunales de Sentencia no se hayan constituido dentro de la etapa 
del juicio oral a momento de la publicación de la presente Ley, se constituirán por tres (3) 
jueces técnicos. 

La Presidencia del Tribunal se ejercerá de forma alternada, la primera vez por sorteo y posteriormente 
por turno.

Artículo 6. (DESIGNACIÓN DE AUTORIDADES JUDICIALES, DEL MINISTERIO PÚBLICO 
Y SERVIDORAS Y SERVIDORES DE APOYO). A efectos de la aplicación de la presente Ley, 
excepcionalmente:

1. El Consejo de la Magistratura, podrá efectuar la designación de jueces instructores 
en materia penal y Jueces de Sentencia, de las listas elaboradas como efecto de las 
convocatorias internas o externas para Jueces penales, de acuerdo a lo establecido 
en el Numeral 5 del Parágrafo III del Artículo 183 de la Ley N° 025, “Ley del Órgano 
Judicial”, de 24 de junio de 2010. 

2. Los Tribunales Departamentales de Justicia, podrán designar personal de apoyo 
judicial con experiencia en el desempeño de ésta.

3. El Ministerio Público, podrá efectuar designación de Fiscales de Materia, servidoras 
y servidores públicos de apoyo a la función fi scal, mediante convocatorias internas o 
externas.

CAPÍTULO II

REPRESENTACIÓN LEGAL DEL ESTADO
Artículo 7. (REPRESENTACIÓN DEL ESTADO). 

La Procuraduría General del Estado, podrá participar e intervenir en aquellas causas penales por 
delitos que afecten a los intereses del Estado, sin necesidad de constituirse en parte querellante, 
pudiendo plantear y/o solicitar cuanta diligencia y/o recurso franqueé la Ley.



460

Fiscalía General del Estado

Ley Nº 586

El Ministerio de Transparencia Institucional y Lucha Contra la Corrupción, en causas por delitos 
de corrupción y/o vinculados, en las cuales se hubiese apersonado, deberá participar e intervenir 
como coadyuvante dentro de procesos penales, aun sin constituirse en parte querellante, pudiendo 
plantear cuanta diligencia, acción y/o recurso franqueé la Ley.

El párrafo precedente fue modifi cado por disposición del parágrafo I del Artículo 39 de la Ley N° 
915 de 22 de marzo de 2017, por el texto siguiente: 

II.  El Ministerio de Justicia y Transparencia Institucional, en causas por delitos de corrupción 
y/o vinculados, en las cuales se hubiese apersonado, deberá participar e intervenir como 
coadyuvante dentro de procesos penales, aun sin constituirse en parte querellante, 
pudiendo plantear cuanta diligencia, acción y/o recurso franqueé la Ley, para lo cual podrá 
contratar profesionales especializados.

El Ministerio de Transparencia Institucional y Lucha Contra la Corrupción, y la Procuraduría General 
del Estado, podrán ser representados por profesionales de cada entidad debidamente acreditados, 
en causas inherentes a sus competencias.

El párrafo precedente fue modifi cado por disposición del parágrafo II del Artículo 39 de la Ley 
N° 915 de 22 de marzo de 2017, por el texto siguiente: 

III.  El Ministerio de Justicia y Transparencia Institucional, y la Procuraduría General del Estado, 
podrán ser representados por profesionales de cada entidad debidamente acreditados, en 
causas inherentes a sus competencias.

CAPÍTULO III

MODIFICACIONES AL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO PENAL

Y A LA LEY DEL ÓRGANO JUDICIAL
Artículo 8. (MODIFICACIONES Y SUSTITUCIONES AL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO PENAL). Se 
modifi can los Artículos 26, 52, 239, 300, 301, 308, 314, 315, 318, 319, 320, 321, 334, 340, 341, 345, 
373, 393 Bis, 393 Ter, 393 Quater y 393 Quinquer, y se sustituyen los Artículos 325, 326, 327 y 328, 
de la Ley N° 1970 de 25 de marzo de 1999, Código de Procedimiento Penal, con el siguiente texto:

“Artículo 26. (CONVERSIÓN DE ACCIONES). A pedido de la víctima, la acción penal pública podrá 
ser convertida en acción privada en los siguientes casos:

1. Cuando se trate de un delito que requiera instancia de parte, salvo las excepciones 
previstas en el Artículo 17 de este Código; 

2. Cuando se trate de delitos de contenido patrimonial o de delitos culposos que no 
tengan por resultado la muerte, siempre que no exista un interés público gravemente 
comprometido; 

3. Cuando se trate de delitos contra la dignidad del ser humano, siempre que no exista un 
interés público gravemente comprometido;

4. Cuando se haya dispuesto el rechazo previsto en el Artículo 304 o la aplicación del 
criterio de oportunidad previsto en el Numeral 1 del Artículo 21 de este Código, y la 
víctima o el querellante hayan formulado oposición; y,
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5. Ante la notifi cación con el vencimiento del plazo para la emisión de la resolución 
conclusiva.

En los casos previstos en los Numerales 1, 2 y 3, la conversión será autorizada por la o el Fiscal 
Departamental o por quien ella o él delegue, autorización que será emitida dentro de los tres (3) 
días de solicitada. En el caso de los Numerales 4 y 5, la conversión será autorizada por la o el Juez 
competente”.

“Artículo 52. (TRIBUNALES DE SENTENCIA). 

I. Los Tribunales de Sentencia, estarán integrados por tres (3) Jueces técnicos, quienes serán 
competentes para conocer la sustanciación y resolución del juicio en todos los delitos de 
acción pública, con las excepciones señaladas en el Artículo 53 del presente Código.

II. La Presidencia del Tribunal se ejercerá de forma alternada, la primera vez por sorteo y 
posteriormente por turno”.

“Artículo 239. (CESACIÓN DE LA DETENCIÓN PREVENTIVA). La detención preventiva cesará:

4. Cuando nuevos elementos demuestren que no concurren los motivos que la fundaron 
o tornen conveniente que sea sustituida por otra medida;

5. Cuando su duración exceda el mínimo legal de la pena establecida para el delito más 
grave que se juzga;

6. Cuando su duración exceda de doce (12) meses sin que se haya dictado acusación o 
de veinticuatro (24) meses sin que se hubiera dictado sentencia, excepto en delitos 
de corrupción, seguridad del Estado, feminicidio, asesinato, violación a infante, niña, 
niño, adolescente, e infanticidio; y,

7. Cuando la persona privada de libertad acredite que se encuentra con enfermedad 
terminal.

Planteada la solicitud, en el caso de los Numerales 1 y 4, la o el Juez deberá señalar audiencia para 
su resolución en el plazo máximo de cinco (5) días.

En el caso de los Numerales 2 y 3, la o el Juez o Tribunal dentro de las veinticuatro (24) horas 
siguientes, correrá traslado a las partes quienes deberán responder en el plazo de tres (3) días. 
Con contestación o sin ella, la o el Juez o Tribunal dictará resolución sin necesidad de audiencia, 
dentro de los cinco (5) días siguientes, declarando la procedencia, siempre que la demora no sea 
atribuible a los actos dilatorios del imputado, o la improcedencia del benefi cio, sin posibilidad de 
suspensión de plazos.

En los casos previstos en los Numerales 2, 3 y 4 del presente Artículo, la o el Juez o Tribunal 
aplicará las medidas sustitutivas que correspondan, previstas en el Artículo 240 de este Código”.

“Artículo 300. (TÉRMINO DE LA INVESTIGACIÓN PRELIMINAR). 

I. Las investigaciones preliminares efectuadas por la Policía Boliviana, deberán concluir en 
el plazo máximo de veinte (20) días, a partir del informe de inicio de la investigación al 
Juez de Instrucción en lo Penal. Dentro de las veinticuatro (24) horas siguientes, la Policía 
remitirá a la Fiscalía los antecedentes y objetos secuestrados, salvo que la o el Fiscal 
disponga en cualquier momento su remisión. 
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II. La o el Juez de Instrucción en lo Penal, cumplido el plazo establecido en el Parágrafo 
precedente, en orden cronológico conminará a la o el Fiscal del caso a través de la o el 
Fiscal Departamental, para que en el plazo de cinco (5) días emita resolución conclusiva 
de la investigación preliminar, conforme al Artículo 301 del presente Código, bajo 
responsabilidad”.

“Artículo 301. (ESTUDIO DE LAS ACTUACIONES POLICIALES). 

I. Recibidas las actuaciones policiales, la o el Fiscal analizará su contenido para:

1. Imputar formalmente el hecho atribuido califi cándolo provisionalmente, si se 
encuentran reunidos los requisitos legales;

2. Ordenar de manera fundamentada la complementación de las diligencias 
policiales, fijando plazo al efecto no mayor a sesenta (60) días, en investigaciones 
complejas o hechos que se encuentran vinculados a delitos cometidos por 
organizaciones criminales o existan pericias pendientes, la prórroga del 
plazo no excederá a ochenta (80) días; y en casos donde exista cooperación 
internacional o investigación financiera, a ciento veinte (120) días; siendo 
obligatoria la comunicación de la prórroga a la o el Juez de Instrucción, quien, 
una vez vencido el término, conminará a la o el Fiscal del caso a través de la o 
el Fiscal Departamental, para que en el plazo de cinco (5) días emita resolución 
conclusiva de la investigación preliminar;

3. Disponer el rechazo de la denuncia, la querella o las actuaciones policiales y en 
consecuencia su archivo; y,

4. Solicitar a la o el Juez de Instrucción, la suspensión condicional del proceso, la 
aplicación de un criterio de oportunidad, la sustanciación del procedimiento abreviado 
o la conciliación.

II.      El plazo establecido en el Artículo 134 del presente Código, comenzará a correr desde la 
última notifi cación de la o el Juez con la imputación al o los imputados”.

“Artículo 308. (EXCEPCIONES). Las partes podrán oponerse a la acción penal, mediante las 
siguientes excepciones de previo y especial pronunciamiento:

1. Prejudicialidad;

2. Incompetencia;  

3. Falta de acción, porque no fue legalmente promovida o porque existe un impedimento 
legal para proseguirla;

4. Extinción de la acción penal según lo establecido en los Artículos 27 y 28 de este 
Código;

5. Cosa juzgada; y,

6. Litispendencia.

Si concurren dos (2) o más excepciones deberán plantearse conjuntamente, de manera 
fundamentada por única vez, conforme lo establecido en el Artículo 314 del presente Código”.
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“Artículo 314. (TRÁMITES). 

I. Las excepciones se tramitarán por la vía incidental por una sola vez, ofreciendo 
prueba idónea y pertinente, las cuales podrán plantearse por escrito ante la o el Juez 
de Instrucción en lo Penal dentro del plazo de diez (10) días computables a partir de 
la notifi cación judicial con el inicio de la investigación preliminar, sin interrumpir 
actuaciones investigativas.

II. La o el Juez de Instrucción en lo Penal en el plazo de veinticuatro (24) horas, correrá en 
traslado a la víctima y a las otras partes, quienes podrán responder de forma escrita en 
el plazo de tres (3) días; con respuesta de la víctima o de las otras partes, la o el Juez 
señalará audiencia para su resolución en el plazo fatal de tres (3) días, previa notifi cación; 
la inasistencia de las partes no será causal de suspensión de audiencia salvo impedimento 
físico debidamente acreditado con prueba idónea. Sin respuesta de la víctima o de las 
otras partes y vencido el plazo, la o el Juez o Tribunal resolverá de forma fundamentada 
en el plazo fatal de dos (2) días, sin necesidad de convocar a audiencia, así como las 
excepciones de puro derecho.

III. Excepcionalmente, durante la etapa preparatoria y juicio oral, la o el imputado podrá plantear 
la excepción por extinción de la acción penal, ofreciendo prueba idónea y pertinente, 
conforme lo establecido en el Numeral 4 del Artículo 308 del presente Código. 

IV. Excepcionalmente, cuando concurran defectos absolutos que agravien derechos y 
garantías constitucionales que provoquen indefensión, durante la etapa preparatoria las 
partes podrán plantear incidentes con fi nes correctivos procesales, ofreciendo prueba 
idónea y pertinente”.

“Artículo 315. (RESOLUCIÓN). 

I. La o el Juez o Tribunal, dictará resolución fundamentada conforme a los plazos previstos 
en el Artículo precedente, declarando fundada o infundada las excepciones y/o incidentes, 
según corresponda.

II. Cuando las excepciones y/o incidentes sean manifi estamente improcedentes, por carecer 
de fundamento y prueba, la o el Juez o Tribunal, deberá rechazarlas in limine sin recurso 
ulterior, en el plazo de veinticuatro (24) horas, sin necesidad de audiencia y sin mayor 
trámite.

III. En caso de que las excepciones y/o incidentes sean declaradas manifiestamente 
dilatorias, maliciosas y/o temerarias, interrumpirán los plazos de la prescripción de 
la acción penal, de la duración de la etapa preparatoria y de duración máxima del 
proceso, computándose nuevamente los plazos. Consecuentemente la o el Juez o 
Tribunal, previa advertencia en uso de su poder coercitivo y moderador, impondrá 
a la o el abogado una sanción pecuniaria equivalente a dos (2) salarios mínimos 
nacionales, monto de dinero que será depositado en la cuenta del Órgano Judicial. 
En caso de continuar con la actitud dilatoria, la o el Juez o Tribunal apartará a la o el 
abogado de la actuación del proceso en particular, designando a un defensor público 
o de oficio.

IV. El rechazo de las excepciones y de los incidentes impedirá que sean planteados nuevamente 
por los mismos motivos”.
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“Artículo 318. (TRÁMITE Y RESOLUCIÓN DE EXCUSAS). 

I. La o el Juez comprendido en alguna de las causales establecidas en el Artículo 316 
del presente Código, está obligado a excusarse en el término de veinticuatro (24) horas 
mediante resolución fundamentada, apartándose de forma inmediata del conocimiento del 
proceso.

II. La o el Juez que se excuse, remitirá en el día la causa a la o el Juez que deba reemplazarlo, 
quien asumirá conocimiento del proceso inmediatamente y proseguirá su curso sin 
interrupción de actuaciones y audiencias; asimismo, remitirá en el día copias de los 
antecedentes pertinentes ante la Sala Penal correspondiente del Tribunal Departamental 
de Justicia, la que sin necesidad de audiencia debe pronunciarse en el plazo improrrogable 
de cuarenta y ocho (48) horas de recibidos los actuados, bajo alternativa de incurrir en 
retardación de justicia, sin recurso ulterior. Si el Tribunal Superior acepta o rechaza la 
excusa, según el caso, ordenará a la o el Juez reemplazante o a la o el Juez reemplazado 
que continúe con la sustanciación del proceso. Todas las actuaciones de uno y otro Juez 
conservarán validez.

III. Cuando la o el Juez que se excusa integra un Tribunal, pedirá a éste que lo separe del 
conocimiento del proceso, sin suspender actuados procesales, el mismo Tribunal se 
pronunciará sobre la aceptación o rechazo de la excusa, en caso de ser aceptada, se 
elevarán copias de los antecedentes ante la Sala Penal de turno del Tribunal Departamental 
de Justicia, la que se pronunciará en el plazo improrrogable de cuarenta y ocho (48) horas, 
desde su recepción, bajo responsabilidad, sin recurso ulterior. 

IV. Cuando el número de excusas impida la existencia de quórum o se acepte la excusa de 
alguno de sus miembros, el Tribunal se completará de acuerdo a lo establecido en las 
disposiciones orgánicas”.

“Artículo 319. (OPORTUNIDAD DE RECUSACIÓN). 

I. La recusación podrá ser interpuesta por una sola vez:

1. En la etapa preparatoria, dentro de los tres (3) días de haber asumido la o el Juez, 
conocimiento de la causa;

2. En la etapa del juicio, dentro del término establecido para los actos preparatorios de 
la audiencia; y,

3. En los recursos, dentro del plazo para expresar o contestar agravios.

II. Cuando la recusación se funde en una causal sobreviniente, podrá plantearse dentro de 
los tres (3) días de conocida la causal, acompañando la prueba pertinente, indicando de 
manera expresa la fecha y circunstancias del conocimiento de la causal invocada, hasta 
antes de la clausura del debate o resolución del recurso.

III. En ningún caso la recusación podrá recaer sobre más de la mitad de una sala plena o 
Tribunal de Sentencia, y no se podrá recusar a más de tres (3) Jueces sucesivamente”.

“Artículo 320. (TRÁMITE Y RESOLUCIÓN DE LA RECUSACIÓN). 

I. La recusación se presentará ante la o el Juez o Tribunal que conozca el proceso, mediante 
escrito fundamentado, ofreciendo prueba pertinente.
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II. Si la o el Juez recusado admite la recusación promovida, continuará el trámite establecido 
para la excusa. En caso de rechazo se aplicará el siguiente procedimiento:

1. Cuando se trate de una o un Juez unipersonal, elevará antecedentes a la Sala Penal 
de turno del Tribunal Departamental de Justicia dentro de las veinticuatro (24) horas 
de promovida la recusación, acompañando el escrito de interposición junto con su 
decisión fundamentada, sin suspender el proceso. El Tribunal Superior se pronunciará 
dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes de recibidos los actuados, sobre 
la aceptación o rechazo de la recusación, sin recurso ulterior, bajo responsabilidad. 
Si el Tribunal Departamental de Justicia acepta la recusación, reemplazará a la o el 
Juez recusado conforme a lo previsto en las disposiciones orgánicas; si la rechaza, 
ordenará a la o el Juez que continúe con el conocimiento del proceso, quien no podrá 
ser recusada o recusado por las mismas causales.

2. Cuando se trate de una o un Juez que integre un Tribunal, el rechazo se formulará 
ante el mismo Tribunal, quien resolverá en el plazo y forma establecidos en el numeral 
anterior.

3. La recusación deberá ser rechazada cuando no se funde en causal sobreviniente o no 
se haya indicado la fecha y circunstancias de la causal invocada, sea manifi estamente 
improcedente o se presente sin prueba.

III. Cuando el número de recusaciones impida la existencia de quórum o se acepte la 
recusación de uno de sus miembros, el Tribunal se completará de acuerdo a lo establecido 
en las disposiciones orgánicas”.

“Artículo 321. (EFECTOS DE LA EXCUSA Y RECUSACIÓN). 

I. Producida la excusa o recusación, la o el Juez reemplazante no podrá suspender el trámite 
procesal; aceptada la excusa o la recusación, la separación de la o el Juez será defi nitiva, 
aun cuando desaparezcan las causales que las determinaron.

II. Las excusas y recusaciones deberán ser rechazadas in límine cuando:

1. No sea causal sobreviniente;

2. Sea manifi estamente improcedente;

3. Se presente sin prueba; o

4. Habiendo sido rechazada, sea reiterada en los mismos términos.

III. Las excusas rechazadas deberán ser puestas en conocimiento de la autoridad disciplinaria 
competente; si se rechaza la recusación in límine, se impondrá multa equivalente a tres 
(3) días de haber mensual de una o un Juez técnico; en caso de recusaciones rechazadas 
consecutivamente, la multa deberá ser progresiva en tres (3) días de haber mensual de una 
o un Juez técnico. 

IV. La tramitación de la excusa o la recusación suspenderá en su caso los plazos de la 
prescripción, de la duración de la etapa preparatoria y de la duración máxima del proceso.

V. En caso de rechazo de una recusación que hubiere sido declarada manifi estamente 
infundada, temeraria o abiertamente dilatoria, se interrumpirán los plazos de la prescripción 
de la acción penal, de la duración de la etapa preparatoria y de duración máxima del proceso, 
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computándose nuevamente los plazos. Consecuentemente la o el Juez o Tribunal, previa 
advertencia en uso de su poder coercitivo y moderador, impondrá a la o el abogado una 
sanción pecuniaria equivalente a dos (2) salarios mínimos nacionales, monto de dinero 
que será depositado en la cuenta del Órgano Judicial. En caso de continuar con la actitud 
dilatoria, la o el Juez o Tribunal apartará a la o el abogado de la actuación del proceso en 
particular, designando a un defensor público o de ofi cio”.

“Artículo 325. (PRESENTACIÓN DE REQUERIMIENTO CONCLUSIVO). 

I. Presentado el requerimiento conclusivo de acusación, la o el Juez Instructor dentro del 
plazo de veinticuatro (24) horas, previo sorteo, remitirá los antecedentes a la o el Juez o 
Tribunal de Sentencia, bajo responsabilidad.

II. En caso de presentarse requerimiento conclusivo para la aplicación de salidas alternativas, 
la o el Juez deberá resolver de manera escrita y sin necesidad de audiencia los criterios 
de oportunidad, siempre que se hubieran presentado los documentos que acrediten el 
cumplimiento de los requisitos legales correspondientes, dentro del plazo de cinco (5) días 
siguientes; cuando se hubiera requerido la aplicación de la suspensión condicional del 
proceso, el procedimiento abreviado o que se promueva la conciliación, deberá resolverse 
en audiencia a llevarse a cabo dentro de los diez (10) días siguientes.

III. En caso de que la persona imputada guarde detención preventiva, el plazo máximo será de 
cinco (5) días para la realización de la audiencia, bajo responsabilidad. 

IV. En los casos establecidos en los Parágrafos II y III del presente Artículo, la audiencia 
no podrá ser suspendida si la víctima o querellante no asistiere, siempre que haya sido 
notifi cada, bajo responsabilidad de los servidores judiciales encargados de la notifi cación, 
la resolución asumida deberá ser notifi cada a la víctima o querellante”.

“Artículo 326. (ALCANCE DE SALIDAS ALTERNATIVAS). 

I. El imputado podrá acogerse al procedimiento abreviado, criterio de oportunidad, suspensión 
condicional del proceso o conciliación, en los términos de los Artículos 21, 23, 24, 373 y 
374 del Código de Procedimiento Penal, y los Artículos 65 y 67 de la Ley Nº 025 de 24 de 
junio de 2010, “Ley del Órgano Judicial”, siempre que no se prohíba expresamente por Ley, 
aún cuando la causa se encuentre con acusación o en audiencia de juicio oral, hasta antes 
de dictada la sentencia.

II. En estos casos, la o el imputado podrá efectuar su solicitud a la o el Fiscal con conocimiento 
de la o el Juez o Tribunal; esta solicitud no es vinculante a la decisión del Ministerio Público 
y se promoverá sólo si se cumplen los requisitos que este Código exige. La víctima o 
querellante podrá formular oposición fundada.

III. Las solicitudes de salidas alternativas deberán atenderse con prioridad a otras sin dilación, 
bajo responsabilidad de la o el Juez y la o el Fiscal”.

“Artículo 327. (CONCILIACIÓN). Siempre que la conciliación sea previsible de acuerdo a normativa 
especial y vigente:

1. La o el Fiscal de ofi cio, deberá promoverla en el primer momento de iniciada la 
investigación y durante la etapa preparatoria en el plazo máximo de tres (3) meses 
a partir de emitida la imputación formal, debiendo hacer conocer a la o el Juez el 
resultado.
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2. La o el Juez de ofi cio, deberá promoverla antes de efectuar la conminatoria por 
vencimiento del término de la investigación preliminar o antes de pronunciarse sobre 
la ampliación del plazo de investigación dispuesta por la o el Fiscal.

Las partes podrán promover la conciliación en cualquier momento”.

“Artículo 328. (TRÁMITE Y RESOLUCIÓN DE SALIDAS ALTERNATIVAS). 

I. La solicitud de criterio de oportunidad reglada, deberá efectuarse acompañando toda la 
prueba pertinente y resolverse sin más trámite, dentro del plazo de cinco (5) días siguientes 
de su solicitud, de manera escrita y sin necesidad de audiencia.

II. La aplicación de la suspensión condicional del proceso, el procedimiento abreviado o la 
conciliación, deberán resolverse en audiencia a llevarse a cabo en el plazo máximo de 
diez (10) días siguientes. En caso de que el imputado guarde detención preventiva, el 
plazo máximo será de cinco (5) días para la realización de la audiencia, en ambos casos 
bajo responsabilidad; en estos casos, la audiencia no podrá ser suspendida si la víctima 
o querellante no asistiere, siempre que haya sido notifi cada, en tal caso la resolución 
asumida deberá ser notifi cada a la víctima o querellante.

III. El criterio de oportunidad y la suspensión condicional del proceso, no procederán si el 
imputado es reincidente o se le hubiera aplicado alguna salida alternativa por delito doloso.

IV. La solicitud de aplicación de salidas alternativas en juicio, será resuelto en audiencia sin 
dilación y bajo responsabilidad”.

“Artículo 334. (CONTINUIDAD). Iniciado el juicio se realizará sin interrupción todos los días 
hasta que se dicte sentencia, y sólo podrá suspenderse en los casos previstos en este Código. 
La audiencia se realizará sin interrupción, no sólo en horas hábiles del día, debiendo habilitarse, 
si fuera necesario, horas extraordinarias. La o el Juez o Tribunal ordenará los recesos diarios que 
no podrán ser superiores a dieciséis (16) horas. En ningún caso la o el Juez podrá declarar cuarto 
intermedio.

Los principios de concentración y continuidad deben ser entendidos como mandatos de desarrollar 
los procesos en orden cronológico, de manera ininterrumpida hasta su conclusión”.

“Artículo 340. (PREPARACIÓN DEL JUICIO). 

I. Recibida la acusación ante el Juzgado o Tribunal competente y radicada la causa en el 
día, la autoridad judicial notifi cará al Ministerio Público para la presentación física de las 
pruebas ofrecidas, dentro de las veinticuatro (24) horas siguientes, bajo responsabilidad.

II. La o el Juez, o la o el Presidente del Tribunal de Sentencia, dentro de las veinticuatro (24) 
horas de recibidas las pruebas de la acusación fi scal, notifi cará a la víctima o querellante 
para que presente la acusación particular o se adhiera a la acusación fi scal, y ofrezca las 
pruebas de cargo dentro del término de diez (10) días, en caso de que se ofrezcan otras 
pruebas distintas a las referidas en el pliego acusatorio del Ministerio Público, obtenidas 
legalmente, éstas deberán ser presentadas con la acusación particular o con la adhesión 
a la acusación fi scal. El no ejercicio de este derecho por la víctima, no impedirá su 
participación en el juicio y de las etapas posteriores conforme al Artículo 11 del presente 
Código.
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III. Vencido el plazo otorgado a la víctima o querellante con o sin su pronunciamiento, se 
pondrá en conocimiento de la o el imputado la acusación fi scal, en su caso la del querellante 
y las pruebas de cargo ofrecidas, para que dentro de los diez (10) días siguientes a su 
notifi cación ofrezca y presente físicamente sus pruebas de descargo.

Vencido el plazo otorgado a la o el imputado, con o sin su pronunciamiento, la o el Juez o Tribunal 
de Sentencia dictará auto de apertura del juicio”.

“Artículo 341. (CONTENIDO DE LA ACUSACIÓN). 

I. La acusación contendrá:

1. Los datos que sirvan para identifi car a la o el imputado y la víctima, su domicilio 
procesal y real, adjuntando croquis de este último;

2. La relación precisa y circunstanciada del hecho;

3. La fundamentación de la acusación, con la expresión de los elementos de prueba que 
la motivan;

4. Los preceptos jurídicos aplicables; y

5. El ofrecimiento de la prueba con señalamiento general de su pertinencia y utilidad.

II. La víctima o querellante tendrá autonomía para precisar los hechos de la Acusación 
Particular, su califi cación jurídica y para ofrecer prueba, aunque podrá adherirse a la que 
presente la o el Fiscal, sin que ello se considere abandono de la querella”

“Artículo 345. (TRÁMITE DE LOS INCIDENTES). Todas las cuestiones incidentales sobrevinientes 
conforme a las reglas de los Artículos 314 y 315 del presente Código, serán tratadas en un solo 
acto, a menos que el Tribunal resuelva hacerlo en sentencia.

En la discusión de las cuestiones incidentales, se concederá la palabra a las partes una sola vez, 
por el tiempo que establezca la o el juez o la o el Presidente del Tribunal, sin replica ni duplica”.

“Artículo 373. (PROCEDENCIA). 

I. Concluida la investigación, la o el imputado la o el Fiscal podrá solicitar que se aplique el 
procedimiento abreviado; en la etapa preparatoria ante la o el Juez de Instrucción conforme 
al Numeral 2 del Artículo 323 del presente Código; y en la etapa de juicio hasta antes de 
dictarse sentencia, tanto en el procedimiento común como en el inmediato para delitos 
flagrantes.

II. Cuando la solicitud sea presentada por la o el Fiscal, para que sea procedente deberá 
contar con la aceptación de la o el imputado y su defensor, la que deberá estar fundada en 
la admisión del hecho y su participación en él.

III. En caso de oposición fundada de la víctima o que el procedimiento común permita un 
mejor conocimiento de los hechos, la o el Juez podrá negar la aplicación del procedimiento 
abreviado. 

IV. La existencia de varios imputados en un mismo procedimiento, no impedirá la aplicación 
de estas reglas a alguno de ellos”.



469

Compendio de Legislación Penal 2019

Ley Nº 586

“Artículo 393 Bis. (PROCEDENCIA). En la resolución de Imputación Formal, la o el Fiscal deberá 
solicitar a la o el Juez de Instrucción Penal la aplicación del procedimiento inmediato para delitos 
flagrantes, conforme a las normas del presente Título, cuando el imputado sea sorprendido o 
aprehendido en la comisión de un delito en flagrancia.

Si se trata de una causa seguida contra varios imputados, sólo será posible si todos se encuentran 
en la situación prevista en el Párrafo anterior y estén implicados en el mismo hecho.

Los delitos conexos en los que estén involucrados otros imputados, no se acumularán al 
procedimiento inmediato por flagrancia”.

“Artículo 393 Ter. (AUDIENCIA). 

I. En audiencia oral, la o el Juez de Instrucción Penal escuchará a la o el Fiscal, a la o al 
imputado y su defensor, a la víctima o al querellante, verifi cará el cumplimiento de las 
condiciones de procedencia previstas en el Artículo precedente y resolverá sobre la 
aplicación del procedimiento.

1. Si la o el Juez acepta la aplicación del procedimiento inmediato por flagrancia, en la 
misma audiencia la o el Fiscal podrá:

2. Solicitar la aplicación de una salida alternativa, incluyendo el procedimiento abreviado 
cuando concurran los requisitos previstos en este Código;

3. Si requiere realizar actos de investigación o de recuperación de evidencia 
complementarios, solicitará a la o el Juez, de manera justifi cada, un plazo que no 
podrá exceder de treinta (30) días. La o el Juez resolverá de manera fundamentada 
la solicitud del Fiscal, previa intervención de la víctima o querellante y de la defensa;

4. Si considera que cuenta con sufi cientes elementos de convicción, presentará la 
acusación, ofrecerá y acompañará la prueba en la misma audiencia;

5. El querellante podrá adherirse a la acusación de la o el Fiscal o acusar particularmente 
en la misma audiencia, ofreciendo y presentando prueba de cargo. La acusación pública, 
y en su caso la acusación particular, se pondrán en conocimiento del imputado en la 
misma audiencia, para que en el plazo máximo de cinco (5) días ofrezca y acompañe 
prueba de descargo. Vencido este plazo, la o el Juez remitirá las actuaciones ante la o 
el Juez de Sentencia que corresponda.

II. Solicitar la detención preventiva de la o el imputado, cuando concurra alguno de los 
requisitos establecidos en el Artículo 233 del presente Código, para garantizar su presencia en 
el juicio. La solicitud no podrá ser denegada por la o el Juez de Instrucción, salvo los casos de 
improcedencia de la detención preventiva, en los cuales se impondrán medidas sustitutivas a la 
detención preventiva.

II. Las resoluciones que la o el Juez dictare respecto a los Numerales 2, 3 y 4 del Parágrafo 
precedente, no serán susceptibles de recurso alguno.

III. Los incidentes y/o excepciones podrán ser planteados de manera oral, por única vez, en 
audiencia. La o el Juez resolverá en la misma audiencia”.

“Artículo 393 Quater. (ACTOS PREPARATORIOS DE JUICIO INMEDIATO). En el plazo de veinticuatro 
(24) horas de recibidas las actuaciones, la o el Juez de Sentencia radicará la causa y dictará auto 
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de apertura de juicio, señalando día y hora de audiencia de juicio oral, en un plazo no mayor a cinco 
(5) días, en base a la acusación pública y/o particular”.

“Artículo 393 Quinquer. (JUICIO INMEDIATO). 

I. Para la realización del Juicio Inmediato se aplicarán las reglas previstas para el juicio 
ordinario, conforme lo establecido en el presente Código.

II. Los principios de concentración y continuidad deben ser entendidos como mandatos 
de desarrollar los procesos en orden cronológico, de manera ininterrumpida, hasta su 
conclusión”.

Artículo 9. (MODIFICACIONES A LA LEY DEL ÓRGANO JUDICIAL). Se modifi ca el Artículo 60 y el 
Parágrafo I del Artículo 126, de la Ley Nº 025 de 24 de junio de 2010, “Ley del Órgano Judicial”, con 
el siguiente texto:

“Artículo 60. (Composición). 

I. Los Tribunales de Sentencia estarán integrados por tres (3) jueces técnicos, quienes 
serán competentes para conocer la sustanciación y resolución del juicio en todos los 
delitos de acción pública, con las excepciones señaladas en el Artículo 53 del Código de 
Procedimiento Penal. 

II. La Presidencia del Tribunal se ejercerá de forma alternada, la primera vez por sorteo y 
posteriormente por turno.

III. Los Juzgados Públicos están constituidos por una Jueza o un Juez”.

“Artículo 126. (Vacaciones). 

I. Las magistradas y los magistrados del Tribunal Supremo de Justicia y las y los vocales, 
Juezas y Jueces de los Tribunales Departamentales de Justicia, así como las y los 
servidores de apoyo judicial de sus despachos, gozarán de vacación anual individual 
de veinticinco (25) días calendario, que serán reguladas y programadas por el Tribunal 
Supremo de Justicia y los Tribunales Departamentales de Justicia, en coordinación con el 
Consejo de la Magistratura”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS
PRIMERA. En el plazo de veinte (20) días hábiles a partir de la publicación de la presente Ley, 
el Consejo de la Magistratura y el Ministerio Público, deberán realizar la designación de nuevos 
Jueces y Fiscales respectivamente, de conformidad al Artículo 6 de la presente Ley.

SEGUNDA. Para el efectivo cumplimiento de la presente Ley, el Tribunal Supremo de Justicia y la 
Fiscalía General del Estado, en el plazo de cinco (5) días hábiles a partir de la publicación de la 
presente Ley, deberán emitir los instructivos o circulares correspondientes.

TERCERA. Los plazos previstos en los Artículos 3 y 4 de la presente Ley, no serán considerados 
para el cómputo de la duración máxima del proceso previsto en el Artículo 133 del Código de 
Procedimiento Penal.
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CUARTA. Los juicios orales que se encuentren en sustanciación ante Tribunales de Sentencia hasta 
antes de la publicación de la presente Ley, deberán celebrarse en orden cronológico a cargo de su 
Presidenta o Presidente, como única autoridad judicial, pudiendo apartarse por decisión del Tribunal 
a la otra Jueza técnica u otro Juez técnico. La Presidenta o Presidente del Tribunal, dispondrá las 
medidas necesarias para sustanciar la audiencia en forma continua hasta su conclusión, aplicando 
el poder moderador y disciplinario, bajo responsabilidad; a tal efecto, se podrá señalar días y horas 
extraordinarias.

DISPOSICIONES FINALES
PRIMERA. Se crea la Comisión de Seguimiento y Monitoreo de la presente Ley, como instancia de 
decisión y fi scalización del proceso de implementación para el descongestionamiento del Sistema 
Penal, la misma que estará constituida por la o el Ministro de Justicia, la o el Fiscal General del 
Estado, la o el Presidente del Tribunal Supremo de Justicia y la o el Presidente del Consejo de la 
Magistratura.

SEGUNDA. La modifi cación al Artículo 314 del Código de Procedimiento Penal, establecida en el 
Artículo 8 de la presente Ley, sólo será aplicable a los procesos que se inicien con posterioridad a 
la publicación de la presente Ley.

TERCERA. La solicitud de aplicación de salidas alternativas durante el juicio oral, en procesos 
donde se hubiera constituido Tribunal de Sentencia, será resuelta en audiencia con prioridad, sin 
dilación y bajo responsabilidad.

DISPOSICIÓN DEROGATORIA
ÚNICA. Se derogan todas las normas contrarias a la presente Ley.

Remítase al Órgano Ejecutivo, para fi nes constitucionales.

Es dada en la Sala de Sesiones de la Asamblea Legislativa Plurinacional, a los veintiún días del mes 
de octubre de dos mil catorce años. 

Fdo. Eugenio Rojas Apaza, Marcelo William Elío Chávez, Efrain Condori Lopez, Roxana Camargo 
Fernández, Nelson Virreira Meneces, Ángel David Cortés Villegas. 

Por tanto, la promulgo para que se tenga y cumpla como Ley del Estado Plurinacional de Bolivia.

Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los treinta días del mes de octubre del año dos mil 
catorce. 

FDO. ALVARO GARCÍA LINERA Juan Ramón Quintana Taborga, Jorge Perez Valenzuela, Felix Cesar 
Navarro Miranda MINISTRO DE MINERÍA Y METALURGIA E INTERINO DE JUSTICIA, Roberto Iván 
Aguilar Gómez MINISTRO DE EDUCACIÓN E INTERINO DE TRANSPARENCIA INSTITUCIONAL Y 
LUCHA CONTRA LA CORRUPCIÓN, Amanda Dávila Torres.





FISCALÍA GENERAL DEL ESTADO
MINISTERIO PÚBLICO

LEY DE LUCHA CONTRA LA 
CORRUPCIÓN, ENRIQUECIMIENTO 

ILÍCITO E INVESTIGACIÓN DE 
FORTUNAS

“MARCELO QUIROGA SANTA CRUZ”
LEY Nº 004
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 Ley Nº 004
LEY DE 31 DE MARZO DE 2010 EVO MORALES AYMA

PRESIDENTE DEL ESTADO PLURINACIONAL DE BOLIVIA

Por cuanto, la Asamblea Legislativa Plurinacional, ha sancionado la siguiente Ley:

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA PLURINACIONAL, 

D E C R E T A :

LEY DE LUCHA CONTRA LA CORRUPCIÓN, ENRIQUECIMIENTO ILÍCITO E 
INVESTIGACIÓN DE FORTUNAS

“MARCELO QUIROGA SANTA CRUZ”

CAPÍTULO I DISPOSICIONES GENERALES
Artículo 1. (Objeto). La presente Ley tiene por objeto establecer mecanismos, y procedimientos 
en el marco de la Constitución Política del Estado, leyes, tratados y convenciones internacionales, 
destinados a prevenir, investigar, procesar y sancionar actos de corrupción cometidos por servidoras 
y servidores públicos y ex servidoras y  ex servidores públicos, en el ejercicio de sus funciones, y 
personas naturales o  jurídicas y representantes legales de personas jurídicas, públicas o privadas, 
nacionales o extranjeras que comprometan o afecten recursos del Estado, así como recuperar el 
patrimonio afectado del Estado a través de los órganos jurisdiccionales competentes.

Artículo 2. (Defi nición de Corrupción). Es el requerimiento o la aceptación, el ofrecimiento 
u otorgamiento directo o indirecto, de un servidor público, de una persona natural o jurídica, 
nacional o extranjera, de cualquier objeto de valor pecuniario u otros benefi cios como dádivas, 
favores, promesas o ventajas para sí mismo o para otra persona o entidad, a cambio de la acción 
u omisión de cualquier acto que afecte a los intereses del Estado.

Artículo 3. (Finalidad). La presente Ley tiene por fi nalidad la prevención, acabar con  la impunidad 
en hechos de corrupción y la efectiva lucha contra la corrupción, recuperación y protección 
del patrimonio del Estado, con la participación activa de las entidades públicas, privadas y la 
sociedad civil.

Artículo 4. (Principios). Los principios que rigen la presente Ley son:

Suma Qamaña (Vivir bien). Complementariedad entre el acceso y el disfrute de los bienes 
materiales y la realización afectiva, subjetiva y espiritual, en armonía con la naturaleza y en 
comunidad con los seres humanos.
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Ama Suwa (No seas ladrón), Uhua’na machapi’tya (No robar). Toda persona nacional o extranjera 
debe velar por los bienes y patrimonio del Estado; tiene la obligación de protegerlos y custodiarlos 
como si fueran propios, en benefi cio del bien común.

Ética. Es el comportamiento de la persona conforme a los principios morales de servicio a la 
comunidad, reflejados en valores de honestidad, transparencia, integridad, probidad, responsabilidad 
y efi ciencia.

Transparencia. Es la práctica y manejo visible de los recursos del Estado por las servidoras y 
servidores públicos, así como personas naturales y jurídicas, nacionales o extranjeras que presten 
servicios o comprometan recursos del Estado.

Gratuidad. La investigación y la administración de justicia en temas de lucha contra la corrupción, 
tienen carácter gratuito.

Celeridad. Los mecanismos de investigación y administración de justicia en temas de lucha 
contra la corrupción, deben ser prontos y oportunos.

Defensa del Patrimonio del Estado. Se rige por la obligación constitucional que tiene toda 
boliviana o boliviano de precautelar y resguardar el patrimonio del Estado, denunciando todo 
acto o hecho de corrupción.

Cooperación Amplia. Todas las entidades que tienen la misión de la lucha contra la corrupción 
deberán cooperarse mutuamente, trabajando de manera coordinada e intercambiando información 
sin restricción.

Imparcialidad en la Administración de Justicia. Toda boliviana y boliviano tiene el derecho a una 
pronta, efectiva y transparente administración de justicia.

Artículo 5. (Ámbito de Aplicación). 

I.  La presente Ley se aplica a:

1. Los servidores y ex servidores públicos de todos los Órganos del Estado Plurinacional, 
sus entidades e instituciones del nivel central, descentralizadas o desconcentradas, y 
de las entidades territoriales autónomas, departamentales, municipales, regionales e 
indígena originario campesinas.

2. Ministerio Público, Procuraduría General de Estado, Defensoría del Pueblo, Banco 
Central de Bolivia, Contraloría General del Estado, Universidades y otras entidades de 
la estructura del Estado.

3. Fuerzas Armadas y Policía Boliviana.

4. Entidades u organizaciones en las que el Estado tenga participación patrimonial, 
independientemente de su naturaleza jurídica.

5. Personas privadas, naturales o jurídicas y todas aquellas personas que no siendo 
servidores públicos cometan delitos de corrupción causando daño económico al 
Estado o se benefi cien indebidamente con sus recursos.

II. Esta Ley, de conformidad con la Constitución Política del Estado, no reconoce inmunidad, 
fuero o privilegio alguno, debiendo ser de aplicación preferente.
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CAPÍTULO II

DE LAS ENTIDADES ENCARGADAS DE LA LUCHA CONTRA LA CORRUPCIÓN
Artículo 6. (Consejo Nacional de Lucha Contra la Corrupción, Enriquecimiento Ilícito y 
Legitimación de Ganancias Ilícitas). I. Se crea el Consejo Nacional de Lucha Contra la Corrupción, 
Enriquecimiento Ilícito y Legitimación de Ganancias Ilícitas, que estará integrada por:

a) Ministerio de Transparencia Institucional y Lucha Contra la Corrupción

b) Ministerio de Gobierno

c) Ministerio Público

d) Contraloría General del Estado

e) Unidad de Investigaciones Financieras

f) Procuraduría General del Estado

g) Representantes de la Sociedad Civil Organizada, de acuerdo  a  lo  establecido en los 
artículos 241 y 242 de la Constitución Política del Estado y la Ley.

II. El Consejo Nacional de Lucha Contra la Corrupción, Enriquecimiento Ilícito y Legitimación 
de Ganancias Ilícitas, estará presidido por el Titular del Ministerio de Transparencia 
Institucional y Lucha Contra la Corrupción.

 Las entidades que integran el Consejo son independientes en el cumplimiento de sus 
atribuciones específi cas en el marco de la Constitución Política del Estado y las leyes.

III. El Consejo Nacional de Lucha Contra la Corrupción, Enriquecimiento Ilícito y Legitimación 
de Ganancias Ilícitas, deberá reunirse en forma ordinaria por lo menos cuatro veces al año 
y extraordinariamente a convocatoria de cuatro de sus miembros.

Artículo 7. (Atribuciones del Consejo Nacional de Lucha Contra la Corrupción, Enriquecimiento 
Ilícito y Legitimación de Ganancias Ilícitas). Las atribuciones del Consejo Nacional de Lucha 
Contra la Corrupción, Enriquecimiento Ilícito y Legitimación de Ganancias Ilícitas son las 
siguientes:

1. Proponer, supervisar y fi scalizar las políticas públicas, orientadas a prevenir y sancionar 
actos de corrupción, para proteger y recuperar el patrimonio del Estado.

2. Aprobar el Plan Nacional de Lucha Contra la Corrupción, elaborado por el Ministerio del 
ramo, responsable de esas funciones.

3. Evaluar la ejecución del Plan Nacional de Lucha Contra la Corrupción.

4. Relacionarse con los gobiernos autónomos en lo relativo a sus atribuciones, conforme 
a la normativa establecida por la Ley Marco de Autonomías y Descentralización.

Artículo 8. (Obligación del Consejo Nacional de Lucha Contra la Corrupción, Enriquecimiento 
Ilícito y Legitimación de Ganancias Ilícitas de Informar sobre Resultados). El Consejo Nacional 
de Lucha Contra la Corrupción, Enriquecimiento Ilícito y Legitimación de Ganancias Ilícitas tiene 
la obligación de informar anualmente al Presidente del Estado Plurinacional, a la Asamblea 
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Legislativa Plurinacional y a la Sociedad Civil Organizada, sobre el Plan Nacional de Lucha Contra 
la Corrupción y las metas y resultados alcanzados en su ejecución.

Artículo 9. (Control Social). De conformidad con la Constitución Política del Estado, el Control 
Social será ejercido para prevenir y luchar contra la corrupción. Podrán participar del control 
social todos los actores sociales, de manera individual y/o colectiva.

Artículo 10. (Derechos y Atribuciones del Control Social). De manera enunciativa pero no 
limitativa, son derechos y atribuciones del Control Social:

a) Identifi car y denunciar hechos de corrupción ante autoridades competentes.

b) Identifi car y denunciar la falta de transparencia ante las autoridades competentes.

c) Coadyuvar en los procesos administrativos y judiciales, por hechos y delitos de 
corrupción.

Artículo 11. (Tribunales y Juzgados Anticorrupción). 

I. Se crea los Tribunales y Juzgados Anticorrupción, los cuales tendrán competencia para 
conocer y resolver procesos penales en materia de corrupción y delitos vinculados, todo 
en el marco de respeto al pluralismo jurídico.

II.  El Consejo de la Magistratura designará en cada departamento el número de   jueces 
necesarios para conocer y resolver los procesos, de acuerdo a la Constitución Política 
del Estado.

Artículo 12. (Fiscales Especializados Anticorrupción). El Fiscal General del Estado, conforme a la 
Ley Orgánica del Ministerio Público, designará en cada Departamento a los fi scales especializados 
y dedicados exclusivamente a la investigación y acusación de los delitos de corrupción y delitos 
vinculados.

Artículo 13. (Investigadores Especializados de la Policía Boliviana). La Policía Boliviana contará 
con investigadores especializados anticorrupción, dentro de una División de Lucha Contra la 
Corrupción en cada Departamento, quienes desempeñarán sus actividades bajo la dirección 
funcional de los fi scales.

Artículo 14. (Obligación de Constituirse en Parte Querellante). La máxima autoridad ejecutiva 
de la entidad afectada o las autoridades llamadas por Ley, deberán constituirse obligatoriamente 
en parte querellante de los delitos de corrupción y vinculados, una vez conocidos éstos, debiendo 
promover las acciones legales correspondientes ante las instancias competentes. Su omisión 
importará incurrir en el delito de incumplimiento de deberes y otros que correspondan, de 
conformidad con la presente Ley.

Artículo 15. (Jurisdicción Indígena Originaria Campesina). La aplicación de la jurisdicción 
indígena originaria campesina se regirá conforme disponen los Artículos 190, 191 y 192 de la 
Constitución Política del Estado y la Ley de Deslinde Jurisdiccional.

Artículo 16. (Sistema de Evaluación Permanente). Los jueces, fi scales y policías especializados 
estarán sujetos a un sistema de evaluación permanente implementado en cada entidad, tomando 
en cuenta los lineamientos establecidos por el Consejo Nacional de Lucha Contra la Corrupción, 
Enriquecimiento Ilícito y Legitimación de Ganancias Ilícitas, para garantizar la probidad y efi ciencia 
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en el cumplimiento de sus funciones. En este sistema de evaluación tendrá participación el 
Control Social.

Artículo 17. (Protección de los Denunciantes y Testigos).

I. Se establece el Sistema de Protección de Denunciantes y Testigos que estará a cargo 
del Ministerio de Gobierno, la Policía Boliviana y el Ministerio Público, de acuerdo a 
reglamento.

II. El Sistema brindará protección adecuada contra toda amenaza, agresión, represalia 
o intimidación a  denunciantes  y testigos,  así como  peritos, asesores técnicos, 
servidores públicos y otros partícipes directos o indirectos en el proceso de investigación, 
procesamiento, acusación y juzgamiento.

III. El Ministerio de Transparencia Institucional y Lucha Contra la Corrupción, guardará 
reserva de la identidad de las personas particulares y servidoras o servidores públicos 
que denuncien hechos y/o delitos de corrupción y guardará en reserva la documentación 
presentada, recolectada y generada durante el cumplimiento de sus funciones.

IV. En caso de pronunciarse sentencia absolutoria, conforme el inc. 3) del Artículo 363 del 
Código de Procedimiento Penal, ejecutoriada la misma, la instancia jurisdiccional que tomó 
conocimiento inicial del proceso, a solicitud de la parte interesada levantará la reserva de 
identidad en el plazo máximo de 72 horas. Sin perjuicio que el acusado inicie la acción 
recriminatoria contra el titular de la acción penal.

Artículo 18. (Atribuciones de la Unidad de Investigaciones Financieras). Además de las 
establecidas por Ley, la Unidad de Investigaciones Financieras tendrá las siguientes atribuciones:

1. A requerimiento escrito del Ministerio de Transparencia y Lucha Contra la Corrupción, 
Procuraduría General del Estado y/o de los Fiscales Anticorrupción, o de ofi cio, 
analizará y realizará actividades de inteligencia fi nanciera y patrimonial, para identifi car 
presuntos hechos o delitos de corrupción.

2. Remitir los resultados del análisis y antecedentes al Ministerio de Transparencia 
Institucional y Lucha Contra la Corrupción, Procuraduría General del Estado, Ministerio 
Público y a la autoridad jurisdiccional competente, cuando así corresponda.

Artículo 19. (Exención de Secreto o Confi dencialidad). 

I.  No se podrá invocar secreto o confi dencialidad en materia de valores y seguros, 
comercial, tributario y económico cuando la Unidad de Investigaciones Financieras, 
Ministerio de Transparencia Institucional y Lucha Contra la Corrupción, Ministerio Público 
y la Procuraduría General del Estado requieran información para el cumplimiento de sus 
funciones; esta información será obtenida sin necesidad de orden judicial, requerimiento 
fi scal ni trámite previo alguno.

II.  La información obtenida sólo podrá ser utilizada a objeto de investigar delitos de 
corrupción y vinculados, y estará libre de todo pago de valores judiciales y administrativos.

Artículo 20. (Exención de Secreto Bancario para Investigación de Delitos de Corrupción). 

I.  No existe confi dencialidad en cuanto a las operaciones fi nancieras realizadas por 
personas naturales o jurídicas, bolivianas o extranjeras, en procesos judiciales, en los 
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casos en que se presuma la comisión de delitos fi nancieros, en los que se investiguen 
fortunas, en los que se investiguen delitos de corrupción y en procesos de recuperación 
de bienes defraudados al Estado.

II.  Los servidores públicos podrán renunciar de manera voluntaria al secreto bancario. La 
renuncia efectuada quedará sin efecto cuando el servidor público concluya sus funciones.

Artículo 21. (Deber de Informar). 

I. Tienen el deber de remitir toda la información solicitada por la Unidad de Investigaciones 
Financieras, dentro de una investigación que se esté llevando a cabo, las siguientes 
entidades y sujetos dedicados a:

a) Compra y venta de armas de fuego, vehículos, metales, obras de arte, sellos postales 
y objetos arqueológicos;

b) Comercio de joyas, piedras preciosas y monedas;

c) Juegos de azar, casinos, loterías y bingos;

d) Actividades hoteleras, de turismo y de agencias de viaje;

e) Actividades relacionadas con la cadena productiva de recursos naturales estratégicos;

f) Actividades relacionadas con la construcción de carreteras y/o infraestructura vial;

g) Despachadores de aduanas, y empresas de importación y exportación;

h) Organizaciones no gubernamentales, fundaciones y asociaciones;

i) Actividades inmobiliarias, y de compra y venta de inmuebles;

j) Servicios de inversión;

k) Partidos políticos, agrupaciones ciudadanas y pueblos indígenas;

l) Actividades con movimiento de efectivo susceptibles de ser utilizadas para el lavado 
de dinero y otras actividades fi nancieras, económicas, comerciales establecidas en el 
Código de Comercio.

II. Las entidades o sujetos mencionados en los incisos anteriores deberán informar   de ofi cio 
a la Unidad de Investigaciones Financieras cuando en el ejercicio de sus funciones y/o 
actividades, detecten la posible comisión de hechos o delitos de corrupción.

Artículo 22. (Manejo de la Información). 

I. La información obtenida por la Unidad de Investigaciones Financieras, no podrá ser 
compartida ni publicada en la fase de análisis e investigación.

II. Cuando la Unidad de Investigaciones Financieras considere que la información contiene 
presuntos hechos de corrupción, la remitirá con todos sus antecedentes al Ministerio 
Público y la pondrá en conocimiento del Ministerio de Transparencia Institucional y Lucha 
Contra la Corrupción y de la Procuraduría General del Estado.
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III. Esta información valorada por el Ministerio Público, podrá ser presentada como prueba en 
los procesos penales.

Artículo 23. (Sistema Integrado de Información Anticorrupción y de Recuperación de Bienes 
del Estado). I. Créase el Sistema Integrado de Información Anticorrupción y de Recuperación 
de Bienes del Estado - SIIARBE, a cargo del Ministerio de Transparencia Institucional y Lucha 
Contra la Corrupción. El mismo tiene por objeto la centralización e intercambio de información 
de las entidades relacionadas con la lucha contra la corrupción, para diseñar y aplicar políticas y 
estrategias preventivas, represivas y sancionatorias, además del efi ciente seguimiento y monitoreo 
de procesos en el ámbito de la lucha contra la corrupción.

El SIIARBE tendrá dentro sus atribuciones la verifi cación de ofi cio de las declaraciones juradas de 
bienes y rentas de aquellos servidores públicos clasifi cados de acuerdo a indicadores, parámetros 
y criterios defi nidos por las entidades relacionadas con la lucha contra la corrupción.

Un Decreto Supremo establecerá sus alcances, organización interna, atribuciones y procedimientos 
a ser aplicados.

CAPÍTULO III

DELITOS DE CORRUPCIÓN
Artículo 24. (Sistematización de los Delitos de Corrupción y Vinculados). Además de los 
tipifi cados en el presente Capítulo, se consideran delitos de corrupción los contenidos en los 
siguientes Artículos del Código Penal: 142, 144, 145, 146, 147, 149, 150, 151, 152, párrafo segundo 
de los Artículos 153 y 154, 157, 158, 172 bis, párrafo cuarto del Artículo 173, 173 bis, 174, 221, 
párrafo primero de los Artículos 222 y 224, párrafo segundo del Artículo 225.

Son considerados delitos vinculados con corrupción, los contenidos en los siguientes Artículos del 
Código Penal: 132, 132 bis, 143, 150 bis, 153, 154, 177, 185 bis, 228, 228 bis, 229 y 230.

Artículo 25. (Creación de Nuevos Tipos Penales). Se crean los siguientes tipos penales:

1. Uso indebido de bienes y servicios públicos;

2. Enriquecimiento ilícito;

3. Enriquecimiento ilícito de particulares con afectación al Estado;

4. Favorecimiento al enriquecimiento ilícito;

5. Cohecho activo transnacional;

6. Cohecho pasivo transnacional;

7. Obstrucción de la justicia; y

8. Falsedad en la declaración jurada de bienes y rentas.

Artículo 26. (Uso Indebido de Bienes y Servicios Públicos). La servidora pública o el servidor 
público que en benefi cio propio o de terceros otorgue un fi n distinto al cual se hallaren destinados 
bienes, derechos y acciones pertenecientes al Estado o a sus instituciones, a las cuales tenga 
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acceso en el ejercicio de la función pública, será sancionado con privación de libertad de uno a 
cuatro años.

Si por el uso indebido, el bien sufriere deterioro, destrozos o pereciere, la pena será de tres a ocho 
años y reparación del daño causado.

La pena del párrafo primero, será aplicada al particular o servidor público que utilice los servicios 
de personas remuneradas por el Estado o de personas que se encuentren en el cumplimiento de un 
deber legal, dándoles un fi n distinto para los cuales fueron contratados o destinados.

Artículo 27. (Enriquecimiento Ilícito). La servidora pública o servidor público, que hubiere 
incrementado desproporcionadamente su patrimonio respecto de sus ingresos legítimos y que no 
pueda ser justifi cado, será sancionado con privación de libertad de cinco a diez años, inhabilitación 
para el ejercicio de la función pública y/o cargos electos, multa de doscientos hasta quinientos días 
y el decomiso de los bienes obtenidos ilegalmente.

Artículo 28. (Enriquecimiento Ilícito de Particulares con Afectación al Estado). La persona natural 
que mediante actividad privada hubiere incrementado desproporcionadamente su patrimonio 
respecto de sus ingresos legítimos afectando el patrimonio del Estado, no logrando desvirtuar 
tal situación, será sancionada con la privación de libertad de tres a ocho años, multa de cien a 
trescientos días y el decomiso de los bienes obtenidos ilegalmente.

Incurrirán en el mismo delito y la misma pena, los representantes o ex representantes legales de 
las personas jurídicas que mediante actividad privada hubieren incrementado el patrimonio de 
la persona jurídica, afectando el patrimonio del Estado y que no pueda demostrar que provienen 
de una actividad lícita; adicionalmente, la persona jurídica restituirá al Estado los bienes que le 
hubiesen sido afectados además de los obtenidos como producto del delito y será sancionada con 
una multa del 25% de su patrimonio.

Artículo 29. (Favorecimiento al Enriquecimiento Ilícito). El que con la fi nalidad de ocultar, 
disimular o legitimar el incremento patrimonial previsto en los artículos precedentes, facilitare su 
nombre o participare en actividades económicas, fi nancieras y comerciales, será sancionado con 
privación de libertad de tres a ocho años, inhabilitación para el ejercicio de la función pública y/o 
cargos electos y multa de cincuenta a quinientos días.

Artículo 30. (Cohecho Activo Transnacional). El que prometiere, ofreciere u otorgare en forma 
directa o indirecta, a un funcionario público extranjero, o de una organización internacional pública, 
benefi cios como dádivas, favores o ventajas, que redunden en su propio provecho o en el de otra 
persona o entidad, con el fi n de que dicho funcionario actúe o se abstenga de actuar en el ejercicio 
de sus funciones para obtener o  mantener un benefi cio indebido en relación con la realización de 
actividades comerciales internacionales, será sancionado con privación de libertad de cinco a diez 
años y multa de cien a quinientos días.

Artículo 31. (Cohecho Pasivo Transnacional). El funcionario público extranjero o funcionario de 
una organización internacional pública que solicitare o aceptare en forma directa o indirecta un 
benefi cio indebido que redunde en su propio provecho o en el de otra persona o entidad, con el 
fi n de que dicho funcionario actúe o se abstenga de actuar en el ejercicio de sus funciones, será 
sancionado con privación de libertad de tres a ocho años y multa de cincuenta a quinientos días.

Artículo 32. (Obstrucción de la Justicia). El que utilice fuerza física, amenazas, intimidación, 
promesas, ofrecimiento o la concesión de un benefi cio indebido para inducir a una persona a 
prestar falso testimonio u obstaculizar la prestación de testimonio o la aportación de pruebas en 
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procesos por delitos de corrupción, será sancionado con privación de libertad de tres a ocho años 
y multa de treinta a quinientos días.

Se agravará la sanción en una mitad a quienes utilicen la fuerza física, amenazas o intimación 
para obstaculizar el cumplimiento de las funciones ofi ciales de jueces, fi scales, policías y otros 
servidores responsables de luchar contra la corrupción.

Artículo 33. (Falsedad en la Declaración Jurada de Bienes y Rentas). El que falseare u omitiere 
insertar los datos económicos, fi nancieros o patrimoniales, que la declaración jurada de bienes y 
rentas deba contener, incurrirá en privación de libertad de uno a cuatro años y multa de cincuenta 
a doscientos días.

Artículo 34. (Modifi caciones e Incorporaciones al Código Penal). Se modifi can los Artículos 105, 
142, 144, 145, 146, 147, 149, 150, 151, 152, 153, 154, 157, 173, 173 Bis, 174, 177, 185 Bis, 221, 222, 
224, 225, 228, 229 y 230 del Código Penal, y se incorporan los Artículos 150 Bis, 172 Bis y 228 Bis, 
de acuerdo al siguiente texto:

Artículo 105. (Términos para la Prescripción de la Pena). La potestad para ejecutar la pena 
prescribe:

1. En diez años, si se trata de pena privativa de libertad mayor de seis años.

2. En siete años, tratándose de penas privativas de libertad menores de seis años y 
mayores de dos.

3. En cinco años, si se trata de las demás penas.

Estos plazos empezarán a correr desde el día de la notifi cación con la sentencia condenatoria, o 
desde el quebrantamiento de la condena, si ésta hubiera empezado a cumplirse.

No procederá la prescripción de la pena, bajo ninguna circunstancia, en delitos de corrupción.

Artículo 142. (Peculado). La servidora o el servidor público que aprovechando del cargo que 
desempeña se apropiare de dinero, valores o bienes de cuya administración, cobro o custodia 
se hallare encargado, será sancionado con privación de libertad de cinco a diez años y multa de 
doscientos a quinientos días.

Artículo 144. (Malversación). La servidora o el servidor público que diere a los caudales que 
administra, percibe o custodia, una aplicación distinta de aquella a que estuvieren destinados, será 
sancionada con privación de libertad de tres a ocho años y multa de cien a doscientos cincuenta 
días.

Si del hecho resultare daño o entorpecimiento para el servicio público, la sanción será agravada en 
un tercio.

Artículo 145. (Cohecho Pasivo Propio). La servidora o el servidor público o autoridad que para 
hacer o dejar de hacer un acto relativo a sus funciones o contrario a los deberes de su cargo, 
recibiere directamente o por interpuesta persona, para sí o un tercero, dádivas o cualquier otra 
ventaja o aceptare ofrecimientos o promesas, será sancionado con privación de libertad de tres a 
ocho años y multa de cincuenta a ciento cincuenta días.

Artículo 146. (Uso Indebido de Influencias). La servidora o el servidor público o autoridad que 
directamente o por interpuesta persona y aprovechando de las funciones que ejerce o usando 
indebidamente de las influencias derivadas de las mismas obtuviere ventajas o benefi cios, para sí 
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o para un tercero, será sancionado con privación de libertad de tres a ocho años y multa de cien a 
quinientos días.

Artículo 147. (Benefi cios en Razón del Cargo). La servidora o el servidor público o autoridad que 
en consideración a su cargo admitiere regalos u otros benefi cios, será sancionado con privación de 
libertad de tres a ocho años y multa de cien a doscientos cincuenta días.

Artículo 149. (Omisión de Declaración de Bienes y Rentas). La servidora o el servidor público que 
conforme a la Ley estuviere obligado a declarar sus bienes y rentas a tiempo de tomar posesión o 
a tiempo de dejar su cargo y no lo hiciere, será sancionado con multa de treinta días.

Artículo 150. (Negociaciones Incompatibles con el Ejercicio de Funciones Públicas). La servidora 
o el servidor público que por sí o por interpuesta persona o por acto simulado se interesare y 
obtuviere para sí o para tercero un benefi cio en cualquier contrato, suministro, subasta u operación 
en que interviene en razón de su cargo, será sancionado con privación de libertad de cinco a diez 
años y multa de treinta a quinientos días.

Artículo 150 Bis. (Negociaciones Incompatibles con el Ejercicio de Funciones Públicas por 
Particulares). El delito previsto en el artículo anterior también será aplicado a los árbitros, peritos, 
auditores, contadores, martilleros o rematadores, y demás profesionales respecto a los actos en los 
cuales por razón de su ofi cio intervienen y a los tutores, curadores, albaceas y síndicos respecto de 
los bienes pertenecientes a sus pupilos, curados, testamentarias, concursos, liquidaciones y actos 
análogos, con una pena privativa de libertad de cinco a diez años y multa de treinta a quinientos 
días.

Artículo 151. (Concusión). La servidora o el servidor público o autoridad que con abuso de su 
condición o funciones, directa o indirectamente, exigiere u obtuviere dinero u otra ventaja ilegítima 
o en proporción superior a la fi jada legalmente, en benefi cio propio o de un tercero, será sancionado 
con privación de libertad de tres a ocho años.

Artículo 152. (Exacciones). La servidora o el servidor público que exigiere u obtuviere las 
exacciones expresadas en el artículo anterior para convertirlas en benefi cio de la administración 
pública, será sancionado con privación de libertad de uno a cuatro años.

Si se usare de alguna violencia en los casos de los artículos anteriores, la sanción será agravada 
en un tercio.

Artículo 153. (Resoluciones Contrarias a la Constitución y a las Leyes). La servidora o el servidor 
público o autoridad que dictare resoluciones u órdenes contrarias a la Constitución o a las leyes, 
o ejecutare o hiciere ejecutar dichas resoluciones u órdenes, será sancionado con privación de 
libertad de cinco a diez años.

La misma pena, será aplicada cuando la resolución sea emitida por un fi scal.

Si el delito ocasionare daño económico al Estado, la pena será agravada en un tercio.

Artículo 154. (Incumplimiento de Deberes). La servidora o el servidor público que ilegalmente 
omitiere, rehusare hacer o retardare un acto propio de sus funciones, será sancionado con privación 
de libertad de uno a cuatro años.

La pena será agravada en un tercio, cuando el delito ocasione daño económico al Estado.
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Artículo 157. (Nombramientos Ilegales). Será sancionado con privación de libertad de uno a 
cuatro años y multa de treinta a cien días, la servidora o el servidor público que propusiere en 
terna o nombrare para un cargo público a persona que no reuniere las condiciones legales para su 
desempeño.

Artículo 172 Bis. (Receptación Proveniente de Delitos de Corrupción). El que después de haberse 
cometido un delito de corrupción ayudare a su autor a asegurar el benefi cio o resultado del mismo 
o recibiere, ocultare, vendiere o comprare a sabiendas las ganancias resultantes del delito, será 
sancionado con privación de libertad de tres a ocho años y el decomiso de los bienes obtenidos 
ilícitamente.

Artículo 173. (Prevaricato). La jueza o el juez, que en el ejercicio de sus funciones dictare 
resoluciones manifi estamente contrarias a la Ley, será sancionado con privación de libertad de 
cinco a diez años.

Si como resultado del prevaricato en proceso penal se condenare a una persona inocente, se le 
impusiere pena más grave que la justifi cable o se aplicare ilegítimamente la detención preventiva, 
la pena será agravada en un tercio a la establecida en el párrafo anterior.

Los árbitros o amigables componedores o quien desempeñare funciones análogas de decisión o 
resolución y que incurran en este delito, tendrán una pena privativa de libertad de tres a ocho años.

Si se causare daño económico al Estado será agravada en un tercio.

Artículo 173 Bis. (Cohecho Pasivo de la Jueza, Juez o Fiscal). La jueza, el juez o fi scal que 
aceptare promesas o dádivas para dictar, demorar u omitir dictar una resolución o fallo en asunto 
sometido a su competencia, será sancionado con privación de libertad de cinco a diez años y con 
multa de doscientos a quinientos días, más la inhabilitación especial para acceder a cualquier 
función pública y/o cargos electos.

Idéntica sanción será impuesta al o a los abogados que con igual fi nalidad y efecto, concertaren 
dichos consorcios con uno o varios jueces o fi scales, o formaren también parte de ellos.

Artículo 174. (Consorcio de Jueces, Fiscales y/o Abogados). La jueza, el juez o fi scal que 
concertare la formación de consorcios con uno o varios abogados, o formare parte de ellos, con 
el objeto de procurarse ventajas económicas ilícitas en detrimento de la sana administración de 
justicia, será sancionado con privación de libertad de cinco a diez años.

Artículo 177. (Negativa o Retardo de Justicia). El funcionario judicial o administrativo que en 
ejercicio de la función pública con jurisdicción y competencia, administrando justicia, retardare o 
incumpliere los términos en los cuales les corresponda pronunciarse sobre los trámites, gestiones, 
resoluciones o sentencias conforme a las leyes procedimentales, a la equidad y justicia y a la 
pronta administración de ella, será sancionado con privación de libertad de cinco a diez años.

Artículo 185 Bis. (Legitimación de Ganancias Ilícitas). El que adquiera, convierta o transfi era 
bienes, recursos o derechos, vinculados a delitos de: elaboración, tráfi co ilícito de sustancias 
controladas, contrabando, corrupción, organizaciones criminales, asociaciones delictuosas, tráfi co 
y trata de personas, tráfi co de órganos humanos, tráfi co de armas y terrorismo, con la fi nalidad 
de ocultar, o encubrir su naturaleza, origen, ubicación, destino, movimiento o propiedad, será 
sancionado con privación de libertad de cinco a diez años, inhabilitación para el ejercicio de la 
función pública y/o cargos electos y multa de doscientos a quinientos días.
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Este delito se aplicará también a las conductas descritas previamente aunque los delitos de los 
cuales proceden las ganancias ilícitas hubieran sido cometidos total o parcialmente en otro país, 
siempre que esos hechos sean considerados delictivos en ambos países.

El que facilite, o incite a la comisión de este delito, será sancionado con privación de libertad de 
cuatro a ocho años.

Se ratifi ca que el delito de la legitimación de ganancias ilícitas es autónomo y será investigado, 
enjuiciado y sentenciado sin necesidad de sentencia condenatoria previa, respecto a los delitos 
mencionados en el primer párrafo.

Artículo 221. (Contratos Lesivos al Estado). La servidora o el servidor público que a sabiendas 
celebrare contratos en perjuicio del Estado o de entidades autónomas, autárquicas, mixtas o 
descentralizadas, será sancionado con privación de libertad de cinco a diez años.

En caso de que actuare culposamente, la pena será de privación de libertad de uno a cuatro años.

El particular que en las mismas condiciones anteriores celebrare contrato perjudicial a la economía 
nacional, será sancionado con reclusión de tres a ocho años.

Artículo 222. (Incumplimiento de Contratos). El que habiendo celebrado contratos con el Estado 
o con las entidades a que se refi ere el artículo anterior, no los cumpliere sin justa causa, será 
sancionado con privación de libertad de tres a ocho años.

Si el incumplimiento derivare de culpa del obligado, éste será sancionado con privación de libertad 
de uno a cuatro años.

Artículo 224. (Conducta Antieconómica). La servidora o el servidor público o el que hallándose en 
el ejercicio de cargos directivos u otros de responsabilidad, en instituciones o empresas estatales, 
causare por mala administración, dirección técnica o por cualquier otra causa, daños al patrimonio 
de ellas o a los intereses del Estado, será sancionado con privación de libertad de tres a ocho años.

Si actuare culposamente, será sancionado con privación de libertad de uno a cuatro años.

Artículo 225. (Infi dencia Económica). La servidora o el servidor público o el que en razón de su 
cargo o funciones se hallare en posesión de datos o noticias que deba guardar en reserva, relativos 
a la política económica y los revelare, será sancionado con privación de libertad de uno a cuatro 
años.

Incurrirá en la misma sanción, agravada en un tercio, la servidora o el servidor público o el que en las 
condiciones anteriores usare o revelare dichos datos o noticias en benefi cio propio o de terceros.

Si obrare culposamente, la pena será rebajada en un tercio.

Artículo 228. (Contribuciones y Ventajas Ilegítimas). El que abusando de su condición de dirigente 
o el que simulando funciones, representaciones, instrucciones u órdenes superiores, por sí o por 
interpuesta persona, exigiere u obtuviere dinero u otra ventaja económica en benefi cio propio o de 
tercero, será sancionado con privación de libertad de uno a tres años.

Si el autor fuere servidora o servidor público, la pena será agravada en un tercio.

Artículo 228 Bis. (Contribuciones y Ventajas Ilegítimas de la Servidora o Servidor Público). Si 
la conducta descrita en el artículo anterior, hubiere sido cometida por servidora o servidor público, 
causando daño económico al estado, la pena será de privación de libertad de tres a ocho años.
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Artículo 229. (Sociedades o Asociaciones Ficticias). El que organizare o dirigiere sociedades, 
cooperativas u otras asociaciones fi cticias para obtener por estos medios benefi cios o privilegios 
indebidos, será sancionado con privación de libertad de uno a cuatro años y multa de cien a 
quinientos días.

Si fuere servidora o servidor público el que por sí o por interpuesta persona cometiere el delito, será 
sancionado con privación de libertad de tres a ocho años y multa de treinta a cien días.

Artículo 230. (Franquicias, Liberaciones o Privilegios Ilegales). El que obtuviere, usare o 
negociare ilegalmente liberaciones, franquicias, privilegios diplomáticos o de otra naturaleza, será 
sancionado con privación de libertad de tres a ocho años.

La servidora o el servidor público que concediere, usare o negociare ilegalmente tales liberaciones, 
franquicias o privilegios, será sancionado con la pena establecida en el párrafo anterior, agravada 
en un tercio.

Artículo 35. (Denuncia Voluntaria). Toda persona que hubiere participado o participe como 
instigador, cómplice o encubridor, que voluntariamente denuncie y colabore en la investigación y 
juzgamiento de los delitos sistematizados en los Artículos 24 y 25 de la presente Ley, se benefi ciará 
con la reducción de dos tercios de la pena que le correspondiere.

CAPÍTULO IV

INCLUSIONES Y MODIFICACIONES AL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO PENAL, CÓDIGO 
CIVIL Y LEY ORGÁNICA DEL MINISTERIO PÚBLICO

Artículo 36. (Inclusión de Artículos en el Código de Procedimiento Penal). Se incluyen en el 
Código de Procedimiento Penal, los artículos 29 Bis, 91 Bis, 148 Bis, 253 Bis y 344 Bis, según el 
siguiente Texto:

Artículo 29 Bis. (Imprescriptibilidad). De conformidad con el Articulo 112 de la Constitución 
Política del Estado, los delitos cometidos por servidoras o servidores públicos que atenten contra el 
patrimonio del Estado y causen grave daño económico, son imprescriptibles y no admiten régimen 
de inmunidad.

Artículo 91 Bis. (Prosecución del Juicio en Rebeldía). Cuando se declare la  rebeldía de un 
imputado dentro del proceso penal por los delitos establecidos en los Artículos 24, 25 y siguientes 
de la Ley de Lucha Contra la Corrupción, Enriquecimiento Ilícito e Investigación de Fortunas, el 
proceso no se suspenderá con respecto del rebelde. El Estado designará un defensor de ofi cio y el 
imputado será juzgado en rebeldía, juntamente con los demás imputados presentes.

Artículo 148 Bis. (Recuperación de Bienes en el Extranjero). El Estado podrá solicitar a las 
autoridades extranjeras la cooperación necesaria y efectiva para recuperar bienes y activos 
sustraídos por servidoras o servidores y ex servidoras o ex servidores públicos, objeto o producto 
de delitos de corrupción y delitos vinculados que se encuentren fuera del país.

Artículo 253 Bis. (Tramite de Incautación en Delitos de Corrupción). En el caso de delitos 
de corrupción que causen grave daño al Estado, desde el inicio de las investigaciones, previo 
requerimiento fi scal a la autoridad jurisdiccional competente y en un plazo perentorio de cinco 
días, se procederá a la incautación de los bienes y activos que razonablemente se presuman 
medio, instrumento o resultado del delito, con inventario completo en presencia de un Notario de 
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Fe Pública, designando al depositario de acuerdo a Ley, y concluidos los trámites de la causa el 
órgano jurisdiccional dispondrá, en sentencia, la confi scación de tales bienes y activos a favor del 
Estado si corresponde.

Artículo 344 Bis. (Procedimiento de Juicio Oral en Rebeldía por Delitos de Corrupción). En caso 
de constatarse la incomparecencia del imputado por delitos de corrupción, se lo declarará rebelde 
y se señalará nuevo día de audiencia de juicio oral para su celebración en su ausencia, con la 
participación de su defensor de ofi cio, en este caso, se notifi cará al rebelde con esta resolución 
mediante edictos.

Artículo 37. (Modifi caciones al Código de Procedimiento Penal). Se modifi can los artículos 90, 
366 y 368 del Código de Procedimiento Penal, según el siguiente texto:

Artículo 90. (Efectos de la Rebeldía). La declaratoria de rebeldía no suspenderá la etapa 
preparatoria. Cuando sea declarada durante el juicio, éste se suspenderá con respecto al rebelde 
y continuará para los demás imputados presentes, excepto en los delitos de corrupción, debiendo 
proseguirse la acción penal en contra de todos los imputados, estando o no presentes.

La declaratoria de rebeldía interrumpe la prescripción.

Artículo 366. (Suspensión Condicional de la Pena). La jueza o el juez o tribunal, previo los informes 
necesarios y tomando en cuenta los móviles o causas que hayan inducido al delito, la naturaleza 
y modalidad del hecho, podrá suspender de modo condicional el cumplimiento de la pena cuando 
concurran los siguientes requisitos:

1. Que la persona haya sido condenada a pena privativa de libertad que no exceda de tres 
años de duración;

2. Que el condenado no haya sido objeto de condena anterior por delito doloso, en los 
últimos cinco años.

La suspensión condicional de la pena no procede en delitos de corrupción.

Artículo 368. (Perdón Judicial). La jueza o el juez o tribunal al dictar sentencia condenatoria, 
concederá el perdón judicial al autor o partícipe que por un primer delito haya sido condenado a 
pena privativa de libertad no mayor a dos años.

No procederá el perdón judicial, bajo ninguna circunstancia, en delitos de corrupción.

Artículo 38. (Régimen Aplicable a la Investigación). Los delitos de corrupción se acogerán en 
su procedimiento de investigación y juzgamiento a lo establecido en el Código de Procedimiento 
Penal, en todo lo que no contravenga a lo dispuesto en esta Ley.

Artículo 39. (Modifi caciones al Código Civil). Se modifi can los Artículos 1502, 1552 y 1553 del 
Código Civil, de acuerdo al siguiente texto:

Artículo 1502. (Excepciones). La prescripción no corre:

1. Contra quien reside o se encuentra fuera del territorio nacional en servicio del Estado, 
hasta treinta días después de haber cesado en sus funciones.

2. Contra el acreedor de una obligación sujeta a condición o día fi jo, hasta que la condición 
se cumpla o el día llegue.
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3. Contra el heredero con benefi cio de inventario, respecto a los créditos que tenga contra 
la sucesión.

4. Entre cónyuges.

5. Respecto a una acción de garantía, hasta que tenga lugar la evicción.

6. En cuanto a las deudas por daños económicos causados al Estado.

7. En los demás casos establecidos por la ley.

Artículo 1552. (Anotación Preventiva en el Registro).

I.  Podrán pedir a la autoridad jurisdiccional la anotación preventiva de sus derechos en el 
registro público:

1. Quien demanda en juicio la propiedad de bienes inmuebles, o que se constituya, 
declare, modifi que o extinga cualquier derecho real.

2. Quien obtiene a su favor providencia de secuestro o mandamiento de embargo 
ejecutado sobre bienes inmuebles del deudor.

3. Quien en cualquier juicio obtiene sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada por 
la que se condena al demandado a que cumpla una obligación.

4. Quien deduce demanda para obtener sentencia sobre impedimentos o prohibiciones 
que limiten o restrinjan la libre disposición de los bienes, según el Artículo 1540 inciso 
14).

5. Quien tenga un título cuya inscripción defi nitiva no puede hacerse por falta de algún 
requisito subsanable.

6. La Procuraduría General del Estado y el Ministerio de Transparencia Institucional y 
Lucha contra la Corrupción, para efectos de protección del Patrimonio del Estado.

II.  En los casos previstos por el artículo presente y cuando se trate de bienes muebles sujetos 
a registro, la anotación se practicará en los registros correspondientes.

Artículo 1553. (Término de la anotación preventiva). 

I. La anotación preventiva caducará si a los dos años de su fecha no es convertida en 
inscripción. El juez puede prorrogar el término por un nuevo lapso de un año, que no 
perjudicará a tercero si no se asienta a su vez en el registro.

II. La anotación preventiva se convertirá en inscripción cuando se presente la sentencia 
favorable pasada en autoridad de cosa juzgada, o se demuestre haberse subsanado la 
causa que impedía momentáneamente la inscripción y ella en estos casos produce todos 
sus efectos desde la fecha de la anotación, sin embargo de cualesquier derecho inscrito en 
el intérvalo.

III. La anotación preventiva a favor del Estado caducará a los cuatro años, prorrogables a dos 
más, si no es convertida en inscripción defi nitiva.
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Artículo 40. (Inclusión en la Ley Orgánica del Ministerio Público). Se incluye el numeral 36) del 
Artículo 36 de la Ley Nº 2175, Ley Orgánica del Ministerio Publico, con el siguiente texto:

36) Designar en cada Departamento a los fi scales especializados y dedicados 
exclusivamente a la investigación y acusación de los delitos de corrupción.

DISPOSICIÓN DEROGATORIA
Única. Quedan derogadas las siguientes normas:

a) Artículo 158 de la Ley Nº 1488 de 14 de abril de 1993 (Ley de Bancos y Entidades 
Financieras, modifi cada por la Ley Nº 2297 de 20 de diciembre de 2001 – Ley de 
Fortalecimiento de la Normativa y Supervisión Financiera).

b) Toda disposición legal contraria a la presente Ley.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS
Primera. Hasta que los juzgados anticorrupción creados en el Artículo 11 de la presente Ley no 
se encuentren en funcionamiento, los jueces que conocen y tramitan procesos penales otorgarán 
prioridad en el trámite y resolución a los procesos en los que estén en juego los intereses del 
Estado.

Segunda. Los casos que se tramiten por delitos de corrupción deberán ser conocidos por las juezas, 
los jueces y tribunales, hasta que se elijan a los nuevos juzgados anticorrupción y posteriormente 
serán trasladados a ellos.

DISPOSICIONES FINALES
Primera. Las acciones de investigación y juzgamiento de delitos permanentes de corrupción y 
vinculados a ésta, establecidos en el Artículo 25 numerales 2) y 3) de la presente Ley, deben ser 
aplicados por las autoridades competentes en el marco del Artículo 123 de la Constitución Política 
del Estado.

Los numerales 1), 4), 5), 6), 7) y 8) del Artículo 25, serán tramitados en el marco del Artículo 116, 
parágrafo II de la Constitución Política del Estado.

Segunda. (Del Financiamiento). El Estado garantizará el fi nanciamiento anual de las políticas y 
proyectos de lucha contra la corrupción con recursos propios, para garantizar adecuados márgenes 
de investigación, acusación y juzgamiento.

Remítase al Órgano Ejecutivo, para fi nes constitucionales.

Es dada en la Sala de Sesiones de la Asamblea Legislativa Plurinacional, a los veintinueve días del 
mes de marzo del año dos mil diez




